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INTRODUCCION 
 

México tiene 32 entidades federativas - entre ellas la capital del país-, las cuales, 

por mandato constitucional, replican la existencia de los tres Poderes de la Unión, 

siendo uno de ellos, el Poder Judicial, con algunos matices en cada una de las 

Constitución locales, siendo éstos el objetivo de análisis del presente estudio. 

 

El Poder Judicial, encargado de la impartición de justicia, actividad pilar en el 

ejercicio de sus atribuciones jurisdiccionales, así como ser el árbitro que dirime las 

controversias tanto entre particulares como entre Poderes, generando con ello, un 

equilibrio necesario para el sano desarrollo de la vida nacional, tanto a nivel 

Federal, como estatal. 

 

Los Tribunales Superiores de Justicia son las instancias de más alta jerarquía, en 

el Poder Judicial, tanto en términos jurisdiccionales como de la administración 

interna, así como el caso de los Consejos de la Judicatura, entendidos éstos como 

los órganos administrativos especializados en la aplicación de programas de 

formación judicial y todo lo relativo a admisión, sistema interno de sanciones y 

organización de las audiencias. 

 

Dentro de este estudio comparativo de aspectos del Poder judicial a nivel estatal, 

como son la conformación, facultades de este Poder, así como los principales 

órganos encargados de la administración, vigilancia y disciplina del mismo, de 

manera particular del “Supremo Tribunal de Justicia o Tribunal Superior de Justicia” 

y del “Consejo de la Judicatura”.  

 

Dentro del actual contexto de análisis de la situación que acontece en el Poder 

Judicial, así como de búsqueda de soluciones adecuadas para llegar a propuestas 

legislativas, se presenta en este análisis, la diversidad que existe en cuanto a la 

regulación estatal en esta materia de refiere, dando así un panorama general y 

actualizado del mismo. 

https://cutt.ly/SAPI-ISS-41-20
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RESUMEN EJECUTIVO 

 

El papel primordial del Poder Judicial, tanto a nivel Federal como estatal, es el ser 
el intérprete final de los principios y valores de la Constitución, así como de la 
legislación en diversas materias, así como la impartición de justicia, en ambos 
niveles, siendo por ello relevante el estudio de los lineamientos que se dan a nivel 
estatal en cuanto a su conformación, funciones y obligaciones, al igual que las 
respectivas responsabilidades, entre otros aspectos, esto a través de cuadros 
comparativos referentes a la regulación del “Poder Judicial” a nivel Constitucional 
de las 32 entidades federativas. 
 
Principales rubros que destacan en la sección de datos relevantes: 
 
• Supremo Tribunal de Justicia o Tribunal Superior de Justicia: 

- Denominación del Órgano  
- Número de Magistrados 
- Requisitos para ser Magistrado 
- Funcionamiento del Supremo Tribunal de Justicia o Tribunal Superior de 

Justicia 
- Elección y duración en el cargo del Presidente del Tribunal Superior de 

Justicia, y posibilidad de relección 
- Elección, nombramiento y duración del cargo de los Magistrados que 

integran Tribunal Superior de Justicia 
- Reelección, ratificación y procedimiento a seguir para el cargo de 

Magistrado del Tribunal Superior de Justicia 
- Facultades del Tribunal Superior de Justicia 
- Facultades del Pleno del Tribunal Superior de Justicia 
- Medios de Control en los que el Tribunal Superior de Justicia tiene 

injerencia 
- Términos y principales causas para destituir del cargo a los Magistrados 

del Superior de Justicia. 
 

• Consejo de la Judicatura 
- Denominación, integrantes y duración en el cargo 
- Facultades del Consejo de la Judicatura 
- Principios de la Carrera Judicial 
- Incompatibilidades con el cargo  
- Restricciones para ser miembros del Consejo de la Judicatura 
- Nepotismo. 
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JUDICIAL BRANCH 

“COMPARATIVE LAW STUDY AT MEXICAN FEDERAL CONSTITIONAL LEVEL 

AND THAT OF FEDERAL ENTITIES” 

The primary function of the Judicial Branch, at Federal and local levels, is to 

interpret our Constitution’s principles and values, as well as the legislation on 

various matters. This branch, at both levels, is also meant to deliver justice; hence, 

the study of the guidelines related to the branch’s different aspects, such as 

conformation, functions, obligations as well as responsibilities, is a relevant task. 

This is done in this paper through comparative frameworks that refer to the 

particular regulations related to the Judicial Branch in the 32 federal entities and the 

Federal Constitution. 

Regarding relevant data, the following items may be found:  

• Appointment of Magistrates [Justices]. 

• Number of Magistrates  

• Requirements for Magistrate appointment. 

• Supreme Court or High Court of Justice functioning. 

• Court of Justice President election, term, and possibility for reappointment.  

• Election, appointment and term of Magistrates to High Court of Justice. 

• Reappointment and ratification and procedure to follow in order to be appointed 
High Court of Justice Magistrate. 

• High Court of Justice powers. 

• Powers of the High Court of Justice plenary. 

• Means of Control in which the High Court of Justice has prevalence.  

• Terms and main grounds for removal from office of a Supreme Court 
Magistrate. 

 

In relation to the Judicial Council, the paper offers the following: 

• Appointment, members and term’s length. 

• Judicial Council powers. 

• Principles meant for development of Judicial Service. 

• Incompatibility with the post. 

• Restrictions to become a Judicial Council Member. 

• Nepotism. 
 

https://cutt.ly/SAPI-ISS-41-20
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CUADROS COMPARATIVOS RESPECTO A LA REGULACIÓN DEL PODER JUDICIAL A NIVEL CONSTITUCIONAL 
A NIVEL ESTATAL  
 

REGULACION DEL PODER JUDICIAL A NIVEL CONSTITUCIONAL EN LOS 32 ESTADOS DE MÉXICO 
 

AGUASCALIENTES BAJA CALIFORNIA BAJA CALIFORNIA SUR 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE 

AGUASCALIENTES1 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO LIBRE 

Y SOBERANO DE BAJA CALIFORNIA2 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA 

DEL ESTADO LIBRE Y 
SOBERANO DE BAJA 

CALIFORNIA SUR3 

CAPITULO 
DUODÉCIMO 

Del Poder Judicial 
Artículo 51. El Poder Judicial es el encargado de 
impartir justicia, aplicando las Leyes con plena 
independencia en el ejercicio de sus atribuciones 
jurisdiccionales y para la administración de su 
presupuesto. 
El Poder Judicial del Estado está conformado por el 
Supremo Tribunal de Justicia del Estado, la Sala 
Administrativa, los Juzgados de Primera Instancia, los 
Jueces de Ejecución, Mixtos Menores, Jueces de 
Preparación y Especializados en Adolescentes y el 
Consejo de la Judicatura Estatal, que tiene a su cargo 
la carrera judicial. 
Las condiciones para el ingreso, formación y 
permanencia, en los diversos órganos jurisdiccionales 
que conforman al Poder Judicial, así como las 
facultades y obligaciones de éstos y de los servidores 
públicos que los integran, se regirán por lo dispuesto 

TÍTULO QUINTO 
CAPÍTULO II 

DEL PODER JUDICIAL 
ARTÍCULO 57. El Poder Judicial del Estado se 
ejercerá por el Tribunal Superior de Justicia, 
Juzgados de Primera Instancia, Juzgados de Paz y 
Jurados. 
Contará con un Consejo de la Judicatura, el cual 
ejercerá funciones de vigilancia, disciplina, 
supervisión y administración  
La representación del Poder Judicial estará a cargo 
del Presidente del Tribunal Superior de Justicia del 
Estado, el cual se elegirá y desempeñará sus 
funciones de acuerdo a lo que señale la Ley.  
El Presidente del Tribunal Superior de Justicia, el 
segundo jueves del mes de octubre, remitirá al 
Congreso del Estado un informe general, por 
escrito, del estado que guarde la Administración de 
Justicia en la entidad.  
Las sesiones del Pleno del Tribunal Superior de 

TITULO SEXTO 
DE LOS PODERES DEL 

ESTADO 
CAPITULO III 

DEL PODER JUDICIAL 
87. Se deposita el ejercicio del 
Poder Judicial del Estado en un 
Tribunal Superior de Justicia y 
Jueces del fuero común, en los 
términos de esta Constitución. 
La administración, vigilancia y 
disciplina del Poder Judicial del 
Estado, con excepción del 
Tribunal Superior de Justicia 
estarán a cargo del Consejo de 
la Judicatura, en los términos 
que establezca la Ley Orgánica 
del Poder Judicial del Estado de 
Baja California Sur y conforme 
a las bases que señala esta 

 
1Constitución Política del Estado de Aguascalientes, Leyes de Aguascalientes, LXIV Legislatura, H. Congreso del Estado de Aguascalientes, Disponible en: 

http://www.congresoags.gob.mx/Laws [17/01/2020] 
2Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Baja California, Congreso del Estado de Baja California, Disponible en: 

http://www.congresobc.gob.mx/Parlamentarias/TomosPDF/Leyes/TOMO_I/20191211_Constbc.pdf [20/01/20] 
3Constitución Política del Estado del Estado Libre y Soberano de Baja California Sur, Marco Jurídico, Trabajo Legislativo, H. Congreso del Estado de Baja 

California Sur, Disponible en: https://www.cbcs.gob.mx/index.php/trabajos-legislativos/leyes?layout=edit&id=1486 [20/01/2020] 
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en esta Constitución, en la Ley Orgánica del Poder 
Judicial y en sus Reglamentos. 
La representación del Poder Judicial de 
Aguascalientes corresponde al Supremo Tribunal de 
Justicia del Estado, por conducto de su Presidente. 
Artículo 52. El Supremo Tribunal de Justicia del Poder 
Judicial del Estado estará conformado por siete 
Magistrados y funcionará en pleno o en sus dos 
distintas salas: la civil y la penal, integradas por tres 
Magistrados cada una. 
Los Magistrados del Supremo Tribunal de Justicia del 
Estado, reunidos en pleno, elegirán de entre sus 
integrantes a su Presidente, quien ostentará el cargo 
cuatro años y podrá ser reelecto para el período 
inmediato posterior. 
La Sala Administrativa será un órgano jurisdiccional 
que gozará de plena autonomía para dictar sus fallos y 
que estará adscrito al Poder Judicial del Estado, se 
integrará por tres Magistrados sin que formen parte del 
Pleno del Supremo Tribunal de Justicia, asimismo 
tendrá entre sus facultades, dirimir las controversias 
de carácter administrativo y fiscal que se susciten 
entre los particulares y las autoridades del Estado, de 
los Municipios y sus Organismos Descentralizados o 
con otras personas en funciones de autoridad. 
El órgano jurisdiccional referido en el párrafo anterior, 
también será competente para imponer las sanciones 
a los servidores públicos por las responsabilidades 
administrativas que la ley determine como graves y a 
los particulares que participen en actos vinculados con 
dichas responsabilidades, así como fincar a los 
responsables el pago de las indemnizaciones y 
sanciones pecuniarias que deriven de los daños y 
perjuicios que afecten a la Hacienda Pública Estatal o 
de los Municipios. 
Artículo 53. Para ser Magistrado se requiere: 
I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento, originario 
del Estado o con residencia en él no menor de tres 

Justicia, deberán ser públicas; transmitidas a través 
de su portal de internet; transcritas literalmente en 
versiones taquigráficas; grabadas en audio y video 
y ser consideradas tanto las versiones taquigráficas 
y las grabaciones como información de oficio para 
efectos de la ley, respetando en todo momento la 
protección de datos personales y el principio de 
confidencialidad. 
El Poder Judicial emitirá un Plan de Desarrollo 
Judicial cada tres años. El Presidente del Tribunal 
lo remitirá al Congreso para su conocimiento; y a 
su vez lo dará a conocer a la población mediante 
su publicación en el Periódico Oficial del Estado y 
por cualquier otro medio que estime pertinente. 
Dicho Plan se elaborará, instrumentará y evaluará 
en los términos que se señalan en esta 
Constitución y la Ley.  
La Ley garantizará la independencia de los 
Magistrados, Consejeros y Jueces en el ejercicio 
de sus funciones, así como la plena ejecución de 
sus resoluciones. 
La remuneración de los Magistrados, Jueces y 
Consejeros de la Judicatura, del Poder Judicial, no 
podrá ser disminuida durante el tiempo de su 
gestión.  
Los Magistrados, Jueces y Consejeros de la 
Judicatura, del Poder Judicial, no serán 
considerados trabajadores para efectos de la Ley 
especial de la materia. 
Durante su encargo, los Magistrados, Jueces y 
Consejeros de la Judicatura, del Poder Judicial, 
sólo podrán ser removidos en los términos que se 
señalan en esta Constitución y la Ley. 
ARTÍCULO 58. El Tribunal Superior de Justicia 
estará integrado por trece Magistrados Numerarios 
como mínimo y tres Supernumerarios. Funcionará 
en los términos que disponga la Ley. 
El Congreso del Estado está facultado para 

Constitución. 
89. El desempeño de la función 
jurisdiccional corresponde a:  
I. El Tribunal Superior de 
Justicia. 
II. Se deroga. 
III. Los Jueces de Primera 
Instancia. 
IV. Los Jueces Menores. 
V. Los Jueces de Paz. 
VI. Los Árbitros. 
VII. Se deroga; y 
VIII. Los Jueces de Control. 
IX. El Tribunal de Juicio Oral. 
X. Los Jueces Especializados 
en Justicia para Adolescentes 
XI. Los Jueces de Ejecución; y 
XII. Los demás funcionarios y 
auxiliares de la administración 
de Justicia. 
La ley establecerá las bases 
mediante las cuales el Consejo 
de la Judicatura procederá en la 
selección, formación, 
actualización y evaluación de 
los funcionarios y auxiliares del 
Poder Judicial, así como para el 
desarrollo de la carrera judicial, 
la cual se regirá por los 
principios de excelencia, 
objetividad, imparcialidad, 
profesionalismo e 
independencia. 
90. El Tribunal Superior de 
Justicia del Estado se integrará 
por siete magistrados 
numerarios nombrados por el 
Poder Legislativo, de entre las 

https://cutt.ly/SAPI-ISS-41-20
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años inmediatamente anteriores a la fecha de la 
designación. 
II. Poseer Título de Licenciado en Derecho con una 
antigüedad mínima de diez años el día de la 
designación. 
III. Tener cuando menos 35 años cumplidos el día de 
la designación. 
IV. No pertenecer al estado eclesiástico ni ser ministro 
de ningún culto. 
V. No haber tenido cargo de Secretario o su 
equivalente en el Poder Ejecutivo del Estado, Fiscal 
General del Estado, Diputado Federal o Local o 
dirigente de Partido Político durante el año previo al 
día de su designación. 
Artículo 54. Los Magistrados del Supremo Tribunal de 
Justicia del Estado y la Sala Administrativa, se 
elegirán de la forma siguiente: 
El Consejo de la Judicatura Estatal, encabezado por el 
Presidente del Supremo Tribunal de Justicia del 
Estado, siguiendo el procedimiento de selección que 
su propia Ley establezca, propondrá cinco candidatos 
por cada cargo a Magistrado remitiendo los 
expedientes correspondientes al titular del Ejecutivo 
del Estado, quien de entre ellos formulará una terna 
por cada magistratura vacante, la cual enviará al 
Congreso del Estado para que designe a un 
Magistrado con la aprobación de la mayoría de los 
diputados que integren la legislatura. 
Las ausencias temporales de los Magistrados del 
Supremo Tribunal de Justicia del Estado y la Sala 
Administrativa, se suplirán como lo establezca la Ley 
Orgánica del Poder Judicial del Estado de 
Aguascalientes. 
Si dentro del término de siete días hábiles de haber 
sometido la terna para Magistrado a la consideración 
del Congreso del Estado, éste nada resolviere, el 
derecho pasará al Ejecutivo del Estado, quien 
nombrará al Magistrado y lo comunicará al Consejo de 

resolver soberana y discrecionalmente respecto a 
los nombramientos, ratificación o no ratificación y 
remoción de los Magistrados del Tribunal Superior 
de Justicia. En los mismos términos resolverá 
sobre la designación y remoción de los integrantes 
del Consejo de la Judicatura. Dichas resoluciones 
serán definitivas e inatacables, por lo que no 
procederá juicio, recurso o medio de defensa 
ordinario o extraordinario alguno en contra de las 
mismas. 
La Ley establecerá sistemas permanentes de 
evaluación del desempeño de los Magistrados del 
Tribunal Superior de Justicia y Jueces del Poder 
Judicial, para garantizar que quienes ocupen 
dichos cargos, durante el tiempo que los ejerzan, 
cumplan de manera continua y permanente con los 
requisitos y principios que esta Constitución señala 
para su nombramiento o su ratificación.  
Seis meses antes de que concluya el período de 
los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia, el 
Congreso del Estado, por el voto de las dos 
terceras partes de sus integrantes, procederá a 
realizar los nuevos nombramientos entre los 
aspirantes que integren la lista que le presente el 
Presidente del Tribunal Superior de Justicia del 
Estado de Baja California, la cual deberá contener 
únicamente a los profesionistas que hayan 
resultado aprobados en el examen que practique el 
Consejo de la Judicatura conforme al reglamento 
respectivo. 
El nombramiento de Magistrados del Tribunal 
Superior de Justicia se efectuará bajo el siguiente 
procedimiento: 
I. Inmediatamente que exista una o varias vacantes 
de Magistrados o seis meses antes si la misma 
fuere previsible, el Consejo de la Judicatura deberá 
dar inicio al proceso de evaluación de aspirantes, 
haciéndolo del conocimiento del Congreso, el cual 

ternas propuestas por el 
Gobernador del Estado.  
Para el trámite de las 
renuncias, licencias y 
remociones de los Magistrados, 
se seguirá el procedimiento que 
esta Constitución y las Leyes 
de la Materia establecen.  
91. Para ser Magistrado se 
requiere:  
I. Ser ciudadano 
Sudcaliforniano, en pleno 
ejercicio de sus derechos 
políticos y civiles y haber 
residido en el Estado durante 
los dos años anteriores al día 
de la designación.  
II. Tener cuando menos treinta 
y cinco años cumplidos el día 
de la designación; 
III. Poseer al día de su elección, 
con una antigüedad mínima de 
diez años, Título y Cédula 
Profesional de Licenciado en 
Derecho, expedidos por la 
autoridad o Institución 
legalmente facultada para ello.  
IV. Gozar de buena reputación 
y no haber sido condenado por 
delito que amerite pena 
corporal de más de un año de 
prisión; pero si se tratare de 
robo, fraude, falsificación, 
abuso de confianza u otro que 
lastime seriamente la buena 
fama en el concepto público, 
inhabilitará para el cargo, 
cualquiera que haya sido la 
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la Judicatura Estatal. 
Si dentro del término referido el Congreso del Estado 
rechaza la terna propuesta por el Ejecutivo del Estado, 
éste propondrá una nueva terna de entre la cual el 
Congreso del Estado deberá elegir al Magistrado en 
un término de cinco días hábiles. 
Artículo 55. Los juzgados estarán a cargo de los 
jueces que nombrará el Consejo de la Judicatura 
Estatal, en número, categoría y especialidad que éste 
y la Ley Orgánica del Poder Judicial determinen; los 
aspirantes a ocupar los cargos referidos, deberán 
cumplir con los requisitos establecidos en el Artículo 
53 de esta Constitución, a excepción de la edad y 
experiencia profesional que se fijarán en la Ley 
Orgánica del Poder Judicial. 
El Consejo de la Judicatura Estatal se integrará por 
siete miembros, de los cuales uno será el Presidente 
del Supremo Tribunal de Justicia del Estado que 
fungirá también como Presidente del Consejo; uno 
nombrado por los jueces de primera instancia en 
Materia Penal y otro nombrado por los jueces en las 
Materias Civil, Mixta y Familiar, ambos electos de 
entre ellos mismos; dos serán nombrados por el 
Congreso del Estado, los cuales no podrán ser 
Diputados Propietarios o Suplentes y dos nombrados 
por el Ejecutivo Estatal. 
Los Consejeros deberán reunir los requisitos que la 
Ley determine y durarán en su encargo tres años, y 
serán sustituidos en forma escalonada por sextas 
partes; el Presidente durará el mismo tiempo que dure 
en su encargo como Presidente del Supremo Tribunal 
de Justicia. 
El Consejo estará facultado para expedir acuerdos 
para el adecuado ejercicio de sus funciones, de 
conformidad con lo que establezca la Ley, así como 
para coadyuvar en la elaboración del presupuesto de 
egresos del Poder Judicial del Estado. 
Artículo 56. Los Jueces de Primera Instancia deberán 

incluirá exámenes psicométricos, oposición y de 
méritos correspondientes, conforme a la Ley y el 
reglamento respectivo. El Consejo de la Judicatura, 
tendrá hasta noventa días naturales para 
desahogarlo, desde que emita la convocatoria 
pública, hasta que realice la entrega de la lista por 
conducto de su Presidente al Congreso;  
II. El Congreso resolverá dentro de los treinta días 
naturales siguientes a que reciba la lista, por 
mayoría calificada de sus integrantes, los 
nombramientos de Magistrados de entre los 
aspirantes que integren la lista, la cual deberá 
contener en orden de puntuación, únicamente a los 
profesionistas que hayan aprobado en el proceso 
de evaluación que practique el Consejo de la 
Judicatura; 
III. En caso de que el Congreso no aprobara el 
nombramiento o nombramientos, o solo cubriere 
algunas de las vacantes de Magistrados, o fuera 
omiso en el término previsto en la fracción anterior, 
el Consejo de la Judicatura abrirá un nuevo 
proceso de evaluación, que se deberá desahogar y 
remitir al Congreso dentro de los treinta días 
naturales siguientes, en el cual podrá participar 
cualquier interesado e incluirse en la lista a quienes 
hayan aprobado en el proceso de evaluación 
previsto en la fracción I de este artículo, y  
IV. Recibida la segunda lista, el Congreso tendrá 
hasta treinta días naturales para nombrar por 
mayoría calificada de sus integrantes al Magistrado 
o Magistrados, y si no lo hiciese en dicho término, 
ocuparán los cargos de Magistrados las personas 
que se encuentren en los primeros lugares de la 
lista, la cual deberá ser elaborada en los términos 
señalados en las fracciones II y III de este artículo. 
Los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia 
durarán en su cargo seis años, contados a partir de 
la fecha en que rindan protesta de Ley, al término 

pena.  
V. No haber sido Secretario de 
Despacho del Poder Ejecutivo, 
Contralor General, Procurador 
General de Justicia, Fiscal 
Especializado en materia de 
Combate a la Corrupción, 
Diputado Local o Presidente 
Municipal, durante el año previo 
al día de la designación. 
VI. Se deroga. 
Los Magistrados del Tribunal 
Superior de Justicia serán 
designados preferentemente 
entre aquellas personas que 
hayan prestado sus servicios 
con eficiencia y probidad en la 
Administración de Justicia o 
que lo merezcan por su 
honorabilidad, competencia y 
antecedentes en otras ramas 
de la profesión jurídica. 
92. Los Magistrados del 
Tribunal Superior de Justicia del 
Estado serán electos por el 
Congreso del Estado, de la 
terna que el Gobernador 
someta a su consideración, el 
cual, previa comparecencia de 
las personas propuestas, 
designará al Magistrado que 
deba cubrir la vacante.  
La designación de los 
Magistrados se hará por el voto 
de las dos terceras partes de 
los miembros del Congreso, 
dentro del improrrogable plazo 
de diez días naturales. Si el 
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ser nombrados mediante un concurso de oposición, 
aplicado por el Consejo de la Judicatura Estatal, como 
se disponga en la Ley respectiva. 
Los Magistrados que integren el Pleno del Supremo 
Tribunal de Justicia del Estado y la Sala 
Administrativa, durarán en su encargo quince años; 
sólo podrán ser sustituidos cuando sobrevenga 
defunción, incapacidad física o mental permanente, o 
removidos por mala conducta debidamente 
comprobada, calificada por el Consejo de la Judicatura 
Estatal o previo juicio de responsabilidad ante el 
Congreso del Estado, en cuyo caso serán destituidos. 
Los Magistrados del Supremo Tribunal de Justicia del 
Estado y de la Sala Administrativa percibirán la 
remuneración y prestaciones que establezca el 
Presupuesto de Egresos del ejercicio fiscal 
correspondiente, las cuales deberán ser iguales para 
todos los Magistrados. 
Durante los dos años siguientes a la fecha de su retiro, 
las personas que hayan ocupado el cargo de 
Magistrados que integren el Pleno del Supremo 
Tribunal de Justicia del Estado y de la Sala 
Administrativa quedarán impedidos para actuar como 
patronos, abogados o representantes, en todo tipo de 
procedimientos tramitados ante los órganos del Poder 
Judicial del Estado. 
Los Jueces de Primera Instancia, salvo que sean 
removidos por causa de mala conducta debidamente 
comprobada, conforme a los lineamientos 
conducentes del segundo párrafo de este Artículo, 
durarán diez años en el ejercicio de su encargo al 
término de los cuales, atendiendo a los procedimientos 
de evaluación establecidos en la Ley Orgánica del 
Poder Judicial, podrán ser ratificados o ascendidos en 
la carrera judicial. 
Los Magistrados del Supremo Tribunal de Justicia del 
Estado y de la Sala Administrativa podrán ser 
reelectos en los términos que establezca la Ley 

de los cuales podrán ser ratificados y, si lo fueren, 
sólo podrán ser privados de su cargo en cualquiera 
de los siguientes supuestos: 
a). Al cumplir setenta años de edad. 
b). Al cumplir quince años en el cargo de 
Magistrado del Tribunal Superior de Justicia.  
c). Por incapacidad física o mental que impida el 
buen desempeño de sus funciones. 
d). En los demás casos que establezca esta 
Constitución y la Ley de Responsabilidades de los 
Servidores Públicos del Estado.  
Tratándose de los incisos a) y b) de este artículo el 
Consejo de la Judicatura notificará al Magistrado, a 
más tardar seis meses antes, la fecha en que 
concluirá en definitiva su encargo, señalando la 
causa en que se funda la privación de su puesto. El 
supuesto previsto en el inciso c), se tendrá por 
acreditado en los términos de las disposiciones 
legales aplicables. 
Un año antes de que concluya el periodo para el 
que fue nombrado el Magistrado, el Consejo de la 
Judicatura procederá a elaborar un dictamen 
técnico de evaluación en el que analice 
minuciosamente su actuación y desempeño y emita 
una opinión al respecto. El dictamen, así como el 
expediente del Magistrado, deberá ser remitido al 
Congreso, dentro de los noventa días naturales 
siguientes, debiendo contener todos aquellos 
elementos objetivos y requisitos que señale la Ley 
y que den a conocer si el Magistrado sujeto a 
proceso de ratificación, durante su desempeño, ha 
ejercido el cargo con excelencia profesional, 
honestidad, diligencia y que goza de buena 
reputación y buena fama en el concepto público, 
además de precisar si conserva los requisitos 
requeridos para su nombramiento previstos en el 
artículo 60 de esta Constitución.  
El Congreso con base en lo anterior, y una vez que 

Congreso no resolviere dentro 
de ese plazo, ocupará el cargo 
de Magistrado la persona que, 
dentro de dicha terna, designe 
el Gobernador del Estado. 
En caso de que el Congreso del 
Estado rechace la totalidad de 
la terna propuesta, el 
Gobernador del Estado 
someterá una nueva en los 
términos del párrafo anterior. Si 
esta segunda terna fuere 
rechazada, ocupará el cargo la 
persona que dentro de dicha 
terna designe el Gobernador 
del Estado. 
93. Los Magistrados del 
Tribunal Superior de Justicia 
durarán en su cargo seis años, 
contados a partir de la fecha en 
que rindan protesta de Ley y 
podrán ser reelectos por un 
periodo igual de seis años. 
Únicamente tendrán derecho a 
un haber de retiro durante los 
dos años posteriores a la 
conclusión del cargo, tanto a 
quienes hayan durado en su 
cargo doce años con motivo de 
una reelección, así como a los 
que hayan cumplido seis años 
en el cargo. Este derecho es 
intransferible. 
En caso de resultar reelectos los 
magistrados, sólo podrán ser 
privados de su cargo en 
cualquiera de los siguientes 
supuestos: 
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Orgánica del Poder Judicial del Estado de 
Aguascalientes; los Jueces de Primera Instancia no 
podrán ser ratificados o ascendidos en caso de mala 
conducta debidamente comprobada o hayan sido 
removidos del cargo. 
Los Magistrados que integren el Pleno del Supremo 
Tribunal de Justicia percibirán un haber por retiro al 
concluir el período para el que fueron designados; los 
de la Sala Administrativa tendrán el mismo derecho 
siempre y cuando no continúen con la carrera judicial, 
lo anterior conforme a lo dispuesto en la Ley Orgánica 
del Poder Judicial del Estado de Aguascalientes y el 
Presupuesto de Egresos respectivo. 
Las renuncias de los Magistrados del Supremo 
Tribunal de Justicia del Estado y de la Sala 
Administrativa, serán sometidas al Consejo de la 
Judicatura Estatal, y si éste las acepta, las enviará 
para su aprobación al Congreso del Estado. 
Artículo 58. Los Magistrados, antes de tomar 
posesión de sus cargos, deberán rendir la protesta de 
ley, ante el Congreso o la Diputación Permanente. 

CAPÍTULO  
DECIMOTERCERO 

De los Órganos Constitucionales Autónomos 
Artículo 58 Bis. Los órganos constitucionales 
autónomos del Estado de Aguascalientes, son 
entidades establecidas directamente en esta 
Constitución que mantienen relaciones de 
coordinación con otros órganos del Estado y que 
gozan de autonomía e independencia funcional así 
como financiera, las cuales tienen las facultades y 
obligaciones que expresamente les otorga la 
normatividad aplicable. 
Dichos órganos tienen como propósito atender 
funciones estatales coyunturales. 
Los órganos constitucionales autónomos del Estado 
de Aguascalientes, son: 
I. El Instituto Estatal Electoral y el Tribunal Electoral, 

escuche al Magistrado sujeto a proceso de 
ratificación, resolverá sobre su ratificación o no 
ratificación, mediante mayoría calificada de sus 
integrantes, a más tardar seis meses antes de que 
el Magistrado concluya su encargo. 
Si el Congreso resuelve la no ratificación, el 
Magistrado cesará en sus funciones a la conclusión 
del periodo para el que fue nombrado y se 
procederá a realizar un nuevo nombramiento en los 
términos de este artículo. 
ARTÍCULO 59. Los Tribunales del Poder Judicial 
resolverán las controversias que en el ámbito de su 
competencia se les presenten. 
La competencia del Tribunal Superior de Justicia, 
su funcionamiento en Pleno y en Salas; de los 
Juzgados de Primera Instancia, Juzgados de Paz, 
Jurados y Consejo de la Judicatura se regirá por lo 
que dispongan la Ley Orgánica del Poder Judicial 
y, de conformidad con las bases que esta 
Constitución establece. 
ARTÍCULO 60. Para ser nombrado Magistrado del 
Poder Judicial, se requiere como mínimo: 
I. Ser ciudadano Mexicano por nacimiento, en 
pleno ejercicio de sus derechos políticos y civiles; 
II. Tener cuando menos treinta y cinco, y no más de 
sesenta y cinco años de edad, al día de su 
nombramiento;  
III. Poseer el día de su nombramiento, con 
antigüedad mínima de diez años, título profesional 
de Licenciado en Derecho o Abogado, expedido 
por autoridad o institución legalmente facultada 
para ello; 
IV. Haber realizado por lo menos durante diez 
años, una actividad profesional relacionada con la 
aplicación, interpretación, elaboración o 
investigación de normas jurídicas;  
V. Haber residido en el Estado durante los diez 
años anteriores al día de su nombramiento; 

I. Al cumplir doce años en el 
cargo de Magistrado; 
II. Por incapacidad física o 
mental que impida el buen 
desempeño de sus funciones;  
III. Si no conserva los requisitos 
establecidos para su 
nombramiento, previstos en 
nuestra constitución; 
IV. Incurran en faltas de 
probidad u honradez, mala 
conducta o negligencia en el 
desempeño de sus labores; 
V. Si no gozan de buena 
reputación con motivo del 
ejercicio de su encargo;  
VI. Sean condenados por 
sentencia ejecutoriada en juicio 
de responsabilidad 
administrativa de servidores 
públicos o juicio político que los 
inhabilite o destituya, en los 
casos que éstos procedan; 
VII. Sean jubilados en los 
términos legales o renuncien a 
su puesto; 
VIII. Desempeñen otro empleo 
o encargo de la Federación, del 
Estado, de algún Municipio o 
particulares, salvo los cargos en 
las instituciones educativas o 
en asociaciones científicas, 
literarias o de beneficencia;  
IX. En los demás casos que 
establezca esta constitución y 
la Ley de Responsabilidades de 
los Servidores Públicos del 
Estado; y 
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previstos en el Artículo 17, Apartado B de esta 
Constitución; 
II. La Fiscalía General del Estado, prevista en el 
Artículo 59 de esta Constitución; 
III. La Comisión Estatal de Derechos Humanos, 
prevista en el Artículo 62 de esta Constitución; y 
IV. El Instituto de Transparencia del Estado, previsto 
en el Artículo 62 A de esta Constitución. 

CAPITULO DECIMOCUARTO 
Del Sistema de Justicia Penal Acusatorio, el 
Ministerio Público, el Sistema de Seguridad 

Pública y los Derechos Humanos. 
Artículo 58 C. El Poder Judicial contará con jueces de 
control que resolverán, en forma inmediata, y por 
cualquier medio, las solicitudes de vinculación a 
proceso, medidas cautelares, providencias 
precautorias, técnicas de investigación de la autoridad 
y todas aquellas peticiones que requieran control 
judicial, garantizando los derechos de los imputados y 
de las víctimas u ofendidos. Así mismo conocerá de 
las impugnaciones a las omisiones del Ministerio 
Público en la investigación de los hechos punibles, 
resoluciones de reserva, no ejercicio, desistimiento de 
la acusación o acción penal, y la suspensión del 
procedimiento. A partir del momento en que sea 
judicializada la investigación, deberá fijarse un término 
para su conclusión y no podrá decretarse su reserva. 
Deberá existir un registro fehaciente de todas las 
comunicaciones entre jueces y Ministerio Público y 
demás autoridades competentes. 
Las intervenciones autorizadas se ajustarán a los 
requisitos y límites previstos en las leyes. Los 
resultados de las intervenciones que no cumplan con 
éstos, carecerán de todo valor probatorio. 
Ninguna detención ante autoridad judicial podrá 
exceder del plazo de setenta y dos horas, a partir de 
que el indiciado sea puesto a su disposición, sin que 
se justifique con un auto de vinculación a proceso en 

VI. No haber sido condenado por delito que amerite 
pena de más de un año de prisión; pero si se 
tratare de robo, fraude, falsificación, abuso de 
confianza u otro que lastime seriamente la buena 
fama en el concepto público, inhabilitará para el 
cargo, cualquiera que haya sido la pena;  
VII. Gozar de buena reputación y buena fama en el 
concepto público. La Ley determinará los 
procedimientos y términos en los que se realizarán 
consultas públicas, para acreditar dicha calidad, y 
VIII. No haber ocupado cargo de elección popular, 
ni haber ocupado cargo de dirigencia de algún 
partido político, o haber sido titular de una 
dependencia o entidad de la administración pública 
federal, estatal o municipal, o Consejero de la 
Judicatura, durante el año previo a la fecha en que 
deba ser nombrado. 
ARTÍCULO 62. Los Jueces serán designados en 
los términos de esta Constitución y la Ley; durarán 
cinco años en el cargo, y podrán ser ratificados 
hasta por dos periodos más, cuando se distingan 
en el ejercicio de sus funciones y una vez que 
fueren evaluados atendiendo a los criterios 
objetivos que disponga la Ley. En ningún caso 
podrán permanecer por más de quince años en el 
cargo. Para ser Juez se requiere: 
I. Ser ciudadano mexicano en pleno ejercicio de 
sus derechos civiles y políticos;  
II. Tener cuando menos treinta años de edad, al día 
de su designación; 
III. Poseer título profesional de Licenciado en 
Derecho o Abogado, con antigüedad mínima de 
cinco años, expedido por autoridad o institución 
legalmente facultada para ello; 
IV. Acreditar, cuando menos cinco años de práctica 
profesional, y aprobar los exámenes psicométricos, 
de oposición y de méritos correspondientes;  
V. Gozar de buena reputación y no haber sido 

X. No excusarse de conocer los 
asuntos de los que tenga 
conocimiento que está 
impedido conforme a la ley 
Tratándose de la fracción I, el 
Congreso del Estado, a través 
del Presidente de la Mesa 
Directiva en turno, notificará al 
Magistrado, a más tardar seis 
meses antes, la fecha en que 
concluirá en definitiva su 
encargo, señalando la causa en 
que se funda la privación de su 
puesto. Para las demás 
hipótesis previstas en el 
presente artículo, el Congreso 
del Estado proveerá lo 
conducente a fin de iniciar 
procedimiento de privación del 
puesto de magistrado 
respetando en todo caso la 
garantía de audiencia. 
Los Magistrados, Jueces de 
Primera Instancia del Tribunal 
Superior de Justicia, los 
integrantes del Consejo de la 
Judicatura del Estado no 
podrán desempeñar los cargos 
de Secretarios de Despacho, 
Procurador General de Justicia 
del Estado, Fiscal 
Especializado en Materia de 
Combate a la Corrupción, 
Secretario General o Tesorero 
del Ayuntamiento durante los 
dos años siguientes al término 
de su encargo. 
93 BIS. Para la reelección de 
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el que se expresará: el delito que se impute al 
acusado; el lugar, tiempo y circunstancias de 
ejecución, así como los datos que establezcan que se 
ha cometido un hecho que la ley señale como delito y 
que exista la probabilidad de que el indiciado lo 
cometió o participó en su comisión. 
El Ministerio Público sólo podrá solicitar al juez la 
prisión preventiva cuando otras medidas cautelares no 
sean suficientes para garantizar la comparecencia del 
imputado en el juicio, el desarrollo de la investigación, 
la protección de la víctima, de los testigos o de la 
comunidad, así como cuando el imputado esté siendo 
procesado o haya sido sentenciado previamente por la 
comisión de un delito doloso. El juez ordenará la 
prisión preventiva, oficiosamente, en los casos de 
delincuencia organizada, homicidio doloso, violación, 
secuestro, trata de personas, delitos cometidos con 
medios violentos como armas y explosivos, así como 
delitos graves que determine la ley en contra de la 
seguridad de la nación, el libre desarrollo de la 
personalidad y de la salud. 
Artículo 59. El Ministerio Público se organizará en una 
Fiscalía General del Estado como órgano autónomo 
con personalidad jurídica y patrimonio propio, misma 
que ejercerá las funciones previstas en el Artículo 21 
de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos con apego a los principios de legalidad, 
objetividad, imparcialidad, eficiencia, profesionalismo, 
responsabilidad, honradez y respeto a los derechos 
humanos, en los términos que disponga la ley. 
El Fiscal General del Estado deberá reunir los mismos 
requisitos que se requieren para ser Magistrado del 
Supremo Tribunal de Justicia de acuerdo con el 
Artículo 53 de esta Constitución. 
El Fiscal General del Estado durará en su cargo seis 
años y será designado y removido conforme a lo 
siguiente: 
I. Treinta días antes de concluir el período para el cual 

condenado por un delito intencional que amerite 
pena corporal de más de un año de prisión, pero si 
se trata de robo, fraude, falsificación, abuso de 
confianza u otro que lesione la buena fama en el 
concepto público, inhabilitará para el cargo 
cualquiera que haya sido la pena; 
VI. Haber residido en el Estado durante los cinco 
años anteriores al día de su designación, y  
VII. No haber ocupado cargo de elección popular, 
titular de una dependencia o entidad de la 
administración pública federal, estatal o municipal, 
de dirigencia de algún partido político, o Consejero 
de la Judicatura, durante el año previo al día de la 
designación. 
Las designaciones de jueces serán hechas, 
preferentemente de entre aquellas personas que 
presten o hubieren prestado sus servicios con 
eficacia y probidad en la Administración de Justicia, 
o que, sin haber laborado en el Poder Judicial, lo 
merezcan por su honorabilidad, competencia y 
antecedentes profesionales. 
ARTÍCULO 63. Corresponde al Pleno del 
Tribunal Superior de Justicia: 
I. Conocer de los negocios civiles y penales del 
fuero común, como Tribunal de Apelación o de 
última instancia ordinaria;  
II. Resolver las cuestiones de competencia y las de 
acumulación que se susciten entre los jueces, de 
conformidad a las leyes respectivas; 
III. Resolver sobre las recusaciones y excusas de 
Magistrados y Secretarios del Tribunal;  
IV. Resolver respecto a la designación, ratificación, 
remoción y renuncia de Jueces del Poder Judicial, 
de conformidad con lo previsto en esta 
Constitución, la Ley y el reglamento respectivo. 
Iguales facultades le corresponden en cuanto al 
personal jurisdiccional del Tribunal, quienes serán 
seleccionados por los Magistrados 

Magistrados, estos deberán 
demostrar poseer los atributos 
que se les reconocieron al 
habérseles designado, y que su 
trabajo cotidiano lo 
desempeñaron de manera 
pronta, completa e imparcial, 
como expresión de 
honorabilidad, diligencia, 
excelencia profesional y 
honestidad invulnerable, 
remitiendo al Congreso del 
Estado los escritos y 
documentos conducentes a tal 
efecto. 
Para la reelección o no de los 
magistrados, se seguirá el 
siguiente procedimiento: 
Con una anticipación no menor 
a sesenta días naturales ni 
mayor a noventa días naturales, 
de que concluya el período para 
el que fue nombrado, el 
Magistrado de que se trate, en 
uso de su garantía de audiencia 
presentará por escrito y por 
duplicado ante el Congreso del 
Estado, a través del Presidente 
de la Mesa Directiva o de la 
Diputación Permanente, su 
intención de reelegirse o no. En 
caso de que el Magistrado de 
que se trate se abstenga de 
presentar el escrito mencionado 
dentro del plazo señalado 
perderá su derecho a ser 
reelecto para un nuevo periodo 
de seis años. 
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fue designado el Fiscal General del Estado, o en su 
caso, a partir de su ausencia definitiva, el Congreso 
del Estado tendrá quince días naturales para integrar 
una lista de cinco candidatos aprobada por las dos 
terceras partes de los diputados que integran el 
Congreso del Estado, misma que enviará al Poder 
Ejecutivo. 
II. Recibida la lista a que se refiere la Fracción 
anterior, el Poder Ejecutivo formulará una terna y la 
remitirá al Congreso del Estado en un plazo no mayor 
a cinco días naturales contados a partir de que haya 
recibido la lista de candidatos; 
Si el Poder Ejecutivo no recibe la lista en el plazo 
señalado en la Fracción I, enviará libremente al 
Congreso del Estado una terna; 
III. Recibida la terna por el Congreso del Estado, se 
turnará a la Comisión de Justicia para que, previa 
comparecencia de las personas propuestas, rinda el 
informe respectivo y el Pleno designe al Fiscal General 
del Estado con el voto de las dos terceras partes de 
los diputados que integran el Congreso. La 
designación deberá realizarse dentro del plazo de 
ocho días naturales contados a partir de que el 
Congreso reciba la terna. 
En caso de que el Poder Ejecutivo no envíe la terna al 
Congreso del Estado, éste tendrá cinco días para 
designar al Fiscal General del Estado de entre los 
candidatos de la lista que señala la Fracción I. 
Si el Congreso del Estado no hace la designación en 
el plazo establecido, el Poder Ejecutivo, en un término 
no mayor a cinco días naturales, designará al Fiscal 
General del Estado de entre los candidatos que 
integren la lista referida en la Fracción I, o en su caso 
de la terna respectiva. 
IV. El Fiscal General del Estado podrá ser removido 
por el Ejecutivo Estatal por las causas graves que 
establezcan las Leyes. La remoción podrá ser 
objetada por el voto de la mayoría calificada de los 

correspondientes, de entre la lista que presente el 
Consejo de la Judicatura en los términos de la Ley 
y el reglamento respectivo; 
V. Determinar la adscripción de los Magistrados en 
las Salas del Tribunal;  
VI. Designar para un periodo de tres años, a uno de 
sus miembros como Presidente, pudiendo ser 
reelecto por otro periodo de tres años más; 
VII. Expedir acuerdos para el mejor ejercicio de sus 
atribuciones;  
VIII. Establecer mecanismos que transparenten y 
propicien la rendición de cuentas de la función 
jurisdiccional de los Magistrados; 
IX. Emitir opinión respecto al proyecto de Plan de 
Desarrollo Judicial que le presente el Consejo de la 
Judicatura, en los términos de la Ley, y  
X. Designar a tres Consejeros de la Judicatura en 
los términos de esta Constitución. 
XI. Ejercer las demás atribuciones que les señale 
esta Constitución y las Leyes. 
ARTÍCULO 64. La funciones de la vigilancia, 
administración, supervisión y disciplina del Poder 
Judicial del Estado, excluyendo las facultades 
jurisdiccionales de Magistrados y Jueces, estará a 
cargo del Consejo de la Judicatura en los términos 
que establezcan las leyes conforme a las bases 
que señale esta Constitución. 
El Presidente del Tribunal Superior de Justicia, 
tendrá la representación del Consejo de la 
Judicatura, y las funciones que fije la Ley Orgánica 
respectiva.  
El Consejo de la Judicatura se integrará por: 
I. El Presidente del Tribunal Superior de Justicia, 
quien lo presidirá;  
II. Dos Magistrados del Tribunal Superior de 
Justicia del Estado, designados por mayoría de los 
integrantes del Pleno del citado Tribunal; 
III. Un Juez designado por mayoría de los 

Con el duplicado del escrito a 
que se refiere el párrafo 
anterior, se dará vista a la 
Comisión dictaminadora 
correspondiente; 
La Comisión Legislativa 
dictaminadora deberá solicitar 
al Pleno del Tribunal Superior 
de Justicia o al Pleno del 
Consejo de la Judicatura según 
corresponda, toda aquella 
información y documentación 
que resulte útil y necesaria para 
conocer el desempeño en el 
ejercicio del cargo del 
Magistrado sujeto a evaluación, 
de conformidad con lo 
establecido en la Ley Orgánica 
del Poder Judicial del Estado, 
quedando estos obligados a 
proporcionarla en breve 
término. La Infracción a estas 
disposiciones por parte del 
Pleno del Tribunal o del Pleno 
del Consejo de la Judicatura, 
será causa de juicio político. 
De igual forma, deberá solicitar 
al magistrado sujeto a 
evaluación la información y 
documentación que considere 
pertinente, pudiendo además, 
solicitar a personas e 
instituciones públicas y 
privadas, todo tipo de 
información relativa al 
desempeño del cargo del 
magistrado, y estas quedan 
obligadas a proporcionar en 
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miembros que integran el Congreso del Estado dentro 
de un plazo de diez días naturales, previo informe que 
para el efecto emita la Comisión de Justicia, en cuyo 
caso el Fiscal General del Estado será restituido en el 
ejercicio de sus funciones. Si el Congreso del Estado 
no se pronuncia al respecto, se entenderá que no 
existe objeción a la remoción; 
V. En los recesos del Congreso del Estado, la 
Diputación Permanente lo convocará de inmediato a 
período extraordinario para la designación o 
formulación de objeción a la remoción del Fiscal 
General del Estado. 
VI. Las ausencias temporales del Fiscal General del 
Estado serán suplidas en los términos que determine 
la ley. En caso de ausencia definitiva, quien sea 
designado únicamente desempeñará el cargo hasta 
completar el período para el cual fue elegido el 
anterior Fiscal General del Estado. 
Quien se haya desempeñado como Fiscal General del 
Estado, no podrá ser reelecto en el cargo. 
Artículo 60. El Ministerio Público estará sujeto a lo 
siguiente: 
I. La investigación de los delitos corresponde al 
Ministerio Público y a las policías, las cuáles actuarán 
bajo la conducción y mando de aquél en el ejercicio de 
esta función; 
II. El ejercicio de la acción penal ante los tribunales 
corresponde al Ministerio Público. La ley determinará 
los casos en que los particulares podrán ejercer la 
acción penal ante la autoridad judicial. El Ministerio 
Público podrá considerar criterios de oportunidad para 
el ejercicio de la acción penal, en los supuestos y 
condiciones que fije la ley; 
III. El Ministerio Público procurará que los juicios se 
sigan con toda regularidad para que la administración 
de justicia sea pronta y expedita, pedir la aplicación de 
las penas e intervenir en todos los negocios que la Ley 
determine; 

integrantes del Pleno del Tribunal Superior de 
Justicia del Estado;  
IV. Dos Consejeros designados por mayoría 
calificada del Congreso del Estado, en términos de 
la convocatoria que éste apruebe, y 
V. Un Consejero designado por el Gobernador del 
Estado.  
Los Consejeros señalados en las fracciones II, III, 
IV y V durarán en su cargo cuatro años. 
ARTÍCULO 65. Los Consejeros de la Judicatura 
deberán reunir los requisitos señalados en el 
artículo 60 de esta Constitución, y ser personas 
que se hayan distinguido por su capacidad 
profesional y administrativa, honestidad y 
honorabilidad en el ejercicio de sus actividades. 
Las personas que hayan ejercido el cargo de 
Consejeros en los términos previstos en las 
fracciones IV y V del artículo 64 de esta 
Constitución, no tendrán derecho a ser ratificados y 
en ningún caso podrán volver a ser designados 
para este cargo.  
El Consejo funcionará en Pleno o por Comisiones. 
Corresponderá al Consejo de la Judicatura el 
desarrollo de la carrera judicial. Al Pleno del 
Consejo le corresponderá proponer al Pleno del 
Tribunal Superior la designación, adscripción, 
remoción y renuncia de Jueces del Poder Judicial 
en los términos de la Ley y el reglamento 
respectivo. Las propuestas de nombramiento de 
Jueces, Secretarios de Acuerdos, Actuarios y del 
personal jurisdiccional del Tribunal Superior de 
Justicia se integrarán con quienes hayan resultado 
aprobados en los exámenes psicométricos, de 
oposición y de méritos practicados por el Consejo 
de la Judicatura, conforme a la Ley y el reglamento 
respectivo. Los Secretarios de Acuerdos y 
Actuarios serán seleccionados por el Juez 
respectivo de entre quienes integren la lista que le 

breve término. 
Una vez reunida la 
documentación a que se 
refieren las fracciones I y II de 
este artículo, lo Comisión 
dictaminadora, deberá emitir el 
dictamen de evaluación 
correspondiente, en el cual se 
deberá señalar si el Magistrado 
posee los atributos que se le 
reconocieron al habérsele 
designado, cumpliendo los 
requisitos satisfechos para su 
nombramiento y si se actualiza 
o no alguno o algunos de los 
supuestos previstos en el 
artículo 93  de esta 
Constitución, así como contener 
todos aquellos elementos 
objetivos que den a conocer, si 
durante el desempeño de su 
trabajo cotidiano, lo ha ejercido 
de manera pronta, completa e 
imparcial, como expresión de 
diligencia, excelencia 
profesional y honestidad 
invulnerable; 
El Congreso del Estado con 
base en lo anterior, resolverá 
en definitiva sobre su reelección 
o no reelección al menos 
quince días antes de que 
concluya el periodo para el que 
fue electo dicho funcionario 
judicial, con una votación de 
mayoría absoluta. 
Si el Congreso resuelve la no 
reelección, se procederá a 
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IV. El Ministerio Público deberá garantizar la 
protección de las víctimas, ofendidos, testigos y en 
general de todos los sujetos que intervengan en el 
proceso. Los jueces deberán vigilar el cumplimiento de 
esta obligación; 
V. La Ley establecerá los casos en que proceda la 
impugnación de las resoluciones del Ministerio Público 
del Estado, así como las sanciones aplicables a 
aquellas personas que las interpongan de manera 
dolosa; y 
VI. Los agentes del Ministerio Público estarán sujetos 
a un sistema profesional de carrera en los términos de 
la normativa que al efecto se expida. 
Artículo 61. Las instituciones de seguridad públicas 
serán de carácter civil, disciplinado y profesional. El 
Ministerio Público, las instituciones policiales del 
Estado y los Municipios deberán coordinarse entre sí 
para cumplir con los objetivos de la seguridad pública 
y conformarán el Sistema Estatal de Seguridad 
Pública que estará sujeto a las siguientes bases: 
I. Sus integrantes deberán coordinarse con las 
instituciones policiales federales, en los términos de la 
legislación aplicable; 
II. Los integrantes de las instituciones de seguridad 
pública estatal estarán sujetos a un sistema de 
desarrollo policial que comprenderá los esquemas de 
servicio de carrera, profesionalización, certificación y 
su régimen disciplinario en los términos de la ley de la 
materia; 
III. Se deberá (sic) integrar y mantener actualizadas 
permanentemente las bases de datos criminalísticos y 
del personal de las instituciones de seguridad pública; 
IV. Se garantizará la formulación y ejecución de 
políticas públicas tendientes a prevenir la comisión de 
delitos, así como la participación social en los 
procesos de evaluación de dichas políticas de 
prevención del delito; y 
V. Los agentes del Ministerio Público, los peritos y los 

presente el Consejo. Asimismo, resolverá los 
demás asuntos que la Ley determine.  
Los Consejeros ejercerán su función con 
independencia e imparcialidad. 
La Ley establecerá las bases para la formación y 
actualización de funcionarios, así como para el 
desarrollo de la carrera judicial, la cual se regirá por 
los principios de excelencia, objetividad, 
imparcialidad, profesionalismo e independencia.  
El Consejo de la Judicatura estará facultado para 
expedir acuerdos generales para el adecuado 
ejercicio de sus funciones de conformidad con lo 
que establezca la ley. Asimismo le corresponderá 
elaborar y aprobar el Plan de Desarrollo Judicial, 
previa opinión no vinculante que realice el Pleno 
del Tribunal Superior de Justicia del Estado. 
Las resoluciones del Consejo serán definitivas e 
inatacables y, por lo tanto, no procederá recurso ni 
juicio alguno, en contra de ellas.  
El Consejo de la Judicatura del Estado elaborará el 
proyecto de presupuesto global del Poder Judicial, 
que comprenderá el del Tribunal Superior de 
Justicia y del Tribunal de Justicia Electoral, de los 
Juzgados y demás órganos judiciales; será 
elaborado por grupos y partidas presupuestales, y 
remitido por conducto de su presidente al titular del 
Poder Ejecutivo del Estado para el su inclusión en 
el Proyecto del Presupuesto de Egresos del 
Estado. El proyecto del Poder Judicial no podrá ser 
modificado por el titular del Poder Ejecutivo, pero el 
Congreso del Estado sí lo podrá modificar, en los 
términos señalados en artículo 90 de esta 
Constitución. El presupuesto estará vinculado a la 
aplicación del Plan de Desarrollo Judicial. 

CAPÍTULO III 
DE LA JURISDICCIÓN ELECTORAL 

ARTÍCULO 68. El Tribunal de Justicia Electoral 
será la máxima autoridad jurisdiccional electoral 

realizar un nuevo 
nombramiento en los términos 
que establece esta Constitución 
y el Magistrado cesará en sus 
funciones a la conclusión del 
periodo para el que fue 
nombrado; y  
La resolución del Congreso se 
hará del conocimiento del 
funcionario, mediante 
notificación personal, y de la 
sociedad en general, mediante 
su publicación en el Boletín 
oficial del Gobierno del Estado. 
94. Los Magistrados del 
Tribunal Superior de Justicia 
deberán otorgar la protesta de 
Ley ante el Congreso del 
Estado.  
Los jueces protestarán ante el 
Consejo de la Judicatura; los 
demás funcionarios y 
empleados de la Administración 
de Justicia rendirán su protesta 
ante la autoridad de quien 
dependan.  
Los Magistrados del Tribunal 
Superior de Justicia, los 
Consejeros de la Judicatura y 
los Jueces percibirán una 
remuneración adecuada e 
irrenunciable conforme a la ley, 
la cual no podrá ser disminuida 
durante su encargo.  
95. El Tribunal Superior de 
Justicia funcionará en los 
términos que lo determine la 
Ley orgánica. El Tribunal, en 
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miembros de las instituciones policiales del Estado y 
los Municipios, podrán ser separados de sus cargos si 
no cumplen con los requisitos que las leyes vigentes 
en el momento del acto señalen para permanecer en 
dichas instituciones, o removidos por incurrir en 
responsabilidad en el desempeño de sus funciones. Si 
la autoridad jurisdiccional resolviere que la separación, 
remoción, baja, cese o cualquier otra forma de 
terminación del servicio fue injustificada, el Estado 
sólo estará obligado a pagar la indemnización y demás 
prestaciones a que tenga derecho, sin que en ningún 
caso proceda su reincorporación al servicio, cualquiera 
que sea el resultado del juicio o medio de defensa que 
se hubiere promovido. 
Las autoridades estatales y municipales fortalecerán el 
sistema se seguridad social del personal del Ministerio 
Público, de las corporaciones policiales y de los 
servicios periciales, de sus familias y dependientes 
mediante un sistema complementario de seguridad 
social y de reconocimientos. 
Artículo 62. La Comisión Estatal de Derechos 
Humanos es el órgano garante de la protección de los 
derechos humanos en el Estado de Aguascalientes; 
contará con autonomía de gestión y presupuestaria, 
personalidad jurídica y patrimonio propios; conocerá 
de las quejas en contra de actos u omisiones de 
naturaleza administrativa, provenientes de cualquier 
autoridad o servidor público estatal que viole derechos 
humanos; así mismo, formulará recomendaciones 
públicas, no vinculatorias, denuncias y quejas ante las 
autoridades respectivas. 
Toda autoridad o servidor público estatal tiene la 
obligación de responder las recomendaciones que les 
presente la Comisión Estatal de Derechos Humanos. 
Cuando dichas recomendaciones no sean aceptadas o 
cumplidas por las autoridades o servidores públicos, 
éstos deberán fundar, motivar y hacer pública su 
negativa. La Comisión Estatal de Derechos Humanos 

estatal y como órgano constitucional autónomo, 
contará con personalidad jurídica y patrimonio 
propio. 
De conformidad con la Ley General de Instituciones 
y Procedimientos Electorales, corresponde al 
Tribunal de Justicia Electoral como órgano 
jurisdiccional especializado en materia electoral con 
autonomía técnica y de gestión en su 
funcionamiento e independencia en sus decisiones, 
garantizar el cumplimiento del principio de legalidad 
de los actos y resoluciones electorales. El Tribunal 
de Justicia Electoral se integrará por tres 
Magistrados electos por las dos terceras partes de 
los miembros presentes de la Cámara de 
Senadores, previa convocatoria pública, en los 
términos que determine la Constitución Federal y la 
Ley General de la materia. Los magistrados 
electorales permanecerán en su encargo durante 
siete años. 
Todas las sesiones del Tribunal serán públicas. 
Durante el periodo de su encargo, los magistrados 
electorales no podrán tener ningún otro empleo, 
cargo o comisión con excepción de aquéllos en que 
actúen en representación del Tribunal, y de los que 
desempeñen en asociaciones docentes, científicas, 
culturales, de investigación o de beneficencia, no 
remunerados. 
Concluido su encargo, no podrán asumir un cargo 
público en los órganos emanados de las elecciones 
sobre las cuales se hayan pronunciado, ni ser 
postulados para un cargo de elección popular o 
asumir un cargo de dirigencia partidista, por un 
plazo equivalente a una cuarta parte del tiempo en 
que haya ejercido su función. 
El Tribunal expedirá su Reglamento Interno y las 
disposiciones administrativas para su adecuado 
funcionamiento. 

CAPÍTULO IV 

escrutinio secreto, en la primera 
sesión que se celebre durante 
el mes de abril del año en que 
se haga la designación, 
nombrará de entre los 
Magistrados al que será 
Presidente del Tribunal 
Superior de Justicia. Este 
durará tres años en su cargo.  
96. El Estado se dividirá en 
partidos judiciales que tendrán 
la delimitación, cabeceras y 
número de Juzgados que 
determine la Ley Orgánica 
respectiva.  
98. La Ley Orgánica del Poder 
Judicial del Estado de Baja 
California Sur, regulará la forma 
de organización y 
funcionamiento del Tribunal 
Superior de Justicia, del 
Consejo de la Judicatura y de 
los Juzgados dependientes de 
éste y determinará los 
requisitos para ser Juez. 
La misma Ley normará la 
integración, organización y 
funcionamiento de los Jurados.  
Ningún funcionario Judicial 
podrá tener ocupación o 
empleo diverso, con excepción 
de los docentes, cuyo 
desempeño no perjudique las 
funciones o labores propias de 
su cargo.  
100. El Consejo de la 
Judicatura es un órgano del 
Poder Judicial, con 
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podrá solicitar al Congreso del Estado que llame a 
comparecer a las autoridades o servidores públicos 
responsables para que expliquen el motivo de su 
negativa. 
Este organismo no será competente tratándose de 
asuntos electorales y jurisdiccionales. 
Para ser electo como titular de la Comisión Estatal de 
Derechos Humanos se deberá acreditar experiencia y 
amplios conocimientos en materia de derechos 
humanos y demás requisitos que señale la Ley. 
El titular de la Comisión Estatal de Derechos Humanos 
durará un período de cuatro años y podrá ser reelecto 
por una sola vez. 
La Comisión Estatal de Derechos Humanos contará 
con un Consejo Consultivo integrado por cinco 
personas con carácter honorífico. Los consejeros para 
ser electos, además de los requisitos que establezca 
la Ley, deberán demostrar conocimiento en diversas 
materias técnicas, científicas y humanistas, para la 
resolución de casos en que requieran su pericia. Los 
consejeros ocuparán el cargo por cuatro años sin 
posibilidad de reelección en el período inmediato. 
La elección del titular de la Comisión Estatal de 
Derechos Humanos, así como de los integrantes del 
Consejo Consultivo, se sujetará a un procedimiento de 
consulta pública transparente en los siguientes 
términos: 
I. El Congreso del Estado expedirá la convocatoria 
respectiva y recibirá las propuestas de aspirantes que 
formulen asociaciones civiles que estén legalmente 
constituidas y cuyo objeto esté vinculado con la 
difusión y protección de los derechos humanos, así 
como colegios de profesionistas e instituciones de 
educación superior en el Estado, en la forma y 
términos que señale la ley; 
II. El Congreso del Estado verificará cuáles aspirantes 
cumplen con los requisitos constitucionales y legales y 
formulará una lista de candidatos para ocupar la 

DE LA FISCALIA GENERAL DEL ESTADO 
ARTÍCULO 69. La institución del Ministerio Público 
se organizará en una Fiscalía General del Estado, 
que será un órgano autónomo con personalidad 
jurídica y patrimonio propio, con autonomía técnica, 
operativa, presupuestaria, de decisión y de gestión 
y que tendrá a su cargo, la investigación y 
persecución de los delitos, ejercicio de la acción 
penal; promover, proteger, respetar y garantizar los 
derechos al conocimiento de la verdad, la 
reparación integral del daño y de no repetición de 
las víctimas, ofendidos en particular y de la 
sociedad en general. La Fiscalía General Ejercerá 
atribuciones de Seguridad Pública, a través del 
organismo que la ley determine para cumplir los 
fines establecidos por el Sistema Nacional de 
Seguridad Pública. 
Para la investigación de los delitos, el Ministerio 
Público se auxiliará de una policía que estará bajo 
su conducción y mando en el ejercicio de esta 
atribución. La Ley le establecerá su estructura y 
atribuciones. Asimismo, intervendrá en todos los 
demás asuntos que determinen esta Constitución y 
las leyes.  
Se crea el Centro Estatal de Inteligencia, integrado 
por la Fiscalía General y las Secretarías y 
Direcciones de Seguridad de los Ayuntamientos de 
Baja California, como órgano de coordinación en 
materia de seguridad pública. La coordinación del 
Centro estará a cargo del Fiscal General del 
Estado, con respeto a las autonomías de los 
municipios. La Ley fijará las atribuciones y 
responsabilidades del Fiscal General y demás 
participantes del Centro Estatal de inteligencia. 
La Fiscalía General del Estado contará con un 
Órgano Interno de Control que contará con las 
atribuciones previstas en las leyes aplicables, 
denominado Fiscalía de Contraloría y Visitaduría; 

independencia técnica y de 
gestión, así como para emitir 
sus resoluciones.  
El Consejo de la Judicatura se 
integra por los siguientes 
miembros:  
I. El Magistrado Presidente del 
Tribunal Superior de Justicia, 
quien también lo será del 
Consejo; 
II. Un Magistrado, designado 
por el Pleno del Tribunal 
Superior de Justicia, para 
ejercer la Comisión; 
III. Un Juez de Primera 
Instancia, designado por el 
Pleno del Tribunal Superior de 
Justicia, para ejercer la 
comisión; 
IV. Un Representante 
Ciudadano electo por el 
Congreso del Estado, conforme 
lo establece la presente 
Constitución, y 
V. Un Representante designado 
por el Gobernador del Estado, 
conforme lo establece esta 
Constitución. 
Los Consejeros rendirán la 
protesta de ley ante quien los 
designó, durarán cuatro años 
en el cargo, serán sustituidos 
conforme a la Ley y no podrán 
ser nombrados para un nuevo 
periodo. 
De igual forma, deberán reunir 
los requisitos señalados en las 
fracciones I, II, III, y IV del 
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presidencia y otra de candidatos para integrar el 
Consejo Consultivo. Si el titular del organismo al 
concluir su primer periodo hace valer su expectativa 
de derecho a ser reelecto, formará parte de la lista 
correspondiente; 
III. El Congreso del Estado someterá las listas 
formuladas a una consulta pública, en la forma y 
términos que determine la ley; 
IV. El Pleno del Congreso del Estado elegirá al titular 
de este organismo con el voto de las dos terceras 
partes de los Diputados presentes; y a los miembros 
del Consejo Consultivo con el voto de la mayoría de 
los Diputados que integran el Congreso del Estado; 
V. El Congreso del Estado llamará a los electos para 
que rindan la protesta de ley. 
La Ley establecerá las bases del servicio profesional 
en el organismo. 
Artículo 62 A. Toda persona tiene derecho al libre 
acceso a información plural y oportuna, así como a 
buscar, recibir y difundir información e ideas de toda 
índole por cualquier medio de expresión. El derecho a 
la información será garantizado por el Estado. 
El Instituto de Transparencia del Estado de 
Aguascalientes es un órgano autónomo, 
especializado, independiente, imparcial, colegiado, 
con personalidad jurídica y patrimonio propio, con 
plena autonomía técnica y de gestión; responsable de 
garantizar el cumplimiento del derecho de acceso a la 
información pública y la protección de los datos 
personales en posesión de los sujetos obligados 
conforme a los principios, bases y procedimientos 
establecidos en el Artículo 6° de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Ley 
General de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública, la Ley local de la materia y demás 
disposiciones aplicables; regirá su funcionamiento de 
acuerdo a los principios de certeza, legalidad, 
independencia, imparcialidad, eficacia, objetividad, 

cuyo titular al igual que los demás fiscales que 
formen parte de la Fiscalía General del Estado 
serán nombrados y removidos por el Fiscal General 
del Estado.  
El Fiscal General del Estado, en términos de las 
disposiciones legales aplicables, presentará de 
manera directa al Congreso del Estado el Proyecto 
de Presupuesto de Egresos del Ejercicio Fiscal que 
corresponda. 
ARTÍCULO 70. Al frente de la Fiscalía General del 
Estado estará un Fiscal General, que durará en su 
cargo seis años. 
Para ocupar el cargo de Fiscal General del Estado, 
se requiere: 
I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento, y estar 
en pleno goce y ejercicio de sus derechos civiles; 
II. Tener cuando menos treinta y cinco años de 
edad al día de la designación; 
III. Tener por lo menos diez años de ejercicio 
profesional, contados a partir de la expedición de la 
cédula profesional de licenciado en derecho;  
IV. No estar sujeto o vinculado a proceso penal o 
haber sido condenado por delito doloso; 
V. No estar suspendido ni haber sido destituido o 
inhabilitado por resolución firme como servidor 
público, en los términos de las normas aplicables;  
VI. Haber residido en el Estado en forma continua e 
ininterrumpida durante los cinco años anteriores al 
día de la designación; 
VII. Presentar programa integral de trabajo sobre 
Procuración de Justicia en Baja California; y  
VIII. Someterse a la evaluación de control de 
confianza correspondiente. 
El Fiscal General del Estado será nombrado y 
removido de conformidad con esta Constitución por 
las causas graves que establezca la misma. 
La solicitud de remoción del Fiscal General estará a 
cargo del Congreso del Estado o del Titular del 

numeral 91 de esta 
Constitución, ser personas que 
se hayan distinguido por su 
capacidad profesional y 
administrativa, así como por su 
honestidad y honorabilidad en 
el ejercicio de sus actividades. 
Los Magistrados y Jueces que, 
por cualquier circunstancia 
dejen de serlo, no podrán 
seguir formando parte del 
Consejo de la Judicatura por lo 
que el Tribunal deberá designar 
a quienes les sustituyan, para 
concluir el plazo por el que 
fueron electos. Los Magistrados 
y Jueces que sean designados 
en sustitución, podrán ser 
designados consejeros en un 
periodo que no sea continuo a 
aquel en que hayan cubierto la 
sustitución. 
Los Consejeros en ejercicio de 
su función, deberán proceder 
con independencia e 
imparcialidad. Durante su 
encargo, los Consejeros solo 
podrán ser removidos en los 
términos del Título Noveno de 
esta Constitución. 
El Consejo de la Judicatura 
funcionará en Pleno o en 
comisiones y estará facultado 
en términos de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial del Estado de 
Baja California Sur, para 
expedir acuerdos generales 
para el adecuado ejercicio de 
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profesionalismo, transparencia y máxima publicidad. 
Toda autoridad y servidor público estará obligado a 
coadyuvar con el Instituto para el buen desahogo de 
sus funciones. Para asegurar el cumplimiento de sus 
determinaciones, el Instituto podrá imponer las 
medidas de apremio que prevea la ley. 
El Instituto se integrará por tres Comisionados 
nombrados por el Congreso del Estado privilegiándose 
la experiencia en materia de acceso a la información 
pública y protección de datos personales, así como la 
igualdad de género en su conformación. Los requisitos 
para ser Comisionado se especificarán en la Ley de la 
materia. 
El Gobernador del Estado podrá objetar los 
nombramientos de Comisionados conforme a lo 
previsto en esta Constitución y en la Ley de la materia. 
El Congreso del Estado llamará a quien haya sido 
designado Comisionado para que rinda la protesta de 
ley. 
Los Comisionados durarán en su encargo un período 
de siete años, sin derecho a reelegirse. 
El Comisionado Presidente del Instituto será 
designado por los propios comisionados mediante 
mayoría de votos, durará en su encargo tres años 
pudiendo ser reelecto para un periodo igual, siempre y 
cuando la duración de su nombramiento lo permita. 
El Instituto contará con un Consejo Consultivo cuya 
conformación, funcionamiento y designación de sus 
integrantes se regulará en la Ley. 
La Ley de la materia y las disposiciones 
reglamentarias respectivas, establecerán las bases y 
principios del servicio civil de carrera en el Instituto. 

Ejecutivo Estatal. Para que se dé la remoción 
deberá aprobarse por el voto de las dos terceras 
partes de sus integrantes del Congreso. La solicitud 
de remoción podrá ser objetada dentro de un plazo 
de diez días hábiles, por el Ejecutivo o por el 
Congreso del Estado. Si el Ejecutivo o el Congreso 
no se pronunciaren sobre la remoción solicitada, se 
entenderá que no existe objeción y previo el 
procedimiento previsto en la Ley, será el Congreso 
quien por el voto de las dos terceras partes de sus 
integrantes determine su remoción. En todo caso el 
Congreso deberá otorgar el derecho de audiencia. 
Contra la resolución del Congreso del Estado no se 
admitirá recurso alguno. 
El Fiscal General del Estado no podrá tener ningún 
otro empleo, cargo o comisión, salvo en 
instituciones docentes, científicas o de 
beneficencia. 
El Fiscal General del Estado presentará 
anualmente al Poder Legislativo y Ejecutivo del 
Estado un informe de actividades. Asimismo, 
comparecerá ante el Pleno del Congreso del 
Estado cuando éste se lo solicite para rendir 
cuentas o a informar sobre su gestión. 
El Fiscal General del Estado será designado con 
base al procedimiento siguiente: 
I. Tres meses antes de que concluya el cargo del 
Fiscal General del Estado o a partir de la ausencia 
definitiva, el Gobernador contará con veinte días 
hábiles para integrar una propuesta al cargo de 
Fiscal General del Estado, la cual enviará al 
Congreso. 
II. Recibida la propuesta, el Pleno del Congreso del 
Estado tendrá a su vez hasta cuatro días hábiles 
para resolver en sesión única sobre la designación 
del Fiscal General del Estado por mayoría 
calificada. Una vez iniciada la sesión, ésta no podrá 
suspenderse ni interrumpirse hasta que se resuelva 

sus atribuciones y contará con 
una Secretaría ejecutiva, cuyo 
Titular será designado por el 
Pleno del Consejo a propuesta 
del Presidente; cargo que 
recaerá en la Secretaria del 
Pleno del Tribunal y ejercerá las 
atribuciones que le confiere la 
ley en mención. 
El Pleno del Tribunal podrá 
solicitar al Consejo de la 
Judicatura la expedición de 
aquellos acuerdos generales 
que considere necesarios para 
asegurar un adecuado ejercicio 
de la función jurisdiccional en la 
Entidad.  
La ley establecerá los términos 
y procedimientos para el 
ejercicio de las atribuciones del 
Consejo de la Judicatura 
respecto de los procedimientos 
por faltas administrativos de los 
miembros y funcionarios 
Judiciales del Poder Judicial del 
Estado.  
Las decisiones del Consejo 
serán definitivas e inatacables 
y, por lo tanto, no procede juicio 
ni recurso alguno en contra de 
las mismas, salvo las que se 
refieran a la designación, 
adscripción, ratificación y 
remoción de Jueces, las cuales 
podrán ser revisadas por el 
Tribunal Superior de Justicia 
únicamente para verificar que 
hayan sido adoptadas conforme 
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sobre la designación. 
III. En caso de que el Congreso no apruebe la 
propuesta enviada, el Gobernador del Estado 
enviará una segunda propuesta. En caso de que el 
Congreso tampoco logre la aprobación de esta 
segunda propuesta le solicitará al Gobernador del 
Estado que haga llegar una tercera propuesta, 
misma que si no fuere aprobada provocará que la 
designación del Fiscal sea hecha por el propio 
titular del Poder Ejecutivo del Estado. 
ARTÍCULO 71. La Fiscalía Especializada para la 
Atención de Delitos Electorales estará a cargo de la 
investigación y persecución de delitos electorales. 
Las autoridades y particulares están obligados a 
acatar sus requerimientos y la Ley establecerá su 
organización, funcionamiento y sanciones 
aplicables. 
La investigación y persecución de delitos 
relacionados con hechos de corrupción cometidos 
por servidores públicos y por particulares estará a 
cargo de la Fiscalía Especializada en Combate a la 
Corrupción. Las autoridades y particulares están 
obligados a acatar sus requerimientos y la Ley 
establecerá su organización, funcionamiento y 
sanciones aplicables. 
Los titulares de la Fiscalía Especializada en 
Combate a la Corrupción y Fiscal Especializado 
para la Atención de Delitos Electorales durarán en 
su cargo cuatro años y podrán ser reelectos por 
una sola ocasión; serán nombrados por mayoría 
calificada del Congreso del Estado a través del 
procedimiento que se establezca en la Ley. 
El titular de la Fiscalía Especializada para la 
Atención de Delitos Electorales así como el titular 
de la Fiscalía Especializada en Combate a la 
Corrupción, deberán reunir los requisitos 
establecidos en el artículo 70 de esta Constitución 
y serán nombrados por mayoría calificada del 

a las reglas que establezca la 
Ley Orgánica del Poder Judicial 
del Estado de Baja California 
Sur. 
El Consejo de la Judicatura 
deberá dar cuenta al Tribunal 
Superior en los casos que se 
trate de la remoción de 
Magistrados con el fin de que 
se proceda conforme lo 
dispuesto por el numeral 64 
fracción XXI de ésta 
Constitución. 
El Tribunal Superior de Justicia 
elaborará su propio proyecto de 
presupuesto y el Consejo de la 
Judicatura lo hará para el resto 
del Poder Judicial. Una vez 
integrados en un solo 
documento, este será remitido 
conforme a la ley para su 
inclusión en el Proyecto de 
Presupuesto de Egresos del 
Estado. 
La administración del Tribunal 
Superior de Justicia 
corresponderá a su Presidente. 
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Congreso del Estado a través del siguiente 
procedimiento: 
I. Tres meses antes de que concluya el cargo o a 
partir de la ausencia definitiva, el Gobernador del 
Estado contará con veinte días hábiles para hacer 
llegar al Congreso del Estado la terna para ocupar 
la titularidad de la Fiscalía que corresponda.  
II. Recibida la terna, el Pleno del Congreso del 
Estado tendrá a su vez hasta cuatro días hábiles 
para resolver en sesión única sobre la designación 
del Fiscal que corresponda por mayoría calificada. 
Una vez iniciada la sesión, ésta no podrá 
suspenderse ni interrumpirse hasta que se resuelva 
sobre la designación. 
III. En caso de que el Congreso no apruebe la terna 
enviada, el Gobernador del Estado enviará una 
segunda terna. En caso de que el Congreso 
tampoco logre la aprobación de esta segunda terna 
le solicitará al Gobernador del Estado que haga 
llegar una tercera terna, misma que si no fuere 
aprobada provocará que la designación del Fiscal 
sea hecha por el propio titular del Poder Ejecutivo 
del Estado. Los Titulares de las Fiscalías estarán 
sujetos al sistema de responsabilidades que fija 
esta Constitución en su Título Octavo y la Ley de 
Responsabilidades Administrativas del Estado, y 
podrán ser removidos de su cargo cuando incurran 
en alguna de las causas previstas en esta 
Constitución y las Leyes. 
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CAMPECHE CHIAPAS CHIHUAHUA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA 

DEL ESTADO DE 
CAMPECHE4 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO LIBRE Y 
SOBERANO DE CHIAPAS5 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO 
DE CHIHUAHUA6 

CAPÍTULO XVI 
DEL PODER JUDICIAL 

ARTÍCULO 77. Se deposita 
el ejercicio del Poder Judicial 
del Estado en un H. Tribunal 
Superior de Justicia y en 
Juzgados de Primera 
Instancia, Menores y de 
Conciliación. El 
establecimiento, 
funcionamiento y 
competencia de los 
mencionados órganos del 
Poder Judicial se regirán por 
lo que dispongan la Ley 
Orgánica del Poder Judicial 
del Estado de Campeche y 
demás leyes que resulten 
aplicables, de conformidad 
con las bases que esta 
Constitución señala.  
Los Magistrados del H. 
Tribunal Superior, los jueces 
de primera instancia, 
menores y conciliadores, así 

Título Séptimo 
Del Poder Judicial 

Capítulo I 
Disposiciones Generales 

Artículo 72. El Poder Judicial, para el ejercicio de sus 
atribuciones, se deposita en los órganos siguientes: 
I. El Tribunal Superior de Justicia;  
II. El Consejo de la Judicatura; y  
III. El Tribunal Administrativo. 
La organización y funcionamiento de éstos estarán regulados en 
el Código de Organización del Poder Judicial del Estado y en el 
reglamento interior que al efecto se emita, salvo el Tribunal 
Administrativo que se regirá bajo su propia normativa.  
Corresponde al Poder Judicial garantizar el derecho a que se 
imparta justicia de manera pronta, completa, gratuita e imparcial 
por Jueces y Magistrados independientes, responsables y 
sometidos únicamente al imperio de la ley. Compete a la 
autoridad judicial la imposición de las penas, su modificación y 
duración. 
En la impartición de justicia en Chiapas, habrán medios 
alternativos para la resolución de controversias de derechos, 
sobre los cuales los particulares puedan disponer libremente sin 
afectar el orden público y valiéndose de la autonomía de la 
voluntad y la libertad contractual. La justicia alternativa estará 
basada en el principio de oralidad para la resolución de aquellas 

TITULO IX 
DEL PODER JUDICIAL 

CAPITULO I 
DISPOSICIONES GENERALES 

ARTÍCULO 99. Corresponde al Poder 
Judicial dirimir toda controversia que se 
suscite con motivo de la aplicación de la 
legislación del Estado, y las que se originen, 
dentro de su territorio, con motivo de leyes 
del orden federal, cuando así lo autoricen 
dichos ordenamientos, sujetándose para ello 
a los procedimientos que al efecto 
establezcan, así como resolver las 
cuestiones en que deba intervenir cuando no 
exista contienda entre partes.  
Las y los Magistrados, Consejeras y 
Consejeros de la Judicatura y las y los 
Jueces percibirán una remuneración 
adecuada e irrenunciable, la cual no podrá 
ser disminuida durante su encargo, y solo 
podrán ser destituidos en los casos que 
determinen esta Constitución o las leyes. 
Las y los servidores públicos del Poder 
Judicial, estando en funciones o disfrutando 
de licencia con goce de sueldo, no podrán 

 
4Constitución Política del Estado de Campeche, Leyes Estatales, LXIII Legislatura, Poder Legislativo de Campeche, Disponible en: 

http://legislacion.congresocam.gob.mx/index.php/leyes-focalizadas/anticorrupcion/175-constitucion-politica-del-estado-de-camp [20/01/20] 
5Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Chiapas, Legislación Vigente, LXVII Legislatura, Honorable Congreso del Estado de Chiapas, Disponible 

en: https://www.congresochiapas.gob.mx/new/Info-Parlamentaria/LEY_0002.pdf?v=Mzg= [20/01/20] 
6Constitución Política del Estado de Chihuahua, Biblioteca Legislativa, H. Congreso del Estado de Chihuahua, Disponible en: 

http://www.congresochihuahua2.gob.mx/biblioteca/constitucion/archivosConstitucion/actual.pdf [21/01/2020] 
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como los secretarios de 
acuerdos percibirán una 
remuneración adecuada e 
irrenunciable por sus 
servicios, la cual no podrá 
ser disminuida durante el 
tiempo que dure su encargo. 
Los nombramientos de los 
magistrados y jueces serán 
hechos preferentemente 
entre aquellas personas que 
hayan prestado sus servicios 
con eficiencia y probidad en 
la administración de justicia; 
que los merezcan por su 
honorabilidad, competencia y 
antecedentes en otras ramas 
de la profesión jurídica. 
ARTÍCULO 78. El Tribunal 
Superior de Justicia del 
Estado funcionará en 
acuerdo Pleno o en salas, y 
estará integrado con el 
número de magistrados 
numerarios y 
supernumerarios que 
determine la Ley Orgánica 
del Poder Judicial del 
Estado.  
Los nombramientos de los 
Magistrados serán hechos 
por el Gobernador y 
sometidos a la aprobación 
del Congreso o en su caso, 
de la Diputación 
Permanente. 
Los Magistrados durarán en 
sus cargos quince años y 

controversias cuya naturaleza jurídica lo permita.  
En cualquiera de sus modalidades, la impartición de justicia será 
pronta, gratuita y comprometida con el pueblo chiapaneco para 
preservar el estado de derecho, la paz social y el orden público. 
Esta Constitución y el Código de Organización del Poder 
Judicial del Estado garantizarán la estabilidad e independencia 
de los Magistrados, Jueces y demás servidores públicos 
judiciales en el ejercicio de sus funciones, así como la plena 
ejecución de sus resoluciones. 
El Código de Organización del Poder Judicial del Estado 
establecerá las bases del sistema institucional para la selección, 
formación y actualización de servidores públicos, así como para 
el desarrollo y fortalecimiento de la carrera judicial, la cual se 
regirá por los principios de honestidad, objetividad, 
imparcialidad, independencia, profesionalismo y excelencia. 
Dicha función se desarrollará a través del Instituto de 
Formación, Profesionalización y Carrera Judicial, que estará a 
cargo de un Magistrado Regional o de un Juez de Primera 
Instancia, el cual mientras desarrolle dicha función, no realizará 
funciones jurisdiccionales y durará en el cargo dos años, con 
posibilidad de ser reelecto para un periodo más; concluido su 
encargo, se reincorporará a sus funciones jurisdiccionales por el 
tiempo que le falte para concluir su mandato constitucional o el 
nombramiento de Juez de Primera Instancia respectivo.  
En el Código de Organización del Poder Judicial del Estado y en 
su reglamento, se establecerá la organización y funcionamiento 
del Instituto de Formación, Profesionalización y Carrera Judicial, 
así como las atribuciones y el mecanismo para la elección de su 
titular. De la misma forma en el Código de Organización del 
Poder Judicial del Estado se determinarán los procesos y 
formalidades que correspondan para ocupar cualquier plaza o 
función como servidor público judicial o Juez, salvo los 
Juzgados de Paz y Conciliación Indígena, que se estarán a lo 
dispuesto en la ley correspondiente. 
En el nombramiento de los servidores públicos del Poder 
Judicial del Estado, se procurará observar las reglas y el 
principio de paridad entre los géneros establecido en esta 
Constitución.  

desempeñar otro cargo, empleo o comisión, 
que fueren retribuidos, salvo los de docencia 
y fuera del horario del despacho de los 
asuntos del Poder Judicial.  
Las y los Magistrados y Consejeros de la 
Judicatura designados por el Tribunal 
Superior de Justicia no podrán, durante el 
tiempo que gocen de un haber de retiro, 
actuar como patronos, abogados o 
representantes en cualquier proceso ante 
los órganos del Poder Judicial del Estado. 
En la integración del Tribunal Superior de 
Justicia, del Consejo de la Judicatura, de los 
Juzgados y de cualquier cargo dentro del 
Poder Judicial del Estado, deberá brindarse 
igualdad de oportunidades para las mujeres 
y los hombres, y se deberá privilegiar que la 
selección para ocupar cargos judiciales 
recaiga en personas íntegras e idóneas, que 
tengan la formación o las calificaciones 
jurídicas apropiadas para el cargo, mediante 
procesos en los que se valoren 
objetivamente los conocimientos y méritos 
de las y los aspirantes, fundamentalmente 
su experiencia y capacidad profesionales. 

CAPÍTULO II 
DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA 

ARTICULO 100. El Tribunal Superior de 
Justicia funciona en Pleno o en Salas y se 
integrará con un mínimo de quince 
Magistrados y Magistradas. Su integración 
podrá aumentar o disminuir, mediante 
acuerdo del Consejo de la Judicatura por 
mayoría de sus miembros, cuando un 
estudio objetivo, motive y justifique las 
necesidades del trabajo jurisdiccional y las 
condiciones presupuestales del Estado lo 
permitan. 
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sólo podrán ser removidos 
en los supuestos que la 
legislación correspondiente 
establezca, en estricto apego 
al procedimiento respectivo. 
Al vencimiento de su periodo 
tendrán derecho a un haber 
por retiro, de conformidad a 
las disposiciones que 
establezca la Ley Orgánica 
del Poder Judicial del 
Estado. 
ARTÍCULO 78 bis. El 
Consejo de la Judicatura 
será el órgano del Poder 
Judicial del Estado con 
independencia técnica, de 
gestión y capacidad para 
emitir resoluciones y 
acuerdos generales. Es el 
encargado de conducir la 
administración, vigilancia y 
disciplina del Poder Judicial, 
con excepción del Tribunal 
Superior de Justicia, en los 
términos que señala esta 
Constitución y las Leyes.  
El Consejo se integrará por 
cinco miembros de los 
cuales, uno será el 
Presidente del Tribunal 
Superior de Justicia, quien 
también lo será del Consejo; 
dos Consejeros designados 
por el Pleno del Tribunal 
Superior de Justicia elegidos 
de entre los integrantes del 
Poder Judicial del Estado; un 

Ningún servidor público del Poder Judicial podrá aceptar o 
desempeñar otro empleo o cargo, salvo los de docencia y los 
honoríficos en asociaciones científicas, artísticas o de 
beneficencia, siempre y cuando no comprometan su horario ni 
perjudique el óptimo desempeño de su función. La infracción de 
este artículo será castigada con la pérdida del cargo judicial 
respectivo. 
Cuando en un Distrito Judicial no exista Notario Público, los 
Jueces Civiles o Mixtos de primera instancia, podrán actuar 
como tales por receptoría. 

Capítulo II 
Del Tribunal Superior de Justicia del Estado 

Artículo 73. El Tribunal Superior de Justicia se integra por: 
I. Las Salas Regionales Colegiadas o Unitarias, especializadas 
en materia Civil, Familiar, Mercantil, Penal y de Justicia para 
Adolescentes, que conocerán y resolverán los asuntos que 
determine la legislación correspondiente.  
II. Las Salas Regionales Colegiadas o Unitarias Mixtas, que 
conocerán y resolverán las materias que determine el Consejo 
de la Judicatura, de conformidad con la legislación 
correspondiente. 
III. Los Juzgados de Primera Instancia, que serán: 
a) Juzgados Especializados o Mixtos, que conocerán las 
materias que determine el Consejo de la Judicatura, en términos 
de la legislación correspondiente.  
b) Juzgados de Control y Tribunales de Enjuiciamiento. 
c) Juzgados de Primera Instancia Especializados en Juicio Oral 
que determine el Consejo de la Judicatura.  
d) Juzgados Especializados en Justicia para Adolescentes. 
IV. Los Juzgados Especializados en Materia Burocrática, que 
conocerán y resolverán las controversias que surjan de las 
relaciones jurídicas del trabajo burocrático establecidas entre los 
Titulares de los Poderes Ejecutivo y Legislativo, de los 
Municipios y de las Entidades Públicas Estatales y los 
trabajadores de base y de confianza al servicio de éstos, en 
términos de la Ley del Servicio Civil del Estado y los Municipios 
de Chiapas y demás legislación aplicable.  
V. Los Juzgados Especializados en Materia Laboral, que 

ARTICULO 101. El procedimiento para 
nombrar Magistradas y Magistrados se 
llevará en la forma y términos que señale la 
Ley Orgánica del Poder Judicial, conforme a 
las siguientes bases: 
I. En casos de faltas definitivas de 
Magistradas y Magistrados o la creación de 
otras Salas, el Pleno del Consejo de la 
Judicatura convocará a concurso de 
oposición para seleccionar a quienes deban 
cubrir las plazas vacantes o las creadas.  
II. El Consejo de la Judicatura en pleno se 
constituirá en Jurado Calificador del 
concurso de oposición. Las y los Consejeros 
deberán excusarse de intervenir en el 
examen de las y los aspirantes respecto de 
quienes estén impedidos para actuar con 
imparcialidad, caso en el que serán 
sustituidos por un suplente. La o el suplente 
será designado por el mismo mecanismo por 
el cual fue seleccionado la o el Consejero 
propietario. 
El Jurado Calificador tomará sus decisiones 
por mayoría de votos y será presidido por 
quien ocupe la titularidad de la Presidencia 
del Consejo. En caso de excusa de la o del 
Presidente, será sustituido por la o el 
Consejero de entre las y los designados por 
el Tribunal Superior y que tenga mayor 
antigüedad en la función judicial. 
III. El Jurado Calificador examinará a las y 
los participantes con transparencia, 
objetividad, exhaustividad, imparcialidad y 
profesionalismo respecto de la materia de la 
magistratura en la que concursan y en otras 
relacionadas con aquella.  
IV. El Jurado Calificador integrará una terna 
de quienes hayan participado en el concurso 
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Consejero designado por el 
Congreso del Estado, y uno 
designado por el Gobernador 
del Estado. El Consejero 
designado por el Congreso 
del Estado será elegido de la 
siguiente forma: cada partido 
político con representación 
en el Congreso propondrá un 
candidato; la lista de los 
candidatos resultante se 
turnará a la comisión o 
comisiones que se designen 
para analizar la satisfacción 
de los requisitos para ocupar 
el cargo. La comisión o 
comisiones presentará al 
Pleno el informe 
correspondiente, para que 
éste elija a un Consejero 
mediante mayoría de votos 
de los miembros presentes 
en la sesión correspondiente. 
El Consejero designado por 
el Gobernador del Estado, 
así como el designado por el 
Congreso del Estado 
deberán contar, además de 
los requisitos establecidos en 
el párrafo siguiente, con 
experiencia en el ámbito de 
la administración de justicia. 
Asimismo, se deberá 
equilibrar la integración del 
Consejo en base al principio 
de igualdad de género. 
Todos los Consejeros 
deberán reunir los requisitos 

conocerán y resolverán los asuntos relativos a las diferencias o 
los conflictos entre trabajadores y patrones que no sea 
competencia del Tribunal Laboral del Poder Judicial de la 
Federación, en términos de lo que dispone el artículo 123 
Apartado “A” fracción XX de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. Los Juzgados Especializados en 
Materia Laboral, serán la máxima autoridad jurisdiccional en la 
materia, sus resoluciones serán emitidas con plenitud de 
jurisdicción y sus fallos serán definitivos, de conformidad y como 
lo establezca la Ley Reglamentaria del Apartado A, del Artículo 
123, de la Constitución Política Federal. 
El Código de Organización del Poder Judicial determinará su 
competencia, forma de organización y funcionamiento. 
VI. Los Juzgados de Paz y Conciliación.  
VII. Los Juzgados de Paz y Conciliación Indígena. 
VIII. Los Juzgados Municipales. 
IX. El Centro Estatal de Justicia Alternativa.  
X. El Instituto de la Defensoría Pública. 
El Presidente del Tribunal Superior de Justicia será el Titular del 
Poder Judicial del Estado, durará en su encargo tres años y 
será designado por el Pleno de Distrito de entre los Magistrados 
Regionales, pudiendo ser reelecto por un periodo más.  
De manera anual enviará al Congreso del Estado un informe 
escrito sobre el estado que guarda la impartición y 
administración de justicia en la Entidad. 
El Presidente del Tribunal Superior de Justicia, lo será también 
del Consejo de la Judicatura; no integrará Sala ni realizará 
funciones jurisdiccionales, y una vez concluido su encargo como 
Presidente podrá reincorporarse a sus funciones jurisdiccionales 
por el tiempo que le falte para concluir su mandato 
constitucional.  
Los Magistrados Regionales del Tribunal Superior de Justicia 
durarán en sus funciones seis años, con posibilidad de ser 
reelectos por un periodo más en términos del Código de 
Organización del Poder Judicial del Estado. Su adscripción será 
acordada por el Consejo de la Judicatura; todos tendrán la 
misma categoría y percepciones, y gozarán de los mismos 
emolumentos, los cuales no podrán ser disminuidos durante el 

y la remitirá al Ejecutivo del Estado.  
V. Quien ocupe la titularidad de la 
Gubernatura propondrá, para su ratificación, 
al Congreso del Estado, a una de las 
personas que integran la terna. La 
ratificación se efectuará por el voto de las 
dos terceras partes de sus miembros 
presentes en la sesión respectiva, dentro del 
plazo improrrogable de treinta días naturales 
a partir de la presentación de la propuesta. 
En caso que el Congreso no resolviere en 
dicho plazo, ocupará el cargo la persona 
propuesta por la o el Gobernador. 
En caso que el Congreso rechace la 
propuesta, quien ocupe la titularidad de la 
Gubernatura enviará una nueva, de entre las 
personas a que se refiere el párrafo anterior. 
Si esta segunda propuesta fuere rechazada, 
ocupará el cargo el último de los integrantes 
de la terna, quien deberá ser designado por 
el Congreso. 
ARTÍCULO 102. El nombramiento de 
Magistrada o Magistrado no podrá recaer en 
persona que tenga la calidad de cónyuge, 
parentesco por consanguinidad en línea 
recta, colateral dentro del cuarto grado, y 
segundo por afinidad en ambas líneas, de 
otra que desempeñe dicho cargo. 
ARTICULO 103. Las y los Magistrados del 
Tribunal Superior de Justicia serán 
nombrados para un único periodo de quince 
años, durante el cual serán inamovibles. Sin 
embargo, concluirán su encargo y cesarán 
sus funciones, las y los Magistrados que 
satisfagan los requisitos que exigen las 
leyes atinentes para gozar de la jubilación y 
además hayan desempeñado el cargo de 
magistratura cuando menos por un periodo 
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señalados en el artículo 79 
de esta Constitución y ser 
personas que se hayan 
distinguido por su capacidad 
profesional y administrativa, 
honestidad y honorabilidad 
en el ejercicio de sus 
actividades. 
Los Consejeros no 
representan a quien los 
designa, por lo que ejercerán 
su función con 
independencia e 
imparcialidad. 
Los Consejeros, con 
excepción del Presidente, 
durarán en su cargo cinco 
años y podrán ser 
reelegidos, una sola vez, 
para un nuevo período. Al 
término del encargo serán 
sustituidos de manera 
escalonada. Durante su 
encargo sólo podrán ser 
removidos en los términos de 
lo dispuesto en esta 
Constitución y en la 
legislación correspondiente.  
Las Leyes garantizarán a 
dichos servidores públicos, a 
excepción del Presidente del 
Consejo, una remuneración 
adecuada e irrenunciable, la 
cual no podrá ser disminuida 
durante su encargo, así 
como los reconocimientos al 
desempeño de su función, 
que les aseguren el digno 

periodo de su encargo. 
Los nombramientos de los Magistrados Regionales del Tribunal 
Superior de Justicia, serán aprobados por el Pleno del Congreso 
del Estado o la Comisión Permanente en su caso, a propuesta 
del Titular del Poder Ejecutivo, por la mayoría de sus 
integrantes.  
Los Jueces de Primera Instancia durarán en su encargo seis 
años. Los jueces que presten sus servicios en forma tal que se 
hayan distinguido por su diligencia, probidad, honradez en el 
ejercicio de sus funciones y honorabilidad en su conducta 
ciudadana, podrán ser reelectos por el Consejo de la Judicatura, 
en términos del Código de Organización del Poder Judicial del 
Estado. 
Los Jueces de Paz y Conciliación Indígena y los Municipales, 
serán nombrados por el Consejo de la Judicatura a propuesta 
de los Ayuntamientos respectivos, y estarán sujetos a un 
programa permanente de capacitación en materia de medios 
alternativos de solución de controversias. 
El Tribunal Superior de Justicia contará con un órgano de 
mediación, conciliación y arbitraje denominado Centro Estatal 
de Justicia Alternativa, que actuará bajo los principios de 
equidad, imparcialidad, rapidez, profesionalismo, 
confidencialidad y gratuidad. Su Titular deberá ser un Juez de 
Primera Instancia designado por el Presidente del Tribunal 
Superior de Justicia. En el Código de Organización del Poder 
Judicial del Estado se determinará sus atribuciones, 
organización y funcionamiento, en tanto que los procedimientos 
de su competencia estarán previstos en la ley de la materia.  
La designación de los demás servidores públicos del Centro 
Estatal de Justicia Alternativa, se hará preferentemente de entre 
aquellos que aprueben satisfactoriamente el curso de formación 
para mediación, conciliación y arbitraje, los cuales deberán 
contar, además, con carrera judicial, y no podrán tener un 
salario superior al de un Secretario de Acuerdos de Juzgado. 
Las bases, requisitos y procedimientos serán establecidos por el 
Consejo de la Judicatura, con la intervención del Instituto de 
Formación, Profesionalización y Carrera Judicial. 
El Instituto de la Defensoría Pública del Estado de Chiapas tiene 

de cinco años. 
ARTÍCULO 104. Para ser Magistrada o 
Magistrado se requiere: 
I. Tener la ciudadanía mexicana por 
nacimiento, en pleno ejercicio de sus 
derechos políticos y civiles.  
II. No tener más de sesenta y cinco años de 
edad, ni menos de treinta y cinco años 
cumplidos el día de la designación.  
III. Poseer el día de la designación, con una 
antigüedad mínima de diez años, título 
profesional de licenciatura en derecho, 
expedido por autoridad o institución 
legalmente facultada para ello.  
IV. Gozar de buena reputación y no haber 
tenido condena por delito que amerite pena 
corporal de más de un año de prisión; pero 
si se tratare de robo, fraude, falsificación, 
abuso de confianza y otro que lastime 
seriamente la buena fama en el concepto 
público, se le inhabilitará para el cargo, 
cualquiera que haya sido la pena.  
V. No haber ocupado la titularidad de alguna 
Secretaría de Estado, de la Fiscalía General 
de la República, de una Senaduría, 
Diputación Federal o local, ni la titularidad 
del Poder Ejecutivo, Secretaría o Fiscalía 
General de alguna Entidad Federativa, 
durante el año previo al día de su 
nombramiento.  
VI. No ser Ministra o Ministro de algún culto 
religioso.  
VII. Haber residido en el Estado durante los 
últimos cinco años, salvo el caso de 
ausencia en el servicio del Estado o de la 
República, por un tiempo menor de seis 
meses. 
Los nombramientos de las y los Magistrados 
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ejercicio de la misma y 
establecerán las condiciones 
para su ingreso, formación y 
permanencia. 
El Consejo funcionará en 
Pleno o en Comisiones. El 
Pleno resolverá sobre la 
designación, adscripción, 
ratificación y remoción de 
Jueces, así como de los 
demás asuntos que la Ley 
determine.  
El Consejo de la Judicatura 
establecerá la configuración 
territorial de los Juzgados del 
Poder Judicial, administrará 
la carrera judicial; nombrará 
y removerá a los Jueces y 
demás servidores públicos 
del Poder Judicial con base 
en principios de idoneidad, 
experiencia, honorabilidad, 
pluralidad, igualdad de 
género y no discriminación, 
asimismo les concederá 
licencia, y resolverá sobre la 
renuncia que presenten, en 
los términos que establezca 
la Ley. Será el órgano 
encargado de la 
investigación, substanciación 
y sanción de las 
responsabilidades 
administrativas de los 
miembros del Poder Judicial 
del Estado, con excepción 
del Pleno del Tribunal 
Superior de Justicia del 

como fin garantizar el acceso real y equitativo del derecho a la 
defensa pública adecuada y a la justicia, mediante la 
orientación, asesoría y representación jurídica a la población 
más desprotegida del Estado, que no se encuentra en 
condiciones económicas de atender por su cuenta los gastos de 
un proceso jurisdiccional, contribuyendo a superar 
desigualdades sociales y a consolidar el estado de derecho. La 
Ley de la Defensoría Pública del Estado de Chiapas regirá lo 
respectivo a la organización, atribuciones y funcionamiento del 
Instituto.  
El Tribunal Superior de Justicia elaborará su proyecto de 
presupuesto y lo integrará con el que elabore el Consejo de la 
Judicatura y el Tribunal Administrativo, para hacerlo llegar a la 
instancia correspondiente, en términos de lo previsto en esta 
Constitución, el Código de Organización del Poder Judicial del 
Estado y demás legislación aplicable; los proyectos elaborados 
y aprobados por cada uno de los órganos facultados para 
hacerlo, serán incluidos dentro del proyecto de presupuesto del 
Poder Judicial y remitidos directamente por el Consejo de la 
Judicatura al Congreso del Estado. 
En la integración del presupuesto del Poder Judicial del Estado, 
se ponderará la función jurisdiccional, por lo que ningún puesto 
o categoría con funciones administrativas o de asesoría podrá 
tener una percepción superior a la de un Juez de Primera 
Instancia, salvo el caso de los Consejeros de la Judicatura que 
tendrán un ingreso equivalente al de un Magistrado Regional. 

Capítulo III 
Del Consejo de la Judicatura 

Artículo 74. El Consejo de la Judicatura es un órgano del Poder 
Judicial con independencia técnica, encargado de la vigilancia, 
disciplina, administración y carrera judicial de los órganos del 
Poder Judicial, con las excepciones previstas en esta 
Constitución.  
El Consejo de la Judicatura estará integrado por el Presidente 
del Tribunal Superior de Justicia del Estado, que será también el 
Presidente del Consejo de la Judicatura, así como por cuatro 
miembros más designados de entre los Magistrados Regionales 
o Jueces que integren o hayan integrado el Poder Judicial del 

deberán recaer preferentemente entre 
aquellas personas que hayan servido con 
eficiencia, capacidad y probidad en la 
impartición de justicia o que se hayan 
distinguido por su honorabilidad, 
competencia y antecedentes profesionales 
en el ejercicio de la actividad jurídica. 

CAPÍTULO III 
DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA 

ARTICULO 106. El Consejo de la Judicatura 
es un órgano del Poder Judicial del Estado 
con independencia presupuestal, técnica, de 
gestión y para emitir sus resoluciones.  
El Consejo tendrá a su cargo la 
administración, vigilancia, disciplina y 
carrera judicial en los términos que indique 
la Ley Orgánica del Poder Judicial del 
Estado de Chihuahua y demás disposiciones 
aplicables. 
Es facultad exclusiva del Consejo de la 
Judicatura evaluar el desempeño de las y 
los Magistrados, Jueces y demás servidores 
públicos del Poder Judicial, con la 
periodicidad que determine su Ley Orgánica; 
así como resolver, en los casos que 
proceda, sobre su designación, adscripción, 
remoción o destitución; acordar sus 
renuncias y retiros forzosos; suspenderlos 
de sus cargos, conforme a los 
procedimientos establecidos en la 
Constitución y las leyes; o, si aparecieren 
involucrados en la comisión de un delito, 
formular denuncia o querella contra ellos.  
El Consejo en Pleno estará facultado para 
expedir acuerdos generales para el 
adecuado ejercicio de sus funciones. El 
Tribunal Superior de Justicia podrá solicitar 
al Consejo la expedición de aquellos 
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Estado, sin perjuicio de las 
atribuciones de la Auditoría 
Superior del Estado en 
materia de fiscalización 
sobre el manejo, la custodia 
y aplicación de recursos 
públicos. 
La Ley establecerá las bases 
para la formación y 
actualización de 
funcionarios, así ́ como para 
el desarrollo de la carrera 
judicial, la cual se regirá́ por 
los principios de excelencia, 
objetividad, imparcialidad, 
profesionalismo e 
independencia.  
De conformidad con lo que 
establezca la Ley, el Consejo 
estará́ facultado para expedir 
acuerdos generales para el 
adecuado ejercicio de sus 
funciones. El Pleno del 
Tribunal Superior de Justicia 
del Estado podrá́ solicitar al 
Consejo la expedición de 
aquellos acuerdos generales 
que considere necesarios 
para asegurar un adecuado 
ejercicio de la función 
jurisdiccional local. El Pleno 
del Tribunal Superior de 
Justicia del Estado también 
podrá́ revisar y, en su caso, 
revocar los que el Consejo 
apruebe, por mayoría de 
cuando menos ocho votos. 
La Ley establecerá los 

Estado, a propuesta, dos del Presidente del Tribunal Superior 
de Justicia del Estado y, dos del Titular del Poder Ejecutivo, con 
la aprobación de la mayoría de los integrantes del Pleno del 
Congreso del Estado o, en su caso, de la Comisión 
Permanente. 
El Presidente del Tribunal Superior de Justicia, así como los 
Magistrados o Jueces en funciones de Consejeros de la 
Judicatura del Poder Judicial del Estado, actuarán con absoluta 
independencia de quien los designe. Los Consejeros de la 
Judicatura durarán en su cargo tres años, salvo el Presidente 
del Consejo de la Judicatura, quien ejercerá dicho encargo 
durante la temporalidad para la que haya sido designado como 
Presidente del Tribunal Superior de Justicia.  
Los Consejeros de la Judicatura no podrán ser reelectos para el 
periodo inmediato posterior, pero sí podrán ser designados 
nuevamente para un periodo más, siempre y cuando entre la 
designación anterior como Consejero y el nuevo nombramiento 
medie un periodo de un año. Las percepciones recibidas con 
motivo al desempeño de las atribuciones como Consejero de la 
Judicatura, serán equivalentes a las de los Magistrados 
Regionales del Tribunal Superior de Justicia, y no podrán ser 
disminuidas durante el periodo de su encargo, serán únicas y no 
podrán duplicarse con las de otra función, siendo incompatibles 
con otro salario dentro del Poder Judicial. 
Los Consejeros de la Judicatura deberán ser personas que se 
hayan distinguido por su capacidad, honestidad y honorabilidad 
en el ejercicio de su profesión o encargo, y deberán cumplir, 
para su designación, los requisitos establecidos en esta 
Constitución.  
El Consejo de la Judicatura será presidido por el Presidente del 
Tribunal Superior de Justicia, y contará con un Secretario 
Ejecutivo que será designado por el propio Consejo, a 
propuesta de su Presidente, quien tendrá el nivel y 
percepciones equivalentes a las de un Secretario General de 
Sala Regional. 
Corresponde al Consejo de la Judicatura: 
I. Participar en la designación de Magistrados en los términos de 
lo establecido en esta Constitución.  

acuerdos generales que considere 
necesarios para asegurar un adecuado 
ejercicio de la función jurisdiccional estatal. 
Las resoluciones del Consejo de la 
Judicatura serán recurribles ante el Pleno 
del Tribunal Superior de Justicia, en los 
términos de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial del Estado. En contra de dichas 
decisiones del Pleno no cabrá recurso 
alguno. 
ARTICULO 107. El Consejo de la Judicatura 
estará integrado por cinco consejeras y 
consejeros designados de la siguiente 
forma: 
I. El primero será la o el Magistrado 
Presidente del Tribunal Superior de Justicia, 
quien lo será también del Consejo.  
II. El segundo y tercero serán Magistradas y 
Magistrados designados por el voto de la 
mayoría de los miembros del Pleno del 
Tribunal Superior de Justicia, de entre 
quienes tengan, por lo menos, una 
antigüedad de cinco años en el ejercicio de 
la magistratura.  
III. El cuarto será designado o designada por 
el voto secreto de las dos terceras partes de 
los miembros del Congreso del Estado, a 
propuesta de la Junta de Coordinación 
Política.  
IV. El quinto será designado o designada por 
quien ocupe la titularidad del Poder 
Ejecutivo del Estado. 
Las y los designados de acuerdo a las 
fracciones III y IV, deberán reunir los 
requisitos señalados en el artículo 104 de 
esta Constitución y representar a la 
sociedad civil. Además recibirán 
remuneración igual a la que perciben las y 
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términos y procedimientos 
para el ejercicio de estas 
atribuciones. 
El Pleno del Tribunal 
Superior de Justicia del 
Estado elaborará su propio 
presupuesto y el Consejo lo 
hará́ para el resto del Poder 
Judicial del Estado. Los 
presupuestos así ́elaborados 
serán remitidos por el 
Presidente del Pleno del 
Tribunal Superior de Justicia 
del Estado para su inclusión 
en el proyecto de 
Presupuesto de Egresos del 
Estado. 
ARTÍCULO 79. Para ser 
Magistrado del Tribunal 
Superior de Justicia del 
Estado, se necesita: 
I. Ser ciudadano mexicano, 
en pleno ejercicio de sus 
derechos políticos y civiles;  
II. Tener cuando menos 
treinta y cinco años 
cumplidos el día de la 
designación;  
III. Poseer el día del 
nombramiento, con 
antigüedad mínima de cinco 
años, título profesional de 
Abogado o Licenciado en 
Derecho, expedido por la 
autoridad o corporación 
legalmente facultada para 
ello;  
IV. Gozar de buena 

II. Designar, adscribir o remover en los términos de esta 
Constitución y la ley de la materia, a los servidores públicos 
judiciales y el personal administrativo.  
III. Emitir acuerdos generales a fin de lograr una adecuada 
distribución, coordinación y funcionamiento entre los órganos 
del Poder Judicial, para la mejor y mayor prontitud del despacho 
de los asuntos de su competencia.  
IV. Establecer y ejecutar el sistema de formación, 
profesionalización y carrera judicial, a través del Instituto de 
Formación, Profesionalización y Carrera Judicial, en términos y 
condiciones que establece esta Constitución y demás normativa 
aplicable.  
V. Administrar los recursos humanos, materiales y financieros 
del Poder Judicial. 
VI. Determinar los Distritos Judiciales y Regiones en que se 
divida el Estado, así como el número e integración de Salas 
Regionales, Juzgados de Primera Instancia, Juzgados 
Especializados, Juzgados de Paz y Conciliación, Juzgados de 
Paz y Conciliación Indígena y Juzgados Municipales, 
preferentemente de manera consecutiva para mejor 
identificación en toda la Entidad, así como la residencia, 
adscripción, jurisdicción territorial y especialización que por 
materia o materias les correspondan.  
VII. Administrar los recursos financieros del Fondo Auxiliar para 
la Administración de Justicia, conforme a los lineamientos 
señalados en esta Constitución, el Código de Organización del 
Poder Judicial del Estado y demás normatividad aplicable. 
VIII. Los demás asuntos que esta Constitución y las leyes 
determinen. 
Las decisiones del Pleno del Consejo de la Judicatura serán 
definitivas e inatacables.  
El Código establecerá las bases mínimas para la práctica de las 
visitas judiciales y la emisión de los dictámenes 
correspondientes, realizados por la Visitaduría del Consejo de la 
Judicatura, así como su integración. 

Capítulo IV 
Del Nombramiento del Personal Judicial 

Artículo 75. Para ser Magistrado o Consejero de la Judicatura 

los Magistrados del Tribunal Superior de 
Justicia del Estado. 
ARTICULO 108. Salvo quien ocupe la 
Presidencia del Tribunal Superior de 
Justicia, las y los demás Consejeros durarán 
cinco años en el cargo, si dentro de este 
periodo faltare definitivamente alguna o 
alguno, se hará su designación para que 
concluya el periodo correspondiente, no 
pudiendo ser nombrada o nombrado para 
uno nuevo. Al terminar su encargo las y los 
Consejeros designados por el Tribunal 
Superior de Justicia, en su caso, regresarán 
como titulares de la Sala que ocupaban al 
momento de su designación. Y quienes los 
hayan sustituido serán considerados, de 
manera preferente, para la titularidad de 
aquellas salas vacantes o de nueva 
creación.  
Las y los integrantes del Consejo ejercerán 
su función con independencia e 
imparcialidad. 
Asimismo, las y los cónyuges y parientes en 
línea recta de los miembros del Consejo, así 
como sus parientes colaterales dentro del 
cuarto grado de consanguinidad o segundo 
de afinidad, no podrán ser simultáneamente 
miembros del mismo o de sus órganos 
auxiliares y unidades administrativas. 
ARTICULO 109. El Consejo funcionará en 
Pleno o en comisiones, sin embargo las 
determinaciones de las comisiones deberán 
ser aprobadas por el Pleno para ser 
vinculatorias. El Pleno resolverá sobre los 
demás asuntos que determine la ley.  
El Consejo ejercerá sus atribuciones a 
través de las comisiones, órganos y 
unidades administrativas creados en la Ley, 
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reputación y no haber sido 
condenado por delito que 
amerite pena corporal de 
más de un año de prisión; 
pero si se tratare de robo, 
fraude, falsificación, abuso 
de confianza u otro que 
lastime seriamente la buena 
fama en el concepto público, 
inhabilitará para el cargo, 
cualquiera que haya sido la 
pena; y 
V. Ser campechano de 
nacimiento o haber residido 
en el Estado durante los 
últimos cinco años. 
ARTÍCULO 84. Los Jueces 
de Primera Instancia, 
deberán cubrir los siguientes 
requisitos: 
I. Ser ciudadano mexicano 
en pleno ejercicio de sus 
derechos políticos y civiles;  
II. Poseer título profesional 
de abogado expedido por 
autoridad o corporación 
legalmente facultada para 
ello; y  
III. Gozar de buena 
reputación. 
Los Jueces de Primera 
Instancia durarán en sus 
cargos quince años y sólo 
podrán ser removidos en los 
supuestos que la legislación 
correspondiente establezca, 
en estricto apego al 
procedimiento respectivo.  

del Poder Judicial se requiere: 
I. Ser ciudadano chiapaneco, mexicano por nacimiento, en 
pleno ejercicio de sus derechos civiles y políticos, así como 
tener su domicilio en el Estado.  
II. Tener cuando menos treinta y cinco años cumplidos al día de 
la designación, y hasta setenta y cinco años como edad 
máxima.  
III. Poseer el día del nombramiento, experiencia laboral con 
antigüedad mínima de diez años, título universitario y cédula 
profesional de licenciado en derecho, expedida por autoridad o 
institución legalmente facultada para ello.  
IV. Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por 
delito que amerite una pena corporal de más de un año de 
prisión; pero si se tratare de robo, peculado, concusión, 
cohecho, enriquecimiento ilícito, fraude, falsificación, falsedad 
en declaraciones ante la autoridad judicial, abuso de confianza, 
contra la salud, u otro que lastime seriamente su buena fama en 
el concepto público, habrá inhabilitación para el cargo, 
cualquiera que haya sido la pena.  
V. No ser ministro de culto religioso, salvo que se separe del 
cargo dos años antes del día de su nombramiento.  
VI. Que la persona que vaya a designarse no haya sido titular 
de una Secretaría de Estado, de la Fiscalía General del Estado 
o Diputado Federal, a menos que se haya separado del cargo 
un año antes del día de su nombramiento. 
VII. Acreditar conocimientos especializados en la materia de que 
se trate el referido nombramiento. 
VIII. Los demás requisitos que señale el Código de 
Organización del Poder Judicial del Estado. 
Artículo 76. Los nombramientos de Magistrados Regionales 
deberán hacerse de manera preferente entre aquellas personas 
que hayan prestado sus servicios con eficiencia y probidad en la 
administración de justicia, o bien de aquellos que por su 
honorabilidad, competencia y profesionalismo se hayan 
destacado en otras ramas de la profesión jurídica. 
Cuando ocurra una vacante definitiva por defunción, renuncia, 
incapacidad o cualquier otra causa de algún Magistrado 
Regional del Poder Judicial, se dará aviso inmediato al Titular 

los reglamentos y las diversas disposiciones 
aplicables, así como en los acuerdos 
generales expedidos por el Pleno, los que 
tendrán las atribuciones que en esos 
ordenamientos se les señalen, contando 
cuando menos con las siguientes 
comisiones: 
I. De Administración.  
II. De Vigilancia.  
III. De Carrera Judicial, Adscripción y 
Creación de Nuevos Órganos.  
IV. De Disciplina.  
V. Las demás que determine la ley, los 
acuerdos del Pleno y las disposiciones 
administrativas. 
Con excepción de la o el Presidente, cada 
uno de las y los Consejeros presidirá una 
comisión permanente. 
ARTICULO 113. Las leyes reglamentarias, 
los acuerdos del Pleno y demás 
disposiciones administrativas establecerán 
las bases para la formación y actualización 
de funcionarios, así como para el desarrollo 
de la carrera judicial, la cual se regirá por los 
principios de excelencia, objetividad, 
imparcialidad, profesionalismo e 
independencia.  
En los concursos de oposición para el 
acceso a un cargo dentro del Poder Judicial 
que se celebren en los términos de la ley 
correspondiente, podrán participar todas las 
personas que cumplan con el perfil 
relacionado con el nivel, tipo, modalidad y 
materia correspondiente; así como con los 
requisitos que establezca esta Constitución, 
la ley respectiva, la convocatoria, en 
igualdad de condiciones, sin demérito de 
origen, residencia, lugar o formación 
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Al vencimiento de su periodo 
tendrán derecho a un apoyo 
por retiro, mismo que se 
definirá y señalará su monto 
y demás características en la 
Ley Orgánica del Poder 
Judicial del Estado de 
conformidad siempre con la 
disponibilidad presupuestal. 
Los Jueces serán 
nombrados y adscritos por el 
Consejo de la Judicatura 
Local, con base en criterios 
objetivos y de acuerdo a los 
requisitos y procedimientos 
que establezca la Ley. 
El Pleno del Tribunal 
Superior de Justicia del 
Estado podrá solicitar al 
Consejo de la Judicatura 
Local que investigue y 
supervise la conducta de 
algún Juez si lo considerase 
pertinente. 
ARTÍCULO 85. El Poder 
Judicial del Estado contará 
con Jueces de Control, 
Tribunales de Enjuiciamiento 
y Jueces de Ejecución de 
Sanciones en materia penal, 
así como con Jueces de 
Justicia para Adolescentes, 
quienes tendrán las 
facultades y obligaciones 
que les otorguen la 
Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, 
esta Constitución, las Leyes 

del Ejecutivo para que proceda al nombramiento de la 
Magistratura vacante, en términos de lo que establece esta 
Constitución.  
La designación de los Magistrados Regionales se hará dentro 
de un plazo que no excederá de siete días hábiles respecto de 
aquel en que fue presentado el nombramiento por el Titular del 
Ejecutivo. Si el Congreso no resuelve dentro de dicho plazo, 
ocupará el cargo de Magistrado Regional la persona designada. 
Cuando, por cualquier circunstancia, el Pleno del Congreso del 
Estado o la Comisión Permanente, en su caso no se pronuncien 
sobre dos nombramientos sucesivos de la misma vacante, el 
Titular del Ejecutivo hará un tercer nombramiento, el cual surtirá 
sus efectos con carácter provisional, sin perjuicio de ser 
ratificado por el Congreso del Estado. En caso de ratificación de 
los Magistrados Regionales del Poder Judicial, el Titular del 
Ejecutivo deberá recabar la opinión del Consejo de la 
Judicatura, en términos del Código. 
Tanto Jueces como Magistrados del Poder Judicial y 
Consejeros de la Judicatura, tendrán derecho a un haber único 
a la conclusión ordinaria o definitiva del encargo, mismo que no 
será menor del equivalente de seis meses del total de su 
remuneración que tenga asignada al momento de la separación. 
Los beneficios recibidos por conclusión ordinaria del encargo y 
por razones de edad, así como los estímulos económicos al 
personal, podrán ser proveídos con cargo al Fondo Auxiliar para 
la Administración de Justicia, en los términos que determine la 
ley.  
Los Jueces, Magistrados y Consejeros de la Judicatura del 
Poder Judicial del Estado, únicamente podrán ser destituidos 
previo procedimiento que demuestre que actuaron dolosa o 
negligentemente en el desempeño de sus labores o incurrieron 
en alguna de las hipótesis previstas en el Título Décimo de esta 
Constitución y las demás que señala la legislación en materia de 
responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de 
Chiapas. Los Jueces, Magistrados y Consejeros de la 
Judicatura del Poder Judicial del Estado, no podrán actuar como 
representantes de cualquier naturaleza, en ningún proceso ante 
los órganos del Poder Judicial, durante los tres meses 

profesional. 
Quienes participen en alguna forma de 
ingreso distinta a lo establecido en este 
Capítulo, autoricen o efectúen algún pago o 
contraprestación u obtengan algún beneficio, 
incurrirán en responsabilidad y serán 
acreedores a las sanciones 
correspondientes. 

CAPÍTULO IV 
DE LOS JUECES DE PRIMERA 

INSTANCIA Y MENORES DEL PODER 
JUDICIAL DEL ESTADO 

ARTICULO 114. Las y los jueces de primera 
instancia y menores serán nombrados 
mediante concurso de oposición en los 
términos que establezca la Ley Orgánica del 
Poder Judicial.  
Protestarán sus cargos ante la o el 
funcionario que indique dicho ordenamiento. 
ARTICULO 115. La Ley Orgánica del Poder 
Judicial determinará la jurisdicción, 
competencia y todo lo relativo a las y los 
servidores públicos y auxiliares de la 
administración de justicia. 
ARTICULO 116. [Artículo derogado 
mediante Decreto No. 
LXV/RFCNT/0301/2017 II P.O. publicado en 
el P.O.E. No. 34 del 29 de abril de 2017]  
ARTICULO 117. [Artículo derogado 
mediante Decreto No. 
LXV/RFCNT/0301/2017 II P.O. publicado en 
el P.O.E. No. 34 del 29 de abril de 2017]. 

TITULO X 
DEL MINISTERIO PÚBLICO 

ARTICULO 118. El Ministerio Público 
representa los intereses de la sociedad, con 
las atribuciones que le confieren esta 
Constitución y las leyes. 
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penales y la propia Ley 
Orgánica del Poder Judicial. 
Para ocupar el cargo de 
Jueces Penales o de Justicia 
para Adolescentes es 
necesario, además de los 
requisitos señalados en esta 
Constitución, no haberse 
desempeñado como Fiscal 
General del Estado o 
Vicefiscal General, Fiscal, 
Agente del Ministerio Público 
o Agente de la Policía 
Ministerial Investigadora, por 
lo menos 2 años anteriores a 
la fecha de protesta del 
cargo. 
Los Jueces de Cuantía 
Menor deberán cumplir los 
mismos requisitos señalados 
para los Jueces de primera 
instancia. Los Jueces de 
Cuantía Menor y sus 
secretarios quedan 
comprendidos en la 
prohibición contenida en el 
artículo 83 de esta 
Constitución.  
Los Tribunales en materia 
laboral se organizarán de 
conformidad con lo dispuesto 
en la Ley Federal del Trabajo 
y en la Ley Orgánica del 
Poder Judicial del Estado de 
Campeche y tendrán las 
atribuciones que estos 
ordenamientos establezcan. 
ARTÍCULO 87. Será 

siguientes al de su separación o retiro. 
La remuneración Jueces, Magistrados y Consejeros de la 
Judicatura del Poder Judicial del Estado, no podrá ser 
disminuida durante el tiempo de su gestión. 

Capítulo V  
Del Control Constitucional 

Artículo 77.- La justicia del control constitucional local se erige 
dentro del régimen interior del Estado, como un medio de 
control para mantener la eficacia y la actualización democrática 
de esta Constitución, bajo el principio de supremacía 
constitucional. Tiene por objeto dirimir de manera definitiva e 
inatacable los conflictos constitucionales que surjan dentro del 
ámbito interior de la Entidad, conforme y con los límites y 
restricciones que establezca la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, esta Constitución y demás 
legislación aplicable. Para el cumplimiento de las atribuciones 
de control constitucional local que establece esta Constitución y 
demás legislación aplicable, con excepción en materia electoral, 
conocerá y resolverá el Pleno de Distrito en los términos que 
establezca la ley, de los medios de control constitucional 
siguientes:  
I. De las controversias constitucionales que surjan entre:  
a) Dos o más Municipios del Estado.  
b) Uno o más Municipios y el Poder Ejecutivo o el Legislativo del 
Estado.  
c) El Poder Ejecutivo y el Legislativo del Estado. Siempre que 
las controversias versen sobre disposiciones generales de los 
Poderes Ejecutivo, Legislativo, o de los Municipios del Estado, y 
las resoluciones del Pleno de Distrito las declaren 
inconstitucionales, tendrán efectos generales si hubieren sido 
aprobadas por unanimidad de votos, y surtirán efectos a partir 
de su publicación en el Periódico Oficial.  
II. De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto 
plantear la posible contradicción entre una norma de carácter 
general y esta Constitución, y que se ejerzan dentro de los 
treinta días naturales siguientes a su publicación por:  
a) El Gobernador del Estado.  
b) El equivalente al 33% de los integrantes del Congreso del 

ARTICULO 119. Son atribuciones del 
Ministerio Público: 
I. Intervenir, ejerciendo la acción penal, en 
todos los juicios de este orden, así como 
brindar asesoría, atención y protección a las 
personas que sean víctimas u ofendidas de 
delito, en los términos de la ley 
reglamentaria; II. Cuidar de que se ejecuten 
las penas impuestas por los Tribunales, 
exigiendo, de quien corresponda y bajo su 
responsabilidad, el cumplimiento de las 
sentencias recaídas;  
III. Intervenir en los juicios y diligencias del 
orden civil que se relacionen con personas 
ausentes, menores de edad o incapaces a 
los que representará velando por sus 
intereses, así como a los establecimientos 
públicos con fines de asistencia social, 
siempre que éstos no tuvieren quien los 
patrocine.  
IV. Rendir a los Poderes del Estado y a la 
Comisión Estatal de Derechos Humanos, los 
informes que le soliciten sobre asuntos 
relativos a su ramo, en el caso de esta 
última, únicamente en asuntos de su 
competencia;  
V. Dictar órdenes, en el ejercicio de sus 
funciones a la Policía que esté bajo su 
autoridad y mando inmediato. 
ARTICULO 121. El Ministerio Público estará 
a cargo de un Fiscal General del Estado, 
como jefe de la Institución, y de los Agentes 
que determine la ley. 
La persona que ocupe la titularidad de la 
Fiscalía General del Estado será nombrada 
por el Gobernador y aprobada por el 
Congreso, mediante el voto de las dos 
terceras partes de las y los diputados 
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Presidente del Tribunal 
Superior de Justicia, el 
Magistrado numerario que 
sea electo para ese efecto 
por el Tribunal Pleno, el cual 
durará en su cargo cuatro 
años y podrá ser reelecto 
para un periodo consecutivo 
por una sola ocasión.  
La elección del Magistrado 
Presidente deberá realizarse 
en la primera sesión 
ordinaria que se celebre 
después del dieciséis de 
septiembre del año en que 
se haga la designación. 
En sus faltas temporales y 
accidentales será suplido por 
el Magistrado numerario de 
conformidad con el 
procedimiento que se defina 
en la Ley Orgánica del Poder 
Judicial del Estado.  
El Pleno del Tribunal 
Superior de Justicia del 
Estado, por conducto de su 
presidente, dentro de los 
primeros quince días del mes 
de septiembre de cada año, 
presentará por escrito al 
Congreso del Estado o en su 
caso, ante la Diputación 
Permanente, un informe 
anual sobre el estado 
general que guarde la 
administración de justicia en 
el Estado. Información que 
posteriormente hará pública 

Estado, en contra de leyes expedidas por el Congreso del 
Estado.  
c) El Fiscal General del Estado, respecto de leyes emitidas por 
el Congreso del Estado, en materia penal, así como las 
relacionadas con el ámbito de sus competencias.  
d) El Presidente del Tribunal Superior de Justicia del Estado. e) 
El equivalente al 33% de los Ayuntamientos de la Entidad.  
f) El Presidente de la Comisión Estatal de los Derechos 
Humanos, en el ámbito de su competencia. Las resoluciones 
dictadas tendrán efectos generales cuando hubieren sido 
aprobadas por unanimidad en el Pleno de Distrito, y surtirán 
efectos a partir de su publicación en el Periódico Oficial, sin 
efecto retroactivo, excepto cuando se trate de asuntos del orden 
penal en beneficio del inculpado o imputado.  
III. De las acciones por Omisión Legislativa cuando se considere 
que el Congreso del Estado no ha resuelto alguna ley o decreto 
y que dicha omisión afecte el debido cumplimiento de esta 
Constitución, que interponga:  
a) El Gobernador del Estado.  
b) Cuando menos la tercera parte de los miembros del 
Congreso del Estado.  
c) Cuando menos la tercera parte de los Ayuntamientos.  
d) Cuando menos el 5% de los ciudadanos inscritos en el 
padrón electoral. Las resoluciones que por unanimidad emita el 
Pleno de Distrito, a través de las cuales se decrete la existencia 
de omisión legislativa, surtirán efectos a partir de que sean 
publicadas en el Periódico Oficial. En esas resoluciones se 
determinará, como plazo, un periodo ordinario de sesiones del 
Congreso del Estado, para que éste resuelva la omisión 
correspondiente. Tratándose de legislación que deba de 
aprobarse por el mismo Congreso del Estado, por mandato de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos o de la 
Constitución Local, si el Congreso del Estado no lo hiciere en el 
plazo fijado, el Pleno de Distrito lo hará provisionalmente en su 
lugar y dicha legislación estará vigente hasta que el Congreso 
del Estado subsane la omisión legislativa.  
IV. A efecto de dar respuesta fundada y motivada a las 
cuestiones de inconstitucionalidad formulada por Magistrados o 

presentes, en votación por cédula, previa 
comparecencia ante la Junta de 
Coordinación Política. Su remoción deberá 
ser aprobada por el Congreso en los mismos 
términos. 
Si en la votación no se obtienen las dos 
terceras partes de los votos, el 
nombramiento será devuelto al Gobernador 
con las observaciones correspondientes, a 
efecto de que envíe una nueva propuesta 
dentro de los siguientes quince días hábiles. 
Para ser Fiscal General del Estado, se 
requiere: 
I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento;  
II. Ser mayor de 30 años;  
III. Tener título de Licenciado en Derecho 
debidamente registrado y cinco años cuando 
menos de ejercicio profesional; y 
IV. No ser ministro de algún culto religioso o 
haberse retirado del mismo en los términos 
de ley. 
ARTICULO 122. La Fiscalía General 
contará, además de las fiscalías 
especializadas que establece la ley, con una 
especializada en materia de combate a la 
corrupción, la cual estará adscrita a la 
Fiscalía General del Estado y será un 
órgano con autonomía técnica y operativa 
para investigar y perseguir los hechos que la 
ley considere como delitos en materia de 
corrupción.  
La o el titular de esta fiscalía especializada 
será nombrado por el Congreso del Estado 
por el voto de las dos terceras partes de las 
y los diputados presentes, de una terna 
enviada por un panel de nueve especialistas 
en materia de combate a la corrupción, de 
los cuales cinco serán designados por el 

https://cutt.ly/SAPI-ISS-41-20


Secretaría General    Dirección General de Servicios de Documentación, Información y Análisis 

Secretaría de Servicios Parlamentarios                                                                               Dirección de Servicios de Investigación y Análisis 

Subdirección de Análisis de Política Interior 

 

34 
Pulsa el siguiente link para contestar un diagnóstico de la utilidad de este documento: https://cutt.ly/SAPI-ISS-41-20 

ante el Pleno y el Consejo de 
la Judicatura. 

Jueces cuando tengan duda sobre la constitucionalidad o 
aplicación de una ley local, en el proceso sobre el cual tengan 
conocimiento, las peticiones deberán ser desahogadas en un 
plazo no mayor de treinta días. 

Capítulo VI 
Del Pleno de Distrito 

Artículo 78. El Pleno de Distrito es el órgano colegiado 
facultado para conocer y resolver los asuntos de control 
constitucional a que se refiere esta Constitución.  
El Pleno de Distrito será el órgano rector de los criterios 
jurídicos de interpretación conforme a esta Constitución y las 
leyes que de ella emanen. Funcionará en Pleno y sus 
decisiones se tomarán por mayoría de votos de sus integrantes, 
salvo las consideraciones previstas en esta Constitución y la 
legislación aplicable. 
El Pleno de Distrito tendrá las atribuciones generales siguientes: 
I. Garantizar la supremacía y control de esta Constitución 
mediante su interpretación; siempre y cuando no sea contrario a 
lo establecido en el artículo 133, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, ni a la jurisprudencia de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
II. Conocer de las controversias constitucionales, acciones de 
inconstitucionalidad, acciones por omisión legislativa y de las 
cuestiones de inconstitucionalidad en términos de esta 
Constitución. 
III. Conocer de oficio, los casos de contradicción de criterios que 
se susciten entre las Salas Regionales y determinar la 
aplicación obligatoria de sus resoluciones.  
IV. Resolver los conflictos de competencia que se susciten entre 
Salas Regionales o entre los Juzgados del Tribunal Superior de 
Justicia. 
V. Designar al Presidente del Poder Judicial, de entre los 
Magistrados que integren el Tribunal Superior de Justicia.  
VI. Conocer de los asuntos que por su interés o trascendencia 
así lo ameriten a petición fundada del Fiscal General del Estado. 
VII. Las demás atribuciones que les confieran esta Constitución 
y la ley. 
Las decisiones del Pleno de Distrito serán definitivas e 

Ejecutivo y cuatro por el Legislativo, de 
conformidad con la convocatoria pública que 
para estos efectos expida el citado panel. 
El Congreso del Estado contará con un 
plazo de treinta días naturales para proceder 
a la designación respectiva. En caso de que 
la terna enviada al Congreso no alcance la 
votación requerida o venza el plazo antes 
señalado, el panel de especialistas remitirá 
una nueva terna. De no alcanzarse 
nuevamente la votación exigida o no 
haberse designado dentro del plazo previsto, 
se deberá remitir, por tercera ocasión, nueva 
terna para la designación respectiva. Si 
cualquiera de las hipótesis se repiten y no se 
realiza el nombramiento por parte del 
Congreso, el Titular del Ejecutivo Estatal 
tendrá la facultad para nombrar a la o el 
titular de la fiscalía especializada de entre 
las personas que conformaron la última 
terna.  
Los miembros del panel, así como aquellos 
que integren la terna que ellos propongan 
deberán estar exentos de conflicto de 
interés. 
Quien ocupe la titularidad de la Fiscalía 
Especializada durará en su encargo siete 
años; su remoción será en los mismos 
términos que la del Fiscal General y solo 
podrá ser removido por los casos graves 
que señale la ley. 
ARTICULO 124. Los Fiscales 
Especializados, los Agentes del Ministerio 
Público y todo el personal de la Fiscalía 
General del Estado protestarán ante el 
Fiscal General del Estado.  
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inatacables. 
El Pleno de Distrito se integrará por los Presidentes de las Salas 
Regionales Especializadas del Tribunal Superior de Justicia del 
Estado, correspondientes al Distrito Judicial en donde exista 
mayor número de Juzgados de Primera Instancia; funcionará, 
únicamente, cuando existan asuntos de su competencia. La 
integración se hará preferentemente por quienes Presidan la 
Salas Especializadas con mayor antigüedad en su creación.  
Los Magistrados Regionales integrantes del Pleno de Distrito, 
no dejarán de desempeñar la función jurisdiccional que les 
corresponda en la Sala Regional Especializada a la que se 
encuentren adscritos, y por ende, no percibirán salario 
extraordinario alguno. 
El Pleno de Distrito será Presidido por el Magistrado Regional 
que elijan por mayoría de votos sus integrantes, y durará en 
funciones dos años.  
El Pleno de Distrito contará con un Secretario General de 
Acuerdos y del Pleno, que será designado por el Consejo de la 
Judicatura, a propuesta del Presidente del Pleno; tendrá el nivel 
y percepciones equivalentes a las de un Secretario General de 
Sala. 
El funcionamiento, designación del personal que se requiera y 
las atribuciones específicas del Pleno de Distrito, estarán 
determinadas en el Código de Organización del Poder Judicial 
del Estado y en los Acuerdos Generales que emita el Consejo 
de la Judicatura. 

Capítulo VII 
Del Tribunal Administrativo 

Artículo 79. El Tribunal Administrativo es un órgano integrante 
del Poder Judicial del Estado de Chiapas, dotado de plena 
autonomía para dictar sus fallos y establecer su organización, 
funcionamiento, procedimientos y, en su caso, recursos contra 
sus resoluciones, los cuales estarán determinados de manera 
específica en las leyes secundarias y en la ley orgánica del 
propio Tribunal.  
El Tribunal Administrativo tendrá a su cargo dirimir las 
controversias que se susciten entre la administración pública 
estatal y municipal y los particulares; imponer, en los términos 
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que disponga la ley, las sanciones a los servidores públicos 
estatales y municipales, por responsabilidad administrativa 
grave y a los particulares que incurran en actos vinculados con 
faltas administrativas graves; así como fincar a los responsables 
el pago de las indemnizaciones y sanciones pecuniarias que 
deriven de los daños y perjuicios que afecten a la Hacienda 
Pública Estatal o Municipal o al patrimonio de los entes públicos 
locales o municipales. 
Corresponde al Tribunal Administrativo conocer y resolver del 
recurso de revisión en materia administrativa, así como de los 
demás asuntos que se establezcan en las leyes aplicables de la 
materia, e imponer sanciones a servidores públicos y 
particulares que incumplan gravemente en resoluciones del 
organismo garante en materia de acceso a la información y 
protección de datos personales. El Tribunal Administrativo 
expedirá su Reglamento Interno, así como los acuerdos 
generales para su adecuado funcionamiento, en los términos 
que señale su ley orgánica. 
El Tribunal Administrativo estará integrado por: 
I. La Sala de Revisión;  
II. Los Juzgados Especializados en Responsabilidad 
Administrativa; y,  
III. Los Juzgados de Jurisdicción Administrativa. 
La Sala de Revisión del Tribunal Administrativo estará integrada 
por tres Magistrados, que serán designados de entre los 
Magistrados Regionales del Tribunal Superior de Justicia del 
Estado, de manera directa por la mayoría de los integrantes del 
Pleno del Congreso del Estado, o en sus recesos, por la 
Comisión Permanente. Durarán en su encargo seis años y 
podrán ser reelectos por una sola vez para ejercer un periodo 
consecutivo. En el nombramiento de los Magistrados del 
Tribunal Administrativo deberán observarse los requisitos 
establecidos en el artículo 75 de esta Constitución.  
El Presidente del Tribunal Administrativo será electo por 
mayoría de los integrantes de la Sala de Revisión, durará en su 
cargo tres años con posibilidad de reelección por tres años más; 
le corresponderá la administración de dicho Tribunal en 
términos de su ley orgánica y de su reglamento interior. El 
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Magistrado Presidente rendirá por escrito anualmente, ante el 
Congreso del Estado, un informe sobre el estado que guardan 
los asuntos de su competencia, en los términos que establezca 
la Ley Orgánica. 
La administración, vigilancia y disciplina de los recursos 
presupuestales del Tribunal Administrativo, corresponderá 
directamente a su Presidente, y será regulada por los acuerdos 
que emita la Sala de Revisión, por la mayoría de sus 
integrantes, en observancia a su ley orgánica y demás 
normativa aplicable, como excepción a lo dispuesto en el 
artículo 74 de esta Constitución y en plena observancia a la 
autonomía dispuesta en la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. 
Artículo 79 Bis. Se deroga. 

 

CIUDAD DE MEXICO COAHUILA COLIMA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LA CIUDAD DE 

MÉXICO7 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL 

ESTADO DE COAHUILA DE 
ZARAGOZA8 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO 
LIBRE Y SOBERANO DE COLIMA9 

TÍTULO QUINTO 
DE LA DISTRIBUCIÓN DEL PODER 

CAPÍTULO III 
DE LA FUNCIÓN JUDICIAL 

Artículo 35 
Del Poder Judicial 

B. De su integración y funcionamiento 
1. El Poder Judicial de la Ciudad de México se 
deposita en un Tribunal Superior de Justicia que 
contará con una Sala Constitucional; un Consejo 
de la Judicatura y Juzgados. 

TITULO QUINTO 
El Poder Judicial 

CAPITULO I 
De la Organización y Atribuciones 

Artículo 135. El Poder Judicial se 
deposita, para su ejercicio, en el Tribunal 
Superior de Justicia, en el Tribunal de 
Conciliación y Arbitraje, en los Tribunales 
Distritales, en los Tribunales Laborales, 
en los Juzgados de Primera Instancia, 
cualquiera que sea su denominación, en 

TÍTULO QUINTO 
CAPÍTULO I 

DEL PODER JUDICIAL 
Artículo 67 El Poder Judicial del Estado se 
deposita en el Supremo Tribunal de Justicia, 
en Juzgados de Primera Instancia, Juzgados 
Especializados en Justicia para Adolescentes, 
Juzgados de Control, Tribunales de 
Enjuiciamiento, Juzgados de Ejecución de 
Penas y Medidas de Seguridad, Juzgados de 
Paz, y en los demás órganos auxiliares de la 

 
7Constitución Política de la Ciudad de México, Marco Jurídico, Congreso de la Ciudad de México, I Legislatura, Disponible en: 

https://www.congresoc<dmx.gob.mx/leyes-expedidas/ [21/01/2020] 
8Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, Leyes Estatales Vigentes, Congreso del Estado Independiente y Soberano de Coahuila de Zaragoza, 

LXI Legislatura, Disponible en: http://congresocoahuila.gob.mx/transparencia/03/Leyes_Coahuila/coa01.pdf [21/01/2020] 
9Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Colima, Legislación Estatal, LIX Legislatura, Poder Legislativo, H. Congreso del Estado de Colima, 

Disponible en: https://www.congresocol.gob.mx/web/Pagina/index.php/c_biblioteca/constitucion [21/01/2020] 
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2. La administración, vigilancia, evaluación, 
disciplina y servicio de carrera del Poder Judicial 
de la Ciudad de México estarán a cargo del 
Consejo de la Judicatura local. 
3. El Consejo de la Judicatura designará a las y 
los jueces conforme a lo previsto por esta 
Constitución y la ley en la materia. 
Las y los jueces deberán presentar el respectivo 
examen de oposición, con base en lo dispuesto 
en el apartado E, numeral 11 del presente artículo 
y en lo dispuesto por la ley orgánica. 
Las y los jueces durarán seis años en su cargo y 
podrán ser ratificados, previa evaluación pública, 
en los términos ya descritos. Durarán en el cargo 
hasta los setenta años de edad, y sólo podrán ser 
privados de sus puestos en los términos que 
establece esta Constitución y las leyes. 
Las y los jueces no podrán actuar como patronos, 
abogados o representantes en cualquier proceso 
ante los órganos judiciales de la Ciudad de 
México mientras estén en el cargo, cuando hayan 
sido separados del mismo por sanción 
disciplinaria o dentro de los dos años siguientes a 
su retiro. 
4. A propuesta del Consejo de la Judicatura las y 
los magistrados del Tribunal Superior de Justicia 
serán designados y en su caso ratificados por las 
dos terceras partes de las y los diputados del 
Congreso, de entre las ternas que les remita el 
propio Consejo. 
Las ternas serán integradas por las y los 
aspirantes que hayan cubierto los requisitos y la 
evaluación que al efecto se lleve a cabo en los 
términos del apartado E, numeral 11 del presente 
artículo. 
Las y los magistrados durarán seis años en su 
cargo y podrán ser ratificados, previa evaluación 
pública en los términos dispuestos en esta 

el Consejo de la Judicatura y en los 
demás órganos judiciales que con 
cualquier otro nombre determinen las 
leyes. 
El periodo constitucional de los 
integrantes del Poder Judicial será: 
I.- De quince años, para los Magistrados 
del Tribunal Superior de Justicia;  
II.- (DEROGADA, P.O. 22 DE 
SEPTIEMBRE DE 2015); 
III.- De seis años en el primer ejercicio del 
encargo para los Magistrados del Tribunal 
de Conciliación y Arbitraje para los 
trabajadores al servicio del estado y de 
los Tribunales Distritales, que se contará 
a partir de la fecha de su designación. 
Al término del citado periodo las y los 
Magistrados del Tribunal de Conciliación 
y Arbitraje para los trabajadores al 
servicio del estado podrán ser designados 
nuevamente, por única vez, por un 
periodo de nueve años. Al vencimiento de 
los periodos descritos en las fracciones 
anteriores, los Magistrados tendrán 
derecho a un haber por retiro en los 
términos que establezca la ley. 
Artículo 136. La competencia, 
organización y atribuciones del Tribunal 
Superior de Justicia, así como facultades, 
deberes y responsabilidades de los 
magistrados, se regirán por esta 
Constitución y demás leyes. Será 
Presidente del Tribunal, el magistrado 
que designe el Pleno, en los términos 
establecidos por la ley de la materia, y 
durará en su encargo cinco años y podrá 
ser reelecto por igual término. Mientras 
ejerza su función no integrara sala. 

administración de justicia que señale su Ley 
Orgánica. Dicha ley fijará las atribuciones de 
los tribunales y juzgados, y establecerá los 
procedimientos a que deben sujetarse en la 
impartición de justicia. 
Los nombramientos de las magistradas, 
magistrados, juezas y jueces integrantes del 
Poder Judicial del Estado serán hechos 
preferentemente entre aquellas personas que 
hayan prestado sus servicios con eficiencia y 
probidad en la administración de justicia o que 
lo merezcan por su honorabilidad, 
competencia y antecedentes en otras ramas 
de la profesión jurídica. 
La independencia de las magistradas, 
magistrados, juezas y jueces en el ejercicio de 
sus funciones será garantizada por esta 
Constitución y la ley orgánica respectiva, las 
cuales establecerán las condiciones para el 
ingreso, formación y permanencia de quienes 
sirvan al Poder Judicial del Estado; éstos 
ejercerán las funciones jurisdiccionales y su 
ejecución con autonomía absoluta y con 
apego a los principios rectores de la carrera 
judicial, como lo son la excelencia, la 
objetividad, la imparcialidad, el 
profesionalismo y la independencia. 
Los magistradas, magistrados, juezas y 
jueces percibirán una remuneración adecuada 
e irrenunciable, la cual no podrá ser 
disminuida durante su encargo.  
Los recintos del Pleno del Supremo Tribunal, 
de sus salas y de los juzgados, son 
inviolables. 
Artículo 68 
El Supremo Tribunal de Justicia estará 
integrado por el número de magistradas y 
magistrados que fije la Ley Orgánica del 
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Constitución y en la ley de la materia. Una vez 
ratificados permanecerán en su encargo hasta los 
setenta años de edad, y sólo podrán ser privados 
del mismo en los términos que establecen esta 
Constitución y las leyes. 
Las y los magistrados no podrán actuar como 
patronos, abogados o representantes en 
cualquier proceso ante los órganos judiciales de 
la Ciudad de México, mientras estén en el cargo, 
cuando hayan sido separados del mismo por 
sanción disciplinaria o dentro de los dos años 
siguientes a su retiro. 
5. Para ser magistrado o magistrada se deberán 
acreditar los requisitos establecidos en las 
fracciones I a V del artículo 95 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos y los 
que disponga la ley. 
6. Los Tribunales del Poder Judicial funcionarán 
en pleno y en salas. El Consejo de la Judicatura 
determinará el número de salas, magistraturas, 
jueces y demás personal con el que contará. Son 
principios fundamentales la autonomía e 
independencia de las personas que integran el 
Poder Judicial los cuales deberán garantizarse en 
su ley orgánica. 
7. Las y los jueces y magistrados percibirán una 
remuneración adecuada e irrenunciable, la cual 
no podrá ser disminuida durante su encargo. 
8. En la integración del Poder Judicial se 
garantizará en todo momento, el principio de 
paridad de género. 
9. Las y los Magistrados integrantes del Pleno del 
Tribunal Superior de Justicia elegirán por mayoría 
de votos en sesión pública y mediante sufragio 
secreto, a la persona que lo presidirá. Quien lo 
presida durará en su encargo cuatro años; la 
persona que haya ocupado la Presidencia bajo 
cualquier supuesto del presente numeral, no 

El Tribunal Superior de Justicia se 
compondrá de dieciséis Magistrados y 
funcionará en Pleno o en Salas. 
Se establecerá una Sala Regional del 
Tribunal, cuya jurisdicción comprenderá 
los Distritos Judiciales de Torreón y San 
Pedro de las Colonias y tendrá la 
competencia que determine la propia ley. 
Esta Sala Regional se integrará por cinco 
Magistrados numerarios y cinco 
Magistrados supernumerarios. El 
Presidente de la Sala Regional será 
integrante del Pleno. 
Los Magistrados del Tribunal de 
Conciliación y Arbitraje y de los 
Tribunales Distritales no integrarán el 
Pleno. 
La competencia, procedimientos, 
organización del Tribunal de Conciliación 
y Arbitraje, de los Tribunales Distritales, 
de los Tribunales Laborales, de los 
Juzgados de Primera Instancia cualquiera 
que sea su denominación, y de los demás 
órganos jurisdiccionales que determinen 
las leyes, así como las facultades, 
deberes y responsabilidades de los 
servidores públicos judiciales, se regirán 
por lo dispuesto en las leyes según los 
principios de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos y esta 
Constitución. 
Artículo 136-A. El Tribunal de 
Conciliación y Arbitraje es un órgano 
especializado del Poder Judicial, dotado 
de autonomía constitucional, 
independencia y de plena jurisdicción 
conforme a las bases siguientes: 
I. Funcionará con una Sala Superior y 

Poder Judicial del Estado y funcionará en 
pleno o en sala colegiada.  
El Supremo Tribunal, actuando en Pleno, 
tendrá a su cargo la representación jurídica 
del Poder Judicial. Esta representación podrá 
delegarla, indistintamente, en favor de su 
presidente, de algún servidor público del 
Poder Judicial o comisión de éstos, en los 
términos que señalen la Ley Orgánica y el 
Reglamento. 
La buena marcha del Poder Judicial 
corresponde a la Magistrada o Magistrado 
Presidente, quien será designado por el Pleno 
para un periodo de dos años y podrá ser 
reelecto. 
Artículo 69 
Para ser magistrada o magistrado del 
Supremo Tribunal de Justicia se requiere: 
I. Ser mexicano por nacimiento, en pleno 
ejercicio de sus derechos políticos y civiles; 
II. Tener por lo menos treinta y cinco años de 
edad el día de la designación;  
III. Poseer al día de la designación, con 
antigüedad mínima de diez años, título 
profesional de licenciado en derecho, 
expedido por autoridad o institución 
legalmente facultada para ello; 
IV. Gozar de buena reputación y no haber 
sido condenado por delito que amerite pena 
de más de un año de prisión, pero si se trata 
de robo, fraude, falsificación, abuso de 
confianza u otro que lastime seriamente la 
buena fama en el concepto público, 
inhabilitará para el cargo, cualquiera que haya 
sido la pena; y  
V. Haber residido en el país durante los dos 
años anteriores al día de la designación. 
Artículo 70 
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podrá volver a ocuparla posteriormente bajo 
ningún concepto, ni sucesiva, ni alternadamente, 
independientemente de la calidad con que pueda 
ostentarla. 
C. Facultades y atribuciones del Tribunal Superior 
de Justicia 
El Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de 
México tendrá las siguientes funciones: 
a) Ejercer el control de constitucionalidad, 
convencionalidad y legalidad en los términos que 
establece la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y determinar la inaplicación de 
las leyes o decretos contrarios a esta 
Constitución, en las materias de sus respectivas 
competencias; y 
b) Proteger y salvaguardar los derechos humanos 
y sus garantías reconocidos por esta Constitución 
y por los tratados internacionales. 
D. Medios alternativos de solución de 
controversias 
1. El sistema integral de justicia de la Ciudad de 
México privilegiará los medios alternativos de 
solución de controversias. Para garantizar el 
acceso a estos medios se establecerá el Centro 
de Justicia Alternativa. 
2. El Centro de Justicia Alternativa será un 
órgano desconcentrado del Tribunal Superior de 
Justicia de la Ciudad de México con plena 
autonomía técnica, operativa, presupuestaria y de 
decisión; su titular será nombrado por el Consejo 
de la Judicatura de conformidad con lo previsto 
por la ley orgánica y durará seis años en su 
cargo, sin posibilidad de reelección. 
3. El Centro de Justicia Alternativa tendrá las 
siguientes facultades: 
a) Facilitar la mediación como mecanismo de 
solución de controversias civiles, mercantiles, 
familiares, penales cuando se trate de delitos no 

Salas Especiales en los términos que 
establezca la Ley;  
II. La Sala Superior se integrará por tres 
Magistrados numerarios y tres 
Magistrados supernumerarios;  
III. El Tribunal de Conciliación y Arbitraje 
será competente para conocer y resolver, 
en los términos de las leyes de la materia, 
los conflictos que se susciten entre: 
a. El Poder Legislativo y sus trabajadores;  
b. El Poder Ejecutivo y sus trabajadores;  
c. El Poder Judicial y sus trabajadores, 
con excepción de los del Tribunal 
Superior de Justicia, el que conocerá de 
los conflictos laborales con sus 
trabajadores;  
d. Los Municipios y sus trabajadores;  
e. Los organismos públicos autónomos y 
sus trabajadores;  
f. Los trabajadores al servicio de la 
Educación y sus Sindicatos, con 
cualquiera de los tres Poderes y 
organismos públicos autónomos. 
IV. El procedimiento de designación de 
los Magistrados del Tribunal de 
Conciliación y Arbitraje se sujetará a lo 
dispuesto por el artículo 146 de esta 
Constitución y demás disposiciones 
aplicables;  
V. Los Magistrados del Tribunal de 
Conciliación y Arbitraje deberán cumplir 
con los requisitos establecidos en el 
artículo 138 de esta Constitución y tener 
como mínimo tres años de experiencia 
acreditable en materia laboral;  
VI. El presidente del Tribunal de 
Conciliación y Arbitraje será elegido, de 
entre sus miembros, para ejercer el cargo 

Los nombramientos de magistradas o 
magistrados del Supremo Tribunal de Justicia 
serán hechos por la Gobernadora o 
Gobernador del Estado y sometidos a la 
aprobación del Congreso, el cual otorgará o 
negará esa aprobación dentro del 
improrrogable término de diez días. Si el 
Congreso no resuelve dentro de dicho 
término, se tendrán por aprobados los 
nombramientos. Sin la aprobación del 
Congreso no podrán tomar posesión las 
magistradas o magistrados nombrados. 
En el caso de que el Congreso no apruebe 
dos nombramientos sucesivos respecto de la 
misma vacante, la Gobernadora o Gobernador 
hará un tercer nombramiento, que surtirá sus 
efectos desde luego como provisional, y que 
será sometido a la aprobación de la Cámara 
en el siguiente periodo ordinario de sesiones. 
En dicho periodo, dentro de los primeros ocho 
días, el Congreso deberá aprobar o reprobar 
el nombramiento, y si lo aprueba o nada 
resuelve, la magistrada o magistrado 
nombrado provisionalmente continuará en sus 
funciones con el carácter de definitivo. Si el 
Congreso desecha el nombramiento, cesará 
desde luego en sus funciones la magistrada o 
magistrado provisional, y la Gobernadora o 
Gobernador del Estado, someterá nuevo 
nombramiento a la aprobación de dicho 
cuerpo colegiado, en los términos señalados. 
Si falta una magistrada o magistrado por 
defunción o por cualquier causa de 
separación definitiva, la Gobernadora o 
Gobernador del Estado someterá un nuevo 
nombramiento a la aprobación del Congreso, 
quedando este nombramiento limitado al resto 
del correspondiente periodo a que se refiere 
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graves y de justicia para adolescentes; 
b) Mediar en controversias vinculadas con el 
régimen de condominios; 
c) Coordinar con las instancias de acción 
comunitaria establecidas por la ley para la 
mediación y resolución de conflictos vecinales, 
comunitarios, de barrios y pueblos; y 
d) Las demás que prevea la ley. 
E. Consejo de la Judicatura 
1. El Consejo de la Judicatura de la Ciudad de 
México es un órgano del Poder Judicial dotado de 
autonomía, independencia técnica y de gestión 
para realizar sus funciones. Sus resoluciones 
serán definitivas e inatacables. 
2. El Consejo se integrará por quien presida el 
Tribunal y seis Consejeras o Consejeros, que 
serán una o un Magistrado y dos Juezas o 
Jueces, elegidos por, al menos las dos terceras 
partes del Pleno del Tribunal en votación; 
asimismo, dos Consejeras o Consejeros electos 
por el voto de las dos terceras partes de las y los 
Diputados presentes del Congreso de la Ciudad 
de México y una o uno designado por la o el Jefe 
de Gobierno de la Ciudad de México. 
La designación de las tres últimas Consejeras o 
Consejeros que refiere el párrafo anterior, deberá 
recaer en personas que se hayan distinguido por 
su capacidad, honestidad y honorabilidad en el 
ejercicio de las actividades jurídicas y 
administrativas, y no representarán los intereses 
del Órgano que los haya elegido. La persona que 
presida el Tribunal Superior de Justicia también 
presidirá el Consejo de la Judicatura. 
3. Las y los Consejeros de la Judicatura, a 
excepción del Presidente, durarán seis años en el 
cargo y no podrán ser nombrados para un nuevo 
período, ni sucesiva ni alternadamente, con 
independencia de la forma en que hayan sido 

por tres <años y podrá ser reelecto por 
igual período;  
VII. La administración, vigilancia y 
disciplina del Tribunal de Conciliación y 
Arbitraje corresponderán, en los términos 
que señale la ley, al Consejo de la 
Judicatura. El Presidente del Tribunal de 
Conciliación y Arbitraje formará parte del 
Consejo de la Judicatura siempre con 
voz, y voto únicamente en los asuntos 
que le competan al Tribunal que preside. 
Artículo 138. Para ser nombrado 
Magistrado del Tribunal Superior de 
Justicia y del Tribunal de Conciliación y 
Arbitraje se requiere: 
I. Ser ciudadano mexicano por 
nacimiento, en pleno ejercicio de sus 
derechos políticos y civiles;  
II. Tener, cuando menos, treinta y cinco 
años cumplidos el día de su designación;  
III. Poseer el día de la designación, con 
antigüedad mínima de diez años, título 
profesional de licenciado en derecho, 
expedido por autoridad o institución 
legalmente facultada para ello;  
IV. Gozar de buena reputación y no haber 
sido condenado por delito que amerite 
pena corporal de más de un año de 
prisión; pero si se tratare de robo, fraude, 
falsificación, abuso de confianza y otro 
que lastime seriamente la buena fama en 
el concepto público, inhabilitará para el 
cargo cualquiera que haya sido la pena;  
V. Haber residido en el Estado durante 
los dos años anteriores al día de la 
designación, y 
VI. No haber ocupado el cargo de 
Secretario del Ramo o su equivalente, en 

el artículo 73 de esta Constitución. Si el 
Congreso no está en sesiones, la Comisión 
Permanente dará su aprobación provisional 
mientras se reúne aquél y da la aprobación 
definitiva. 
Las faltas temporales de una magistrada o un 
magistrado que no excedan de tres meses se 
suplirán en la forma que determine la Ley 
Orgánica del Poder Judicial. 
Artículo 71 
Las juezas o jueces de Primera Instancia, los 
de Paz y los que con cualquiera otra 
denominación se creen en el Estado, serán 
nombrados y ratificados por el Supremo 
Tribunal de Justicia, observando que su 
integración sea de forma paritaria, así como 
las normas y requisitos que establece la Ley 
Orgánica respectiva. 
La administración de justicia en primera 
instancia estará a cargo de juezas o jueces. 
La ley determinará el número de éstos, su 
residencia, su competencia, sus atribuciones y 
la manera de cubrir sus faltas absolutas y 
temporales. Los Juzgados de Primera 
Instancia residirán en la cabecera de distrito o 
región que señale la Ley Orgánica. 
En materia penal, la primera instancia 
corresponde, además, a las juezas o jueces 
de Control, Tribunales de Enjuiciamiento y 
Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas 
de Seguridad. 
En los nombramientos que se realicen para 
ocupar la titularidad de los Juzgados de 
Primera Instancia señalados en los párrafos 
anteriores, se observará el principio de 
paridad de género. 
Artículo 72 
El Poder Judicial del Estado contará con un 
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electos. En caso de ausencia definitiva de algún 
integrante, según corresponda, el Pleno del 
Tribunal Superior de Justicia, el Congreso de la 
Ciudad de México, la o el Jefe de Gobierno, 
deberán iniciar el proceso de elección o 
designación, según sea el caso, a que se refiere 
el numeral anterior, para que en cualquiera de los 
supuestos, en un plazo no mayor a treinta días 
naturales desde que se produjo la vacante, sea 
nombrada la persona que deba ocupar ésta, 
quien habrá de ocuparlo hasta concluir con el 
periodo que debió cubrir la o el Consejero 
ausente. En el caso de ausencias temporales, se 
estará a lo dispuesto en la ley de la materia.  
Asimismo, las y los Consejeros serán sustituidos 
escalonadamente, conforme se produzcan las 
vacantes una vez concluido el periodo para el 
cual se les hubiere designado; la persona que 
presida el Consejo será sustituida conforme lo 
sea en la Presidencia del Tribunal. 
4. Para ser integrante del Consejo de la 
Judicatura se requiere cubrir los requisitos 
previstos en las fracciones I a V del artículo 95 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y los que dispongan esta Constitución. 
5. Las y los consejeros ejercerán su función con 
independencia e imparcialidad. Las sesiones del 
Consejo de la Judicatura serán públicas, salvo lo 
dispuesto en la normatividad aplicable. Los actos 
y decisiones del Consejo de la Judicatura, en 
ningún caso, podrán modificar las resoluciones o 
invadir la función jurisdiccional depositada en los 
órganos del Poder Judicial de la Ciudad de 
México, ni podrán afectar las resoluciones de las 
y los jueces y magistradas o magistrados. 
6. Las y los consejeros sólo podrán ser removidos 
en los términos establecidos en esta Constitución, 
estarán sujetos a las mismas responsabilidades 

la Administración Pública Estatal, de 
Fiscal General del Estado, de Diputado 
local, de Presidente Municipal o alguno 
de los cargos a que se refiere el artículo 
95, fracción VI de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, 
durante el año previo al día de su 
nombramiento. 
Los nombramientos de los Magistrados 
del Tribunal Superior de Justicia y del 
Tribunal de Conciliación y Arbitraje, 
deberán recaer preferentemente entre 
aquellas personas que hayan servido con 
eficiencia, capacidad y probidad en la 
impartición de justicia o que se hayan 
distinguido por su honorabilidad, 
competencia y antecedentes 
profesionales en el ejercicio de la 
actividad jurídica. 
Artículo 139. Los requisitos para ser 
Juez serán determinados en la ley de la 
materia. 
Artículo 140. El ejercicio de la potestad 
jurisdiccional en todo tipo de procesos, 
corresponde exclusivamente a los 
órganos del Poder Judicial en los 
negocios que les encomienden las leyes, 
según los procedimientos que las mismas 
establezcan. 
Artículo 141. La Justicia se imparte en 
nombre del pueblo y se administra por el 
Estado a través de la función 
jurisdiccional, ejercida por Magistrados y 
Jueces integrantes del Poder Judicial, 
independientes, imparciales, 
responsables y sometidos ú<nicamente al 
imperio de esta Constitución y la Ley. 
Artículo 142. Es obligatorio para toda 

Centro de Justicia Alternativa y Resolución de 
Conflictos, el cual actuará bajo los principios 
de equidad, imparcialidad, celeridad, 
profesionalismo, confidencialidad y gratuidad, 
de conformidad con lo que establezca la ley. 
La directora o director general del Centro será 
nombrado por el Pleno del Supremo Tribunal 
de Justicia del Estado a propuesta de su 
presidenta o presidente; los demás servidores 
públicos del Centro se nombrarán entre 
aquellos que aprueben satisfactoriamente el 
curso de formación para mediadores, 
conciliadores o árbitros, mediante un proceso 
riguroso de oposición, observando el principio 
de paridad de género, las bases, los requisitos 
y procedimientos que serán establecidos por 
el Pleno del Supremo Tribunal. 
Tratándose de la materia penal, los 
mecanismos alternativos de solución de 
conflictos se regirán por las bases y 
lineamientos que establece la Constitución 
Federal y demás legislación aplicable. 
Artículo 73 
Las magistradas, magistrados, juezas y 
jueces durarán seis años en el ejercicio de su 
encargo, que se contarán desde el día 
primero de noviembre en que se inicia el 
periodo constitucional del Ejecutivo; podrán 
ser reelectos, y si lo son, sólo podrán ser 
privados de sus puestos en los términos de 
esta Constitución y la Ley General de 
Responsabilidades Administrativas. Si por 
cualquier motivo no se hace la elección de 
magistradas, magistrados, juezas y jueces, o 
los designados no se presentan al 
desempeño de sus cargos, continuarán 
ejerciendo las funciones judiciales quienes se 
encuentren desempeñándolas, hasta que 

https://cutt.ly/SAPI-ISS-41-20


Secretaría General    Dirección General de Servicios de Documentación, Información y Análisis 

Secretaría de Servicios Parlamentarios                                                                               Dirección de Servicios de Investigación y Análisis 

Subdirección de Análisis de Política Interior 

 

43 
Pulsa el siguiente link para contestar un diagnóstico de la utilidad de este documento: https://cutt.ly/SAPI-ISS-41-20 

que las y los magistrados del Tribunal Superior de 
Justicia y la Sala Constitucional; recibirán el 
mismo salario y prestaciones que estos. 
7. Las y los consejeros no podrán actuar como 
patronos, abogados o representantes en 
cualquier proceso ante los órganos judiciales de 
la Ciudad de México mientras estén en el cargo, 
cuando hayan sido separados del mismo por 
sanción disciplinaria o dentro de los dos años 
siguientes a su retiro. 
8. Las y los consejeros se abstendrán de 
intervenir de cualquier manera en los asuntos a 
cargo del Tribunal Superior de Justicia, la Sala 
Constitucional, el Tribunal Electoral y los 
juzgados. 
9. El Consejo de la Judicatura seguirá los 
principios de legalidad y honradez, accesibilidad, 
transparencia, máxima publicidad y rendición de 
cuentas. 
El Consejo de la Judicatura funcionará en pleno y 
en comisiones y contará con los órganos 
auxiliares necesarios para el desempeño de sus 
atribuciones. Será competente en la adscripción y 
remoción de jueces y magistrados; velará por los 
derechos humanos laborales de las personas 
servidoras públicas para nombrar y remover al 
personal administrativo; nombrará y removerá al 
personal administrativo del Poder Judicial 
respetando el servicio civil de carrera, a 
propuesta de las y los titulares de los órganos; y 
en la aplicación de las normas que regulan las 
relaciones de trabajo de las personas servidoras 
públicas y los poderes de la Ciudad, así como las 
demás facultades que la ley señale. 
10. El Consejo de la Judicatura elaborará el 
proyecto de presupuesto del Poder Judicial, 
mismo que deberá someter a la aceptación del 
Pleno del Tribunal Superior de Justicia. Una vez 

autoridad, cumplir las sentencias y demás 
resoluciones firmes del Tribunal Superior 
de Justicia, de las Salas que lo integran, 
de los Magistrados y de los Jueces, así 
como prestar la colaboración solicitada 
por éstos en el curso del proceso y en la 
ejecución de lo resuelto. La autoridad 
requerida en forma para el cumplimiento 
de una orden judicial, sin ponderar su 
bondad, debe proporcionar los elementos 
necesarios para ello. 
Artículo 143. El Consejo de la Judicatura 
es un órgano del Poder Judicial del 
Estado, que tendrá como funciones la 
administración, vigilancia y disciplina de 
los órganos jurisdiccionales. La 
administración de las dependencias del 
Pleno, la Presidencia y las Salas, estará a 
cargo del Presidente del Tribunal Superior 
de Justicia. 
El Consejo de la Judicatura estará 
integrado por seis Consejeros, uno de los 
cuales será el Presidente del Tribunal 
Superior de Justicia del Estado, quien lo 
presidirá con voz y voto de calidad; uno 
designado por el Ejecutivo del Estado; 
uno designado por el Congreso del 
Estado; un Magistrado del Tribunal 
Superior de Justicia, un Magistrado de 
Tribunal Distrital y un Juez de Primera 
Instancia, que serán los de mayor 
antigüedad en el ejercicio de los 
respectivos cargos. El Presidente del 
Tribunal de Conciliación y Arbitraje, 
formará parte siempre del Consejo con 
voz, pero sólo tendrá voto cuando se trate 
de asuntos relativos al Tribunal que 
preside. 

tomen posesión los que se nombren. 
Artículo 75 
Las magistradas o magistrados rendirán su 
protesta ante el Congreso del Estado en 
sesión pública extraordinaria que para tal 
efecto se convoque. Las juezas y jueces lo 
harán ante el Supremo Tribunal de Justicia. 

CAPÍTULO II 
DE LA JURISDICCIÓN EN MATERIA 
ADMINISTRATIVA, ELECTORAL Y 

LABORAL 
SECCIÓN I 

DE LA JURISDICCIÓN EN MATERIA 
ADMINISTRATIVA 

Artículo 77 
La función jurisdiccional en materia 
administrativa, incluyendo la fiscal y de 
responsabilidades de servidores públicos, 
estará a cargo del Tribunal de Justicia 
Administrativa del Estado, el cual estará 
dotado de plena autonomía para dictar sus 
fallos, en los términos que dispongan esta 
Constitución y la ley que lo regule. Ésta 
establecerá su organización, funcionamiento, 
procedimientos y, en su caso, los recursos 
contra sus resoluciones.  
El Tribunal tendrá a su cargo dirimir las 
controversias que se susciten entre los 
particulares y la Administración Pública del 
Estado y los municipios. Asimismo, será el 
órgano competente para imponer las 
sanciones a los servidores públicos del 
Estado y los municipios por responsabilidad 
administrativa grave, y a los particulares que 
incurran en actos vinculados con faltas 
administrativas graves; así como fincar a los 
responsables el pago de las indemnizaciones 
y sanciones pecuniarias por los daños y 
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realizado lo anterior, se incorporará en el 
Proyecto de Presupuesto de Egresos de la 
Ciudad de México, por conducto de la o el Jefe de 
Gobierno. 
11. El ingreso, formación, permanencia y 
especialización de la carrera judicial se basará en 
los resultados del desempeño y el reconocimiento 
de méritos. Se regirá por los principios de 
excelencia, objetividad, imparcialidad, 
profesionalismo, honradez e independencia. El 
ingreso se hará mediante concursos públicos de 
oposición a cargo del Instituto de Estudios 
Judiciales como órgano desconcentrado del 
Consejo de la Judicatura, que contará con un 
Consejo Académico. La permanencia estará 
sujeta al cumplimiento de los requisitos para el 
cargo, así como a la evaluación y vigilancia sobre 
el desempeño en los términos previstos en la ley 
y en los acuerdos generales que con arreglo a 
ésta, emita este Consejo Académico. La ley 
regulará el servicio de carrera para el personal de 
la rama administrativa. 
F. Instituto de Servicios Periciales y Ciencias 
Forenses 
Es un órgano desconcentrado del Consejo de la 
Judicatura, dotado de autonomía técnica y 
presupuestal, especializado en la prestación de 
servicios periciales y forenses. La ley regulará su 
organización y funcionamiento. Contará con un 
consejo técnico que coadyuvará en el debido 
funcionamiento y el ejercicio de las atribuciones 
del propio Instituto, cuya integración y facultades 
estarán previstas en la ley. 
En el ejercicio de sus funciones deberá garantizar 
la objetividad e imparcialidad de los dictámenes 
que emita, de conformidad con las leyes y los 
estándares nacionales e internacionales en la 
materia. 

Los consejeros deberán reunir los 
requisitos para ser magistrados y durarán 
tres años en su cargo, salvo su 
Presidente. Por cada uno de los 
consejeros, habrá un suplente. 
Las ausencias temporales del Presidente, 
serán suplidas por el Consejero 
Magistrado del Tribunal Superior.  
Los consejeros ejercerán su función con 
independencia e imparcialidad y durante 
su encargo, sólo podrán ser removidos en 
los términos del Título Séptimo de esta 
Constitución. 
El Consejo designará a cinco abogados 
de reconocido prestigio en el Estado para 
que integren un Comité Consultivo que 
funcionará según lo disponga la ley. 
El Consejo funcionará en Pleno o en 
comisiones. El Pleno resolverá sobre la 
designación, adscripción, readscripción y 
remoción de Magistrados de Tribunales 
Distritales y Jueces, así como de los 
demás asuntos que la ley determine y 
estará facultado para expedir los 
reglamentos y acuerdos generales con el 
fin de regular el adecuado funcionamiento 
del Poder Judicial, de conformidad con lo 
que establezca la ley. Las comisiones 
tendrán la duración, objeto y funciones 
que acuerde el Pleno del Consejo. Las 
decisiones del Consejo se tomarán por 
mayoría de votos y serán definitivas e 
inatacables. 
Artículo 144. De conformidad con las 
bases que esta Constitución establece, la 
Ley Orgánica del Poder Judicial regulará 
el Estatuto Jurídico de los Magistrados y 
Jueces de carrera, que formarán un 

perjuicios que afecten a la Hacienda Pública, 
o al patrimonio de los entes públicos, del 
Estado y los municipios.  
El Tribunal será colegiado y estará integrado 
por tres magistrados, quienes deberán cumplir 
los mismos requisitos previstos en el artículo 
69 de esta Constitución para ser magistrado 
del Supremo Tribunal de Justicia; durarán seis 
años en el ejercicio de su encargo y durante 
éste sólo podrán ser removidos por las causas 
graves que señale la ley. 
El titular del Poder Ejecutivo propondrá al 
Congreso del Estado el nombramiento de las 
personas que considere idóneas para ocupar 
el cargo de magistrado. El Congreso hará la 
designación dentro del plazo de diez días 
hábiles, mediante el voto de las dos terceras 
partes de sus miembros presentes y previa 
comparecencia de las personas propuestas.  
Si el Congreso no resuelve dentro del plazo 
indicado, se tendrá por aprobada la propuesta 
presentada por el Ejecutivo del Estado. Si el 
Congreso niega la aprobación dentro del 
plazo indicado, lo notificará al titular del Poder 
Ejecutivo, quien deberá realizar una segunda 
propuesta, procediéndose en los mismos 
términos del párrafo anterior. En caso de que 
el Congreso rechace dos propuestas 
sucesivas de nombramiento, se tendrá por 
aprobada la que libremente determine el 
Ejecutivo. 

SECCIÓN II 
DE LA JURISDICCIÓN EN MATERIA 

ELECTORAL 
Artículo 78 
A. El Tribunal Electoral del Estado será la 
máxima autoridad jurisdiccional electoral, 
autónomo en su funcionamiento e 
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Artículo 36 
Control constitucional local 
A. Integración de la Sala Constitucional 
1. El Tribunal Superior de Justicia contará con 
una Sala Constitucional de carácter permanente, 
misma que será la máxima autoridad local en 
materia de interpretación de la Constitución 
Política de la Ciudad de México. Estará 
encargada de garantizar la defensa, integridad y 
supremacía de esta Constitución y la integridad 
del sistema jurídico local sin perjuicio de lo 
previsto en la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. 
2. La Sala se integrará por siete magistradas y 
magistrados designados por el Pleno del Tribunal 
Superior de Justicia. El proceso de selección se 
llevará a cabo en sesiones abiertas y 
transparentes. El número de integrantes de un 
mismo género no podrá ser mayor a cuatro. 
3. Los magistrados o magistradas de la Sala 
Constitucional durarán en el cargo ocho años. 
B. Competencia 
1. La Sala Constitucional tendrá las siguientes 
atribuciones: 
a) Garantizar la supremacía y control de esta 
Constitución; 
b) Declarar la procedencia, periodicidad y validez 
del referéndum en los términos previstos por esta 
Constitución y las leyes en la materia; 
c) Conocer y resolver las acciones de 
inconstitucionalidad que le sean presentadas 
dentro de los treinta días naturales siguientes a la 
promulgación y publicación de normas locales de 
carácter general que se consideren total o 
parcialmente contrarias a esta Constitución o de 
aquéllas que, aun siendo normas 
constitucionales, hubieren presentado vicios o 
violaciones en los procedimientos de su 

cuerpo único, y del personal de servicio 
de la administración de justicia, así como 
las condiciones para su ingreso, 
formación, permanencia, ascenso y retiro. 
La formación y actualización de los 
servidores públicos judiciales, estará a 
cargo del Consejo de la Judicatura, así 
como el desarrollo de la carrera judicial, la 
cual se regirá por los principios de 
excelencia, objetividad, imparcialidad, 
profesionalismo, independencia y 
honorabilidad.  
Artículo 145. Los nombramientos de los 
Magistrados y Jueces, integrantes del 
Poder Judicial, serán hechos; 
preferentemente, entre aquellas personas 
que hayan prestado sus servicios con 
eficiencia y probidad en la administración 
de justicia, o que lo merezcan por su 
honorabilidad, competencia y 
antecedentes en otras ramas de la 
profesión jurídica. 
Artículo 146. Los nombramientos de los 
magistrados del Tribunal Superior de 
Justicia serán hechos por el Gobernador 
del Estado de la lista de candidatos que le 
presente el Consejo de la Judicatura y 
sometidos a la aprobación del Congreso, 
o en su caso, de la Diputación 
Permanente, cuando proceda, el que la 
otorgará o negará dentro del 
improrrogable término de cinco días. 
El procedimiento de designación de los 
magistrados del Tribunal de Conciliación 
y Arbitraje se hará en base a la propuesta 
que haga el Consejo de la Judicatura 
entre las ternas que le hayan presentado 
los Poderes del Estado, organismos 

independiente en sus decisiones de pleno 
derecho. Funcionará en pleno y sus sesiones 
de resolución serán públicas.  
Se organizará en los términos que señale la 
ley; los mecanismos de vigilancia y disciplina 
se establecerán en la ley electoral. Regirá sus 
relaciones de trabajo conforme a las leyes 
aplicables, en las que se establecerá que los 
derechos de sus trabajadores no podrán ser 
menores a los preceptuados por el artículo 
123, Apartado B, de la Constitución Federal. 
B. Las Magistradas y Magistrados del Tribunal 
Electoral serán elegidos por la Cámara de 
Senadores, de conformidad con lo previsto en 
la Constitución Federal, esta Constitución y la 
ley de la materia; responderán sólo al 
mandato de la ley y deberán acreditar los 
siguientes requisitos: 
I. Ser mexicano y vecino de la Entidad, con 
una residencia efectiva acreditada de por lo 
menos cinco años anteriores a su elección;  
II. No tener menos de treinta años de edad al 
día de la elección;  
III. Estar en pleno ejercicio de sus derechos 
civiles y políticos;  
IV. Gozar de buena reputación y no haber 
sido condenado por delito que amerite pena 
por más de un año de prisión, pero si se trata 
de robo, fraude, falsificación, abuso de 
confianza u otro que lastime seriamente la 
buena fama en el concepto público, 
inhabilitará para el cargo, cualquiera que haya 
sido la pena;  
V. Estar inscrito en el Padrón Electoral y 
contar con credencial para votar con fotografía 
que expida la autoridad electoral competente;  
VI. Poseer al día de la elección, título 
profesional de licenciado en derecho expedido 
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formación; 
d) Conocer y resolver sobre las controversias 
constitucionales que se susciten entre los entes 
legitimados de conformidad con esta 
Constitución; 
e) Conocer y resolver las acciones por omisión 
legislativa cuando el Legislativo o el Ejecutivo no 
hayan aprobado alguna ley, decreto o norma de 
carácter general o reglamentaria de esta 
Constitución, o habiéndolas aprobado se estime 
que no cumplen con los preceptos 
constitucionales; 
f) Conocer y resolver las acciones de 
cumplimiento en contra de las personas titulares 
de los poderes públicos, los organismos 
autónomos y las alcaldías cuando se muestren 
renuentes a cumplir con sus obligaciones 
constitucionales y con las resoluciones judiciales. 
Estas acciones podrán ser interpuestas por 
cualquier persona cuando se trate de derechos 
humanos; y 
g) Las demás que determine la ley. 
2. La Sala Constitucional no tendrá competencia 
respecto de recursos ordinarios en contra de 
resoluciones judiciales definitivas emitidas por 
otras Salas del propio Tribunal Superior de 
Justicia. 
3. Las y los jueces de tutela de derechos 
humanos de la Ciudad de México conocerán de la 
acción de protección efectiva de derechos, la cual 
se sujetará a las siguientes bases: 
a) Se interpondrá para reclamar la violación a los 
derechos previstos en esta Constitución, sin 
mayores formalidades y a través de solicitud oral 
o escrita. Se suplirá siempre la deficiencia de la 
queja; 
b) a (sic) ley determinará los sujetos legitimados y 
establecerá los supuestos de procedencia de la 

públicos autónomos, Municipios y los 
trabajadores por conducto de sus 
representantes sindicales, en los términos 
de la ley de la materia.  
La lista de Candidatos podrá ser 
rechazada por el Ejecutivo en una sola 
ocasión, en cuyo caso el Consejo de la 
Judicatura someterá a su consideración 
una nueva para que formule nuevo 
nombramiento. 
Cuando el Congreso o la Diputación 
Permanente no resuelva dentro del 
término que se señala para el efecto, se 
tendrán por aprobados los 
nombramientos.  
En el caso de que el Congreso del Estado 
no apruebe un nombramiento, el 
Gobernador del Estado hará una nueva 
designación dentro de las propuestas, 
que surtirá sus efectos desde luego, 
como provisional y que será sometido a la 
aprobación del propio Congreso, en el 
siguiente período ordinario de sesiones. 
En este período de sesiones, dentro de 
los primeros cinco días, el Congreso 
deberá aprobar o desaprobar el 
nombramiento, y si lo aprueba o nada 
resuelve, el Magistrado nombrado 
provisionalmente, continuará en sus 
funciones con el carácter de definitivo. Si 
el Congreso desecha el nombramiento, 
se reiterará el procedimiento, cesando 
desde luego en sus funciones el 
Magistrado Provisional. 
Artículo 147. Los Magistrados Distritales, 
los Jueces de Primera Instancia, 
cualquiera que sea su denominación, y 
los titulares de los demás órganos 

por institución de educación superior 
legalmente facultada para ello, con una 
antigüedad mínima de cinco años;  
VII. No haber tenido cargo alguno de elección 
popular ni haber sido postulado como 
candidato en los cinco años anteriores a su 
nombramiento;  
VIII. No haber desempeñado cargo de 
dirección en los órganos nacionales, estatales 
o municipales de algún partido político o de 
algún otro organismo, institución, colegio o 
agrupación ciudadana afiliada a algún partido 
político, en los últimos tres años anteriores a 
su elección;  
IX. No ser ni haber sido titular de una 
delegación o representación del Gobierno 
Federal o de organismo descentralizado de la 
Federación en la Entidad, ni Secretario de 
Gobierno o Fiscal General del Estado, ni 
Presidente Municipal, Secretario, Tesorero, 
Oficial Mayor o Contralor de un Municipio, en 
el año anterior a su designación; y  
X. No ser ni haber sido ministro de culto 
religioso alguno en los últimos cinco años 
anteriores a su nombramiento. 
C. El Tribunal Electoral del Estado tendrá 
competencia para: 
I. a VI. … 

SECCIÓN III 
DE LA JURISDICCIÓN EN MATERIA 

LABORAL 
Artículo 79  
La función jurisdiccional para resolver las 
controversias de carácter laboral entre el 
Estado, los municipios y los organismos 
descentralizados de ambos, y sus 
trabajadores, estará a cargo del Tribunal de 
Arbitraje y Escalafón, el cual se regirá por la 
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acción; 
c) Las resoluciones deberán emitirse en un plazo 
no mayor a diez días naturales y serán de 
inmediato cumplimiento para las autoridades de 
la Ciudad de México. La ley establecerá medidas 
cautelares y de apremio, así como las sanciones 
aplicables a las personas servidoras públicas en 
caso de incumplimiento; 
d) La o el quejoso podrá impugnar ante la Sala 
Constitucional las resoluciones de las o los jueces 
de tutela, en los plazos y conforme a los 
procedimientos previstos en la ley; 
e) Cualquier magistrado o magistrada del Tribunal 
Superior, de la Sala Constitucional o la persona 
titular del Instituto de Defensoría Pública podrá 
solicitar que se revise algún criterio contenido en 
una resolución o para resolver contradicciones en 
la interpretación constitucional, para aclarar el 
alcance de un derecho o evitar un perjuicio grave; 
f) Los criterios de las resoluciones de la Sala 
Constitucional con relación a la acción de 
protección efectiva de derechos humanos serán 
vinculantes para las y los jueces de tutela; y 
g) El Consejo de la Judicatura a través de 
acuerdos generales, establecerá juzgados de 
tutela en las demarcaciones territoriales. 
4. SE DEROGA 
5. En el caso de las recomendaciones no 
aceptadas, la Comisión de Derechos Humanos, 
por sí o con la concurrencia del Instituto de 
Defensoría Pública, brindará acompañamiento y 
asesoría jurídica a las víctimas, sin perjuicio de 
otras acciones procedentes para la defensa de 
sus derechos. 
Artículo 37 
Del Consejo Judicial Ciudadano 
1. El Consejo Judicial Ciudadano es un órgano 
que estará integrado por once personas de las 

jurisdiccionales que integran el Poder 
Judicial, serán nombrados por el Consejo 
de la Judicatura del Estado, en los 
términos previstos por la propia Ley. 

CAPITULO II 
De las Garantías de la Función 

Jurisdiccional 
Artículo 148. Los Magistrados del 
Tribunal Superior de Justicia y del 
Tribunal de Conciliación y Arbitraje, al 
iniciar el ejercicio de su cargo, rendirán la 
protesta de ley ante el Congreso del 
Estado y, en sus recesos, ante la 
Diputación Permanente. 
Los Magistrados Distritales, las y los 
Jueces Laborales y los de Primera 
Instancia, cualquiera que sea su 
denominación, lo harán ante el Consejo 
de la Judicatura o ante el titular del 
Órgano Judicial que él autorice. 
De igual manera lo harán los demás 
titulares de los órganos jurisdiccionales 
que con cualesquiera otros nombres 
establezcan las leyes. 
Artículo 150. Los Magistrados al cumplir 
un período constitucional, en los términos 
del artículo 135, podrán ser reelectos, y si 
lo fueren, sólo podrán ser privados de sus 
puestos en los términos del Título Sexto 
de esta Constitución. Los requisitos y 
condiciones para la permanencia de los 
Jueces, se determinarán en la Ley 
Orgánica del Poder Judicial. 
Artículo 151. Son causas de retiro forzoso 
de los Magistrados y Jueces: 
I. (DEROGADA, P.O. 18 DE DICIEMBRE 
DE 2015)  
II. Padecer incapacidad física incurable o 

ley de la materia y sus reglamentos. 
CAPÍTULO III 

DEL MINISTERIO PÚBLICO Y DE LA 
FISCALÍA GENERAL DEL ESTADO 

Artículo 80  
El Ministerio Público es la institución que tiene 
por objeto la investigación de los delitos del 
orden común y de su persecución ante los 
tribunales; por lo mismo, solicitará las 
medidas cautelares contra los imputados; 
buscará y presentará las pruebas que 
acrediten la participación de éstos en los 
hechos que las leyes locales señalen como 
delito; procurará que los juicios en materia 
penal se sigan con toda regularidad, para que 
la impartición de justicia sea pronta y 
expedita; pedirá la aplicación de las penas y 
la reparación del daño, e intervendrá en los 
asuntos que la ley determine. 
Le corresponde también la defensa de los 
derechos de la sociedad y la intervención en 
los procedimientos que afecten a las personas 
a quienes las leyes otorguen especial 
protección. 
Artículo 81  
El Ministerio Público se organizará en una 
Fiscalía General del Estado como órgano 
autónomo, dotado de personalidad jurídica y 
patrimonio propio, en términos de lo previsto 
en esta Constitución y su ley orgánica.  
Para el ejercicio de sus funciones, la Fiscalía 
contará con fiscales especializados, agentes, 
peritos, policía investigadora y demás 
personal, que estará bajo su autoridad en los 
términos que establezcan esta Constitución y 
la ley. Las fiscalías especializadas se 
constituirán y funcionarán como órganos con 
autonomía técnica y operativa. 
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que siete serán profesionales del Derecho. 
Deberán gozar de buena reputación y haberse 
distinguido por su honorabilidad e independencia; 
no tener conflicto de interés; no haber participado 
como candidatas o candidatos en un proceso de 
elección popular cuatro años antes de su 
designación. El cargo no será remunerado. Se 
respetará la equidad de género y la igualdad 
sustantiva. 
2. Las y los integrantes del Consejo Judicial 
Ciudadano serán designados por dos terceras 
partes del Congreso mediante convocatoria 
pública a propuesta de instituciones académicas, 
civiles y sociales que al momento de hacer la 
propuesta tengan al menos, cinco años 
ininterrumpidos de haberse constituido. El 
Consejo concluirá su encargo una vez ejercida su 
función. 
3. Las atribuciones del Consejo Judicial 
Ciudadano serán: 
Derogado. 
b) Proponer, con la aprobación de las dos 
terceras partes de sus integrantes, a la o el Jefe 
de Gobierno una terna de candidatos, a fin de 
que éste someta al Congreso la designación de la 
o el titular de la Fiscalía General de Justicia de la 
Ciudad de México; y 
c) Proponer al Congreso las ternas para elegir a 
las y los fiscales especializados en materia 
electoral y de combate a la corrupción. 
Artículo 38 
Tribunal Electoral de la Ciudad de México 
1. Es el órgano jurisdiccional especializado en 
materia electoral y procesos democráticos; 
gozará de autonomía técnica y de gestión en su 
funcionamiento e independencia en sus 
decisiones; y cumplirá sus funciones bajo los 
principios y normas que establezca la ley de la 

mental, incluso cuando esta fuese parcial 
o transitoria. 

CAPITULO III 
De las Garantías de Acceso y Ejercicio 

de la Función Jurisdiccional. 
Artículo 154. Toda persona tiene 
derecho al acceso a la justicia de manera 
pública, gratuita, pronta, expedita y 
completa para tutelar de manera efectiva 
sus derechos fundamentales.  
Esta garantía de la tutela judicial efectiva 
se regirá por los principios siguientes: 
I. Ninguna persona podrá hacerse justicia 
por sí misma, ni ejercer violencia para 
reclamar su derecho. Nadie puede ser 
juzgado por leyes privativas ni por 
tribunales especiales. El servicio de 
justicia será gratuito. Quedan prohibidas 
las costas judiciales.  
II. El acceso a la justicia se sujetará a lo 
siguiente: 
1. a 13. … 
III. … 
IV. El Estado establecerá un sistema de 
justicia alternativa para resolver las 
controversias entre particulares, cuyo 
servicio será gratuito. Las leyes regularán 
su aplicación, asegurarán la reparación 
del daño, fijarán medios equivalentes y 
establecerán los casos en los que se 
requerirá supervisión judicial. Se 
privilegiará la justicia restaurativa a fin de 
recomponer el tejido social y que el 
imputado o sentenciado pueda 
reintegrarse en mejores condiciones a la 
sociedad. 
V. El Poder Judicial contará con jueces de 
control que resolverán, en forma 

La Fiscalía Especializada en Combate a la 
Corrupción tendrá a su cargo la investigación 
y persecución de los hechos que la ley 
considera como delitos por hechos de 
corrupción en el ámbito de competencia del 
Estado. Su titular deberá cumplir los requisitos 
previstos en el artículo 83 de esta 
Constitución para ser Fiscal General y su 
nombramiento se sujetará al procedimiento 
establecido en el artículo 77 para la 
designación de magistrados del Tribunal de 
Justicia Administrativa del Estado. El 
nombramiento y remoción de los demás 
servidores públicos de la Fiscalía General se 
realizará en los términos de su propia ley 
orgánica.  
La ley establecerá las bases para la formación 
y actualización de los servidores públicos de 
la Fiscalía, así como para el desarrollo de la 
carrera profesional de los mismos, la cual se 
regirá por los principios de legalidad, 
objetividad, eficiencia, profesionalismo, 
honradez y respeto a los derechos humanos. 
El Fiscal General del Estado, los fiscales 
especializados, agentes, la policía 
investigadora y demás personal bajo su 
autoridad, serán responsables de toda falta, 
omisión o violación a la ley en que incurran 
con motivo de sus funciones.  
Los elementos policíacos del sistema de 
seguridad pública podrán intervenir de manera 
auxiliar en la investigación de los delitos en 
los términos que dispongan las leyes 
respectivas. 
Artículo 82  
Al mando de la Fiscalía General del Estado 
estará un Fiscal General que durará en su 
encargo seis años, podrá ser reelegido y será 
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materia. 
2. Estará integrado por cinco magistradas o 
magistrados electorales designados por el 
Senado de la República que actuarán en forma 
colegiada y durarán siete años en su encargo y 
no podrán desempeñar ningún otro empleo o 
comisión, con excepción de aquellos en 
actividades docentes, científicas, culturales o de 
beneficencia. Las personas integrantes del 
Tribunal elegirán en sesión pública, por mayoría 
de votos a su Presidente, quien durará tres años 
en su encargo sin posibilidad de reelección. 
3. Concluido el encargo de la magistratura, no 
podrán asumir un cargo público en los órganos 
emanados de las elecciones sobre las cuales se 
hayan pronunciado, ni ser postulados para un 
cargo de elección popular o asumir un cargo de 
dirigencia partidista, por un plazo equivalente a 
una cuarta parte del tiempo en que haya ejercido 
su función. 
4. El Tribunal Electoral de la Ciudad de México es 
competente para resolver los medios de 
impugnación en materia electoral y de 
participación ciudadana en la Ciudad, 
relacionados con probables irregularidades en el 
desarrollo de estos procesos; actos o 
resoluciones de las autoridades en la materia, 
aún fuera de procesos electorales; cuando se 
consideren violentados los derechos político 
electorales de las personas; conflictos entre 
órganos de representación ciudadana o sus 
integrantes; conflictos laborales entre este 
Tribunal y sus servidores o el Instituto Electoral y 
sus servidores; así como para verificar que los 
actos y resoluciones de las autoridades 
electorales y de participación ciudadana se 
ajusten a lo previsto por esta Constitución, de 
conformidad con los requisitos y procedimientos 

inmediata y por cualquier medio, las 
solicitudes de medidas cautelares, 
providencias precautorias y técnicas de 
investigación de la autoridad, que 
requieran control judicial, garantizando los 
derechos de los indiciados y de las 
víctimas u ofendidos. Deberá existir un 
registro fehaciente de todas las 
comunicaciones entre jueces y Ministerio 
Público y demás autoridades 
competentes. 
VI. Quienes sean miembros de los 
pueblos o comunidades indígenas tienen 
derecho a que en todos los juicios y 
procedimientos en que sean parte, 
individual o colectivamente, se tomen en 
cuenta sus costumbres y especificidades 
culturales, respetando los preceptos de 
esta Constitución y la Constitución 
Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. Los indígenas tienen en todo 
tiempo el derecho a ser asistidos por 
intérpretes y defensores que tengan 
conocimiento de su lengua y cultura. 

CAPITULO IV 
La Justicia Constitucional Local. 

Artículo 158. La Justicia Constitucional 
Local se erige dentro del régimen interior 
del Estado, como un medio de control 
para mantener la eficacia y la 
actualización democrática de esta 
Constitución, bajo el principio de 
supremacía constitucional. 
La Justicia Constitucional Local tiene por 
objeto dirimir de manera definitiva e 
inatacable los conflictos constitucionales 
que surjan dentro del ámbito interior del 
Estado, conforme a este artículo, sin 

designado conforme a lo siguiente: 
I. La Gobernadora o Gobernador del Estado 
propondrá al Congreso del Estado a la 
persona que considere idónea para ocupar el 
cargo de Fiscal General, quien deberá cumplir 
con los requisitos señalados en el siguiente 
artículo; y II. El Congreso, previa 
comparecencia de la persona propuesta, 
designará al Fiscal General con el voto de las 
dos terceras partes de sus miembros 
presentes, dentro del plazo de diez días 
hábiles. 
Si el Congreso no resuelve dentro del plazo 
indicado, se tendrá por aprobada la propuesta 
de Fiscal General presentada por la 
Gobernadora o Gobernador. 
El Fiscal General podrá ser removido por la 
Gobernadora o Gobernador por las causas 
previstas en esta Constitución. La remoción 
podrá ser objetada por el voto de las dos 
terceras partes de los miembros presentes del 
Congreso dentro de un plazo de diez días 
hábiles, en cuyo caso el Fiscal General será 
restituido en el ejercicio de sus funciones. Si 
el Congreso no se pronuncia al respecto, se 
entenderá que no existe objeción.  
En los recesos del Congreso, la Comisión 
Permanente lo convocará de inmediato a 
sesiones extraordinarias para la designación o 
formulación de objeción a la remoción del 
Fiscal General. En este caso, los plazos de 
diez días hábiles previstos en la fracción II y el 
párrafo anterior, se computarán a partir de la 
convocatoria a sesiones extraordinarias. 
El nombramiento y remoción de los demás 
servidores públicos de la Fiscalía General se 
realizará en los términos de su propia ley 
orgánica, atendiendo el principio de paridad 
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que determine la ley. 
5. Para garantizar los principios de 
constitucionalidad y legalidad de los actos y 
resoluciones electorales y en materia de 
participación ciudadana, la ley establecerá un 
sistema de medios de impugnación que dará 
definitividad a las distintas etapas de los procesos 
electorales locales y a los procesos de 
participación ciudadana y garantizará la 
protección de los derechos político-electorales de 
las y los ciudadanos. 
Artículo 39 
Tribunal Local de Conciliación y Arbitraje 
La Ciudad de México contará con un Tribunal de 
Conciliación y Arbitraje encargado de dirimir los 
conflictos laborales que se presenten entre la 
Ciudad de México y las personas trabajadoras a 
su servicio, respecto de los cuales no exista 
régimen especial. Dirimirá también los conflictos 
internos sindicales y los intersindicales. La ley 
determinará su organización y funcionamiento, en 
los términos de lo dispuesto por el artículo 123 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. 
Artículo 40 
Tribunal de Justicia Administrativa 
1. La Ciudad de México contará con un Tribunal 
de Justicia Administrativa que forma parte del 
sistema de impartición de justicia, dotado de 
plena autonomía jurisdiccional, administrativa y 
presupuestaria, para el dictado de sus fallos y 
para el establecimiento de su organización, 
funcionamiento, procedimientos y, en su caso, 
recursos contra sus resoluciones. Para tal efecto, 
el Congreso tendrá facultad para expedir la Ley 
Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa 
de la Ciudad de México, así como la Ley de 
Justicia Administrativa de la Ciudad de México, 

perjuicio de lo previsto en los artículos 41, 
99, 103, 105 y 107 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos 
Mexicanos.  
Cuando la Autoridad Jurisdiccional 
considere en su resolución que una 
norma, es contraria a esta Constitución, 
con base en lo establecido por el artículo 
133 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, deberá 
declarar de oficio su inaplicabilidad para 
el caso concreto. En este supuesto, el 
Tribunal superior de Justicia revisará la 
resolución en los términos que disponga 
la ley. 
El Pleno del Tribunal Superior de Justicia, 
en su carácter de Tribunal Constitucional 
Local conocerá, en los términos que 
establezca la ley, de los medios de 
control siguientes: 
I. De las controversias constitucionales 
locales, que con excepción de las que se 
refieran a la materia jurisdiccional 
electoral en los términos del artículo 136 
de esta Constitución, se susciten entre: 
1. El Poder Ejecutivo y el Legislativo;  
2. El Poder Ejecutivo y uno o más 
Municipios del Estado;  
3. El Poder Legislativo y uno o más 
Municipios del Estado;  
4. El Poder Legislativo y una o más 
entidades paraestatales o 
paramunicipales del Estado;  
5. Un Municipio y otro u otros del Estado;  
6. Uno o más Municipios y una o más 
entidades paraestatales o 
paramunicipales del Estado;  
7. Una o más entidades paraestatales y 

de género.  
Las ausencias del Fiscal General serán 
suplidas en los términos que determine la ley. 
El Fiscal General presentará anualmente a los 
poderes Legislativo y Ejecutivo del Estado un 
informe de actividades. Comparecerá ante 
cualquiera de ellos cuando se le cite a rendir 
cuentas o a informar sobre su gestión. 
Artículo 83  
Para ser Fiscal General del Estado se 
requiere: 
I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento en 
ejercicio de sus derechos y no poseer otra 
nacionalidad;  
II. Tener, cuando menos, treinta años 
cumplidos al día de su designación y no más 
de setenta y cinco;  
III. Contar con título profesional de licenciado 
en derecho, con antigüedad mínima de cinco 
años, expedido por autoridad o institución 
legalmente facultada para ello;  
IV. No haber sido condenado por delito 
doloso;  
V. Gozar de buena reputación; y  
VI. Tener perfil idóneo para el cargo en razón 
de sus antecedentes laborales y 
profesionales. 
Durante el ejercicio de su cargo, el Fiscal 
General no podrá desempeñar actividades 
profesionales que impliquen el ejercicio libre 
de su profesión o el notariado. 
Artículo 84 
El Fiscal General del Estado podrá ser 
removido por la Gobernadora o Gobernador 
por cualquiera de las siguientes causas: 
I. Incapacidad total o permanente sobrevenida 
que le impida el correcto ejercicio de su cargo, 
por más de treinta días;  
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en la que se establecerán los procedimientos que 
competen a ese Tribunal y los recursos para 
impugnar sus resoluciones. 
2. El Tribunal tendrá a su cargo: 
I. Dirimir las controversias que se susciten entre 
la administración pública de la Ciudad de México, 
las alcaldías y los particulares; 
II. Imponer, en los términos que disponga la ley, 
las sanciones a las personas servidoras públicas 
locales y de las alcaldías por responsabilidades 
administrativas graves; 
III. Imponer, en los términos que disponga la ley, 
las sanciones a los particulares que incurran en 
actos vinculados con faltas administrativas 
graves; 
IV. Fincar a las personas responsables el pago de 
las indemnizaciones y sanciones pecuniarias que 
deriven de los daños y perjuicios que afecten a la 
hacienda pública de la Ciudad de México o de las 
alcaldías, o al patrimonio de los entes públicos de 
dichos ámbitos de gobierno; 
V. Recibir y resolver los recursos que interpongan 
las y los ciudadanos por incumplimiento de los 
principios y medidas del debido proceso relativos 
al derecho a la buena administración, bajo las 
reservas de ley que hayan sido establecidas; para 
tal efecto, el Tribunal contará con una sala 
especializada en dirimir las controversias en 
materia de derecho a la buena administración; y 
VI. Conocer y resolver sobre las faltas 
administrativas graves cometidas por personas 
servidoras públicas de los Poderes Ejecutivo y 
Legislativo, de las alcaldías y de los organismos 
autónomos en el ámbito local. 
3. La ley regulará y garantizará la transparencia 
en el proceso de nombramiento de las y los 
magistrados que integren el Tribunal y sus 
respectivas salas. Para garantizar el desempeño 

otra u otras paramunicipales del Estado. 
8. Uno o más organismos públicos 
autónomos y otro u otros órganos del 
gobierno estatal y/o municipal. 
… 
… 
Las controversias constitucionales locales 
se sujetarán a lo siguiente: 
1. a 4. … 
II. … 
Las acciones de inconstitucionalidad se 
sujetarán a lo siguiente: 
1. a 4. … 
… 
La Justicia Constitucional Local se regirá 
por la jurisprudencia local, salvo los casos 
de prevalencia de la jurisprudencia 
federal. 

II. Incumplimiento, durante su desempeño, de 
alguno de los requisitos establecidos para su 
designación, previstos en el artículo 83 de 
esta Constitución;  
III. No aprobación de los exámenes y 
evaluaciones de control de confianza a cargo 
de las instituciones de seguridad pública 
competentes en términos de las leyes de la 
materia;  
IV. Abuso o ejercicio indebido del cargo; y  
V. Realización de actos u omisiones que 
ocasionen la suspensión o deficiencia del 
servicio público o el incumplimiento de las 
disposiciones jurídicas relacionadas con sus 
funciones. 
El acuerdo de remoción será notificado al 
Congreso del Estado a más tardar al día 
siguiente de su emisión, para efectos de lo 
dispuesto por el artículo 82 de esta 
Constitución.  
Lo señalado en las fracciones anteriores se 
aplicará sin perjuicio de lo establecido en el 
Título Cuarto de la Constitución Federal y en 
el Título Undécimo de esta Constitución, en 
materia de responsabilidades de los 
servidores públicos. 

CAPÍTULO IV 
DE LA DEFENSORÍA PÚBLICA 

Artículo 85  
El Estado garantizará un servicio de 
defensoría pública profesional, de calidad y 
gratuito, para toda aquella persona que no se 
encuentre en condiciones de retribuir los 
servicios profesionales de un abogado 
postulante y que requiera orientación, 
asesoría o representación jurídica en materia 
penal, así como en las diversas materias del 
conocimiento de autoridades que tengan a su 
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profesional de sus integrantes, el Tribunal, por 
conducto del órgano que señale la ley, tendrá a 
su cargo la capacitación y especialización de su 
personal. Para garantizar el desempeño 
profesional y el reconocimiento a sus méritos, la 
ley establecerá el servicio civil de carrera, 
determinará sus derechos y obligaciones, así 
como el régimen disciplinario al que estarán 
sujetos. 

cargo funciones jurisdiccionales. 
La defensoría pública dependerá de la 
Consejería Jurídica del Poder Ejecutivo del 
Estado; y se ejercerá a través del Instituto de 
Defensoría Pública del Estado de Colima, el 
cual contará con autonomía técnica y de 
gestión.  
La ley regulará el servicio de defensoría 
pública, fijará la organización, atribuciones y 
competencia del Instituto, y establecerá el 
servicio profesional de carrera para los 
servidores públicos adscritos a dicho Instituto. 
Las percepciones de los defensores públicos 
y asesores jurídicos no podrán ser inferiores a 
las que correspondan a los agentes del 
Ministerio Público. 

 

DURANGO GUANAJUATO GUERRERO 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL 

ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE 
DURANGO10 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA PARA EL ESTADO 
DE GUANAJUATO11 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO 
LIBRE Y SOBERANO DE GUERRERO12 

TÍTULO CUARTO 
DE LA SOBERANÍA Y FORMA DE 

GOBIERNO 
CAPÍTULO VI 

DEL PODER JUDICIAL 
SECCIÓN PRIMERA 

DISPOSICIONES GENERALES 
ARTÍCULO 105.- El Poder Judicial del 
Estado, es autónomo y en el ejercicio de 

TÍTULO QUINTO 
DE LA DIVISIÓN DE PODERES 

Capítulo Quinto 
Del Poder Judicial 

Artículo 82. El Supremo Tribunal de Justicia 
funcionará en Pleno o en Salas. Las sesiones del 
Pleno en las que se discutan y decidan los 
asuntos jurisdiccionales serán públicas. 
El Poder Judicial contará con un Consejo que 

TÍTULO SÉPTIMO 
PODER JUDICIAL 

SECCIÓN I 
FINES Y ORGANIZACIÓN 

Artículo 92. El Poder Judicial del Estado 
garantizará el derecho a una efectiva 
impartición de justicia en materia civil, penal, 
familiar y para adolescentes por medio de 
Magistrados y Jueces independientes, 

 
10Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Durango, Poder Legislativo, H. Congreso del Estado de Durango, LXVIII Legislatura, Disponible en: 

http://congresodurango.gob.mx/trabajo-legislativo/legislacion-estatal/ [21/01/2020] 
11Constitución Política para el Estado de Guanajuato, Legislación, LXIV Legislatura, Congreso del Estado de Guanajuato, Disponible en: 

https://www.congresogto.gob.mx/leyes [21/01/2020] 
12Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Guerrero, Trabajo Legislativo, Congreso del Estado de Guerrero, LXII Legislatura, Disponible en: 

http://congresogro.gob.mx/62/legislacion/ [22/01/2020] 
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sus funciones, actuará con absoluta 
independencia y sólo estará sujeto a las 
normas constitucionales y leyes que de 
ellas emanen.  
El Poder Judicial se deposita, para su 
ejercicio, en el Tribunal Superior de 
Justicia, el Tribunal Laboral Burocrático, 
el Tribunal de Menores Infractores, los 
juzgados de Primera Instancia, y 
municipales, y el Centro Estatal de 
Justicia Alternativa. 
El Presidente del Tribunal Superior de 
Justicia representa al Poder Judicial, sus 
actividades se dirigirán a vigilar el estricto 
cumplimiento de las determinaciones del 
Tribunal Superior de Justicia y a cuidar de 
la administración de justicia, conforme a 
las atribuciones y obligaciones que le fijen 
las leyes. 
Siguiendo el mismo trámite de elección 
señalado para la Presidencia, el Tribunal 
Superior elegirá para el mismo período, 
un Vicepresidente, que tendrá iguales 
atribuciones y obligaciones que aquél en 
el ejercicio de la suplencia. 
En el desempeño de sus funciones 
resolverá las contiendas o controversias 
de naturaleza jurídica, que se sometan a 
su conocimiento, aplicando la 
normatividad establecida en la legislación 
común en vigor y en el área territorial del 
Estado. Además, conocerá de aquellas 
cuestiones que le sean planteadas en 
aplicación del principio de la jurisdicción 
concurrente a que se refiere la fracción I 
del artículo 104 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos. 
Aplicará los mecanismos alternativos de 

será el órgano de administración general, tendrá 
a su cargo la carrera judicial, la capacitación, 
disciplina y evaluación de los servidores públicos 
del Poder Judicial. 
El Consejo del Poder Judicial estará integrado 
por cinco miembros, uno de los cuales será el 
Presidente del Supremo Tribunal de Justicia, que 
también presidirá el Consejo; un Juez de Partido, 
que será aquel que cuente con la mejor 
calificación de acuerdo con el dictamen de 
evaluación que para el efecto se emita por el 
Pleno del Consejo en términos de ley; dos 
Consejeros designados por el Congreso del 
Estado de entre las ternas que para tal efecto 
presenten el Poder Ejecutivo y el Pleno del 
Supremo Tribunal de Justicia, respectivamente; y 
un Consejero designado por el Congreso del 
Estado. Los Consejeros, salvo su Presidente, 
durarán cuatro años en el cargo, serán 
sustituidos cada año de manera escalonada y no 
podrán ser nombrados para el periodo inmediato 
siguiente.  
Los Consejeros del Poder Judicial deberán reunir 
los requisitos previstos en el artículo 85 de esta 
Constitución. 
El Consejo del Poder Judicial funcionará en 
Pleno; las decisiones que se refieran a 
cuestiones disciplinarias, de designación, 
adscripción y sanciones administrativas de los 
servidores públicos judiciales podrán ser 
recurridas ante el Pleno del Supremo Tribunal de 
Justicia. 
Tratándose de Magistrados el procedimiento 
disciplinario se tramitará y resolverá por el Pleno 
del Consejo. De los recursos que conforme a la 
Ley se interpusieran conocerá el Pleno del 
Supremo Tribunal de Justicia. 
La evaluación de los Magistrados y Consejeros 

imparciales, especializados y profesionales, 
sometidos a lo dispuesto en esta Constitución 
y en las leyes. 
1. Para el ejercicio de sus atribuciones, el 
Poder Judicial del Estado se deposita en un 
Tribunal Superior de Justicia, en Juzgados de 
Primera Instancia, en Juzgados de Control, de 
Juicio Oral, de Ejecución Penal, de Justicia 
para Adolescentes, de Paz, y en los demás 
que señale su Ley Orgánica;  
2. El proceso penal será acusatorio y oral. Se 
regirá por los principios de publicidad, 
contradicción, concentración, continuidad e 
inmediación; y se atenderá a lo siguiente: 
I. Tendrá por objeto el esclarecimiento de los 
hechos, proteger al inocente, procurar que el 
culpable no quede impune y que los daños 
causados por el delito se reparen;  
II. Toda audiencia se desarrollará en 
presencia del juez, sin que pueda delegar en 
ninguna persona el desahogo y la valoración 
de las 
pruebas, la cual deberá realizarse de manera 
libre y lógica;  
III. Para los efectos de la sentencia sólo se 
considerarán como prueba aquellas que 
hayan sido desahogadas en la audiencia de 
juicio. La ley establecerá las excepciones y los 
requisitos para admitir en juicio la prueba 
anticipada, que por su naturaleza requiera 
desahogo previo;  
IV. El juicio se celebrará ante un juez que no 
haya conocido del caso previamente. La 
presentación de los argumentos y los 
elementos probatorios se desarrollará de 
manera pública, contradictoria y oral;  
V. La carga de la prueba para demostrar la 
culpabilidad corresponde a la parte acusadora, 
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solución de controversias. 
Corresponde al Poder Judicial impartir 
justicia de manera pronta, completa, 
gratuita, independiente e imparcial, por 
tribunales que estarán expeditos para 
ello, y sus magistrados, jueces y demás 
miembros de la carrera judicial estarán 
sometidos únicamente al mandato legal. 
El procedimiento judicial será oral en 
aquellas controversias cuya naturaleza 
jurídica así lo permita y la ley así lo 
establezca. 
La ley fijará los términos en que sea 
obligatoria la jurisprudencia que 
establezcan los tribunales del Poder 
Judicial del Estado de Durango. 

SECCIÓN SEGUNDA 
DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE 

JUSTICIA 
ARTÍCULO 108. El Tribunal Superior de 
Justicia, funciona en Pleno y en salas, y 
se integra con diecinueve magistrados 
numerarios y ocho supernumerarios; 
estos últimos suplirán a aquellos en sus 
faltas temporales y también 
temporalmente en sus faltas definitivas, a 
cuyo efecto serán llamados sucesiva y 
progresivamente, de acuerdo al 
procedimiento que se determine en la Ley 
Orgánica del Poder Judicial. 
Los magistrados del Tribunal Superior de 
Justicia, serán designados de acuerdo 
con el siguiente procedimiento: 
El titular del Poder Ejecutivo propondrá al 
Congreso del Estado los candidatos para 
su aprobación, de cada tres magistrados 
que se propongan por lo menos uno 
deberá ser de carrera judicial. 

estará a cargo de una Comisión de Evaluación, 
que se integrará por dos Magistrados del pleno 
del Supremo Tribunal de Justicia, dos Consejeros 
y el Presidente del Supremo Tribunal de Justicia 
y del Consejo del Poder Judicial. El 
funcionamiento de la Comisión de Evaluación se 
determinará en la Ley. 

Sección Primera 
Del Supremo Tribunal de Justicia 

Artículo 83. El Supremo Tribunal de Justicia se 
compondrá del número de Magistrados 
Propietarios o Supernumerarios que determine el 
Consejo del Poder Judicial. 
En la primera sesión de enero de cada dos años 
el Pleno del Supremo Tribunal de Justicia, elegirá 
un Presidente de entre sus miembros, en los 
términos previstos en la Ley. El Presidente podrá 
ser reelecto sólo para un período más. 
No podrá ser electo para ejercer el cargo de 
Presidente del Supremo Tribunal de Justicia el 
Magistrado cuyo nombramiento concluya en el 
periodo en el que habrá de designarse dicho 
cargo. 
El Presidente del Supremo Tribunal de Justicia 
rendirá ante el Pleno y ante el Consejo del Poder 
Judicial un informe anual de labores en la última 
sesión del mes de diciembre. 
Artículo 84. Las faltas temporales de los 
Magistrados serán cubiertas por el Magistrado 
Supernumerario que determine el Pleno del 
Supremo Tribunal de Justicia, de conformidad 
con lo que se establezca en la Ley Orgánica del 
Poder Judicial. Tratándose de separación 
definitiva se hará un nuevo nombramiento 
conforme al artículo 86 de esta Constitución. 
El Pleno del Supremo Tribunal de Justicia 
propondrá al Congreso del Estado en ternas la 
designación de Magistrados Supernumerarios de 

conforme lo establezca el tipo penal. Las 
partes tendrán igualdad procesal para 
sostener la acusación o la defensa, 
respectivamente;  
VI. Ningún juzgador podrá tratar asuntos que 
estén sujetos a proceso con cualquiera de las 
partes sin que esté presente la otra, 
respetando en todo momento el principio de 
contradicción, salvo las excepciones que 
establece esta Constitución; 
VII. Una vez iniciado el proceso penal, 
siempre y cuando no exista oposición del 
inculpado, se podrá decretar su terminación 
anticipada en los supuestos y bajo las 
modalidades que determine la ley. Si el 
imputado reconoce ante la autoridad judicial, 
voluntariamente y con conocimiento de las 
consecuencias, su participación en el delito y 
existen medios de convicción suficientes para 
corroborar la imputación, el juez citará a 
audiencia de sentencia. La ley establecerá los 
beneficios que se podrán otorgar al inculpado 
cuando acepte su responsabilidad; 
VIII. El Juez sólo condenará cuando exista 
convicción de la culpabilidad del procesado;  
IX. Cualquier prueba obtenida con violación de 
derechos fundamentales será nula; y,  
X. Los principios previstos en este artículo, se 
observarán también en las audiencias 
preliminares al juicio. 
3. Toda persona imputada gozará de los 
siguientes derechos: 
I. a XIII. … 
4. La víctima, o en su caso, el ofendido, 
gozarán de los siguientes derechos: 
I. a X. … 
Artículo 93. La administración, vigilancia, 
disciplina y profesionalización de los 
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La aprobación se realizará por el voto 
secreto de las dos terceras partes de los 
diputados presentes, en la sesión que 
corresponda, dentro de los cinco días 
siguientes a la fecha de la propuesta.  
En caso de que, transcurrido el plazo de 
cinco días, el Congreso del Estado no 
acepte a las personas para ocupar las 
magistraturas, o se abstenga de resolver 
o no se obtenga la citada votación de las 
dos terceras partes, el Ejecutivo del 
Estado, en un plazo de diez días, 
presentará otra propuesta y la aprobación 
se efectuará en los términos del párrafo 
anterior. 
Si presentada la segunda propuesta, el 
Congreso del Estado no la acepta, o no 
obtenga los votos requeridos dentro de 
los plazos señalados, en ese mismo acto, 
la aprobación se llevará a cabo mediante 
el voto secreto de cuando menos la mitad 
más uno de los diputados asistentes a la 
sesión; de no reunirse esa votación, el 
Ejecutivo, dentro de los diez días 
posteriores a la celebración de la sesión, 
realizará la designación que tendrá 
carácter definitiva. Para el efecto de tener 
integrado el Pleno del Tribunal Superior 
de Justicia, los magistrados que vayan a 
concluir su encargo continuarán en el 
desempeño de esa responsabilidad hasta 
en tanto se haga la designación. 
La renuncia de los magistrados se 
presentará ante el Congreso del Estado, 
quien de encontrarla procedente, 
notificará al Gobernador del Estado, a 
efecto de que envíe la propuesta para la 
sustitución del mismo. En este caso, se 

entre los Jueces de Partido que reúnan los 
requisitos del artículo 85 de esta Constitución. 
Artículo 85. Para ser Magistrado del Supremo 
Tribunal de Justicia se requiere: 
I. Ser ciudadano mexicano y guanajuatense en 
pleno ejercicio de sus derechos civiles y políticos; 
II. Tener cuando menos treinta y cinco años 
cumplidos al día de la designación; 
III. Tener título de Abogado o Licenciado en 
Derecho expedido por institución  legalmente 
facultada para ello y por lo menos diez años de 
ejercicio en alguna de las ramas de la profesión 
jurídica; 
IV. Haberse distinguido por su honorabilidad, 
competencia y antecedentes en el ejercicio de la 
profesión jurídica o ser Juez de Partido y haber 
satisfecho los requerimientos de la carrera 
judicial en los términos que establezca la Ley; 
V. Gozar de buena reputación y no haber sido 
condenado por delito intencional que amerite 
pena privativa de libertad de más de un año; pero 
si se tratare de robo, fraude, falsificación, abuso 
de confianza u otro que lastime seriamente la 
buena fama pública quedará inhabilitado para el 
cargo, cualquiera que haya sido la pena; y 
VI. Haber residido en el Estado durante los 
últimos cinco años, salvo el caso de ausencia en 
servicio de la República o del Estado. 
Artículo 86. Los Magistrados del Supremo 
Tribunal de Justicia durarán en su cargo siete 
años y podrán ser reelectos. 
Los Magistrados perderán el cargo en los 
siguientes supuestos: 
I. Por incurrir en responsabilidades en los 
términos del artículo 126 de esta Constitución y 
de la Ley; 
II. Por retiro forzoso, al cumplir 75 años de edad 
o por haber tenido el carácter de Magistrado 

servidores públicos del Poder Judicial estará a 
cargo del Consejo de la Judicatura. 
Artículo 94. El Poder Judicial contará con un 
presupuesto suficiente que en ningún caso 
será menor al ejercido el año anterior.  
La Ley Orgánica del Poder Judicial regulará lo 
relativo a la integración, organización, 
funcionamiento, adscripción y ámbito 
competencial de sus órganos. 

SECCIÓN II 
ESTATUTO JURÍDICO DE MAGISTRADOS 

Y JUECES 
Artículo 95. Esta Constitución, la Ley 
Orgánica del Poder Judicial del Estado, las 
normas reglamentarias y acuerdos expedidos 
por el Tribunal Superior de Justicia y el 
Consejo de la Judicatura garantizarán la 
independencia, imparcialidad, especialización 
y profesionalismo de los Magistrados y Jueces 
que ejercen la función judicial del Estado. 
Artículo 96. Para ser Magistrado del Tribunal 
Superior de Justicia se requiere: 
I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en 
ejercicio de sus derechos civiles y políticos;  
II. Tener cuando menos 35 años cumplidos al 
día de la designación;  
III. Poseer al día de la designación título y 
cédula profesionales de licenciado en 
derecho, con antigüedad mínima de diez años, 
expedidos por autoridad o institución 
legalmente facultada para ello;  
IV. Gozar de buena reputación, no haber sido 
condenado por delito doloso ni estar 
inhabilitado para el desempeño de cargos 
públicos, ni haberse emitido en su contra 
recomendaciones de los organismos no 
jurisdiccionales de protección de los derechos 
humanos;  
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observará el procedimiento señalado en 
el presente artículo, para los efectos de la 
nueva designación, la que de presentarse 
después del transcurso de cuatro años 
del periodo previsto en esta Constitución, 
lo será para uno nuevo. 
En los casos de terminación del encargo 
previstos por esta Constitución, operará la 
misma regla. 
ARTÍCULO 109. El pleno del Tribunal 
determinará la conformación y 
competencia de las salas así como sus 
titulares. 
Los magistrados del Tribunal Superior de 
Justicia durarán en su cargo seis años, y 
podrán ser ratificados, previo 
procedimiento de evaluación de su 
desempeño por parte del Congreso del 
Estado, a partir de la información y 
elementos que proporcione el Tribunal 
Superior de Justicia. 
Los magistrados terminarán su encargo 
en cualquiera de los siguientes 
supuestos:  
Al determinarse incapacidad física o 
mental que impida el buen desempeño de 
sus funciones.  
Al cumplir quince años, en el ejercicio del 
cargo, si fueron ratificados. 
Al cumplir setenta años de edad, si fueron 
ratificados. 
Al cumplir seis años en el cargo, si no 
fueren ratificados. 
En los demás casos que establezca esta 
Constitución y la ley de 
responsabilidades. 
Los Magistrados en retiro son aquellos 
que habiendo sido ratificados concluyan 

Propietario por un lapso continúo de 14 años; 
III. Por violación grave a los principios que rigen 
la función judicial, de acuerdo al dictamen de 
evaluación, en los términos de esta Constitución 
y de la Ley; o 
IV. Por enfermedad o incapacidad física que les 
impida ejercer el cargo. 
Los Magistrados recibirán un haber de retiro en 
los términos, cuantía y condiciones que señale la 
Ley. 
Los Magistrados que terminen su periodo podrán 
optar por recibir el haber de retiro o bien adquirir 
la calidad de Juez de Partido, en los términos de 
Ley, pasado el término de un año a partir de la 
fecha de conclusión de su cargo. En éste último 
caso, no podrán ser designados para el cargo de 
Magistrado. 
El Congreso del Estado por el voto de las dos 
terceras partes de los miembros presentes del 
Pleno hará la designación de Magistrados al 
Supremo Tribunal de Justicia de entre las ternas, 
que por turnos alternativos, presenten el 
Gobernador del Estado y el Consejo del Poder 
Judicial, y de los Magistrados Supernumerarios, 
de las ternas que presente el Pleno del Supremo 
Tribunal de Justicia. La Misma votación calificada 
se requerirá para separar y reelegir en su cargo a 
los Magistrados. 
En caso de que el Congreso del Estado rechace 
la totalidad de la terna propuesta, el Gobernador 
del Estado, el Consejo del Poder Judicial o el 
Pleno del Supremo Tribunal de Justicia, 
someterán una nueva en los términos del párrafo 
anterior. Si esta segunda terna fuere rechazada, 
ocupará el cargo la persona que dentro de dicha 
terna designe el Gobernador, el Consejo del 
Poder Judicial o el Pleno del supremo Tribunal de 
Justicia, según corresponda, siempre y cuando 

V. Haber residido en el Estado durante los dos 
años anteriores al día de la designación;  
VI. No ser ministro de algún culto religioso; y,  
VII. No haber sido Gobernador, secretario de 
despacho del Ejecutivo, Procurador o Fiscal 
General, Senador, Diputado federal o local, o 
Presidente municipal, dos años previo al día 
de su nombramiento. 
1. Los Jueces de Primera Instancia, así como 
los Jueces de Control, de Juicio Oral, de 
Ejecución Penal y de justicia para 
Adolescentes, deberán satisfacer los mismos 
requisitos que se exigen para ser Magistrado, 
exceptuando el de la edad, que será de 
veinticinco años, y el de la antigüedad en el 
título y cédula profesionales, que será de tres 
años; y,  
2. La Ley Orgánica del Poder Judicial del 
Estado determinará los requisitos que deban 
reunir los demás servidores públicos judiciales 
y la forma de ingreso para el desempeño de 
sus funciones. 
Artículo 97. Los nombramientos de 
Magistrados y Jueces integrantes del Poder 
Judicial, serán hechos preferentemente entre 
aquellas personas que hayan prestado sus 
servicios con eficiencia y probidad en el 
esquema de la carrera judicial o que lo 
merezcan por su honorabilidad, competencia y 
antecedentes en otras ramas de la profesión 
jurídica. 
1. Los Magistrados serán nombrados por el 
Gobernador del Estado;  
2. El Congreso del Estado ratificará los 
nombramientos de los Magistrados por el voto 
de las dos terceras partes del total de sus 
integrantes, previa comparecencia de las 
personas propuestas;  
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su encargo. 
Será Presidente del Tribunal Superior de 
Justicia el Magistrado que designe el 
Pleno; durará en su encargo seis años y 
podrá ser reelecto sólo por término igual y 
rendirá protesta ante el Pleno del 
Tribunal, y mientras ejerza su función no 
integrará Sala. 
ARTÍCULO 110. Para ser Magistrado del 
Tribunal Superior de Justicia se requiere: 
I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento 
en pleno ejercicio de sus derechos 
políticos  y civiles. 
II. Tener cuando menos treinta y cinco 
años cumplidos el día de la designación. 
III. Poseer título de Licenciado en 
Derecho con antigüedad mínima de diez 
años, expedido por institución legalmente 
facultada para ello y registrado ante las 
autoridades correspondientes. 
IV. Gozar de buena reputación y no haber 
sido condenado por delito que amerite 
pena corporal de más de un año de 
prisión; pero si se trataré de robo, fraude, 
falsificación, abuso de confianza y otro 
que lastime seriamente la buena fama en 
el concepto público, inhabilitará para el 
cargo, cualquiera que haya sido la pena. 
V. Haber residido en la entidad durante 
los dos años anteriores al día de la 
designación. 
VI. No haber sido Gobernador del Estado, 
titular de alguna de las secretarías de 
despacho del Ejecutivo, Fiscal General, 
Diputado, Diputado Federal, Senador, 
Presidente, Síndico o Regidor de 
Ayuntamiento, o Consejero o 
Comisionado de algunos de los 

se satisfagan los requisitos que exigen para tal 
efecto esta Constitución y la Ley. 
Los Magistrados Supernumerarios podrán ser 
considerados en las ternas para nombrar 
Magistrados Propietarios cuando reúnan los 
requisitos de Ley. 
El Gobernador del Estado o el Consejo del Poder 
Judicial, según corresponda al origen de la 
propuesta, podrán proponer la reelección de un 
Magistrado en los términos de esta Constitución y 
la Ley.  
Sólo podrán ser reelectos los Magistrados que de 
acuerdo al dictamen de evaluación, hayan 
actuado en su primer cargo, con estricto apego a 
los principios que rigen la función judicial y que 
son los de independencia judicial, imparcialidad, 
eficiencia, eficacia, legalidad, excelencia 
profesional, honestidad invulnerable, diligencia, 
celeridad, honradez, veracidad, objetividad, 
competencia, honorabilidad, lealtad, probidad y 
rectitud. 
Artículo 87. Los Magistrados del Supremo 
Tribunal de Justicia, al entrar a ejercer su cargo, 
protestarán ante el Congreso y si éste no 
estuviere en Período de Sesiones, ante la 
Diputación Permanente. 
Artículo 89. Las facultades y obligaciones del 
Consejo del Poder Judicial son: 
I. Contribuir a la defensa de la independencia y 
autonomía del Poder Judicial; 
II. Expedir y difundir los acuerdos generales para 
el adecuado ejercicio de sus funciones; 
III. Administrar la carrera judicial; 
IV. Hacer las propuestas de designación de los 
Magistrados de acuerdo con las reglas de la 
carrera judicial, en los turnos que correspondan 
al Poder Judicial, y someterlos a la aprobación 
del Congreso del Estado; 

3. En los recesos del Congreso, la Comisión 
Permanente deberá convocar a sesión 
extraordinaria del Pleno, para efectos de la 
designación que corresponda;  
4. En aquellos casos en que la propuesta sea 
rechazada o no alcance la votación requerida, 
se notificará al Gobernador del Estado para 
que envíe una nueva propuesta dentro de los 
diez días siguientes;  
5. La resolución del Congreso que ratifique o 
rechace un nombramiento deberá fundarse, 
motivarse y emitirse en un término 
improrrogable de cuarenta y cinco días 
contados a partir de la recepción de la 
propuesta; y,  
6. La ley garantizará que en el nombramiento 
de Magistrados y Jueces se respete el 
principio de equidad de género. 
Artículo 98. Los Magistrados deberán rendir 
la protesta constitucional de su encargo ante 
el Pleno del Congreso del Estado; los Jueces, 
ante el Pleno del Tribunal Superior de justicia. 
Artículo 99. Los Magistrados durarán en su 
encargo 7 años contados a partir de la fecha 
de que rindan protesta de ley, y podrán ser 
ratificados para un segundo periodo de 8 años 
improrrogables. 
1. Los Magistrados para ser ratificados 
deberán ser evaluados conforme a los 
procedimientos establecidos en la ley 
orgánica, observando, en todo momento, los 
principios de legalidad y objetividad.  
2. Los Jueces podrán ser ratificados previa 
evaluación de su desempeño de manera 
sucesiva por el Consejo de la Judicatura, y 
sólo serán removidos por causa grave; 
3. Procederá el retiro forzoso e improrrogable 
de Magistrados y Jueces al momento de 
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organismos constitucionales autónomos, 
durante el año previo al día de la 
elección. 
VII. No haber ocupado cargo directivo de 
ningún partido político, en los últimos tres 
años. 
Estos nombramientos, deberán recaer 
preferentemente entre aquellas personas 
que hayan servido con eficiencia, 
capacidad y probidad en la impartición de 
justicia o que se hayan distinguido por su 
honorabilidad, competencia y 
antecedentes profesionales, en el 
ejercicio de la actividad jurídica.  
Los magistrados del Tribunal Superior de 
Justicia, rendirán la protesta de ley ante el 
Congreso del Estado. 

SECCIÓN TERCERA 
DEL TRIBUNAL ELECTORAL 

ARTÍCULO 113. El Pleno del Tribunal 
Superior está facultado para expedir los 
acuerdos generales y los particulares que 
requiera el régimen interno del Poder 
Judicial para su adecuado 
funcionamiento; sus decisiones serán 
definitivas e inatacables. 

CAPITULO VII 
DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA 

ADMINISTRATIVA 
ARTÍCULO 114. El Tribunal de Justicia 
Administrativa es la autoridad 
jurisdiccional dotada de plena autonomía 
para dictar sus fallos y establecer su 
organización, funcionamiento, 
procedimientos y, en su caso, recursos 
contra sus resoluciones; tendrá a su 
cargo dirimir las controversias que se 
susciten entre la administración pública 

V. Dictar las medidas que sean procedentes para 
que la impartición de justicia sea pronta, 
completa e imparcial en términos de Ley; 
VI. Designar a los jueces y al personal de los 
juzgados, de acuerdo con las reglas de la carrera 
judicial, en los términos de ley; 
VII. Establecer la competencia por materia de 
salas, previa opinión del Pleno del Supremo 
Tribunal de Justicia; 
VIII. Aumentar o disminuir el número de salas 
previa opinión del Pleno del Supremo Tribunal de 
Justicia; 
IX. Aumentar o disminuir el número de juzgados, 
determinar su organización y funcionamiento y 
crear o suprimir plazas de servidores públicos del 
Poder Judicial; 
X. Determinar la adscripción y cambio de 
adscripción de los jueces y del personal de los 
juzgados, dar curso a las renuncias que se 
presenten y decidir el cese de jueces;  
XI. Imponer a los servidores públicos judiciales 
las sanciones que procedan conforme a la Ley, 
previa garantía de audiencia y defensa; 
XII. Otorgar estímulos y recompensas a los 
servidores públicos judiciales que se hayan 
destacado en el desempeño de su cargo; 
XIII. Conceder licencias a los jueces, secretarios 
y demás empleados hasta por seis meses; 
XIV. Adoptar las providencias necesarias para el 
eficiente manejo administrativo del Poder 
Judicial; 
XV. Expedir su reglamento interno remitiéndolo al 
periódico oficial del Gobierno del Estado para su 
publicación; 
XVI. Expedir los manuales de organización y 
procedimientos de los juzgados;  
XVII. Formular el anteproyecto del presupuesto 
de egresos y someterlo a la aprobación del Pleno 

cumplir 70 años, o cuando tengan un 
padecimiento que los incapacite para el 
desempeño de su función; y,  
4. En caso de retiro forzoso o voluntario, 
enfermedad o vejez, los Magistrados y Jueces 
tendrán derecho a un haber de retiro por los 
servicios prestados al Estado, en los términos 
que disponga la ley orgánica. 
Artículo 100. Los Magistrados no podrán ser 
removidos de su encargo durante el periodo 
de su designación, salvo por causas graves 
estipuladas en la presente Constitución, en la 
Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado y 
con la misma votación requerida para su 
nombramiento, previa audiencia del servidor 
público, conforme a los procedimientos 
previstos en el título Décimo Tercero de esta 
Constitución. 
1. Los Magistrados y Jueces recibirán una 
remuneración digna y adecuada, acorde a la 
naturaleza de su encargo. La remuneración 
podrá ser aumentada justificadamente, pero 
no procederá su disminución durante el 
periodo para el que fueron designados;  
2. Los Magistrados y Jueces están impedidos 
para desempeñar empleo, cargo o comisión 
que sean ajenos a la función jurisdiccional. 
Quedan exceptuadas las actividades docentes 
y los cargos honoríficos en asociaciones 
científicas, culturales o de beneficencia, las 
cuales se prestarán siempre a título gratuito e 
implican la no recepción de estímulos o 
cualesquier otra denominación que se les dé, 
y siempre que no comprometan la 
independencia o su desempeño profesional;  
3. La Ley Orgánica del Poder Judicial del 
Estado regulará las causas y las modalidades 
por las que procederá la excusa o recusación 
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estatal y municipal y los particulares; 
imponer, en los términos que disponga la 
ley, las sanciones a los servidores 
públicos del Estado y municipales por 
responsabilidad administrativa grave, y a 
los particulares que incurran en actos 
vinculados con las faltas administrativas 
graves; así como fincar a los 
responsables, el pago de las 
indemnizaciones y sanciones pecuniarias 
que deriven de los daños y perjuicios que 
afecten a la Hacienda Pública Estatal o 
Municipal o al patrimonio de los entes 
públicos. 
ARTÍCULO 115. El Tribunal de Justicia 
Administrativa, se integrará con tres 
magistrados numerarios y tres 
magistrados supernumerarios, quienes 
suplirán a los propietarios en sus 
ausencias. 
Los magistrados serán designados por el 
Ejecutivo del Estado y ratificados por el 
voto de las dos terceras partes de los 
integrantes presentes del Congreso. 
Durarán en su encargo 6 años 
improrrogables. Los magistrados solo 
podrán ser removidos de sus cargos por 
las causas graves que señale la Ley.  
Los requisitos para ocupar el cargo y la 
forma de elección, así como los casos de 
renuncia y terminación del encargo, serán 
los mismos que establecen esta 
Constitución y la Ley, para los 
Magistrados del Tribunal Superior de 
Justicia. 

SECCIÓN CUARTA 
DEL TRIBUNAL LABORAL 

BUROCRÁTICO 

del Supremo Tribunal de Justicia, asimismo 
deberá incluir los tabuladores desglosados de las 
remuneraciones que se propone perciban sus 
servidores públicos;  
XVIII. Ejercer el presupuesto de egresos y el 
fondo auxiliar para la impartición de justicia, con 
transparencia, eficacia, honradez y con estricto 
apego a las políticas de disciplina, racionalidad y 
austeridad;  
XIX. Informar trimestralmente al Pleno del 
Supremo Tribunal de Justicia sobre el ejercicio 
del presupuesto de egresos y del fondo auxiliar 
para la impartición de justicia;  
XX. Inspeccionar, fiscalizar y vigilar el 
funcionamiento de los juzgados y la conducta de 
los jueces;  
XXI. Designar a los dos Consejeros que 
integrarán la Comisión de Evaluación, prevista en 
el último párrafo del artículo 82;  
XXII. Establecer, con arreglo a la Ley, los 
criterios, lineamientos y procedimientos para el 
desempeño y la evaluación de los servidores 
públicos del Poder Judicial;  
XXIII. Realizar el seguimiento constante y 
permanente de la actuación de los servidores 
judiciales, así como expedir el dictamen de 
evaluación correspondiente en términos de Ley. 
Excepto respecto de los Magistrados, cuya 
evaluación estará a cargo de la Comisión de 
Evaluación prevista en el último párrafo del 
artículo 82;  
XXIV. Ordenar la práctica de auditorias de 
desempeño, calidad, administrativas y financieras 
en los Juzgados del Poder Judicial; así como en 
los órganos administrativos del Poder Judicial. 
Las Salas serán evaluadas por la Comisión de 
Evaluación en los términos de esta Constitución; 
XXV. Resolver sobre la procedencia de la 

de los Magistrados y Jueces en el 
conocimiento de los asuntos de su 
competencia;  
4. Las ausencias temporales de los 
Magistrados y Jueces serán suplidas por los 
funcionarios judiciales que determine la Ley 
Orgánica del Poder Judicial del Estado;  
5. En caso de ausencia definitiva de un 
Magistrado, el Presidente del Tribunal 
Superior de Justicia del Estado, notificará al 
Gobernador del Estado para que se instaure el 
proceso de nombramiento de un nuevo 
Magistrado;  
6. Ante la ausencia definitiva de un Juez, el 
Pleno del Consejo de la Judicatura hará una 
nueva propuesta en los términos de esta 
Constitución y de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial del Estado;  
7. Los Magistrados y Jueces no podrán ser 
perseguidos o reconvenidos por las opiniones 
emitidas en el ejercicio de su función, ni por el 
sentido de sus votos o resoluciones; 
8. Los Magistrados y Jueces gozan de 
inmunidad constitucional, que podrá ser 
confirmada o suspendida mediante 
declaración de procedencia del Congreso del 
Estado y conforme a las previsiones de la 
presente Constitución;  
9. Los Magistrados y Jueces son sujetos a 
responsabilidad política, penal, administrativa 
y civil, en los términos del título Décimo 
Tercero de la presente Constitución y de las 
demás leyes aplicables; y,  
10. Los Jueces, en caso de infracciones y 
faltas, quedarán sujetos a los procedimientos 
sustanciados ante el Consejo de la Judicatura 
del Estado y conforme lo determine la Ley 
Orgánica del Poder Judicial del Estado. 
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ARTÍCULO 116 El Tribunal Laboral 
Burocrático es la autoridad jurisdiccional 
dotada de autonomía en sus resoluciones 
y competente para conocer de los 
conflictos que se susciten entre los 
trabajadores al servicio del Estado y de 
los municipios, con motivo de las 
relaciones laborales; de los trabajadores 
entre sí; de éstos con los sindicatos en 
los que se encuentren afiliados; y de 
aquellos que se susciten entre sindicatos. 
El Tribunal se integrará por jueces en los 
términos que determine la ley. 
La ley establecerá las normas para su 
organización y funcionamiento. 

SECCIÓN QUINTA 
DEL TRIBUNAL PARA MENORES 

INFRACTORES 
ARTÍCULO 117. El Tribunal para 
Menores Infractores es la autoridad 
jurisdiccional dotada de autonomía en sus 
resoluciones y competente para resolver 
sobre las conductas tipificadas como 
delitos cometidas por las personas que 
tengan entre doce años cumplidos y 
menos de dieciocho años de edad. 
Para el ejercicio de sus atribuciones, el 
Tribunal para Menores Infractores se 
integrará por un Magistrado propietario de 
la Sala Unitaria, un Magistrado 
Supernumerario, los jueces, los jueces 
Especializados para Menores, los jueces 
de Ejecución para Menores, la Unidad de 
Diagnostico, además del personal jurídico 
y administrativo necesario para su 
adecuado funcionamiento.  
Los magistrados del Tribunal para 
Menores Infractores, serán electos 

propuesta de reelección o de no reelección de un 
Magistrado, cuando le corresponda, atendiendo 
al origen de la propuesta de designación del 
mismo, fundándose en el dictamen que emita la 
Comisión de Evaluación; 
XXVI. Informar periódicamente al Poder Ejecutivo 
sobre el resultado de la evaluación continúa del 
desempeño de Magistrados que emita la 
Comisión de Evaluación, cuya propuesta de 
designación le hay correspondido, a efecto de 
que determine proponer o no su reelección;  
XXVII. Informar periódicamente al Pleno del 
Supremo Tribunal de Justicia, al Congreso del 
Estado o al Poder Ejecutivo, sobre el resultado 
de la evaluación continua del desempeño de los 
Consejeros del Poder Judicial, que emita la 
Comisión de Evaluación, atendiendo al origen de 
designación;  
XXVIII. Proponer al Congreso del Estado, cuando 
por el origen de la propuesta así corresponda, la 
reelección de un Magistrado;  
XXIX. Proponer al Congreso del Estado la 
separación del cargo de un Magistrado que viole 
de manera grave los principios que rigen la 
función judicial de acuerdo al dictamen de 
evaluación a que se refiere la fracción XXIII de 
este artículo;  
XXX. Nombrar y remover al titular del Órgano 
encargado de la Mediación y la Conciliación y al 
titular del Órgano de Administración. Ambos 
durarán en su cargo 3 años y sólo podrán ser 
designados por otro periodo consecutivo;  
XXXI. Presentar al Congreso del Estado, la 
información financiera y la cuenta pública del 
Poder Judicial, con la periodicidad, forma y 
términos que establezcan las disposiciones 
aplicables y la Ley; y 
XXXII. Las demás que le señalen las leyes. 

SECCIÓN III 
TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA 

APARTADO I 
INTEGRACIÓN Y FUNCIONAMIENTO 

Artículo 101. El Tribunal Superior de Justicia 
se integrará con el número de Magistrados 
que establezca su ley orgánica, el cual estará 
en función de las Salas necesarias para una 
pronta y efectiva impartición de justicia. 
Artículo 102. El Tribunal Superior de Justicia 
funcionará en Pleno y en Salas, de 
conformidad con las atribuciones estipuladas 
en esta Constitución y en su ley orgánica. 
1. El Pleno se integrará con todos los 
Magistrados del Tribunal Superior de Justicia;  
2. La Ley Orgánica del Poder Judicial del 
Estado determinará el número y la 
competencia de las salas civiles, penales, 
familiares y de adolescentes; y,  
3. Las salas serán colegiadas y unitarias. Las 
colegiadas se integrarán con tres Magistrados 
cada una, uno de los cuales será su 
Presidente. 
Artículo 103. El Tribunal Superior de Justicia 
será Presidido por un Magistrado, que no 
integrará Sala. 
1. El Magistrado Presidente será electo por el 
Pleno en la primera sesión de noviembre, 
cada tres años y podrá ser reelecto por una 
sola ocasión; 
2. En sus faltas temporales no mayores a 
treinta días, el Magistrado Presidente será 
sustituido por el Magistrado de mayor 
antigüedad en el Pleno. Si la falta excede ese 
término, el Pleno designará un Presidente 
interino; y,  
3. En diciembre de cada año el Magistrado 
Presidente deberá presentar un informe ante 
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mediante el procedimiento y con los 
requisitos que señale la ley. Durarán en 
su encargo seis años y podrán ser 
ratificados en una sola ocasión por igual 
período, previa evaluación de su 
desempeño por parte del Congreso del 
Estado. 
En caso de renuncia o terminación del 
encargo después del transcurso de cuatro 
años de iniciado el encargo, la nueva 
designación será por un nuevo periodo. 
Los jueces en materia de menores, serán 
nombrados previo examen por oposición 
y en base a lo dispuesto por la ley, la cual 
además establecerá las bases para la 
organización y funcionamiento del 
Tribunal. 

SECCIÓN SÉPTIMA 
DE LOS JUECES 

ARTÍCULO 121. Los jueces serán 
nombrados por el Consejo de la 
Judicatura, previo examen por oposición; 
dichos nombramientos recaerán en 
aquellas personas que hayan prestado 
sus servicios con eficiencia y probidad en 
la administración de justicia, o que lo 
merezcan por su honorabilidad, 
competencia y antecedentes dentro de la 
profesión jurídica. 
El número de jueces, el proceso para su 
designación, su competencia, la 
jurisdicción territorial, el lugar de 
residencia y sus atribuciones se 
precisarán en la ley. 
ARTÍCULO 122. Para ser Juez de 
primera instancia se requiere: 
I. Ser ciudadano duranguense, en pleno 
ejercicio de sus derechos políticos y 

Artículo 90. El Poder Judicial administrará con 
autonomía su presupuesto. El Consejo del Poder 
Judicial elaborará el anteproyecto de presupuesto 
del Poder Judicial y lo someterá a la aprobación 
del Pleno. Este será remitido por el Presidente 
del Supremo Tribunal de Justicia para su 
inclusión en el proyecto de Presupuesto de 
Egresos del Estado. El anteproyecto de 
Presupuesto comprenderá los ingresos propios 
del Poder Judicial para la constitución del Fondo 
Auxiliar para la impartición de Justicia. 

Sección Segunda 
De los Jueces que integran el Poder Judicial 

Artículo 93. Los jueces a que se refiere el 
artículo 39 de esta Constitución, serán 
nombrados por el Consejo del Poder Judicial 
atendiendo a las normas y procedimientos de la 
carrera judicial. Una vez nombrados, sólo podrán 
ser removidos de su cargo: 
Por la comisión de faltas administrativas que lo 
ameriten conforme a la Ley; 
I. Por determinación del Consejo del Poder 
Judicial, que se funde en la inobservancia de los 
principios que rigen a la función judicial 
consignados en esta Constitución y en la Ley; 
II. Por enfermedad o incapacidad física que les 
impida ejercer el cargo; o  
III. Por incurrir en responsabilidad en los términos 
de esta Constitución y de la Ley.  
Artículo 94. La Ley Orgánica del Poder Judicial 
determinará los requisitos necesarios para ser 
Juez. 

Capítulo Sexto 
De la Fiscalía General del Estado 

Sección Única 
Fiscalía General del Estado 

ARTÍCULO 95. El Ministerio Público se 
organizará en una Fiscalía General del Estado 

el Pleno del Tribunal Superior de Justicia del 
Estado, ante el Consejo de la Judicatura, 
remitiendo copia al titular del Poder Ejecutivo y 
al representante del Poder Legislativo, sobre 
la situación que guarda la impartición de 
justicia en la Entidad. 
La ley orgánica regulará los demás aspectos 
estipulados en el presente artículo. 

TÍTULO NOVENO 
CAPÍTULO III 

CONSEJO DE LA JUDICATURA 
SECCIÓN I FINES 

Artículo 160. La función de administrar, 
vigilar, disciplinar y profesionalizar al Poder 
Judicial del Estado de Guerrero se realizará a 
través de un órgano adscrito y dependiente de 
él, denominado Consejo de la Judicatura.  
1. El Consejo de la Judicatura ejercerá su 
función mediante:  
I. La selección, nombramiento, capacitación, 
promoción, permanencia e imposición de 
responsabilidades a los servidores públicos 
del Poder Judicial; garantizará el derecho de 
los ciudadanos a contar con una justicia de 
calidad, confiable, transparente y de 
excelencia; y 
II. La administración y vigilancia de los bienes 
muebles e inmuebles del Poder Judicial del 
Estado de Guerrero, procurando su adecuada 
utilización.  
2. Las decisiones del Consejo de la Judicatura 
deberán ser adoptadas por las dos terceras 
partes de sus integrantes y podrán ser 
recurridas de conformidad con los recursos 
establecidos en su ley orgánica; 3. Los actos y 
decisiones del Consejo de la Judicatura 
respetarán el principio de independencia 
jurisdiccional de los Jueces; y, 4. El Consejo 
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civiles. 
II. Ser mayor de veintiocho años y tener 
una residencia efectiva en el Estado de 
cuando menos dos años, inmediatos 
anteriores a la fecha de la designación. 
III. Poseer para la fecha de su 
nombramiento, con antigüedad mínima de 
cinco años, Título Profesional de 
Licenciado en Derecho. 
IV. No haber sido condenado por delito 
doloso. 
ARTÍCULO 123. Los jueces serán 
adscritos por el Consejo de la Judicatura, 
con base en criterios objetivos y de 
acuerdo a los requisitos y procedimientos 
que establezca la ley. Durarán tres años 
en el ejercicio de su encargo, al término 
de los cuales, podrán ser ratificados y si 
fueran por segunda ocasión o promovidos 
a cargos superiores, sólo podrán ser 
privados de sus puestos en los casos y 
conforme a los procedimientos que 
establezca la ley. 
La readscripción de los jueces la hará el 
Consejo de la Judicatura mediante el 
concurso de méritos, con base en 
criterios objetivos, requisitos y 
procedimientos que establezca la ley.  
Las decisiones del Consejo en materia de 
designación y readscripción de jueces 
podrán ser impugnadas por los 
interesados ante el Tribunal Superior de 
Justicia. 

SECCIÓN OCTAVA 
DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA 

ARTÍCULO 124. El Consejo de la 
Judicatura, es un órgano desconcentrado 
del Tribunal Superior de Justicia, 

como órgano público autónomo, dotado de 
personalidad jurídica y de patrimonio propios. 
Para ser Fiscal General del Estado se requiere: 
ser ciudadano mexicano por nacimiento y 
guanajuatense en pleno ejercicio de sus 
derechos civiles y políticos; tener cuando menos 
treinta y cinco años cumplidos el día de la 
designación; contar, con antigüedad mínima de 
diez años, con título profesional de licenciado en 
derecho; gozar de buena reputación y no haber 
sido condenado por delito doloso; y haber 
residido en el Estado durante los últimos cinco 
años, salvo el caso de ausencia en servicio de la 
República o del Estado. 
El Fiscal General del Estado durará en su 
encargo nueve años, y será designado y 
removido conforme a lo siguiente: 
I. A partir de la ausencia definitiva del Fiscal 
General del Estado, el Congreso del Estado 
contará con veinte días para integrar una lista de 
al menos cinco candidatos al cargo, aprobada por 
las dos terceras partes de los miembros 
presentes, la cual enviará al Gobernador del 
Estado; en tanto, éste designará un Fiscal 
General del Estado en forma provisional, quien 
ejercerá sus funciones hasta que se realice la 
designación definitiva conforme a lo establecido 
en este artículo.  
Si el Gobernador no recibe la lista en el plazo 
antes señalado, enviará libremente al Congreso 
del Estado una terna.  
El Fiscal General del Estado designado 
provisionalmente podrá formar parte de la terna. 
II. Recibida oportunamente la lista a que se 
refiere la fracción anterior, dentro de los diez días 
siguientes el Ejecutivo formulará una terna y la 
enviará a la consideración del Congreso del 
Estado. 

de la Judicatura deberá elaborar y presentar 
su presupuesto conjuntamente con el Tribunal 
Superior de Justicia del Estado de Guerrero. 

SECCIÓN II 
INTEGRACIÓN, NOMBRAMIENTO Y 

COMPETENCIAS 
Artículo 161. El Consejo de la Judicatura se 
integrará con cinco consejeros:  
I. El presidente del Tribunal Superior de 
Justicia del Estado de Guerrero, quien 
también lo será del Consejo;  
II. Un consejero elegido entre los Jueces de 
primera instancia por votación libre y directa 
de todos sus integrantes;  
III. Un consejero designado por el Pleno del 
Tribunal del Estado de Guerrero de entre sus 
Magistrados;  
IV. Un consejero designado por el Gobernador 
del Estado; y,  
V. Un consejero designado por las dos 
terceras partes del total de los miembros del 
Congreso del Estado.  
1. Durante el ejercicio de su encargo, los 
consejeros provenientes del Poder Judicial del 
Estado de Guerrero no realizarán funciones 
jurisdiccionales. Al término del encargo se 
reincorporarán a sus respectivas 
adscripciones;  
2. El Consejo de la Judicatura contará con los 
órganos, unidades administrativas y el 
personal necesario para el adecuado 
cumplimiento de sus funciones, de 
conformidad con lo dispuesto en la ley 
orgánica y en su reglamento interior. 
3. El Consejo de la Judicatura funcionará en 
Pleno o en comisiones, en los términos 
dispuestos en su ley orgánica; y,  
4. La ley orgánica y el reglamento interior del 
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encargado de la administración, vigilancia 
y disciplina del Poder Judicial del Estado; 
con excepción de dicho cuerpo colegiado, 
en los términos que conforme a las bases 
que señala esta Constitución, establezcan 
las leyes. El Consejo tendrá las 
facultades que la ley señale. 
ARTÍCULO 125. El Consejo de la 
Judicatura se integrará por: 
I. El Presidente del Tribunal Superior de 
Justicia, quien lo presidirá. 
II. Dos jueces de primera instancia. 
III. Tres profesionales de reconocido 
prestigio, que deberán poseer título con 
grado de licenciatura en cualquiera rama 
afín a las funciones propias del Consejo; 
dos serán propuestos por el Congreso del 
Estado, y el otro por el Gobernador del 
Estado. 
ARTÍCULO 126. Los consejeros, a 
excepción del Presidente, durarán en el 
cargo cinco años, no podrán ser 
nombrados para el período inmediato y 
serán sustituidos de manera escalonada. 
Aquellos que pertenezcan al Poder 
Judicial no desempeñarán la función 
jurisdiccional, con excepción del 
Presidente. 
Los consejeros no representarán a quien 
los propone y ejercerán su función con 
independencia e imparcialidad. 
ARTÍCULO 127. La ley fijará las bases 
para la formación y actualización de 
funcionarios, así como para el desarrollo, 
extensión y cumplimiento de los sistemas 
y programas que sustenten la carrera 
judicial, la cual se regulará esencialmente 
por principios de excelencia, objetividad, 

III. El Congreso del Estado, con base en la terna 
y previa comparecencia de las personas 
propuestas, designará al Fiscal General del 
Estado con el voto de las dos terceras partes de 
los miembros presentes dentro del plazo de diez 
días. 
En caso de que el Gobernador no envíe la terna 
a que se refiere la fracción anterior, el Congreso 
del Estado tendrá diez días para designar al 
Fiscal General de entre los candidatos de la lista 
que señala la fracción I. 
Si el Congreso no formula la lista o no hace la 
designación en los plazos que establece este 
artículo, el Gobernador designará al Fiscal 
General del Estado libremente en el primer 
supuesto y en el segundo de entre los candidatos 
que integren la terna. 
IV. El Fiscal General del Estado podrá ser 
removido por el Gobernador del Estado por las 
causas graves que establezca la ley. La remoción 
podrá ser objetada por el voto de la mayoría de 
los miembros presentes del Congreso del Estado 
dentro de un plazo de diez días hábiles, en cuyo 
caso el Fiscal General del Estado será restituido 
en el ejercicio de sus funciones. Si el Congreso 
no se pronuncia al respecto, se entenderá que no 
existe objeción. 
V. En los recesos, la Diputación Permanente 
convocará de inmediato a periodo extraordinario 
para realizar el trámite de la designación o 
formulación de objeción a la remoción del Fiscal 
General del Estado. 
VI. Las ausencias del Fiscal General del Estado 
serán suplidas en los términos que determine la 
ley. 
Corresponde al Ministerio Público la 
investigación, persecución, ante los tribunales, de 
todos los delitos de su competencia; y, por lo 

Consejo de la Judicatura establecerán 
disposiciones adicionales con relación a la 
integración, organización, funcionamiento, 
procedimientos y de su ámbito competencial. 
Artículo 162. En el nombramiento de los 
consejeros que competen al Gobernador y al 
Congreso del Estado deberá observarse lo 
dispuesto en los numerales 1, 2, 3 y 4 del 
artículo 112 de esta Constitución.  
1. Los consejeros, con excepción del 
presidente del Consejo, durarán en su cargo 
tres años con posibilidad de ser ratificados por 
única ocasión; y,  
2. Los consejeros no representan a quien los 
designa. Ejercerán su función con 
independencia e imparcialidad. 
Artículo 163. El Consejo de la Judicatura es 
competente para:  
I. Proponer, previo dictamen, el nombramiento 
de jueces al Pleno del Tribunal Superior de 
Justicia;  
II. Adscribir, suspender y remover a los Jueces 
y demás personal jurisdiccional, conforme al 
procedimiento establecido en su ley orgánica;  
III. Los procedimientos de nombramiento de 
los Jueces deberán considerar 
preferentemente a los miembros provenientes 
del servicio judicial de carrera, atendiendo en 
su sustanciación a los principios de apertura, 
transparencia, pluralismo, acceso en 
condiciones de igualdad e idoneidad de los 
aspirantes;  
IV. Nombrar al personal de confianza y 
administrativo del Consejo, en los términos 
previstos en la ley orgánica; V. Expedir por sí, 
o a solicitud del Pleno del Tribunal del Estado 
de Guerrero, acuerdos generales para el 
adecuado ejercicio de sus funciones o de la 
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equidad, profesionalismo, imparcialidad e 
independencia. 
Los jueces municipales serán designados 
por el Consejo de la Judicatura en los 
términos que señala esta Constitución y 
la ley. 
ARTÍCULO 128. El Consejo de la 
Judicatura contará con un Instituto de 
Defensoría Pública en el ejercicio de sus 
funciones, gozará de independencia 
técnica y operativa. 
El servicio de defensoría pública será 
gratuito, se prestará bajo los principios de 
probidad, honradez, profesionalismo, 
calidad y de manera obligatoria en los 
términos que establezca la ley. 
La organización y funcionamiento del 
instituto de defensoría se determinará en 
la ley. 

SECCIÓN NOVENA 
DEL CENTRO ESTATAL DE JUSTICIA 

ALTERNATIVA 
ARTÍCULO 129. El Centro Estatal de 
Justicia Alternativa, es la instancia de 
mecanismos de solución de 
controversias, actuará de forma gratuita y 
a petición de parte, y estará facultada 
para elevar a sentencia los convenios a 
los que lleguen los involucrados en los 
términos previstos en la ley. 
Se reconoce el arbitraje, la negociación, 
la mediación y la conciliación como 
procedimientos alternativos para la 
resolución de conflictos. La ley 
determinará las condiciones y las 
materias en las que por su naturaleza se 
pueda transigir. 
Los procedimientos alternativos para la 

mismo, solicitará las medidas cautelares contra 
los inculpados; buscará y presentará las pruebas 
que acrediten la participación de éstos en hechos 
que las leyes señalen como delito; procurará que 
los juicios en materia penal se sigan con toda 
regularidad para que la impartición de justicia sea 
pronta y expedita; pedirá la aplicación de las 
penas, e intervendrá en todos los asuntos que la 
ley determine. 
La Fiscalía General del Estado contará, al 
menos, con la fiscalía especializada en materia 
de combate a la corrupción, dicha fiscalía 
especializada será un órgano con autonomía 
técnica y operativa para investigar y perseguir los 
hechos que la ley considere como delitos en 
materia de corrupción; cuyo titular será nombrado 
y removido por el Fiscal General del Estado; el 
nombramiento y remoción del fiscal especializado 
podrá ser objetado por el Congreso del Estado 
por el voto de las dos terceras partes de los 
miembros presentes, en el plazo que fije la ley; si 
el Congreso no se pronunciare en este plazo, se 
entenderá que no tiene objeción. 
La ley establecerá las bases para la estructura y 
funcionamiento de la fiscalía, la formación y 
actualización de los servidores públicos de la 
Fiscalía, así como para el desarrollo de la carrera 
profesional de los mismos, la cual se regirá por 
los principios de respeto a los derechos 
humanos, objetividad, honradez, certeza, buena 
fe, unidad, indivisibilidad, irrevocabilidad, 
imparcialidad, irrecusabilidad, independencia, 
legalidad, probidad, profesionalismo, celeridad, 
eficiencia y eficacia, cuya finalidad será 
proporcionar una pronta, plena y adecuada 
procuración de justicia. 
El Fiscal General del Estado presentará 
anualmente a los Poderes del Estado un informe 

función jurisdiccional;  
VI. Aprobar el Reglamento del Sistema de 
Carrera Judicial;  
VII. Establecer las bases de evaluación para el 
ingreso, formación, profesionalización, 
capacitación, actualización y especialización 
del personal jurisdiccional del Poder Judicial y 
de quienes aspiren a pertenecer a él; 
VIII. Dictar disposiciones generales para el 
ingreso, estímulos, capacitación, ascenso, 
promoción y remoción del personal 
administrativo del Poder Judicial del Estado de 
Guerrero;  
IX. Dictar las bases generales, políticas y 
lineamientos para la correcta administración y 
vigilancia de los bienes muebles e inmuebles 
del Poder Judicial del Estado de Guerrero; X. 
Implementar programas para la capacitación, 
actualización, especialización, certificación, 
desarrollo y profesionalización permanentes 
de los servidores públicos del Poder Judicial 
del Estado de Guerrero;  
XI. Establecer mecanismos de vigilancia y 
disciplina del personal jurisdiccional y 
administrativo del Poder Judicial del Estado de 
Guerrero, y cuidar que su actuación se 
apegue a los principios de excelencia, 
profesionalismo, objetividad, especialización e 
imparcialidad;  
XII. Imponer a los servidores públicos 
judiciales, previa garantía de audiencia y 
defensa, las sanciones que procedan 
conforme a la ley;  
XIII. Ordenar visitas e inspecciones para 
evaluar el desempeño del personal 
administrativo y jurisdiccional del Poder 
Judicial del Estado de Guerrero;  
XIV. Investigar la conducta de los servidores 
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resolución de controversias se regirán por 
los principios de gratuidad, equidad, 
imparcialidad, rapidez, profesionalismo y 
confidencialidad. 

de actividades. Comparecerá ante el Congreso 
del Estado cuando se le cite a rendir cuentas o a 
informar sobre su gestión. 
El Fiscal General del Estado y sus agentes, serán 
responsables de toda falta, omisión o violación a 
la ley en que incurran con motivo de sus 
funciones. 

públicos del Poder Judicial del Estado de 
Guerrero, de conformidad con lo dispuesto en 
la ley orgánica;  
XV. Implementar políticas, lineamientos, 
instrucciones y recomendaciones en favor de 
la transparencia, el acceso a la información y 
la protección de los datos personales en el 
ejercicio de la función judicial; 
XVI. Administrar, transparentar e informar lo 
relativo al Fondo Auxiliar para la 
Administración de Justicia. La Auditoría 
Superior del Estado de Guerrero fiscalizará lo 
conducente; y, XVII. Las demás que determine 
la ley de la materia y su reglamento. 

 

HIDALGO JALISCO MEXICO 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL 
ESTADO DE HIDALGO13 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE 
JALISCO14 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO 
LIBRE Y SOBERANO DE MÉXICO15 

TÍTULO SEXTO 
DE LOS PODERES DEL ESTADO 

CAPÍTULO TERCERO 
DEL PODER JUDICIAL 

Artículo 93. Se deposita el ejercicio del 
Poder Judicial del Estado en un Tribunal 
Superior de Justicia y Jueces del Fuero 
Común y en un Tribunal de Justicia 
Administrativa, en los términos de esta 
Constitución y su Ley Orgánica. 
Será representante del Poder Judicial del 
Estado de Hidalgo, quien desempeñe el 

TÍTULO SEXTO 
CAPÍTULO II 

DEL PODER JUDICIAL 
Artículo 56. El ejercicio del Poder Judicial se 
deposita en el Supremo Tribunal de Justicia, en 
los juzgados de primera instancia, menores y de 
paz y jurados. Se compondrá además por dos 
órganos: el Consejo de la Judicatura del Estado y 
el Instituto de Justicia Alternativa del Estado. 
La representación del Poder Judicial recae en el 
Presidente del Supremo Tribunal de Justicia, el 
cual será electo, de entre sus miembros, por el 

TITULO CUARTO  
DEL PODER PÚBLICO DEL ESTADO  

CAPÍTULO CUARTO 
DEL PODER JUDICIAL 

SECCIÓN PRIMERA 
DEL EJERCICIO DE LA FUNCIÓN JUDICIAL 
Artículo 88. El ejercicio del Poder Judicial del 
Estado se deposita en: 
a) Un órgano colegiado denominado Tribunal 
Superior de Justicia, el cual funcionará en 
Pleno, Sala Constitucional, Salas Colegiadas y 
Unitarias Regionales;  

 
13Constitución Política del Estado de Hidalgo, Biblioteca Legislativa, Leyes Vigentes, LXIV Legislatura, Congreso del Estado Libre y Soberano de Hidalgo, 

Disponible en: http://www.congreso-hidalgo.gob.mx/biblioteca_legislativa/LEYES_VIGENTES/leyes_vigentes-lxiv.html [22/01/2020] 
14Constitución Política del Estado de Jalisco, Biblioteca Virtual, Legislación Estatal, LXII Legislatura, Congreso del Estado de Jalisco, Disponible en: 

https://congresoweb.congresojal.gob.mx/BibliotecaVirtual/busquedasleyes/Listado.cfm#Constitucion [22/01/2020] 
15Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México, Biblioteca del Congreso del Estado de México, Legislación por rango, LX Legislatura, 

Disponible en: http://www.secretariadeasuntosparlamentarios.gob.mx/constitucion.html [22/01/2020] 
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cargo de Presidente del Tribunal Superior 
de Justicia. 
El desempeño de la función 
jurisdiccional, en los asuntos del fuero 
común, lo mismo que en los del orden 
federal, en los casos que expresamente 
traten las leyes, corresponde a: 
I. El Tribunal Superior de Justicia y 
jueces del fuero común; 
II. El Tribunal de Justicia Administrativa; 
III. (DEROGADA, P.O. ALCANCE 22 DE 
DICIEMBRE DE 2014). 
IV. Los demás funcionarios y auxiliares 
de la administración de justicia en los 
términos que establezcan las Leyes. 
La administración, vigilancia y disciplina 
del Poder Judicial, con excepción del 
Tribunal Superior de Justicia y del 
Tribunal de Justicia Administrativa, estará 
a cargo del Consejo de la Judicatura, en 
los términos que, conforme a las bases 
que señala esta Constitución, 
establezcan las Leyes. 
Los Magistrados y los Jueces en el 
Estado, tendrán independencia en el 
ejercicio de su función jurisdiccional. Los 
Consejeros del Consejo de la Judicatura 
ejercerán su función con independencia e 
imparcialidad. 
Los magistrados y los jueces en el 
Estado, tendrán independencia en el 
ejercicio de su función jurisdiccional. 
Artículo 94.- El Tribunal Superior de 
Justicia, el Tribunal de Justicia 
Administrativa y el Tribunal Electoral 
estarán integrados por el número de 
magistrados que establezcan las leyes 
orgánicas respectivas.  

pleno. El Presidente desempeñará su función por 
un período de dos años y podrá ser reelecto para 
el período inmediato. 
El Instituto de Justicia Alternativa del Estado es 
un órgano con autonomía técnica y administrativa 
encargado de proporcionar el servicio de justicia 
alternativa, a través de los métodos alternos de 
resolución de conflictos. El titular será designado 
por el Congreso del Estado, previa convocatoria a 
la sociedad en general con exclusión de los 
partidos políticos, mediante el voto de las dos 
terceras partes de los diputados presentes y de 
conformidad con la ley de la materia y deberá 
cumplir los mismos requisitos para ser magistrado 
del Supremo Tribunal de Justicia, dará en su 
encargo cuatro años, pudiendo ser reelecto para 
un periodo igual y sólo por una ocasión, en 
igualdad de circunstancias con los demás 
aspirantes. 
El Instituto y las sedes regionales, a través de sus 
titulares, tendrán facultad para elevar a sentencia 
ejecutoriada los convenios que resuelvan los 
asuntos que se le presenten. La ley establecerá la 
competencia, atribuciones y estructura orgánica 
del Instituto. 
El Poder Judicial contará con un sistema de 
evaluación de control de confianza para 
garantizar la probidad y honorabilidad de sus 
funcionarios, el cual se regirá con los 
lineamientos que establezca la ley.   
El sistema contará con un órgano de evaluación  
de control de confianza, cuyo titular durará en su 
encargo cinco años sin derecho a reelección, y 
será nombrado por el Congreso del Estado, 
mediante el voto de las dos terceras partes de los 
diputados integrantes del Congreso, en los 
términos que establezca la ley, a propuesta de la 
terna remitida por el pleno del Supremo Tribunal 

b) En tribunales y juzgados de primera 
instancia, juzgados de cuantía menor y 
tribunales laborales, organizados de acuerdo a 
su competencia establecida en las leyes 
secundarias. Los órganos jurisdiccionales 
aplicarán las leyes federales, tratándose de 
jurisdicción concurrente. 
El Poder Judicial contará con jueces de control 
que tendrán las atribuciones que la 
Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, el Código Nacional de 
Procedimientos Penales, esta Constitución y 
las demás leyes aplicables les confieran. 
Los jueces y magistrados del Estado de 
México, en el ámbito de su competencia, al 
emitir sus resoluciones observarán en lo 
concerniente el respeto a los derechos 
fundamentales, a las libertades, derechos y 
garantías reconocidas por la Constitución 
Federal, esta Constitución, los Tratados 
Internaciones de los que el Estado Mexicano 
sea parte, las leyes y reglamentos que el 
Estado establecen. 
Las leyes determinarán los procedimientos 
que habrán de seguirse para sustanciar los 
juicios y todos los actos en que intervenga el 
Poder Judicial.  
La ley establecerá las bases para la selección, 
formación y actualización de funcionarios, así 
como para el desarrollo de la carrera judicial, 
la cual se regirá por los principios de 
excelencia, objetividad, imparcialidad, 
profesionalismo e independencia. 
El Presupuesto de Egresos del Poder Judicial 
que se apruebe para el ejercicio fiscal anual, 
no podrá ser menor al porcentaje que 
represente de los ingresos ordinarios del 
Estado, correspondiente al año inmediato 
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Los magistrados del Poder Judicial del 
Tribunal Superior de Justicia y del 
Tribunal de Justicia Administrativa, serán 
nombrados por el Gobernador del Estado 
con la aprobación del Congreso, en los 
términos de esta Constitución.  
DEROGADO, P.O. ALCANCE 22 DE 
DICIEMBRE DE 2014). 
Para el trámite de renuncias de los 
magistrados del Poder Judicial, se 
seguirá el mismo procedimiento que para 
su nombramiento. 
Artículo 95.- Para ser magistrado del 
Poder Judicial, se requiere: 
I. Ser ciudadano mexicano por 
nacimiento e hidalguense, en pleno 
ejercicio de sus derechos civiles y 
políticos; 
II. Tener cuando menos treinta y cinco 
años cumplidos el día de la designación; 
III. Poseer el día de la designación, con 
antigüedad mínima de diez años, título 
profesional de Licenciado en Derecho, 
expedido por autoridad o institución 
legalmente facultada para ello; 
IV. Gozar de buena reputación y no 
haber sido condenado por delito que 
amerite pena corporal de más de un año 
de prisión; pero si se trate de robo, 
fraude, falsificación, abuso de confianza 
u otro que lastime seriamente la fama en 
el concepto público, inhabilitará para el 
cargo, cualquiera que haya sido la pena; 
y 
V. Haber residido en el país durante los 
dos años anteriores al día de la 
designación; y 
(DEROGADO, P.O. 3 DE MARZO DE 

de Justicia del Estado de Jalisco. Para ser titular 
del órgano se deberá cumplir con los mismos 
requisitos que se requieren para ser Magistrado.  
Dicho órgano contará además con una comisión 
de vigilancia integrada por el Presidente del 
Supremo Tribunal, dos Magistrados, un 
Consejero del Consejo de la Judicatura y un 
integrante del Comité de Participación Social del 
Sistema Estatal Anticorrupción, quienes serán 
designados en los términos que establezca la ley.  
Las evaluaciones de control de confianza 
incluirán cuando menos los siguientes exámenes: 
I. Patrimonial y entorno social; 
II. Médico; 
III. Psicométrico y psicológico;  
IV. Poligráfico; 
V. Toxicológico; y 
VI. Los demás que establezca la Ley. 
Los resultados de las evaluaciones de evolución 
patrimonial, desempeño y  probidad que realice el 
órgano de manera permanente, deberán ser 
publicados mensualmente, con excepción de los 
datos de carácter reservado conforme a la 
Constitución y la ley de la materia.  
Artículo 57. La ley garantizará la independencia 
de los propios tribunales, la de los magistrados, 
consejeros y jueces en el ejercicio de sus 
funciones, así como la plena ejecución de sus 
resoluciones, así como los principios que habrán 
de regir la función judicial y los mecanismos de 
evaluación permanente de los mismos. 
Los tribunales del Poder Judicial resolverán con 
plenitud de jurisdicción todas las controversias que 
en el ámbito de su competencia se presenten.  
Todos los magistrados, consejeros y jueces que 
integran el Poder Judicial del Estado recibirán una 
remuneración irrenunciable e idéntica, 
respectivamente; con excepción del Presidente 

anterior. 
En ningún caso, el Presupuesto Anual de 
Egresos que se apruebe para el Poder Judicial 
del Estado, podrá ser inferior al 2.0% de los 
ingresos ordinarios del Estado, para el año 
fiscal de que se trate. De conformidad con las 
necesidades del servicio, dicho porcentaje se 
incrementará anualmente. 
Los integrantes de los tribunales laborales 
serán designados atendiendo a lo dispuesto 
por el artículo 116 fracción III de la 
Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y conforme a los procedimientos 
de selección y formación que el Consejo de la 
Judicatura del Estado de México determine y 
deberán contar con capacidad y experiencia 
en materia laboral. Sus sentencias y 
resoluciones deberán observar los principios 
de legalidad, imparcialidad, transparencia, 
autonomía e independencia. 
Antes de acudir a los tribunales laborales, los 
trabajadores y patrones deberán asistir al 
Centro de Conciliación Laboral, el cual contará 
con personalidad jurídica y patrimonio propios, 
plena autonomía técnica, operativa, 
presupuestaria, de decisión y de gestión 
rigiéndose por los principios de certeza, 
independencia, legalidad, imparcialidad, 
confiabilidad, eficacia, objetividad, 
profesionalismo, transparencia y publicidad. 
Artículo 89. El Tribunal Superior de Justicia 
se compondrá del número de magistrados que 
determine la Ley Orgánica del Poder Judicial, 
durarán en su encargo 15 años y serán 
sustituidos de manera escalonada. 
Al finalizar su encargo los magistrados 
gozarán de un haber de retiro por el monto, 
plazo y bajo las condiciones que señale la Ley 
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2014). 
VI. No haber sido titular de alguna 
Dependencia de la Administración 
Pública del Estado, Procurador General 
de Justicia del Estado, Senador, 
Diputado Federal, Diputado Local, ni 
Gobernador del Estado, durante el año 
previo al día de su nombramiento. 
VII. (DEROGADA, P.O. 3 DE MARZO DE 
2014). 
VIII. (DEROGADA, P.O. 3 DE MARZO 
DE 2014). 
X (DEROGADA, P.O. 3 DE MARZO DE 
2014). 
(DEROGADO, P.O. 3 DE MARZO DE 
2014). 
Los nombramientos de los magistrados y 
jueces serán hechos preferentemente 
entre aquellas personas que hayan 
prestado sus servicios con eficiencia y 
probidad en la administración de justicia 
o que lo merezcan por su honorabilidad, 
competencia y antecedentes, en otras 
ramas de la profesión jurídica. 
Artículo 96. Los nombramientos de 
Magistrados del Tribunal Superior de 
Justicia y Tribunal de Justicia 
Administrativa, que el Gobernador 
someta al Congreso del Estado, serán 
aprobados o no dentro del improrrogable 
término de diez días.  
Si el Congreso del Estado, nada 
resolviere dentro del plazo señalado, se 
tendrán por aprobados los 
nombramientos y el o los designados 
entrarán a desempeñar sus funciones. 
En caso de que no se aprueben dos 
nombramientos sucesivos respecto a una 

del Supremo Tribunal de Justicia, que no recibirá 
remuneración adicional a la del cargo de 
magistrado.  
El pleno del Supremo Tribunal elaborará su propio 
proyecto de presupuesto. El Consejo de la 
Judicatura lo hará para el resto del Poder Judicial. 
Con ellos se integrará el del Poder Judicial, que 
será remitido por el Presidente del Supremo 
Tribunal al titular del Poder Ejecutivo, para su 
inclusión en el Proyecto de Presupuesto de 
Egresos del Estado. Una vez aprobado, será 
ejercido con plena autonomía y de conformidad con 
la ley. 
A la iniciativa de Presupuesto de Egresos del 
Estado que presente el titular del Poder Ejecutivo 
ante el Congreso, se deberá adjuntar, para su 
valoración, invariablemente, el proyecto de 
presupuesto elaborado por el Poder Judicial. 
Salvo lo dispuesto por la legislación en materia de 
disciplina financiera de las entidades federativas y 
municipios, el presupuesto del Poder Judicial no 
podrá ser inferior al ejercido el año inmediato 
anterior, actualizado con base en la cifra de 
inflación señalada en los criterios generales de 
política económica para el ejercicio que se está 
presupuestando. 
La competencia del Supremo Tribunal de Justicia, 
su funcionamiento en pleno o salas; la competencia 
y funcionamiento de los juzgados de primera 
instancia, menores y de paz, así como de los 
jurados, se regirá por lo que dispongan las leyes, 
de conformidad con las bases que esta 
Constitución establece. 
La ley fijará los términos en que sea obligatoria la 
jurisprudencia que establezcan los tribunales del 
Poder Judicial, funcionando en pleno o en salas, 
sobre interpretación de leyes de su competencia, 
así como los requisitos para su interpretación o 

Orgánica del Poder Judicial del Estado.  
Los jueces de primera instancia, los de 
cuantía menor, los tribunales laborales y los 
ejecutores de sentencias serán los necesarios 
para el despacho pronto y expedito de los 
asuntos que les correspondan en los distritos 
judiciales y en los municipios del Estado. 
Artículo 90. Los magistrados del Tribunal 
Superior de Justicia sólo podrán ser privados 
de sus cargos por la Legislatura del Estado, a 
petición del Consejo de la Judicatura, por 
faltas u omisiones graves en el desempeño de 
sus funciones, por mala conducta o porque 
estén incapacitados física o mentalmente. La 
ley determinará el procedimiento 
correspondiente. 
Artículo 91. Para ser magistrado del Tribunal 
Superior de Justicia se requiere: 
I. Ser ciudadano del Estado, mexicano por 
nacimiento, en pleno ejercicio de sus derechos 
civiles y políticos y con vecindad efectiva de 
tres años;  
II. Tener más de 35 años de edad;  
III. Haber servido como Juez de Primera 
Instancia y que haya sido ratificado por el 
Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del 
Estado de México, o tener méritos 
profesionales y académicos reconocidos; 
III. Bis. Haber aprobado un examen de 
admisión a un curso de capacitación para 
magistrado y aprobado éste, se tendrá 
derecho a presentar el concurso de oposición 
para tal designación; 
IV. Poseer título profesional de licenciado en 
derecho expedido por las instituciones de 
educación superior legalmente facultadas para 
ello, con una antigüedad mínima de 10 años al 
día de la designación;  
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misma vacante, el Gobernador del 
Estado hará un tercero, que surtirá efecto 
desde luego, como provisional y será 
sometido a la consideración del 
Congreso del Estado en el siguiente 
período de sesiones. 
Dentro de los primeros diez días de 
sesiones del Congreso del Estado se 
deberá aprobar o rechazar el 
nombramiento; si nada se resuelve el 
Magistrado nombrado provisionalmente 
continuará en sus funciones con el 
carácter definitivo, y el Gobernador hará 
la declaratoria correspondiente. 
Si el Congreso desecha el 
nombramiento, cesará desde luego en 
sus funciones el Magistrado provisional y 
el Gobernador someterá nuevo 
nombramiento en los términos que se 
indican en este precepto. 
Los magistrados que integren el Tribunal 
Electoral serán electos por la Cámara de 
Senadores, en los términos que 
determine la ley. 
I. (DEROGADA, P.O. ALCANCE 22 DE 
DICIEMBRE DE 2014). 
II. (DEROGADA, P.O. ALCANCE 22 DE 
DICIEMBRE DE 2014). 
III. (DEROGADA, P.O. ALCANCE 22 DE 
DICIEMBRE DE 2014). 
IV. (DEROGADA, P.O. ALCANCE 22 DE 
DICIEMBRE DE 2014). 
Artículo 97. Los magistrados del Tribunal 
Superior de Justicia y Tribunal de Justicia 
Administrativa, durarán en el ejercicio de 
su cargo seis años a partir de su 
nombramiento; podrán ser reelectos y si 
lo fueren sólo podrán ser privados de sus 

modificación, sin que se contravenga la 
jurisprudencia que establezcan los tribunales del 
Poder Judicial de la Federación. 
El personal de los tribunales, juzgados y demás 
órganos del Poder Judicial, regirá sus relaciones de 
trabajo conforme a las disposiciones generales y a 
las reglas especiales que para cada caso señalen 
esta Constitución y las leyes aplicables. 
Artículo 58. El Supremo Tribunal de Justicia del 
Estado se integra por treinta y cuatro magistrados 
propietarios y funciona en pleno y en salas, de 
conformidad con lo que establezca la ley 
reglamentaria.  
Las sesiones del pleno serán públicas y, por 
excepción, reservadas, en los casos que así lo 
determine la ley o lo exijan la moral o el interés 
público. 
El pleno del Supremo Tribunal de Justicia 
determinará los magistrados que integrarán cada 
sala, las cuales serán colegiadas, así como la 
competencia de las mismas. 
Artículo 59. Para ser electo Magistrado del 
Supremo Tribunal de Justicia del Estado se 
requiere: 
I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en 
pleno ejercicio de sus derechos políticos y civiles; 
ser nativo del Estado o, en su defecto, haber 
residido en la entidad durante los últimos cinco 
años, salvo en el caso de ausencia motivada por 
el desempeño de algún cargo en el servicio 
público, siempre y cuando no haya sido fuera del 
país; 
II. Tener cuando menos treinta y cinco años 
cumplidos al día de la elección; 
III. Poseer el día de la elección, con antigüedad 
mínima de diez años, título profesional de 
licenciado en derecho, abogado o su equivalente, 
expedido por autoridad o institución legalmente 

V. Gozar de buena reputación y no haber sido 
condenado por delito que amerite pena 
corporal de más de un año de prisión; pero si 
se tratara de robo, fraude, falsificación, abuso 
de confianza u otro que lastime seriamente la 
buena fama en el concepto público inhabilitará 
para el cargo, cualquiera que haya sido la 
pena; y  
VI. No haber ocupado el cargo de Secretario 
del despacho, Fiscal General de Justicia, 
Senador, Diputado federal o local, o 
Presidente Municipal, a menos que se separe 
de su puesto un año antes del día de su 
designación. 
Artículo 92. No podrán integrar un Juzgado, 
Sala del Tribunal Superior de Justicia o 
Consejo de la Judicatura, dos o más parientes 
por consanguinidad en línea recta sin 
limitación de grado, colateral dentro del cuarto 
grado, o por afinidad dentro del segundo o 
cónyuges. 
Artículo 93. Aunque los magistrados no se 
presenten a tomar posesión de sus cargos en 
el término en que deban hacerlo, cesarán sin 
embargo los anteriores, entrando desde luego 
en funciones los que se presenten, y en lugar 
de aquéllos, los interinos conforme a las leyes 
respectivas. 
Artículo 94. El Pleno estará integrado por 
todos los magistrados; la Sala Constitucional, 
por cinco magistrados; las Salas Colegiadas, 
por tres magistrados cada una; y las Unitarias, 
por un magistrado en cada Sala. 
Artículo 95. Corresponde al Pleno del 
Tribunal Superior de Justicia: 
I.- Iniciar leyes o decretos;  
II. Determinar el ámbito territorial en el que 
ejercerán su competencia las salas regionales 
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puestos en los términos que determinan 
esta Constitución y la Ley de 
Responsabilidades de los Servidores 
Públicos del Estado. La duración de los 
Magistrados del Tribunal Electoral en el 
ejercicio de su cargo, se determinará por 
lo dispuesto en la Ley orgánica.  
Obtendrán su jubilación al totalizar 60 
años, sumando su edad a la antigüedad 
en el servicio. 
Artículo 98. Los Magistrados del Tribunal 
Superior de Justicia y Tribunal de Justicia 
Administrativa, así como los Consejeros 
del Consejo de la Judicatura, otorgarán la 
protesta de Ley ante el Congreso del 
Estado.  
Los Jueces protestarán ante el Consejo 
de la Judicatura y los demás funcionarios 
y empleados de la Administración de 
Justicia, rendirán protesta ante la 
autoridad de la cual dependan. 
En escrutinio secreto, los magistrados de 
cada Tribunal, nombrarán de entre ellos 
al que será Presidente, durará en su 
encargo cuatro años y no podrá ser 
reelecto para el periodo inmediato. Estos 
funcionarios deberán rendir un informe 
sobre el estado que guarda la 
administración de justicia, en los términos 
establecidos en la ley orgánica. 
Artículo 100. La Ley Orgánica del Poder 
Judicial regulará la forma de su 
organización, funcionamiento y 
determinará los requisitos indispensables 
para ser juez y para ser servidor público 
en la Administración de Justicia. 
Ningún funcionario judicial podrá tener 
ocupación o empleo diverso, con 

facultada para ello;  
IV. Gozar de buena reputación y no haber sido 
condenado por delito que amerite pena corporal de 
más de un año de prisión; pero si se tratare de 
robo, fraude, falsificación, abuso de confianza u 
otro que lastime seriamente la buena fama en el 
concepto público, inhabilitará para el cargo, 
cualquiera que haya sido la pena;  
V. No haber sido Gobernador, titular de alguna de 
las secretarías de despacho del Ejecutivo, jefe de 
departamento administrativo, Fiscal General del 
Estado, Fiscal Ejecutivo de Investigación 
Criminal, Fiscal Especializado de Delitos 
Electorales, Fiscal Especializado en Combate a la 
Corrupción, Procurador Social del Estado, 
Magistrado del Supremo Tribunal de Justicia o 
integrante del Consejo de la Judicatura, 
Magistrado del Tribunal de Justicia Administrativa 
o Magistrado del Tribunal de Arbitraje y 
Escalafón, Diputado local, Presidente, Síndico o 
Regidor de Ayuntamiento durante el año previo al 
día de la elección; 
VI. No haber sido Secretario de Estado, Fiscal 
General de la República, Senador o Diputado 
Federal, a menos que se separe de su encargo 
un año antes al día en que tenga verificativo la 
elección; y 
VII. Realizar y aprobar las evaluaciones 
correspondientes, en los términos de esta 
Constitución y la ley. 
Artículo 60. Para la elección de los magistrados 
del Supremo Tribunal de Justicia, se estará a lo 
siguiente: 
I. El Congreso del Estado emitirá convocatoria 
pública abierta a la sociedad en general; 
II. El Congreso del Estado recibirá las solicitudes 
y los expedientes de los aspirantes, cubriendo los 
requisitos que establece la Constitución y 

y los juzgados;  
III. Dirimir los conflictos de competencia que 
se susciten entre las salas regionales del 
Tribunal;  
IV. Expedir y modificar el Reglamento Interior 
del Tribunal; y  
V. Ejercer las atribuciones que le señalen la 
Ley Orgánica del Poder Judicial y otros 
ordenamientos legales. 
Artículo 96.- Corresponde a las salas 
colegiadas y unitarias regionales del Tribunal 
Superior de Justicia conocer y resolver:  
I. En segunda instancia, los asuntos que 
determinen los ordenamientos legales 
aplicables;  
II. Los conflictos de competencia que se 
susciten entre los jueces del Estado; y  
III. Los demás asuntos que les confieran las 
leyes. 
Artículo 97. Para el despacho de los asuntos 
habrá en cada región, salas colegiadas y 
unitarias, que conocerán de los asuntos que la 
ley les otorgue competencia. 
Artículo 98.- Ningún negocio judicial podrá 
tener más de dos instancias. Artículo 99.- Los 
magistrados y jueces estarán impedidos para 
el ejercicio de la abogacía, salvo en causa 
propia o por actividad académica. Tampoco 
podrán desempeñar ningún otro cargo, 
empleo o comisión que sea remunerado e 
incompatible con su función. 
Artículo 100. Los jueces de primera instancia 
y los titulares de los tribunales laborales 
durarán en su encargo seis años y podrán ser 
ratificados por el Consejo de la Judicatura al 
término de tal periodo previa aprobación de 
exámenes de actualización, de acuerdo con 
los mecanismos y demás requisitos que 
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excepción de los docentes, cuyo 
desempeño no perjudique las funciones o 
labores propias de su cargo. 
El Consejo de la Judicatura será un 
Órgano del Poder Judicial con 
independencia técnica, de gestión y para 
emitir sus resoluciones. 
El Consejo se integrará por cinco 
Consejeros, de los cuales, uno será el 
Presidente del Tribunal Superior de 
Justicia, quien también lo será del 
Consejo; un Magistrado y un Juez del 
Orden Común, designados por el Pleno 
del mismo Tribunal; un Consejero 
designado por el Congreso del Estado y 
un Consejero designado por el 
Gobernador del Estado. 
Los Consejeros del Consejo de la 
Judicatura, durarán en el ejercicio de su 
cargo cinco años a partir de su 
nombramiento y solo podrán ser privados 
de su puesto, en los términos que 
determine esta Constitución y las leyes 
en materia de Responsabilidad 
Administrativa.  
El Gobernador solicitará ante el 
Congreso del Estado, la destitución de 
cualesquiera de los Magistrados del 
Tribunal Superior de Justicia y del 
Tribunal Fiscal Administrativo, así como 
de Consejeros del Consejo de la 
Judicatura, y ante el último, la de los 
Jueces del Orden Común, por delitos, 
faltas y omisiones en las que incurran, 
previstas en esta Constitución y las 
Leyes de la materia. 
Si el Congreso del Estado o el Consejo 
de la Judicatura, respectivamente, de 

acompañando la acreditación de la evaluación de 
control de confianza, realizada por la institución 
precisada en la convocatoria; 
III. Cerrado el registro de los aspirantes, el 
Congreso del Estado remitirá al Comité de 
Participación Social del Sistema Anticorrupción 
del Estado, copia de los expedientes de los 
aspirantes, para que practique las evaluaciones 
curriculares y de aptitudes y elabore un informe 
con sus opiniones técnicas de idoneidad de cada 
aspirante, el cual deberá ser remitido al Congreso 
del Estado;  
IV. El Congreso del Estado, a través de la 
comisión legislativa competente, realizará una 
entrevista pública a cada aspirante, a la cual se 
invitará al Comité de Participación Social para 
que participe en la misma;  
V. Los aspirantes deberán acreditar un examen 
teórico práctico de conocimientos jurídicos, para 
lo cual el Congreso del Estado a través de la 
comisión legislativa competente deberá solicitar el 
apoyo a instituciones de educación superior 
públicas y privadas, y/o a organismos 
especializados en evaluación, con el seguimiento 
y vigilancia de representantes de organismos 
privados y de la sociedad civil; 
VI. La comisión legislativa competente debe emitir 
el dictamen con la lista de los candidatos que 
hayan cumplido con los requisitos y aprobado las 
evaluaciones a que se refieren la fracciones II y V 
de este artículo, acompañando la opinión técnica 
del Comité de Participación Social; y 
VII. El Congreso del Estado, en votación por 
cédula, y con el voto de cuando menos las dos 
terceras partes de los diputados integrantes, 
elegirá dentro de un término improrrogable de 
treinta días una vez que sea entregado el 
dictamen por parte de la comisión legislativa 

señale la ley, y únicamente podrán ser 
suspendidos o destituidos en sus funciones 
conforme a la misma. 
Artículo 101. Los jueces de primera instancia 
y los titulares de los tribunales laborales 
deberán reunir los mismos requisitos que los 
magistrados, menos el referente a la edad, 
que bastará que sea de 28 años y cinco años 
de poseer título profesional de licenciado en 
derecho y de ejercicio profesional. 
Artículo 102. En cada distrito o región judicial 
habrá un juez y tribunal laboral o los que sean 
necesarios, quienes conocerán de los asuntos 
para los que la ley les otorgue competencia. 
Artículo 103. Los jueces de cuantía menor 
durarán en su encargo tres años y podrán ser 
ratificados por el Consejo de la Judicatura, al 
término de tal periodo previa aprobación de 
exámenes de actualización, de acuerdo con 
los mecanismos y demás requisitos que 
señale la ley, únicamente podrán ser 
suspendidos o destituidos en sus funciones 
conforme a la misma. Tendrán la competencia 
que les señale la Ley Orgánica del Poder 
Judicial y demás ordenamientos aplicables, 
ejerciendo su jurisdicción en el ámbito 
territorial que determine el Pleno del Tribunal. 
Artículo 104. Los jueces de cuantía menor 
deberán cumplir los requisitos establecidos en 
las fracciones I y V del artículo 91 de esta 
Constitución, tener cuando menos 25 años el 
día de su designación y poseer título 
profesional de licenciado en derecho, 
expedido por institución legalmente facultada 
para ello. 
Artículo 104 Bis. El proceso penal será 
acusatorio y oral. Se regirá por los principios 
de publicidad, contradicción, concentración, 
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conformidad con los procedimientos que 
marca la Ley, declara que ha lugar a 
proceder, el funcionario acusado quedará 
privado, desde luego, de su puesto, 
independientemente de cualquier 
responsabilidad legal en la que hubiere 
incurrido, procediéndose a hacer una 
nueva designación para cubrir la vacante. 
Artículo 100 Bis. Los Consejeros 
deberán reunir como requisitos:  
I. Ser hidalguense en pleno goce de sus 
derechos.  
II. Ser Licenciado en Derecho, con título 
legalmente expedido.  
III. Tener modo honesto de vivir.  
IV. No haber sido condenado por delitos 
dolosos o faltas graves administrativas. 
Artículo 100 Ter. El Consejo de la 
Judicatura funcionará en pleno y en 
comisiones y tendrá las siguientes 
facultades: 
I. Discutir, aprobar y modificar en su 
caso, el Proyecto de Presupuesto de 
Egresos que para el Ejercicio anual 
proponga el Presidente del Consejo, el 
que será sometido a la aprobación del 
Congreso; 
II. Nombrar, adscribir, ratificar y remover 
Jueces de Primera Instancia, de acuerdo 
a lo establecido en la Ley;  
III. Nombrar y remover, de conformidad 
con lo establecido en la Ley, a los 
funcionarios y empleados del Poder 
Judicial, con excepción de los del 
Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal 
de Justicia Administrativa y del Tribunal 
Electoral.  
IV. Determinar la creación de nuevos 

competente, al Magistrado que debe cubrir la 
vacante, en caso de declararse desierta la 
convocatoria, se procederá a emitir una nueva 
convocatoria, pudiendo participar aquellos 
aspirantes registrados dentro de la convocatoria 
previa.  
Se declarará desierta la convocatoria cuando:  
a) No se elija al Magistrado dentro del plazo 
señalado en la fracción anterior, o 
b) Después de tres votaciones ningún candidato 
alcance la mayoría requerida, debiendo mediar al 
menos cinco días naturales entre cada votación, 
pero siempre dentro del plazo anterior. 
El Congreso del Estado elige con libertad 
soberana a los magistrados, en igualdad de 
circunstancias, preferentemente entre aquellas 
personas que hayan prestado sus servicios con 
eficiencia y probidad en la administración de 
justicia o que lo merezca por su honorabilidad, 
competencia y antecedentes en otras ramas de la 
profesión jurídica. 
Los diputados emitirán su voto libre y secreto, en 
cualquier sentido de los que prevea la ley, sin que 
su voto esté condicionado por lo señalado en el 
párrafo anterior.  
En la designación de magistrados será obligatorio 
observar el principio de alternancia para la 
paridad de género. 
Artículo 61. Los magistrados del Supremo 
Tribunal de Justicia durarán en el ejercicio de su 
encargo doce años improrrogables, contados a 
partir de la fecha en que rindan protesta de ley. 
Los magistrados solo podrán ser removidos de 
sus cargos en los términos que establezcan esta 
Constitución y las leyes en materia de 
responsabilidad de los servidores públicos. 
Los magistrados del Supremo Tribunal de Justicia 
se retirarán de sus cargos en forma forzosa o 

continuidad e inmediación, así como los 
principios señalados en la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos y el 
Código Nacional de Procedimientos Penales. 
La imposición de las penas, su modificación y 
duración son propias y exclusivas del Poder 
Judicial del Estado. 
Los jueces ejecutores de sentencias durarán 
en su encargo seis años, podrán ser 
ratificados en los mismos términos que los 
demás jueces de primera instancia, y 
únicamente podrán ser suspendidos y 
destituidos en sus funciones conforme a la ley. 
Los jueces de ejecución de sentencias 
deberán reunir los mismos requisitos que la 
ley establece para los demás jueces de 
primera instancia. 
El juez de ejecución controlará y vigilará la 
exacta ejecución de la pena.  
La ley establecerá los medios necesarios para 
que se garantice la independencia de los 
órganos jurisdiccionales y la plena ejecución 
de sus resoluciones.  
El imputado, la víctima o el ofendido tendrán 
los derechos que consagra la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicano., la 
presente Constitución, el Código Penal del 
Estado de México y el Código Nacional de 
Procedimientos Penales. 
Artículo 105. Para efectos de la 
administración de justicia, el Estado de México 
se dividirá en distritos y regiones judiciales 
que establezca la Ley Orgánica del Poder 
Judicial. 

SECCIÓN SEGUNDA 
DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA DEL 

ESTADO DE MÉXICO 
Artículo 106. Para la investigación, 
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Juzgados.  
V. Implementar las medidas adecuadas 
para la formación de funcionarios y el 
desarrollo de la carrera judicial, con base 
en los principios de excelencia, 
objetividad, imparcialidad, 
profesionalismo e independencia.  
VI. Expedir los acuerdos generales para 
su adecuado funcionamiento. El Tribunal 
Superior de Justicia podrá solicitar al 
Consejo, que expida los acuerdos 
generales que considere necesarios, 
para el adecuado ejercicio de la función 
jurisdiccional, así como revisar y revocar 
los acuerdos del Consejo;  
VII. Conocer de las acusaciones o quejas 
que se presenten en contra de los 
funcionarios y empleados del Poder 
Judicial, con excepción de los 
Magistrados del Tribunal Superior de 
Justicia, del Tribunal de Justicia 
Administrativa y del Tribunal Electoral, 
haciendo la substanciación 
correspondiente, de acuerdo con el 
procedimiento que señale esta 
Constitución y las Leyes respectivas.  
VIII. Implementar el Sistema de Justicia 
Alternativa;  
IX. Las demás que señale la Ley. 

voluntaria.  
Son causas de retiro forzoso: 
I. Haber concluido el periodo por el que fue 
electo;  
II. Haber cumplido setenta años de edad;   
III. La incapacidad total permanente declarada por 
autoridad judicial o administrativa competente; o 
IV. No aprobar las evaluaciones de control de 
confianza.  
Las evaluaciones de control de confianza serán 
aplicables cada cuatro años a magistrados, 
mismas que se integrarán a su expediente laboral 
el cual será de carácter reservado.  
Artículo 63. Los jueces de primera instancia, 
menores y de paz, serán elegidos por el Consejo 
de la Judicatura, con base en los criterios, 
requisitos y procedimientos que establezca esta 
Constitución y la Ley Orgánica del Poder Judicial; 
el periodo de ejercicio judicial de un juez será de 
cuatro años, al vencimiento del cual podrá ser 
reelecto. Los jueces de primera instancia a fin de 
ser reelectos, deberán acreditar previamente la 
aprobación de las evaluaciones de control de 
confianza. 
Los jueces que sean reelectos por segunda 
ocasión, sólo podrán ser privados de su puesto 
en los términos establecidos por esta Constitución 
y las leyes secundarias en materia de 
responsabilidad de los servidores públicos. 
Durante su ejercicio, los jueces sólo podrán ser 
removidos o cambiados de adscripción por 
acuerdo del Consejo de la Judicatura dictado en 
los términos que establezca la ley. 
Las evaluaciones de control de confianza serán 
aplicables cada cuatro años a jueces, las que se 
integrarán a su expediente laboral el cual será de 
carácter reservado. Será causa de retiro forzoso 
el no acreditar las evaluaciones de control de 

sustanciación y resolución de los 
procedimientos de responsabilidad 
administrativa, el Consejo de la Judicatura 
deberá auxiliarse de un órgano interno de 
control, con la denominación y en los casos, 
términos y condiciones que señalen la Ley. 
Artículo 107. El Consejo de la Judicatura del 
Estado de México se integrará por: 
I. Un Presidente, que será el del Tribunal 
Superior de Justicia;  
II. Dos Magistrados del Pleno del Tribunal 
Superior de Justicia designados por el Pleno 
del Tribunal Superior de Justicia; 
III. . Dos jueces de primera instancia 
designados por el propio Pleno del Tribunal 
Superior de Justicia; 
IV. Un designado por el titular del Ejecutivo del 
Estado; y 
V.- Uno designado por la Legislatura del 
Estado. 
Las personas designadas por el Ejecutivo y la 
Legislatura deberán cumplir con los requisitos 
que para magistrado señale esta Constitución, 
salvo el de haber servido en el Poder Judicial 
del Estado. 
Los magistrados y los jueces designados por 
el Pleno del Tribunal Superior de Justicia 
deberán tener cuando menos cinco años en el 
cargo y cumplir con los requisitos que señale 
Ia Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado. 
Artículo 108. Salvo el Presidente del Consejo, 
los demás consejeros durarán en su cargo 
cinco años, serán sustituidos de manera 
escalonada, y no podrán ser nombrados para 
un nuevo período. 
Artículo 109. El Consejo funcionará en Pleno 
o en comisiones. El Pleno resolverá sobre la 
designación, adscripción y remoción de 
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confianza. 
En la designación de jueces de primera instancia, 
será obligatorio observar el principio de 
alternancia para la paridad de género. 
. 

magistrados y jueces, así como de los demás 
asuntos que la ley determine.  
El Consejo estará facultado para expedir 
acuerdos generales para el adecuado ejercicio 
de sus funciones, de conformidad con lo que 
establezca la ley.  
Las decisiones del Consejo serán definitivas e 
inatacables. 
Artículo 110. Los consejeros ejercerán su 
función con independencia e imparcialidad y, 
no representan a quien los designa. 
Artículo 111. El ejercicio del cargo de 
consejero es incompatible con cualquier 
comisión o empleo del Gobierno Federal, del 
Estado o de los municipios y de sus 
organismos auxiliares por el que se disfrute 
sueldo.  
Los miembros del Consejo de la Judicatura no 
desempeñarán la función jurisdiccional, con 
excepción del Presidente que integrará pleno. 

 
CONTINUACIÓN DE JALISCO: 
Artículo 64. La administración, vigilancia y disciplina del Poder Judicial, con excepción del Supremo Tribunal de Justicia, estarán a cargo del 
Consejo de la Judicatura en los términos que establezcan las leyes, con base en esta Constitución.  
El Consejo de la Judicatura estará integrado con cinco miembros, de los cuales uno será el Presidente del Supremo Tribunal de Justicia, quien lo 
presidirá, uno se elegirá de jueces de primera instancia que tengan más de tres años en el cargo y los otros tres serán de origen ciudadano que no 
hubieren desempeñado un cargo dentro de la carrera judicial durante los cuatro años anteriores. La elección será por cuando menos las dos 
terceras partes de los diputados presentes del Congreso del Estado, a propuesta de los grupos parlamentarios, previa convocatoria a la sociedad.  
Los consejeros deberán distinguirse por su capacidad, honestidad, honorabilidad en el ejercicio de las actividades jurídicas y reunir los requisitos 
exigidos para poder ser Magistrado del Supremo Tribunal de Justicia de la entidad. 
Salvo el Presidente del Consejo, los demás consejeros durarán en su encargo cuatro años, serán substituidos de manera escalonada y no podrán 
ser nombrados para un nuevo período. 
Los consejeros ejercerán sus funciones con independencia e imparcialidad, y sólo podrán ser removidos de su cargo en los términos establecidos 
por esta Constitución y las leyes secundarias, en materia de responsabilidad de los servidores públicos. 
El Consejo de la Judicatura deberá funcionar en pleno o en comisiones, sus resoluciones serán definitivas; las de las comisiones se someterán al 
pleno, si este tuviere observaciones las regresará a la comisión para que elabore una nueva resolución que deberá aprobarse por unanimidad para 
ser presentada al pleno, en caso de no haber observaciones o resueltas éstas, se procederá a su ejecución. La comisión respectiva elaborará y 
presentará la integración de las listas de candidatos que para la elección de magistrados prevé esta Constitución. Así mismo, resolverá sobre la 
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designación y remoción de los jueces de primera instancia, menores y de paz; y desarrollará el sistema de insaculación que prevea la Ley Orgánica 
del Poder Judicial para la elección de los jurados populares, que se enviarán al pleno, que podrá hacer observaciones en los términos anteriores. 
En la designación de los jueces se preferirá, en igualdad de circunstancias, a aquellas personas que hayan prestado sus servicios en el Poder 
Judicial del Estado. 
La ley establecerá las bases para la formación y actualización de los servidores públicos del Poder Judicial, así como la carrera judicial, la cual 
se regirá por los principios de independencia judicial, honestidad, diligencia, imparcialidad, honradez, veracidad, excelencia profesional, 
eficiencia, eficacia, honorabilidad, objetividad, legalidad, rectitud, lealtad, celeridad, probidad y competencia.  
El Consejo de la Judicatura estará facultado para determinar el número y competencia de los juzgados de primera instancia, menores y de paz, así 
como para expedir los acuerdos necesarios para el ejercicio adecuado de sus funciones, de conformidad con lo que establezca la ley. 
Las decisiones del Consejo de la Judicatura serán definitivas e inatacables 

CAPÍTULO III 
DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA 

Artículo 65. El Tribunal de Justicia Administrativa, es un organismo público autónomo, tendrá a su cargo dirimir las controversias de carácter 
administrativo que se susciten entre la administración pública local, municipal y de los organismos descentralizados de aquéllas con los 
particulares. Igualmente las que surjan  entre dos o más entidades públicas de las citadas en el presente artículo. 
El Tribunal de Justicia Administrativa resolverá además, los conflictos laborales que se susciten con sus propios trabajadores. 
Asimismo, será el órgano competente para imponer, en los términos que disponga la ley, las sanciones a los servidores públicos estatales y 
municipales por las responsabilidades administrativas que la ley determine como graves, y a los particulares que participen en actos vinculados 
con dichas responsabilidades; así como fincar a los responsables el pago de las indemnizaciones y sanciones pecuniarias que deriven de los 
daños y perjuicios que afecten a la hacienda pública estatal o municipal o al patrimonio de los poderes o entes públicos locales o municipales, 
en los casos que así lo determinen los ordenamientos jurídicos. 
Los procedimientos para la aplicación de las sanciones mencionadas anteriormente se desarrollarán autónomamente.  
En el cumplimiento de sus atribuciones, a los órganos responsables de la investigación y sanción de responsabilidades administrativas y hechos de 
corrupción no les serán oponibles las disposiciones dirigidas a proteger la secrecía de la información en materia fiscal, bursátil, fiduciaria o la 
relacionada con operaciones de depósito, administración, ahorro e inversión de recursos monetarios. La ley establecerá los procedimientos para que 
les sea entregada dicha información. 
El Tribunal de Justicia Administrativa contará con un sistema de evaluación de control de confianza el cual se regirá conforme a los 
lineamientos que establezca la ley.  
Las evaluaciones de control de confianza serán aplicables cada cuatro años a los magistrados y serán realizadas por el órgano de evaluación 
de conformidad en lo establecido en su ley orgánica. 
Artículo 66. Los magistrados del Tribunal de Justicia Administrativa durarán en su encargo doce años improrrogables, contados a partir de la 
fecha en que rindan protesta de ley. 
Los magistrados solo podrán ser removidos de sus cargos en los términos que establezcan esta Constitución, las leyes en materia de 
responsabilidad de los servidores públicos. 
Los magistrados del Tribunal de Justicia Administrativa se retirarán de sus cargos en forma forzosa o voluntaria. 
Son causas de retiro forzoso: 
I. Haber concluido el periodo por el que fue electo; 
II. Haber cumplido setenta años de edad;  
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III. La incapacidad total permanente declarada por autoridad judicial o administrativa competente; o  
IV. No aprobar las evaluaciones de control de confianza.  
Las evaluaciones de control de confianza, serán cada cuatro años mismas que se integrarán a su expediente laboral el cual será de carácter 
reservado.  
Los requisitos  para ser magistrado del Tribunal de Justicia Administrativa serán los mismos que esta Constitución establece para los 
magistrados del Supremo Tribunal de Justicia.  
Los Magistrados del Tribunal de Justicia Administrativa serán elegidos mediante el procedimiento de designación de los Magistrados del 
Supremo Tribunal de Justicia del Estado señalado en esta Constitución.  
En la designación de magistrados es obligatorio observar el principio de alternancia para la paridad de género. 
Artículo 67. El Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Jalisco se integrará por una Sala Superior conformada por tres magistrados; 
así como de salas unitarias, que tendrán la competencia que establezca la Ley. 
Para la elección del Magistrado que presidirá la Sala Superior del Tribunal de Justicia Administrativa, los integrantes de la misma realizarán una 
votación por cédula, secreta y en escrutinio público, en la primera sesión de cada año. El Magistrado que haya obtenido mayoría de votos, 
durará un año en su encargo y podrá ser reelecto por no más de dos periodos consecutivos. 
La Sala Superior del Tribunal de Justicia Administrativa elaborará el proyecto de presupuesto del Tribunal a propuesta de la Junta de 
Administración, en los términos establecidos en la Ley, que será remitido al titular del Poder Ejecutivo para su inclusión en la iniciativa de 
Presupuesto de Egresos del Estado. Una vez aprobado, será ejercido con plena autonomía de conformidad con la ley. 

CAPÍTULO IV 
Del Tribunal Electoral del Estado 

Artículo 68. El Tribunal Electoral es un organismo público autónomo, con personalidad jurídica y patrimonio propios, con autonomía técnica y 
de gestión en su funcionamiento e independiente en sus decisiones, y que se rige bajo los principios de certeza, imparcialidad, objetividad, 
legalidad y probidad. Tendrá a su cargo la función jurisdiccional local en materia electoral y de participación ciudadana. 
En materia electoral la interposición de los recursos no producirá en ningún caso efectos suspensivos del acto o resolución impugnado. 
Artículo 69. Los magistrados electorales serán electos por la Cámara de Senadores en los términos dispuestos en el ordinal 5° del inciso c) de 
la fracción IV del artículo 116 de la Constitución federal, y por lo establecido en la ley general en la materia. 
Los magistrados electorales durarán en el cargo siete años; se renovarán de forma escalonada y no podrán ser reelectos. Percibirán una 
remuneración igual a la prevista para los magistrados del Poder Judicial del Estado. Las normas relativas a los requisitos que deberán cumplir 
los designados, la forma para cubrir las vacantes, remoción, el régimen de responsabilidades, impedimentos y excusas serán los establecidos 
en la ley general en la materia. 
Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior, la legislación local establecerá las demás normas aplicables. 
A la iniciativa de Presupuesto de Egresos del Estado de Jalisco, se deberá adjuntar el proyecto de presupuesto elaborado por el Tribunal 
Electoral del Estado. 
Artículo 71. El Tribunal Electoral se integrará por tres magistrados, de entre los cuales será electo, por ellos mismos, su Presidente. 
Las sesiones de resolución serán públicas.  

CAPÍTULO V 
DEL TRIBUNAL DE ARBITRAJE Y ESCALAFÓN 

Artículo 72. Corresponde al Tribunal de Arbitraje y Escalafón conocer de las controversias que se susciten entre el Estado, los municipios, los 
organismos descentralizados y empresas de participación mayoritaria de ambos, con sus servidores, con motivo de las relaciones de trabajo y 
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se regirán por la Ley para los Servidores Públicos del Estado de Jalisco y sus Municipios, por todas las demás leyes y reglamentos de la 
materia, con excepción de las controversias relativas a las relaciones de trabajo de los servidores públicos integrantes del Poder Judicial del 
Estado, del Tribunal Electoral, del Tribunal de Justicia Administrativa y del Instituto Electoral del Estado. 
La Ley para los Servidores Públicos del Estado de Jalisco y sus Municipios, establecerá las normas para su organización y funcionamiento, así 
como los requisitos que deban tener los servidores públicos que presten sus servicios en dicho Tribunal. 

 

MICHOACÁN MORELOS NAYARIT 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO 
LIBRE Y SOBERANO DE MICHOACÁN 

DE OCAMPO16 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL 
ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE 

MORELOS17 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO LIBRE Y 
SOBERANO DE NAYARIT18 

TITULO TERCERO 
CAPITULO IV 

Del Poder Judicial 
Artículo 67. Se deposita el ejercicio del 
Poder Judicial del Estado en el Supremo 
Tribunal de Justicia, en el Consejo del 
Poder Judicial, en los juzgados de primera 
instancia, en los menores de materia civil, 
en los comunales, en los de justicia penal 
para adolescentes y en los de ejecución de 
sanciones penales. 
La administración, vigilancia y disciplina del 
Poder Judicial del Estado está a cargo del 
Consejo del Poder Judicial, que posee 
autonomía técnica y de gestión; siendo su 
contraloría interna su órgano de control, 
cuyo titular será ratificado por las dos 
terceras partes de los diputados presentes, 
teniendo a su cargo con autonomía técnica 

TITULO QUINTO  
DEL PODER JUDICIAL  

CAPITULO I DISPOSICIONES 
PRELIMINARES 

ARTÍCULO *86.- El ejercicio del Poder 
Judicial del Estado se deposita en el 
Tribunal Superior de Justicia, el cual 
funcionará en Pleno y Salas Colegiadas; 
en un Tribunal Unitario de Justicia Penal 
para Adolescentes y en un Tribunal 
Laboral; así como los juzgados de 
primera instancia, juzgados menores y 
especializados, organizados de acuerdo 
con su competencia establecida en las 
leyes. La vigilancia y disciplina del Poder 
Judicial, con excepción del Pleno del 
Tribunal Superior de Justicia, de los 
Magistrados del Tribunal Laboral y el 
Tribunal Unitario de Justicia Penal para 

TITULO QUINTO 
CAPITULO I 

DEL PODER JUDICIAL 
ARTÍCULO 81.- El ejercicio de la función 
jurisdiccional corresponde al Poder Judicial, en el 
ámbito de su competencia y se deposita en el 
Tribunal Superior de Justicia y en los Juzgados que 
la ley determine. 
El Tribunal Superior de Justicia, se integrará por 
trece Magistrados Numerarios y funcionará en Pleno 
o en Salas, Colegiadas o Unitarias. Se podrán 
nombrar hasta tres Magistrados Supernumerarios y 
durarán en su cargo 5 años. 
La ley establecerá los términos y condiciones para la 
solución de conflictos mediante procedimientos 
alternativos de justicia y juicios orales. Las 
autoridades están obligadas al estricto cumplimiento 
de las sentencias y resoluciones emitidas por el 
Poder Judicial, así como a prestar el auxilio que 

 
16Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Michoacán de Ocampo, Trabajo Legislativo, Marco Jurídico, LXXIV Legislatura, Congreso del Estado de 

Michoacán de Ocampo, Disponible en: http://congresomich.gob.mx/file/CONSTITUCI%C3%93N-POL%C3%8DTICA-DEL-ESTADO-LIBRE-Y-

SOBERANO-DE-MICHOAC%C3%81N-REF-22-MARZO-2019.pdf [22/01/2020] 
17 Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, Consejería Jurídica, Morelos 2018-2024, Disponible en: 

http://marcojuridico.morelos.gob.mx/archivos/constitucion/pdf/CONSTMOR.pdf [27/01/2020] 
18 Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Nayarit, Compilación Legislativa, Poder Legislativo Nayarit XXXII Legislatura, Disponible en: 

http://www.congresonayarit.mx/media/2962/constitucion.pdf [27/01/2020] 
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y de gestión, la fiscalización de los ingresos 
y egresos de este Poder. El Contralor 
durará en su encargo cinco años, no podrá 
ser reelecto. Y podrá ser removido en los 
términos y por las causas previstas en la 
Constitución y en la normatividad de la 
materia. 
El Consejo del Poder Judicial se integra 
con cinco miembros, de los cuales uno es 
el Presidente del Supremo Tribunal de 
Justicia, quien lo preside; uno electo por el 
Congreso del Estado; uno designado por el 
Gobernador del Estado, un Magistrado y un 
Juez de Primera Instancia, ambos electos 
por sus pares, en los términos que fije la 
Ley Orgánica. 
Los Consejeros no representan a quienes 
los eligen o designen, por lo que ejercen su 
función con independencia e imparcialidad. 
Su encargo será por cinco años, con 
excepción del Presidente. Los requisitos y 
condiciones para ser Consejero son los 
mismos que para ser Magistrado del 
Supremo Tribunal de Justicia. 
El Consejo del Poder Judicial funciona en 
Pleno o en comisiones. El Pleno resuelve 
sobre la designación, adscripción y 
remoción de jueces, emitirá su reglamento 
interior, los acuerdos y resoluciones para el 
cumplimiento de sus funciones. Cuenta con 
comisiones permanentes y transitorias. Las 
comisiones permanentes son: 
administración, carrera judicial y vigilancia 
y disciplina. 
Se establece la Carrera Judicial, a cargo 
del Consejo del Poder Judicial, en los 
términos que señale la Ley Orgánica. 
Artículo 69. La elección de los 

Adolescentes, estarán a cargo de la Junta 
de Administración, Vigilancia y Disciplina 
del Poder Judicial, a quien le 
corresponderá también la administración 
de dicho Poder en general, en los 
términos que establezcan las leyes. 
Los órganos jurisdiccionales aplicarán las 
leyes federales, tratándose de jurisdicción 
concurrente. El Poder Judicial contará 
con jueces de control que tendrán las 
atribuciones que la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, el 
Código Nacional de Procedimientos 
Penales, esta Constitución y las demás 
leyes aplicables les confieran. Las leyes 
determinarán los procedimientos que 
habrán de seguirse para sustanciar los 
juicios y todos los actos en que 
intervenga el Poder Judicial. 
ARTICULO *87.- La Ley establecerá y 
organizará los Tribunales, garantizará la 
independencia de Magistrados y Jueces 
en el ejercicio de sus funciones, 
determinará sus atribuciones y marcará 
los procedimientos a que deberán 
sujetarse para ejercitarlas. Los 
nombramientos de los Magistrados y 
Jueces, serán hechos preferentemente 
entre aquéllas personas que hayan 
prestado sus servicios con eficiencia y 
probidad en la administración de justicia o 
que lo merezcan por su honorabilidad, 
competencia y antecedentes en otras 
ramas de la profesión jurídica. La Ley 
Orgánica del Poder Judicial establecerá 
las bases para la distribución interna 
entre los Tribunales que conforman al 
Poder Judicial, respecto del presupuesto 

resulte necesario para el desarrollo de la función 
jurisdiccional. El incumplimiento de las resoluciones 
judiciales por parte de las autoridades será 
sancionado de conformidad con lo que establezca la 
ley. En los términos en que la ley disponga, las 
sesiones del Pleno y de las Salas serán públicas, y 
por excepción secretas en los casos en que así lo 
exijan la moral o el interés público. Es facultad del 
Pleno del Tribunal Superior de Justicia, emitir los 
acuerdos generales necesarios para el mejor y 
pronto despacho de los asuntos. La remuneración 
que perciban por sus servicios los Magistrados del 
Tribunal Superior de Justicia, los Consejeros de la 
Judicatura y Jueces no podrá ser disminuida durante 
su encargo. 
Los Magistrados Numerarios del Tribunal Superior 
de Justicia durarán en su encargo diez años, podrán 
ser ratificados por una sola vez y por el mismo 
período, salvo que por edad aplique la causa de 
retiro forzoso. Durante el desempeño de sus 
funciones sólo podrán ser removidos del cargo en 
los términos del Título Octavo de esta Constitución y 
las leyes aplicables. Tres meses antes de que 
concluya el periodo para el que fue nombrado un 
Magistrado, en los términos que disponga la ley, el 
Congreso del Estado, previa opinión del Gobernador 
y del Consejo de la Judicatura, deberá iniciar un 
procedimiento de evaluación. Al efecto resolverá en 
definitiva, oyendo al magistrado, fundando y 
motivando su resolución, la que se dictará a más 
tardar treinta días antes de que concluya el periodo 
respectivo. Si el Congreso del Estado resuelve la no 
ratificación, el Magistrado cesará en sus funciones a 
la conclusión del periodo para el que fue designado, 
teniendo derecho a un haber por retiro en los 
términos que señale la Ley Orgánica del Poder 
Judicial; y se procederá a realizar un nuevo 
nombramiento en los términos del artículo 83 de 
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magistrados y jueces integrantes del Poder 
Judicial, será hecha preferentemente entre 
aquellas personas que hayan prestado sus 
servicios con eficiencia y probidad en el 
Poder Judicial del Estado o que lo 
merezcan por su honorabilidad, 
competencia y antecedentes en la 
profesión jurídica.  
La Ley Orgánica establecerá los criterios y 
procedimientos mediante los cuales el 
Consejo del Poder Judicial realizará la 
evaluación de los aspirantes, bajo el criterio 
de igualdad de oportunidades.  
Los magistrados y jueces percibirán una 
remuneración adecuada e irrenunciable, la 
cual no podrá ser disminuida durante su 
encargo. 

SECCION I 
De la Integración y Funcionamiento del 

Supremo Tribunal 
Artículo 70. La facultad de aplicar e 
interpretar las leyes reside exclusivamente 
en el Poder Judicial, en el Tribunal 
Electoral y en el Tribunal de Justicia 
Administrativa, en el ámbito de su 
competencia y ninguna otra autoridad 
podrá avocarse al conocimiento de causas 
pendientes, ni mandar abrir los juicios 
fenecidos. 
Artículo 72. Son auxiliares de los órganos 
encargados de administrar justicia: 
I. La Secretaría de Seguridad Pública del 
Estado;  
II. El Registro Civil;  
III. El Registro Público de la Propiedad 
Raíz en el Estado;  
IV. Los consejos tutelares;  
V. Los médicos legistas;  

de egresos que anualmente reciba dicho 
Poder. 
ARTICULO *88.- Los Magistrados de los 
Tribunales del Estado, los Jueces y los 
respectivos Secretarios, no podrán 
desempeñar empleo o cargo de la 
Federación, del Estado, de los Municipios 
ni de particulares, por el que reciban 
alguna remuneración, a no ser que sean 
de docencia o de beneficencia y que no 
les impidan el expedito ejercicio de sus 
funciones. La infracción de esta 
disposición será castigada con la pérdida 
del cargo. 

CAPITULO II  
DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE 

JUSTICIA 
ARTICULO *89.- El Tribunal Superior de 
Justicia del Estado se compondrá de los 
Magistrados que se requieran para la 
integración de las salas que lo conformen. 
Los magistrados serán designados por el 
Pleno del Congreso del Estado a 
propuesta del órgano político del 
Congreso, el cual emitirá la convocatoria 
pública para designarlos, conforme a lo 
establecido en esta Constitución y la Ley 
Orgánica para el Congreso del Estado. 
Los Magistrados del Tribunal Superior de 
Justicia, rendirán su protesta ante el 
Pleno del Congreso, durarán en su cargo 
catorce años contados a partir de la fecha 
en que rindan la protesta constitucional y 
sólo podrán ser privados del cargo en los 
términos que establece esta Constitución 
y las leyes en materia de responsabilidad 
de los servidores públicos.  
El Presidente del Tribunal Superior de 

esta Constitución. En caso de que el Congreso del 
Estado, omita resolver sobre la ratificación de un 
Magistrado expresada en los términos antes 
señalados, el Magistrado se considerará ratificado al 
cumplirse el periodo para el cual fue nombrado. 
Los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia, 
sólo podrán ser privados de sus cargos conforme a 
las causas y con sujeción a los procedimientos 
previstos en esta Constitución. Los Magistrados y 
Jueces se retirarán de sus cargos en forma forzosa 
o voluntaria. Es causa de retiro forzoso:  
I.- Padecer incapacidad física o mental declarada 
legalmente, incluso cuando ésta fuese parcial o 
transitoria, y siempre que impida el ejercicio de su 
función.  
II.- Al cumplir setenta años de edad. La Ley 
Orgánica del Poder Judicial fijará las causas del 
retiro voluntario, y los beneficios que tendrá el 
Magistrado o Juez que se retire forzosa o 
voluntariamente. 
El Poder Judicial del Estado gozará de autonomía 
presupuestal. El presupuesto que le sea asignado 
deberá ser suficiente para el cumplimiento de sus 
funciones y no podrá ser inferior al del año fiscal 
anterior, considerando las ampliaciones 
presupuestales y el índice inflacionario que 
establezca el Banco de México. 
El proyecto de presupuesto que remita el Poder 
Judicial al Gobernador, no podrá ser modificado por 
éste en la iniciativa que presente a la consideración 
del Congreso del Estado. 
ARTÍCULO 82.- El Poder Judicial, tendrá 
competencia en los siguientes asuntos:  
I.- Garantizar la supremacía y tutela de la presente 
Constitución, interpretarla y anular actos, leyes o 
normas contrarias a ella;  
II.- Garantizar y proteger los derechos 
fundamentales previstos en esta Constitución; 
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VI. Los intérpretes y peritos;  
VII. Los síndicos e interventores de 
concursos, quiebras y suspensión de 
pagos;  
VIIII. (sic) Los albaceas, interventores, 
depositarios, tutores, curadores y notarios, 
en las funciones que les encomienden las 
leyes correspondientes;  
IX. Los cuerpos policíacos del Estado y de 
los municipios; y 
X. Los auxiliares de vigilancia comunitaria 
en aquellos distritos jurisdiccionales con 
presencia de comunidades indígenas; 
XI. Los traductores intérpretes en lenguas, 
culturas y sistemas normativos indígenas; 
y, 
XII. Los demás a quienes las leyes les 
confieran este carácter. 
Los auxiliares estarán obligados a 
desempeñar las funciones que les 
encomienden los órganos de la 
administración de justicia, y sus superiores 
tendrán el deber de facilitarles el ejercicio 
de las mismas. 
Artículo 73. El Supremo Tribunal de 
Justicia estará integrado por un número no 
menor de diecinueve magistrados y 
funcionará en Pleno o en Salas, en los 
términos que disponga la Ley Orgánica. 
Los magistrados Presidente y Consejero no 
integrarán sala. 
Artículo 74. La Ley Orgánica fijará el 
número de magistrados y distribuirá las 
competencias señalando las atribuciones 
que correspondan al Pleno, al Presidente y 
a las Salas, y, determinará la integración y 
regionalización de éstas en caso de ser 
necesaria. 

Justicia durará en su encargo dos años, 
pudiendo ser reelecto sólo por un período 
más, sin posibilidad de volver a ocupar 
ese cargo.  
Las funciones de los Magistrados del 
Poder Judicial se regirán por los 
principios de excelencia, objetividad, 
imparcialidad, profesionalismo, 
honestidad, independencia, transparencia 
y rendición de cuentas. Ninguna que 
persona que haya sido nombrada 
magistrado del Tribunal Superior de 
Justicia podrá volver a ocupar dicho 
cargo.  
En ningún caso y por ningún motivo, los 
Magistrados que hubieran ejercido el 
cargo, podrán rebasar catorce años en el 
cargo. Al término de los catorce años, los 
Magistrados tendrán derecho a un haber 
por retiro, conforme lo establezca la Ley 
en la materia.  
El Congreso del Estado conforme a sus 
facultades, decide sobre la designación 
de los magistrados, mediante el voto 
aprobatorio de las dos terceras partes de 
los diputados integrantes de la 
Legislatura. El retiro forzoso de los 
Magistrados se producirá al cumplir 
setenta años de edad o por sobrevenir 
incapacidad física o mental que 
imposibilite el desempeño del cargo o de 
manera voluntaria. Tendrán derecho a un 
haber por retiro en forma proporcional al 
tiempo en que ejercieron sus funciones 
en los términos de ley. Así mismo, la Ley 
en la materia, preverá la forma y 
proporción en que se otorgará el haber 
por retiro y la existencia de un mecanismo 

III.- Resolver las controversias del orden civil, 
familiar, penal, laboral de su competencia, de 
adolescentes del fuero común, y mercantil en 
jurisdicción concurrente; 
IV.- DEROGADA 
V.- Los demás que con base en la Constitución 
Federal, esta Constitución y demás leyes, se le 
confieran. 
ARTÍCULO 83.- Para ser designado Magistrado del 
Tribunal Superior de Justicia, se necesita:  
I.- Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en pleno 
ejercicio de sus derechos políticos y civiles;  
II.- Tener cuando menos treinta y cinco años 
cumplidos al día de la designación;  
III.- Poseer al día de la designación, con antigüedad 
mínima de diez años, título profesional de 
Licenciado en Derecho, expedido por autoridad o 
institución legalmente autorizada para ello;  
IV.- Gozar de buena reputación y no haber sido 
condenado por delito que amerite pena corporal de 
más de un año de prisión; pero si se tratare de robo, 
fraude, falsificación, abuso de confianza u otro que 
lastime seriamente la buena fama en el concepto 
público, inhabilitará para el cargo, cualquiera que 
haya sido la pena;  
V.- Haber residido en el país durante los dos años 
anteriores al día de la designación; y  
VI.- No haber sido Secretario del Despacho del 
Poder Ejecutivo, Fiscal General o Diputado local, 
durante el año previo al día de la designación. Para 
la designación de los Magistrados del Tribunal 
Superior de Justicia, el Gobernador someterá una 
terna a consideración del Congreso, quien previa 
comparecencia de las personas propuestas elegirá 
al Magistrado que deba cubrir la vacante. La 
elección se hará por el voto de las dos terceras 
partes de los diputados presentes en la sesión, 
dentro del improrrogable término de treinta días. Si 
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Artículo 75. En caso de que se declaren 
desaparecidos los Poderes del Estado, el 
Consejo del Poder Judicial propondrá al 
Congreso del Estado, la designación de los 
magistrados del Supremo Tribunal de 
Justicia. 
Artículo 76. Para ser electo Magistrado del 
Supremo Tribunal de Justicia del Estado, 
se requiere: 
I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento, 
y michoacano, en pleno ejercicio de sus 
derechos políticos y civiles;  
II. No tener más de sesenta y cinco años 
de edad, ni menos de treinta y cinco, al día 
de la elección;  
III. Tener al día de la elección, título 
profesional de licenciado en derecho con 
antigüedad mínima de diez años, expedido 
por la Universidad Michoacana de San 
Nicolás de Hidalgo o por autoridad o 
institución legalmente facultada para ello;  
IV. Gozar de buena reputación y no haber 
sido sentenciado por delito doloso;  
V. Haber residido en Michoacán durante 
los dos años anteriores al día de la 
elección; y, 
VI. No haber ocupado el cargo de titular de 
las dependencias básicas de la 
Administración Pública Centralizada o su 
equivalente, Fiscal General del Estado, o 
Diputado Local, durante el año previo al día 
de la elección. 
Artículo 77. Los Magistrados ejercerán un 
periodo constitucional de cinco años y 
podrán ser reelectos hasta en dos 
ocasiones. Al término del periodo cesarán 
en sus funciones. El Congreso del Estado 
podrá privarlos de su encargo en cualquier 

para generar los recursos para el pago 
del mismo a partir de la suficiencia 
presupuestal del Poder Judicial, evitando 
que su pago repercuta como un gasto 
excesivo a cargo del Presupuesto de 
dicho Poder. 
ARTICULO *90.- Para ser Magistrado del 
Tribunal Superior de Justicia se requiere: 
I.- Ser ciudadano mexicano por 
nacimiento, de preferencia morelense, y 
estar en pleno ejercicio de sus derechos 
políticos y civiles;  
II.- Haber residido en el Estado durante 
los últimos 10 años, salvo el caso de 
ausencia por un tiempo máximo de seis 
meses, motivado por el desempeño del 
servicio público;  
III.- Poseer al momento de su 
designación, con antigüedad mínima de 
diez años el título y la cédula profesional 
de licenciado en derecho, expedido por la 
autoridad o institución legalmente 
facultada para ello:  
IV.- No tener más de sesenta y cinco 
años de edad, ni menos de treinta y 
cinco, el día de la designación;  
V.- Tener cinco años de ejercicio 
profesional por lo menos, o tres si se ha 
dedicado a la judicatura;  
VI.- Ser de reconocida honorabilidad y no 
haber sido condenado por delito 
intencional que merezca pena corporal de 
más de un año de prisión, o destituido o 
suspendido de empleo, si se trata de 
juicio de responsabilidad; pero si se trata 
de robo, fraude, falsificación, abuso de 
confianza u otro que afecte seriamente la 
buena fama en el concepto público, 

el Congreso no resolviere dentro de ese plazo, 
ocupará el cargo de Magistrado la persona que, 
dentro de dicha terna, designe el Gobernador. Si la 
Legislatura rechaza la totalidad de la terna 
propuesta, el Gobernador someterá a su 
consideración una nueva, en los términos del párrafo 
anterior. Si esta segunda tampoco es aceptada, 
ocupará el cargo la persona que dentro de esa terna 
designe el Gobernador. 
ARTÍCULO 84.- Los Magistrados del Tribunal 
Superior de Justicia son inviolables por las opiniones 
que emitan en el desempeño de sus cargos, y jamás 
podrán ser reconvenidos por ellas. 
Los titulares de los Juzgados deberán satisfacer los 
requisitos que exija la ley; durarán en su encargo 
seis años, a cuyo vencimiento podrán ser ratificados, 
previa evaluación, en los términos que fije la ley, y si 
lo fueren, sólo podrán ser removidos de sus puestos 
en los casos y conforme a los procedimientos que 
establezca la ley. 
El nombramiento, adscripción, readscripción y 
remoción de jueces se hará atendiendo a los 
principios de especialización, idoneidad, experiencia, 
honorabilidad, equidad de género y no 
discriminación; con base a méritos y criterios 
objetivos y mediante los requisitos y procedimientos 
que para efecto establezca la Ley Orgánica del 
Poder Judicial para el Estado de Nayarit. Las 
decisiones del Consejo de la Judicatura dictadas en 
esa materia, podrán ser impugnadas ante el Pleno 
del Tribunal, el cual resolverá de manera definitiva e 
inatacable sin que proceda juicio o recurso alguno 
en contra de las mismas. 
ARTÍCULO 85.- La planeación del desarrollo 
institucional, evaluación, administración, vigilancia, 
disciplina y carrera judicial, del Poder Judicial, estará 
a cargo del Consejo de la Judicatura en los términos 
que señale la ley, conforme a las siguientes bases: 
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tiempo, cuando incurran en falta de 
probidad u honradez, mala conducta, 
negligencia en el desempeño de sus 
labores o cuando acepten desempeñar otro 
empleo o cargo de la Federación, Estados, 
Municipios o particulares, salvo las 
actividades no remuneradas de la 
academia, docencia, investigación o de 
beneficencia y en los términos del Título 
Cuarto de esta Constitución y la Ley de 
Responsabilidades de los Servidores 
Públicos del Estado. 
Artículo 78. Es causa de retiro forzoso 
para el magistrado cuando: 
I. Cumpla setenta años de edad;  
II. Padezca incapacidad física o mental 
permanente para el desempeño de su 
encargo; o,  
III. Cumpla quince años de servicio en el 
cargo de magistrado.  
El Magistrado cuyo retiro forzoso haya sido 
aprobado, tendrá derecho a un haber de 
retiro, en los términos que disponga la Ley 
Orgánica. 
Artículo 79. La elección, reelección o 
privación del encargo de Magistrado del 
Supremo Tribunal de Justicia, se hará por 
el Congreso del Estado mediante el voto de 
las dos terceras partes de los diputados 
presentes, a propuesta del Consejo del 
Poder Judicial.  
Para la elección de los magistrados, el 
Consejo del Poder Judicial, en los términos 
que disponga la Ley Orgánica, integrará y 
enviará al Congreso del Estado, la lista de 
los aspirantes inscritos.  
El Consejo del Poder Judicial, noventa días 
naturales anteriores a la fecha en que 

inhabilitará para el cargo cualquiera que 
haya sido la pena;  
VII.- Cumplir con los requisitos, criterios, 
procedimientos, e indicadores de gestión 
y aprobar la evaluación que en su caso se 
realice. Los nombramientos de los 
Magistrados deberán recaer 
preferentemente entre aquéllas personas 
que hayan servido con eficiencia, 
capacidad y probidad en la impartición de 
justicia o que se hayan distinguido por su 
honorabilidad, competencia y 
antecedentes profesionales en el ejercicio 
de la actividad jurídica, plenamente 
acreditados, procurando alcanzar una 
efectiva paridad de género en las 
designaciones, y  
VIII.- No podrán ser Magistrados las 
personas que hayan ocupado el cargo de 
Secretario de Despacho del Poder 
Ejecutivo, Fiscal General del Estado o 
Diputado Local, durante el año previo al 
día de su designación. 
ARTICULO *91.- Los Magistrados 
integrarán el pleno del Tribunal Superior 
de Justicia. El pleno del Tribunal Superior 
de Justicia estará facultado para expedir 
acuerdos generales tendientes a lograr 
una adecuada distribución entre las salas 
de los asuntos de la competencia del 
propio Tribunal. En caso de excusa, 
recusación y ausencias hasta treinta días 
de los Magistrados se estará a lo 
dispuesto por la Ley. 
ARTICULO *92.- DEROGADO. 
ARTICULO *92-A.- La Junta de 
Administración, Vigilancia y Disciplina del 
Poder Judicial es un órgano 

1.- Establecerá las bases para el desarrollo de la 
carrera judicial a través de la fijación del catálogo de 
puestos, los procedimientos para el ingreso, 
permanencia y ascenso de los servidores públicos 
del Poder Judicial, así como su capacitación, 
especialización y actualización; la cual se regirá por 
los principios de excelencia, objetividad, 
imparcialidad, rectitud, probidad, profesionalismo e 
independencia.  
2.- Determinará el número, división, especialización 
por materia y competencia territorial de los Juzgados 
que la ley establezca.  
3.- Resolverá de manera definitiva e inatacable los 
conflictos entre el Poder Judicial y sus servidores, en 
los términos que disponga la ley.  
4.- Podrá expedir acuerdos para el adecuado 
ejercicio de sus funciones, de conformidad con lo 
que establezca la Ley Orgánica del Poder Judicial. 
5.- El Consejo de la Judicatura se integrará por cinco 
miembros, de los cuales, uno será el Presidente del 
Tribunal Superior de Justicia quien a su vez lo será 
del Consejo; un Magistrado electo por el Pleno del 
Tribunal Superior de Justicia, quien durará en su 
encargo dos años con posibilidad de relección hasta 
en una ocasión; un Juez de Primera Instancia electo 
por el Consejo de la Judicatura por un periodo de 
cuatro años, mediante procedimiento de 
insaculación y en sesión pública, de entre quienes 
se registren en la convocatoria; un Consejero 
nombrado por el Congreso del Estado a propuesta 
de la Comisión de Gobierno, mediante el voto de las 
dos terceras partes de los diputados presentes en la 
sesión; y un Consejero designado por el titular del 
Poder Ejecutivo Estatal. El procedimiento para la 
designación de los Consejeros mediante 
insaculación deberá atender en todo momento los 
principios de transparencia y máxima publicidad. 
Asimismo, contará con un Secretario Ejecutivo que 
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concluya el primero y en su caso, el 
segundo de los ejercicios constitucionales 
de los magistrados, presentará al Congreso 
del Estado, dictamen de evaluación del 
desempeño ético y profesional del 
Magistrado, para que determine si debe o 
no ser reelecto. 
Si el Consejo del Poder Judicial advierte, 
derivado de la evaluación permanente, que 
algún Magistrado ha incurrido en causales 
de responsabilidad, en los términos 
dispuestos por esta Constitución y la ley, 
deberá, seguido el procedimiento, aplicar la 
sanción correspondiente. En el caso de 
que ésta deba ser la privación del encargo 
o en su caso, la inhabilitación, deberá 
comunicarlo al Congreso del Estado, para 
que resuelva. 
Artículo 80. Cada Magistrado del Supremo 
Tribunal, al entrar a ejercer su encargo, 
protestará ante el Congreso del Estado, en 
la forma siguiente: 
Presidente: ¿Protesta desempeñar leal y 
patrióticamente el cargo de Magistrado del 
Supremo Tribunal de Justicia del Estado de 
Michoacán de Ocampo, que se le ha 
conferido, y guardar y hacer guardar la 
Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, la Constitución Política del 
Estado Libre y Soberano de Michoacán de 
Ocampo y las leyes que de ellas emanen, 
mirando en todo por el bien y prosperidad 
de la Nación y del Estado? >> 
Magistrado: < Sí, protesto 
Presidente: < Si no lo hace así, la Nación y 
el Estado se lo demanden>> 

SECCION II 
De los Juzgados de Primera Instancia 

administrativo que se integrará por el 
Presidente en funciones del Tribunal 
Superior de Justicia, quien también lo 
será de dicha Junta; así como por un 
Magistrado y un Juez de Primera 
Instancia, estos últimos designados por el 
Pleno del Tribunal a propuesta de las 
respectivas ternas enviadas por el 
Presidente del mismo. 
Para la elección de los integrantes de la 
Junta de Administración, Vigilancia y 
Disciplina deberá considerarse a 
funcionarios que se hayan distinguido por 
su capacidad profesional y administrativa, 
honestidad y honorabilidad en el ejercicio 
de sus actividades. Los integrantes de la 
Junta de Administración, Vigilancia y 
Disciplina durarán cuatro años en el 
cargo, con excepción de su Presidente. 
Ninguno podrá ser designado para un 
nuevo periodo. Asimismo, serán sujetos 
de responsabilidad en términos de la Ley. 
La Junta de Administración, Vigilancia y 
Disciplina gozará de independencia de 
gestión y técnica, así como para emitir 
sus resoluciones, a las cuales deberá dar 
publicidad y transparencia en los términos 
de la ley. La integración y facultades de la 
Junta de Administración, Vigilancia y 
Disciplina se regirán por las disposiciones 
de la ley orgánica del Poder Judicial, de 
igual forma lo harán las bases para la 
formación y actualización de funcionarios, 
así como para el desarrollo de la carrera 
judicial, la cual se ajustará a los principios 
de excelencia, objetividad, imparcialidad, 
profesionalismo, independencia, 
transparencia y rendición de cuentas.  

será la instancia de coordinación de los órganos 
internos. Será nombrado por el propio Consejo para 
un periodo de cinco años, de entre el personal de 
carrera judicial, quien tendrá voz, pero no voto y 
percibirá una remuneración adecuada al ejercicio del 
cargo. Los Consejeros nombrados por los Poderes 
Legislativo y Ejecutivo, deberán reunir los mismos 
requisitos que para ser Magistrado, durarán en el 
cargo el tiempo que se encuentre en funciones la 
Legislatura o el Poder Ejecutivo que los designó y 
percibirán una remuneración igual a la de un Juez. A 
excepción de los Magistrados, el resto de 
Consejeros no podrán ser reelectos. El Presidente 
tendrá la facultad de convocar a las sesiones 
ordinarias o extraordinarias del Consejo; en caso de 
omisión, por acuerdo de la mayoría de los 
Consejeros se podrá realizar la convocatoria 
correspondiente. 
Las decisiones del Consejo se tomarán por mayoría 
de votos o unanimidad, en caso de empate el 
presidente tendrá voto de calidad. Toda obstrucción 
para el adecuado ejercicio del cargo de los 
Consejeros, será materia de responsabilidad en 
términos de ley. 6.- En el ejercicio de las facultades 
a que se refiere el presente artículo, el Consejo de la 
Judicatura funcionará en Pleno o en Comisiones. 
El Pleno resolverá sobre la designación, adscripción, 
ratificación y remoción del personal jurisdiccional, 
así como de los demás asuntos que la Ley 
determine. 
7.- El Consejo Consultivo se integrará por cinco 
consejeros abogados de reconocido prestigio en el 
Estado, con carácter honorario, designados por el 
Tribunal Superior de Justicia y funcionará según lo 
disponga la ley. 
ARTÍCULO 86.- El Tribunal Superior de justicia cada 
año designará uno de sus miembros como 
Presidente, quien podrá ser reelecto hasta por tres 
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Artículo 84. El Supremo Tribunal de 
Justicia nombrará cada tres años a su 
Presidente, dentro de los quince días 
siguientes a que concluya tal periodo, el 
que no podrá ser reelecto para el periodo 
inmediato posterior.  
El Presidente del Supremo Tribunal de 
Justicia rendirá ante y en nombre del Pleno 
y del Consejo del Poder Judicial, el tercer 
jueves del mes de febrero de cada año, 
informe del estado que guarde la 
administración de justicia. A este acto 
asistirán el Gobernador del Estado y los 
diputados al Congreso del Estado. 
Artículo 85. El Presidente del Supremo 
Tribunal será responsable de la buena 
marcha de la administración de justicia; 
tendrá la representación del Poder Judicial 
y las facultades que le señale la Ley 
Orgánica. 
Artículo 86. La administración de justicia 
en primera instancia estará a cargo de 
jueces. La Ley determinará el número de 
éstos, su residencia, su competencia, sus 
atribuciones y la manera de cubrir sus 
faltas absolutas o temporales. Los 
juzgados de primera instancia residirán en 
la cabecera de distrito o región que señale 
la Ley Orgánica. 
En materia penal la primera instancia 
corresponde, además, a los juzgados de 
control de garantías y tribunales de juicio 
oral; los que el Consejo del Poder Judicial 
podrá acordar que sean itinerantes, cuando 
así se requiera, en todo el Estado. 
También son jueces de primera instancia 
los especializados en justicia penal para 
adolescentes y los de ejecución de 

A la Junta de Administración, Vigilancia y 
Disciplina del Poder Judicial le compete: 
I.- Como obligación, convocar, conforme 
a las modalidades establecidas por la ley, 
a concurso de méritos y a examen de 
oposición, para efecto de designar a los 
Jueces integrantes del Poder Judicial. Los 
Jueces de Primera Instancia y los que 
con cualquier otra denominación se 
designen, serán adscritos y removidos del 
cargo por el voto de la mayoría de los 
miembros de la Junta de Administración, 
Vigilancia y Disciplina, conforme a lo 
previsto en la ley;  
II.- Expedir acuerdos generales para el 
adecuado ejercicio de sus funciones, de 
conformidad con lo dispuesto en la ley;  
III.- Tener a su cargo la administración, 
vigilancia y disciplina del Poder Judicial, 
de acuerdo con lo que establezca la ley;  
IV.- Iniciar investigación sobre la conducta 
de algún otro funcionario o empleado del 
Poder Judicial en los términos que señale 
la Ley; 
V.- Elaborar el presupuesto del Poder 
Judicial sujetándose a las bases previstas 
en el artículo 131 de esta Constitución y 
remitirlo para su inclusión en el proyecto 
de Presupuesto de Egresos del Estado, 
con aprobación previa del Pleno;  
VI.- Elaborar el presupuesto del Tribunal 
Superior de Justicia, así como el de los 
juzgados y demás órganos judiciales e 
integrar el propuesto por el Tribunal 
Estatal Electoral, por el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo y por el 
Tribunal Unitario de Justicia para 
Adolescentes y remitir el proyecto global 

ocasiones para el periodo siguiente. En ningún caso 
la temporalidad al frente de la Presidencia podrá 
exceder el periodo para el que fue designado como 
Magistrado. El Presidente del Tribunal Superior de 
Justicia, rendirá anualmente, ante el Congreso, un 
informe por escrito respecto del ejercicio de 
facultades y atribuciones que esta Constitución y las 
leyes confiere al Poder Judicial, en los términos que 
disponga la ley. Los Magistrados del Tribunal 
Superior de Justicia al inicio de su encargo, rendirán 
protesta ante el Congreso del Estado y, en sus 
recesos, ante la Diputación Permanente en la forma 
siguiente: Presidente del Congreso "¿Protestáis 
desempeñar leal y patrióticamente el cargo de 
Magistrado del Tribunal Superior de Justicia del 
Poder Judicial del Estado de Nayarit, que se os ha 
conferido y guardar y hacer guardar la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, la 
particular del Estado, así como las Leyes que de 
ellas emanen mirando en todo por el bien y la 
prosperidad del Estado?" El Magistrado: "Sí 
protesto". El Presidente "Si no lo hiciereis así, la 
Nación y Nayarit os lo demande". El Secretario 
General de Acuerdos, los Jueces y demás 
servidores que señale la Ley Orgánica del Poder 
Judicial, protestarán ante el Tribunal Superior de 
Justicia. 
ARTÍCULO 87.- Los Magistrados Numerarios del 
Tribunal Superior de Justicia, serán suplidos en sus 
faltas temporales por los Supernumerarios, en la 
forma y término que la Ley determine. 
Si la falta fuere definitiva, entrará provisionalmente 
en funciones el Magistrado Supernumerario que 
determine el Pleno del Consejo de la Judicatura, en 
atención al orden de prelación previsto en el decreto 
de su designación, situación que se hará del 
conocimiento del Gobernador y del Congreso o 
Diputación Permanente para proceder a la 
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sanciones. 
Artículo 87. Los jueces de Primera 
Instancia, serán nombrados y adscritos por 
el Consejo del Poder Judicial, de 
conformidad con los requisitos, 
procedimientos y criterios, establecidos en 
la Ley Orgánica. Durarán en su encargo 
tres años, al término de los cuales podrán 
ser ratificados, previo dictamen de 
evaluación de su desempeño ético y 
profesional.  
Los jueces podrán ser privados de sus 
encargos en cualquier tiempo, por las 
mismas causales establecidas en el 
artículo 77 de esta Constitución.  
El Consejo del Poder Judicial conocerá, 
dictaminará y determinará sobre retiro 
forzoso de un Juez, cuando cumpla setenta 
años de edad o padezca incapacidad física 
o mental permanente para el desempeño 
de su encargo. De ser aprobado, el Juez 
tendrá derecho a un haber de retiro. 
Artículo 88. Para ser Juez de Primera 
Instancia se requiere: 
I.- Ser ciudadano mexicano en el ejercicio 
de sus derechos;  
II.- Tener veinticinco años cumplidos al día 
de la elección;  
III.- Tener el día de la elección, con 
antigüedad mínima de tres años, título 
profesional de licenciado en derecho 
expedido por la Universidad Michoacana 
de San Nicolás de Hidalgo o por la 
autoridad o institución legalmente facultada 
para ello; y,  
IV.- No haber sido sentenciado por delito 
doloso. 

SECCION III 

del Presupuesto del Poder Judicial para 
su inclusión en el proyecto de 
Presupuesto de Egresos del Estado;  
VII.- Determinar la creación de los 
juzgados, secretarías de acuerdos y 
actuarías que requiera la administración 
de justicia, de acuerdo con un estudio de 
factibilidad presupuestal, y  
VIII.- Las demás que le confieran otras 
disposiciones jurídicas. 
ARTICULO *93.- El Tribunal Superior 
de Justicia funcionará en pleno o en 
salas. Las audiencias serán públicas, 
salvo cuando se traten de casos en que la 
moral o el interés social exijan que sean 
secretas. 
ARTICULO *94.- El Tribunal Superior 
designará a uno de sus miembros como 
Presidente, en los términos de la Ley 
Orgánica respectiva. 
ARTICULO *95.- Derogado 
ARTICULO *96.- Las licencias de los 
Magistrados que no excedan de treinta 
días, serán concedidas por el Pleno del 
Tribunal Superior de Justicia. Las que 
excedan de ese término, serán 
concedidas por el Congreso y en sus 
recesos por la Diputación permanente. 
ARTICULO *97.- Las faltas absolutas de 
los Magistrados se cubrirán mediante 
nombramiento, en términos del Artículo 
89. 
ARTICULO *98.- Los Magistrados y los 
Jueces percibirán una remuneración 
adecuada a su alta responsabilidad, la 
cual será irrenunciable y no podrá ser 
disminuida durante el ejercicio del cargo. 
ARTICULO *99.- Corresponde al 

designación de un Magistrado Numerario por un 
nuevo periodo, de conformidad a lo previsto por el 
artículo 83 de esta Constitución, sin exceder del 
término de sesenta días entre la ausencia y la 
designación. 
La terna que someta el Gobernador para la 
designación del Magistrado Numerario, podrá incluir 
a personas que en ese momento tengan el carácter 
de Magistrados Supernumerarios. 
ARTÍCULO 88.- Las renuncias de los Magistrados 
del Tribunal Superior de Justicia solo procederán por 
causas graves; el Pleno las someterá para su 
aprobación al Congreso del Estado y, en sus 
recesos, a la Diputación Permanente. Las licencias 
de los Magistrados, cuando no excedan de noventa 
días, serán concedidas por el Pleno del Tribunal 
Superior de Justicia; las que excedan de ese tiempo, 
el Pleno las someterá, para su resolución al 
Congreso del Estado, o en sus recesos, a la 
Diputación Permanente. Ninguna licencia podrá 
exceder del término de un año. Las competencias, 
modo de suplir las faltas y obligaciones de los 
Magistrados, Jueces y demás Servidores Públicos 
del Poder Judicial, serán determinadas por su ley 
orgánica, de conformidad a lo previsto por esta 
Constitución. 
ARTÍCULO 89.- Los nombramientos de los 
Magistrados y Jueces del Poder Judicial del Estado, 
serán hechos preferentemente entre aquellas 
personas que hayan prestado sus servicios con 
eficiencia y probidad en la administración de justicia 
o que lo merezcan por su honorabilidad, 
competencia y antecedentes en otras ramas de la 
profesión jurídica, de acuerdo al procedimiento 
establecido por esta Constitución y en la Ley 
Orgánica respectiva. 
ARTÍCULO 90.- Los Magistrados del Tribunal 
Superior de Justicia, los Jueces y Secretarios, en 
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De los Jueces Menores y Comunales 
Artículo 90. Habrá jueces menores en 
materia civil en los municipios que 
determine la Ley Orgánica, durarán en su 
encargo tres años, con la competencia y 
atribuciones que la misma Ley les señale. 
El Consejo del Poder Judicial determinará 
su nombramiento, adscripción, el número 
que habrá en cada municipio y el 
procedimiento para cubrir sus faltas 
temporales o absolutas. 
Estos jueces podrán ser ratificados previo 
dictamen de evaluación y privados de su 
encargo, conforme a la Ley Orgánica. 
El Consejo del Poder Judicial, establecerá 
juzgados comunales en las poblaciones 
que por sus características lo requieran. La 
competencia y atribuciones de estos 
juzgados se establecerá en la Ley 
Orgánica. 
Artículo 91. Para ser Juez Menor o 
Comunal se requiere: 
I. Ser ciudadano mexicano en ejercicio de 
sus derechos;  
II. Tener veintiún años cumplidos;  
III. Tener residencia de por lo menos un 
año en el Estado de Michoacán anterior a 
su nombramiento; y,  
IV. No haber sido sentenciado por delitos 
(sic) doloso. 

TITULO TERCERO A 
CAPITULO I 

De los Organismos Autónomos 
  SECCION I 
Del Tribunal de Justicia Administrativa 

Artículo 95. El Tribunal de Justicia 
Administrativa del Estado de Michoacán de 
Ocampo, será órgano autónomo, 

Tribunal Superior:  
I.- Iniciar ante el Congreso del Estado las 
Leyes y decretos que tiendan a mejorar la 
organización de los Tribunales del mismo, 
la legislación civil y penal y los 
procedimientos judiciales; 
II.- Derogada;  
III.- Aprobar su reglamento interior;  
IV.- Conocer de las causas por delitos 
oficiales y comunes y del juicio político de 
los miembros del Ayuntamiento;  
V.- Decidir las competencias que se 
susciten entre los Jueces de Primera 
Instancia y entre éstos y los de inferior 
categoría;  
VI.- Decidir las controversias que ocurran 
sobre pactos o negociaciones que celebre 
el Ejecutivo por sí o por medio de sus 
agentes, con individuos o corporaciones 
civiles del Estado, y de los demás 
negocios de hacienda, siempre que el 
Gobierno fuere demandado. Si fuere 
actor, seguirá el fuero del reo;  
VII.- Conocer de la segunda instancia en 
los negocios que la tengan para ante él 
conforme a las Leyes;  
VIII.- Consultar al Congreso las dudas de 
Ley que ocurran al mismo Tribunal 
Superior y a los Jueces inferiores, si 
estimare que éstas son fundadas;  
IX.- Derogada;  
X.- Derogada;  
XI.- Conceder licencias a los Magistrados 
del Tribunal Superior que no excedan de 
treinta días, llamando al suplente 
respectivo;  
XII.- Dirimir las controversias que se 
susciten entre los Poderes Legislativo y 

ejercicio, no podrán, en ningún caso, aceptar ni 
desempeñar empleo o encargo de la Federación, del 
Estado, Municipios o de particulares, salvo en 
instituciones científicas, docentes, literarias o de 
beneficencia que se integrará por cinco Magistrados 
y funcionará en los términos que disponga la ley. El 
Presidente (del Tribunal Superior de Justicia será a 
su vez el Presidente de la Sala Constitucional.  
La Sala Constitucional, conocerá en los términos 
que señale la ley reglamentaria de los asuntos 
siguientes:  
I.- De las controversias constitucionales que se 
susciten entre:  
a).- El Poder Legislativo y el Ejecutivo;  
b).- El Poder Legislativo o Ejecutivo con uno o más 
municipios del Estado;  
c).- Dos o más municipios;  
d).- El Poder Legislativo o Ejecutivo con uno o más 
organismos autónomos del Estado;  
e).- Uno o más municipios y uno o más organismos 
autónomos del Estado. Lo anterior, siempre que 
tales controversias no sean competencia de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación conforme al 
artículo 105, fracción I, de la Constitución General 
de la República. Las controversias tendrán por 
objeto resolver si la disposición general, el acto o 
actos impugnados son conformes o contrarios a esta 
Constitución, y declarar su validez o invalidez. 
Siempre que las controversias versen sobre 
disposiciones generales y la resolución de la Sala 
Constitucional las declare invalidas, dicha resolución 
tendrá efectos generales cuando hubieren sido 
aprobadas por una mayoría de por lo menos cuatro 
votos. En los demás casos la resolución tendrá 
efectos únicamente respecto de las partes en la 
controversia.  
II.- De las acciones de inconstitucionalidad que 
tengan por objeto plantear la posible contradicción 
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independiente en sus resoluciones y de 
jurisdicción plena en materia administrativa 
con sujeción a los principios de igualdad, 
publicidad, audiencia y legalidad. Se 
integrará por cinco magistrados, de entre 
los cuales uno será su Presidente electo 
por sus pares, en los términos que 
disponga la ley. Tendrá competencia para 
dirimir y resolver, las controversias que se 
susciten por actos u omisiones de 
naturaleza administrativa o fiscal entre el 
Poder Ejecutivo, los ayuntamientos, los 
organismos autónomos, las entidades u 
organismos descentralizados o 
desconcentrados, estatales o municipales y 
los particulares.  
Asimismo, será el órgano competente para 
imponer las sanciones a los servidores 
públicos por las responsabilidades 
administrativas que la ley determine como 
graves y a los particulares que participen 
en actos vinculados con dichas 
responsabilidades, así como fincar a los 
responsables el pago de las 
indemnizaciones y sanciones pecuniarias 
que deriven de los daños y perjuicios que 
afecten a la Hacienda Pública Estatal o al 
patrimonio de los entes públicos; así como 
imponer sanciones a servidores públicos y 
particulares que incumplan gravemente en 
resoluciones del organismo garante en 
materia de acceso a la información y 

protección de datos personales. 
Para ser Magistrado del Tribunal de 
Justicia Administrativa, se deberán 
satisfacer los mismos requisitos que señala 
esta Constitución para ser designado 
Magistrado del Supremo Tribunal de 

Ejecutivo, por Leyes o actos de aquél que 
este último considere contrarias a la 
Constitución del Estado;  
XIII.- Dirimir las controversias que se 
susciten entre el Instituto Morelense de 
Información Pública y Estadística y el 
Poder Legislativo o el Poder Ejecutivo del 
Estado, o entre el primero y los 
Municipios, o el Instituto Morelense de 
Procesos Electorales y Participación 
Ciudadana, o la Universidad Autónoma 
del Estado de Morelos o cualquier Órgano 
Estatal regulado por esta Constitución. El 
procedimiento que se sustancie ante el 
Tribunal Superior de Justicia se sujetará 
al procedimiento previsto en el artículo 
100 de esta Constitución;  
XIV.- Derogada;  
XV.- Derogada;  
XVI.- Designar a uno o más de sus 
miembros, a petición del Ejecutivo del 
Estado, a petición de un Presidente 
Municipal o de oficio, para que investigue 
la actuación de algún Magistrado, en 
relación con algún hecho o hechos que 
constituyan violación de una garantía 
individual;  
XVII.- Ejercer las demás atribuciones que 
le señalen las Leyes. 
ARTICULO *100.- Para dirimir las 
controversias a que se refiere la fracción 
XII del artículo anterior, se observarán las 
reglas siguientes:  
I.- El Ejecutivo deberá ocurrir al Tribunal 
Superior dentro del término de cinco días, 
contando desde el momento en que haya 
llegado a su conocimiento la Ley o acto 
de que se trate. Pasado este término, la 

entre una norma de carácter general y esta 
Constitución. Las acciones de inconstitucionalidad 
podrán ejercitarse dentro de los treinta días 
naturales siguientes a la fecha de la publicación de 
la norma, por: 
a).- Fiscal General del Estado;  
b).- Cuando menos una tercera parte de los 
miembros integrantes del Congreso, en contra de 
leyes o decretos expedidos por la propia legislatura;  
c).- Cuando menos una tercera parte de los 
integrantes de algún Ayuntamiento, en contra de 
disposiciones generales expedidas por éste;  
d).- La Comisión Estatal de Defensa de los 
Derechos Humanos, en contra de normas generales 
que vulneren los derechos fundamentales previstos 
en esta Constitución. 
Las resoluciones dictadas tendrán efectos generales 
cuando hubieren sido aprobadas cuando menos por 
cuatro votos de los integrantes de la Sala 
Constitucional, y surtirán efectos a partir de su 
publicación en el Periódico Oficial, Órgano del 
Gobierno del Estado.  
III.- De las acciones de inconstitucionalidad por 
omisión, en contra de cualquier autoridad, a quien la 
Constitución o una ley ordena expedir una norma de 
carácter general y dicha omisión produce violaciones 
a esta Constitución. El ejercicio de esta acción 
corresponderá a cualquier autoridad o vecino del 
Estado. La resolución que declare fundada la acción 
de inconstitucionalidad por omisión, deberá ser 
aprobada cuando menos por tres votos y fijará el 
plazo para que la autoridad omisa expida la norma, 
el cual no podrá exceder de un año.  
IV.- De las cuestiones de inconstitucionalidad 
planteadas por cualquier autoridad u organismo 
autónomo, cuando consideren de oficio o a petición 
de parte, que una norma con carácter general, 
aplicable al caso, de cuya validez dependa el fallo, 
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Justicia del Estado. El Poder Legislativo 
elegirá a los magistrados por el voto de las 
dos terceras partes de los diputados 
presentes del Congreso del Estado de 
Michoacán de Ocampo, mediante 
convocatoria pública. Los magistrados 
tendrán un periodo constitucional de cinco 
años en el ejercicio del cargo y podrán ser 
reelectos hasta en dos ocasiones. Al 
término de su periodo cesaran en sus 
funciones.  
El Congreso del Estado conocerá de las 
quejas en contra de los magistrados, podrá 
privarlos de su encargo, por las mismas 
causas que señala el artículo 77 de esta 
Constitución y determinará su retiro forzoso 
de conformidad con el artículo 78 de esta 
Constitución. 

SECCION II 
De la Comisión Estatal de los Derechos 

Humanos 
Artículo 96. La protección y defensa de los 
Derechos Humanos es una función estatal 
que se realiza a través de un organismo 
constitucional autónomo, tanto 
presupuestal y de gestión, con 
personalidad jurídica y patrimonio propio 
denominado Comisión Estatal de los 
Derechos Humanos.  
El Congreso del Estado, en el ámbito de su 
competencia, establecerá el organismo de 
protección de los Derechos Humanos que 
ampara el orden jurídico mexicano, el que 
conocerá de quejas en contra de actos u 
omisiones de naturaleza administrativa 
provenientes de cualquier autoridad o 
servidor público.  
Formulará recomendaciones públicas, no 

reclamación no será admitida;  
II.- Al intentar el Ejecutivo la controversia, 
deberá señalar el precepto constitucional 
que creyere violado por la Ley o acto que 
reclame, sin cuyo requisito no será oído 
por el Tribunal;  
III.- Antes de resolver sobre la 
controversia, en cuanto al fondo, el 
Tribunal calificará dentro del término de 
dos días, oyendo previamente al 
Congreso, si la Ley o acto de que se trate 
es controvertible;  
IV.- El Tribunal resolverá las 
controversias que se le sometan como 
puntos de mero hecho; se limitará a 
decidir si el precepto que contiene la 
resolución de que se trate, pugna o no 
con el artículo constitucional que reclame 
el Ejecutivo, desentendiéndose de la 
conveniencia o inconveniencia política o 
administrativa de la Ley o acto reclamado 
y de los trámites que haya observado el 
Congreso al ser presentados y discutidos;  
V.- El Tribunal deberá resolver, a más 
tardar dentro del término de cinco días, 
contados desde la fecha en que le 
hubiere promovido la controversia, 
atendiendo únicamente al texto expreso 
de la Constitución, sin interpretar en 
ningún caso ni usar el arbitrio judicial. La 
consecuencia única de la declaración del 
Tribunal, será la subsistencia o nulidad de 
la Ley o acto reclamado, cuyos efectos 
estarán suspensos entretanto. El Fiscal 
General del Estado tendrá voz en las 
discusiones.  
VI.- Si transcurriere el término a que se 
refiere la fracción anterior, sin que el 

pueda ser contraria a esta Constitución, en los 
términos que establezca la ley;  
V.- Conocer y resolver, en los términos de la ley 
respectiva, del juicio de protección de derechos 
fundamentales, por actos u omisiones que vulneren 
los derechos reconocidos por esta Constitución, 
provenientes de cualquier autoridad; 
VI.- DEROGADA, 
VII.- De los conflictos por límites territoriales entre 
dos o más municipios del estado en los términos que 
establezca la ley de la materia, y 
VIII.-Los demás que con base en la Constitución 
Federal, esta Constitución y demás leyes, se le 
confieran. 

CAPITULO II 
SECCIÓN I DEL MINISTERIO PÚBLICO 

ARTÍCULO 92.- El Ministerio Público es el 
representante legítimo de los intereses sociales y es 
una institución autónoma, dotado de personalidad 
jurídica y de patrimonio propio, que se rige en el 
ejercicio de sus funciones por los principios de 
buena fe, certeza, legalidad, objetividad, 
imparcialidad, eficacia, honradez, profesionalismo y 
respeto a los derechos humanos.  
ARTÍCULO 93.- Ejerce las funciones de Ministerio 
Público en el Estado el Fiscal General, quien durará 
en el cargo nueve años y será el jefe nato de aquél y 
los agentes que determine la ley.  
ARTÍCULO 94.- El Fiscal General será designado y 
removido conforme a lo siguiente:  
I. El plazo para desarrollar el proceso para la 
designación del Fiscal General nunca será menor de 
cuarenta y cinco días.  
II. Para la designación por culminación de periodo 
del Fiscal General se deberá atender a lo siguiente:  
1. Durante los primeros quince días del cuarto mes, 
previo a la culminación del periodo, el Congreso 
emitirá convocatoria pública abierta para el registro 
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vinculatorias, denuncias y quejas ante las 
autoridades respectivas. Todo servidor 
público está obligado a responder las 
recomendaciones que le presente este 
organismo. Cuando las recomendaciones 
emitidas no sean aceptadas o cumplidas 
por las autoridades o servidores públicos, 
éstos deberán fundar, motivar y hacer 
pública su negativa; además, el Congreso 
del Estado, podrá llamar, a solicitud de este 
organismo, a las autoridades o servidores 
públicos responsables para que 
comparezcan ante dicho órgano legislativo, 
a efecto de que expliquen el motivo de su 
negativa. 
Este organismo no será competente 
tratándose de asuntos electorales o 
jurisdiccionales.  
La Comisión Estatal de los Derechos 
Humanos tendrá un Presidente, que será 
elegido por el voto de las dos terceras 
partes de los diputados presentes del 
Congreso del Estado. La Ley determinará 
los procedimientos para la presentación de 
las propuestas por el propio Congreso. 
Durará en su encargo cuatro años, podrá 
ser reelecto por una vez y sólo podrá ser 
removido de sus funciones en los términos 
del Título Cuarto de esta Constitución.  
La elección del Presidente de la Comisión 
Estatal de los Derechos Humanos, se 
ajustará a un procedimiento de consulta 
pública, que deberá cumplir con el principio 
de máxima transparencia, en los términos y 
condiciones que determine la Ley. 
El Presidente de la Comisión Estatal de los 
Derechos Humanos, presentará 
anualmente a los Poderes del Estado un 

Tribunal haga la declaración que 
corresponda, subsistirán definitivamente 
la Ley o acto reclamado, sin perjuicio de 
exigir la responsabilidad en que hubieren 
incurrido los Magistrados por la omisión 
del fallo;  
VII.- No podrán ser objeto de estas 
controversias los actos del Congreso 
como jurado, ni las reformas que se 
hagan a esta Constitución. 
ARTÍCULO 101.- La Ley determinará los 
demás procedimientos que deban 
seguirse para el uso del recurso a que se 
refiere el artículo 99 fracción XII, sobre las 
bases contenidas en el anterior. 

CAPITULO III  
DE LOS JUECES DE PRIMERA 

INSTANCIA Y JUECES INFERIORES 
ARTICULO *102.- Habrá el número de 
Jueces de Primera Instancia que 
ejercerán sus funciones en las materias y 
Distritos Judiciales que determine la ley. 
ARTICULO *103.- Derogado 
ARTICULO 104.- Habrá también el 
número de Jueces de categoría inferior 
que establezca la Ley Orgánica de los 
Tribunales de Justicia del Estado. 
ARTÍCULO 105.- La Ley determinará los 
asuntos de la competencia de los Jueces 
de Primera Instancia y de los de categoría 
inferior, y la manera de cubrir las faltas 
temporales y absolutas de los mismos. 

CAPÍTULO III  
BIS DEL TRIBUNAL LABORAL DEL 
PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE 

MORELOS 
ARTÍCULO *105 Bis.- La resolución de 
las diferencias o los conflictos entre 

de aspirantes.  
2. El Congreso contará con un plazo de cuarenta y 
cinco días para integrar una lista de diez candidatos 
al cargo, aprobada por las dos terceras partes de los 
miembros presentes, la cual enviará al titular del 
Ejecutivo Estatal. En el supuesto de que no se 
alcance la mayoría calificada en segunda votación, 
el Congreso aprobará la lista en una tercera votación 
con la mayoría de los miembros presentes. Al 
menos una tercera parte de los miembros presentes 
podrá vetar hasta a una tercera parte de los 
integrantes de la lista aprobada. El titular del 
Ejecutivo no podrá proponer dentro de la terna a los 
candidatos vetados. 
III. El proceso y la convocatoria para la designación 
del Fiscal General deberá contener, al menos, las 
etapas de acreditación de requisitos, evaluación de 
conocimientos, control de confianza y escrutinio 
social. La convocatoria establecerá los mecanismos 
para desahogar cada una de las etapas. 
IV. Una vez recibida la lista de candidatos, el titular 
del Ejecutivo Estatal contará con diez días para 
enviar una terna al Congreso. En caso de que el 
ejecutivo no envíe la terna, el Congreso procederá a 
la designación del Fiscal General de entre los 
candidatos de la lista aprobada. 
V. Recibida la terna o excedido el plazo para la 
remisión de la terna, el Congreso designará, dentro 
de un plazo no mayor a quince días, por el voto de 
las dos terceras partes de los miembros presentes, 
al Fiscal General para el periodo que corresponda. 
Si en segunda votación no se alcanza la mayoría 
calificada, el Congreso procederá a la designación 
con la votación de la mayoría de los miembros 
presentes. Previo a la tercera votación, al menos 
una tercera parte de los miembros presentes podrá 
vetar a una de las personas propuestas en la terna o 
de la lista. No podrá ser designado Fiscal General 
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informe de actividades. Al efecto, 
comparecerá ante el Congreso del Estado 
en los términos que disponga la Ley. 

SECCION III 
Del Instituto Michoacano de 

Transparencia, Acceso a la Información 
y Protección de Datos Personales 

Artículo 97. El Instituto Michoacano de 
Transparencia, Acceso a la Información y 
Protección de Datos Personales es un 
organismo autónomo, especializado, 
imparcial, colegiado, con personalidad 
jurídica y patrimonio propio, con plena 
autonomía técnica, de gestión, capacidad 
para decidir sobre el ejercicio de su 
presupuesto y determinar su organización 
interna, responsable de garantizar el 
cumplimiento del derecho de acceso a la 
información pública y a la protección de 
datos personales en posesión de los 
sujetos obligados en los términos que 
establezca la ley; se regirá por la ley en 
materia de transparencia y acceso a la 
información pública y por los principios de 
certeza, legalidad, independencia, 
imparcialidad, eficacia, objetividad, 
profesionalismo, transparencia y máxima 
publicidad. Tendrá competencia para 
conocer de los asuntos relacionados con el 
acceso a la información pública y la 
protección de datos personales de 
cualquier autoridad, entidad, órgano u 
organismo que forme parte de alguno de 
los Poderes Ejecutivo, Legislativo y 
Judicial, órganos autónomos, partidos 
políticos, fideicomisos y fondos públicos, 
así como de cualquier persona física, moral 
o sindicatos que reciba y ejerza recursos 

trabajadores y patrones de competencia 
estatal y los diversos que le corresponda 
conocer al Tribunal de Arbitraje que 
refiere el inciso L de la fracción XX del 
artículo 40 de esta Constitución, estará a 
cargo del Tribunal Laboral del Poder 
Judicial del Estado de Morelos, cuyos 
integrantes serán designados de 
conformidad con los artículos 116, 
fracción III, de la Constitución Federal y 
20, 21, 86, 87 y 88 de esta Constitución. 
Sus sentencias y resoluciones deberán 
observar los principios de legalidad, 
imparcialidad, transparencia, autonomía e 
independencia. La ley determinará la 
integración, atribuciones, funcionamiento 
y demás particularidades del Tribunal 
Laboral, misma que deberá observar lo 
dispuesto en la Constitución Federal y 
demás normativa aplicable. Los 
Magistrados integrantes del Tribunal 
Laboral deberán reunir los mismos 
requisitos que se requieren para ser 
Magistrados del Tribunal Superior de 
Justicia del Estado, debiendo además 
contar con capacidad y experiencia en 
materia laboral. Serán designados por el 
Pleno del Congreso del Estado a 
propuesta del órgano político del 
Congreso, el cual emitirá la convocatoria 
pública conforme a lo establecido en esta 
Constitución y la Ley Orgánica para el 
Congreso del Estado. Durarán en su 
cargo catorce años, contados a partir de 
la fecha en que rindan la protesta 
constitucional y sólo podrán ser 
removidos de sus cargos en los términos 
que establece esta Constitución y las 

quien haya sido vetado, salvo que se elija por 
unanimidad de los presentes. 
VI. Para la designación por ausencia definitiva 
declarada por el Congreso, se deberá emitir 
convocatoria pública abierta dentro de los quince 
días siguientes a la declaración de ausencia, y 
posterior a ello, seguirá el procedimiento señalado 
en las fracciones II, III, IV y V del presente artículo. 
Cuando la ausencia definitiva del Fiscal General 
ocurra durante los primeros dos años de ejercicio, se 
convocará para un nuevo periodo. Si ocurre durante 
el tercer año y hasta un día antes del último año, se 
convocará para culminar el periodo. Si ocurre 
durante del (sic) último año, será fiscal, quien por 
ministerio de ley deba de suplir las ausencias. En 
este caso, el Presidente del Congreso notificará a 
suplente por ministerio de ley, la designación de 
Fiscal General, por disposición constitucional. En 
ninguno caso, quien haya sido designado Fiscal 
General, podrá ser nombrado para un nuevo 
periodo, salvo el último de los supuestos 
establecidos en el párrafo anterior. 
VII. El Fiscal General podrá ser removido por causas 
graves o suficientes por el Congreso del Estado, a 
petición de al menos una tercera parte de éste o del 
titular del Ejecutivo Estatal. El Congreso solicitará al 
Pleno del Tribunal Superior de Justicia para que 
califique las causas como procedentes o suficientes. 
Si el pleno califica como procedente las causas de 
remoción, el Congreso podrá remover al Fiscal 
General por el voto de la mayoría de los presentes. 
En caso de que la causa no sea suficiente o se 
declare improcedente, el Congreso únicamente 
podrá realizar la remoción por votación de las tres 
cuartas partes de los miembros presentes. 
VIII. Las ausencias del Fiscal General serán suplidas 
o sustituidas, según corresponda, por el servidor 
público que determine la ley de la materia. 
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públicos o realice actos de autoridad en el 
ámbito estatal. 
El Instituto Michoacano de Transparencia, 
Acceso a la Información y Protección de 
Datos Personales se integra por tres 
comisionados de los cuales uno será su 
Presidente, mismos que serán electos por 
el Congreso del Estado, con el voto de las 
dos terceras partes de los miembros 
presentes. Para la elección de los 
comisionados, el Congreso del Estado 
emitirá convocatoria pública dirigida a las 
instituciones académicas, culturales, 
civiles, colegios de profesionistas, 
organizaciones gremiales y a la sociedad 
en general, a efecto de recibir propuestas 
de aspirantes a ocupar este cargo. 
Las comisiones de dictamen designadas 
propondrán al Pleno una terna por cada 
vacante de Comisionados a elegir. Una vez 
electos, en su caso, el Pleno procederá a la 
designación del Comisionado Presidente. 
Los comisionados durarán en su encargo 
tres años y deberán cumplir con los 
requisitos previstos en las fracciones I, II, 
IV, V y VI del artículo 76 de esta 
Constitución, no podrán tener otro empleo, 
cargo o comisión, con excepción de los no 
remunerados en instituciones docentes, 
científicas o de beneficencia, y podrán ser 
removidos de su cargo en los términos del 
Título Cuarto de esta Constitución. En la 
conformación del organismo garante se 
procurará la equidad de género. 
Las resoluciones del Instituto son 
vinculatorias para los sujetos obligados. La 
Ley establecerá los medios de apremio 
para asegurar el cumplimiento de sus 

leyes en materia de responsabilidad de 
los servidores públicos. 
Ninguna persona que haya sido 
nombrada magistrado podrá volver a 
ocupar el cargo o ser nombrada para un 
nuevo periodo. En ningún caso y por 
ningún motivo, los Magistrados que 
hubieran ejercido el cargo, podrán 
rebasar catorce años en ejercicio del 
mismo. Al término de su respectivo 
encargo, los Magistrados tendrán derecho 
a un haber por retiro, en los términos 
establecidos para los Magistrados del 
Tribunal Superior de Justicia, conforme lo 
establece esta Constitución y la Ley de la 
materia. El retiro forzoso del cargo se 
producirá en los mismos términos que 
para los Magistrados del Tribunal 
Superior de Justicia. 

CAPÍTULO IV  
DE LA DEFENSORÍA PÚBLICA 

ARTICULO *106.- El Estado garantizará 
a la población un servicio gratuito de 
defensoría pública de calidad en la rama 
penal y en materia familiar. En los 
términos que estipulen las disposiciones 
normativas. Asimismo asegurará las 
condiciones para un servicio profesional 
de carrera para los defensores del 
Instituto de la Defensoría Pública del 
Estado de Morelos. Las percepciones de 
los defensores no podrán ser inferiores a 
las que correspondan a los agentes del 
Ministerio Público. 
ARTICULO *107.- El personal de la 
Defensoría Pública dependerá del 
Ejecutivo del Estado y será nombrado y 
removido libremente por el Secretario de 

IX. En los recesos del Congreso, la Diputación 
Permanente convocará de inmediato a periodo 
extraordinario para la designación o la remoción del 
Fiscal General. 
El Fiscal General presentará anualmente al Poder 
Legislativo del Estado un informe de actividades. 
Comparecerá ante dicho Poder cuando se le cite a 
rendir cuentas o a informar sobre su gestión. 
ARTÍCULO 95.- Para ser designado Fiscal General 
se requiere cumplir con los siguientes requisitos: I. 
Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en pleno 
ejercicio de sus derechos políticos y civiles; II. Tener 
cuando menos 35 años cumplidos al día de la 
designación; III. Poseer al día de la designación con 
antigüedad mínima de 10 años, título profesional de 
licenciado en derecho, expedido por autoridad o 
institución legalmente autorizada para ello; 
IV. Gozar de buena reputación y no haber sido 
condenado por delito que amerite pena corporal de 
más de un año de prisión; pero si se tratare de robo, 
fraude, falsificación, abuso de confianza u otro que 
lastime seriamente la buena fama en el concepto 
público, inhabilitará para el cargo, cualquiera que 
haya sido la pena; V. Ser originario del Estado o 
haber residido en el durante los dos años anteriores 
al día de la designación, y VI. No haber sido 
Secretario de Despacho del Poder Ejecutivo, o 
haber desempeñado cargo de elección popular, 
durante el año previo al día de la designación. VII. 
No haber ocupado el cargo de Magistrado del 
Tribunal Superior de Justicia o Consejero de la 
Judicatura, durante el año previo al día de la 
designación. 
ARTÍCULO 96.- Los Agentes del Ministerio Público 
serán nombrados y removidos por el Fiscal General. 
ARTÍCULO 97.-  
ARTÍCULO 98.- Sus labores en términos generales, 
serán las de velar por el exacto cumplimiento de la 
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decisiones y, en su caso, denunciará ante 
el Tribunal de Justicia Administrativa a los 
sujetos obligados que las incumplieren. 
Toda autoridad y servidor público estará 
obligado a coadyuvar con el Instituto y sus 
integrantes para el buen desempeño de 
sus funciones. 
El organismo garante tendrá un Consejo 
Consultivo integrado por cinco Consejeros, 
quienes desempeñaran el cargo de manera 
honorífica, los cuales serán electos por el 
voto de dos terceras partes de los 
miembros presentes del Congreso del 
Estado. 
La ley establecerá la integración y 
funcionamiento del Sistema Estatal de 
Transparencia y del Consejo Consultivo del 
organismo. 

SECCION V 
Del Tribunal Electoral del Estado 

Artículo 98 A. Se establecerá un sistema 
de medios de impugnación, en los términos 
que señale esta Constitución y la Ley, de 
los que conocerá el organismo público 
previsto en el artículo anterior y el Tribunal 
Electoral del Estado. Dicho sistema dará 
definitividad a las distintas etapas de los 
procesos electorales y garantizará que los 
actos y resoluciones electorales se sujeten 
invariablemente al principio de legalidad.  
En materia electoral, la interposición de los 
recursos, en ningún caso produce efectos 
suspensivos del acto o resolución 
impugnado.  
El Tribunal Electoral del Estado será 
órgano permanente, autónomo y máxima 
autoridad jurisdiccional electoral. 
El Tribunal Electoral cubrirá en su 

Gobierno. 
CAPITULO V  

DEL TRIBUNAL ELECTORAL DEL 
ESTADO DE MORELOS 

ARTICULO *108.- La Autoridad Electoral 
Jurisdiccional se compondrá de tres 
Magistrados, que integrarán el Tribunal 
Electoral del Estado de Morelos; actuarán 
en forma colegiada y permanecerán en su 
encargo durante siete años. Éste Órgano 
Jurisdiccional no estará adscrito al Poder 
Judicial del Estado de Morelos. Los 
Magistrados Electorales serán 
designados en términos de lo dispuesto 
por la normativa aplicable y serán los 
responsables de resolver los medios de 
impugnación interpuestos en contra de 
todos los actos y resoluciones electorales 
locales. 
ARTICULO *109.- Derogado 

CAPÍTULO *VI * 
DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA 

ADMINISTRATIVA DEL ESTADO DE 
MORELOS 

ARTÍCULO *109-bis.- La justicia 
administrativa estatal se deposita en un 
Tribunal de Justicia Administrativa del 
Estado de Morelos; será la máxima 
autoridad en la materia, dotado de plena 
jurisdicción y autonomía para dictar sus 
fallos, y no estará adscrito al Poder 
Judicial. Dicho Tribunal de Justicia 
Administrativa tendrá a su cargo el 
conocimiento y resolución de las 
controversias de carácter administrativo y 
fiscal, que se susciten entre la 
administración pública estatal o municipal, 
sus organismos auxiliares estatales o 

Ley, procediendo en contra de los infractores de ella, 
cualquiera que sea su categoría; la de perseguir y 
ejercer ante los tribunales que corresponda, las 
acciones penales respectivas, y vigilar a los Agentes 
del Ministerio Público, para que cumplan fielmente 
su cometido. 
ARTÍCULO 99.- Todas las autoridades del Estado, 
tienen el deber de facilitar las labores del Ministerio 
Público, de prestarle auxilio cuando lo necesite y el 
de proporcionarle todos los datos y elementos que 
pidiere en el desempeño de su cargo. Las facultades 
y obligaciones del Fiscal General y de los Agentes 
del Ministerio Público, serán las que se determinen 
en la ley de la materia. 

SECCIÓN II  
DE LAS FISCALÍAS ESPECIALIZADAS 

ARTÍCULO 100.- La Fiscalía General contará, al 
menos, con las Fiscalías Especializadas en materia 
de delitos electorales y en combate a la corrupción, 
cuyos titulares serán nombrados y removidos por el 
voto de las dos terceras partes de los miembros del 
Congreso del Estado presentes en la sesión 
correspondiente.  
Para la designación de los titulares de las Fiscalías 
Especializadas, el Congreso del Estado emitirá 
convocatoria pública para la postulación de 
candidatos, la cual deberá contener, al menos, las 
etapas de acreditación de requisitos, evaluación de 
conocimientos, control de confianza y escrutinio 
social, atendiendo el procedimiento que establece 
esta Constitución para la designación del Fiscal 
General. Los Fiscales Especializados deberán cubrir 
los mismos requisitos que para ser Fiscal General y 
durarán en su encargo ocho años sin posibilidad de 
ser ratificados. 

CAPITULO III  
DE LA DEFENSA DE LOS DERECHOS HUMANOS 
ARTÍCULO 101.- La protección de los Derechos 
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desempeño, además de lo que determine 
la Ley, las actividades relativas al fomento 
de la cultura de la legalidad en materia de 
justicia electoral y participación ciudadana, 
consistentes en tareas de capacitación, 
investigación y difusión.  
El Pleno del Tribunal Electoral declarará la 
legalidad y validez de la elección de 
Gobernador del Estado, una vez resueltos, 
en su caso, los medios de impugnación 
que se hubieren interpuesto en contra de la 
misma. El Tribunal Electoral del Estado se 
organizará en los términos que señale la 
ley de la materia. 
El Tribunal Electoral del Estado funcionará 
en Pleno con cinco magistrados, quienes 
serán electos por un período de siete años 
conforme a lo previsto en la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos y 
la normatividad de la materia.  
Deberá sesionar por lo menos una vez al 
mes y todas sus determinaciones serán 
tomadas por mayoría. En el caso de las 
sesiones de resolución jurisdiccional serán 
siempre públicas, en los términos que 
establezca la Ley.  
Las personas que cubran las vacantes 
temporales de alguno de los magistrados 
que integran el Tribunal, deberán satisfacer 
los mismos requisitos que para ser 
magistrado electoral, conforme al 
procedimiento que se establezca en la ley 
de la materia. 

CAPITULO II 
Del Ministerio Público y Defensoría de 

Oficio 
SECCION I 

Del Ministerio Público 

municipales y los particulares; la 
determinación de existencia de conflicto 
de intereses; la emisión de resoluciones 
sobre la compatibilidad para el 
desempeño de dos o más empleos o 
comisiones con cargo a los presupuestos 
de los Poderes Públicos, los organismos 
públicos autónomos, los municipios y los 
organismos auxiliares de la 
administración pública, estatal o 
municipal; la imposición en los términos 
que disponga la Ley, de las sanciones a 
los servidores públicos por las 
responsabilidades administrativas que la 
ley determine como graves y a los 
particulares que participen en actos 
vinculados con dichas responsabilidades, 
así como fincar a los responsables el 
pago de las indemnizaciones y sanciones 
pecuniarias que deriven de los daños y 
perjuicios que afecten a la Hacienda 
Pública Estatal o Municipal o al 
patrimonio de los entes públicos 
estatales, la Universidad Autónoma del 
Estado de Morelos y los Organismos 
Públicos Autónomos creados por esta 
Constitución. 
Para la investigación, substanciación y 
sanción de las responsabilidades 
administrativas de los miembros del 
Poder Judicial del Estado, se observará lo 
previsto en ésta Constitución, sin perjuicio 
de las atribuciones de las entidades de 
fiscalización sobre el manejo, la custodia 
y aplicación de recursos públicos. El 
Tribunal de Justicia Administrativa estará 
integrado por siete magistrados; 
funcionará en términos de lo dispuesto en 

Humanos, se realizará por el organismo denominado 
Comisión de Defensa de los Derechos Humanos del 
Estado de Nayarit, el cual conocerá de quejas en 
contra de actos u omisiones de naturaleza 
administrativa provenientes de cualquier autoridad o 
servidor público de carácter estatal o municipal. 
El organismo a que se refiere el párrafo anterior, 
formulará recomendaciones públicas no 
vinculatorias, denuncias y quejas ante las 
autoridades respectivas; no tendrá competencia 
tratándose de asuntos electorales y jurisdiccionales. 
Todo servidor público o autoridad está obligado a 
responder las recomendaciones que le formule el 
organismo. Cuando las recomendaciones emitidas 
no sean aceptadas o cumplidas por las autoridades 
o servidores públicos, éstos deberán fundar, motivar 
y hacer pública su negativa; además la Cámara de 
Diputados, o en sus recesos, la Diputación 
Permanente, podrán llamar a solicitud del 
organismo, a las autoridades o servidores públicos 
responsables para que comparezcan a efecto de 
que expliquen el motivo de su negativa, en los 
términos que disponga la ley. 
La Comisión de Defensa de los Derechos Humanos 
del Estado de Nayarit; contará con autonomía de 
gestión y presupuestaria, personalidad jurídica y 
patrimonio propio; tendrá un Consejo Consultivo 
integrado por el número de consejeros que fije la ley 
los cuales serán elegidos por el voto de las dos 
terceras partes de los miembros presentes de la 
Cámara de Diputados o, en sus recesos, por la 
Diputación Permanente, con la misma votación. La 
integración de las propuestas por parte del 
Congreso para la elección de los integrantes del 
Consejo Consultivo, se ajustará a un procedimiento 
de consulta pública, que deberá ser transparente, en 
los términos y condiciones que determine la ley. 
El Presidente, quien lo será también del Consejo 
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Artículo 99. La investigación de los delitos 
corresponde al Ministerio Público y a las 
policías, quienes actuarán bajo la 
conducción y mando de aquél en el 
ejercicio de esta función. Corresponde al 
Ministerio Público la consecución, ante los 
tribunales de los delitos. Asimismo, podrá 
solicitar las medidas cautelares contra los 
imputados; buscar y presentar las pruebas 
que acrediten la participación de éstos en 
hechos que la ley señale como delito; 
procurará que los juicios en materia penal 
se sigan con toda regularidad para que la 
impartición de justicia sea pronta y 
expedita; pedirá la aplicación de las penas. 
Intervendrá en todos los asuntos que la ley 
determine. 
Artículo 100. El Ministerio Público estará a 
cargo de un Fiscal General del Estado. 
La Fiscalía General del Estado es un 
órgano autónomo, con personalidad 
jurídica, patrimonio propio, autonomía 
financiera, presupuestaria, técnica y de 
gestión en los términos que determine la 
Ley. 
El Fiscal General durará en su encargo 
nueve años y, no podrá ser reelecto; será 
designado y removido conforme a lo 
establecido por esta Constitución; será 
sujeto de responsabilidad política, penal o 
administrativa, en términos de la legislación 
aplicable.  
El Fiscal Estatal Anticorrupción durará en 
su encargo siete años y será nombrado por 
el Congreso del Estado, de conformidad 
con el procedimiento que para tal efecto se 
determine; podrá ser removido en los 
términos que la Ley establezca.  

las normas aplicables. Los Magistrados 
deberán reunir los mismos requisitos que 
para ser Magistrados del Tribunal 
Superior de Justicia del Estado, debiendo 
además contar con experiencia en 
materia administrativa, fiscal o de 
responsabilidades plenamente 
acreditada, procurando alcanzar una 
efectiva paridad de género en las 
designaciones. Serán designados por el 
Pleno del Poder Legislativo a propuesta 
del órgano político del Congreso, el cual 
emitirá la convocatoria pública conforme a 
lo establecido en esta Constitución y la 
Ley Orgánica para el Congreso del 
Estado. Durarán en su cargo catorce 
años, contados a partir de la fecha en que 
rindan la protesta constitucional y sólo 
podrán ser removidos de sus cargos en 
los términos que establece esta 
Constitución y las leyes en materia de 
responsabilidad de los servidores 
públicos. Ninguna persona que haya sido 
nombrada magistrado podrá volver a 
ocupar el cargo o ser nombrada para un 
nuevo periodo. En ningún caso y por 
ningún motivo, los Magistrados que 
hubieran ejercido el cargo, podrán 
rebasar catorce años en ejercicio del 
mismo. Al término de su respectivo 
encargo, los Magistrados tendrán derecho 
a un haber por retiro, en los términos 
establecidos para los Magistrados del 
Tribunal Superior de Justicia, conforme lo 
establece esta Constitución y la Ley de la 
materia. El retiro forzoso del cargo se 
producirá en los mismos términos que 
para los magistrados del Tribunal 

Consultivo, será elegido en los mismos términos del 
párrafo anterior. Durará en su cargo cinco años, 
pudiendo ser reelecto por única vez por un período 
igual en los términos que disponga la ley. Solo podrá 
ser removido de sus funciones en los términos del 
Título Octavo de esta Constitución. El Presidente de 
la Comisión para la Defensa de los Derechos 
Humanos del Estado de Nayarit presentará 
anualmente al Congreso un informe de actividades. 
Al efecto comparecerá, ante la Cámara en los 
términos que disponga la ley. 

CAPITULO IV  
DE LAS DEFENSORÍAS DE OFICIO 

ARTÍCULO 102.- El Estado garantizará la existencia 
de un servicio de defensoría pública del fuero común 
de calidad, que estará a cargo del Poder Ejecutivo, 
quien obligatoriamente deberá proveer en forma 
gratuita la prestación de asesoría y asistencia legal a 
quienes carezcan de recursos económicos para 
contratar servicios profesionales y para los fines que 
expresamente dispone la Constitución General de la 
República, y asegurará las condiciones de un 
servicio profesional de carrera para los defensores. 
La Ley organizará la institución, fijará su estructura 
administrativa, los requisitos para desempeñarse 
como defensor de oficio y las bases de coordinación 
con las instituciones educativas y asociaciones o 
colegios de profesionistas. 

CAPÍTULO V  
DE LA JURISDICCIÓN ADMINISTRATIVA 

ARTÍCULO 103.- La jurisdicción administrativa en el 
Estado, se ejerce por conducto del Tribunal de 
Justicia Administrativa, órgano autónomo para dictar 
sus fallos, la ley establecerá su organización, 
funcionamiento, procedimientos y, en su caso, 
recursos contra sus resoluciones; siendo el Tribunal 
independiente de cualquier autoridad y dotado de 
patrimonio propio. El Tribunal de Justicia 

https://cutt.ly/SAPI-ISS-41-20


Secretaría General    Dirección General de Servicios de Documentación, Información y Análisis 

Secretaría de Servicios Parlamentarios                                                                               Dirección de Servicios de Investigación y Análisis 

Subdirección de Análisis de Política Interior 

 

95 
Pulsa el siguiente link para contestar un diagnóstico de la utilidad de este documento: https://cutt.ly/SAPI-ISS-41-20 

La Ley Orgánica de la institución fijará la 
adscripción, obligaciones y atribuciones de 
los funcionarios y empleados que la 
integren, entre los cuales se incluirá la 
Fiscalía Especializada en Combate a la 
Corrupción; asimismo establecerá centros 
especializados en mecanismos alternativos 
de solución de controversias y determinará 
los casos que requieran supervisión 
judicial. 
El Fiscal General del Estado, deberá rendir 
al Congreso del Estado, un informe anual y 
cuando sea requerido respecto a las 
acciones y resultados de la institución a su 
cargo. 
Artículo 101. Para ser Fiscal General del 
Estado se requiere: 
I. Ser ciudadano mexicano, en pleno 
ejercicio de sus derechos políticos y civiles;  
II. Tener cuando menos treinta y cinco 
años cumplidos;  
III. Contar con residencia en el Estado de 
Michoacán al menos de tres años, el día de 
su designación;  
IV. Contar al día de su designación con una 
antigüedad de diez años en el ejercicio de 
su profesión y tener título profesional de 
licenciado en derecho expedido por 
universidad, autoridad o institución 
legalmente facultada para ello;  
V. Gozar de buena reputación; y,  
VI. No haber sido sentenciado por delito 
doloso, inhabilitado o encontrarse sujeto a 
procedimiento de responsabilidad. 
Artículo 102. Para la elección del Fiscal 
General del Estado, se observará el 
siguiente procedimiento: 
I. El Congreso del Estado emitirá 

Superior de Justicia. 
La Ley establecerá su organización, su 
funcionamiento, el procedimiento y los 
recursos contra sus resoluciones. El 
Tribunal podrá establecer unidades de 
apoyo técnico especializado, atendiendo 
a su disponibilidad presupuestal. Por lo 
que hace a su Presupuesto de Egresos, 
el Tribunal deberá elaborar el proyecto 
respectivo y remitirlo con toda 
oportunidad para su integración al del 
Tribunal Superior de Justicia del Estado. 
Los Magistrados deberán cumplir con la 
presentación oportuna de su declaración 
de intereses y situación patrimonial en los 
términos de lo dispuesto por el artículo 
133-bis de esta Constitución. 

CAPÍTULO VII  
DEL TRIBUNAL UNITARIO DE 

JUSTICIA PARA ADOLESCENTES 
ARTÍCULO *109-ter. Derogado. 
ARTÍCULO *109-quater. El Tribunal 
Unitario de Justicia Penal para 
Adolescentes, será el responsable de la 
administración de justicia para menores a 
que se refiere el artículo 19, inciso d), 
párrafo cuarto, de esta Constitución. Para 
ser Magistrado del Tribunal Unitario de 
Justicia Penal para Adolescentes, se 
deberá acreditar especialización en la 
materia y reunir los requisitos que esta 
Constitución establece para ser 
magistrado del Tribunal Superior de 
Justicia; será nombrado por el Congreso 
del Estado previa convocatoria a examen 
de oposición que emitirá el órgano político 
del Congreso del Estado. Durará en su 
encargo un periodo de catorce años, 

Administrativa gozará de autonomía presupuestal. El 
presupuesto que le sea asignado deberá ser 
suficiente para el cumplimiento de sus funciones y 
no podrá ser inferior al del año fiscal anterior, 
considerando las ampliaciones presupuestales y el 
índice inflacionario que establezca el Banco de 
México. El proyecto de presupuesto que remita el 
Tribunal de Justicia Administrativa al Gobernador, no 
podrá ser modificado por éste en la iniciativa que 
presente a la consideración del Congreso del 
Estado. El Tribunal de Justicia Administrativa tendrá 
a su cargo dirimir las controversias que se susciten 
entre la administración pública local y municipal y los 
particulares. Asimismo, será el órgano competente 
para imponer, en los términos que disponga la ley, 
las sanciones a los servidores públicos locales y 
municipales por responsabilidad administrativa 
grave, y a los particulares que incurran en actos 
vinculados con faltas administrativas graves; así 
como fincar a los responsables el pago de las 
indemnizaciones y sanciones pecuniarias que 
deriven de los daños y perjuicios que afecten a la 
Hacienda Pública Estatal o Municipal o al patrimonio 
de los entes públicos locales o municipales. 
ARTÍCULO 104.- El Tribunal de Justicia 
Administrativa se compondrá de tres magistrados 
numerarios, garantizándose en su integración 
ambos géneros, y durarán en su encargo diez años, 
pudiendo ser ratificados por una sola vez y por el 
mismo periodo, previa evaluación en los términos 
que disponga la Ley de la materia. Sólo podrán ser 
privados de su cargo en los términos del Título 
Octavo de esta Constitución y las leyes aplicables. 
El Tribunal será presidido por el Magistrado que 
resulte electo por mayoría de votos de sus 
integrantes. La presidencia se ejercerá por tres años 
y podrá reelegirse. Se podrán nombrar hasta dos 
Magistrados Supernumerarios y durarán en su cargo 
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convocatoria pública para ocupar el cargo 
de Fiscal General del Estado, noventa días 
antes del término del encargo;  
II. De entre los concurrentes a esa 
convocatoria, que cumplan todos los 
requisitos, elegirá diez propuestos en una 
lista que enviará al Gobernador del Estado; 
III. El Gobernador del Estado contará hasta 
con diez días a partir de la recepción de las 
propuestas, para formar una terna, misma 
que remitirá al Congreso del Estado;  
IV. El Congreso del Estado deberá, de 
entre la terna propuesta elegir a quien será 
Fiscal General del Estado por el voto de las 
dos terceras partes de sus integrantes;  
V. De no enviarse la terna dentro del plazo 
de diez días el Congreso del Estado 
integrará la terna correspondiente;  
VI. De no lograr la votación requerida para 
elegir de entre los propuestos integrantes 
de la terna hasta en dos ocasiones, se 
solicitará al Gobernador del Estado la 
integración de una nueva terna, que será 
integrada por personas de la lista inicial;  
VII. El Fiscal General del Estado tomará 
protesta ante el Congreso; y,  
VIII. Las ausencias del Fiscal General del 
Estado serán suplidas en los términos que 
determina la Ley. 

SECCION II 
De la Defensoría de Oficio 

Artículo 103. La Defensoría de Oficio 
proporcionará la defensa necesaria en 
materia penal a los procesados que no 
tengan defensor particular y patrocinará en 
los asuntos civiles y administrativos a las 
personas que lo soliciten y acrediten no 
tener suficientes recursos económicos.  

contados a partir de la fecha en que rinda 
la protesta constitucional y sólo podrá ser 
privado del cargo en los términos que 
establezcan esta Constitución y las leyes 
en materia de responsabilidad de los 
servidores públicos, al término de los 
cuales tendrá derecho a un haber por 
retiro, en los términos establecidos para 
los Magistrados del Tribunal Superior de 
Justicia, conforme a lo establecido en 
esta Constitución y las leyes en la 
materia. Ninguna persona que haya sido 
nombrada magistrado podrá volver a 
ocupar el cargo o ser nombrada para un 
nuevo periodo. En ningún caso y por 
ningún motivo, el Magistrado que hubiere 
ejercido el cargo con el carácter de titular 
o suplente, podrá rebasar catorce años 
en el cargo. El retiro forzoso del cargo se 
producirá en los mismos términos que 
para los magistrados del Tribunal 
Superior de Justicia. El Magistrado del 
Tribunal Unitario de Justicia Penal para 
Adolescentes administrará sus recursos y 
propondrá su presupuesto de egresos al 
Titular del Poder Judicial, quien lo 
integrará al presupuesto de egresos de 
dicho poder. La fiscalización de sus 
recursos estará a cargo de la Entidad 
Superior de Fiscalización del Estado de 
Morelos. Habrá un Magistrado titular y un 
suplente, así como el número de Jueces 
especializados que señale la Ley 
Orgánica que para tal efecto se expida. 
Tendrán competencia exclusiva para 
administrar justicia a los adolescentes a 
quienes se atribuya la realización de una 
conducta tipificada como delito por las 

diez años, los cuales podrán ser designados de 
entre las ternas que para Magistrados Numerarios 
envíe el Gobernador. 
Los Magistrados Numerarios serán suplidos en sus 
faltas por los Supernumerarios de acuerdo al orden 
de prelación previsto en el decreto de su 
designación y de conformidad a las formalidades 
que determine la ley. Si la falta fuere definitiva, 
entrará provisionalmente en funciones el Magistrado 
Supernumerario que corresponda, situación que se 
hará del conocimiento del Gobernador y del 
Congreso o Diputación Permanente para proceder a 
la designación de un Magistrado Numerario por el 
periodo restante, de conformidad a lo previsto por el 
artículo 105 de esta Constitución, sin exceder del 
término de sesenta días entre la ausencia y la 
designación. La terna que someta el Gobernador 
para la designación del Magistrado Numerario, 
podrá incluir a quienes tengan en ese momento el 
carácter de Magistrados Supernumerarios. 
ARTÍCULO 105.- Para ser magistrado del Tribunal 
de Justicia Administrativa, se requiere:  
I.- Ser mexicano por nacimiento, en pleno ejercicio 
de sus derechos políticos y civiles;  
II.- Tener cuando menos treinta años cumplidos al 
día de la designación;  
III.- Ser licenciado en derecho, con al menos siete 
años de antigüedad al día de la designación;  
IV.- Tener por lo menos cinco años de experiencia 
profesional, preferentemente, en materia 
administrativa o fiscal;  
V.- Ser de notoria buena conducta y honorabilidad 
manifiesta y no haber sido condenado en sentencia 
ejecutoriada por delito intencional que amerite pena 
corporal de más de un año de prisión, pero si se 
tratare de robo, fraude, falsificación, abuso de 
confianza o alguno otro que lastime seriamente la 
fama en el servicio público inhabilitará para el cargo, 
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La Ley Orgánica de la Defensoría de Oficio 
fijará las demás atribuciones y deberes 
inherentes a su organización. 
Las leyes establecerán los mecanismos 
para la instauración de la defensoría 
indígena, a través de la formación, 
capacitación y prestación de servicios 
jurídicos y administrativos, mediante un 
sistema interdisciplinario de traductores 
intérpretes en lenguas originarias y 
extranjeras, y expertos en culturas y 
sistemas normativos indígenas. 

leyes del Estado de Morelos. Los Jueces 
Especializados serán nombrados por el 
Magistrado del Tribunal Unitario de 
Justicia Penal para Adolescentes, 
mediante convocatoria a examen de 
oposición calificado por el Centro 
Nacional de Evaluación para la Educación 
Superior, designando en el cargo a 
quienes obtengan las más altas 
evaluaciones en dicho examen. Una vez 
nombrados tienen los mismos derechos, 
obligaciones y prerrogativas que los 
demás jueces pertenecientes al Poder 
Judicial del Estado de Morelos. La Ley 
Orgánica establecerá la organización, el 
funcionamiento, las atribuciones del 
Tribunal y demás disposiciones para el 
correcto desempeño de sus funciones. La 
información relacionada con los procesos 
jurisdiccionales en materia de justicia 
para adolescentes no será pública. 

cualquiera que haya sido la pena;  
VI.-Ser originario del Estado de Nayarit o haber 
residido en el mismo, durante los dos años 
anteriores al día de la designación;  
VII.- No haber tenido el cargo de diputado local 
durante el año previo al día de la designación, ni 
haber sido Fiscal General, o haber pertenecido a las 
fuerzas armadas, y 
VIII.- No ser ministro de algún culto religioso, a 
menos que se haya separado formal y 
definitivamente de su ministerio, cuando menos 
cinco años anteriores al día de la designación. Para 
la designación de Magistrados, el Gobernador 
someterá tres ternas a consideración del Congreso, 
quien previa comparecencia de las personas 
propuestas elegirá a los Magistrados que deban 
cubrir cada una de las vacantes. La elección se hará 
por el voto de las dos terceras partes de los 
diputados presentes en la sesión, dentro del 
improrrogable término de treinta días. Si el Congreso 
no resolviere dentro de ese plazo, ocuparán el cargo 
de Magistrados las personas que, dentro de dichas 
ternas, designe el Gobernador. Si la Legislatura 
rechaza alguna o la totalidad de las ternas 
propuestas, el Gobernador someterá a su 
consideración unas nuevas, en los términos del 
párrafo anterior. Si estas segundas tampoco son 
aceptadas, ocuparán el cargo las personas que 
dentro de esas ternas designe el Gobernador. 
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NUEVO LEÓN OAXACA PUEBLA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO 
LIBRE Y SOBERANO DE NUEVO LEÓN19 

CONSTITUCIONAL DEL ESTADO LIBRE Y 
SOBERANO DE OAXACA20 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL 
ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE 

PUEBLA21 

TITULO VI  
DEL PODER JUDICIAL 

ARTÍCULO 94.- Al Poder Judicial corresponde la 
jurisdicción local en las materias de: 
I. Control de la constitucionalidad local en los 
términos que señale la ley correspondiente; y II. 
Civil, familiar, penal, laboral y de adolescentes 
infractores. También garantizará la vigencia de 
las normas de la Constitución y leyes federales, 
en las materias en que estas autoricen la 
jurisdicción concurrente. El ejercicio del Poder 
Judicial se deposita en un Tribunal Superior de 
Justicia, en Juzgados de Primera Instancia y en 
Juzgados Menores, y se expresará a través de 
funcionarios y auxiliares en los términos que 
establezcan esta Constitución y las Leyes. En el 
Poder Judicial habrá un Consejo de la Judicatura 
del Estado, el cual tendrá las atribuciones que le 
señalen esta Constitución y las Leyes. El Tribunal 
Superior de Justicia funcionará en Pleno, en 
Salas Colegiadas y en Salas Unitarias y se regirá 
en la forma que señale la Ley Orgánica del Poder 
Judicial. Tendrá el número de Magistrados que 
determine la Ley, quienes durarán hasta veinte 
años en su encargo. Ninguna persona que haya 
sido Magistrado podrá ser nombrada para un 

CAPÍTULO IV 
DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO 

SECCIÓN PRIMERA DEL EJERCICIO DEL 
PODER JUDICIAL 

Artículo 99.- El Poder Judicial se ejerce por el 
Tribunal Superior de Justicia y por los jueces 
de primera instancia. 
El Poder Judicial administrará con autonomía 
su presupuesto, sin que pueda ser menor al 
ejercido en el año anterior. El Tribunal 
Superior de Justicia elaborará su propio 
proyecto de presupuesto y el Consejo de la 
Judicatura lo hará por el resto del Poder 
Judicial, con las excepciones dispuestas en 
esta Constitución, debiendo rendir cuentas 
anualmente al Congreso del Estado acerca de 
su ejercicio. 
Los proyectos así elaborados serán remitidos 
por el Presidente del Tribunal Superior de 
Justicia al Congreso del Estado para su 
discusión y en su caso aprobación. Una vez 
aprobado el Presupuesto de Egresos del 
Estado, las erogaciones previstas para el 
Poder Judicial no podrán ser reducidas ni 
transferidas, salvo en los casos de ajuste 
presupuestal general previstos en la Ley. 

TÍTULO QUINTO DEL PODER 
JUDICIAL CAPÍTULO ÚNICO 

Artículo 86 El ejercicio del Poder Judicial 
se deposita en un Cuerpo Colegiado 
denominado "TRIBUNAL SUPERIOR DE 
JUSTICIA DEL ESTADO" y en los 
Juzgados que determine la Ley Orgánica 
correspondiente.  
La administración, vigilancia y disciplina 
del Poder Judicial del Estado, con 
excepción del Tribunal Superior de 
Justicia, estarán a cargo del Consejo de 
la Judicatura en los términos que 
establezca la Ley.  
El Consejo de la Judicatura será un 
órgano del Poder Judicial del Estado con 
independencia técnica, de gestión y para 
emitir sus resoluciones. El Consejo se 
integrará por el Presidente del Tribunal 
Superior de Justicia, quien también lo 
será del Consejo; por dos Consejeros 
designados por el Pleno del Tribunal 
Superior de Justicia, de entre los 
Magistrados o Jueces inamovibles, y por 
un Comité Consultivo. 
El Comité Consultivo se integrará por dos 

 
19 Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Nuevo León, Leyes, H. Congreso del Estado de Nuevo León, Disponible en: 

http://www.hcnl.gob.mx/trabajo_legislativo/leyes/ [27/01/2020] 
20 Constitucional del Estado Libre y Soberano de Oaxaca, Marco Normativo, Legislatura XIV Congreso del Estado de Oaxaca, Disponible en: 

https://www.congresooaxaca.gob.mx/marco_normativs [27/01/2020] 
21 constitución Política del Estado Libre y Soberano de Puebla, Legislación en línea, H. Congreso del Estado de Puebla, LX Legislatura, Disponible en: 

file:///C:/Users/Usuario/Downloads/ConstitucionEstadoPueblaagosto2018%20(1).pdf [28/01/2020] 
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nuevo periodo, salvo que hubiera ejercido el 
cargo con el carácter de provisional o interino. El 
Pleno del Tribunal Superior de Justicia estará 
integrado por los Magistrados y funcionará con el 
quórum que establezca la Ley. Las Sesiones del 
Pleno serán públicas y, por excepción, secretas 
en los casos en que así lo exijan la moral y el 
interés público. El Presidente del Tribunal 
Superior de Justicia será un Magistrado que no 
integrará Sala. Será electo por el Pleno y durará 
en su encargo dos años con posibilidad de una 
reelección inmediata. La vigilancia y disciplina del 
Poder Judicial se realizará en los términos que 
determine la Ley. La administración del Poder 
Judicial estará a cargo del Pleno del Consejo de 
la Judicatura. El Consejo de la Judicatura del 
Estado se compondrá por cinco Consejeros, de 
los cuales uno será el Presidente del Tribunal 
Superior de Justicia; dos jueces designados por 
el Pleno del Tribunal Superior de Justicia; otro 
será designado por el Titular del Poder Ejecutivo, 
y otro por el Congreso del Estado. El Presidente 
del Tribunal Superior de Justicia también será el 
Presidente del Consejo de la Judicatura y 
permanecerá en este cargo durante el tiempo 
que tenga el carácter de Presidente de dicho 
Tribunal, sin recibir remuneración adicional por el 
desempeño de esta función. Los jueces del 
Poder Judicial que hubieren sido designados 
como Consejeros de la Judicatura actuarán con 
licencia, por lo que, para el desempeño de esta 
función, deberán separarse de sus respectivos 
cargos. Las personas que sean consideradas 
para ser Consejeros de la Judicatura deberán 
haberse distinguido por su honestidad, capacidad 
y aptitud profesional para el desempeño de la 
función. Los Consejeros de la Judicatura del 
Estado no representan a quienes los designan, 

SECCIÓN SEGUNDA DEL TRIBUNAL 
SUPERIOR DE JUSTICIA 

Artículo 100.- La Ley Orgánica del Poder 
Judicial del Estado determinará el 
funcionamiento del mismo, garantizará la 
independencia de los Magistrados y Jueces en 
el ejercicio de sus funciones y establecerá las 
condiciones para el ingreso, formación y 
permanencia de sus servidores públicos. El 
Consejo de la Judicatura será el órgano del 
Poder Judicial del Estado con independencia 
técnica, de gestión y capacidad para emitir 
resoluciones y acuerdos generales. Es el 
encargado de conducir la administración, 
vigilancia y disciplina del Poder Judicial, con 
excepción del Tribunal Superior de Justicia, en 
los términos que señala esta Constitución y las 
leyes. El Consejo de la Judicatura se integrará 
por cinco miembros. La Presidencia del 
Consejo recaerá en el Presidente del Tribunal 
Superior de Justicia. Habrá un Consejero 
Magistrado y un Consejero Juez, quienes 
serán designados bajo criterios de evaluación 
y antigüedad. Habrá un miembro designado 
por cada uno de los poderes Ejecutivo y 
Legislativo. Los consejeros no representan a 
quienes los designa, por lo que ejercerán su 
función con independencia e imparcialidad. De 
los miembros del Consejo de la Judicatura se 
designará un representante que deberá 
integrarse y formar parte del Comité 
Coordinador del Sistema Estatal de Combate 
a la Corrupción. 
La Ley Orgánica de cada uno de los poderes 
que participan en la integración del Consejo de 
la Judicatura determinará la forma y 
mecanismos para la designación de los 
Consejeros, quienes sin excepción deberán 

miembros con carácter honorífico, uno 
designado por el Congreso del Estado y 
otro por el Gobernador del Estado, y 
funcionará según lo disponga la Ley.  
Los integrantes del Comité Consultivo no 
tendrán la calidad referida en el artículo 
124 de esta Constitución.  
Todos los miembros del Consejo deberán 
ser personas que se hayan distinguido 
por su capacidad profesional y 
administrativa, honestidad y honorabilidad 
en el ejercicio de sus actividades. Los 
Consejeros designados por el Pleno del 
Tribunal Superior de Justicia, deberán 
reunir los requisitos señalados en el 
artículo 89 de esta Constitución y gozar 
de reconocimiento en el ámbito judicial. 
En el caso de los integrantes del Comité 
Consultivo éstos tendrán el carácter de 
honoríficos y por tanto no tendrán 
derecho a remuneración alguna por el 
ejercicio o desempeño de este cargo, 
debiendo cumplir con las fracciones I, II, 
IV y V del artículo 89 de esta 
Constitución, y no podrán desempeñar 
cualquier otro cargo, empleo o comisión 
que pueda resultar en un conflicto de 
intereses.  
El Consejo de la Judicatura funcionará en 
Pleno o en comisiones, y será 
competente para resolver sobre la 
designación, adscripción, ratificación y 
remoción de jueces, así como de los 
demás asuntos que la Ley determine. 
Salvo el Presidente del Consejo, los 
demás integrantes del mismo durarán 
hasta cinco años en su cargo, serán 
substituidos de manera escalonada, y 
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por lo que ejercerán su función con plena 
independencia e imparcialidad y deberán ser 
sustituidos de manera escalonada. Para este fin, 
los Consejeros de la Judicatura designados por el 
Poder 50 Judicial y los designados por los 
Poderes Ejecutivo y Legislativo durarán en su 
cargo tres años pudiendo ser designados por 
hasta un periodo consecutivo adicional. El 
Consejo de la Judicatura del Estado funcionará 
en Pleno o en Comisiones. El Pleno sesionará 
con la presencia de la mayoría de sus 
integrantes. Los Jueces serán necesarios para el 
despacho pronto y expedito de los asuntos de su 
competencia.  
ARTICULO 95.- El tribunal superior de Justicia 
tendrá jurisdicción plena para conocer y resolver, 
en los términos que señale la Ley reglamentaria, 
de los siguientes medios de control de la 
constitucionalidad local:  
I.- De la controversia de inconstitucionalidad 
local, que podrá promover el Estado y municipios, 
así como los poderes u órganos públicos 
estatales o municipales, para impugnar actos de 
autoridad o normas generales que invadan su 
competencia garantizada por esta Constitución, y 
que provengan de otro diverso poder u órgano 
estatal u municipal. El poder Judicial del Estado 
no podrá ser parte actora ni demandada en estas 
controversias. II. De la acción de 
inconstitucionalidad local para impugnar normas 
generales expedidas por el Congreso del Estado 
o por cualquier ayuntamiento, que en abstracto 
violen los derechos fundamentales de las 
personas emanados de esta Constitución, o 
violen la distribución de competencias que en 
esta Constitución se establecen para el Estado y 
los municipios, o para cualquiera de los poderes 
u órganos públicos estatales o municipales. Esta 

tener el título de licenciado en derecho y 
acreditar cinco años de experiencia en la 
materia. 
Los consejeros, con excepción del presidente, 
durarán en su cargo cinco años, serán 
sustituidos de manera escalonada, y no 
podrán ser nombrados para un nuevo periodo. 
Durante su encargo, sólo podrán ser 
removidos en los términos del Título Séptimo 
de esta Constitución. El Consejo de la 
Judicatura establecerá la configuración 
territorial de las Salas y Juzgados del Poder 
Judicial; administrará la carrera judicial; 
nombrará y removerá a los Jueces y demás 
servidores públicos del Poder Judicial con 
base en principios de idoneidad, experiencia, 
honorabilidad, pluralidad, equidad de género, 
apartidismo y no discriminación, así mismo les 
concederá licencia, y resolverá sobre la 
renuncia que presenten, en los términos que 
establezca la ley. 
Artículo 101.- Para ser Magistrado del 
Tribunal Superior de Justicia del Estado, se 
necesita:  
I.- Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en 
pleno ejercicio de sus derechos políticos y 
civiles;  
II.- Tener cuando menos treinta y cinco años 
cumplidos el día de su nombramiento; 
III.- Poseer el día del nombramiento, con 
antigüedad mínima de diez años, título y 
cédula profesionales de licenciado en derecho, 
expedidas por la autoridad o institución 
legalmente facultada para ello;  
IV.- Gozar de buena reputación y no haber 
sido condenado por delito que amerite pena 
corporal de más de un año de prisión; pero si 
se trata de robo, fraude, falsificación, abuso de 

podrán ser nombrados para un nuevo 
período. El Consejo estará facultado para 
expedir acuerdos generales para el 
adecuado ejercicio de sus funciones.  
El Pleno del Tribunal Superior de Justicia 
podrá solicitar al Consejo la expedición 
de aquellos acuerdos generales que 
considere necesarios para asegurar un 
adecuado ejercicio de la función 
jurisdiccional. El Pleno del Tribunal 
también podrá revisar y, en su caso, 
revocar los que el Consejo apruebe, por 
cuando menos las dos terceras partes de 
sus integrantes. La Ley establecerá los 
términos y procedimientos para el 
ejercicio de estas atribuciones. Las 
decisiones del Consejo serán definitivas y 
no admitirán recurso. El Tribunal Superior 
de Justicia elaborará su propio 
presupuesto y el Consejo de la Judicatura 
lo hará para el resto del Poder Judicial, 
los que serán remitidos por el Presidente 
del Tribunal Superior de Justicia para su 
inclusión en el proyecto de Presupuesto 
de Egresos del Estado. La administración 
del Tribunal Superior de Justicia 
corresponderá a su Presidente.  
Artículo 87 El Tribunal Superior de 
Justicia estará integrado por el número de 
Magistrados propietarios y suplentes que 
fije la ley, los que serán nombrados por el 
Congreso, a propuesta en terna del 
Ejecutivo.  
Artículo 88 Los Magistrados del Tribunal 
Superior de Justicia serán inamovibles y 
sólo podrán ser privados de sus cargos 
por la Legislatura del Estado, a petición 
del Ejecutivo, por faltas u omisiones 
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acción de inconstitucionalidad podrá ser 
promovida por los diputados, tratándose de 
normas generales expedidas por el Congreso del 
Estado, y por los regidores tratándose de normas 
generales expedidas por su respectivo 
ayuntamiento, en los términos que determine la 
Ley reglamentaria. Esta acción también podrá 
promoverla el Gobernador o el Fiscal General de 
Justicia del Estado. Las Sentencias dictadas para 
resolver una controversia de inconstitucionalidad 
local o una acción de inconstitucionalidad local, 
que declaren inconstitucional una norma general, 
tendrán efectos generales en todo el Estado 
cuando sean votados por la mayoría calificada 
que determine la ley reglamentaria, a partir de la 
fecha en que sean publicadas en el Periódico 
Oficial del Estado o de la fecha posterior a la 
publicación que la propia sentencia ordene. 
ARTICULO 96.- Corresponde al Tribunal 
Superior de Justicia:  
I.- Resolver en Pleno las controversias 
constitucionales y las acciones de 
inconstitucionalidad;  
II.- A través de las Salas, conocer en grado de 
revisión de los negocios civiles, familiares, 
penales, de adolescentes infractores o de 
jurisdicción concurrente, que le remitan los 
Jueces;  
III.- Elegir en Pleno, cada dos años, al Presidente 
del Tribunal Superior de Justicia, conforme lo 
determine la Ley;  
IV.- Determinar en Pleno, el número de las Salas, 
su integración colegiada y unitaria, su 
especialidad y la adscripción de los magistrados;  
V.- Conocer en Tribunal Pleno para resolver en 
definitiva, a instancia de parte interesada, de los 
Magistrados o de los Jueces, qué tesis debe 
prevalecer cuando las Salas del Tribunal 

confianza y otro que lastime seriamente la 
buena fama en el concepto público, 
inhabilitará para el cargo cualquiera que haya 
sido la pena; 
V.- Haber residido en la República Mexicana 
durante los dos años anteriores al día del 
nombramiento; y  
VI.- No haber sido Secretario de Despacho o 
su equivalente, Fiscal General del Estado de 
Oaxaca o Diputado Local, en el año anterior a 
su nombramiento; 
Los nombramientos de los Magistrados serán 
hechos preferentemente, entre aquellas 
personas que hayan prestado sus servicios 
con eficiencia y probidad en la administración 
de justicia o que lo merezcan por su 
honorabilidad, competencia y antecedentes en 
otras ramas de la profesión jurídica; los 
nombramientos garantizarán la paridad entre 
mujeres y hombres; y, si ello no fuere posible, 
serán los más cercano al equilibrio numérico; 
No podrán reunirse en el Tribunal dos o más 
Magistrados que sean parientes entre sí por 
consanguinidad dentro del cuarto grado o por 
afinidad dentro del segundo. 
Durante el ejercicio de su encargo no podrán 
ocupar cargo en partidos políticos ni 
desempeñar otro empleo, cargo o comisión en 
el servicio público; excepto la docencia o la 
investigación académica. Sólo podrán ser 
removidos de conformidad con lo dispuesto en 
esta Constitución y las leyes en la materia. 
Las personas que hayan ocupado el cargo de 
Magistrado, Juez de Primera Instancia o 
Consejero de la Judicatura, no podrán, dentro 
del año siguiente a la fecha de su retiro, actuar 
como patronos, abogados o representantes, 
en cualquier proceso ante los órganos del 

graves en el desempeño de sus 
funciones; porque observen mala 
conducta o estén incapacitados física o 
mentalmente. 
Artículo 89 Para ser Magistrado del 
Tribunal Superior de Justicia de Estado, 
se requiere:  
I.- Ser ciudadano mexicano por 
nacimiento, en pleno goce de sus 
derechos políticos y civiles.  
II.- Tener cuando menos treinta y cinco 
años cumplidos el día de su designación.  
III.- Poseer el día de la designación, con 
antigüedad mínima de diez años, título 
profesional de licenciado en derecho, 
expedido por autoridad o institución 
legalmente facultada para ello;  
IV.- Gozar de buena reputación y no 
haber sido condenado por delito que 
amerite pena corporal de más de un año 
de prisión; pero si se tratare de robo, 
fraude, falsificación, abuso de confianza y 
otro que lastime seriamente la buena 
fama en el concepto público, inhabilitará 
para el cargo, cualquiera que haya sido la 
pena; y  
V.- Haber residido en el país durante los 
dos años anteriores al día de su 
designación.  
Artículo 90 La Ley Orgánica del Poder 
Judicial establecerá:  
I.- La organización del Tribunal Superior 
de Justicia del Estado y sus facultades.  
II.- La forma en que los Magistrados 
suplentes deban ser llamados a ejercer 
sus funciones. III.- La organización y 
atribuciones de los Juzgados.  
IV.- El tiempo que deben durar los Jueces 
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sustenten criterios contradictorios al resolver los 
recursos de su competencia, las cuales serán de 
observancia obligatoria en las Salas y Juzgados;  
VI.- En Pleno, dirimir los conflictos de 
competencia que se susciten entre las Salas, y 
entre los juzgados, de acuerdo a lo que 
establezca la Ley;  
VII.- En Pleno, expedir y modificar su reglamento 
interno para el cumplimiento de las facultades de 
los servidores públicos del Tribunal Superior de 
Justicia;  
VIII.- Presentar ante el Congreso del Estado, las 
iniciativas de leyes que estime pertinentes, 
relacionadas con la administración de justicia y la 
organización y funcionamiento del Poder Judicial;  
IX.- Conocer en Tribunal Pleno, erigido en Jurado 
de Sentencia, de la responsabilidad de los 
servidores públicos a que alude el Título VII de 
esta Constitución.  
X.- Acordar y autorizar las licencias de los 
Magistrados;  
XI.- En Pleno, expedir los acuerdos necesarios 
para el mejor ejercicio de sus funciones;  
XII.- Examinar los informes que mensualmente 
deberán remitirle los Juzgados, acerca de los 
negocios pendientes y de los despachados; XIII.- 
En Pleno, acordar lo necesario para la 
implementación de dispositivos electrónicos 
necesarios para la realización de la función 
jurisdiccional; y  
XIV.- Elegir en Pleno a los jueces que ocuparán 
el cargo de Consejero de la Judicatura; y  
XV.- Las demás facultades que las leyes le 
otorguen.  
ARTICULO 97.- Corresponde al Consejo de la 
Judicatura del Estado:  
I.- Nombrar, adscribir, confirmar o remover al 
personal del Poder Judicial, excepto al del 

Poder Judicial del Estado. 
Los impedimentos de este artículo serán 
aplicables a los funcionarios judiciales que 
gocen de licencia. La infracción a lo previsto 
en el presente párrafo será sancionada con la 
pérdida del respectivo cargo dentro del Poder 
Judicial del Estado, así como de las 
prestaciones y beneficios que en lo sucesivo 
correspondan por el mismo, 
independientemente de las demás sanciones 
que las leyes prevean. 
Artículo 102.- Para nombrar a los magistrados 
del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal 
de Justicia Administrativa y del Tribunal 
Laboral, el Gobernador del Estado emitirá una 
convocatoria pública para la selección de 
aspirantes, de conformidad con los requisitos 
señalados en el artículo anterior. 
El Consejo de la Judicatura certificará el 
cumplimiento de los requisitos de ley y 
aplicará los exámenes de oposición. Una vez 
concluidos éstos, remitirá al Gobernador del 
Estado una lista que contenga ocho 
candidatos, de los cuales el Gobernador 
enviará una terna al Congreso del Estado para 
que elija a quien debe ser Magistrado. 
La elección se hará por el voto de las dos 
terceras partes de los diputados del Congreso 
del Estado que se hallen presentes, dentro del 
improrrogable plazo de veinte días naturales. 
Si el Congreso no resolviere dentro de dicho 
plazo, ocupará el cargo de Magistrado la 
persona que, dentro de dicha terna, designe el 
Gobernador del Estado. En caso de que el 
Congreso del Estado rechace la terna 
propuesta, ocupará el cargo la persona que 
habiendo aparecido en la lista elaborada por el 
Consejo de la Judicatura designe el 

en el ejercicio de su cargo y los requisitos 
para que los de Primera Instancia del 
Estado, adquieran la inamovilidad. 
V.- La manera de cubrir las faltas de los 
Jueces.  
VI.- La autoridad que debe nombrar a los 
Jueces.  
VII.- La organización del Consejo de la 
Judicatura del Poder Judicial del Estado y 
sus facultades; y 205  
VIII.- Las bases para la formación y 
actualización de funcionarios, así como 
para el desarrollo de la carrera judicial, la 
cual se regirá por los principios de 
excelencia, objetividad, imparcialidad, 
profesionalismo e independencia.  
Artículo 91 Los cargos de orden judicial 
sólo son renunciables por las causas o 
motivos que establezca la Ley Orgánica 
del Poder Judicial del Estado.  
Artículo 92 El Congreso y, en su caso, la 
Comisión Permanente, calificará las 
renuncias de los Magistrados del Tribunal 
Superior. Las de los otros funcionarios 
judiciales serán calificadas por la 
autoridad que los nombre. 
Artículo 93 En los juicios no podrá haber 
más de dos instancias y los recursos que 
establezcan las leyes.  
Artículo 94 Cada tres años, al renovarse 
el Poder Legislativo, el Presidente del 
Tribunal Superior de Justicia enviará al 
Congreso una memoria en la que 
exponga la situación que guarda la 
Administración de Justicia del Estado.  

TÍTULO SEXTO  
DEL MINISTERIO PÚBLICO  

CAPÍTULO ÚNICO 
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Tribunal Superior de Justicia y a aquel que tenga 
señalado un procedimiento específico; II.- Definir 
el Distrito Judicial, número, materia y domicilio de 
cada Juzgado;  
III.- Crear nuevos juzgados y distritos judiciales, 
previa la sustentación presupuestal para ello;  
IV.- Conceder las licencias, admitir las renuncias 
y sancionar las faltas del personal del Poder 
Judicial, excepto el del Tribunal Superior de 
Justicia y aquel que tenga señalado un 
procedimiento especial, en los términos que 
establezca la Ley;  
V.- Administrar y ejercer el presupuesto del Poder 
Judicial;  
VI.- Elaborar el Presupuesto de Egresos del 
Poder Judicial, remitiéndolo al Congreso del 
Estado para su aprobación;  
VII.- Expedir y modificar los reglamentos y 
acuerdos necesarios para el funcionamiento del 
Poder Judicial, excepto del Tribunal Superior de 
Justicia;  
VIII.- Nombrar Visitadores Judiciales, quienes 
tendrán las facultades señaladas en la Ley; IX.- 
Examinar los informes que mensualmente 
deberán remitirle las Salas y los Juzgados acerca 
de los negocios pendientes y de los 
despachados;  
X.- Dirigir y administrar el Instituto de la 
Judicatura como organismo responsable de la 
capacitación y actualización de los servidores 
públicos del Poder Judicial;  
XI.- Organizar, operar y mantener actualizado el 
Sistema de la Carrera Judicial, el cual se regirá 
por los principios de excelencia, objetividad, 
imparcialidad, profesionalismo e independencia;  
XII.- Diseñar, integrar y mantener actualizado el 
Sistema de Información Estadística del Poder 
Judicial del Estado;  

Gobernador del Estado. 
Todos los Magistrados, con excepción del 
Magistrado Presidente y del Magistrado 
Consejero de la Judicatura, deberán integrar 
sala, durarán en el ejercicio de su cargo ocho 
años, podrán ser reelectos por un periodo 
igual, y si lo fueren, sólo podrán ser privados 
de sus puestos en los términos del artículo 
117 de esta Constitución y la Ley de 
Responsabilidades de los Servidores Públicos 
del Estado y Municipios de Oaxaca; podrán 
jubilarse en los términos que señale la Ley 
respectiva. 
Artículo 103.- El Consejo de la Judicatura 
será presidido por el Presidente del Tribunal 
Superior de Justicia del Estado que elija el 
Pleno y que durará en ejercicio de sus 
funciones cuatro años pudiendo ser reelecto 
por un periodo más. Para ser Magistrado 
Presidente se requiere un mínimo de tres años 
integrando sala. El Magistrado Presidente 
tendrá la representación legal del Poder 
Judicial. 
Artículo 104.- Las faltas temporales de los 
Magistrados serán cubiertas por los Jueces de 
Primera Instancia que designe el Pleno del 
Honorable Tribunal Superior de Justicia, 
tomando en consideración la antigüedad, 
eficiencia, capacidad y probidad en la 
impartición de justicia. 
Artículo 105.- El Tribunal Superior de Justicia 
funcionará en Pleno o en Salas y tendrá las 
siguientes facultades y atribuciones:  
I.- Garantizar la supremacía y control de esta 
Constitución; 
II.- Proteger y salvaguardar los derechos 
humanos y garantías individuales reconocidos 
en esta Constitución;  

Artículo 95 El Ministerio Público se 
organizará en una Fiscalía General del 
Estado, como órgano público autónomo, 
dotado de personalidad jurídica y de 
patrimonio propios, el cual se regirá por 
los principios de eficiencia, imparcialidad, 
legalidad, objetividad, profesionalismo, 
responsabilidad y respeto a los derechos 
humanos. Incumbe al Ministerio Público 
la persecución de los delitos del orden 
común cometidos en el territorio del 
Estado, la representación de los intereses 
de la sociedad, la promoción de una 
pronta, completa y debida impartición de 
justicia que abarque la reparación del 
daño causado, la protección de los 
derechos de las víctimas y el respeto a 
los derechos humanos de todas las 
personas; velar por la exacta observancia 
de las leyes de interés público; intervenir 
en los juicios que afecten a personas a 
quienes la Ley otorgue especial 
protección y ejercer las demás 
atribuciones previstas en otros 
ordenamientos aplicables. Los 
particulares podrán ejercer la acción 
penal ante la autoridad judicial en los 
casos previstos en la Ley. 
Las policías actuarán bajo la conducción 
y mando del Ministerio Público en la 
investigación y persecución de los delitos. 
El Ministerio Público podrá aplicar 
criterios de oportunidad para el ejercicio 
de la acción penal, en los supuestos y 
condiciones que establezca la ley.  
Artículo 96 El Ministerio Público estará a 
cargo de un Fiscal General del Estado, 
quien para el ejercicio de sus funciones 
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XIII.- Entregar por conducto de su Presidente al 
Pleno del Tribunal Superior de Justicia y al 
Congreso del Estado un informe estadístico 
trimestral del Poder Judicial del Estado;  
XIV.- Dar su opinión al Congreso del Estado y 
proporcionarle la información que le solicite, en 
los casos en que esté tratando la posible 
ratificación de algún Magistrado;  
XV.- Elaborar la cuenta pública anual del Poder 
Judicial;  
XVI.- Dictar las medidas necesarias para la 
recepción, control y destino de los bienes 
asegurados y decomisados dentro de un proceso 
penal o de adolescentes infractores;  
XVII.- Enviar al Pleno del Congreso la terna con 
propuestas para el nombramiento de Magistrados 
de Tribunal Superior de Justicia; y XVIII.- Las 
demás facultades que las leyes le otorguen.  
ARTICULO 98.- Para ser Magistrado del Tribunal 
Superior de Justicia y del Tribunal de Justicia 
Administrativa, se requiere:  
I.- Ser ciudadano mexicano por nacimiento en 
pleno ejercicio de sus derechos civiles y políticos;  
II.- Tener cuando menos 35 años el día de la 
designación;  
III.- Poseer el día de la designación, título 
profesional de licenciado en derecho, con 
antigüedad mínima de diez años, expedido por 
autoridad o institución legalmente facultada para 
ello;  
IV.- Gozar de buena reputación y no haber sido 
condenado por delito doloso que amerite pena 
corporal de más de un año de prisión; pero si se 
tratare de robo, fraude, falsificación, abuso de 
confianza, peculado u otro que lastime 
seriamente la buena fama en el concepto público, 
inhabilitará para el cargo, cualquiera que haya 
sido la pena;  

III.- Interpretar y aplicar las leyes del fuero 
común y las federales en jurisdicción 
concurrente;  
IV.- Conocer en segunda instancia de los 
negocios y causas que determinen las leyes; 
V.- Hacer la revisión de todos los procesos del 
orden penal que designen las leyes; 
VI.- Garantizar los derechos de los pueblos 
indígenas y afromexicano y, cuando así 
corresponda, adecuar las normas del Estado 
con las normas indígenas, en el marco del 
pluralismo jurídico; y  
VII.- Las demás atribuciones que le confieran 
esta Constitución y la ley. 
Artículo 106.- Corresponde al Pleno del 
Tribunal Superior de Justicia: A. En 
competencia exclusiva:  
I.- Iniciar y presentar a nombre y 
representación del Poder Judicial leyes en 
todo lo relativo a la Administración de Justicia 
y estructura orgánica del Poder Judicial;  
II.- Establecer jurisprudencia de conformidad 
con los criterios que establezca la ley de la 
materia;  
III.- Iniciar anualmente las reformas a las leyes 
que difieran de su propia jurisprudencia y de 
las consultas u observaciones que formulen 
los Jueces de Primera Instancia;  
IV.- Resolver como Jurado de sentencia en las 
causas de responsabilidad por delitos oficiales 
que hayan de formarse contra los servidores 
públicos del Estado, en los términos que fija 
esta Constitución;  
V.- Dirimir las competencias de jurisdicción 
que se susciten entre los Jueces de Primera 
Instancia del Estado, o entre el Alcalde de un 
distrito judicial y otro Alcalde o Juez de 
Primera Instancia de otro distrito;  

contará con las Fiscalías Generales o 
Especializadas y el personal necesario 
bajo su autoridad y mando directo, en los 
términos que establezca la Ley, la cual 
señalará los requisitos y el procedimiento 
para su nombramiento, sustitución o 
remoción.  
Artículo 97 El Fiscal General del Estado 
durará en su encargo siete años, y será 
designado y removido conforme a lo 
siguiente: 
I.- A partir de la ausencia definitiva del 
Fiscal General del Estado, el Congreso 
del Estado contará con veinte días para 
integrar una lista de al menos diez 
candidatos al cargo, aprobada por las dos 
terceras partes de los miembros 
presentes, la cual enviará al Ejecutivo. Si 
el Ejecutivo no recibe la lista en el plazo 
antes señalado, enviará libremente al 
Congreso una terna y designará 
provisionalmente al Fiscal General del 
Estado, quien ejercerá sus funciones 
hasta en tanto se realice la designación 
definitiva conforme a lo establecido en 
este artículo. En este caso, el Fiscal 
General del Estado designado podrá 
formar parte de la terna.  
II.- Recibida la lista a que se refiere la 
fracción anterior, dentro de los diez días 
siguientes el Ejecutivo formulará una 
terna de entre los integrantes de la lista, y 
la enviará a la consideración del 
Congreso.  
III.- El Congreso, con base en la terna y 
previa comparecencia de las personas 
propuestas, designará al Fiscal General 
del Estado, con el voto de las dos 
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V.- Haber residido en el Estado durante los dos 
años anteriores al día de la designación; y  
VI.- No haber sido Gobernador, Secretario de 
Despacho del Ejecutivo, Fiscal General de 
Justicia del Estado, Fiscal Especializado en 
Combate a la Corrupción, Fiscal Especializado en 
Delitos Electorales, Senador, ni Diputado Federal 
o Local, cuando menos un año previo al día de su 
nombramiento.  
Para ser Consejero de la Judicatura se requiere 
reunir los mismos requisitos que se establecen 
para los Magistrados, con excepción de la edad, 
que será de cuando menos treinta años al día de 
la designación y del título profesional que deberá 
tener fecha de expedición de por lo menos cinco 
años anteriores al día de la designación.  
Los Jueces de Primera Instancia deberán reunir 
los mismos requisitos que se establecen para los 
Magistrados, a excepción de la edad, que será de 
cuando menos treinta años y del título profesional 
que deberá tener fecha de expedición de al 
menos siete años anterior al día de su 
nombramiento. Los Jueces Menores reunirán los 
mismos requisitos que se establecen para los 
Jueces de Primera Instancia, con excepción de la 
edad y título profesional, que serán cuando 
menos de veintisiete y cinco años, 
respectivamente. ARTICULO 99.- Los 
Magistrados del Tribunal Superior de Justicia 
serán designados de la siguiente manera: Dentro 
de los diez días posteriores a la ausencia 
definitiva de un Magistrado del Tribunal Superior 
de Justicia o ciento cincuenta días previos a que 
finalice el periodo de su encargo, el Consejo de la 
Judicatura emitirá una convocatoria pública por 
un plazo de quince días y contará con treinta días 
después de concluido dicho plazo para evaluar a 
los participantes en el que se deberá desahogar 

VI.- Establecer y ponderar criterios de 
homologación y adecuación en la aplicación 
de las normas estatales y las normas 
indígenas en el marco del pluralismo jurídico; 
así como resolver los conflictos derivados de 
los ámbitos de competencia entre la 
jurisdicción indígena y la jurisdicción estatal; 
VII.- Formar y aprobar el Reglamento Interior 
del Tribunal; y 
VIII.- Las demás atribuciones que le confieran 
esta Constitución y la ley. 
B. Corresponde a la Sala Constitucional, en 
los términos que señale la ley:  
I.- Conocer de las controversias 
constitucionales que se susciten entre,  
a) Dos o más municipios;  
b) Uno o más municipios y el Poder 
Legislativo; c) Uno o más municipios y el 
Poder Ejecutivo; d) El Poder Ejecutivo y el 
Legislativo; y  
e) Entre Órganos Autónomos, o entre éstos y 
el Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, o los 
Municipios. Cuando las controversias versen 
sobre disposiciones generales de los Poderes 
Ejecutivo, Legislativo, o de los municipios, y la 
resolución del Pleno del Tribunal Superior de 
Justicia las declare inconstitucionales, dicha 
resolución tendrá efectos generales cuando 
hubiere sido aprobada por las dos terceras 
partes de sus miembros, y surtirá efectos a 
partir de su publicación en el Periódico Oficial 
del Gobierno del Estado;  
II.- Conocer, con excepción de las acciones de 
inconstitucionalidad contra leyes electorales 
locales, de las acciones de 
inconstitucionalidad contra una norma de 
carácter general que se considere contraria a 
esta Constitución y que dentro de los treinta 

terceras partes de los miembros 
presentes dentro del plazo de diez días. 
En caso de que el Ejecutivo no envíe la 
terna a que se refiere la fracción anterior, 
el Congreso tendrá diez días para 
designar al Fiscal General del Estado, de 
entre los candidatos de la lista que señala 
la fracción I. Si el Congreso no hace la 
designación en los plazos que establecen 
los párrafos anteriores, el Ejecutivo 
designará al Fiscal General del Estado, 
de entre los candidatos que integren la 
lista o, en su caso, la terna respectiva.  
IV.- El Fiscal General del Estado podrá 
ser removido por el Ejecutivo por las 
causas graves que establezca la Ley. La 
remoción podrá ser objetada por el voto 
de la mayoría de los miembros presentes 
del Congreso, dentro de un plazo de diez 
días hábiles, en cuyo caso el Fiscal 
General del Estado será restituido en el 
ejercicio de sus funciones. Si el Congreso 
no se pronuncia al respecto, se entenderá 
que no existe objeción.  
V.- En los recesos del Congreso, la 
Comisión Permanente lo convocará de 
inmediato a sesiones extraordinarias para 
la designación o formulación de objeción 
a la remoción del Fiscal General del 
Estado.  
VI.- Las ausencias del Fiscal General del 
Estado serán suplidas en los términos 
que determine la Ley.  
Artículo 98 La Fiscalía General del 
Estado contará con las Fiscalías 
Generales o Especializadas que 
establezca la Ley, entre ellas la de 
Combate a la Corrupción, cuyos titulares 
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una comparecencia y remitir al Congreso del 
Estado una terna electa por mayoría para cada 
magistratura vacante. El Congreso del Estado 
deberá citar a los tres candidatos al cargo de 
Magistrado a una comparecencia, la cual se 
desarrollará ante la Comisión correspondiente en 
los términos que fije el propio Congreso. El 
Congreso del Estado, dentro de los treinta días 
naturales siguientes, deberá hacer la designación 
del candidato que ocupará la vacante al cargo de 
Magistrado del Tribunal Superior de Justicia, de 
entre los que conforman la terna, mediante el 
voto aprobatorio secreto de, al menos, las dos 
terceras partes de los integrantes de la 
legislatura. De no alcanzarse dicha votación, se 
procederá a una segunda votación entre los dos 
integrantes de la terna que hayan obtenido más 
votos. En caso de empate entre quienes no 
obtuvieron el mayor número de votos, habrá una 
votación para definir por mayoría quién, entre 
dichos candidatos, participará en la segunda 
votación. Si persiste el empate, se resolverá por 
insaculación entre ellos. Si en la segunda 
votación ninguno de los dos obtiene el voto de las 
dos terceras partes de los integrantes de la 
legislatura, se procederá a la insaculación de 
entre estos últimos dos. Cada Magistrado del 
Tribunal Superior de Justicia, al entrar a ejercer 
su encargo, rendirá la Protesta de Ley ante el 
Congreso. Los Jueces rendirán la Protesta de 
Ley ante el Pleno del Consejo de la Judicatura. 
Las designaciones de los Jueces de Primera 
Instancia serán por un período inicial de cinco 
años, al término del cual podrán ser confirmados 
y declarados inamovibles. El Consejo de la 
Judicatura resolverá sobre la confirmación o 
remoción, con anticipación de sesenta días 
naturales a la fecha en que expire el plazo de 

días siguientes a su publicación, se ejerciten 
por: 
a) Cuando menos treinta por ciento de los 
Diputados,  
b) El Gobernador del Estado, y  
c) Los órganos autónomos del Estado, en las 
materias de sus respectivas competencias. 
Las resoluciones dictadas tendrán efectos 
generales cuando hubieren sido aprobadas 
por las dos terceras partes de los miembros 
del Pleno del Tribunal Superior de Justicia, y 
surtirán sus efectos a partir de su publicación, 
sin poder aplicarse retroactivamente excepto 
cuando se trate de asuntos del orden penal y 
en beneficio del inculpado;  
III.- Conocer de las peticiones formuladas por 
los demás Tribunales y Jueces del Estado, 
cuando tengan duda sobre la 
constitucionalidad o aplicación de una ley 
local, en el proceso sobre el cual tengan 
conocimiento, en los términos que disponga la 
Ley. Las resoluciones dictadas por las dos 
terceras partes de los miembros del Pleno del 
Tribunal Superior de Justicia tendrán efectos 
de criterios orientadores no vinculantes; 
IV.- Conocer de las peticiones formuladas por 
el Gobernador del Estado, por treinta por 
ciento de los Diputados al Congreso del 
Estado o por los órganos autónomos en el 
ámbito de sus respectivas competencias, 
sobre la constitucionalidad de un proyecto de 
ley o decreto aprobado por el Congreso previo 
a su promulgación y publicación. El Tribunal 
Superior de Justicia deberá resolver en un 
plazo máximo de quince días naturales, 
mediante la aprobación de las dos terceras 
partes de sus miembros;  
V.- Substanciar el juicio para la protección de 

serán nombrados y removidos por el 
Fiscal General del Estado. El 
nombramiento y remoción de los Fiscales 
podrá ser objetado por el Congreso, 
mediante el voto de las dos terceras 
partes de los miembros presentes, en el 
plazo que fije la Ley. Si el Congreso no se 
pronunciare en este plazo, se entenderá 
que no tiene objeción.  
Artículo 99 Para ser Fiscal General del 
Estado se requiere:  
I.- Ser ciudadano mexicano, en pleno 
goce de sus derechos políticos y civiles;  
II.- Tener cuando menos treinta y cinco 
años cumplidos el día de su designación;  
III.- Ser profesional del derecho con título 
legalmente expedido, con antigüedad 
mínima de diez años;  
IV.- Gozar de buena reputación; y  
V.- No haber sido condenado por delito 
doloso. La Ley fijará los requisitos que 
deben reunir los demás funcionarios de la 
Fiscalía General del Estado.  
Artículo 100 El Fiscal General del Estado 
presentará anualmente ante el Congreso, 
un informe de actividades. De igual 
forma, deberá comparecer cuando se le 
cite a rendir cuentas o a informar sobre 
su gestión.  
Artículo 101 El Fiscal General del Estado 
y los demás funcionarios de la Fiscalía 
General serán responsables de toda falta, 
omisión o violación a la Ley en que 
incurran con motivo de sus funciones. La 
Ley establecerá las bases para la 
formación y actualización de los 
servidores públicos de la Fiscalía General 
del Estado, así como para el desarrollo 
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ejercicio del Juez que corresponda, considerando 
los informes que se tengan respecto al 
desempeño de su labor y la opinión del Tribunal 
Superior de Justicia. Los 54 Jueces que no sean 
de primera instancia quedarán sujetos a lo 
dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial 
del Estado.  
ARTICULO 100.- Los Magistrados del Tribunal 
Superior de Justicia, los Consejeros de la 
Judicatura del Estado y los Jueces de Primera 
Instancia confirmados serán inamovibles durante 
el período de su encargo, el cual se perderá 
solamente cuando incurran en faltas de probidad 
u honradez, mala conducta, negligencia en el 
desempeño de sus labores, sean condenados 
por sentencia ejecutoriada en juicio de 
responsabilidad, en los casos que éste proceda, 
sean jubilados en los términos legales o 
renuncien a su puesto, acepten desempeñar otro 
empleo o encargo de la Federación, Estados, 
Municipios o particulares, salvo los cargos en las 
instituciones educativas o en asociaciones 
científicas, literarias o de beneficencia. Los 
Magistrados del Tribunal Superior de Justicia y 
los Consejeros de la Judicatura del Estado sólo 
podrán ser removidos de sus cargos por el 
Congreso del Estado, en los casos a que se 
refiere el párrafo anterior, mientras que los 
Jueces sólo podrán serlo por el Consejo de la 
Judicatura, considerando la opinión del Tribunal 
Superior de Justicia.  
ARTICULO 101.- Las faltas temporales de los 
Magistrados del Tribunal Superior de Justicia y 
de los Consejeros de la Judicatura del Estado 
serán cubiertas en los términos que establezca la 
Ley. Las faltas definitivas de estos servidores 
públicos se ajustarán al procedimiento que para 
su designación establece esta Constitución. Las 

los derechos humanos, por incumplimiento de 
las recomendaciones hechas a la autoridad 
por la Defensoría de los Derechos Humanos 
del Pueblo de Oaxaca.  
VI.- Solventar y resolver los recursos relativos 
a los requisitos de la revocación del mandato 
señalados en el artículo 25 de la Constitución, 
en los términos y plazos señalados por la Ley. 

SECCIÓN TERCERA DE LOS JUECES DE 
PRIMERA INSTANCIA 

Artículo 107.- Habrá Jueces de Primera 
Instancia y Jurados en todas las cabeceras de 
distrito judicial. En los distritos judiciales con 
población mayoritariamente indígena, los 
juzgadores y jurado resolverán los asuntos de 
su competencia atendiendo las normas 
estatales y las normas indígenas en un marco 
de pluralismo jurídico. 
Artículo 108.- Para ser Juez de Primera 
Instancia, se deberán reunir los requisitos que 
señale la Ley Orgánica del Poder Judicial.  
Artículo 109.- El cargo de Juez de Primera 
Instancia es renunciable, por causa justificada, 
que calificará el Tribunal Superior de Justicia, 
ante quien se presentará la renuncia. Artículo 
110.- Derogado. 

SECCIÓN CUARTA 
Se deroga 

Artículo 111.- Se deroga 
SECCIÓN QUINTA DEL TRIBUNAL 

LABORAL 
Artículo 111 BIS.- El Poder Judicial contará 
con un Tribunal Laboral de carácter 
permanente, autónomo en su funcionamiento 
e independiente en sus decisiones, el cual 
contará con las siguientes características: I.- 
Sus resoluciones en el ámbito de su 
competencia serán definitivas e inatacables en 

de la carrera profesional de los mismos, 
la cual se regirá por los principios de 
legalidad, objetividad, eficiencia, 
profesionalismo, honradez y respeto a los 
derechos humanos. 
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faltas temporales de los Jueces serán cubiertas 
conforme lo determine la Ley. Las faltas 
definitivas de estos servidores públicos se 
resolverán por el Consejo de la Judicatura, de 
conformidad a lo dispuesto en esta Constitución y 
en la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado.  
ARTICULO 102.- Ningún servidor público o 
empleado del Poder Judicial podrá ser abogado 
de terceros, apoderado en negocios ajenos, 
asesor, árbitro de derecho o arbitrador, ni tener 
cargo o empleo alguno del Gobierno o de 
particulares, salvo los cargos en instituciones 
educativas o en asociaciones científicas, literarias 
o de beneficencia. Los impedimentos de este 
artículo serán aplicables a los servidores públicos 
del Poder Judicial que gocen de licencia, excepto 
a los jueces que se desempeñen como 
Consejeros de la Judicatura exclusivamente para 
ese efecto. Las personas que hayan ocupado el 
cargo de Magistrado del Tribunal Superior de 
Justicia no podrán, dentro de los tres años 
siguientes a la fecha de terminación de su 
encargo, actuar como patronos, abogados o 
representantes de particulares en cualquier 
proceso ante los órganos del Poder Judicial del 
Estado, salvo que lo haga ejerciendo algún cargo 
público y con motivo de su función.  
ARTICULO 103.- El Poder Judicial definirá y 
ejercerá en forma autónoma sus partidas 
presupuestales, las que serán suficientes para 
atender adecuadamente el cumplimiento de su 
función. El Consejo de la Judicatura del Estado, 
formulará el Presupuesto de Egresos, del Poder 
Judicial y lo enviará al Poder Legislativo para su 
consideración en el presupuesto de egresos del 
Estado.  
Los Magistrados del Tribunal Superior de 
Justicia, los Consejeros de la Judicatura del 

el orden local;  
II.- Será Unitario integrado por tres 
Magistrados y Secretarios Proyectistas de 
Estudio y Cuenta, y de Acuerdos. Los 
magistrados serán elegidos por la Legislatura, 
en los términos establecidos por el artículo 
102 de esta Constitución y además de los 
requisitos correspondientes a los magistrados 
del Tribunal Superior de Justicia, cumplirán los 
criterios específicos que marque la Ley 
Orgánica del Poder Judicial del Estado, 
durarán en su encargo ocho años, con 
posibilidad de ser reelectos por un período 
adicional.  
III.- La administración, vigilancia y disciplina en 
este Tribunal corresponderá, en los términos 
que señalen esta Constitución y la Ley;  
IV.- Propondrá su presupuesto al Pleno del 
Tribunal Superior de Justicia del Estado, para 
su inclusión en el proyecto de Presupuesto del 
Poder Judicial;  
V.- Expedirán su Reglamento Interno y los 
acuerdos generales para su adecuado 
funcionamiento; y  
VI.- Las normas para su organización y 
funcionamiento serán emitidas por el Poder 
Judicial; el procedimiento y los recursos contra 
sus sentencias y resoluciones se regirán por lo 
dispuesto en la Ley Federal del Trabajo, sus 
reglamentos y demás legislación aplicable, 
debiendo observar los principios de legalidad, 
imparcialidad, transparencia, autonomía e 
independencia. El Tribunal Laboral del Poder 
Judicial del Estado de Oaxaca, es la máxima 
autoridad jurisdiccional en materia laboral, 
tendrá la estructura que establece la Ley 
Orgánica del Poder Judicial del Estado de 
Oaxaca y conocerá de las diferencias o los 
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Estado y los Jueces percibirán una remuneración 
adecuada e irrenunciable, determinada 
anualmente por el Congreso del Estado.  
ARTICULO 104.- Los Jueces Menores serán 
Licenciados en Derecho, tendrán las facultades 
conciliatorias y judiciales que determine la Ley. 

conflictos entre trabajadores y patrones, que 
no sea competencia del Tribunal Laboral del 
Poder Judicial de la Federación conforme a la 
Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y demás leyes aplicables. (Artículo 
111 Bis adicionado mediante decreto 

CAPÍTULO V  
DE LA JURISDICCIÓN INDÍGENA 

Artículo 112.- La Jurisdicción Indígena se 
ejercerá por las autoridades comunitarias de 
acuerdo con los usos y costumbres de los 
pueblos y comunidades indígenas, dentro del 
marco del orden jurídico vigente y en los 
términos que determine la ley reglamentaria 
del Artículo 16 de esta Constitución. 

 
 

QUERETARO QUINTANA ROO SAN LUIS POTOSI 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL 

ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE 
QUERÉTARO22 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO LIBRE Y 
SOBERANO DE QUINTANA ROO23 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL 
ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE 

SAN LUIS POTOSI24 

Título Segundo 
El Estado 

Capítulo Cuarto 
Poder Público 

ARTÍCULO 25. Se deposita el ejercicio 
de la función judicial en el Poder 
Judicial integrado por un Tribunal 
Superior de Justicia y los juzgados, 

TITULO QUINTO 
De la División de Poderes 

CAPITULO IV 
De la Fiscalía General del Estado 

Artículo 96.- El Ministerio Público se organizará en una 
Fiscalía General como un órgano público autónomo, con 
personalidad jurídica y patrimonio propios, con plena 
autonomía técnica, de gestión, independencia funcional y 

TÍTULO OCTAVO 
DEL PODER JUDICIAL 

CAPÍTULO I 
Disposiciones Generales 

ARTICULO 90. Se deposita el 
ejercicio del Poder Judicial del 
Estado, en un Supremo Tribunal de 
Justicia, en Juzgados de Primera 

 
22 Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Querétaro, Leyes, Poder Legislativo Querétaro, LIX Legislatura 2018-2021, Disponible en: 

http://legislaturaqueretaro.gob.mx/app/uploads/est-leg/leyes/001_59.pdf [28/01/2020] 
23 Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Quintana Roo, Marco Normativo, Poder Legislativo, H. XVI Legislatura Constitucional, Disponible en: 

http://documentos.congresoqroo.gob.mx/leyes/L176-XVI-20200103-CN1620200103009.pdf [28/01/2020] 
24 Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, LXII Legislatura, H. Congreso del Estado de San Luis Potosí, Disponible en: 

https://congresosanluis.gob.mx/sites/default/files/unpload/legislacion/constitucion/2019/11/Constitucion_Politica_del_Estado_de_San_Luis_Potosi_02_Nov_201

9.pdf [29/01/2020] 
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quienes se auxiliarán de los órganos 
que establezca su ley orgánica. La 
administración de justicia en el Estado 
será expedita, aplicando los principios y 
normas conducentes en los plazos y 
términos que fijen las leyes, emitiendo 
sus resoluciones de manera pronta, 
completa, imparcial y gratuita. Deberá 
garantizarse la absoluta independencia 
de los órganos encargados de la 
función jurisdiccional para la 
conducción de los procesos a su cargo, 
así como para el dictado de las 
resoluciones respectivas y la plena 
ejecución de sus resoluciones. El 
Estado instituirá un sistema integral de 
justicia aplicable a quienes, teniendo 
entre doce años cumplidos y menos de 
dieciocho años de edad, se les atribuya 
la realización de una conducta tipificada 
como delito por las leyes penales. Los 
menores de doce años de edad, sólo 
serán sujetos a rehabilitación y 
asistencia social.  
ARTÍCULO 26. Compete al Poder 
Judicial la facultad de resolver 
controversias puestas a su 
consideración, conforme a las leyes y 
procedimientos judiciales vigentes en el 
Estado, en asuntos del fuero común, en 
materia civil, familiar, penal, justicia de 
menores y materias federales cuando 
así lo faculten las leyes.  
ARTÍCULO 27. El Tribunal Superior de 
Justicia se compondrá de trece 
Magistrados propietarios y ocho 
supernumerarios, electos para un 
periodo de doce años. No se podrá 

financiera, capacidad para decidir sobre el ejercicio de su 
presupuesto y determinar su organización interna.  
Para ser Fiscal General se requiere:  
I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento;  
II. Contar con una residencia en el país no menor de cinco 
años anteriores a la designación. En este caso, la residencia 
no se pierde por el desempeño de un cargo, comisión o 
empleo públicos en el extranjero;  
III. Tener cuando menos treinta y cinco años cumplidos el día 
de la designación;  
IV. Ser licenciado en derecho con título y cédula 
debidamente registrados, con antigüedad mínima de diez 
años anteriores a la designación;  
V. Estar en pleno ejercicio de sus derechos políticos y civiles;  
VI. Tener modo honesto de vivir, y  
VII. No haber sido condenado por delito doloso.  
A. El Fiscal General del Estado durará en su encargo nueve 
años, y será designado y removido conforme a lo siguiente:  
a) A partir de la ausencia definitiva del Fiscal General del 
Estado, la Legislatura del Estado contará con veinte días 
naturales para integrar una lista de candidatos al cargo, 
aprobada por las dos terceras partes de los miembros 
integrantes de la Legislatura, la cual se enviará al Ejecutivo 
Estatal.  
Si el Ejecutivo no recibe la lista en el plazo señalado en el 
primer párrafo del presente inciso, enviará libremente a la 
Legislatura del Estado una terna y designará 
provisionalmente al Fiscal General, quien ejercerá sus 
funciones hasta en tanto se realice la designación definitiva 
conforme a lo establecido en este artículo. En este caso, el 
Fiscal General designado podrá formar parte de la terna.  
En el caso de ausencia definitiva del Fiscal General, el 
Gobernador del Estado designará a un Fiscal Interino, en 
tanto se realiza la designación definitiva del Fiscal General 
en los términos establecidos en este artículo. 
b) Recibida la lista a que se refiere el inciso anterior, dentro 
de los diez días naturales siguientes el Ejecutivo formulará la 
terna y la enviará a la consideración de la Legislatura del 

Instancia, y en Juzgados Menores. 
El Poder Judicial contará con el 
apoyo de Jueces Auxiliares cuando 
así lo requiera, de conformidad con 
lo previsto por la ley de la materia. 
El Supremo Tribunal de Justicia 
funcionará en Pleno o en Salas. Las 
sesiones del Pleno en las que se 
discutan y decidan los asuntos 
jurisdiccionales serán públicas, 
excepto aquellas que por su 
naturaleza se considere que deban 
ser reservadas. La administración, 
vigilancia y disciplina del Poder 
Judicial del Estado, así como la 
carrera judicial, estarán a cargo del 
Consejo de la Judicatura, en los 
términos de esta Constitución y 
conforme lo establezcan las leyes. 
La vigilancia respecto de la función 
jurisdiccional de los magistrados, así 
como las resoluciones disciplinarias 
sobre los mismos, estarán a cargo 
del Pleno del Supremo Tribunal de 
Justicia. El Consejo de la Judicatura 
Estatal es un órgano del Poder 
Judicial del Estado, con 
independencia técnica, de gestión y 
para emitir sus resoluciones; 
funcionará en Pleno o en 
comisiones, y tendrá las atribuciones 
que determine la ley. El Consejo se 
integrará con cuatro miembros, de 
los cuales uno será el Presidente del 
Supremo Tribunal de Justicia, quien 
también lo será del Consejo; uno 
designado por el Congreso del 
Estado; otro por el Supremo Tribunal 
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ocupar el cargo como propietario en 
forma consecutiva, ni discontinua, por 
más de doce años. En ningún caso se 
podrá ocupar el cargo de Magistrado 
Propietario después de los setenta años 
de edad.  
Al concluir el período de doce años a 
que se refiere el párrafo anterior o antes 
si el Magistrado llega a la edad de 
setenta años, cesará en sus funciones. 
Si el propietario hubiere cumplido con 
los doce años de servicio, gozará de un 
haber mensual por retiro, equivalente al 
máximo que por concepto de jubilación 
se fije por Ley como derecho para los 
trabajadores del Estado de Querétaro, 
sin que pueda otorgarse cuando la 
separación obedezca a la remoción del 
cargo como medida de carácter 
disciplinario o cualquier otra causa de 
responsabilidad.  
El Tribunal Superior de Justicia tendrá 
un Presidente, que será el 
representante legal del Poder Judicial.  
ARTÍCULO 28. Para ser Magistrado del 
Tribunal Superior de Justicia y 
permanecer en el cargo, se requiere:  
I. Cumplir con los requisitos fijados en 
las fracciones I a IV del artículo 95 de la 
Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos;  
II. Haber residido en el Estado los tres 
años anteriores inmediatos al día de su 
designación; III. Durante el año previo a 
su nombramiento, no haber ocupado 
cargo de elección popular, ni haber sido 
Secretario del Poder Ejecutivo o su 
equivalente, ni Fiscal General del 

Estado.  
c) La Legislatura del Estado, con base en la terna y previa 
comparecencia de las personas propuestas, designará al 
Fiscal General del Estado con el voto de las dos terceras 
partes de los miembros integrantes de la Legislatura, dentro 
del plazo de diez días naturales.  
En caso de que el Ejecutivo no envíe la terna a que se 
refiere el párrafo anterior, la Legislatura del Estado tendrá 
diez días naturales para designar al Fiscal General de entre 
los candidatos de la lista que señala el inciso  
a) del presente apartado. Si la Legislatura del Estado no 
hace la designación en los plazos que establecen los 
párrafos anteriores, el Ejecutivo designará al Fiscal General 
de entre los candidatos que integren la lista o, en su caso, la 
terna respectiva.  
d) El Fiscal General podrá ser removido por el Ejecutivo del 
Estado por las causas graves que establezca la ley. La 
remoción podrá ser objetada por el voto de la mayoría de los 
miembros presentes de la Legislatura del Estado dentro de 
un plazo de diez días hábiles, en cuyo caso el Fiscal General 
será restituido en el ejercicio de sus funciones. Si la 
Legislatura no se pronuncia al respecto, se entenderá que no 
existe objeción.  
e) En los recesos de la Legislatura del Estado, la Comisión 
Permanente convocará de inmediato a periodo extraordinario 
para la designación o remoción del Fiscal General del 
Estado.  
f) Las ausencias del Fiscal General del Estado serán 
suplidas en los términos que determiné la ley. B. 
Corresponde al Ministerio Público la persecución, ante los 
tribunales, de todos los delitos del orden común; y, por lo 
mismo, solicitará las medidas cautelares contra los 
imputados; buscará y presentará las pruebas que acrediten 
la participación de éstos en hechos que las leyes señalen 
como delito; procurará que los juicios en materia penal se 
sigan con toda regularidad para que la impartición de justicia 
sea pronta y expedita; pedirá la aplicación de las penas, e 
intervendrá en todos los asuntos que la ley determine. La ley 

de Justicia; y uno más, por el Titular 
del Ejecutivo. Los designados por 
éstos dos últimos, serán ratificados 
por el Congreso del Estado. Todos 
los consejeros deben reunir los 
requisitos señalados en el artículo 99 
de esta Constitución, y ser personas 
que se hayan distinguido por su 
capacidad profesional, experiencia y 
honorabilidad en el ejercicio de sus 
actividades. Las decisiones del 
Consejo serán definitivas e 
inatacables; salvo las que se refieren 
a la designación, adscripción, 
remoción y no ratificación de jueces, 
las cuales podrán ser recurridas ante 
el Pleno del Supremo Tribunal de 
Justicia del Estado. Los consejeros 
no representan a quien los designa, 
por lo que ejercerán sus funciones 
con independencia e imparcialidad. 
Durante su encargo sólo podrán ser 
removidos en los términos del Título 
Décimo Segundo de esta 
Constitución.  
La organización, funcionamiento y 
demás atribuciones del Consejo de 
la Judicatura del Estado, serán 
determinados por la ley, conforme a 
lo establecido en esta Constitución.  
Salvo el Presidente del Consejo, los 
demás durarán cinco años en su 
encargo, serán sustituidos de 
manera escalonada y podrán ser 
reelectos por una sola vez.  
Al concluir su periodo tendrán 
derecho a un haber de retiro 
consistente en un único emolumento 
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Estado; y  
IV. No ser mayor de setenta años de 
edad.  
El retiro de los Magistrados se 
producirá, por sobrevenir incapacidad 
física o mental declarada por autoridad 
competente, que imposibilite el 
adecuado desempeño del cargo, o al 
cumplir la edad que se señala en el 
primer párrafo de esta fracción.  
ARTÍCULO 29. Es competencia del 
Pleno del Tribunal Superior de Justicia 
y de las Salas, en los términos que 
señale la Ley:  
I. Conocer los asuntos en revisión de 
las resoluciones emitidas por los jueces 
o respecto a los cuales acuerde su 
atracción y emitir las correspondientes 
sentencias;  
II. Resolver sobre la constitucionalidad 
de las leyes en el Estado;  
III. Garantizar la supremacía y control 
de esta Constitución, mediante la 
interpretación de la misma, formando y 
sistematizando precedentes en materia 
de control de esta Constitución;  
IV. Declarar sobre los casos de omisión 
en la expedición de leyes, cuando la 
misma afecte el funcionamiento o 
aplicación de la presente Constitución;  
V. Ejercer la administración, vigilancia y 
disciplina, exclusivamente con respecto 
al Pleno y Secretaría General de 
Acuerdos del Tribunal Superior de 
Justicia, garantizando la transparencia 
de su gestión en los términos que 
determinen las leyes;  
VI. Procesar y sentenciar los litigios que 

establecerá las bases para la formación y actualización de 
los servidores públicos de la Fiscalía General del Estado, así 
como para el desarrollo de la carrera profesional de los 
mismos, la cual se regirá por los principios de legalidad, 
objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a 
los derechos humanos. El Fiscal General del Estado 
presentará anualmente a la Legislatura en funciones un, 
informe de actividades. Al efecto comparecerá ante la 
Comisión de Justicia en los términos que disponga la ley de 
la materia. A la par deberá remitir por escrito un ejemplar de 
dicho informe anual al titular del Poder Ejecutivo del Estado. 
Igualmente, el Fiscal General comparecerá ante el Poder 
Legislativo cuando se le cite a rendir cuentas o a informar 
sobre algún asunto en particular referente a su gestión, 
haciéndose esto de manera que no cause perjuicio a las 
investigaciones o a las funciones de Ministerio Público.  
El Fiscal General del Estado y sus agentes, serán 
responsables de toda falta, omisión o violación a la ley en 
que incurran con motivo de sus funciones. C. La Fiscalía 
General del Estado administrará con autonomía su 
presupuesto; el Fiscal General del Estado elaborará el 
anteproyecto de presupuesto de egresos de la Fiscalía 
General. En todo caso, el proyecto de presupuesto de 
egresos deberá incluir los tabuladores desglosados de las 
remuneraciones que perciban sus servidores públicos, 
sujetándose a lo dispuesto en el artículo 165 de esta 
Constitución. El Fiscal General del Estado remitirá dicho 
proyecto a la Legislatura del Estado para su inclusión en el 
Proyecto de Presupuesto de Egresos del Estado a más 
tardar el 20 de noviembre del año anterior al ejercicio fiscal 
que corresponda.  
El presupuesto de egresos para la Fiscalía General del 
Estado no será menor al presupuesto otorgado en el año 
inmediato anterior. La Cuenta Pública de la Fiscalía General 
del Estado se sujetará a lo dispuesto por esta Constitución y 
las leyes aplicables en la materia.  
D. La Fiscalía General contará, al menos, con una Fiscalía 
Especializada en materia de Combate a la Corrupción. El 

equivalente a un año de salario, sin 
perjuicio del pago de aguinaldo y 
vacaciones proporcionales que les 
correspondan.  
Dicha remuneración se cubrirá con 
base en el último salario percibido, 
siempre y cuando el Consejero no 
haya sido reelecto, o habiéndolo sido 
termine el periodo para el cual fue 
designado; o, padezca incapacidad 
física o mental que le impida el 
desempeño del encargo. El Consejo 
funcionará en Pleno o en 
comisiones, y sus decisiones 
plenarias se tomarán válidamente 
por mayoría calificada de tres votos. 
De conformidad con lo que 
establezca la ley, el Consejo estará 
facultado para expedir acuerdos 
generales para el adecuado ejercicio 
de sus funciones. El Supremo 
Tribunal de Justicia podrá solicitar al 
Consejo, la expedición de aquellos 
acuerdos que considere necesarios 
para asegurar un adecuado ejercicio 
de la función judicial. El Consejo de 
la Judicatura determinará el número 
y especialización por materia, de los 
juzgados y de las salas. 
ARTICULO 91. Son atribuciones del 
Supremo Tribunal de Justicia:  
I. Resolver las controversias 
judiciales en segunda instancia y las 
demás cuestiones jurisdiccionales de 
su competencia;  
II. Establecer jurisprudencia en los 
términos que fije la ley;  
III. Resolver sobre las 
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no sean competencia de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación o del 
Senado de la República y, que surjan 
entre: Poder Ejecutivo, Legislatura del 
Estado, Organismos constitucionales 
autónomos o los Municipios del Estado;  
VII. Presentar, en el mes de septiembre 
de cada año, a la Legislatura, un 
informe por escrito sobre el estado que 
guarde la impartición de justicia en la 
Entidad, en los términos que establezca 
la Ley;  
VIII. Elegir a su Presidente;  
IX. Revisar y, en su caso, revocar los 
acuerdos que emita el Consejo de la 
Judicatura, en los casos, términos y 
procedimiento que establezca la Ley 
Orgánica del Poder Judicial; y  
X. Las demás que establezca esta 
Constitución y las demás leyes. Se 
exceptúan de la competencia del Pleno 
y de las Salas previstas en las 
fracciones II, III y IV del presente 
artículo, las leyes en materia 
hacendaria, fiscal, presupuestal y 
electoral.  
ARTÍCULO 30. La carrera judicial, 
administración, vigilancia y disciplina 
del Poder Judicial, con excepción de lo 
que corresponde al Pleno del Tribunal 
Superior de Justicia, están a cargo de 
un Consejo de la Judicatura, dotado de 
independencia técnica y de gestión 
para emitir sus resoluciones, formado 
por cinco miembros e integrado por 
quien resulte electo para presidir el 
Tribunal Superior de Justicia, dos 
Consejeros designados por el Pleno del 

nombramiento del fiscal se sujetará a la remisión de una 
terna por parte del Fiscal General del Estado a la Legislatura, 
quien deberá designar de entre los candidatos al Titular de la 
Fiscalía Especializada de Combate a la Corrupción, 
sujetándose al procedimiento que se establezca en la ley. El 
Fiscal Especializado en Combate a la Corrupción deberá 
cubrir los mismos requisitos para ser Fiscal General, así 
como haber nacido en el Estado o tener una residencia 
efectiva en él no menor de 5 años anteriores a la 
designación, y durará en su encargo siete años sin 
posibilidad de ser reelecto, teniendo también la obligación de 
presentar anualmente a la Legislatura en funciones, un 
informe de actividades.  
Al efecto comparecerá ante la Comisión Anticorrupción, 
Participación Ciudadana y Órganos Autónomos en los 
términos que disponga la ley de la materia. Igualmente, el 
Fiscal Anticorrupción comparecerá ante el Poder Legislativo 
cuando se le cite a rendir cuentas o a informar sobre algún 
asunto en particular referente a su gestión, haciéndose esto 
de manera que no cause perjuicio a las investigaciones o a 
las funciones de Ministerio Público. La Fiscalía General 
contará con un órgano interno de control, cuyo titular será 
designado por la Legislatura del Estado; durará cuatro años 
en su cargo sin posibilidad de reelección, y no podrá durante 
el ejercicio de su cargo, formar parte de ningún partido 
político, ni desempeñar otro empleo, cargo o comisión, salvo 
los no remunerados en las asociaciones científicas, 
docentes, artísticas o de beneficencia.  
La Ley establecerá los requisitos y el procedimiento para su 
designación. Apartado adicionado.  

CAPÍTULO V 
Del Poder Judicial 

Artículo 97.- Se deposita el ejercicio del Poder Judicial del 
Estado en el Tribunal Superior de Justicia, sus Tribunales y 
Juzgados, que lo ejercerán en el lugar, grado y términos 
asignados por esta Constitución, su ley orgánica y demás 
leyes que resulten aplicables. Con excepción de lo 
establecido en la Constitución Política de los Estados Unidos 

contradicciones de criterios 
generales sustentados por las salas 
del Tribunal, sin perjuicio de 
observar la jurisprudencia de los 
tribunales del Poder Judicial Federal;  
IV. Iniciar leyes o decretos 
relacionados con la impartición de 
justicia;  
V. Elegir de entre los magistrados a 
su Presidente, quien también lo será 
del Consejo de la Judicatura; y 
designar a un integrante del Consejo 
de la Judicatura, en los términos de 
esta Constitución;  
VI. Solicitar al Consejo de la 
Judicatura el cambio de adscripción 
de jueces y en su caso, su remoción 
por causa justificada;  
VII. Recibir y en su caso, aceptar la 
renuncia al cargo de Presidente del 
Tribunal;  
VIII. Calificar las excusas o 
impedimentos que sus miembros 
presenten para conocer de 
determinados asuntos, así como de 
las recusaciones con causa que se 
promuevan en contra de los 
magistrados, en asuntos de la 
competencia del Pleno;  
IX. Proponer al Consejo de la 
Judicatura, a través de su 
Presidente, los acuerdos generales y 
las medidas administrativas 
tendientes a mejorar el registro, 
control y procedimiento de los 
asuntos que sean tramitados ante el 
Poder Judicial del Estado, 
procurando la incorporación de 
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mismo; un Consejero designado por la 
Legislatura, que no será legislador; y 
otro que será nombrado por el Poder 
Ejecutivo, garantizando la transparencia 
en la gestión en los términos que 
determinen las leyes. Los Consejeros 
designados por el Pleno serán electos 
con el voto de ocho de sus integrantes, 
quienes serán representantes de 
Magistrados y Jueces; deberán contar 
con una antigüedad mínima de 10 años 
en la impartición de justicia y además 
reunir los requisitos señalados en el 
artículo 28 de esta Constitución. Los 
Consejeros designados por el 
legislativo y ejecutivo, también deberán 
reunir los requisitos señalados en el 
artículo 28 de esta Constitución y ser 
personas que se hayan distinguido por 
su capacidad profesional en el ámbito 
jurídico, honestidad y honorabilidad en 
el ejercicio de sus actividades.  
Los miembros del Consejo durarán en 
su encargo cuatro años, con excepción 
de su Presidente, quien ejercerá esa 
función mientras ostente también la 
Presidencia del Tribunal; y ninguno 
podrá ser ratificado para el mismo 
cargo de manera consecutiva. Durante 
su pertenencia al Consejo, los 
Consejeros designados por el Pleno no 
ejercerán funciones jurisdiccionales, ni 
formarán parte del Pleno.  
Los Jueces del Poder Judicial serán 
designados, ratificados y removidos por 
el Consejo de la Judicatura, debiendo 
mantener un equilibrio entre mujeres y 
hombres en dichos cargos; durarán en 

Mexicanos, corresponde al Poder Judicial del Estado 
conocer, en los términos de las leyes respectivas, de las 
controversias jurídicas que se susciten entre los poderes del 
Estado, el Estado y los Municipios o entre los Municipios del 
Estado, respecto de materias de constitucionalidad y 
legalidad local; así como de las controversias de los 
particulares entre sí. Así también, corresponderá al Poder 
Judicial del Estado de Quintana Roo, en términos de lo 
dispuesto en su Ley Orgánica y la Legislación Federal de la 
materia, conocer y resolver las controversias que se susciten 
en materia laboral de conformidad con lo establecido en el 
Apartado A del Artículo 123 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. Previo a accionar la vía 
jurisdiccional, los trabajadores y patrones deberán agotar la 
instancia conciliatoria. Las sentencias y resoluciones de los 
jueces y magistrados deberán observar los principios de 
legalidad, imparcialidad, transparencia, autonomía e 
independencia. La administración, vigilancia, disciplina y 
carrera judicial del Poder Judicial del Estado, con excepción 
de los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia, estarán 
a cargo del Consejo de la Judicatura, en los términos que 
señala esta Constitución y la ley respectiva. El Poder Judicial 
del Estado, tendrá la obligación de proporcionar a los 
particulares, los mecanismos alternativos de solución a sus 
controversias jurídicas de conformidad con la legislación 
aplicable y los servicios de defensoría pública y de asistencia 
jurídica a los sectores sociales desprotegidos, con excepción 
de la defensoría y la instancia conciliatoria en materia laboral 
las cuales estarán a cargo del Poder Ejecutivo del Estado. 
Para tal efecto las leyes respectivas establecerán las 
facultades e integración de las instituciones que de acuerdo 
a su competencia brindarán estos servicios. El Sistema de 
Justicia Indígena se ejercerá por las autoridades, de acuerdo 
con los usos y costumbres de los pueblos y comunidades 
indígenas, en los términos que disponga la Ley de la materia.  
Artículo 98.- El Tribunal Superior de Justicia se integra por 
doce Magistrados Numerarios y el número de 
Supernumerarios que determine la Ley Orgánica del Poder 

métodos modernos para la expedita 
y eficaz impartición de justicia;  
X. Resolver las quejas que supongan 
responsabilidad administrativa, que 
se presenten en contra de sus 
integrantes;  
XI. Dictar las medidas necesarias 
para que la impartición de justicia 
sea pronta y expedita; XII. Conocer 
de los asuntos cuya resolución esté 
expresamente atribuida a su 
competencia, y  
XIII. Las demás que le confiera la 
ley. 
ARTICULO 92. El Poder Judicial 
ejercerá autónomamente su 
presupuesto, a través del Consejo de 
la Judicatura.  
El presupuesto será formulado por el 
Consejo de la Judicatura, con la 
aprobación del Supremo Tribunal de 
Justicia; el cual deberá incluir los 
tabuladores desglosados de las 
remuneraciones que se propone 
perciban sus servidores públicos, y 
será remitido al Ejecutivo para su 
inclusión en la Iniciativa del 
Presupuesto de Egresos del Estado, 
a fin de que sea sometido a 
consideración del Congreso del 
Estado. El Consejo de la Judicatura 
será responsable de rendir al 
Congreso un informe trimestral del 
estado financiero y anualmente la 
Cuenta Pública del Poder Judicial del 
Estado. 
ARTÍCULO 93.- Los nombramientos 
de los funcionarios judiciales serán 
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su encargo seis años, pudiendo ser 
ratificados en los plazos y condiciones 
que establezca la Ley. Deberán ser 
ciudadanos mexicanos en pleno 
ejercicio de sus derechos políticos y 
civiles, contar con los requisitos que 
establezca la Ley y protestar el cargo 
ante el Pleno del Tribunal Superior de 
Justicia y del Consejo de la Judicatura. 
En ningún caso se podrá ocupar el 
cargo de Juez cumplidos los setenta 
años de edad.  
El Pleno del Tribunal Superior de 
Justicia podrá solicitar al Consejo de la 
Judicatura que investigue la conducta 
de algún Juez.  

Capítulo Quinto  
Organismos Autónomos 

Artículo 30 bis. El Ministerio Público es 
la institución que tiene por objeto 
investigar y perseguir los delitos; 
promover la solución de controversias a 
través de mecanismos alternativos, sin 
perjuicio de la competencia que en este 
ámbito corresponda a otras 
autoridades.  
El Ministerio Público se organizará en 
una Fiscalía General del Estado, como 
organismo constitucional autónomo 
dotado de personalidad jurídica y 
patrimonio propios que se regirá por su 
Ley.  
Dicho organismo constitucional 
autónomo contará con un Consejo, en 
el que se garantice la participación 
ciudadana; con un cuerpo de policía de 
investigación que actuará bajo la 
conducción y mando del Ministerio 

Judicial.  
El Pleno del Tribunal se integrará solamente con los 
magistrados numerarios, con la excepción de los supuestos 
previstos en esta Constitución y en la Ley Orgánica del 
Poder Judicial. Párrafo reformado  
Las Salas se integrarán por Magistrados Numerarios o 
Supernumerarios organizadas por materia o circuito, 
pudiendo ser unitarias o colegiadas con la conformación, 
integración, jurisdicción y competencia que determine el 
Pleno con sujeción a la ley. Las Salas Colegiadas se 
integrarán con tres magistrados. La Sala Constitucional se 
integrará con un Magistrado Numerario.  
Las apelaciones en los juicios de oralidad serán resueltas de 
forma unitaria o colegiada, por los Magistrados en los casos 
previstos por la ley o determinación fundada del Pleno, con 
excepción del Magistrado Presidente, el Magistrado de la 
Sala Constitucional y el Magistrado Consejero.  
El Pleno del Tribunal Superior de Justicia de oficio o a 
petición fundada por parte de la Sala correspondiente podrá 
conocer de los asuntos que por su interés o trascendencia 
así lo ameriten.  
Cuando las necesidades del servicio de administración de 
justicia lo amerite, en el Sistema Penal Acusatorio, 
excepcionalmente el Magistrado Presidente y/o el 
Magistrado Consejero, podrán integrar Sala, para la 
resolución de los recursos de su competencia, conforme a la 
legislación de la materia. En tales casos, el Magistrado 
Presidente y/o el Magistrado Consejero dirigirán petición al 
Pleno del Tribunal Superior de Justicia, para que se apruebe 
su integración a Sala Colegiada o Unitaria, según 
corresponda. Párrafo adicionado  
Artículo 99.- El Tribunal Superior de Justicia será presidido 
por un Magistrado que no integrará Sala, exceptuando lo 
establecido en el último párrafo del artículo 98 de esta 
Constitución, designado por el Tribunal en Pleno en el mes 
de agosto de cada cinco años sin posibilidad de reelección. 
A la Sesión de Pleno para designar Presidente del Tribunal 
Superior de Justicia, se convocará también al Magistrado 

hechos, preferentemente, de entre 
aquellas personas que hayan 
prestado sus servicios con eficiencia 
y probidad en la impartición de 
justicia o que lo merezcan por su 
honorabilidad, competencia y 
antecedentes en otras ramas de la 
profesión jurídica, de conformidad 
con la Ley Orgánica del Poder 
Judicial. La Ley establecerá las 
bases para la formación y 
actualización de los funcionarios del 
Poder Judicial, así como para el 
desarrollo de la carrera judicial, la 
cual se regirá por los principios de 
excelencia, objetividad, 
imparcialidad, profesionalismo e 
independencia.  
ARTÍCULO 94.- Los funcionarios 
judiciales estarán impedidos para el 
libre ejercicio de la abogacía y no 
podrán desempeñar ningún otro 
cargo, empleo o comisión públicos o 
privados, salvo los de docencia y los 
de carácter honorífico, y percibirán 
una remuneración adecuada e 
irrenunciable.  
ARTICULO 95. El Supremo Tribunal 
de Justicia y el Consejo de la 
Judicatura, deberán rendir en forma 
anual, a través de su Presidente, un 
informe público de sus actividades.  

CAPÍTULO II  
Del Supremo Tribunal de Justicia 

ARTICULO 96. El Supremo Tribunal 
de Justicia se integra con dieciséis 
magistrados numerarios, electos por 
el voto de cuando menos las dos 
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Público, con una Unidad Especializada 
en Delitos Electorales, una Fiscalía 
Especializada en el Combate a la 
Corrupción y las demás que establezca 
su Ley. Para ser Fiscal General del 
Estado se requiere ser ciudadano 
mexicano por nacimiento; tener cuando 
menos 35 años cumplidos al día de la 
designación; contar con una residencia 
en el Estado de Querétaro de cuando 
menos tres años inmediatamente 
anteriores a la fecha de la designación; 
contar con título profesional de 
Licenciado en Derecho con una 
antigüedad mínima de cinco años; tener 
cuando menos cinco años de 
experiencia en la procuración de justicia 
o bien cinco años de reconocida 
trayectoria en materia de derecho 
penal, no haber sido condenado por 
delito doloso y gozar de buena 
reputación.  
El Fiscal General del Estado durará en 
su encargo nueve años; será designado 
y removido en los términos siguientes:  
I. El titular del Poder Ejecutivo someterá 
a consideración de la Legislatura del 
Estado una terna de candidatos;  
II. La Legislatura designará a quien 
deba ocupar el cargo, previa 
comparecencia de las personas 
propuestas;  
III. Si enviada la terna, la Legislatura no 
procediere al nombramiento respectivo 
dentro de los treinta días naturales 
siguientes, la designación 
corresponderá al titular del Poder 
Ejecutivo. Solamente podrá ser 

Consejero para que, con voz y voto, pueda ejercer su 
derecho de elegir. Cada Sala Colegiada elegirá a su propio 
Presidente en la primera sesión del año. 
La Presidencia del Tribunal tendrá la representación legal del 
mismo, pero en todo caso requerirá del acuerdo del Pleno. 
En las ausencias temporales y en las definitivas del 
Magistrado Presidente será sustituido por el Magistrado 
Numerario que designe el Pleno; en el primer caso no 
podrán exceder de un mes. En los casos de ausencia 
temporal menor a treinta días hábiles, de algún Magistrado 
diferente a la figura del Presidente dentro del Pleno del 
Tribunal Superior de Justicia, éste último, elegirá dentro de 
los Magistrados supernumerarios quien supla al Magistrado 
numerario ausente. Los Magistrados Supernumerarios, 
podrán ejercer funciones jurisdiccionales, integrando sala 
unitaria o colegiada, con la adscripción, competencia, 
jurisdicción y tiempo que el Pleno determine, cuando se 
estime que las necesidades del servicio así lo requieran.  
Artículo 100.- Esta Constitución garantiza la independencia 
de los Magistrados y Jueces del Poder Judicial del Estado, 
quienes en el ejercicio de sus funciones jurisdiccionales, 
actuarán sin más sujeción que a las leyes, la equidad y los 
principios generales del derecho. La Ley, conforme a las 
bases de esta Constitución, establecerá las condiciones para 
el ingreso, formación, permanencia, capacitación y 
actualización de quienes sirvan al Poder Judicial del Estado. 
Los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia durarán en 
su encargo un período de seis años. Los Magistrados 
Numerarios podrán ser reelectos por una sola vez, para un 
período de seis años. Los Magistrados Supernumerarios, 
podrán ser reelectos por una sola vez, para un periodo de 
tres años. Los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia 
solo podrán ser separados en los términos que señala el 
Título Octavo de esta Constitución o en su caso, como 
consecuencia del retiro forzoso en términos de esta 
Constitución.  
Las y los Jueces durarán seis años en el ejercicio de su 
encargo, al término de los cuales, podrán ser ratificados por 

terceras partes de los diputados 
presentes del Congreso; además, 
por quince magistrados 
supernumerarios. Para su elección, 
el Gobernador propondrá al 
Congreso, al triple de personas 
respecto del número de cargos por 
cubrir, dentro de los cuales la 
Legislatura hará la elección 
respectiva en el término de treinta 
días. Si vencido ese plazo no se 
hubiera hecho la elección, el titular 
del Ejecutivo procederá a hacer el 
nombramiento de entre las 
propuestas. En caso de que el 
Congreso rechace la propuesta, el 
Gobernador del Estado presentará 
una nueva en los términos del 
párrafo anterior; si esta segunda 
propuesta fuera rechazada, ocupará 
el cargo la persona que, dentro de la 
misma, designe el Gobernador del 
Estado. Cuando cese o concluya el 
ejercicio de una magistratura por 
cualquier causa, el Ejecutivo 
presentará al Congreso las 
respectivas propuestas.  
ARTICULO 97. Los magistrados del 
Supremo Tribunal de Justicia 
durarán en su encargo seis años; 
pudiendo ser ratificados y si lo 
fueren, sólo podrán ser privados de 
sus puestos en los términos 
establecidos en la presente 
Constitución. Para los efectos de la 
ratificación, el Consejo de la 
Judicatura integrará la 
documentación y rendirá un informe 
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removido por la Legislatura, por las 
causas que expresamente establezca la 
Ley, mediante la misma votación 
requerida para su nombramiento.  
Las ausencias del Fiscal General del 
Estado serán suplidas en los términos 
que determine la Ley.  
El Fiscal General del Estado presentará 
un informe anual mediante 
comparecencia ante la Legislatura del 
Estado.  
ARTÍCULO 30 ter. El titular de la 
Fiscalía Especializada en el Combate a 
la Corrupción, será designado por las 
dos terceras partes de los miembros 
presentes de la Legislatura del Estado y 
deberá cubrir los mismos requisitos 
descritos en el párrafo cuarto, del 
artículo 30 bis, de la presente 
Constitución. Durará en su encargo 
nueve años y únicamente podrá ser 
removido por las causas graves que 
establezca la Ley, mediante la misma 
votación requerida para su designación.  
El titular de la Fiscalía Especializada en 
el Combate a la Corrupción presentará 
un informe anual ante la Legislatura del 
Estado.  
ARTÍCULO 31. La Entidad Superior de 
Fiscalización del Estado de Querétaro, 
es el organismo público autónomo, 
mediante el cual se ejercerá la función 
de fiscalización, en los términos que 
establece la Ley y conforme a los 
principios de legalidad, definitividad, 
imparcialidad y confiabilidad. Tendrá a 
su cargo:  
I. Fiscalizar en forma posterior los 

períodos de igual duración, ante el Consejo de la Judicatura 
del Poder Judicial del Estado; podrán ser removidos en los 
casos y conforme al procedimiento que establezca la ley.  
Los Magistrados, Jueces y Consejeros de la Judicatura del 
Estado, percibirán una remuneración digna, decorosa e 
irrenunciable, que no podrá ser disminuida durante el tiempo 
de su encargo. Las y los Magistrados del Tribunal Superior 
de Justicia rendirán protesta ante la Legislatura del Estado; 
las y los jueces y demás servidores del Poder Judicial ante el 
Consejo de la Judicatura.  
Ningún servidor público del Poder Judicial del Estado podrá 
tener, servir o desempeñar al mismo tiempo otro empleo, 
cargo o comisión diverso, con excepción de la docencia y los 
cargos honoríficos en instituciones públicas o privadas, 
asociaciones o sociedades científicas, literarias, culturales, 
educativas, deportivas, de investigación científica o de 
beneficencia, cuyo desempeño no perjudique las funciones o 
labores propias de su cargo. Los Magistrados Numerarios 
del Tribunal Superior de Justicia se retiraran de sus cargos 
en forma forzosa por alguna de las siguientes causas: I. 
Haber concluido, en su caso, los seis años del segundo 
periodo a que se refiere el párrafo tercero de este artículo.  
II. Haber cumplido sesenta y cinco años de edad. III. 
Padecer incapacidad física o mental declarada legalmente, 
incluso cuando ésta fuese parcial o transitoria, y siempre que 
impida el ejercicio de su función.  
Los Magistrados Numerarios del Tribunal Superior de 
Justicia del Estado tienen derecho al haber de retiro, siempre 
y cuando hayan sido reelectos en el cargo mediante Decreto 
de la Legislatura del Estado, y concluyan los periodos que 
establece esta Constitución, de conformidad a las 
disposiciones que establece la Ley Orgánica del Poder 
Judicial del Estado. Párrafo adicionado  
Artículo 101.- Para ser Magistrado del Tribunal Superior de 
Justicia, se requiere:  
I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento y ciudadano 
quintanarroense, en ejercicio de sus derechos políticos y 
civiles;  

con los elementos que permitan al 
Ejecutivo evaluar el desempeño de 
los magistrados, para que el 
Congreso resuelva en su caso, sobre 
la propuesta de ratificación. Para ser 
ratificado se requerirá el voto 
favorable de cuando menos las dos 
terceras partes de los miembros del 
Congreso. En caso contrario se 
declarará la vacante, debiendo 
procederse en consecuencia.  
El cargo de magistrado en ningún 
caso podrá ser ejercido después de 
los setenta y tres años de edad, ni 
por un periodo mayor de quince 
años. Al vencimiento de su periodo o 
término de su función, tendrá 
derecho a un haber de retiro en los 
términos que marque la ley.  
ARTÍCULO 98.- En la misma forma 
que los Magistrados numerarios, 
serán nombrados los Magistrados 
supernumerarios, pudiendo elegirse 
también dentro de la lista de los 
propuestos como numerarios. Los 
Magistrados supernumerarios 
tendrán las funciones que les asigne 
la ley y sustituirán, en el orden en 
que hayan sido nombrados por el 
Congreso del Estado, a aquéllos en 
sus faltas temporales y, 
provisionalmente, en las absolutas. 
En este último caso, los 
supernumerarios permanecerán en 
el desempeño del cargo hasta que 
tome posesión el Magistrado 
numerario nombrado para cubrir la 
vacante. Sólo los supernumerarios 
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ingresos y egresos, el manejo, la 
custodia y la aplicación de los recursos 
de los Poderes del Estado, de los entes 
públicos, cualquiera que sea su 
naturaleza jurídica, y, en general, de 
cualquier persona física o moral que 
recaude, administre, utilice, maneje o 
ejerza recursos públicos, así como el 
cumplimiento de los objetivos 
contenidos en los programas 
gubernamentales.  
Además, fiscalizará las acciones del 
Estado y los municipios, en materia de 
fondos, recursos locales y deuda 
pública;  
II. Realizar revisiones durante el 
ejercicio fiscal en curso o respecto de 
ejercicios anteriores, en las situaciones 
que determine la Ley;  
III. Investigar, en el ámbito de su 
competencia, los actos y omisiones que 
impliquen irregularidades o conductas 
ilícitas o la comisión de faltas 
administrativas, en términos de las 
disposiciones aplicables;  
IV. Determinar la existencia de daños y 
perjuicios que afecten a la Hacienda 
Pública estatal o municipal, 
promoviendo ante las autoridades 
competentes la imposición de las 
sanciones correspondientes;  
V. Entregar el Informe General del 
Resultado de la Fiscalización Superior 
de la Cuenta Pública, al Poder 
Legislativo del Estado, debiendo 
guardar reserva de sus actuaciones y 
observaciones hasta la entrega de 
dicho informe;  

II. No tener menos de treinta y cinco años de edad el día de 
la designación.  
III. Poseer el día de la designación, con antigüedad mínima 
de diez años, título profesional de Licenciado en Derecho y 
Cédula Profesional, expedido por la autoridad o institución 
legalmente facultada para ello.  
IV. Gozar de buena reputación, y no haber sido condenado 
por delito que amerite pena corporal de más de un año de 
prisión; pero si se tratare de robo, fraude, falsificación, abuso 
de confianza, peculado y cualquier otro que lastime 
seriamente la buena fama en el concepto público, lo 
inhabilitará para el cargo, cualquiera que haya sido la pena.  
V. Haber residido en el Estado durante los diez años 
anteriores al día de la designación.  
VI. No pertenecer al estado eclesiástico, ni ser ministro de 
algún culto religioso, a menos que se haya separado cinco 
años anteriores a la fecha de su designación. y  
VII. No haber sido Gobernador, Secretario de Despacho o su 
equivalente, Fiscal General del Estado, Senador, Diputado 
Federal o Local, ni Presidente Municipal, durante el año 
previo al día de su designación.  
Los nombramientos de los Magistrados deberán recaer 
preferentemente entre aquellas personas que hayan servido 
con eficiencia, capacidad y probidad en la impartición de 
justicia o que se hayan distinguido por su honorabilidad, 
competencia y antecedentes profesionales en el ejercicio de 
la actividad jurídica.  
Artículo 102.- Los Magistrados del Tribunal Superior de 
Justicia serán designados conforme al siguiente 
procedimiento:  
I. El Gobernador del Estado someterá una terna a la 
consideración de la Legislatura del Estado, la cual previa 
comparecencia de las personas propuestas, hará la 
designación correspondiente mediante el voto de la mayoría 
de sus miembros, dentro del plazo de quince días naturales;  
II. Si la Legislatura del Estado no resolviere en el término 
señalado, rechaza la terna o no alcanza la votación 
requerida, el Gobernador dentro de los quince días 

que ejerzan como numerarios 
formarán parte del Pleno del 
Supremo Tribunal de Justicia. Este 
podrá llamar a los supernumerarios 
que requiera y asignarles sus 
funciones. Los nombramientos de los 
Magistrados supernumerarios serán 
por seis años y podrán ser 
designados, por una sola vez, para 
un período igual, sin perjuicio de que 
sean propuestos por el Ejecutivo 
para ser nombrados numerarios.  
ARTÍCULO 99.- Para ser Magistrado 
del Supremo Tribunal de Justicia se 
requiere:  
I.- Ser mexicano por nacimiento, y 
ciudadano potosino en pleno 
ejercicio de sus derechos políticos y 
civiles;  
II.- Tener cuando menos treinta y 
cinco años el día de su 
nombramiento, y no más de setenta 
y tres años de edad;  
III.- Tener al día de su 
nombramiento, título profesional de 
licenciado en derecho con una 
antigüedad mínima de diez años, 
expedido por autoridad o institución 
legalmente facultada para ello y 
acreditar el ejercicio profesional por 
el mismo tiempo;  
IV.- Gozar de buena reputación y no 
haber sido condenado por delito que 
haya ameritado pena privativa de 
libertad de más de un año; pero, si 
se tratare de robo, fraude, 
falsificación, abuso de confianza u 
otro que lastime seriamente la buena 
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VI. Actuar como órgano técnico de la 
Legislatura para la revisión y 
fiscalización de las cuentas públicas de 
los municipios, en los términos que 
establezca la Ley; y  
VII. Derivado de sus investigaciones, 
promover las responsabilidades que 
sean procedentes ante el Tribunal de 
Justicia Administrativa del Estado de 
Querétaro y la Fiscalía Especializada 
en el Combate a la Corrupción, para la 
imposición de sanciones a los 
servidores públicos estatales y 
municipales y a los particulares.  
Los Poderes del Estado y demás entes 
públicos, independientemente de su 
naturaleza, son sujetos de fiscalización 
y estarán obligados en los términos que 
establezca la Ley, a rendir cuentas del 
ejercicio presupuestal que les 
corresponda ante la Entidad Superior 
de Fiscalización del Estado, así como a 
facilitar los auxilios que requiera la 
misma para el ejercicio de sus 
funciones, con excepción de los 
Municipios, que lo harán ante la 
Legislatura.  
El Auditor Superior del Estado durará 
en su encargo siete años y podrá ser 
ratificado por una sola vez por un 
periodo igual. Solo podrá ser removido 
por las causas graves que la ley señale 
y con la misma votación requerida para 
su nombramiento.  
ARTÍCULO 32. El Instituto Electoral del 
Estado de Querétaro, es el organismo 
público local en materia electoral en la 
Entidad, en los términos previstos en la 

posteriores, propondrá una nueva terna; “XVI Legislatura del 
Estado Libre y  
III. Si presentada la segunda terna, a la Legislatura del 
Estado, ésta la rechaza, se abstiene de resolver, o no reúne 
la votación requerida dentro del plazo señalado en la fracción 
I del presente artículo, se llevará a cabo la aprobación 
mediante el voto de cuando menos la mitad más uno de los 
Diputados asistentes a la sesión; de no reunirse esta 
votación, el Gobernador, dentro de los quince días 
posteriores a la celebración de la sesión, realizará la 
designación de entre los integrantes de la segunda terna.  
Las licencias de los Magistrados para separarse 
temporalmente de sus funciones, por un lapso menor a un 
mes, podrán ser conferidas por el Pleno del Tribunal 
Superior de Justicia. Las que excedan de este término 
requerirán de la autorización expresa de la Legislatura del 
Estado o la Comisión Permanente, en su caso.  
Artículo 103.- Corresponde al Pleno del Tribunal Superior de 
Justicia, el ejercicio de las siguientes atribuciones:  
I. Iniciar leyes o decretos inherentes a la impartición de 
justicia;  
II. Elegir al Magistrado Presidente del Tribunal Superior de 
Justicia del Estado;  
III. Elegir al Magistrado que integrará el Consejo de la 
Judicatura del Estado;  
IV. Resolver sobre las contradicciones entre las tesis 
sostenidas en las resoluciones de las Salas o de los 
Juzgados, en los términos que disponga la Ley respectiva;  
V. Conocer de las recusaciones con causa y de las excusas 
de los Magistrados;  
VI. Aprobar anualmente el anteproyecto del Presupuesto de 
Egresos del Poder Judicial, que le presente el Consejo de la 
Judicatura, que deberá incluir los tabuladores desglosados 
de las remuneraciones que perciban sus servidores públicos, 
sujetándose a lo dispuesto en el artículo 165 de esta 
Constitución;  
VII. Asignar a las Salas los Magistrados Numerarios y 
Supernumerarios correspondientes;  

fama en el concepto público, 
inhabilitará para el cargo, cualquiera 
que haya sido la pena;  
V.- Haber residido en el Estado 
durante los dos años anteriores al 
día de su nombramiento; y  
VI. No haber ocupado el cargo de 
Secretario de Despacho o su 
equivalente, Fiscal General del 
Estado, Diputado local, o Presidente 
Municipal, en el año inmediato 
anterior al día de su nombramiento. 
Para ser Magistrado supernumerario 
deberán cumplirse los mismos 
requisitos.  
Los nombramientos de los 
magistrados deberán recaer 
preferentemente entre aquellas 
personas que hayan servido con 
eficiencia, capacidad y probidad en 
la impartición de justicia; o que se 
hayan distinguido por su 
honorabilidad, competencia y 
antecedentes en el ejercicio de la 
profesión del derecho.  
ARTÍCULO 100.- El cargo de 
Magistrado no es renunciable, sino 
por causa justificada calificada por el 
Congreso del Estado.  

CAPÍTULO III 
De los Jueces y Tribunales 

ARTICULO 101. En cada Distrito o 
Región Judicial, que comprenderán 
los municipios que establezca la Ley 
Orgánica del Poder Judicial, habrá 
los jueces y tribunales que determine 
el Consejo de la Judicatura, los que 
conocerán de los negocios judiciales 
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Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, esta Constitución y 
las leyes que de ambas emanan. 
Gozará de autonomía en su 
funcionamiento e independencia en sus 
decisiones y contará con un órgano de 
dirección superior integrado conforme a 
las leyes.  
El Tribunal Electoral del Estado de 
Querétaro es la autoridad jurisdiccional 
local especializada en materia electoral 
del Estado. Dicho órgano gozará de 
autonomía técnica y de gestión en su 
funcionamiento e independencia en sus 
decisiones. El Pleno del Tribunal se 
conformará por tres magistrados. El 
Instituto y el Tribunal previstos en este 
artículo, cumplirán sus funciones bajo 
los principios de certeza, imparcialidad, 
independencia, máxima publicidad, 
objetividad, legalidad y probidad.  
ARTÍCULO 33. El funcionamiento de la 
Defensoría de los Derechos Humanos 
de Querétaro y la Comisión de 
Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de 
Querétaro, se sujetará a lo siguiente:  
Apartado A La Defensoría de los 
Derechos Humanos de Querétaro, es 
un organismo público, con autonomía 
de gestión y presupuestaria, 
personalidad jurídica y patrimonio 
propios, mediante el que el Estado 
garantizará el respeto a los derechos 
humanos; promoverá su defensa y 
proveerá las condiciones necesarias 
para el cabal ejercicio de los mismos. El 
Presidente de la Defensoría de los 

VIII. Resolver las controversias constitucionales, acciones de 
inconstitucionalidad local y las acciones por omisión 
legislativa, en términos de los artículos 104 y 105 de esta 
Constitución y conforme al procedimiento que establezca la 
Ley respectiva;  
IX. Las demás que le confieran esta Constitución y la Ley 
Reglamentaria.  
En los términos que la ley disponga las sesiones del Pleno y 
de las Salas serán públicas y por excepción privada en los 
casos en que así lo exijan la moral o el interés público.  
Artículo 104.- El control constitucional se erige dentro del 
régimen interior del Estado, como un medio para mantener la 
eficacia y vigencia de esta Constitución; tiene por objeto 
dirimir de manera definitiva e inatacable en el orden jurídico 
estatal, los conflictos que por la constitucionalidad de sus 
actos o disposiciones generales, surjan en el ámbito interior 
del Estado entre el Poder Ejecutivo y el Legislativo o entre 
uno de ellos y los municipios que conforman el Estado, o 
entre dos o más municipios, sin perjuicio de lo previsto en los 
artículos 76 fracción VII, 103, 105, 107 y último párrafo de la 
fracción II del 115 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos.  
Artículo 105.- El Tribunal Superior de Justicia contará con 
una Sala Constitucional, integrada por un Magistrado 
numerario, que tendrá competencia para: 
APARTADO A. En cumplimiento de las atribuciones 
señaladas en la fracción VIII del artículo 103 de esta 
Constitución, deberá substanciar y formular en los términos 
de la ley respectiva, los correspondientes proyectos de 
resolución definitiva que se someterán al Pleno del Tribunal 
Superior de Justicia, en los siguientes medios de control:  
I. De las controversias que, por la constitucionalidad de sus 
actos o disposiciones generales, con excepción de las que 
se refieran a la materia electoral, surjan entre:  
a) El Poder Ejecutivo y el Poder Legislativo.  
b) El Poder Ejecutivo y uno de los Municipios.  
c) El Poder Legislativo y uno de los Municipios.  
d) Dos o más municipios del Estado. 

que les competan. La ley establecerá 
la forma de cubrir sus faltas 
temporales.  
ARTICULO 102. Los jueces serán 
nombrados, removidos, ratificados y 
adscritos por el Consejo de la 
Judicatura, con base en criterios 
objetivos y de acuerdo a los 
requisitos que establezca la ley para 
la carrera judicial. Durarán cinco 
años en el ejercicio de su encargo, al 
término de los cuales, si fueran 
ratificados, sólo podrán ser privados 
de sus puestos en los casos y 
conforme a los procedimientos que 
establezca la ley.  
El cargo de juez no podrá ejercerse 
después de los setenta y tres años 
de edad. Al término de su función 
tendrá derecho al haber de retiro que 
marque la ley.  
ARTÍCULO 103.- Para ser Juez se 
requiere:  
I.- Ser ciudadano potosino en pleno 
ejercicio de sus derechos civiles y 
políticos;  
II.- Tener cuando menos veintiocho 
años de edad al día de su 
designación;  
III.- Tener, al día de su 
nombramiento, título profesional de 
licenciado en derecho con 
antigüedad mínima de cinco años, 
expedido por autoridad o institución 
legalmente facultada para ello y 
acreditar el ejercicio profesional por 
el mismo tiempo; y  
IV.- Gozar de buena reputación y no 
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Derechos Humanos de Querétaro, 
durará en su encargo cinco años, 
pudiendo ser reelecto por un periodo 
igual y sólo podrá ser removido por las 
causas graves que la ley señale y con 
la misma votación requerida para su 
nombramiento.  
Apartado B La Comisión de 
Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de 
Querétaro, es un organismo autónomo 
colegiado, especializado e imparcial, 
con autonomía operativa, de gestión y 
de decisión, que se encargará de 
garantizar el ejercicio, disfrute, 
promoción, difusión e investigación del 
derecho de los gobernados para 
acceder a la información pública, en los 
términos de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos y demás 
leyes aplicables.  
La Comisión se integrará por tres 
Comisionados electos por las dos 
terceras partes de los integrantes de la 
Legislatura del Estado, durarán siete 
años en el ejercicio del cargo y sólo 
podrán ser removidos en los términos 
del Título Cuarto de la Constitución 
Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y serán sujetos de juicio 
político.  
En su funcionamiento, la Comisión se 
regirá por los principios de certeza, 
legalidad, independencia, imparcialidad, 
eficacia, objetividad, profesionalismo, 
transparencia y máxima publicidad.  
Las resoluciones del organismo garante 
son vinculatorias, definitivas e 

Para que la controversia constitucional proceda, el actor 
deberá acreditar el interés jurídico. La ley establecerá el 
plazo para la interposición de la demanda y los casos en que 
proceda la suspensión del acto que las motive. La 
suspensión no podrá otorgarse cuando se demande la 
invalidez de disposiciones generales. La misma Ley 
establecerá las condiciones para que tengan efectos 
generales, las resoluciones sobre controversias que 
impugnen la validez constitucional de disposiciones 
generales.  
II. De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por 
objeto plantear la posible contradicción entre una norma de 
carácter general y esta Constitución, con excepción de las 
que se refieran a la materia electoral, siempre que se ejerzan 
dentro de los treinta días naturales siguientes a la fecha de 
publicación de la norma, por:  
a) Cuando menos la tercera parte de los miembros del 
Congreso del Estado.  
b) El Gobernador del Estado, por conducto del Consejero 
Jurídico del Poder Ejecutivo, en contra de normas de 
carácter estatal; Inciso reformado POE 03-07-2017  
c) El Fiscal General del Estado, respecto de leyes en materia 
penal, así como, las relacionadas en el ámbito de sus 
funciones, y Inciso adicionado  
d) El Organismo Garante que establece el artículo 21 de esta 
Constitución en contra de leyes de carácter local, que 
vulneren el derecho al acceso a la información pública y la 
protección de datos personales.  
La admisión de una acción de inconstitucionalidad no dará 
lugar a la suspensión de la norma impugnada.  
Las resoluciones del Pleno del Tribunal Superior de Justicia 
solo podrán declarar la invalidez de las normas impugnadas, 
siempre que fueren aprobadas por cuando menos las dos 
terceras partes del Pleno, y no tendrán efectos retroactivos, 
salvo en materia penal.  
III. De las acciones por omisión legislativa, cuando se 
considere que la Legislatura del Estado no ha resuelto sobre 
la expedición de alguna Ley o Decreto, y que dicha omisión 

haber sido condenado por delito que 
haya ameritado pena privativa de 
libertad de más de un año; pero, si 
se tratare de robo, fraude, 
falsificación, abuso de confianza u 
otro que lastime seriamente la buena 
fama en el concepto público, 
inhabilitará para el cargo, cualquiera 
que haya sido la pena.  
ARTICULO 104. En el Estado habrá 
juzgados menores. El Consejo de la 
Judicatura determinará su número 
conforme a las necesidades del 
servicio. Sus facultades, 
obligaciones y competencia por 
materia y cuantía, serán establecidas 
por la ley, y la territorial 
corresponderá fijarla al Consejo de la 
Judicatura.  
ARTICULO 105. Los jueces 
menores serán nombrados por el 
Consejo de la Judicatura, mediante 
examen de oposición, conforme 
preceptúe la ley secundaria. El 
Consejo de la Judicatura podrá 
separarlos de su cargo o cambiarlos 
de adscripción.  
ARTÍCULO 106.- Para ser Juez 
Menor se requiere:  
I.- Ser ciudadano potosino en pleno 
ejercicio de sus derechos políticos y 
civiles;  
II.- Tener cuando menos veinticinco 
años de edad;  
III.- Tener, al día de su 
nombramiento, título profesional de 
licenciado en derecho con 
antigüedad mínima de dos años, 
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inatacables para los sujetos obligados. 
El organismo garante tendrá un 
Consejo Consultivo, integrado por tres 
consejeros, que serán electos en los 
términos que establezca la Ley de la 
materia.  
Toda autoridad y servidor público estará 
obligado a coadyuvar con el organismo 
garante y sus integrantes para el buen 
desempeño de sus funciones.  

Capítulo Sexto  
De los Tribunales Administrativos 

ARTICULO 34. El funcionamiento del 
Tribunal de Justicia Administrativa del 
Estado de Querétaro y del Tribunal de 
Conciliación y Arbitraje del Estado de 
Querétaro, se sujetará a lo siguiente:  
Apartado A El Tribunal de Justicia 
Administrativa del Estado de Querétaro 
estará dotado de plena autonomía, será 
independiente de cualquier autoridad 
administrativa y tendrá su residencia en 
la ciudad de Santiago de Querétaro, 
Qro. La Ley establecerá su 
organización, funcionamiento, 
procedimientos y, en su caso, los 
recursos contra sus resoluciones.  
Asimismo, tendrá a su cargo dirimir las 
controversias de carácter administrativo 
y fiscal que se susciten entre la 
administración pública estatal y 
municipal con los particulares y será el 
órgano competente para imponer, en 
los términos que disponga la Ley, las 
sanciones a los servidores públicos 
estatales y municipales por 
responsabilidad administrativa grave y a 
los particulares que incurran en actos 

afecte el debido cumplimiento de esta Constitución, siempre 
y cuando sean interpuestas por:  
a) El Gobernador del Estado, o  
b) Un Ayuntamiento del Estado. La resolución que emita el 
Pleno del Tribunal Superior de Justicia que decrete el 
reconocimiento de la inconstitucionalidad por omisión 
legislativa, surtirá sus efectos a partir de su publicación en el 
Periódico Oficial del Estado. En dicha resolución se 
determinará un plazo para que se expida la Ley o Decreto de 
que se trate la omisión, a más tardar en el período ordinario 
que curse o el inmediato siguiente de la Legislatura del 
Estado, pudiendo disminuir este plazo cuando el interés 
público lo amerite.  
APARTADO B. De oficio o a petición de parte, también 
conocerá de las contradicciones de tesis que se contengan 
en las resoluciones de las demás salas, debiendo presentar 
el proyecto al Pleno del Tribunal para los efectos de la 
fracción IV del artículo 103 de esta Constitución. La Ley 
establecerá los términos en los que el Pleno del Tribunal 
Superior de Justicia emita jurisprudencia, sobre la 
interpretación de leyes, decretos y reglamentos locales, así 
como los requisitos para su interrupción y modificación.  
APARTADO C. DEROGADO. 
Artículo 106.- El Consejo de la Judicatura será un órgano 
del Poder Judicial del Estado con independencia técnica, de 
gestión y para emitir sus resoluciones. De conformidad con 
la Ley, el Consejo estará facultado para expedir reglamentos 
y disposiciones de carácter general para el adecuado 
Ejercicio de sus funciones. El Pleno del Tribunal Superior de 
Justicia podrá solicitar la expedición de aquellos acuerdos 
generales que considere necesarios para asegurar un 
adecuado Ejercicio de la función jurisdiccional. El mismo 
Pleno también podrá revisar y, en su caso, revocar los que el 
Consejo apruebe, por mayoría de cuando menos siete votos. 
En los demás casos, las determinaciones del Consejo de la 
Judicatura serán definitivas e inatacables. 
Artículo 107.- El Consejo de la Judicatura del Estado 
funcionará en Pleno o en Comisiones, en los términos que 

expedido por autoridad o institución 
legalmente facultada para ello y 
acreditar el ejercicio profesional por 
el mismo tiempo; y  
IV.- Gozar de buena reputación y no 
haber sido condenado por delito que 
haya ameritado pena privativa de 
libertad de más de un año; pero, si 
se tratare de robo, fraude, 
falsificación, abuso de confianza u 
otro que lastime seriamente la buena 
fama en el concepto público, 
inhabilitará para el cargo, cualquiera 
que haya sido la pena.  

CAPÍTULO IV  
De los Jueces Auxiliares 

ARTÍCULO 107.- Habrá Jueces 
Auxiliares en todas las poblaciones 
que señale la ley y sus atribuciones 
serán las que ésta determine. 
ARTICULO 108. Los jueces 
auxiliares serán nombrados por el 
Consejo de la Judicatura, a elección 
que las comunidades hagan, de 
conformidad con lo establecido por la 
ley de la materia, la que determinará 
también los requisitos para 
desempeñar el cargo y la duración 

del mismo. 
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vinculados con faltas administrativas 
graves; así como para fincar a los 
responsables el pago de las 
indemnizaciones y sanciones 
pecuniarias que deriven de los daños y 
perjuicios que afecten a la Hacienda 
Pública Estatal o Municipal o al 
patrimonio de los entes públicos 
estatales o municipales. 
El Tribunal de Justicia Administrativa 
del Estado de Querétaro, se compondrá 
de tres Magistrados propietarios, los 
cuales serán propuestos por el Titular 
del Ejecutivo del Estado y electos por 
cuando menos las dos terceras partes 
de los miembros presentes de la 
Legislatura del Estado.  
Para ser Magistrado se deberá contar 
con experiencia en materia de derecho 
administrativo de al menos cinco años 
previos a la designación, satisfacer los 
requisitos que se señalan en el artículo 
28 de la presente Constitución y su 
designación será para un periodo de 
doce años. No se podrá ocupar el cargo 
como propietario en forma consecutiva, 
ni discontinua, por más de dicho 
periodo; a su vencimiento, o antes si el 
Magistrado llega a la edad de setenta 
años, cesará en sus funciones, tendrá 
derecho a un haber por retiro y podrá 
ser considerado Magistrado 
supernumerario o para otros cargos.  
Los Magistrados sólo podrán ser 
removidos de sus cargos por las causas 
graves que establezca la Ley y con la 
misma votación requerida para su 
designación.  

señalen la Ley y el Reglamento que expida el propio 
Consejo. Invariablemente en Pleno, conocerá sobre la 
designación, adscripción, ratificación, licencias, renuncias y 
remoción de jueces de primera instancia y de paz. En 
comisiones ejercerá las funciones de administración, carrera 
judicial, disciplina y la de adscripción. Contará en su 
estructura administrativa, con las unidades de apoyo que se 
determinen en la Ley Orgánica y en su reglamento interior. 
Artículo 108.- El Consejo de la Judicatura, se integrará por 
cinco miembros de los cuales, uno será el Presidente del 
Tribunal Superior de Justicia, quien lo presidirá; un 
Magistrado Numerario nombrado por el Pleno del Tribunal 
Superior de Justicia; un Juez de Primera Instancia nombrado 
por el Colegio de Jueces, de entre quienes tengan mayor 
antigüedad, y dos Consejeros Ciudadanos designados por la 
Legislatura. Los Consejeros no representan a quien los 
designa, por lo que ejercerán su función con independencia 
e imparcialidad. Los Consejeros Ciudadanos del Consejo de 
la Judicatura del Estado deberán reunir los mismos 
requisitos exigidos para ser Magistrado del Tribunal Superior 
de Justicia; serán designados conforme al procedimiento 
establecido en el artículo 102 de esta Constitución. El 
Magistrado designado para ocupar el cargo de miembro del 
Consejo de la Judicatura, distinto del Presidente, no 
integrará Pleno del Tribunal Superior de Justicia, a excepción 
de las sesiones de este órgano, que tengan por objeto la 
elección del Magistrado que presidirá el Tribunal Superior de 
Justicia, tal como se establece en el párrafo primero del 
artículo 99 de esta Constitución. El Magistrado distinto del 
Presidente, excepto en los casos previstos por esta 
Constitución, y el Juez que ocupen los cargos de 
Consejeros, no ejercerán funciones jurisdiccionales durante 
el ejercicio del mismo. En ambos casos ocuparán el cargo de 
consejeros durante dos años. Los Consejeros Ciudadanos 
durarán en su encargo cinco años, podrán ser reelectos por 
la Legislatura del Estado, por una sola vez, para un periodo 
de igual duración, y solo podrán ser removidos en términos 
del Título Octavo de esta Constitución. El procedimiento de 
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Apartado B El Tribunal de Conciliación 
y Arbitraje del Estado, es un órgano 
autónomo que tiene a su cargo conocer 
y resolver los conflictos que se susciten 
entre las entidades públicas del Estado 
y de los Municipios con sus 
trabajadores y sobre los conflictos de 
los Sindicatos de los Trabajadores al 
Servicio del Estado y al Servicio de los 
Municipios. Residirá en la ciudad de 
Santiago de Querétaro y tendrá la 
estructura, la organización, la 
competencia y la jurisdicción que 
determine la ley. 

reelección se sujetará a los términos que establezca la ley.  
Los integrantes del Consejo de la Judicatura, con excepción 
de su Presidente, rendirán la protesta como tales ante el 
Pleno del Tribunal Superior de Justicia. El Consejo de la 
Judicatura del Estado propondrá al Pleno del Tribunal 
Superior de Justicia la división territorial del Estado en 
distritos y circuitos judiciales, con base en la agrupación de 
sus municipios. 
de dicho fondo. 
 

CONTINUACIÓN DE QUINTANA ROO:  
Artículo 109.- El Poder Judicial del Estado administrará con autonomía su presupuesto; el Consejo de la Judicatura elaborará el anteproyecto y 
lo someterá a la aprobación del Pleno del Tribunal Superior de Justicia. En todo caso, el proyecto de Presupuesto deberá incluir los tabuladores 
desglosados de las remuneraciones que perciban sus servidores públicos, sujetándose a lo dispuesto en el artículo 165 de esta Constitución; el 
Presupuesto de Egresos para el Poder Judicial no será menor al presupuesto otorgado en el año inmediato anterior, para tal efecto, el proyecto 
de presupuesto de egresos será remitido a la Legislatura para su inclusión en el Presupuesto de Egresos del Estado, a más tardar el 20 de 
noviembre del año anterior al ejercicio fiscal que corresponda. 
El Presidente del Tribunal Superior de Justicia lo remitirá para su inclusión en el Proyecto de Presupuesto del Estado. La Cuenta Pública del 
Poder Judicial del Estado será revisada por la Legislatura del Estado, en los términos de esta Constitución y las leyes aplicables y comprenderá 
los recursos del Poder Judicial considerados en el Fondo para el Mejoramiento en la Administración e Impartición de Justicia. La Ley 
establecerá las bases para el manejo 

CAPÍTULO VI 
Del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Quintana Roo 

Artículo 110.- El Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Quintana Roo, es un órgano público autónomo, con personalidad jurídica y 
patrimonio propios, con plena autonomía técnica, de gestión, independencia funcional y financiera, capacidad para decidir sobre el ejercicio de 
su presupuesto y determinar su organización interna. 
DEROGADO.  
El Tribunal de Justicia Administrativa del Estado se integrará por cinco magistrados, uno de los cuales fungirá como su Presidente. La 
Presidencia será rotativa en los términos que establezca la ley.  
Para ser Magistrado del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado, se deberán reunir los mismos requisitos exigidos para ser Magistrado 
del Tribunal Superior de Justicia y los que determine la ley. Los Magistrados del Tribunal de Justicia Administrativa serán designados por la 
Legislatura del Estado, con el voto de las dos terceras partes de sus miembros presentes, y durarán en su encargo ocho años, con posibilidad 
de ser nombrados por la Legislatura del Estado por cuatro años adicionales. Los Magistrados del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado 
rendirán protesta ante la Legislatura del Estado. El procedimiento para la designación de los Magistrados se deberá sujetar a los principios de 
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paridad de género y máxima publicidad, y se llevará a cabo de conformidad con las siguientes disposiciones generales:  
a) La Legislatura del Estado o en su caso, la Comisión Permanente, emitirá una convocatoria pública abierta, en la que se establecerán las 
bases para participar y conformar la lista de candidatos a Magistrados del Tribunal de Justicia Administrativa. Dicha convocatoria deberá ser 
emitida y publicada en el Periódico Oficial del Estado, dos periódicos de mayor circulación y en la página web oficial del Poder Legislativo del 
Estado.  
b) Una vez recibidas las solicitudes de las personas que deseen participar y que hayan cumplido con lo estipulado en las bases de la 
convocatoria, la Legislatura del Estado a través de la Comisión de Anticorrupción, Participación Ciudadana y Órganos Autónomos, determinará 
qué aspirantes cumplieron los requisitos constitucionales y legales y los entrevistará a efecto de emitir el dictamen que corresponda. 
c) Posteriormente, la Legislatura del Estado enviará el dictamen al Titular del Poder Ejecutivo Estatal, para que éste conforme una bina por 
cada magistrado a nombrar. En ningún caso, se podrá remitir al Titular del Poder Ejecutivo el mismo número de aspirantes por bina a integrar. 
El Titular del Poder Ejecutivo del Estado deberá remitir su propuesta dentro de los tres días hábiles posteriores, a la Legislatura del Estado.  
d) Una vez llevado a cabo lo dispuesto en el inciso anterior, la Legislatura designará por cada bina propuesta a un magistrado.  
La ley desarrollará de manera específica los términos del procedimiento de designación antes mencionado. Los Magistrados del Tribunal de 
Justicia Administrativa del Estado sólo podrán ser removidos de sus cargos por la Legislatura del Estado, por las causas graves que señale la 
ley.  
Los magistrados no podrán tener, servir o desempeñar al mismo tiempo otro empleo, cargo o comisión diverso, con excepción de la docencia y 
los cargos honoríficos en instituciones públicas o privadas, asociaciones o sociedades científicas, literarias, culturales, educativas, deportivas, 
de investigación científica o de beneficencia, cuyo desempeño no perjudique las funciones o labores propias de su cargo. La retribución que 
perciban los Magistrados del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado, será la equivalente a la de un Magistrado Numerario del Tribunal 
Superior de Justicia del Estado. El proyecto de presupuesto de egresos del Tribunal, será remitido a la Legislatura, para su inclusión en el 
Presupuesto de Egresos del Estado, a más tardar el 20 de noviembre del año anterior al ejercicio fiscal que corresponda y deberá incluir los 
tabuladores desglosados de las remuneraciones que perciban sus servidores públicos, sujetándose a lo dispuesto en el artículo 165 de esta 
Constitución. El presupuesto de egresos del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado, no será menor al presupuesto otorgado en el año 
inmediato anterior.  
El Tribunal de Justicia Administrativa del Estado contará con un órgano interno de control, cuyo titular será designado por la Legislatura del 
Estado; durará cuatro años en su cargo, sin posibilidad de reelección, y no podrá durante el ejercicio de su cargo, formar parte de ningún 
partido político, ni desempeñar otro empleo, cargo o comisión, salvo los no remunerados en las asociaciones científicas, docentes, artísticas o 
de beneficencia. 
Artículo 111.- El Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Quintana Roo, tendrá a su cargo:  
I. Dirimir las controversias que se susciten entre la administración pública estatal y municipal y los particulares, derivados de:  
a) Los juicios en contra de actos administrativos que las autoridades de la Administración Pública del Estado o de los Ayuntamientos dicten, 
ordenen, ejecuten o traten de ejecutar, en agravio de personas físicas o morales;  
b) Los juicios en contra de los actos administrativos de la Administración Pública Paraestatal del Estado o los Municipios, cuando actúen con el 
carácter de autoridades;  
c) Los juicios en contra de las resoluciones definitivas dictadas por la Administración Pública del Estado o de los Ayuntamientos en las que se 
determine la existencia de una obligación fiscal, se fije ésta en cantidad líquida o se den las bases para su liquidación, nieguen la devolución de 
un ingreso indebidamente percibido o cualesquiera otras que causen agravio en materia fiscal;  
d) Los juicios en contra de la falta de contestación de las mismas autoridades, dentro de un término de treinta días naturales, a las promociones 
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presentadas ante ellas por los particulares, a menos que las leyes y reglamentos fijen otros plazos o la naturaleza del asunto lo requiera;  
e) Los juicios en contra de resoluciones de negativa ficta en materia fiscal, que se configurarán transcurridos cuatro meses a partir de la 
recepción por parte de las autoridades demandadas competentes de la última promoción presentada por el o los demandantes, a menos que 
las leyes fiscales fijen otros plazos;  
f) Los juicios en que se demande la resolución de afirmativa ficta, cuando lo establezcan expresamente las disposiciones legales aplicables y 
en los plazos en que éstas lo determinen; 
g) Los juicios en que se impugne la negativa de la autoridad a certificar la configuración de la afirmativa ficta, cuando así lo establezcan las 
leyes, y 
h) Los juicios que promuevan las autoridades para que sean nulificadas las resoluciones fiscales favorables a las personas físicas o morales y 
que causen una lesión a la Hacienda Pública del Estado o de los Ayuntamientos;  
II. Imponer, en los términos que disponga la ley, las sanciones a los servidores públicos estatales y municipales por responsabilidad 
administrativa grave, y a los particulares que incurran en actos vinculados con faltas administrativas graves;  
III. Fincar a los responsables el pago de las indemnizaciones y sanciones pecuniarias que deriven de los daños y perjuicios que afecten a la 
Hacienda Pública Estatal o Municipal o al patrimonio de los entes públicos estatales o municipales;  
IV. Aprobar, modificar o dejar sin efectos la jurisprudencia y tesis relevantes que se deriven de las sentencias del Tribunal de Justicia 
Administrativa del Estado, y  
V. Las demás atribuciones que expresamente se señalen en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, esta Constitución, su ley 
orgánica y demás disposiciones aplicables. 

 

SINALOA SONORA TABASCO 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE 

SINALOA25 
CONSTITUCION POLITICA DEL 

ESTADO DE SONORA26 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO 

LIBRE Y SOBERANO DETABASCO27 

TITULO IV 
CAPITULO IV 

PODER JUDICIAL 
Art. 93. El Poder Judicial se ejercerá en el 
Estado por el Supremo Tribunal de Justicia, las 
Salas de Circuito, los Juzgados de Primera 
Instancia y los Juzgados Menores. 
Esta Constitución garantiza la independencia e 

CAPITULO IV 
PODER JUDICIAL 

ARTÍCULO 112.- El Poder Judicial se 
depositará, para su ejercicio, en un 
Supremo Tribunal de Justicia, en 
Tribunales Regionales de Circuito, en 
Juzgados de Primera Instancia y en 
Juzgados Locales. Existirá, además, el 

TÍTULO V 
PODER JUDICIAL 
CAPITULO ÚNICO 

Artículo 55.- Se deposita el ejercicio del Poder 
Judicial del Estado en los tribunales y juzgados 
que esta Constitución y las leyes establecen, los 
cuales administrarán justicia expedita y gratuita, 
de manera independiente e imparcial; asimismo, 

 
25 Constitución Política del Estado de Sinaloa, Orden Jurídico Nacional, Secretaria de Gobernación, Gobierno de México, Disponible en: 

http://www.ordenjuridico.gob.mx/fichaOrdenamiento.php?idArchivo=78896&ambito=estatal [30/01/2020] 
26 Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Sonora, Orden Jurídico Nacional, Secretaria de Gobernación, Gobierno de México, Disponible en: 

http://compilacion.ordenjuridico.gob.mx/fichaOrdenamiento2.php?idArchivo=2765&ambito=estatal [30/01/2020] 
27 Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Tabasco, Marco Jurídico Estatal, H. Congreso del Estado de Tabasco, Disponible en: 

https://congresotabasco.gob.mx/wp/wp-content/uploads/2019/07/Constitucion-Politica-del-Estado-de-Tabasco1.pdf [31/01/2020] 
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inamovilidad de los Magistrados del Supremo 
Tribunal de Justicia, Magistrados de Circuito y 
Jueces en el ejercicio de sus funciones. La Ley, 
conforme a las bases de esta Constitución, 
establecerá las condiciones para el ingreso, 
formación, capacitación, actualización y 
permanencia de quienes sirvan al Poder 
Judicial del Estado, su capacitación será 
permanente y se desarrollará a través de un 
organismo encargado para ello. 
Los Magistrados del Supremo Tribunal de 
Justicia, los Magistrados de Circuito y los 
Jueces percibirán una remuneración digna, 
decorosa e irrenunciable, que no podrá ser 
disminuida durante sus encargos. 
Art. 93 Bis. El proceso penal será acusatorio y 
oral. Se regirá por los principios de publicidad, 
contradicción, concentración, continuidad e 
inmediación y tendrá por objeto el 
esclarecimiento de los hechos, proteger al 
inocente, procurar que el culpable no quede 
impune y que los daños causados por el delito 
se reparen. 
La imposición de las penas, su modificación y 
duración son propias y exclusivas de la 
autoridad judicial. 
Toda persona Imputada y la víctima u ofendido 
tendrán los derechos que consagra la 
Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, el Código Nacional de 
Procedimientos Penales, la Ley General de 
Víctimas, la Ley de Atención y Protección a 
Víctimas del Estado y demás disposiciones 
aplicables. 

SECCION I 
DEL SUPREMO TRIBUNAL DE JUSTICIA 

DEL ESTADO 
Art. 94. El Supremo Tribunal de Justicia se 

Consejo del Poder Judicial del Estado 
de Sonora, como un órgano permanente 
de la administración de la justicia. 
Derogado. 
Las resoluciones judiciales deberán 
emitirse de manera pronta, completa e 
imparcial, debiéndose garantizar su 
ejecución a través de los 
procedimientos idóneos que consignen 
las leyes aplicables. 
El servicio judicial será gratuito. En 
consecuencia, quedan prohibidas las 
costas judiciales. 
Los Magistrados y los Jueces percibirán 
una remuneración adecuada e 
irrenunciable, la cual no podrá ser 
disminuida durante su encargo. 
ARTÍCULO 113.- El Supremo Tribunal 
de Justicia se compondrá de siete 
Magistrados Propietarios y siete 
Suplentes y funcionará en Pleno, en 
Salas o en Comisiones. 
Los Magistrados del Supremo Tribunal 
de Justicia designados podrán ser 
reelectos y, si lo fueren, sólo podrán ser 
privados del cargo en los términos del 
Título Sexto de esta Constitución. 
Los Magistrados del Supremo Tribunal 
de Justicia durarán en su encargo 
nueve años y serán sustituidos de 
manera escalonada, salvo que se 
actualice el supuesto previsto en el 
párrafo que antecede. Si por cualquier 
motivo no se hace nombramiento o los 
designados no se presentan al 
desempeño de su cargo, continuarán en 
funciones los individuos que formen el 
Supremo Tribunal de Justicia, hasta que 

contarán con las atribuciones, competencias, 
organización, personal y demás funciones 
inherentes. 
El Poder Judicial contará además con un Consejo 
de la Judicatura y un Centro de Justicia 
Alternativa, con las atribuciones que señalen esta 
Constitución, la Ley Orgánica del Poder Judicial y 
demás ordenamientos aplicables. 
Las normas relativas a los derechos humanos 
reconocidos en esta Constitución, particularmente 
las concernientes a la materia penal, serán 
interpretadas por los tribunales y juzgados locales 
de conformidad con la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, los Tratados 
Internacionales en la materia y esta Constitución. 
El proceso penal será acusatorio y oral, estará 
sujeto a lo dispuesto por el Código Nacional de 
Procedimientos Penales. Se regirá por los 
principios generales de publicidad, contradicción, 
concentración, continuidad, e inmediación y 
tendrá por objeto el esclarecimiento de los 
hechos, proteger al inocente, procurar que el 
responsable de la comisión del ilícito no quede 
impune y que los daños causados por el delito se 
reparen. 
De conformidad con la Ley General de la materia 
y demás ordenamientos correspondientes, en el 
Estado operará un sistema integral de justicia 
aplicable a quienes se atribuya la realización de 
una conducta tipificada como delito por las leyes 
penales y tengan entre doce años cumplidos y 
menos de dieciocho años de edad, en el que se 
garanticen sus derechos humanos, así como 
aquellos derechos específicos por su condición 
de personas en desarrollo. Las personas 
menores de doce años a quienes se atribuya que 
han cometido o participado en un hecho que la 
ley señale como delito, sólo podrán ser sujetos de 
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integrará de once Magistrados Propietarios y 
funcionará en Pleno o en Salas. Las Salas 
serán competentes para conocer de los 
recursos que procedan en contra de sentencias 
definitivas y de los demás asuntos que 
establezca la ley. 
Uno de los Magistrados será el Presidente del 
Supremo Tribunal de Justicia, quien será 
nombrado en los términos que establezca la ley 
para el efecto, no integrando Sala durante su 
encargo. 
Habrá además cinco Magistrados Suplentes 
quienes sólo integrarán el Pleno o las Salas 
cuando sustituyan a un Magistrado Propietario. 
Los Magistrados del Supremo Tribunal de 
Justicia serán electos por el Congreso del 
Estado, de una terna que le presente el 
Consejo de la Judicatura. La elección se hará 
en escrutinio secreto. 
Art. 95. Los Magistrados del Supremo Tribunal 
de Justicia, sólo podrán ser privados de sus 
cargos conforme a las causas y con sujeción a 
los procedimientos previstos en esta 
Constitución. 
Los Magistrados del Supremo Tribunal de 
Justicia se retirarán de sus cargos en forma 
forzosa o voluntaria. 
Son causa de retiro forzoso: 
I. Haber cumplido setenta años de edad; 
II. Tener treinta años de servicios en el Poder 
Judicial del Estado, y dentro de éstos, haber 
ejercido el cargo de Magistrado cuando menos 
durante diez años; 
III. Haber cumplido quince años de servicios 
como Magistrado del Supremo Tribunal de 
Justicia; y 
IV. Padecer incapacidad física o mental 
incurables, incluso cuando ésta fuere parcial o 

tomen posesión los nuevamente 
nombrados. Los Magistrados 
nombrados para concluir el período de 
otro, por falta definitiva o absoluta de 
éste, desempeñarán sus funciones 
hasta la conclusión del período de 
aquél. 
Los nombramientos de los Magistrados 
del Supremo Tribunal de Justicia serán 
hechos por el Gobernador del Estado, 
preferentemente entre aquellas 
personas que hayan prestado sus 
servicios con eficiencia y probidad 
dentro del Poder Judicial o entre las que 
lo merezcan por su honorabilidad, 
competencia y antecedentes, en otras 
ramas de la profesión jurídica. Dichos 
nombramientos serán sometidos a la 
aprobación del Congreso, el que 
otorgará o negará esta aprobación 
dentro del término, de tres días. Si el 
Congreso no resolviera dentro de dicho 
término, se tendrán por aprobados los 
nombramientos. Sin aprobación expresa 
o tácita no se podrá tomar posesión del 
cargo. 
En el caso de que el Congreso no 
apruebe dos nombramientos sucesivos 
respecto de la misma vacante, el 
Gobernador hará un tercer 
nombramiento que surtirá sus efectos 
desde luego, como provisional, y que 
será sometido a la aprobación del 
Congreso en el siguiente período 
ordinario de sesiones. En este período 
ordinario de sesiones, dentro de los 
primeros tres días, el Congreso deberá 
aprobar o reprobar el nombramiento y si 

asistencia social. La procuración e impartición de 
justicia para adolescentes estará a cargo de 
instituciones, juzgados y autoridades 
especializadas. 
Las leyes preverán mecanismos alternativos de 
solución de controversias para todas las materias. 
En la materia penal regularán su aplicación, 
asegurarán la reparación del daño y establecerán 
los casos en los que se requerirá supervisión 
judicial. 
Para el ejercicio de sus funciones el Poder 
Judicial del Estado se compone de los siguientes 
tribunales y juzgados: 
I. Tribunal Superior de Justicia, que distribuye los 
asuntos de su competencia en:  
a) El Pleno;  
b) La Sala Especial Constitucional;  
c) Las Salas en materia civil;  
d) Las Salas en materia penal; y  
II.- Los Tribunales y Juzgados que las leyes 
establezcan. La Ley Orgánica regulará su 
organización y determinará sus respectivas 
competencias, de conformidad con las 
disposiciones generales aplicables, en su caso.  
El Tribunal Superior de Justicia del Estado 
funciona y se organiza de la siguiente manera:  
I. Funciona en Pleno o en Salas colegiadas y 
unitarias para conocer de asuntos de legalidad, y 
como Sala Especial Constitucional para la 
aplicación e interpretación de esta Constitución;  
II. El Pleno se integra por el Presidente del 
Tribunal Superior y los magistrados de las salas y 
tiene las atribuciones que determina la Ley 
Orgánica. Esta fija, además, el número de salas, 
su composición, su especialización por materia, la 
forma de adscripción de los magistrados a cada 
una de ellas, así como el procedimiento de 
designación de quienes las presiden;  
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transitoria. 
La Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado 
fijará las causas del retiro voluntario, los 
beneficios que tendrá el Magistrado que se 
retire forzosa o voluntariamente y el 
procedimiento que deberá seguirse para la 
formulación del dictamen, el cual se pondrá en 
conocimiento del Congreso del Estado o de la 
Diputación Permanente, para los efectos de su 
aprobación. 
Art. 96. Los nombramientos de los Magistrados 
del Supremo Tribunal de Justicia serán hechos 
preferentemente entre aquellas personas que 
hayan prestado sus servicios con eficiencia y 
probidad en la administración de justicia o que 
los merezcan por su honorabilidad, 
competencia y antecedentes en otras ramas de 
la profesión jurídica; debiendo reunir los 
siguientes requisitos: 
I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en 
pleno ejercicio de sus derechos; 
II. No tener más de sesenta y cinco años de 
edad, ni menos de treinta y cinco al día de su 
nombramiento; 
III. Poseer con una antigüedad mínima de cinco 
años, título profesional de Licenciado en 
Derecho, expedido por la autoridad o institución 
legalmente facultada para ello; 
IV. Gozar de buena reputación y no haber sido 
condenado por delito doloso que amerite pena 
privativa de libertad por más de un año; pero si 
se tratare de robo, fraude, falsificación, abuso 
de confianza u otro que lastime seriamente la 
buena fama en el concepto público, inhabilitará 
para el cargo, cualquiera que haya sido la pena, 
y 
V. Haber residido en el Estado de Sinaloa 
durante los últimos cinco años, salvo en caso 

lo aprueba o nada resuelve, el 
Magistrado nombrado provisionalmente, 
continuará en sus funciones con el 
carácter de definitivo. Si el Congreso 
rechaza el nombramiento, cesará desde 
luego en sus funciones de Magistrado 
Provisional y el Gobernador del Estado 
someterá nuevo nombramiento, para su 
aprobación en los términos señalados. 
ARTÍCULO 114.- Para ser Magistrado 
del Supremo Tribunal de Justicia se 
requiere reunir los requisitos señalados 
en las fracciones I a V del artículo 95 de 
la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. 
Los Magistrados del Supremo Tribunal 
de Justicia se distinguirán entre sí por el 
calificativo numérico que corresponda al 
orden en que hayan sido designados. 
ARTÍCULO 115.- Los Magistrados 
Propietarios y Suplentes del Supremo 
Tribunal de Justicia rendirán la protesta 
de ley ante el Congreso del Estado y, en 
sus recesos, ante la Diputación 
Permanente. 
ARTÍCULO 116.- El cargo de 
Magistrado del Supremo Tribunal de 
Justicia solamente es renunciable por 
causa grave calificada por el Pleno de 
Supremo Tribunal de Justicia. En estos 
casos, se deberá hacer la notificación 
correspondiente al Poder Ejecutivo para 
proceder en términos de esta 
Constitución. 
Las licencias de los Magistrados del 
Supremo Tribunal de Justicia podrán ser 
concedidas por el Pleno del Supremo 
Tribunal de Justicia. Ninguna licencia 

III. La Sala Especial Constitucional se integra por 
el Presidente del Tribunal Superior de Justicia, 
quien la preside, y con los presidentes de las 
salas colegiadas en materias penal y civil. La 
Sala Especial Constitucional es el órgano 
jurisdiccional supremo de aplicación e 
interpretación de esta Constitución;  
IV. En los términos que la Ley disponga, las 
sesiones del Pleno y de las salas serán públicas 
o, por excepción, privadas en los casos que así lo 
exijan la moral o el interés público. Sus 
resoluciones se tomarán por mayoría de votos; y  
V. Las sentencias que dicten el Pleno o las salas 
en todo tipo de procesos, serán públicas y de 
acceso universal en su versión digital, de 
conformidad con lo que la ley determine para la 
protección del derecho al honor y a la vida 
privada, así como por lo establecido en la materia 
por la Suprema Corte de Justicia de la Nación y la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos. 
Artículo 55-BIS El Consejo de la Judicatura 
como órgano integrante del Poder Judicial del 
Estado, tendrá autonomía técnica, de gestión y 
de resolución, en el ámbito de su competencia. 
La administración, capacitación, vigilancia, y 
disciplina del Poder Judicial, con excepción del 
Tribunal Superior de Justicia, estarán a cargo del 
Consejo de la Judicatura, en los términos que 
establezcan las leyes secundarias conforme a las 
bases que señala esta Constitución. 
El Consejo se integrará por cinco miembros, de 
los cuales uno lo será el Presidente del Tribunal 
Superior de Justicia, quien lo presidirá; un 
Magistrado y un juez electos por el Pleno del 
Tribunal Superior de Justicia por mayoría 
absoluta; un Consejero designado por el 
Gobernador del Estado; y un Consejero 
designado por el Congreso del Estado. Los 
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de ausencia en servicio de la República o del 
Gobierno del Estado, por un tiempo menor de 
seis meses. 
Art. 97. Se instituye el Consejo de la 
Judicatura. La Ley Orgánica establecerá su 
organización, el régimen de 
incompatibilidadades (sic) de sus miembros y 
sus funciones, en particular en materia de 
capacitación, nombramientos, ascensos, 
inspección y régimen disciplinario, con el objeto 
de asegurar la independencia, eficacia, 
disciplina y decoro de los Tribunales y de 
garantizar a los Magistrados y Jueces, los 
beneficios de la carrera Judicial. 
Art. 98. Los Magistrados del Supremo Tribunal 
de Justicia podrán obtener licencia, sin goce de 
sueldo, por una sola vez, hasta por el término 
de seis meses. De igual derecho gozarán los 
Magistrados de Circuito y los Jueces de 
Primera Instancia que sean llamados para 
substituirlos. 
Art. 99. Las faltas absolutas de los Magistrados 
Propietarios del Supremo Tribunal de Justicia 
se cubrirán provisionalmente por los Suplentes, 
según lo determine el propio Tribunal, mientras 
que se hace una nueva elección en la forma 
que establece esta constitución y toma 
posesión el electo. 
Dichos Magistrados serán sustituidos en sus 
faltas temporales que excedan de quince días 
por los Magistrados Suplentes en los términos 
del párrafo anterior. Si las faltas no exceden de 
ese término, o en los casos de recusación o 
excusa, serán cubiertos en una Sala por los 
Magistrados de otra, según el turno que 
corresponda, y en el Pleno sólo serán 
sustituidos por los Magistrados Suplentes 
cuando por motivo de la falta o del impedimento 

podrá exceder del término de dos años. 
En los casos de jubilación, pensión, 
cesantía en edad avanzada o 
incapacidad, no se requerirá la 
aprobación referida en el primer párrafo, 
pero si se deberá realizar la notificación 
correspondiente al Poder Ejecutivo.  
ARTICULO 117.- La competencia del 
Supremo Tribunal de Justicia, su 
funcionamiento en Pleno, Salas o 
Comisiones, la competencia de los 
Tribunales Regionales de Circuito y la 
de los Juzgados de Primera Instancia y 
Locales, así como las responsabilidades 
en que incurran los servidores públicos 
del Poder Judicial del Estado, se regirán 
por lo que dispongan las leyes. 
El Supremo Tribunal de Justicia, 
funcionando en Pleno, determinará el 
número, división en circuitos, 
jurisdicción territorial y, en su caso, 
especialización por materia, de los 
Tribunales Regionales de Circuito y de 
los Juzgados de Primera Instancia. 
Asimismo, el Pleno elegirá de entre sus 
miembros, en los plazos que determine 
la ley, al Presidente del Supremo 
Tribunal Justicia, el cual no podrá ser 
reelecto para el período inmediato 
posterior, salvo que se trate de una 
suplencia; en cuyo caso el suplente si 
podrá ser reelecto. 
El Supremo Tribunal de Justicia, por 
conducto de su Presidente, deberá 
rendir al Congreso y al Gobernador del 
Estado, los informes, que le soliciten 
sobre el ramo judicial. 
El Supremo Tribunal de Justicia, por 

consejeros, a excepción del Presidente, durarán 
en su cargo un periodo de cinco años, sin 
posibilidad de ser reelectos. 
Contará en su estructura administrativa, para el 
cumplimiento de sus atribuciones, con las 
unidades de apoyo que requiera y las que se 
determinen en la Ley Orgánica. 
Los miembros del Consejo de la Judicatura no 
desempeñarán la función jurisdiccional, con 
excepción del Presidente, que integra Pleno en el 
Tribunal Superior de Justicia y en la Sala Especial 
Constitucional. Los Consejeros no representan a 
quien los designa, por lo que ejercerán su función 
con independencia e imparcialidad. 
En el ámbito de su competencia el Consejo de la 
Judicatura resolverá sobre la designación, 
adscripción, ratificación, licencias, renuncias, 
suspensión o remoción de los jueces del Poder 
Judicial del Estado, así como lo relativo a los 
servidores públicos auxiliares de la función 
jurisdiccional y al personal que desempeñe tareas 
administrativas o de apoyo. 
De conformidad con lo que establezcan esta 
Constitución y la ley, y sin perjuicio de las 
atribuciones jurisdiccionales del Pleno del 
Tribunal Superior de Justicia, el Consejo de la 
Judicatura estará facultado para expedir los 
acuerdos generales que sean necesarios para el 
debido ejercicio de sus funciones administrativas, 
incluyendo las relativas a la carrera judicial; éstos 
podrán ser revisados por el Pleno del propio 
Tribunal y, en su caso, revocados por mayoría 
calificada de dos terceras partes de sus 
miembros. La ley establecerá los términos y 
procedimientos para el ejercicio de estas 
atribuciones. 
El Consejo de la Judicatura determinará la 
división del Estado en distritos judiciales, el 
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no se obtenga mayoría de votos, por lo menos, 
en la resolución de un determinado negocio. 
Si no fuera posible integrar el Pleno o las Salas, 
por tener impedimento legal para conocer de un 
determinado negocio los Magistrados Suplentes 
llamados conforme a los párrafos anteriores de 
este artículo, el Congreso del Estado, nombrará 
los Magistrados Interinos que sean necesarios. 
Las ausencias de cualquier índole de los 
Magistrados de Circuito serán cubiertas por el 
Secretario de la Sala de Circuito que 
corresponda, en tanto que el Supremo Tribunal 
de Justicia hace el nombramiento conducente. 
Art. 100. El cargo de Magistrado del Supremo 
Tribunal de Justicia será renunciable, en 
cualquier tiempo, por causa grave que calificará 
el Congreso, ante el que se presentará la 
renuncia. En los recesos de éste, la calificación 
se hará por la Diputación Permanente. 
Igualmente será renunciable el cargo de 
Magistrado de Circuito ante el Supremo 
Tribunal de Justicia, quien resolverá lo 
procedente. 
Art. 101. Las licencias de los Magistrados del 
Supremo Tribunal de Justicia serán concedidas 
por el propio Tribunal cuando no excedan de un 
mes, en tanto que las que excedan de ese 
tiempo las concederá el Congreso, o en su 
defecto, la Diputación Permanente. 
Art. 102. Los servidores públicos del Poder 
Judicial del Estado no podrán aceptar ni 
desempeñar otro cargo, empleo o comisión de 
la Federación, del Estado, de los Municipios ni 
de la Administración Pública Paraestatal o de 
particulares, por el que disfruten sueldo, sin 
antes separarse de sus cargos mediante 
licencia sin goce de sueldo, obtenida con 
arreglo a la Ley. 

conducto de su Presidente, deberá 
rendir al Congreso y al Gobernador del 
Estado, un informe anual por escrito, 
que le soliciten sobre el ramo judicial. 
ARTÍCULO 118.- El Pleno del Supremo 
Tribunal de Justicia, para el adecuado 
ejercicio de sus funciones, estará 
facultado para expedir Acuerdos 
Generales, de conformidad con lo que 
establezca la ley. 
ARTICULO 119.- Cuando algún 
Magistrado del Supremo Tribunal de 
Justicia estuviera impedido para 
conocer de un asunto determinado, será 
suplido, en los términos establecidos 
por la ley orgánica respectiva.  Si el 
Magistrado impedido fuere el ponente 
de dicho asunto, quien lo substituya no 
asumirá la ponencia, quedando la 
elaboración del proyecto de resolución a 
cargo del magistrado siguiente en 
número, a quien no afecte impedimento. 
Cuando todos los magistrados en 
ejercicio estuvieron impedidos para 
conocer de determinado negocio, el 
Supremo Tribunal de Justicia se 
integrará por Magistrados suplentes, 
correspondiendo presidir los debates y 
ser ponente, al primero que conforme a 
la ley hubiera sido llamado. 
ARTÍCULO 120.- El Consejo del Poder 
Judicial del Estado de Sonora 
funcionará en Pleno y se integrará hasta 
por los siguientes siete Consejeros: 
I.- El Presidente del Supremo Tribunal 
de Justicia del Estado, quien fungirá 
también como su Consejero Presidente 
y representante; 

número de éstos, su competencia territorial y, en 
su caso, la especialización por materia de los 
tribunales y juzgados que las leyes establezcan. 
Las decisiones del Consejo de la Judicatura, en la 
esfera exclusiva de su competencia, serán 
definitivas e inatacables y, por lo tanto, no 
procede juicio o recurso alguno en contra de las 
mismas, con excepción de lo señalado en el 
párrafo sexto anterior, y de las que se refieran a 
la designación, adscripción, ratificación, 
promoción, suspensión y remoción de los jueces, 
las cuales podrán ser revisadas por el Pleno del 
Tribunal Superior de Justicia, únicamente para 
verificar que fueron emitidas conforme a la ley. 
Independientemente de lo señalado en el Título 
Séptimo de esta Constitución en materia de la 
responsabilidad política de los servidores públicos 
del Poder Judicial, al Pleno del Tribunal Superior 
de Justicia le compete imponer por mayoría 
absoluta de sus miembros las sanciones 
disciplinarias de orden administrativo que 
procedan contra un Magistrado, inclusive la 
suspensión temporal del cargo, por las faltas que 
la ley determine. Al Presidente del Tribunal 
Superior de Justicia le corresponde decidir y 
ejecutar las relativas a las faltas leves que aquélla 
establezca. La imposición de las medidas 
disciplinarias sobre los integrantes del Consejo de 
la Judicatura, con excepción de las que se 
impongan por faltas graves mediante juicio 
político, es competencia de su Pleno. 
Artículo 55 TER. El Magistrado Presidente del 
Tribunal Superior de Justicia del Estado y del 
Consejo de la Judicatura, habrá de elaborar y 
presentar oportunamente a la consideración de 
los Plenos, el presupuesto del Poder Judicial, el 
cual una vez, respectivamente autorizado, en su 
proyección conjunta, será remitido al titular del 
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La prohibición que antecede no comprende: 
I. Los cargos docentes o en instituciones de 
beneficencia. 
II. A los Magistrados Interinos, cuando 
solamente integren el Pleno o las Salas del 
Supremo Tribunal de Justicia en los casos de 
recusación o excusa. 
Las funciones notariales no podrán ser 
ejercidas por los Jueces de Primera Instancia y 
Menores en los lugares donde haya Notarios, 
excepto cuando el Notario esté impedido para 
ejercerlas. La Ley del Notariado reglamentará 
esta prevención. 
Art. 103. Es atribución del Poder Judicial del 
Estado, conocer en la forma y manera que lo 
fijen las leyes, las controversias cuya decisión 
no haya sido reservada de manera expresa a 
los Tribunales de la Federación, o a cualquiera 
otra autoridad. 
Art. 104. La Ley Orgánica del Poder Judicial 
reglamentará la integración y el funcionamiento 
del Pleno, de las Salas del Supremo Tribunal de 
Justicia, de las Salas de Circuito y de los 
Juzgados conforme a las bases fijadas en esta 
Constitución, correspondiendo exclusivamente 
al Supremo Tribunal de Justicia en Pleno: 
I. Conocer como jurado de sentencia en el juicio 
político instaurado contra los servidores 
públicos señalados en el Título VI de esta 
Constitución; 
II. Resolver, como jurado de sentencia, de las 
acusaciones penales formuladas por la 
Legislatura Local en contra del Gobernador del 
Estado, por la comisión de delitos; 
III. Conocer y resolver las controversias de 
cualquier orden que se susciten, entre los 
Poderes del Estado, entre uno o más Poderes 
del Estado, y los Ayuntamientos, o entre éstos 

II.- Un Consejero nombrado por el Pleno 
del Supremo Tribunal de Justicia de 
entre sus magistrados; 
III.- Un Consejero designado por el 
Gobernador del Estado; 
IV.- El Fiscal General de Justicia del 
Estado; 
V.- Un Consejero designado por el 
Colegio de Notarios del Estado de 
Sonora, de entre los integrantes del 
propio Colegio; y 
VI.- Dos Consejeros designados por el 
Congreso del Estado mediante el voto 
de las dos terceras partes de sus 
integrantes. 
Los consejeros a que se refieren las 
fracciones III y VI de este artículo 
deberán ser ciudadanos mexicanos en 
pleno ejercicio de sus derechos, contar 
con título de Licenciado en Derecho 
expedido legalmente mínimo siete años 
previos a la designación, asimismo 
contar con un mínimo de tres años de 
ejercicio profesional, gozar de buena 
reputación y no haber sido condenados 
por delito intencional y ser personas que 
se hayan distinguido por su capacidad 
profesional y administrativa, honestidad 
y honorabilidad en el ejercicio de sus 
actividades. En el caso del Consejero 
designado por el Supremo Tribunal de 
Justicia, deberá además gozar de 
reconocimiento en el ámbito judicial y 
tener en el desempeño de su cargo por 
lo menos dos años con anterioridad a la 
designación. 
En los casos de las fracciones III y VI de 
este precepto, no podrán ser 

Poder Ejecutivo para su inclusión en el proyecto 
de presupuesto general de egresos del Estado, 
que será sometido a la aprobación del Congreso. 
La ley determinará lo concerniente a la correcta 
administración y ejercicio de los recursos 
asignados a los órganos que conforman el Poder 
Judicial de la Entidad. 
Sin perjuicio de las atribuciones de las entidades 
de fiscalización competentes respecto del 
manejo, custodia y aplicación de recursos 
públicos, el Poder Judicial administrará con 
autonomía su presupuesto y destinará, en 
renglones separados, los recursos para el 
Tribunal Superior de Justicia, Consejo de la 
Judicatura, Juzgados y demás órganos que lo 
integran, debiendo su Magistrado Presidente 
rendir informe anual ante el Congreso del Estado, 
acerca de su ejercicio. 
Artículo 56.- Para nombrar a cada Magistrado 
del Tribunal Superior de Justicia, el Gobernador 
del Estado someterá una terna a consideración 
del Congreso, el cual, previa comparecencia de 
las personas propuestas ante la comisión 
correspondiente, designará al Magistrado que 
deba cubrir la vacante. La designación se hará 
por el voto de las dos terceras partes de los 
miembros presentes del Congreso, dentro del 
improrrogable plazo de treinta días siguientes a la 
presentación de la terna. Si el Congreso no 
resolviere dentro de dicho plazo, ocupará el cargo 
de Magistrado la persona que, dentro de dicha 
terna, designe el Gobernador del Estado. 
En caso de que el Congreso rechace la totalidad 
de la terna propuesta, el Gobernador someterá 
una nueva, en los términos del párrafo anterior. Si 
esta segunda terna fuera rechazada, ocupará el 
cargo la persona que dentro de dicha terna, 
designe el Gobernador del Estado. 
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entre sí; 
III Bis. DEROGADA,  
IV. Conocer de las competencias que se 
susciten entre los Jueces de Primera Instancia, 
o entre Jueces Menores de diversos distritos 
judiciales; 
V. Llamar a los Magistrados Suplentes que 
deban cubrir las faltas de los Propietarios, ya 
sean absolutas, temporales o relativas a 
determinado negocio conforme al Artículo 94; 
VI. Nombrar a los Magistrados de Circuito, 
Jueces, Secretarios, Actuarios y demás 
servidores públicos integrantes del Poder 
Judicial; 
VII. Determinar el número de Salas de Circuito 
que deberá haber en el Estado, el lugar de su 
residencia, las materias que conozcan y el 
límite de su competencia territorial, así como 
determinar el número de Juzgados de Primera 
Instancia y las materias de que estos conozcan 
de conformidad con la Ley Orgánica del Poder 
Judicial del Estado de Sinaloa; 
VIII. Nombrar cuando lo estime conveniente, 
Visitadores de Juzgados; 
IX. Expedir los reglamentos internos del 
Supremo Tribunal, de las Salas de Circuito y de 
los Juzgados; 
X. Las demás que le confieran las leyes. 
Art. 105. El Poder Judicial juzgará en todos los 
asuntos de su competencia, conforme con la 
Constitución General de la República, la 
particular del Estado y las leyes que de una y 
otra emanen, de preferencia a las leyes 
secundarias aunque éstas sean posteriores. 

SECCION II 
DE LAS SALAS DE CIRCUITO 

Art. 105 Bis. Las Salas de Circuito serán 
competentes para conocer de los recursos que 

designados consejeros quienes hayan 
ejercido el cargo de Magistrado del 
Supremo Tribunal de Justicia 
Para entrar al ejercicio del cargo, los 
consejeros del Poder Judicial rendirán 
protesta de ley ante el Supremo 
Tribunal de Justicia. 
El Presidente del Consejo, el diverso 
Magistrado de dicho órgano y el Fiscal 
General de Justicia del Estado, 
conservarán su calidad de consejeros 
mientras se encuentren en el ejercicio 
de sus cargos; los demás integrantes 
del Consejo serán designados por un 
período de seis años y no podrán ser 
reelectos. 
El Consejero designado por el 
Gobernador del Estado podrá ser un 
servidor público de cualquiera de los 
Poderes del Estado o de los Órganos 
Autónomos, en cuyo caso el consejero 
designado tendrá el carácter de 
honorario, sin recibir remuneración 
alguna, mientras conserve el carácter 
de servidor público diverso al de 
integrante del Consejo de Poder 
Judicial. 
Los consejeros no representan a quien 
los designa, por lo que ejercerán su 
función con independencia e 
imparcialidad. Durante su encargo, sólo 
podrán ser removidos en los términos 
del Título Sexto de esta Constitución. 
El Consejo sesionará válidamente con 
la asistencia de su Presidente y de, 
cuando menos, la mayoría de sus 
integrantes, según corresponda. 
El Presidente del Supremo Tribunal de 

Las ausencias temporales de los Magistrados del 
Tribunal Superior de Justicia, de hasta sesenta 
días naturales, serán cubiertas por Magistrados 
Interinos nombrados por mayoría simple del 
Pleno de dicho Tribunal. Las que deriven de 
recusación, excusa, o impedimento para el 
cumplimiento de su función jurisdiccional, se 
suplirán en la forma que establezca la ley. 
Los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia 
serán nombrados por un período único de quince 
años. La ley señalará el procedimiento que 
deberá seguirse para tales efectos. 
Los magistrados serán sustituidos antes de que 
concluya ese plazo, cuando sobrevenga 
defunción, incapacidad física o mental 
permanente, o podrán ser destituidos, por incurrir 
en cualquiera de las causas graves de 
responsabilidad que establezca la Ley Orgánica, 
previo juicio de responsabilidad ante el Congreso 
del Estado. 
Los jueces del Poder Judicial y demás servidores 
públicos que integren sus estructuras orgánicas, 
forman el Servicio Profesional de Carrera del 
Poder Judicial del Estado de Tabasco, de 
carácter obligatorio y permanente, conforme al 
cual se regularán el ingreso, la compensación, la 
permanencia y la separación o baja del mismo; 
todo ello, con base en la evaluación periódica y 
objetiva de su desempeño. Sus integrantes serán 
seleccionados, nombrados y promovidos en 
consideración a los principios de mérito y 
capacidad por el Consejo de la Judicatura 
mediante concurso de oposición, de acuerdo a 
los requisitos y procedimientos que establezca la 
ley. 
En Ia elección, designación o nombramiento de 
magistrados del Tribunal Superior de Justicia, de 
los miembros del Consejo de Ia Judicatura, de los 
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procedan en contra de resoluciones distintas de 
sentencias definitivas, así como de los demás 
asuntos que prevenga la ley. 
Los Magistrados de Circuito serán nombrados 
por el Pleno del Supremo Tribunal de Justicia, 
preferentemente entre quienes hayan prestado 
sus servicios con eficiencia y probidad en la 
administración de justicia o que así lo merezcan 
por su honorabilidad, competencia y 
antecedentes en otras ramas de la profesión 
jurídica, debiendo reunir los siguientes 
requisitos: 
I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en 
pleno ejercicio de sus derechos; 
II. No tener más de cincuenta y cinco años de 
edad, ni menos de treinta al día de su 
nombramiento; 
III. Poseer con una antigüedad mínima de cinco 
años, título profesional de Licenciado en 
Derecho, expedido por la autoridad o institución 
legalmente facultada para ello y cuatro años 
cuando menos, de práctica profesional; 
IV. Gozar de buena reputación y no haber sido 
condenado por delito doloso que amerite pena 
privativa de libertad por más de un año; pero si 
se tratare de robo, fraude, falsificación, abuso 
de confianza u otro que lastime seriamente la 
buena fama en el concepto público, inhabilitará 
para el cargo, cualquiera que haya sido la pena, 
y 
V. Haber residido en el Estado de Sinaloa 
durante los últimos cinco años, salvo en caso 
de ausencia en servicio de la República o del 
Gobierno del Estado, por un tiempo menor de 
seis meses. 
Los Magistrados de Circuito sólo podrán ser 
privados de sus cargos conforme a las causas y 
procedimientos contenidos en esta 

Justicia y del Consejo elaborará los 
anteproyectos de presupuesto de 
egresos del Poder Judicial del Estado y 
del Fondo para la Administración de 
Justicia, tomando en cuenta para ello la 
opinión del Consejo, y en su 
oportunidad someterá los respectivos 
proyectos al Pleno del Supremo 
Tribunal de Justicia para su aprobación. 
Una vez aprobado por el Pleno del 
Supremo Tribunal de Justicia el 
proyecto del presupuesto anual de 
egresos del Poder Judicial del Estado, 
el Presidente de aquél lo remitirá al 
Gobernador del Estado exclusivamente 
para los efectos previstos en el artículo 
79, fracción VII, de esta Constitución, e 
igualmente deberá enviar una copia del 
mismo al Congreso del Estado. 
El Consejo del Poder Judicial del Estado 
de Sonora resolverá sobre la 
designación y adscripción de 
Magistrados Regionales de Circuito y 
Jueces de Primera Instancia, así como 
de los demás asuntos que la ley 
determine. 
Las decisiones del Consejo serán 
definitivas e inatacables y, por lo tanto, 
no procede recurso alguno en contra de 
las mismas, salvo las que se refieran a 
acuerdos generales, a la designación, 
adscripción y ratificación de Magistrados 
de los Tribunales Regionales y Jueces, 
las cuales podrán ser revisadas por el 
Pleno del Supremo Tribunal de Justicia, 
por lo que podrá confirmarlas, 
modificarlas o revocarlas. Para el caso 
de revocación, se requerirá la 

Jueces del Poder Judicial, se procurará impulsar 
Ia igualdad de género. 
Los jueces que en los términos de esta 
Constitución y de la ley en la materia fueren 
designados, protestarán el cargo, en su orden, 
ante los Plenos del Tribunal Superior de Justicia y 
del Consejo de la Judicatura. 
Artículo 57.- Para ser Magistrado del Tribunal 
Superior de Justicia se requiere: 
I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en 
pleno goce de sus derechos políticos y civiles; 
II. Tener cuando menos treinta y cinco años de 
edad cumplidos, el día de la designación; 
III. Poseer el día de la designación, con 
antigüedad mínima de diez años, título 
profesional de licenciado en derecho, expedido 
por autoridad o institución legalmente facultada 
para ello; 
IV. Gozar de buena reputación y no haber sido 
condenado por delito intencional que amerite 
pena corporal de más de un año de prisión; pero 
si se tratare de robo, fraude, falsificación, abuso 
de confianza u otro que lastime seriamente la 
buena fama en el concepto público, inhabilitará 
para el cargo, cualquiera que haya sido la pena; 
V. Haber residido en el país durante los dos años 
anteriores al día de la designación; y 
VI. No haber sido en la entidad, Secretario o 
equivalente de la Administración Pública, Fiscal 
General del Estado de Tabasco, Senador, 
Diputado federal o Diputado local, durante el año 
previo al día de su elección. 
Los nombramientos de los Magistrados deberán 
recaer preferentemente entre aquellas personas 
que hayan servido con eficiencia, capacidad y 
probidad en la impartición de justicia; o que se 
hayan distinguido por su honorabilidad, 
competencia y antecedentes en el ejercicio de la 
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Constitución. 
Las Salas del Supremo Tribunal de Justicia de 
oficio, o a petición fundada de las Salas de 
Circuito o del Procurador General de Justicia 
podrán conocer de los asuntos de competencia 
de las Salas de Circuito cuando por sus 
características especiales, su trascendencia o 
importancia así lo ameriten. 

SECCION III 
DE LOS JUECES DE PRIMERA INSTANCIA Y 

MENORES 
Art. 106. Los Jueces de Primera Instancia 
serán nombrados por el Supremo Tribunal de 
Justicia en Pleno y durarán tres años en el 
ejercicio de su encargo, al término de los 
cuales, si fueren ratificados sólo podrán ser 
privados de sus puestos conforme a las 
prevenciones del Título VI de esta Constitución. 
Las disposiciones de este Artículo son 
aplicables a los Secretarios del Supremo 
Tribunal de Justicia y de las Salas. 
Art. 107. Para ser Jueces de Primera Instancia 
se requiere: 
I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento y 
sinaloense, en el pleno ejercicio de sus 
derechos. 
II. Ser mayor de 25 años. 
III. Contar con título profesional de Licenciado 
en Derecho. 
IV. Ser de notoria buena conducta, y 
V. Aprobar examen de admisión en el Instituto 
de Capacitación Judicial. 
Art. 108. En cada una de las Cabaceras (sic) 
de los Distritos Judiciales, a que se refiere la 
fracción II del Artículo 18 de esta Ley, habrá 
uno o más Jueces de 1ra. Instancia que tendrá 
la Jurisdicción que le señale la Ley Orgánica del 
Poder Judicial. 

aprobación por mayoría de cuando 
menos las dos terceras partes del total 
de los integrantes del mismo  Pleno. La 
ley establecerá los términos y 
procedimientos para el ejercicio de 
estas atribuciones. 
ARTICULO 121.- Los Magistrados de 
los Tribunales Regionales de Circuito y 
los Jueces de Primera Instancia serán 
nombrados y adscritos por el Consejo 
del Poder Judicial del Estado de 
Sonora, con base en criterios objetivos y 
de acuerdo a los requisitos y 
procedimientos que señalen los 
ordenamientos jurídicos respectivos; 
durarán cinco años en el ejercicio de su 
encargo, al término de los cuales, si 
fueran ratificados, continuarán en el 
desempeño de sus funciones por diez 
años más, sin perjuicio de que puedan 
ser privados de sus cargos, en cualquier 
momento, en los casos y conforme a los 
procedimientos que establezca la ley. 
ARTÍCULO 122.- El Pleno del Supremo 
Tribunal de Justicia nombrará al 
Secretario General de Acuerdos del 
Supremo Tribunal de Justicia y a los 
demás funcionarios y empleados de su 
adscripción. 
Los Magistrados Regionales de Circuito 
y los Jueces de Primera Instancia 
nombrarán a los servidores públicos de 
los Tribunales Regionales de Circuito y 
Juzgados de Primera Instancia, 
respectivamente, conforme a lo que 
establezca la ley en relación con la 
carrera judicial. 
ARTÍCULO 122-A.- Se deroga. 

abogacía, en la academia u otra actividad 
profesional del derecho. No será impedimento 
para considerar la residencia a que se contrae la 
fracción V del párrafo anterior, cuando el 
interesado hubiere permanecido fuera del 
territorio del país con motivo de la obtención de 
grados académicos en instituciones de nivel 
educativo superior o de postgrado. 
Artículo 58.- Los Magistrados del Tribunal 
Superior de Justicia al entrar a ejercer su cargo, 
rendirán ante el Congreso o ante la Comisión 
Permanente la protesta siguiente: Presidente: 
¿Protestáis desempeñar leal y patrióticamente el 
cargo de Magistrado del Tribunal Superior de 
Justicia del Estado, guardar y hacer guardar la 
Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, la particular del Estado y las leyes 
que de ellas emanen, mirando en todo por el bien 
y prosperidad de la Unión y del Estado? 
Magistrado: "Sí protesto". Presidente: "Si no lo 
hiciereis así, que la Nación o el Estado os lo 
demande". 
Artículo 59.- Será Presidente del Tribunal 
Superior de Justicia del Estado por un periodo de 
cinco años, el Magistrado que sea electo para 
ese efecto por mayoría de los integrantes 
presentes del Pleno. El Presidente del Tribunal 
Superior de Justicia ostenta la representación del 
Poder Judicial del Estado de Tabasco ante los 
demás Poderes del Estado y de la Unión. 
El Presidente del Tribunal Superior de Justicia, 
concurrirá al Congreso del Estado en cualquier 
día hábil, dentro de los primeros diez días del 
mes de diciembre de cada año, a presentar ante 
la representación popular, un informe escrito 
acerca de la situación que guarda la 
Administración de Justicia del Estado. Al 
presentar su informe, el Presidente del Tribunal 
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En el Distrito Judicial en que esté ubicada la 
Penitenciaría del Estado, el Juzgado o los 
Juzgados de Primera Instancia con jurisdicción 
en el Ramo Penal del Propio Distrito, residirán 
en el mismo lugar en que se encuentre dicho 
establecimiento penitenciario. 
Art. 109. El Supremo Tribunal de Justicia 
determinará el número de Juzgados Menores, 
su jurisdicción y competencia. 
Los Jueces Menores serán nombrados por el 
Supremo Tribunal de Justicia y durarán en su 
cargo 3 años, al término de los cuales podrán 
ser ratificados y si lo fuera (sic), sólo serán 
privados de sus puestos previo juicio de 
responsabilidad o instructivo en el que se 
demuestre su incapacidad o mala conducta. 
Para ser Juez Menor se requiere: Ser 
ciudadano mexicano por nacimiento y 
sinaloense, en pleno ejercicio de sus derechos, 
mayor de edad, de notoria buena conducta y 
tener preferentemente cursada la carrera de 
Licenciado en Derecho. 

CAPITULO V 
DE LA JURISDICCION ADMINISTRATIVA 

Art. 109 Bis. Se instituye la Jurisdicción 
Administrativa para conocer de las 
controversias que se susciten en relación con la 
legalidad, y, en su caso, la interpretación, 
cumplimiento y efectos de los actos, 
procedimientos y disposiciones de naturaleza 
administrativa emitidos por autoridades del 
Estado o de los Municipios para lo cual podrán 
crearse Tribunales Administrativos, dotados de 
plena autonomía para dictar sus fallos 
estableciéndose las normas de su organización, 
funcionamiento, competencia, procedimiento y 
recursos contra sus resoluciones. 
Los Magistrados del Tribunal de lo Contencioso 

ARTÍCULO 123.- Los Magistrados del 
Supremo Tribunal de Justicia, los 
Magistrados Regionales de Circuito, los 
Jueces de Primera Instancia y los 
Jueces Locales que estén en funciones, 
exceptuándose los casos que 
específicamente determine la ley 
respecto de los suplentes, no pueden 
ser abogados en causa ajena, 
apoderados, asesores o árbitros de 
derecho, ni desempeñar ningún empleo, 
cargo o comisión de la Federación, del 
Gobierno del Estado, de otras 
entidades, de los municipios, o de 
particulares, salvo los cargos docentes y 
los honoríficos en asociaciones 
científicas o artísticas, siempre y cuando 
estos últimos no interfieran con el 
horario normal de las labores judiciales. 
ARTICULO 124.- La Ley establecerá las 
bases para la formación y actualización 
de funcionarios, así como para el 
desarrollo de la carrera judicial, la cual 
se regirá por los principios de 
excelencia, objetividad, profesionalismo, 
imparcialidad e independencia y 
antigüedad, en su caso, y bajo los 
criterios de igualdad de oportunidades, 
méritos y capacidad. 
ARTÍCULO 125.- Para ser Magistrado 
Regional de Circuito deberán reunirse 
los mismos requisitos que para ser 
Magistrado del Supremo Tribunal de 
Justicia; además de observar lo que 
prevenga la ley de la materia para la 
carrera judicial. 
ARTICULO 126.- Para ser Juez de 
Primera Instancia se requiere ser 

podrá, además, dirigir al pleno un mensaje 
alusivo. En este caso, el Presidente del Congreso 
realizará la intervención que corresponda. 
Actuando coordinadamente los dos Poderes, 
acordarán administrativamente cada año el día y 
hora precisos para la presentación del informe a 
que se refiere el párrafo anterior. 
Las faltas temporales del Presidente del Tribunal 
Superior de Justicia, menores a sesenta días, 
serán suplidas conforme lo determine la ley. 
Artículo 60.- El Tribunal Superior de Justicia 
residirá en la capital del Estado y en ningún caso 
ejercerá sus funciones fuera de ella, a no ser que 
lo autorice la Legislatura. 
Artículo 61.- La Sala Especial Constitucional del 
Tribunal Superior de Justicia, en los términos que 
señale la ley reglamentaria, sin perjuicio de lo 
previsto en el artículo 105 de la Constitución 
General de la República, conocerá de los asuntos 
siguientes:  
I. De las controversias constitucionales estatales 
que, con excepción de las que se refieran a la 
materia electoral, se susciten sobre la 
conformidad con esta Constitución de los actos o 
disposiciones generales entre:  
a) El Poder Ejecutivo y el Congreso del Estado o, 
en su caso, la Comisión Permanente;  
b) El Poder Ejecutivo y un Municipio;  
c) El Congreso y un Municipio;  
d) Un Municipio y otro;  
e) Un Órgano Constitucional Autónomo y el Poder 
Ejecutivo;  
f) Un Órgano Constitucional Autónomo y el 
Congreso;  
g) Un Órgano Constitucional Autónomo y otro 
Órgano Constitucional Autónomo;  
h) Un Órgano Constitucional Autónomo y un 
Municipio; e  

https://cutt.ly/SAPI-ISS-41-20


Secretaría General    Dirección General de Servicios de Documentación, Información y Análisis 

Secretaría de Servicios Parlamentarios                                                                               Dirección de Servicios de Investigación y Análisis 

Subdirección de Análisis de Política Interior 

 

137 
Pulsa el siguiente link para contestar un diagnóstico de la utilidad de este documento: https://cutt.ly/SAPI-ISS-41-20 

Administrativo serán elegidos por el Congreso 
del Estado, de una terna formada mediante el 
procedimiento que establezca la ley. 

CAPITULO VI 
JUSTICIA DE MENORES 

Art. 109 Bis A. Se establece un sistema de 
justicia para menores como función a cargo del 
Estado que se regirá por el principio de 
protección integral, a fin de garantizar los 
derechos del menor consagrados por la 
Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, los tratados internacionales, la 
Constitución Política del Estado de Sinaloa y las 
leyes que de estos ordenamientos emanen. 
 
Para la realización de esta función, se crearán 
organismos con autonomía técnica, 
administrativa y jurisdiccional. 
Se instituye la jurisdicción especializada de 
Justicia de Menores en el Estado, para conocer 
de conductas realizadas por menores de edad 
en contravención a las leyes penales, y la cual 
se regirá por los principios de legalidad y de 
interés superior a la infancia, con el objeto de 
lograr su integración social. 
La ley reglamentaria precisará la edad mínima y 
máxima de los menores sujetos a esta 
jurisdicción. 
Habrá un órgano técnico responsable de 
indagar las conductas de los menores 
infractores, y órganos jurisdiccionales con plena 
autonomía para emitir sus resoluciones. 
La Ley reglamentará la organización y la 
competencia de estos órganos, el 
procedimiento y los recursos contra sus 
resoluciones. 
La ejecución de las medidas impuestas por los 
órganos jurisdiccionales de justicia de menores, 

ciudadano mexicano en pleno ejercicio 
de sus derechos, contar con título de 
Licenciado en Derecho expedido 
legalmente, un mínimo de tres años de 
ejercicio profesional, gozar de buena 
reputación y no haber sido condenado 
por delito intencional con sanción 
privativa de libertad mayor de un año. 
ARTÍCULO 127.- Para ser Juez Local 
se requiere ser ciudadano mexicano en 
pleno ejercicio de sus derechos, gozar 
de buena reputación, no haber sido 
condenado por delito intencional con 
sanción privativa de libertad mayor de 
un año y tener la competencia necesaria 
para el desempeño del cargo, a juicio 
del Supremo Tribunal de Justicia del 
Estado. 
Los Jueces Locales serán nombrados 
cada dos años por el Supremo Tribunal 
de Justicia del Estado. 
ARTÍCULO 127 BIS.- La Comisión 
Estatal de Derechos Humanos será un 
organismo público, de carácter 
autónomo, dotado de personalidad 
jurídica y patrimonio propios, que tiene 
por objeto la protección, observancia, 
promoción, estudio y divulgación de los 
derechos humanos establecidos por el 
orden jurídico mexicano, los tratados 
internacionales en materia de derechos 
humanos de los que nuestro país haya 
suscrito, así como combatir toda forma 
de discriminación y exclusión, 
consecuencia de un acto de autoridad a 
cualquier persona o grupo social. 
La Comisión tiene por objeto: 
I. Estudiar, promover, divulgar y 

i) El equivalente al treinta y tres por ciento o más 
de los integrantes del Cabildo y el propio 
Ayuntamiento. 
Siempre que las controversias versen sobre 
disposiciones generales de los municipios 
impugnadas por el Estado, o entre los poderes 
Ejecutivo y Legislativo, las resoluciones de la 
Sala Especial Constitucional sólo podrán declarar 
la invalidez de las normas impugnadas, siempre 
que sean aprobadas por unanimidad de sus 
integrantes. En lo demás casos, de aprobarse por 
mayoría, sólo tendrán efectos para las partes en 
la controversia;  
II. De las acciones de inconstitucionalidad estatal 
que, con excepción de las que se refieran a la 
materia electoral, tengan por objeto plantear la 
posible contradicción entre una norma local de 
carácter general y esta Constitución.  
Las acciones de inconstitucionalidad estatal 
pueden ser ejercitadas, dentro de los treinta días 
naturales siguientes a la publicación de la norma 
impugnada, por:  
a) El equivalente al treinta y tres por ciento de los 
integrantes del Congreso, en contra de leyes 
estatales;  
b) El Gobernador del Estado en contra de normas 
estatales o municipales;  
c) El Fiscal General, en contra de leyes estatales 
en materia penal, así como las relacionadas con 
el ámbito de sus funciones; d) El Municipio, por 
mayoría absoluta de los integrantes de su 
Ayuntamiento, en contra de leyes estatales;  
e) La Comisión Estatal de los Derechos 
Humanos, en contra de leyes estatales o normas 
de carácter general de los Municipios que 
vulneren los derechos humanos consagrados en 
esta Constitución; y  
f) El Instituto Tabasqueño de Transparencia y 
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se realizará por instituciones especializadas 
que se regirán por lo dispuesto en los tratados 
internacionales, esta Constitución y demás 
leyes que rigen la materia. 

CAPITULO VII 
DEL ACCESO A LA INFORMACION PUBLICA 
Art. 109 Bis B. Se garantiza en el Estado el 
derecho de acceso a la información pública a 
toda persona, en los términos de la ley 
respectiva. 
En materia política, sólo podrán ejercer este 
derecho los ciudadanos mexicanos. 
El ejercicio de este derecho se regirá por los 
principios y bases consagrados en al (sic) 
artículo 6o. de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. 
El Estado contará con un organismo autónomo, 
especializado, imparcial, colegiado, al que se le 
denominará Comisión Estatal para el Acceso a 
la Información Pública, como organismo 
garante, con personalidad jurídica y patrimonio 
propio, con plena autonomía técnica, de 
gestión, capacidad para decidir sobre el 
ejercicio de su presupuesto y determinar su 
organización interna, responsable de garantizar 
el cumplimiento del derecho de acceso a la 
información pública y a la protección de datos 
personales en posesión de los sujetos 
obligados en los términos que establezca la 
Ley. 
El organismo autónomo previsto en el párrafo 
anterior, se regirá por la ley en materia de 
transparencia y acceso a la información pública 
y protección de datos personales en posesión 
de los sujetos obligados, en los términos que 
establezca la Ley General que emita el 
Congreso de la Unión para establecer las 
bases, principios generales y procedimientos 

proteger, con base en los principios que 
rigen su actuación, los Derechos 
Humanos de todas las personas que se 
encuentren en el territorio del Estado;  
II. Contribuir al fortalecimiento de las 
convicciones humanistas, sociales y 
democráticas del estado constitucional 
de derecho; y  
III. Coadyuvar al establecimiento de las 
garantías necesarias para asegurar que 
los Derechos Humanos de las personas 
que se encuentren en el territorio del 
Estado de Sonora, sean reales, 
equitativos y efectivos.  
La Comisión se integrará por un 
Presidente, una Secretaría Ejecutiva, 
Visitadores Generales, así como 
Visitadores Adjuntos y el personal 
profesional, técnico y administrativo 
necesario para la realización de sus 
funciones. 
La Comisión, para el mejor desempeño 
de sus responsabilidades, contará con 
un Consejo Consultivo, el cual será 
electo en los términos de la Ley 
reglamentaria que para sus alcances y 
efectos legales el Congreso apruebe. 
El Congreso del Estado, aprobará una 
Ley complementaria en materia de 
Derechos Humanos, que regule el 
funcionamiento y actuación de la 
Comisión Estatal de Derechos Humanos 
para el Estado de Sonora. 
El Presidente de la Comisión deberá 
reunir para su designación los 
siguientes requisitos: 
A) Ser ciudadano mexicano por 
nacimiento, en pleno ejercicio de sus 

Acceso a la Información Pública contra leyes 
estatales, o normas de carácter general de los 
municipios que vulneren el derecho al acceso a la 
información pública y la protección de datos 
personales.  
Las resoluciones de la Sala Especial 
Constitucional sólo podrán declarar la invalidez 
de las normas impugnadas, siempre que sean 
aprobadas por cuando menos las dos terceras 
partes de sus integrantes. En caso de que la 
acción de inconstitucionalidad verse sobre la 
presunta violación o contradicción de preceptos 
constitucionales federales, se estará a lo 
dispuesto en la Constitución General de la 
Republica y la Ley Reglamentaria de las 
fracciones I y II del artículo 105 de la propia 
Constitución;  
III. De las opiniones consultivas de control previo 
de constitucionalidad estatal entre la materia de 
una consulta popular y esta Constitución; y IV. 
Del recurso por violación de derechos 
fundamentales establecidos en la Constitución del 
Estado, con excepción de la materia penal, de 
conformidad con lo dispuesto en la ley 
reglamentaria. 
Artículo 62.- Los Magistrados del Tribunal 
Superior de Justicia, los Consejeros de la 
Judicatura y demás funcionarios judiciales no 
podrán, en ningún caso, aceptar y desempeñar 
empleo o encargo de la Federación, del Estado, 
Municipio o de particulares, salvo los cargos 
docentes, literarios, de beneficencia, y honoríficos 
en asociaciones científicas, así como las 
funciones electorales que les fueren 
encomendadas. La infracción de esta disposición, 
será castigada con la pérdida del cargo. 
Las personas que hayan ocupado el cargo de 
Magistrado, Consejero de la Judicatura o Juez, 
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del ejercicio de este derecho, así como por lo 
que establezca la Ley Local en la materia. 
En su funcionamiento se regirá tanto por los 
principios de certeza, legalidad, independencia, 
imparcialidad, eficacia, objetividad, 
profesionalismo, transparencia y máxima 
publicidad. 
La Comisión Estatal para el Acceso a la 
Información Pública tiene competencia para 
conocer de los asuntos relacionados con el 
acceso a la información pública y la protección 
de datos personales de cualquier autoridad, 
entidad, dependencia, órgano u organismo que 
forme parte de alguno de los Poderes Ejecutivo, 
Legislativo y Judicial, órganos autónomos o 
legales, partidos políticos, fideicomisos y fondos 
públicos, Ayuntamientos, así como de cualquier 
persona física, moral o sindicatos que reciba y 
ejerza recursos públicos o realice actos de 
autoridad en el ámbito estatal o municipal. Las 
resoluciones que dicte la Comisión podrán ser 
impugnadas ante el organismo garante nacional 
en los términos previstos en la Ley General de 
la materia. 
La Ley establecerá aquella información que se 
considere reservada o confidencial. 
Las resoluciones del organismo garante son 
vinculatorias, definitivas e inatacables para los 
sujetos obligados. 
La Comisión Estatal para el Acceso a la 
Información Pública se integrará por tres 
comisionados. Para su nombramiento, el 
Congreso del Estado, previa convocatoria y 
realización de una amplia consulta a la 
sociedad, con el voto de las dos terceras partes 
de los miembros presentes, nombrará al 
comisionado que deba cubrir la vacante, 
siguiendo el proceso establecido en la Ley. El 

derechos civiles y políticos; 
B) No haber sido sentenciado por la 
comisión de delitos dolosos; 
C) Poseer en la fecha de su 
nombramiento con antigüedad mínima 
de cinco años, título profesional 
legalmente expedido que lo acredite 
como licenciado en derecho o 
demostrada capacidad y experiencia en 
la defensa y promoción de los derechos 
humanos; 
D) No haber sido Titular del Poder 
Ejecutivo, Secretario, Diputado Local, 
Presidente Municipal, Fiscal General de 
Del Estado, Magistrado del Supremo 
Tribunal de Justicia, un año previo a su 
designación; 
E) Gozar de reconocido prestigio 
profesional, personal en la entidad; y 
F) No haber participado como candidato 
a puesto de elección popular, ser o 
haber sido presidente de algún partido 
político. 
 

no podrán, dentro del año siguiente a la fecha de 
su conclusión, actuar como patronos, abogados o 
representantes en cualquier proceso ante los 
órganos del Poder Judicial del Estado. 
Artículo 63.- La competencia del Tribunal 
Superior de Justicia, los periodos de sesiones, el 
funcionamiento del Pleno y de las salas, las 
atribuciones de los magistrados, del Consejo de 
la Judicatura, el número y competencia de los 
juzgados; así como las responsabilidades en que 
incurran los funcionarios y empleados del Poder 
Judicial del Estado, se regirán por esta 
Constitución, las leyes aplicables y demás 
ordenamientos reglamentarios.  
La remuneración que perciban los Magistrados 
del Tribunal Superior de Justicia, los Consejeros 
de la Judicatura y los Jueces, por los servicios 
que presten al Poder Judicial, no podrá ser 
disminuida durante su encargo. 
Los Jueces que integran el Poder Judicial del 
Estado serán nombrados para un período de 
cinco años en el ejercicio de su encargo, al 
término del cual, si fueran ratificados, sólo podrán 
ser privados de sus puestos en los casos y 
conforme a los procedimientos que establezcan 
esta Constitución y las leyes secundarias 
aplicables. Al cumplir setenta y cinco años de 
edad, dichos jueces pasarán a retiro. 
Artículo 63 bis.- El Tribunal Electoral de Tabasco 
será la máxima autoridad jurisdiccional de la 
materia en el Estado, funcionará de manera 
permanente, estará dotado de personalidad 
jurídica y patrimonio propios, independiente en 
sus decisiones y autónomo en su funcionamiento. 
Desarrollará sus funciones bajo los principios de 
certeza, imparcialidad, objetividad, legalidad y 
probidad. 
El Tribunal funcionará siempre en Pleno y sus 
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nombramiento podrá ser objetado por el 
Gobernador del Estado dentro de un plazo de 
diez días hábiles posteriores a la designación. 
Si el titular del Poder Ejecutivo Estatal no 
objetara el nombramiento dentro de dicho 
plazo, la persona nombrada como Comisionado 
por el Congreso del Estado, ocupará el cargo. 
En caso de que el Gobernador del Estado 
objetara el nombramiento, el Congreso del 
Estado nombrará una nueva propuesta, en los 
términos del párrafo inmediato anterior. Si este 
segundo nombramiento fuera objetado, el 
Congreso del Estado, en los términos del 
párrafo anterior, designará al comisionado que 
ocupará la vacante, sin posibilidad que este 
último nombramiento pueda ser objetado, en la 
inteligencia que dicha elección no podrá recaer 
en las designaciones previamente objetadas 
por el titular del Poder Ejecutivo. 
En la conformación del organismo garante se 
procurará la equidad de género. 
Los comisionados durarán en su encargo siete 
años, sin posibilidad de reelección y deberán 
cumplir con los requisitos previstos en la Ley. 
No podrán tener otro empleo, cargo o comisión, 
con excepción de los no remunerados en 
instituciones docentes, científicas o de 
beneficencia, y sólo podrán ser removidos de 
su cargo en los términos del Título Sexto de 
esta Constitución y serán sujetos de juicio 
político. 
El comisionado presidente será designado por 
los propios comisionados, mediante voto 
secreto, por un periodo de dos años, con 
posibilidad de ser reelecto por un periodo igual. 
Estará obligado a rendir un informe anual ante 
el Congreso del Estado, en la fecha y en los 
términos que disponga la Ley. 

resoluciones serán acordadas en sesiones 
públicas y por mayoría de votos. Expedirá su 
reglamento interior que habrá de ser publicado en 
el Periódico Oficial del Estado, y realizará las 
demás atribuciones que le confiere la ley. 
Con excepción de los asuntos que corresponde 
resolver directamente al Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación en relación con la 
materia electoral local, al Tribunal Electoral de 
Tabasco le corresponde resolver en forma 
definitiva, en los términos de esta Constitución y 
según lo disponga la ley, sobre: 
I. Las impugnaciones en las elecciones de 
Diputados; 
II. Las impugnaciones que se presenten sobre la 
elección ordinaria o extraordinaria de Gobernador 
del Estado; 
III. Las impugnaciones que se presenten en las 
elecciones de presidentes municipales y 
regidores, así como las relativas a delegados y 
subdelegados municipales; 
IV. Las impugnaciones de actos o resoluciones 
de la autoridad electoral estatal, distintas a las 
señaladas en las tres fracciones anteriores, que 
violen normas constitucionales o legales; 
V. Las impugnaciones de actos y resoluciones 
que violen los derechos político electorales de los 
ciudadanos de votar, ser votado y de afiliación 
libre y pacífica para tomar parte en los asuntos 
políticos del Estado, en los términos que señalen 
esta Constitución y las leyes. Para que un 
ciudadano pueda acudir a la jurisdicción del 
Tribunal por violación a sus derechos por el 
partido político al que se encuentre afiliado, 
deberá haber agotado previamente las instancias 
de solución de conflictos previstas en sus normas 
internas, la Ley establecerá las reglas y plazos 
aplicables; 
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La Comisión Estatal para el Acceso a la 
Información Pública tendrá un Consejo 
Consultivo integrado por cinco consejeros, que 
serán honoríficos, elegidos por el voto de las 
dos terceras partes de los miembros presentes 
del Congreso del Estado, mediante un 
procedimiento de consulta pública, que deberá 
ser transparente, en los términos y condiciones 
que determine la Ley. Su nombramiento deberá 
ser escalonado. Cada dos años serán 
sustituidos los dos consejeros con mayor 
antigüedad en el cargo, salvo que fuesen 
propuestos y ratificados para un segundo 
periodo. 
En la conformación del Consejo Consultivo se 
procurará la equidad de género. 
La Ley establecerá las medidas de apremio que 
podrá imponer el organismo garante para 
asegurar el cumplimiento de sus decisiones. 
Toda autoridad y servidor público estará 
obligado a coadyuvar con el organismo garante 
y sus integrantes para el buen desempeño de 
sus funciones. 
La Comisión Estatal para el Acceso a la 
Información Pública coordinará sus acciones 
con la Auditoría Superior del Estado, con la 
entidad especializada en materia de archivos y 
organismo garante nacional, con el objeto de 
fortalecer la rendición de cuentas. 

VI. La determinación e imposición de sanciones 
por parte del Instituto Electoral y de Participación 
Ciudadana de Tabasco a partidos o agrupaciones 
políticas o personas físicas o jurídicas colectivas, 
locales, nacionales o extranjeras, que infrinjan 
disposiciones de esta Constitución y demás 
ordenamientos aplicables; 
VI. La determinación e imposición de sanciones 
por parte del Instituto Electoral y de Participación 
Ciudadana de Tabasco a partidos o agrupaciones 
políticas o personas físicas o jurídicas colectivas, 
locales, nacionales o extranjeras, que infrinjan 
disposiciones de esta Constitución y demás 
ordenamientos aplicables; 
VII. Los conflictos laborales entre el Instituto 
Electoral y de Participación Ciudadana y sus 
servidores públicos; con excepción de aquellos 
que formen parte del Servicio Profesional 
Electoral Nacional¸ así como los que surjan entre 
el Tribunal Electoral y sus servidores públicos, en 
términos de las disposiciones aplicables; 
VIII. Las impugnaciones que se presenten 
respecto de la celebración de consultas populares 
o la presentación de iniciativas ciudadanas; y 
IX. Las demás que señale esta Constitución, la 
Ley Orgánica y demás leyes secundarias y 
reglamentarias. 

 

CONTINUACIÓN TABASCO: 
El Tribunal Electoral de Tabasco, podrá resolver la no aplicación de normas en materia electoral local que contravengan a la presente 
Constitución. Las resoluciones que se dicten en el ejercicio de esta función se limitarán al caso concreto planteado en el juicio del que se trate. 
La organización del Tribunal, los procedimientos para la resolución de los asuntos de su competencia, así como los mecanismos para fijar 
criterios de jurisprudencia obligatorios en la materia, serán los que determinen esta Constitución y las leyes. 
El Tribunal Electoral de Tabasco hará uso de los medios de apremio necesarios para hacer cumplir de manera pronta sus sentencias y 
resoluciones, en los términos que fije la ley. 
El Tribunal Electoral de Tabasco estará integrado con tres Magistrados Electorales permanentes, que deberán cumplir los requisitos señalados 
en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales. 
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De conformidad con lo señalado por la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales los Magistrados durarán en su cargo siete 
años, y serán electos en forma escalonada por el Senado de la República. Gozarán de los derechos y tendrán las obligaciones y limitaciones 
que dicha ley señala. 
Los Magistrados Electorales elegirán de entre ellos al que deba fungir como Presidente, quien durará en su encargo dos años. La Presidencia 
será rotatoria entre los tres magistrados. 
Las vacantes temporales de los Magistrados Electorales del Tribunal, serán tramitadas, cubiertas y otorgadas por el pleno del Tribunal Electoral 
de Tabasco conforme a la ley local, las vacantes definitivas serán cubiertas por la Cámara de Senadores, los términos de las disposiciones 
jurídicas aplicables. 
El Tribunal Electoral deberá remitir al Ejecutivo Estatal, el anteproyecto de egresos de cada año, para su inclusión en el proyecto del 
Presupuesto General de Egresos del Estado, mismo que será revisado y, en su caso, aprobado por el Congreso. El respectivo presupuesto de 
egresos del Tribunal, en años no electorales, no podrá ser menor al del año no electoral anterior. En los años electorales se aumentará 
conforme a lo dispuesto por las leyes en la materia, tomando en cuenta las elecciones de que se trate y el índice inflacionario. 
Asimismo, contará con un Órgano de Control y Evaluación cuyas atribuciones se establecerán en la ley de la materia. 
El Tribunal Electoral de Tabasco, por conducto de su Presidente deberá dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 41 de la Constitución 
del Estado, remitiendo al Congreso, a través de su Órgano Superior de Fiscalización su cuenta pública para el examen y calificación 
correspondiente. 

 
TÍTULO V BIS  

Del Tribunal de Justicia Administrativa 
CAPÍTULO ÚNICO 

Artículo 63 Ter. El Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Tabasco es el órgano jurisdiccional, dotado de plena autonomía, 
encargado de dirimir las controversias que se susciten entre la administración pública, del Estado o de los municipios, y los particulares. La ley 
establecerá su organización, funcionamiento, procedimientos y, en su caso, recursos contra sus resoluciones. Las resoluciones que emita el 
Tribunal deberán apegarse a los principios de legalidad, máxima publicidad, respeto a los derechos humanos, verdad material, razonabilidad, 
proporcionalidad, presunción de inocencia, tipicidad y debido proceso. Como parte integrante del Sistema Estatal Anticorrupción, será también 
competencia del Tribunal de Justicia Administrativa imponer, en los términos que disponga la ley, las sanciones a los servidores públicos del 
Estado y de los municipios por faltas administrativas graves y, en su caso, a los particulares que incurran en actos vinculados con este tipo de 
faltas; así como fincar a los responsables el pago de las indemnizaciones y sanciones pecuniarias que deriven de los daños y perjuicios que 
afecten a la Hacienda Pública Estatal o Municipal o al patrimonio de los entes públicos estatales o municipales. Las sentencias definitivas que 
emita el Tribunal de Justicia Administrativa podrán ser impugnadas por las partes en las controversias a que se refiere el párrafo primero de 
este artículo; o, en los procedimientos señalados en el párrafo segundo, por el Órgano Superior de Fiscalización, por la Secretaría de 
Contraloría o los órganos internos de control correspondientes, así como por los servidores públicos o particulares involucrados, en los términos 
que prevea la ley aplicable. 
Articulo 63 Quater. El Tribunal de Justicia Administrativa se compone de una Sala Superior integrada por tres magistrados; y cinco salas 
unitarias. Funcionará en Pleno o en Salas. De las salas unitarias, una fungirá como sala Especializada en la resolución de los procedimientos a 
que se refiere el párrafo segundo del Artículo anterior. 
Son requisitos para ser Magistrado de la Sala Superior del Tribunal de Justicia Administrativa, los señalados en el artículo 57 de esta 
Constitución para ser Magistrado del Tribunal Superior de Justicia del Poder Judicial del Estado. Para ser Magistrado de las salas unitarias, se 
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requiere tener 30 años de edad al día de la designación; contar con título profesional de licenciado en derecho con cinco años de antigüedad; 
además de los requisitos indicados en el párrafo primero, fracciones I, IV, V y VI, y segundo párrafo del mencionado artículo 57. Los 
Magistrados de la Sala Superior serán designados por el Gobernador y ratificados por el voto de las dos terceras partes de los miembros 
presentes del Congreso del Estado o, en sus recesos, por la Comisión Permanente. Durarán en su encargo siete años, pudiendo ser 
designados para un solo periodo más. Los Magistrados de Sala Unitaria serán designados por el Gobernador del Estado y ratificados por la 
mayoría de los miembros presentes del Congreso del Estado o, en sus recesos, por la Comisión Permanente. Durarán en su encargo siete 
años, pudiendo ser designados para un solo periodo más. La ratificación de los Magistrados de la Sala Superior y las unitarias se hará dentro 
de un plazo improrrogable de veinte días naturales a partir de la fecha de la comunicación al Congreso. Si el Congreso no resolviere dentro de 
ese plazo, se entenderá como ratificada y ocupará el cargo de Magistrado la persona que haya designado el Gobernador del Estado. Los 
Magistrados sólo podrán ser removidos de sus cargos por las causas graves que señale la ley. 

 

TAMAULIPAS TLAXCALA VERACRUZ 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE 

TAMAULIPAS28 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL 

ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE 
TLAXCALA29 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL 
ESTADO DE VERACRUZ DE IGNACIO 

DE LA LLAVE30 

TÍTULO VI 
DEL PODER JUDICIAL 

CAPÍTULO I 
DE LA INTEGRACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DEL 

PODER JUDICIAL 
ARTÍCULO 100.- El ejercicio del Poder Judicial se 
deposita en el Supremo Tribunal de Justicia, en los 
Juzgados de Primera Instancia y en los Juzgados 
Menores. La administración, vigilancia y disciplina del 
Poder Judicial del Estado, con excepción del Pleno 
del Supremo Tribunal de Justicia, estará a cargo del 
Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del 
Estado, en los términos que al efecto señale esta 
Constitución y la ley.  

TITULO VI  
DEL PODER JUDICIAL 

CAPITULO I 
DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE 

JUSTICIA 
ARTICULO 79. El ejercicio del Poder 
Judicial se deposita en un Tribunal 
Superior de Justicia, que es el órgano 
supremo, en un Tribunal de Justicia 
Administrativa, en Juzgados de Primera 
Instancia, y contará además con un 
Consejo de la Judicatura y un Centro 
Estatal de Justicia Alternativa, con las 
atribuciones que le señalen esta 

TITULO SEGUNDO 

CAPÍTULO IV 
DEL PODER JUDICIAL 

Artículo 55. El Poder Judicial se deposita 
en un Tribunal Superior de Justicia, en un 
Tribunal de Conciliación y Arbitraje y en 
los juzgados que señale la Ley Orgánica 
de la materia. 
Artículo 56. El Poder Judicial del Estado 
tendrá las siguientes atribuciones:  
I. Garantizar la supremacía y control de 
esta Constitución mediante su 
interpretación y anular las leyes o 
decretos contrarios a ella,  

 
28 Constitución Política del Estado de Tamaulipas, Constituciones, Congreso del Estado de Tamaulipas, LXIV Legislatura, Disponible en: 

https://www.congresotamaulipas.gob.mx/Parlamentario/Archivos/Constituciones/Constitucion%20Politica%20del%20Estado%2022%20oct%202019%20%20AI

%207%20I%202020.pdf [31/01/2020] 
29 Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Tlaxcala, Constitución Política, Legislación, Disponible en: https://congresodetlaxcala.gob.mx/wp-

content/uploads/2019/05/CONSTITUCION-LOCAL.pdf [31/01/2020] 
30 Constitución Política del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, Marco Jurídico, Congreso del Estado de Veracruz LXV Legislatura, Disponible en: 

https://www.legisver.gob.mx/leyes/LeyesPDF/CONSTITUCION031019.pdf [31/01/2020] 
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El Consejo de la Judicatura es un órgano del Poder 
Judicial del Estado con independencia técnica, de 
gestión y para emitir sus resoluciones. Las decisiones 
del Consejo serán definitivas e inatacables y, por lo 
tanto, no procede juicio ni recurso alguno en contra de 
éstas, salvo las que se refieran a la adscripción y 
remoción de jueces, las cuales podrán ser revisadas 
por el Pleno del Supremo Tribunal de Justicia, para el 
sólo efecto de verificar si sus términos se apegaron a 
lo que dispone la ley orgánica respectiva.  
ARTÍCULO 101.- La potestad de impartir justicia 
mediante el control constitucional estatal, y la 
aplicación de las leyes en los asuntos de carácter 
familiar, civil, penal y de justicia para adolescentes, 
así como de aquellas otras que pudieran 
corresponderle, pertenece al Poder Judicial, el cual 
actuará de manera independiente, imparcial, 
responsable y sometida únicamente al imperio de la 
ley. Ningún otro poder, salvo cuando el Congreso 
actúe como jurado, podrá ejercer funciones judiciales.  
ARTÍCULO 102.- Los Jueces y Magistrados no 
pueden ejercer otras funciones que las expresamente 
consignadas en la ley, salvo en los casos previstos 
por el artículo 112 segundo párrafo de esta 
Constitución. Los servidores públicos del Poder 
Judicial del Estado en ningún caso podrán suspender 
el cumplimiento de las leyes ni emitir reglamento o 
acuerdo alguno que entorpezca la impartición de 
justicia. La justicia se impartirá en nombre de la ley, la 
que determinará las formalidades para los 
procedimientos judiciales. Las ejecutorias y 
provisiones de los Tribunales, se ejecutarán por ellos 
mismos, en nombre del Estado, en la forma que las 
leyes prescriban. El juzgador que conozca de un 
asunto en una instancia, no podrá hacerlo en la otra.  
ARTÍCULO 103.- En los términos que disponen las 
leyes, es obligatorio para los servidores públicos y 
para toda persona, cumplir las sentencias y demás 

Constitución, la Ley Orgánica del Poder 
Judicial y las demás leyes que expida el 
Congreso del Estado.  
El Poder Judicial residirá en la Capital del 
Estado, sin perjuicio de que para el mejor 
desempeño de sus funciones y eficiencia 
en la prestación de servicios a la 
ciudadanía, en términos de lo que 
disponga la Ley Orgánica del Poder 
Judicial del Estado de Tlaxcala y por 
acuerdo del Pleno del Tribunal Superior 
de Justicia, se autorice el establecimiento 
de órganos jurisdiccionales, 
dependencias u oficinas del Poder 
Judicial en el recinto denominado "Ciudad 
Judicial" ubicado en la comunidad de 
Santa Ánita Huiloac del Municipio de 
Apizaco, así como en otros municipios del 
Estado. Tratándose de órganos 
jurisdiccionales de primera o segunda 
instancia, deberá señalarse su 
competencia en la Ley Orgánica del 
Poder Judicial del Estado de Tlaxcala.  
El Tribunal Superior de Justicia 
funcionará en Pleno y en dos Salas para 
atender los asuntos de su competencia y 
las necesidades de los justiciables; se 
integrará por siete magistrados 
propietarios, incluyendo a su Presidente, 
quien no integrará Sala.  
Las Salas tendrán carácter colegiado y se 
integrarán por tres magistrados cada una, 
para conocer respectivamente de las 
materias Civil-Familiar y Penal y 
Especializada en Administración de 
Justicia para Adolescentes. El pleno del 
Tribunal estará facultado para expedir 
acuerdos generales a fin de lograr una 

II. Proteger y salvaguardar los derechos 
humanos reconocidos por la Constitución 
General de la República, los tratados 
internacionales de los que el Estado 
Mexicano sea parte y esta Constitución, 
así como los que el pueblo de Veracruz 
se reserve, mediante el juicio de 
protección correspondiente; III. Interpretar 
y aplicar las leyes del fuero común y las 
federales en jurisdicción concurrente;  
IV. DEROGADA  
VI. Derogada.  
VII. Resolver las controversias laborales 
que se susciten entre los Poderes Judicial 
o Legislativo y sus trabajadores, así como 
entre la administración pública estatal y 
municipal con sus empleados, en los 
términos que fije la ley,  
VIII. Tramitar y resolver, mediante los 
procedimientos que señale la ley, los 
asuntos de los menores infractores;  
IX. Dictar las medidas procedentes para 
que la administración de justicia sea 
pronta, expedita y completa;  
X. Conocer del juicio político como 
órgano de sentencia, cuando los 
servidores públicos incurran en actos u 
omisiones que constituyan perjuicio a los 
intereses públicos fundamentales y a su 
correcto despacho; 
XI. Conocer, en los términos que fije la 
ley respectiva, de los juicios de 
responsabilidad civil derivada del ejercicio 
del cargo, que se instauren a instancia de 
parte agraviada o de sus causahabientes, 
en contra de Magistrados, Consejeros de 
la Judicatura, Fiscal General del Estado, 
Secretarios de Despacho, y demás 
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resoluciones firmes del Supremo Tribunal de Justicia; 
así como prestar la colaboración solicitada por éste en 
el curso de un proceso o en la ejecución de lo 
resuelto. La autoridad requerida en forma, deberá 
proporcionar el auxilio necesario para ello, bajo pena 
de hacerse acreedora a las sanciones que la ley 
determine.  
ARTÍCULO 104.- Los servidores públicos del Poder 
Judicial del Estado deberán rendir la protesta a que se 
refiere el primer párrafo del artículo 158 de esta 
Constitución, previo al ejercicio de su encargo. Los 
Magistrados y los Consejeros de la Judicatura lo 
harán ante el Congreso del Estado, con excepción de 
su presidente, y los jueces ante el Pleno del Supremo 
Tribunal de Justicia. El resto de los servidores 
públicos del Poder Judicial lo harán ante su superior 
jerárquico inmediato. ARTÍCULO 105.- Los delitos y 
responsabilidades imputables a los servidores 
públicos del Poder Judicial, se sustanciarán y 
sancionarán de acuerdo con lo dispuesto por el Título 
XI de esta Constitución.  
ARTÍCULO 106.- El Poder Judicial estará conformado 
por:  
I.- El Supremo Tribunal de Justicia, integrado por diez 
Magistrados de Número, quienes conformarán al 
Pleno, así como por los Magistrados Supernumerarios 
y los Magistrados Regionales que conforme a la ley 
requieran sus funciones y sustente el presupuesto de 
egresos. Los Magistrados de número y los 
supernumerarios residirán en la Capital del Estado y 
desahogarán sus funciones en Pleno, en Salas 
Colegiadas o en Salas Unitarias, según corresponda y 
de acuerdo a lo que disponga la ley. Los Magistrados 
regionales actuarán en Salas Unitarias y resolverán 
los asuntos que señale la ley. Los Magistrados del 
Supremo Tribunal de Justicia serán nombrados por un 
periodo de seis años y podrán ser ratificados hasta 
completar un máximo de doce años contados a partir 

adecuada distribución competencial y de 
las cargas de trabajo.  
La administración, vigilancia y disciplina 
del Poder Judicial, estará a cargo del 
Consejo de la Judicatura en los términos 
y las bases que señalan esta Constitución 
y la Ley Orgánica del Poder Judicial.  
Los magistrados del Tribunal Superior de 
Justicia durarán en el cargo seis años y 
podrán ser ratificados, previa evaluación 
en términos de lo establecido por esta 
Constitución. Elegirán de entre ellos a un 
presidente que durará en su encargo dos 
años y podrá ser reelecto por una sola 
vez. Solo podrán ser removidos de sus 
cargos, por el Congreso del Estado por 
faltas u omisiones graves en el 
desempeño de sus funciones; por 
incapacidad física o mental; por sanción 
impuesta en términos de la Ley de 
Responsabilidades de los Servidores 
Públicos del Estado, o por haber cumplido 
sesenta y cinco años.  
ARTICULO 80.- El Tribunal Superior de 
Justicia, funcionando en pleno, tendrá las 
facultades siguientes:  
I. Dictar las medidas necesarias para que 
el Poder Judicial del Estado cumpla 
cabalmente con su función de impartir 
justicia;  
II. Actuar como Tribunal de Control 
Constitucional del Estado;  
III. Resolver los conflictos competenciales 
que surjan entre los órganos que integran 
el Poder Judicial, en los términos que 
establezca la ley de la materia;  
IV. Proceder penalmente en contra de los 
funcionarios y servidores públicos del 

servidores públicos de los Poderes 
Ejecutivo y Judicial.  
XII. Determinar y publicar los precedentes 
obligatorios, sustentados en cinco 
resoluciones consecutivas en el mismo 
sentido en la materia, que vinculen a 
todas las autoridades del Estado, en los 
términos que señale la ley;  
XIII. Resolver los conflictos de 
competencia que surjan entre los 
tribunales y juzgados; XIV. Adscribir a los 
magistrados a las salas correspondientes; 
y  
XV. Elaborar el dictamen técnico en 
sentido favorable o no favorable, según 
sea el caso, respecto de los magistrados 
en posibilidad de ser ratificados, de 
conformidad con lo establecido en la Ley 
Orgánica del Poder Judicial del Estado de 
Veracruz de Ignacio de la Llave; y  
XVI. Las demás atribuciones que le 
señale esta Constitución y la Ley.  
Artículo 57. El Tribunal Superior de 
Justicia se compondrá por el número de 
magistrados que determine la ley, y será 
presidido por un magistrado que no 
integrará sala, sino en los casos 
expresamente establecidos en la propia 
ley. El Presidente será elegido por el 
pleno del Tribunal cada tres años en la 
primera semana del mes de diciembre, 
pudiendo ser reelegido una sola vez y, en 
sus faltas temporales no mayores de 
treinta días, será sustituido por el 
magistrado que él designe; pero si 
excediere de ese término, la designación 
del magistrado presidente interino la hará 
el pleno del Tribunal.  
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de la fecha inicial de su designación. Sólo podrán ser 
removidos de su encargo en los términos del Título XI 
de esta Constitución y, al término de su desempeño, 
tendrán derecho a un haber por retiro conforme a lo 
que disponga la ley. Las personas que hayan ocupado 
el cargo de Magistrado del Supremo Tribunal de 
Justicia no podrán, dentro de los dos años siguientes 
a la fecha de su retiro, actuar como patronos, 
abogados o representantes en cualquier proceso ante 
los órganos del Poder Judicial del Estado. Quien haya 
sido ratificado para un segundo periodo no podrá ser 
propuesto nuevamente como Magistrado, salvo que 
hubiere ejercido el cargo con carácter de provisional. 
Los Magistrados y jueces serán nombrados 
preferentemente entre aquellas personas que hayan 
servido con eficiencia, capacidad y probidad en la 
impartición de justicia, o que se hayan distinguido por 
su honorabilidad, competencia y antecedentes en 
otras ramas de la profesión jurídica.  
II.- El Consejo de la Judicatura del Estado se integrará 
por cinco consejeros, uno de los cuales será el 
Presidente del Supremo Tribunal de Justicia, quien lo 
presidirá; dos serán nombrados por el Congreso del 
Estado a propuesta del Pleno del Supremo Tribunal 
de Justicia; uno será designado por el Congreso del 
Estado a propuesta de la Junta de Coordinación 
Política, y uno más designado por el Ejecutivo Estatal, 
en los términos de esta Constitución y las leyes. La 
propuesta realizada por el Pleno del Supremo Tribunal 
de Justicia ante el Congreso del Estado deberá recaer 
sobre personas que sean o hayan sido servidores 
públicos del Poder Judicial del Estado y que se hayan 
distinguido por su buen desempeño. Los consejeros 
durarán en su cargo seis años, serán sustituidos de 
manera escalonada y no podrán ser designados para 
un periodo inmediato posterior. Para ser consejero de 
la Judicatura se exigirán los mismos requisitos que 
para el cargo de Magistrado. El Presidente del 

Poder Judicial cuando así lo amerite el 
caso;  
V. Remitir a los poderes Legislativo y 
Ejecutivo los informes que le soliciten 
sobre la administración de justicia;  
VI. Presentar las iniciativas de ley que 
sean necesarias para una mejor 
impartición de justicia;  
VII. Conocer y resolver el recurso de 
revocación que los interesados 
interpongan, contra los acuerdos del 
presidente del Tribunal Superior de 
Justicia;  
VIII. Fijar la jurisdicción y competencia de 
los juzgados del Estado;  
IX. Determinar los precedentes 
obligatorios sustentados en cinco 
resoluciones en el mismo sentido, que 
vinculen a las salas y juzgados del 
Estado, y resolver las contradicciones de 
los precedentes que sustenten las salas;  
X. Publicar en el boletín judicial del 
Estado, las disposiciones de observancia 
general que dicte;  
XI. Conceder licencias a sus magistrados 
para que puedan separarse de sus 
cargos hasta por seis meses, llamando al 
respectivo suplente, siempre y cuando no 
se trate de ocupar un cargo de elección 
popular; en todo caso, presentará la 
renuncia correspondiente con el carácter 
de irrevocable;  
XII. Rendir la cuenta pública 
trimestralmente al Congreso del Estado 
dentro de los treinta días naturales 
posteriores al periodo de que se trate en 
términos de la ley de la materia, y  
XIII. Las demás que señale esta 

El Tribunal Superior de Justicia 
funcionará en Pleno y en Salas, de 
conformidad con lo dispuesto en la Ley. 
El Pleno se integrará por el Presidente 
del Tribunal Superior de Justicia, quien lo 
presidirá, y por los presidentes de cada 
una de sus Salas, a excepción de la Sala 
de Responsabilidad Juvenil, las que 
resolverán en última instancia los asuntos 
de su competencia.  
Artículo 58. Para ser magistrado se 
requiere:  
I. Ser veracruzano y haber residido en la 
Entidad durante los dos años anteriores 
al día de la designación; o mexicano por 
nacimiento con vecindad mínima de cinco 
años en el Estado; en ambos casos, ser 
ciudadano, en pleno ejercicio de sus 
derechos;  
II. Tener, cuando menos, treinta y cinco 
años cumplidos y no más de setenta al 
día de su designación;  
III. Poseer, al día del nombramiento, título 
de Licenciado en Derecho expedido por 
autoridad o institución legalmente 
facultada, con una antigüedad mínima de 
diez años y contar, preferentemente, con 
estudios de posgrado, o con experiencia 
profesional en la judicatura o ejercicio de 
la profesión no menor de ese lapso; IV. 
Gozar de buena reputación, y no haber 
sido condenado por delito que amerite 
pena corporal de más de un año de 
prisión; pero si se tratare de robo, fraude, 
falsificación, abuso de confianza u otro 
que lastime seriamente su buena fama, lo 
inhabilitará para el cargo, cualquiera que 
haya sido la pena; V. No pertenecer al 
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Supremo Tribunal de Justicia permanecerá en el 
cargo de Presidente del Consejo de la Judicatura 
durante el tiempo que desempeñe aquella función, sin 
recibir remuneración adicional. Los consejeros de la 
Judicatura del Estado no representan a quien los 
designa, por lo que ejercerán su función con 
independencia e imparcialidad. Las personas que 
hayan ocupado el cargo de Consejero de la 
Judicatura, no podrán, dentro de los dos años 
siguientes a la fecha de su retiro, actuar como 
patronos, abogados o representantes en cualquier 
proceso ante los órganos del Poder Judicial del 
Estado y, al término de su desempeño tendrán 
derecho a un haber por retiro conforme a lo que 
disponga la ley. Los designados consejeros, una vez 
concluida dicha encomienda, podrán continuar su 
carrera judicial en un cargo similar al que 
desempeñaban previo a su designación como 
consejeros, si fuera el caso. El Consejo dispondrá su 
adscripción en términos de esta Constitución. El 
Consejo de la Judicatura del Estado funcionará en 
Pleno o en comisiones. El Pleno sesionará con la 
presencia de al menos tres de sus integrantes, de los 
cuales uno deberá ser su Presidente o quien 
legalmente lo supla.  
III.- Derogada.  
ARTÍCULO 107.- El Poder Judicial del Estado goza 
de autonomía presupuestal, orgánica y funcional. Para 
garantizar su independencia económica, el 
presupuesto de egresos del Poder Judicial no podrá 
ser inferior del 1.3 % del total del presupuesto general 
del Estado previsto para el año fiscal a ejercer, mismo 
que administrará, ejercerá y justificará en los términos 
que fijen las leyes respectivas, y cuya asignación por 
concepto de gasto corriente no podrá ser menor al 
aprobado por el Congreso para el ejercicio anual 
inmediato anterior. En caso de que al término del 
ejercicio existan sumas no erogadas, se enterarán a la 

Constitución y la Ley Orgánica del Poder 
Judicial.  
ARTICULO 81.- El Pleno del Tribunal 
Superior de Justicia, actuando como 
Tribunal de Control Constitucional del 
Estado, conocerá de los asuntos 
siguientes:  
I. De los medios de defensa que hagan 
valer los particulares contra leyes o actos 
de autoridades que vulneren los derechos 
humanos consagrados en esta 
Constitución; II. De los juicios de 
competencia constitucional, por actos o 
normas jurídicas de carácter general que 
violen esta Constitución y las Leyes que 
de ella emanen, y que susciten entre:  
a) Los Poderes Legislativo y Ejecutivo del 
Estado;  
b) El Poder Legislativo y un Ayuntamiento 
o Concejo Municipal;  
c) El Poder Ejecutivo y un Ayuntamiento o 
Concejo Municipal;  
d) Dos o más Ayuntamientos o concejos 
municipales, de Municipios diferentes, 
siempre que no se trate de cuestiones 
relativas a sus límites territoriales; en tal 
caso, la decisión corresponderá al 
Congreso; y,  
e) Dos o más munícipes de un mismo 
Ayuntamiento o Concejo Municipal, 
incluidos los presidentes de comunidad.  
III. De las acciones de 
inconstitucionalidad que se promuevan 
contra normas jurídicas de carácter 
general, provenientes del Congreso del 
Estado y en las que se plantee violación 
abstracta a esta Constitución.  
El ejercicio de estas acciones 

estado eclesiástico, ni ser ministro de 
algún culto religioso, a menos que se 
separe conforme a lo establecido en la 
Constitución Federal y la ley de la 
materia;  
VI. Los demás requisitos que señale la 
ley.  
No podrán ser magistrados las personas 
que hayan ocupado el cargo del 
Secretario del Despacho o su 
equivalente, Fiscal General del Estado, 
Senador, Diputado Local o Federal ni 
Presidente Municipal, durante el año 
previo al día de su nombramiento.  
Artículo 58 Bis. Para ser juez del Poder 
Judicial se requiere:  
I. Ser veracruzano y haber residido en la 
entidad durante los dos años anteriores al 
día de la designación; o mexicano por 
nacimiento con vecindad mínima de cinco 
años en el Estado; en ambos casos, ser 
ciudadano en pleno ejercicio de sus 
derechos;  
II. No tener más de sesenta y cinco años 
al día de su designación;  
III. Poseer, al día del nombramiento, título 
de licenciado en Derecho y cédula 
profesional expedidos por autoridad o 
institución legalmente facultada, con una 
antigüedad mínima de cinco años, y 
contar, preferentemente, con estudios de 
posgrado, o con experiencia profesional 
en la judicatura o ejercicio de la profesión 
no menor de ese lapso;  
IV. Gozar de buena reputación y no haber 
sido condenado por delito que amerite 
pena de más de un año de prisión, pero si 
se tratare de robo, fraude, falsificación, 
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Hacienda del Estado. Los Magistrados del Poder 
Judicial, los consejeros de la Judicatura y los jueces 
percibirán remuneración adecuada e irrenunciable, 
determinada anualmente, la cual no podrá ser 
disminuida durante su encargo. El Poder Judicial 
constituirá un Fondo Auxiliar para la Administración de 
Justicia que se integrará y funcionará en los términos 
previstos en la ley, del cual y sin perjuicio de las 
remuneraciones que correspondan de acuerdo al 
presupuesto, el Consejo de la Judicatura aplicará un 
porcentaje de los recursos económicos que lo integren 
para incrementar la capacitación, adquisición de 
equipo y mejorar las condiciones de trabajo de los 
servidores públicos del Poder Judicial, conforme a lo 
que al efecto acuerde el Pleno del propio Consejo. El 
Ejecutivo del Estado cuidará que las cantidades que 
integren este Fondo se entreguen trimestralmente al 
Poder Judicial, a través de su Presidente tendrá la 
obligación de dar a conocer lo recaudado en el año 
anterior, en el informe sobre el estado que guarda la 
administración de justicia, así como en la información 
que se incorporará a la Cuenta Pública 
correspondiente.  
ARTÍCULO 108.- El Pleno elegirá de entre sus 
miembros, en la forma que determine la ley, al 
Presidente del Supremo Tribunal de Justicia, quien 
ejercerá el cargo por un período de seis años sin 
poder ser reelecto para otro período. El Presidente 
será el órgano de representación del Poder Judicial.  
ARTÍCULO 109.- Los Magistrados del Supremo 
Tribunal de Justicia serán nombrados o ratificados a 
propuesta del Gobernador del Estado mediante el 
voto de las dos terceras partes de los diputados 
presentes en la sesión correspondiente del Congreso. 
El Gobernador hará la propuesta y el Congreso 
resolverá dentro de los siguientes treinta días 
naturales. En caso de que no resuelva o la persona 
propuesta no obtenga la mayoría referida, el 

corresponderá: a) Al equivalente al 
veinticinco por ciento de los diputados 
que integran el Poder Legislativo del 
Estado;  
b) A la Comisión Estatal de Derechos 
Humanos;  
c) A la Universidad Autónoma de 
Tlaxcala;  
d) Al Procurador General de Justicia del 
Estado en los asuntos relativos a su 
función; y,  
e) A los partidos políticos debidamente 
registrados ante el organismo público 
local electoral, en asuntos de la materia 
electoral. IV. De las acciones de 
inconstitucionalidad que se promuevan 
contra normas jurídicas de carácter 
general, provenientes de algún 
Ayuntamiento o Concejo Municipal y en 
las que se plantee violación abstracta a 
esta Constitución.  
El ejercicio de estas acciones 
corresponderá: a) Al equivalente al 
veinticinco por ciento de los munícipes del 
mismo Ayuntamiento o Concejo 
Municipal, incluidos los presidentes de 
comunidad;  
b) Al o los diputados, en cuyo distrito 
electoral se comprenda el Ayuntamiento o 
Concejo Municipal que haya expedido la 
norma impugnada;  
c) Al Gobernador del Estado; d) A la 
Comisión Estatal de Derechos Humanos;  
e) A las Universidades Públicas estatales; 
y,  
f) Al Procurador General de Justicia del 
Estado en los asuntos relativos a sus 
funciones.  

abuso de confianza u otro que lastime 
seriamente su buena fama, lo inhabilitará 
para el cargo, cualquiera que haya sido la 
pena;  
V. No pertenecer al estado eclesiástico, ni 
ser ministro de algún culto religioso, a 
menos que se separe conforme a lo 
establecido en la Constitución Federal y 
la ley de la materia;  
VI. Los demás requisitos que señale la 
ley. Serán nombrados por el Consejo de 
la Judicatura mediante concurso de 
oposición; durarán en su cargo cinco 
años y podrán ser ratificados las veces 
que sean necesarias, de acuerdo a los 
parámetros establecidos por el Consejo 
de la Judicatura, siempre que su función 
haya sido desempeñada con probidad, 
eficiencia y profesionalismo y que su 
expediente no tenga notas de demérito. 
Serán causas de remoción, además de 
las estipuladas por la Ley, el haber 
cumplido sesenta y cinco años de edad.  
Artículo 59. Los magistrados serán 
nombrados por el Congreso, a propuesta 
del Gobernador del Estado. En los 
recesos del Congreso la Diputación 
Permanente hará el nombramiento, con 
carácter provisional, en tanto aquél se 
reúne y da la aprobación definitiva.  
Los magistrados durarán en su cargo diez 
años, podrán ser ratificados por un 
período de cinco años, sólo serán 
removidos de conformidad con lo 
dispuesto en esta Constitución o por 
retiro forzoso. Será motivo de retiro 
forzoso:  
I. Haber cumplido los diez años en el 
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Gobernador hará una nueva propuesta, debiendo 
resolver el Congreso dentro de los quince días 
naturales siguientes, pero si no lo hace dentro de ese 
período o la persona no obtiene la mayoría necesaria, 
el Ejecutivo hará la designación de Magistrado con 
carácter provisional y formulará una nueva propuesta 
en el siguiente Período de Sesiones Ordinarias. Si la 
vacante para la integración del Supremo Tribunal de 
Justicia se produce encontrándose en receso el 
Congreso del Estado, la Diputación Permanente lo 
convocará de inmediato a Sesiones Extraordinarias 
para conocer de dicho asunto.  
ARTÍCULO 110.- Los Magistrados y los consejeros 
serán inamovibles durante el periodo de su encargo, 
el cual cesará únicamente en los términos del Título 
XI de esta Constitución. Son causas de retiro forzoso:  
I.- Haber cumplido 75 años de edad;  
II.- Jubilarse en los términos legales; III.- Padecer 
incapacidad física o mental que los imposibilite para el 
desempeño de su función; y,  
IV.- Renunciar a su cargo o situarse en el supuesto 
que prevé el segundo párrafo del artículo 112 de esta 
Constitución. Los Magistrados y los consejeros sólo 
podrán ser removidos de su encargo por el Congreso 
del Estado, en los términos dispuestos por esta 
Constitución.  
ARTÍCULO 111.- Para ser Magistrado del Supremo 
Tribunal de Justicia se requiere:  
I.- Ser mexicano por nacimiento, ciudadano del 
Estado en pleno ejercicio de sus derechos políticos y 
civiles y haber residido en el país durante los dos 
años anteriores al día de la designación, si es nativo 
del Estado o haber residido en el Estado por más de 
cinco años ininterrumpidos e inmediatamente 
anteriores a la fecha de la designación en caso de no 
ser nativo, salvo que en esas hipótesis la ausencia 
obedezca al cumplimiento de un servicio público;  
II.- Tener cuando menos treinta y cinco años 

V. El trámite y resolución de los juicios de 
competencia constitucional y acciones de 
inconstitucionalidad a que se refieren las 
tres Fracciones anteriores, se sujetará a 
los términos siguientes:  
a) El término para promover el juicio de 
competencia constitucional será de treinta 
días naturales, contados a partir de aquél 
en que la parte actora haya tenido 
conocimiento del acto o norma jurídica 
que pretenda impugnar;  
b) El término para ejercitar las acciones 
de inconstitucionalidad será de noventa 
días naturales, contados a partir de aquél 
en que la norma jurídica que se desea 
impugnar, haya sido publicada en el 
Periódico Oficial del Gobierno del Estado;  
c) La promoción para el juicio de 
competencia constitucional suspenderá la 
ejecución de los actos materiales que se 
impugnen, salvo que con ello se cause 
mayor perjuicio al interés público, a 
criterio del órgano de control 
constitucional.  
Cuando se trate de impugnaciones a 
normas jurídicas, mediante juicios de 
competencia constitucional o acciones de 
inconstitucionalidad, no procederá la 
suspensión de la aplicación de la norma;  
d) Las resoluciones que declaren 
procedentes los juicios de competencia 
constitucional, cuando versen sobre 
normas jurídicas y las acciones de 
inconstitucionalidad, deberán ser 
aprobadas por mayoría de cinco 
magistrados, si el fin es declarar inválida 
la norma y con efectos generales; en 
caso contrario se desestimará la 

cargo sin ratificación;  
II. Haber cumplido setenta años de edad; 
o III. Haber cumplido quince años en el 
cargo. 
Artículo 60. El Poder Judicial 
administrará con autonomía su 
presupuesto, el cual se manejará bajo 
una sola unidad administrativa, y 
destinará, en renglones separados, los 
recursos para los tribunales, juzgados y 
órganos que lo integran, debiendo rendir 
cuentas anualmente al Congreso acerca 
de su ejercicio. El fondo auxiliar para la 
impartición de justicia estará bajo la 
administración del Consejo de la 
Judicatura, y se integrará con los 
productos y rendimientos que se generen 
por las inversiones de los depósitos en 
dinero o valores que se efectúen ante los 
tribunales, y además con los ingresos por 
el pago de multas, cauciones o por 
cualquier otra prestación autorizada por la 
ley, en ejercicio de las atribuciones del 
Poder Judicial. Dicho fondo será aplicado 
exclusivamente al mejoramiento de la 
impartición de justicia.  
El presupuesto asignado al Poder Judicial 
podrá ser mayor pero no menor al dos 
por ciento del total del presupuesto 
general del Estado, previsto para el 
ejercicio anual respectivo, y deberá 
ministrarse conforme al calendario 
autorizado en los términos que 
establezca la ley. Artículo 61. Los jueces 
deberán ordenar la ejecución de las 
sentencias y demás resoluciones que 
pronuncien y causen estado. Cuando sea 
necesario el auxilio de la fuerza pública, 

https://cutt.ly/SAPI-ISS-41-20


Secretaría General    Dirección General de Servicios de Documentación, Información y Análisis 

Secretaría de Servicios Parlamentarios                                                                               Dirección de Servicios de Investigación y Análisis 

Subdirección de Análisis de Política Interior 

 

150 
Pulsa el siguiente link para contestar un diagnóstico de la utilidad de este documento: https://cutt.ly/SAPI-ISS-41-20 

cumplidos el día de la designación;  
III.- Poseer título profesional de Licenciado en 
Derecho o su equivalente, expedido por lo menos con 
diez años de anterioridad al día de la designación, por 
autoridad o institución legalmente facultada para ello;  
IV.- No haber ocupado por lo menos durante el año 
previo al día de la designación, los cargos de 
Gobernador, Secretario o su equivalente, Fiscal 
General de Justicia o Diputado local en el Estado; y  
V.- Gozar de buena reputación y no haber sido 
condenado por delito intencional que amerite pena 
corporal de más de un año de prisión; pero si se 
tratare de robo, peculado, fraude, falsificación, abuso 
de confianza u otro que lastime seriamente la buena 
fama en el concepto público, quedará inhabilitado 
para el cargo, cualquiera que haya sido la pena.  
ARTÍCULO 112.- No podrán formar parte del 
Supremo Tribunal de Justicia, o del Consejo de la 
Judicatura, dos o más personas que tengan entre sí 
parentesco por consanguinidad hasta el cuarto grado, 
o por afinidad hasta el segundo. Ningún servidor 
público del Poder Judicial, aun con licencia, podrá ser 
abogado de terceros, apoderado en negocios ajenos, 
asesor, árbitro de derecho o arbitrador, ni desempeñar 
ningún otro empleo, cargo o comisión, ya sea público 
o privado, por el que reciba remuneración alguna; 
salvo los casos de docencia, investigación, literatura o 
beneficencia. Quien contravenga esta disposición será 
separado de su encargo, de acuerdo al trámite que 
disponga la ley. Las ausencias temporales o 
definitivas de los Magistrados o de los consejeros 
serán cubiertas en términos de esta Constitución y de 
la ley, en su caso.  
ARTÍCULO 113.- El Pleno del Supremo Tribunal de 
Justicia, en funciones de tribunal constitucional, tendrá 
jurisdicción para conocer y resolver, en los términos 
que señale la ley reglamentaria, exceptuándose por 
cuanto disponen los artículos 76, fracción VI y 105, 

impugnación;  
e) El quórum en las sesiones del Tribunal 
cuando deban votarse resoluciones que 
versen sobre normas jurídicas, se formará 
cuando menos con cinco Magistrados. De 
no obtenerse ese quórum, se suspenderá 
la sesión y se convocará para el día hábil 
siguiente; y si tampoco así se pudiese 
sesionar, se llamará a los suplentes que 
corresponda, hasta obtener dicho 
quórum, informando de ello al Congreso, 
para que, de no tener justificación, 
suspenda de sus funciones a los 
ausentes;  
f) Los acuerdos de trámite que dicte el 
Presidente del Tribunal y el Magistrado 
ponente, podrán ser recurridos ante el 
Pleno del Tribunal. Las resoluciones 
dictadas por el Pleno del Tribunal, 
cualquiera que sea su sentido, son 
irrecurribles;  
g) Las resoluciones definitivas del 
Tribunal, deberán publicarse en el boletín 
del Poder Judicial y un extracto de las 
mismas en el Periódico Oficial del 
Gobierno del Estado;  
h) Las resoluciones del pleno deberán ser 
obedecidas; de no hacerlo, la autoridad 
omisa será destituida por el mismo pleno; 
e, i) La Ley reglamentaria de este Artículo 
determinará las demás características del 
funcionamiento y atribuciones del Tribunal 
de Control Constitucional.  
VI. De las acciones contra la omisión 
legislativa imputables al Congreso, 
Gobernador y Ayuntamientos o concejos 
municipales, por la falta de expedición de 
las normas jurídicas de carácter general, 

lo solicitarán directamente, por escrito, a 
quienes tengan el mando de la misma. 
Será causa de responsabilidad para 
quienes tengan el mando de la fuerza 
pública, no proporcionar oportunamente 
el auxilio requerido.  
Artículo 62. El Consejo de la Judicatura 
será el órgano encargado de conducir la 
administración, vigilancia y disciplina del 
Poder Judicial, con excepción del 
Tribunal Superior de Justicia, y estará 
integrado por los cinco miembros 
siguientes: El Presidente del Tribunal 
Superior de Justicia, quien lo presidirá; un 
magistrado nombrado por el pleno del 
Tribunal Superior de Justicia, un 
magistrado del Tribunal de Conciliación y 
Arbitraje, ambos en términos de la ley de 
la materia y mediante votación secreta; 
un consejero propuesto por el 
Gobernador, y ratificado por el Congreso; 
y un consejero designado por el 
Congreso, quienes deberán satisfacer los 
siguientes requisitos:  
I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento 
en ejercicio de sus derechos y no tener ni 
haber tenido otra nacionalidad;  
II. Ser veracruzano o, en caso de no 
serlo, tener vecindad mínima de dos años 
en el Estado;  
III. Tener, cuando menos, treinta años 
cumplidos al día de la designación;  
IV. Poseer, al día del nombramiento, título 
de Licenciado en Derecho expedido por 
institución nacional de educación superior 
legalmente facultada para ello, con una 
antigüedad mínima de cinco años, y 
contar con experiencia profesional en la 
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fracciones I y II de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, los siguientes medios de 
control de la constitucionalidad local:  
I.- De la controversia constitucional local, que podrán 
promover los Poderes del Estado, los organismos a 
los que esta constitución otorgue autonomía y los 
municipios, para impugnar actos o normas generales 
estatales o municipales que invadan su competencia 
conforme a esta Constitución. El Poder Judicial del 
Estado no podrá ser parte actora ni demandada en 
estas controversias.  
II.- De la acción de inconstitucionalidad local, para 
impugnar normas generales expedidas por el 
Congreso del Estado o por un Ayuntamiento, que 
sean contrarias a esta Constitución. Podrán 
promoverla los Diputados tratándose de normas 
generales expedidas por el Congreso del Estado, o 
por los síndicos y regidores tratándose de normas 
generales expedidas por su respectivo Ayuntamiento, 
en los términos que determine la ley. Esta acción 
también podrá promoverla el Poder Ejecutivo a través 
del Consejero Jurídico del Gobierno del Estado; el 
Fiscal General de Justicia del Estado en contra de 
normas generales en materia penal, así como la 
Comisión de Derechos Humanos del Estado de 
Tamaulipas, a través de su presidente, tratándose de 
normas generales que violen derechos humanos 
previstos por esta Constitución. Las sentencias 
dictadas para resolver los asuntos planteados 
conforme a las fracciones I y II de este artículo, que 
declaren inconstitucional una norma general, tendrán 
efectos generales cuando sean votados por las dos 
terceras partes de los integrantes del Pleno Supremo 
Tribunal de Justicia, a partir de la fecha en que sean 
publicadas en el Periódico Oficial del Estado o de la 
fecha posterior a la publicación que la propia 
resolución ordene.  
ARTÍCULO 114.- Son atribuciones de los órganos del 

a que estén obligados en términos de las 
Constituciones Políticas, de los Estados 
Unidos Mexicanos, del Estado y de las 
Leyes. El ejercicio de esta acción 
corresponderá a las autoridades estatales 
y municipales, así como a las personas 
residentes en el Estado. Al admitirse la 
demanda, se ordenará correr traslado a la 
responsable y al Director del Periódico 
Oficial del Gobierno del Estado, para que 
rindan sus informes. Se celebrará una 
audiencia de pruebas y alegatos e 
inmediatamente después se dictará la 
resolución correspondiente. De verificarse 
la omisión legislativa, se concederá a la 
responsable un término que no exceda de 
tres meses para expedir la norma jurídica 
solicitada. El incumplimiento a esta 
sentencia, será motivo de 
responsabilidad. En lo conducente, serán 
aplicables a esta acción lo establecido en 
los incisos d), e), f), g) e i), de la fracción 
anterior.  
VII. De las cuestiones de 
inconstitucionalidad planteadas por los 
órganos jurisdiccionales cuando 
consideren de oficio o a instancia de 
parte, en algún proceso, que una norma 
con carácter general, aplicable al caso, de 
cuya validez dependa el fallo pueda ser 
contraria a la Constitución, en los 
términos que establezca la ley.  
ARTÍCULO 82.- La organización y 
funcionamiento de las salas que integran 
el Tribunal Superior de Justicia se 
establecerán expresamente en la Ley 
Orgánica del Poder Judicial.  
ARTICULO 83.- Para ser designado 

judicatura o ejercicio de la profesión no 
menor de ese lapso.  
V. No haber sido condenado por delito 
que amerite pena corporal de mas de un 
año de prisión; pero si se tratare de robo, 
fraude, falsificación o abuso de confianza 
lo inhabilitará para el cargo, cualquiera 
que haya sido su pena; y  
VI. No pertenecer al estado eclesiástico, 
ni ser ministro de algún culto religioso, a 
menos que se separe conforme a lo 
establecido en la Constitución federal y la 
ley de la materia.  
Los consejeros a excepción del 
Presidente, durarán en su cargo cinco 
años, y no podrán ser designados para 
otro período. 
El Consejo de la Judicatura nombrará y 
removerá, con excepción de los 
magistrados, a los jueces, defensores de 
oficio y demás servidores públicos del 
Poder Judicial, asimismo les concederá 
licencia, y resolverá sobre la renuncia que 
presenten, en los términos que 
establezca la ley.  
Artículo 63. Toda persona en el Estado 
tiene derecho, en la forma y términos 
establecidos por la ley, a resolver sus 
diferencias mediante la intervención de 
árbitros o mediadores, la que podrá tener 
lugar antes de iniciarse un juicio o 
durante su tramitación.  
Artículo 64. Para el cumplimiento de las 
atribuciones señaladas en las fracciones I 
y II del artículo 56 de esta Constitución, el 
Tribunal Superior de Justicia contará con 
una Sala Constitucional, integrada por 
tres magistrados, que tendrá competencia 
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Poder Judicial del Estado: A. Del Pleno del Supremo 
Tribunal de Justicia:  
I.- Resolver las controversias constitucionales y las 
acciones de inconstitucionalidad, conforme lo 
establezcan esta Constitución y la ley;  
II.- Turnar a las Salas que correspondan los asuntos 
familiares, civiles, penales o de justicia para 
adolescentes y de aquellos que establezcan otras 
leyes, que al efecto remitan los jueces, para 
sustanciar la segunda instancia;  
III.- Conocer en Pleno de las controversias del orden 
civil o mercantil que se susciten entre particulares y el 
Estado; con excepciones de los asuntos de extinción 
de dominio, acorde a la ley respectiva;  
IV.- Erigirse en jurado de sentencia para conocer y 
resolver, sin recurso ulterior, las causas que se 
instruyan contra servidores públicos, conforme a lo 
dispuesto por el Título XI de esta Constitución;  
V.- Atender las dudas sobre la interpretación de la ley 
que sean planteadas por los jueces o surjan del seno 
del propio Tribunal;  
VI.- Dirimir las cuestiones de competencia que surjan 
entre las autoridades judiciales del Estado, en los 
términos que fije la ley;  
VII.- Formular, ante el Congreso del Estado, iniciativas 
de ley tendientes a mejorar la impartición de justicia; 
así como expedir y modificar, en su caso, los 
reglamentos y los acuerdos generales que se 
requieran para este fin;  
VIII.- Formular, expedir y modificar, en su caso, los 
reglamentos, acuerdos y circulares que sean 
necesarias para la impartición de justicia; IX.- 
Determinar a propuesta del Presidente la competencia 
de las Salas, las adscripciones de los Magistrados a 
las mismas; y adscribir, en su caso, a los Magistrados 
supernumerarios a las Salas en los supuestos que 
determine la ley;  
X.- Elegir Presidente del Pleno del Supremo Tribunal, 

magistrado del Tribunal Superior de 
Justicia del Estado, se requiere:  
I. Ser ciudadano mexicano, originario del 
Estado o con residencia en él no menor 
de tres años inmediatos anteriores al día 
de la designación, en pleno ejercicio de 
sus derechos políticos y civiles;  
II. Tener cuando menos treinta y cinco 
años de edad cumplidos al día de la 
designación;  
III. Poseer el día de la designación título y 
cédula profesional de licenciado en 
derecho con antigüedad mínima de diez 
años, expedido por autoridad o institución 
legalmente facultada para ello;  
IV. Gozar de buena reputación y no haber 
sido condenado por delito que amerite 
pena corporal de más de un año de 
prisión; pero si se tratare de robo, fraude, 
falsificación, abuso de confianza y otro 
que afecte seriamente la buena fama en 
el concepto público, inhabilitará para el 
cargo; V.  
VI. No haber ocupado el cargo de 
Gobernador, Secretario o su equivalente, 
Procurador General de Justicia, Diputado 
local, Presidente Municipal o titular de 
algún organismo público autónomo en el 
Estado, ni Senador o Diputado Federal, 
durante el año previo al día de su 
designación.  
VII. Para nombrar a los Magistrados del 
Tribunal Superior de Justicia, el 
Gobernador del Estado someterá una 
terna a consideración del Congreso, el 
cual, previa comparecencia de las 
personas propuestas, designará al 
Magistrado que deba cubrir la vacante 

para:  
I. Conocer y resolver, en los términos de 
la ley respectiva, del juicio de protección 
de derechos humanos, por actos o 
normas de carácter general que 
conculquen derechos humanos que el 
pueblo de Veracruz se reserve y reparar, 
en los términos que establezca la ley 
respectiva, las violaciones a dichos 
derechos provenientes de:  
a) El Congreso del Estado;  
b) El Gobernador del Estado; y  
c) Los titulares de las dependencias o 
entidades de la administración pública 
estatal, municipal y de los organismos 
autónomos de Estado.  
II. Conocer y resolver, en instancia única, 
de las resoluciones del ministerio público 
sobre la reserva de la averiguación 
previa, el no ejercicio de la acción penal y 
las resoluciones de sobreseimiento que 
dicten los jueces con motivo de las 
peticiones de desistimiento que formule el 
ministerio público;  
III. Sustanciar los procedimientos en 
materia de controversias constitucionales, 
acciones de inconstitucionalidad y las 
acciones por omisión legislativa, y 
formular los proyectos de resolución 
definitiva que se sometan al pleno del 
Tribunal Superior de Justicia; 
IV. Dar respuesta fundada y motivada a 
las peticiones formuladas por los demás 
tribunales y jueces del Estado, cuando 
tengan duda sobre la constitucionalidad o 
aplicación de una ley local, en el proceso 
sobre el cual tengan conocimiento. Las 
peticiones tendrán efectos suspensivos y 
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en los términos que determine la ley, quien a su vez lo 
será del Consejo de la Judicatura;  
XI.- Delegar al Presidente las atribuciones que estime 
pertinentes;  
XII.- Recibir, en sesión plenaria, extraordinaria, 
pública y solemne que se verificará antes de la 
segunda quincena del mes de marzo de cada año, el 
informe anual de labores que deberá rendir su 
Presidente sobre el estado que guardan el Poder 
Judicial del Estado y la impartición de justicia. El 
informe se entregará por escrito al Congreso del 
Estado, en la modalidad que éste acuerde;  
XIII.- Acordar, en los casos que considere necesario, 
la propuesta al Gobernador del Estado para la 
creación de Magistraturas Supernumerarias y de 
Magistraturas Regionales;  
XIV.- Nombrar, a los jueces de primera instancia y a 
los jueces menores y, en su caso, determinar sobre su 
ratificación con base en la propuesta correspondiente 
del Consejo de la Judicatura;  
XV.- Tomar la protesta de ley, por conducto del 
Presidente, a los jueces de primera instancia, los 
jueces menores y los jueces de paz;  
XVI.- Calificar los impedimentos de los Magistrados de 
Sala Unitaria para conocer de los asuntos sometidos a 
su jurisdicción, en caso de excusa o recusación, en 
los términos previstos por la ley;  
XVII.- Conceder licencias hasta por un mes a los 
Magistrados del Poder Judicial, así como admitir sus 
renuncias, sancionar sus faltas y fijar los períodos de 
vacaciones del propio Poder Judicial, en los términos 
que determine la ley;  
XVIII.- Conocer las quejas que se formulen contra los 
Magistrados del Supremo Tribunal de Justicia, con 
motivo del ejercicio de sus funciones, las cuales se 
sustanciarán de acuerdo al procedimiento establecido 
en la ley, así como resolver, en única instancia, los 
juicios de responsabilidad civil que se promuevan en 

dentro del improrrogable plazo de treinta 
días, contados a partir de la fecha de la 
recepción de la propuesta. Si el Congreso 
no resolviere dentro de dicho plazo, 
ocupará el cargo de Magistrado la 
persona que, dentro de dicha terna 
designe el Gobernador del Estado.  
En caso de que el Congreso rechace la 
totalidad de la terna propuesta, el 
Gobernador someterá una nueva, en los 
términos del párrafo anterior. Si esta 
segunda terna fuera rechazada, ocupará 
el cargo la persona que dentro de dicha 
terna, designe el Gobernador. Los 
nombramientos serán hechos 
preferentemente entre aquellas personas 
que hayan prestado sus servicios con 
eficiencia y probidad en la administración 
de justicia o que lo merezcan por su 
honorabilidad, competencia y 
antecedentes en otras ramas de la 
profesión jurídica.  
Los Jueces de Primera Instancia deberán 
reunir los mismos requisitos que se 
establecen para los Magistrados, a 
excepción de la edad, que será de 
cuando menos treinta años y del título 
profesional que deberá tener fecha de 
expedición de al menos cinco años 
anterior al día de su nombramiento.  
ARTÍCULO 84.- Los magistrados serán 
nombrados por el Congreso, con la 
votación de las dos terceras partes del 
total de los diputados que integren la 
Legislatura, tomando como base el 
cumplimiento de los requisitos a que se 
refiere el artículo anterior y lo dispuesto 
en la fracción XXVII del artículo 54 de 

deberán ser desahogadas en un plazo no 
mayor de treinta días naturales, en los 
términos que disponga la ley.  
V. Conocer, sustanciar los 
procedimientos y resolver, en los 
términos de la ley respectiva, de los 
asuntos indígenas.  
Artículo 65. El pleno del Tribunal 
Superior de Justicia conocerá, en los 
términos que establezca la ley, de los 
asuntos siguientes.  
I. De las controversias constitucionales 
que surjan entre:  
a) Dos o más municipios; 
b) Uno o más municipios y el Poder 
Ejecutivo o el Legislativo; y  
c) El Poder Ejecutivo y el Legislativo. 
Siempre que las controversias versen 
sobre disposiciones generales de los 
Poderes Ejecutivo, Legislativo, o de los 
municipios, y la resolución del Pleno del 
Tribunal Superior de Justicia las declare 
inconstitucionales, ésta tendrá efectos 
generales cuando hubiere sido aprobada 
por las dos terceras partes de sus 
miembros, y surtirá efectos a partir de su 
publicación en la Gaceta Oficial del 
Estado.  
II. De las acciones de inconstitucionalidad 
en contra de leyes o decretos que se 
consideren contrarios a esta Constitución, 
y que se ejerciten dentro de los treinta 
días siguientes a su promulgación y 
publicación por:  
a) El Gobernador del Estado; o  
b) Cuando menos la tercera parte de los 
miembros del Congreso. Las resoluciones 
dictadas tendrán efectos generales 
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contra de los mismos;  
XIX.- Conocer y resolver, en única instancia, las 
causas que se instruyan en contra de alguno de los 
magistrados, los consejeros de la judicatura, los 
jueces de primera instancia y los jueces menores por 
delitos cometidos en el ejercicio de sus funciones, y 
de las que deban sustanciarse contra los secretarios 
del mismo Tribunal, por faltas y abusos cometidos en 
el desempeño de sus cargos;  
XX.- Imponer correcciones disciplinarias a los 
Magistrados Numerarios, Supernumerarios y 
Regionales, en los términos que determine la ley;  
XXI.- Calificar los impedimentos de los jueces de 
primera instancia para conocer de los asuntos 
sometidos a su jurisdicción, en caso de excusa o 
recusación, en los términos previstos por la ley;  
XXII.- Imponer correcciones disciplinarias a los 
abogados, agentes de negocios, procuradores o 
litigantes, cuando en las promociones, actuaciones o 
diligencias en que intervengan ofendan o falten al 
respeto al Supremo Tribunal de Justicia, a alguno de 
sus miembros o a cualquier servidor público del Poder 
Judicial; XXIII.- Conocer y tramitar la ejecución de 
sentencias ejecutoriadas contra el Estado y las 
entidades autónomas, en los términos del Código de 
Procedimientos Civiles del Estado; XXIV.- Promover y 
aplicar la mediación entre las partes, en las diversas 
materias de su competencia;  
XXV.- Derogada.  
XXVI.- Aprobar el proyecto de presupuesto anual de 
egresos del Poder Judicial, que deberá presentarle el 
Consejo de la Judicatura, el que deberá ser remitido al 
Congreso del Estado, para su aprobación;  
XXVII.- Derogada.  
XXVIII.- Las demás facultades y obligaciones que las 
leyes le otorguen.  
B. Del Consejo de la Judicatura:  
I.- Nombrar, adscribir, confirmar, remover o suspender 

esta Constitución.  
Los Jueces de Primera Instancia podrán 
ser ratificados y declarados inamovibles. 
El Consejo de la Judicatura resolverá 
sobre la confirmación o remoción, con 
anticipación de sesenta días naturales a 
la fecha en que expire el plazo de 
ejercicio del Juez que corresponda, 
considerando los informes que se tengan 
respecto al desempeño de su labor y la 
opinión del Tribunal Superior de Justicia.  
Los Jueces de Primera Instancia 
ratificados serán inamovibles durante el 
periodo de su encargo, el cual se perderá 
solamente cuando incurran en faltas de 
probidad u honradez, mala conducta, 
negligencia en el desempeño de sus 
labores, sean condenados por sentencia 
ejecutoriada en juicio de responsabilidad, 
en los casos que este proceda, sean 
jubilados en los términos legales o 
renuncien a su puesto, acepten 
desempeñar otro empleo o encargo de la 
Federación, estados, municipios o 
particulares, salvo los cargos en las 
instituciones educativas o en 
asociaciones científicas, literarias o de 
beneficencia.  
Los Jueces de Primera Instancia podrán 
ser removidos de su cargo por el Consejo 
de la Judicatura, considerando la opinión 
del Pleno del Tribunal Superior de 
Justicia, de conformidad con el 
procedimiento para la aplicación de 
sanciones contemplado en la ley que 
determine las responsabilidades y 
sanciones de los servidores públicos; por 
incapacidad física o mental o por haber 

cuando hubieren sido aprobadas por las 
dos terceras partes de los miembros del 
pleno del Tribunal Superior de Justicia, y 
surtirán efectos a partir de su publicación 
en la Gaceta Oficial del Estado, sin poder 
aplicarse retroactivamente excepto 
cuando se trate de asuntos del orden 
penal y en beneficio del inculpado.  
III. De las acciones por omisión 
legislativa, cuando se considere que el 
Congreso no ha aprobado alguna ley o 
decreto y que dicha omisión afecte el 
debido cumplimiento de esta 
Constitución, que interponga:  
a) El Gobernador del Estado; o  
b) Cuando menos la tercera parte de los 
ayuntamientos. La omisión legislativa 
surtirá sus efectos a partir de su 
publicación en la Gaceta Oficial del 
Estado. En dicha resolución se 
determinará un plazo que comprenda dos 
períodos de sesiones ordinarias del 
Congreso del Estado, para que éste 
expida la ley o decreto de que se trate la 
omisión. Si transcurrido este plazo no se 
atendiere la resolución, el Tribunal 
Superior de Justicia dictará las bases a 
que deban sujetarse las autoridades, en 
tanto se expide dicha ley o decreto.  
Artículo 66. La función electoral en el 
Estado se regirá por las disposiciones 
siguientes: APARTADO A. La 
organización, desarrollo y vigilancia de 
las elecciones, plebiscitos y referendos la 
realizará un organismo público cuya 
denominación establecerá la ley y que 
ejercerá la autoridad electoral en el 
Estado conforme a las siguientes bases:  
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al personal del Poder Judicial, excepto a los 
Magistrados y el personal que tenga señalado un 
procedimiento específico para ello;  
II.- Proponer al Pleno del Supremo Tribunal de 
Justicia el nombramiento, ratificación o remoción de 
los jueces del Poder Judicial del Estado;  
III.- Designar a quien deba suplir a los funcionarios del 
Poder Judicial, excepto a los Magistrados del 
Supremo Tribunal de Justicia, en los casos de 
ausencias temporales, de acuerdo con lo dispuesto en 
la ley;  
IV.- Definir el Distrito Judicial, número, materia y 
domicilio de cada juzgado;  
V.- Señalar a cada juez su distrito judicial, su número 
y la materia en que debe ejercer sus funciones;  
VI.- Crear nuevos juzgados y distritos judiciales, 
previa sustentación presupuestal para ello;  
VII.- Conceder las licencias, admitir las renuncias y 
sancionar las faltas del personal del Poder Judicial, 
excepto las de los Magistrados y el personal que 
tenga señalado un procedimiento especial para ello, 
en los términos que establezca la ley;  
VIII.- Conocer de las quejas que se formulen contra 
los servidores públicos del Poder Judicial, con 
excepción de los Magistrados del Supremo Tribunal 
de Justicia, con motivo del ejercicio de sus funciones, 
las que se sustanciarán de acuerdo al procedimiento 
establecido en la ley;  
IX.- Corregir los abusos que se adviertan en la 
impartición de justicia, por medio de disposiciones de 
carácter general que no impliquen intromisión en los 
asuntos que se tramiten en los juzgados, no restrinjan 
la independencia de criterio de los juzgadores, ni 
entorpezcan sus funciones;  
X.- Denunciar ante el Ministerio Público los hechos de 
que tenga conocimiento y que impliquen la probable 
responsabilidad de un servidor público del Poder 
Judicial;  

cumplido sesenta y cinco años.  
CAPITULO II 

DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA 
ADMINISTRATIVA 

ARTICULO 84 BIS.- El Tribunal de 
Justicia Administrativa del Estado de 
Tlaxcala es un organismo público 
especializado, que forma parte del Poder 
Judicial del Estado, dotado de autonomía 
técnica y de gestión en el ejercicio de sus 
atribuciones, para dictar sus fallos y 
establecer su organización, 
funcionamiento, procedimientos y los 
recursos para impugnar sus resoluciones. 
Tendrá a su cargo dirimir las 
controversias que se susciten entre la 
administración pública estatal, municipal y 
los particulares; imponer en los términos 
que disponga la ley, las sanciones a los 
22/05/2019 01:43 p.m. 55 servidores 
públicos locales y municipales por 
responsabilidad administrativa grave, a 
los particulares que incurran en actos 
vinculados con faltas administrativas 
graves; así como fincar a los 
responsables el pago de las 
indemnizaciones y sanciones pecuniarias 
que deriven de los daños y perjuicios que 
afecten a la hacienda pública estatal, 
municipal o al patrimonio de los entes 
públicos locales o municipales, en los 
términos que establezca la legislación 
correspondiente. El Tribunal de Justicia 
Administrativa del Estado de Tlaxcala 
estará integrado por tres magistrados, 
propuestos por el Gobernador del Estado 
y ratificados por el voto de las dos 
terceras partes del total de los integrantes 

a) Funcionará de manera autónoma y se 
regirá por los principios de legalidad, 
imparcialidad, objetividad, certeza, 
independencia, profesionalismo, máxima 
publicidad, equidad y definitividad.  
b) Tendrá las atribuciones que para los 
organismos públicos locales en materia 
electoral dispone el Apartado C del 
artículo 41 de la Constitución federal con 
las características y salvedades que en 
dicho apartado se indican. Asimismo 
ejercerá las funciones señaladas en la 
Ley General de Instituciones y 
Procedimientos Electorales y las 
previstas en las leyes estatales 
aplicables. 
c) Su órgano superior de dirección será el 
Consejo General, el cual se integrará por 
un Presidente Consejero y seis 
Consejeros Electorales, con derecho a 
voz y voto en las sesiones del Consejo 
General, y representantes por cada uno 
de los partidos políticos con registro 
nacional o estatal, con derecho a voz 
pero sin voto en las sesiones. El 
Secretario Ejecutivo concurrirá a las 
sesiones sólo con derecho a voz. Los 
Consejeros Electorales estatales serán 
designados por el Consejo General del 
Instituto Nacional Electoral en los 
términos previstos en la Constitución 
federal y en la Ley General de 
Instituciones y Procedimientos 
Electorales; durarán en su cargo siete 
años y no podrán ser reelectos.  
d) Contará con una Contraloría General, 
que tendrá a su cargo con autonomía 
técnica y de gestión, la fiscalización de 
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XI.- Imponer correcciones disciplinarias a los 
abogados, agentes de negocios, procuradores o 
litigantes, cuando en las promociones, actuaciones o 
diligencias en que intervengan, siempre y cuando se 
estén ventilando ante el propio Consejo de la 
Judicatura, ofendan o falten al respeto al Supremo 
Tribunal de Justicia, a alguno de sus miembros o a 
cualquier servidor público del Poder Judicial; XII.- 
Elaborar el proyecto de presupuesto anual de egresos 
del Poder Judicial, que deberá ser propuesto para su 
aprobación al Pleno del Supremo Tribunal de Justicia;  
XIII.- Administrar y ejercer el presupuesto del Poder 
Judicial;  
XIV.- Establecer una remuneración adecuada e 
irrenunciable al personal del Poder Judicial, excepto a 
los Magistrados;  
XV.- Elaborar los reglamentos, acuerdos y circulares 
necesarios para la buena marcha administrativa del 
Poder Judicial, dentro del ámbito de sus 
competencias, excepto los tendientes a mejorar la 
impartición de justicia y los relativos al funcionamiento 
y organización del Pleno del Supremo Tribunal de 
Justicia; XVI.- Nombrar visitadores judiciales, quienes 
tendrán las facultades señaladas en la ley; XVII.- 
Dictar las medidas que estime pertinentes para que la 
impartición de justicia sea pronta, completa e 
imparcial;  
XVIII.- Constituir, modificar, suprimir, aumentar y 
dirigir los órganos administrativos que sean 
necesarios para la impartición de justicia; así como el 
número de servidores públicos del Poder Judicial del 
Estado;  
XIX.- Examinar los informes mensuales que deberán 
remitir las Salas y los Juzgados acerca de los 
negocios pendientes y de los despachados;  
XX.- Coordinar la Escuela Judicial, como área 
responsable de la capacitación, formación, 
actualización, profesionalización y evaluación de los 

de la Legislatura del Congreso del 
Estado; la propuesta y ratificación se 
sujetarán al procedimiento establecido 
para el nombramiento de los Magistrados 
del Tribunal Superior de Justicia del 
Estado. Durarán en su cargo seis años y 
sólo podrán ser removidos de su cargo 
por las causas graves que señale la ley. 
Para ser Magistrado del Tribunal de 
Justicia Administrativa del Estado se 
deberán cumplir los mismos requisitos 
que para ser nombrado Magistrado del 
Tribunal Superior de Justicia del Estado. 
El Tribunal propondrá su presupuesto al 
Presidente del Tribunal Superior de 
Justicia para su inclusión en el proyecto 
de Presupuesto del Poder Judicial del 
Estado. Asimismo, el Tribunal deberá 
expedir su Reglamento Interno y los 
acuerdos generales para su adecuado 
funcionamiento.  

CAPITULO III 
DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA 

ARTICULO 85.- El Consejo de (sic) 
Judicatura es un órgano del Poder 
Judicial con independencia técnica de 
gestión y para emitir sus resoluciones, 
encargado de la vigilancia y 
administración de los recursos del Poder 
Judicial; se integrará por cinco 
consejeros, para quedar como sigue:  
I. El presidente del Tribunal Superior de 
Justicia, quien lo presidirá;  
II. Un representante de los magistrados 
que será designado por las dos terceras 
partes de los integrantes del pleno del 
Tribunal Superior de Justicia;  
III. Un representante de los jueces que 

todos los ingresos y egresos del Instituto.  
El titular de la Contraloría General del 
Instituto durará seis años en el cargo; 
podrá ser reelecto por una sola vez y sólo 
podrá ser removido por el Congreso del 
Estado con el voto de las dos terceras 
partes de sus miembros presentes. 
Estará adscrito administrativamente a la 
presidencia del Consejo General y 
mantendrá la coordinación técnica 
necesaria con el Órgano de Fiscalización 
Superior de la entidad.  
e) Contará con el personal ejecutivo y 
técnico necesario para el cumplimiento de 
sus funciones.  
f) Efectuará la fiscalización de las 
finanzas de las organizaciones políticas 
en los términos que en su caso le 
delegue el Instituto Nacional Electoral y 
los que, en el marco de su competencia, 
le señale la ley.  
APARTADO B. Para garantizar que los 
actos y resoluciones en materia electoral 
se sujeten invariablemente al principio de 
legalidad, se establecerá un sistema de 
medios de impugnación de los cuales 
conocerán, en los términos que señale la 
ley, el organismo a que alude el apartado 
inmediato anterior y el Tribunal Electoral 
del Estado. El Tribunal Electoral del 
Estado es el órgano jurisdiccional 
especializado en materia electoral que, 
aplicando la legislación estatal, tendrá a 
su cargo la resolución de las 
controversias que se susciten con motivo 
de los procesos electorales locales, así 
como las derivadas de los actos y 
resoluciones que emitan las autoridades 
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Servidores Públicos del Poder Judicial; XXI.- 
Organizar, operar y mantener actualizado el sistema 
de la carrera judicial, el cual se regirá por los 
principios de excelencia, objetividad, imparcialidad, 
profesionalismo e independencia;  
XXII.- Administrar y coordinar a los actuarios del 
Poder Judicial del Estado;  
XXIII.- Formular anualmente, en el mes de enero, una 
lista con los nombres de las personas que puedan 
fungir como auxiliares de la impartición de justicia ante 
los órganos del Poder Judicial del Estado, 
ordenándolas por ramas, especialidades y distritos 
judiciales; XXIV.- Diseñar, integrar y mantener 
actualizado el Sistema de Información Estadística del 
Poder Judicial del Estado; XXV.- Entregar por 
conducto de su Presidente al Pleno del Supremo 
Tribunal de Justicia un informe estadístico trimestral 
del Poder Judicial del Estado;  
XXVI.- Elaborar y presentar la información que se 
incorporará a la Cuenta Pública del Gobierno del 
Estado de Tamaulipas, en términos de esta 
Constitución y la ley de la materia;  
XXVII.- Dictar las medidas necesarias para la 
recepción, control y destino de los bienes asegurados 
y decomisados dentro de un proceso penal o de 
justicia para adolescentes; y XXVIII.- Las demás 
facultades y obligaciones que las leyes le otorguen.  
ARTÍCULO 115.- La ley establecerá las bases para la 
capacitación, formación, actualización, 
profesionalización y evaluación de los servidores 
públicos del Poder Judicial. Deberá prever la creación 
de una Escuela Judicial, para el desarrollo de la 
carrera judicial, la cual se regirá por los principios de 
excelencia, objetividad, imparcialidad, profesionalismo 
e independencia. También regulará los sistemas de 
ascenso, escalafón y provisión de vacantes, además 
de reglamentar lo relativo al examen de oposición o 
concurso de méritos, como requisito de ingreso al 

será designado por las dos terceras 
partes de los integrantes del pleno del 
Tribunal Superior de Justicia;  
IV. Un profesional del derecho de 
reconocido prestigio académico o que 
haya destacado en el ejercicio de la 
profesión designado previa convocatoria, 
por las dos terceras partes del total de los 
integrantes de la Legislatura, y  
V. Un profesional del derecho de 
reconocido prestigio académico o que 
haya destacado en el ejercicio de la 
profesión designado por el Gobernador 
del Estado.  
El presidente del Consejo de la 
Judicatura, deberá informar 
semestralmente por escrito al pleno del 
Tribunal Superior de Justicia sobre el 
estado que guarda la administración del 
Poder Judicial.  
Las demás facultades y obligaciones del 
presidente así como aquellas para el 
funcionamiento del Consejo de la 
Judicatura, serán previstas por la ley 
correspondiente.  
Los consejeros, serán designados en 
términos de la presente Constitución y, a 
excepción del Presidente, durarán en el 
cargo tres años, y podrán ser ratificados 
única y exclusivamente por un período 
igual al que fueron nombrados, previa 
evaluación, y entrevista practicadas por 
quien los designó, de conformidad con los 
lineamientos que para tal efecto emita.  
Los consejeros no representarán a quien 
los designa y ejercerán su función con 
independencia e imparcialidad, durante 
su encargo sólo podrán ser removidos en 

electorales locales. El Tribunal deberá 
cumplir sus funciones bajo los principios 
de certeza, imparcialidad, objetividad, 
legalidad y probidad. Gozará de 
autonomía técnica y de gestión en su 
funcionamiento e independencia en sus 
decisiones en los términos y condiciones 
que establezca la ley. Se integrará con 
tres Magistrados que durarán en su cargo 
siete años y serán nombrados por el 
Senado de la República de acuerdo a lo 
previsto en la Constitución federal y en la 
Ley General de Instituciones y 
Procedimientos Electorales. El 
magistrado presidente será designado 
por votación mayoritaria de los 
magistrados del Tribunal. La ley 
dispondrá lo necesario para garantizar 
que la presidencia sea rotatoria. En caso 
de presentarse alguna vacante temporal 
de hasta tres meses, de alguno de los 
magistrados que componen el Tribunal 
Electoral del Estado, ésta se cubrirá de 
conformidad con el procedimiento que 
dispongan las leyes electorales locales. 
El Tribunal contará con el personal 
jurídico y administrativo necesario para su 
funcionamiento. 
El sistema de medios de impugnación 
dará certeza y definitividad a las distintas 
etapas de los procesos electorales 
estatales y municipales, incluidos los de 
agentes y subagentes municipales, así 
como de los procesos de plebiscito, 
referendo y consulta popular. La ley fijará 
las causas de nulidad de las elecciones 
de gobernador, diputados y ediles, así 
como los plazos para el desahogo de 
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Poder Judicial. En los casos de retiro forzoso, 
jubilación, incapacidad o defunción las prestaciones a 
los servidores públicos del Poder Judicial se cubrirán 
en los términos que determinen las disposiciones 
jurídicas aplicables.  
ARTÍCULO 116.- En las causas que hubieren de 
formarse a los Magistrados en funciones, una vez que 
el Congreso del Estado, actuando como órgano de 
acusación, declare por la afirmativa, se remitirá la 
causa en los términos previstos por esta Constitución 
y la ley, al Pleno del Supremo Tribunal de Justicia, el 
cual emitirá la resolución que corresponda en cada 
caso. Deberá resolverse cada asunto por separado y 
el Fiscal General de Justicia tendrá en ellas la 
intervención que le confiere la legislación aplicable.  

CAPÍTULO II 
DE LOS OTROS ÓRGANOS DE IMPARTICIÓN DE 

JUSTICIA 
ARTÍCULO 117.- Para la impartición de justicia, el 
Pleno del Supremo Tribunal de Justicia designará 
jueces de primera instancia y jueces menores, 
conforme lo determine la ley.  
ARTÍCULO 118.- Los jueces integrantes del Poder 
Judicial serán nombrados por el Pleno del Supremo 
Tribunal de Justicia, a propuesta del Consejo de la 
Judicatura.  
ARTÍCULO 119.- Los juzgados menores funcionarán 
en aquellos Municipios que el Consejo de la 
Judicatura considere necesario.  
ARTÍCULO 120.- La ley determinará las 
circunscripciones territoriales en que se dividirá el 
Estado; asimismo, sentará las bases para fijar la 
competencia de las autoridades judiciales y su 
organización, así como los requisitos para ejercer la 
función jurisdiccional y su duración. Se deroga. ( 
ARTÍCULO 121.- El Consejo de la Judicatura 
determinará el número de jueces de primera instancia 
y de jueces menores, la naturaleza y la materia en 

los términos del Título XI de la presente 
Constitución.  
El Consejo de la Judicatura será 
responsable de implementar el sistema 
de carrera judicial, con auxilio del instituto 
de capacitación de la judicatura, bajo los 
principios de legalidad, excelencia, 
objetividad, imparcialidad, 
profesionalismo e independencia; 
nombrará y removerá a los servidores 
públicos del Poder Judicial con excepción 
de los magistrados, asimismo les 
concederá licencia y resolverá sobre la 
renuncia que presenten, en los términos 
que establezca la ley.  
La administración, vigilancia y disciplina 
en el Tribunal de Justicia Administrativa 
del Estado corresponderán a una 
Comisión del Consejo de la Judicatura.  
Las decisiones o resoluciones del 
Consejo serán impugnadas por la vía 
administrativa o jurisdiccional que 
corresponda. 

todas las instancias impugnativas. 
Asimismo, los supuestos y las reglas para 
la realización, en los ámbitos 
administrativo y jurisdiccional, de 
recuentos totales o parciales de votación 
y, en su caso, la declaración de validez y 
el otorgamiento de constancias en las 
elecciones de diputados y ediles, así 
como el cómputo de la elección de 
gobernador.  
El Tribunal Electoral sólo podrá declarar 
la nulidad de un proceso electoral, 
referendario, plebiscitario y de consulta 
popular por las causales que 
expresamente se establezcan en la ley. 
La interposición de los medios de 
impugnación no producirá efectos 
suspensivos sobre la resolución o el acto 
impugnado.  
Las autoridades estatales y municipales 
están obligadas a coadyuvar en todo 
aquello que les sea requerido por el 
organismo público al que alude este 
artículo o el Tribunal Electoral. Los 
servicios notariales que cualquiera de 
estos organismos soliciten con motivo de 
los procesos electorales, plebiscitarios, 
de referendo o de consulta popular, y de 
elección de agentes y subagentes 
municipales, serán gratuitos, sin perjuicio 
de que los organismos electorales 
cuenten con un área de fedatarios 
públicos en los términos que fije la ley. 
Las leyes establecerán los 
procedimientos y sanciones en materia 
electoral que corresponda aplicar a los 
organismos electorales locales.  

CAPÍTULO VI 
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que han de impartir justicia.  
ARTÍCULO 122.- Los jueces de primera instancia y 
los jueces menores serán los necesarios para el 
despacho pronto y expedito de los asuntos de su 
competencia. Los jueces de primera instancia durarán 
en su cargo tres años y podrán ser ratificados por 
periodos iguales. Al efecto, el Pleno del Supremo 
Tribunal de Justicia considerará la propuesta del 
Consejo de la Judicatura.  
ARTÍCULO 123.- Toda parte interesada puede 
interponer queja, en los términos que señale la ley, 
cuando a su juicio, los Magistrados, Jueces o demás 
servidores del Poder Judicial incurran en faltas 
administrativas. El Consejo de la Judicatura podrá, 
previa audiencia, separar de plano de su encargo a 
los jueces, cuando derivado del procedimiento 
administrativo correspondiente se determine que 
existe incumplimiento de sus funciones. Esta 
determinación podrá ser recurrida ante el Pleno del 
Supremo Tribunal de Justicia.  

TÍTULO VII 
DE LA PROCURACIÓN DE JUSTICIA Y LA 

PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS 
CAPÍTULO I  

DEL MINISTERIO PÚBLICO 
ARTÍCULO 124.- La institución del Ministerio Público 
representa los intereses de la sociedad conforme a las 
atribuciones que le confiere esta Constitución y demás 
leyes. Son atribuciones del Ministerio Público:  
I.- Ejercer la acción penal para el enjuiciamiento de los 
probables responsables de las conductas delictivas e 
intervenir durante los procedimientos penales y de 
justicia para adolescentes;  
II.- Cuidar que se ejecuten las penas y las medidas 
para adolescentes impuestas por los órganos 
jurisdiccionales, exigiendo, de quien corresponda y 
bajo su responsabilidad, el cumplimiento de las 
sentencias recaídas;  

DE LOS ORGANISMOS AUTÓNOMOS 
DEL ESTADO 

Artículo 67. Conforme a esta 
Constitución y la ley, los Organismos 
Autónomos del Estado contarán con 
personalidad jurídica y patrimonio 
propios, tendrán autonomía técnica, 
presupuestal, de gestión y para emitir las 
reglas conforme a las cuales 
sistematizarán la información bajo su 
resguardo, y sólo podrán ser fiscalizados 
por el Congreso del Estado.  
Para efectos de que los Organismos 
Autónomos del Estado rindan cuentas 
sobre el estado que guarda su gestión, 
deberán presentar anualmente un informe 
de actividades a los Poderes Legislativo y 
Ejecutivo dentro de los primeros quince 
días del mes de diciembre, y sus titulares 
comparecer ante el Poder Legislativo en 
sesión pública en la última quincena del 
mes de enero, conforme al formato que 
establezca la Ley Orgánica del Poder 
Legislativo y su respectivo Reglamento. 
El Tribunal Estatal de Justicia 
Administrativa sólo estará obligado a 
presentar el informe de actividades. Estos 
organismos desarrollarán las actividades 
Estatales siguientes:  
I. La procuración de justicia y la vigilancia 
del cumplimiento de las leyes, de acuerdo 
con las disposiciones de la Constitución 
federal que rigen la actuación del 
ministerio público, para ejercer las 
acciones correspondientes en contra de 
los infractores de la ley, así como las que 
tengan por objeto la efectiva reparación 
del daño causado y la protección de los 
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III.- Intervenir en los juicios y diligencias que se 
relacionen con ausentes, menores, incapacitados o 
establecimientos de beneficencia pública, a los que 
representará, siempre que no tuvieren quién los 
patrocine, velando por sus intereses;  
IV.- Rendir a los Poderes del Estado y a las 
Comisiones Nacional y Estatal de Derechos 
Humanos, los informes que le soliciten sobre asuntos 
relativos a su ramo; en el caso de esta última, 
únicamente en asuntos de su competencia;  
V.- Organizar y controlar a la Policía Ministerial del 
Estado, que estará bajo su autoridad y mando 
inmediato;  
VI.- Velar por la exacta observancia de las leyes de 
interés general;  
VII.- Procurar que se hagan efectivas las 
responsabilidades penales en que incurran los 
servidores públicos;  
VIII.- La persecución ante los Tribunales de los delitos 
del orden común; y por lo mismo, a él le corresponde 
recibir las denuncias, acusaciones o querellas, tanto 
de las autoridades como de los particulares; investigar 
los hechos objeto de las mismas, ejercitar la acción 
penal contra los inculpados, solicitando en su caso su 
aprehensión o comparecencia; allegar al proceso las 
pruebas que acrediten el cuerpo del delito y la 
responsabilidad de los acusados; impulsar la secuela 
del procedimiento; y, en su oportunidad, pedir la 
aplicación de las penas que correspondan;  
IX.- Cuidar que los juicios del orden penal se sigan 
con toda regularidad para que la administración de 
justicia sea pronta y expedita;  
X.- Investigar las detenciones arbitrarias y otros 
abusos de autoridad que se cometan, adoptando las 
medidas necesarias para hacerlas cesar de inmediato, 
sin perjuicio de proveer lo conducente al castigo de 
los responsables;  
XI.- Promover la mediación, la conciliación y demás 

derechos de la víctima del acto ilícito.  
Esta actividad estará a cargo del 
organismo autónomo del Estado 
denominado Fiscalía General, que para 
su estricto cumplimiento contará con una 
autonomía presupuestaria que podrá ser 
mayor pero no menor al uno punto cinco 
por ciento del total del presupuesto 
general del Estado previsto para el 
ejercicio anual respectivo y que deberá 
ministrarse conforme al calendario 
autorizado en los términos que 
establezca la ley. La función de procurar 
justicia encomendada a la Fiscalía 
General, se regirá por los principios de 
autonomía, eficiencia, imparcialidad, 
legalidad, objetividad, profesionalismo, 
responsabilidad y respeto a los derechos 
humanos, de acuerdo con las siguientes 
bases:  
a) El titular de la función del Ministerio 
Público ejercida por este órgano 
autónomo será el Fiscal General del 
Estado quien, para el ejercicio de sus 
funciones, contará con los fiscales 
auxiliares, agentes, policía ministerial y 
demás personal, que estará bajo su 
autoridad y mando directo, en los 
términos que establezca la ley, la cual 
señalará los requisitos y, en su caso, el 
procedimiento para los nombramientos, 
sustituciones y remociones. b) Para ser 
Fiscal General del Estado se requiere:  
1. Ser ciudadano mexicano por 
nacimiento en ejercicio de sus derechos y 
no tener otra nacionalidad;  
2. Tener, cuando menos, treinta años 
cumplidos al día de su designación;  
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formas alternativas de justicia entre las partes en los 
delitos en que proceda conforme a la ley, así como la 
justicia restaurativa en los Sistemas Penal y de 
Justicia para Adolescentes; y  
XII.- Las demás que le señalen las leyes.  
ARTÍCULO 125.- El Ministerio Público estará 
integrado por un Fiscal General de Justicia, quien lo 
presidirá, así como por los fiscales especializados, 
agentes y demás servidores públicos que determine la 
ley para su organización. La Fiscalía General de 
Justicia del Estado de Tamaulipas será un organismo 
público, con autonomía administrativa, técnica, 
operativa y presupuestal, personalidad jurídica y 
patrimonio propios. El presupuesto de egresos de la 
Fiscalía General de Justicia, no podrá ser menor al 
aprobado por el Congreso para el ejercicio anual 
inmediato anterior. La función de procuración de 
justicia en el Estado se regirá por los principios de 
legalidad, imparcialidad, igualdad, objetividad, 
eficiencia, profesionalismo, transparencia y respeto 
irrestricto a los derechos humanos. La ley orgánica, 
reglamentos, acuerdos y los manuales de 
organización deberán garantizar estos principios, así 
como regular los procesos para la segmentación de 
casos, la descentralización territorial de funciones y la 
independencia técnica de los servicios periciales y 
forenses. La ley establecerá el servicio profesional de 
carrera para las funciones ministeriales, de 
investigación y periciales. La ley orgánica establecerá 
un Consejo de Fiscales, como el órgano colegiado 
encargado de la administración, vigilancia y disciplina 
de la Fiscalía General. Asimismo, será el órgano 
rector del servicio profesional de carrera, en los 
términos que establezca la ley. La Fiscalía General 
contará, al menos, con las fiscalías especializadas en 
materia de delitos electorales, asuntos internos y de 
combate a la corrupción, cuyos titulares serán 
nombrados y removidos en términos de esta 

3. Poseer, al día de su designación, el 
título de Licenciado en Derecho, con 
antigüedad mínima de cinco años, 
expedido por autoridad o institución 
mexicana legalmente facultada para ello;  
4. No haber sido condenado por delito 
que amerite pena corporal de más de un 
año de prisión; pero si se tratare de robo, 
fraude, falsificación o abuso de confianza, 
lo inhabilitará para el cargo, cualquiera 
que haya sido la pena; y  
5. No pertenecer al estado eclesiástico, 
no ser ministro de algún culto religioso, a 
menos que se separe conforme a lo 
establecido en la Constitución federal y la 
ley de la materia.  
c) El Fiscal General durará en su encargo 
nueve años.  
d) El fiscal general será designado y 
removido por el Congreso del Estado 
mediante el siguiente procedimiento:  
1. A partir de la ausencia definitiva del 
Fiscal General, el Congreso contará con 
cinco días naturales para emitir 
Convocatoria pública, a los ciudadanos, 
organismos no gubernamentales, 
asociaciones e instituciones, para que 
presenten propuestas a efecto de cubrir 
la vacante.  
2. La recepción de propuestas se hará en 
un plazo de diez días naturales, contado 
a partir del siguiente a aquel en que se 
haga pública la convocatoria respectiva.  
3. Cumplido dicho plazo, y cerrada la 
recepción de propuestas, la comisión 
encargada del ramo citará de inmediato, y 
por un término no mayor de diez días 
naturales, a comparecer a las y los 

https://cutt.ly/SAPI-ISS-41-20


Secretaría General    Dirección General de Servicios de Documentación, Información y Análisis 

Secretaría de Servicios Parlamentarios                                                                               Dirección de Servicios de Investigación y Análisis 

Subdirección de Análisis de Política Interior 

 

162 
Pulsa el siguiente link para contestar un diagnóstico de la utilidad de este documento: https://cutt.ly/SAPI-ISS-41-20 

constitución y la ley. Para ser Fiscal General de 
Justicia se requiere: ser ciudadano mexicano por 
nacimiento; tener cuando menos treinta y cinco años 
cumplidos al día de la designación; contar con título 
profesional de licenciado en derecho con antigüedad 
mínima de diez años; gozar de buena reputación, y no 
haber sido condenado por delito doloso. El Fiscal 
General durará en su encargo siete años, sin 
posibilidad de reelección, y será designado y 
removido conforme al siguiente procedimiento:  
I. A partir de la ausencia definitiva del Fiscal General, 
el Congreso del Estado contará con diez días para 
integrar una lista paritaria de al menos seis candidatos 
al cargo, aprobada por las dos terceras partes de los 
miembros presentes, la cual enviará al titular del 
Ejecutivo. Si el Ejecutivo no recibe la lista en el plazo 
antes señalado, enviará libremente al Congreso una 
terna y designará provisionalmente a un Fiscal 
General interino, quien ejercerá sus funciones hasta 
en tanto se realice la designación definitiva conforme 
a lo establecido en este artículo. En este caso, el 
Fiscal General interino podrá formar parte de la terna.  
II. Recibida la lista a que se refiere la fracción anterior, 
dentro de los diez días siguientes el Ejecutivo 
formulará una terna y la enviará a la consideración del 
Congreso.  
III. El Congreso, con base en la terna y previa 
comparecencia de las personas propuestas, 
designará al Fiscal General con el voto de las dos 
terceras partes de los miembros presentes dentro del 
plazo de diez días. En caso de que el Ejecutivo no 
envíe la terna a que se refiere la fracción anterior, el 
Congreso tendrá diez días para designar al Fiscal 
General de entre los candidatos de la lista que señala 
la fracción I. Si el Congreso no hace la designación en 
los plazos que establecen los párrafos anteriores, el 
Ejecutivo designará al Fiscal General de entre los 
candidatos que integren la lista o, en su caso, la terna 

ciudadanos que cumplan los requisitos, 
con objeto de que aporten mayores 
elementos que permitan conocer sus 
objetivos de trabajo en la materia. 
4. En un plazo de tres días naturales, 
contado a partir de que haya concluido el 
periodo de comparecencias de las y los 
candidatos, la comisión del ramo deberá 
emitir su dictamen, que contendrá una 
terna de candidatos, el cual será 
sometido al Pleno del Congreso del 
Estado, para que se realice el 
nombramiento. 5. El Congreso, con base 
en la terna propuesta en el dictamen, 
designará al Fiscal General con el voto de 
las dos terceras partes de los miembros 
presentes, dentro del improrrogable plazo 
de cinco días hábiles contado a partir de 
emitido el dictamen. En caso de que 
ninguno de los integrantes de la terna 
obtenga la mayoría de votos arriba 
señalada, se realizará una segunda 
votación, en la que se designará como 
Fiscal General al candidato que cuente 
con la misma mayoría calificada. Si 
después de las dos rondas previstas 
ninguno de los candidatos alcanzó el voto 
requerido, se realizará una tercera 
votación, en la que se designará como 
Fiscal General al candidato que cuente 
con la mayoría absoluta. El Fiscal 
General podrá ser removido por el 
Congreso por las causas graves que 
establezca la ley, y por el mismo 
procedimiento de votación establecido 
para su designación. Las ausencias del 
Fiscal General serán suplidas en los 
términos que señale la ley.  
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respectiva.  
IV. El Fiscal General podrá ser removido por el titular 
del Ejecutivo únicamente por las causas graves que 
establezca la ley. La remoción podrá ser objetada por 
el voto de la mayoría de los miembros presentes del 
Congreso del Estado dentro de un plazo de diez días, 
en cuyo caso el Fiscal General será restituido en el 
ejercicio de sus funciones. Si el Congreso no se 
pronuncia al respecto, se entenderá que no existe 
objeción.  
V. En los recesos del Congreso, la Diputación 
Permanente lo convocará de inmediato a sesiones 
extraordinarias para la designación o formulación de 
objeción a la remoción del Fiscal General.  
VI. Los demás integrantes del Ministerio Público serán 
nombrados y removidos en términos de su ley 
orgánica.  
VII. Las ausencias del Fiscal General serán suplidas 
en los términos que determine la ley. El nombramiento 
de los fiscales especializados a los que se refiere esta 
Constitución, con excepción del Fiscal Especializado 
en Combate a la Corrupción, se llevará a cabo a 
propuesta del Fiscal General y por el voto de las dos 
terceras partes de los miembros presentes del 
Congreso del Estado. Solamente podrán ser 
removidos por las causas graves que establezca la 
ley. El Fiscal General presentará anualmente al 
Congreso del Estado y al Ejecutivo, un informe de 
actividades. Se establece un Consejo de Participación 
Ciudadana de la Fiscalía General, como un órgano 
especializado de consulta, integrado por cinco 
consejeros independientes con probada experiencia 
en materias de ciencias forenses y penales, 
procuración de justicia, seguridad pública y cualquier 
otra que resulte afín a su objeto. El cargo será de 
naturaleza honoraria. La ley determinará las 
facultades y obligaciones de los consejeros, así como 
su régimen de responsabilidades. Los miembros del 

e) El Fiscal General presentará 
anualmente un informe de actividades 
ante los Poderes Legislativo y Ejecutivo 
del Estado en términos del segundo 
párrafo del presente artículo, y deberá 
comparecer ante el Congreso cuando 
éste así lo requiera para informar sobre 
un asunto de su competencia. En este 
último caso, la comparecencia se 
efectuará ante una Comisión del 
Congreso y la sesión no será pública, 
debiendo los asistentes guardar reserva 
sobre cualquier asunto abordado en 
relación con una investigación o proceso.  
f) El Ministerio Público intervendrá en los 
juicios que afecten a quienes las leyes 
otorguen especial protección.  
g) El Ministerio Público hará efectivas las 
órdenes de aprehensión y de 
presentación de personas involucradas 
en procesos penales, que dicten los 
tribunales del Estado.  
h) La ley establecerá el procedimiento 
mediante el cual se puedan impugnar, por 
la vía jurisdiccional, las resoluciones del 
Ministerio Público sobre la reserva de la 
carpeta de investigación, el no ejercicio 
de la acción penal y su desistimiento.  
La Fiscalía General contará con una 
Fiscalía Especializada en Combate a la 
Corrupción, cuyo titular deberá reunir 
todos los requisitos señalados para ser 
Fiscal General.  
No podrá ser Fiscal Especializado en 
Combate a la Corrupción la persona que 
haya ocupado el cargo de Secretario de 
Despacho o su equivalente, Fiscal 
General del Estado, Senador, Diputado 
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Consejo de Participación Ciudadana serán 
designados por las dos terceras partes de los 
miembros presentes del Congreso a propuesta del 
Ejecutivo, conforme al procedimiento que prevea la 
ley, durarán en su encargo cinco años improrrogables 
y serán renovados de manera escalonada, conforme a 
lo previsto en la ley. En ningún caso, los consejeros 
podrán intervenir o influir, de manera directa o 
indirecta, en las investigaciones o expedientes que se 
encuentren bajo el conocimiento del Ministerio 
Público.  

CAPÍTULO II  
DE LA COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS 

ARTÍCULO 126.- La Comisión de Derechos Humanos 
del Estado de Tamaulipas será un organismo público, 
autónomo e independiente, con personalidad jurídica 
y patrimonio propios, en términos de lo dispuesto por 
el artículo 102, apartado B, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, y tendrá por objeto 
la protección de los derechos humanos previstos en el 
segundo párrafo del artículo 16 de esta Constitución. 
La Comisión conocerá de quejas por actos u 
omisiones de naturaleza administrativa provenientes 
de cualquier autoridad o servidor público estatales o 
municipales que viole estos derechos en el territorio 
del Estado, así mismo formulará recomendaciones 
públicas y no vinculatorias de carácter autónomas y 
podrá presentar denuncias y quejas ante las 
autoridades respectivas.  
Todo servidor público está obligado a responder las 
recomendaciones que le presente este organismo. 
Cuando las recomendaciones emitidas no sean 
aceptadas o cumplidas por las autoridades o 
servidores públicos, éstos deberán fundar, motivar y 
hacer pública su negativa; además, el Pleno del 
Congreso del Estado o, en sus recesos, la Diputación 
Permanente, podrán llamar, a solicitud de este 
organismo, a las autoridades o servidores públicos 

Local o Federal o Presidente Municipal, 
durante el año previo al día de su 
nombramiento.  
El Fiscal Especial será nombrado por las 
dos terceras partes de los diputados 
presentes del Congreso del Estado, 
previa convocatoria pública que éste 
emita para tal efecto.  
Una vez concluido el proceso establecido 
en la convocatoria pública emitida, la 
propuesta será presentada al Pleno del 
Congreso del Estado para su votación. 
En caso de no obtener el voto aprobatorio 
a que hace referencia el párrafo anterior, 
se observará el procedimiento 
establecido en dicha convocatoria.  
El Fiscal Especializado en Combate a la 
Corrupción durará en su encargo cinco 
años, sin perjuicio de que pueda ser 
removido a solicitud del Fiscal General o 
por el propio Congreso, por el voto de las 
dos terceras partes de los diputados 
presentes, cuando se actualice alguna de 
las causales que se establezcan en la ley 
para tal efecto.  
II. El conocimiento y sustanciación de las 
quejas en contra de los actos u omisiones 
de naturaleza administrativa que violen 
derechos humanos, provenientes de 
cualquier autoridad o servidor público, la 
realizará la Comisión Estatal de Derechos 
Humanos, conforme a las siguientes 
bases:  
a) La Comisión estará a cargo de un 
presidente que será nombrado por el 
Congreso del Estado, con la aprobación 
de las dos terceras partes de sus 
integrantes. En sus recesos, la Diputación 
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responsables para que comparezcan a explicar el 
motivo de su negativa. Este organismo no será 
competente tratándose de asuntos electorales y 
jurisdiccionales. La Comisión de Derechos Humanos 
del Estado de Tamaulipas tendrá un Consejo 
Consultivo integrado por seis Consejeros, quienes 
serán electos por el voto de las dos terceras partes de 
los miembros presentes del Congreso del Estado. La 
ley determinará los procedimientos a seguir para la 
presentación de las propuestas respectivas. La 
elección del titular de la presidencia de la Comisión de 
Derechos Humanos del Estado de Tamaulipas y del 
Consejo Consultivo, se ajustarán a un procedimiento 
de consulta pública, que deberá ser transparente en 
los términos y condiciones que determine la ley. Tanto 
los miembros del Consejo Consultivo como su 
Presidente durarán en su cargo 6 años y podrán ser 
reelectos por una sola ocasión. El titular de la 
presidencia de la Comisión de Derechos Humanos del 
Estado de Tamaulipas, deberá entregar puntualmente 
los informes relativos al cumplimiento de su 
encomienda, ante las instancias públicas que señale 
esta Constitución o la ley.  

TÍTULO VIII  
DE LA DEFENSORÍA PÚBLICA  

CAPÍTULO ÚNICO  
DISPOSICIONES GENERALES 

ARTÍCULO 127.- En el Estado habrá un servicio de 
defensoría pública de calidad para la población. Los 
defensores formarán parte de un servicio profesional 
de carrera. En materia penal y en la imputación de 
conductas previstas como delito por las leyes penales 
a personas entre 12 años cumplidos y menos de 18 
años, los defensores serán abogados que cumplan los 
requisitos previstos en la ley. Podrán actuar desde el 
momento de la detención de la persona imputada y 
comparecer en todos los actos del proceso cuando el 
defendido así lo solicite, pero tendrán obligación de 

Permanente hará el nombramiento con 
carácter provisional, en tanto aquél se 
reúne y da la aprobación definitiva. La 
Comisión tendrá un consejo consultivo, 
nombrado por el Congreso en los 
términos que señale la Ley. La Ley 
determinará los procedimientos a seguir 
para la presentación de las propuestas al 
Congreso del Estado;  
b) La Comisión formulará 
recomendaciones públicas, no 
vinculatorias, así como denuncias y 
quejas ante las autoridades respectivas; 
este organismo no será competente en 
asuntos electorales ni jurisdiccionales;  
c) Todo servidor público está obligado a 
responder las recomendaciones que le 
presente la Comisión. Cuando las 
recomendaciones emitidas no sean 
aceptadas o cumplidas por las 
autoridades o servidores públicos, éstos 
deberán fundar, motivar y hacer pública 
su negativa. El Congreso podrá llamar a 
las autoridades o servidores públicos 
responsables para que comparezcan ante 
dicho órgano legislativo a efecto de que 
expliquen el motivo de su negativa; y  
d) El Presidente de la Comisión Estatal 
de Derechos Humanos, que lo será 
también del Consejo Consultivo, durará 
en su función cinco años, podrá ser 
reelegido sólo para un segundo periodo y 
podrá ser removido en sus funciones en 
los términos del Título Quinto de esta 
Constitución. La designación del titular de 
la presidencia así como de los integrantes 
del Consejo Consultivo se ajustará a un 
procedimiento de consulta pública, que 
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hacerlo cuando se le requiera. La defensoría pública 
podrá representar a quien de acuerdo a los requisitos 
y condiciones previstos por la ley lo solicite en asuntos 
de carácter familiar o civil. A su vez, podrá brindar 
asesoría en otras materias en los términos que prevea 
la ley, con base en los recursos presupuestales de 
que disponga.  
ARTÍCULO 128.- La ley dispondrá la organización del 
servicio de defensoría pública, tanto en materia penal 
como de representación en asuntos familiares o 
civiles y para el otorgamiento de asesorías legales. 
Tendrá un titular designado por el Ejecutivo del 
Estado y los defensores y asesores que sustente el 
presupuesto de egresos. Los defensores no podrán 
tener percepciones inferiores a las que corresponden 
a los agentes de Ministerio Público. El cargo de 
defensor público o de asesor es incompatible con 
cualquier otro cargo, empleo o comisión en los 
sectores público, social o privado, excepto en la 
realización de actividades docentes, de investigación, 
literarias o de beneficencia.  
ARTÍCULO 129.- Una ley reglamentará la 
organización de la defensoría pública y los requisitos 
para ingresar a su servicio. La defensoría pública se 
regirá por los principios de calidad, profesionalismo, 
obligatoriedad, honradez, probidad, lealtad y 
eficiencia. 

deberá ser transparente, en los términos 
y condiciones que determine la ley.  
III. El Órgano de Fiscalización Superior 
del Estado realizará la revisión de las 
Cuentas Públicas, en un período no 
mayor de un año, conforme al 
procedimiento de fiscalización superior, 
bajo los principios de legalidad, 
definitividad, imparcialidad y confiabilidad.  
El Órgano de Fiscalización Superior del 
Estado podrá iniciar el procedimiento de 
fiscalización a partir del primer día hábil 
del año siguiente al cierre del ejercicio 
fiscal, sin perjuicio de que las 
observaciones o recomendaciones que, 
en su caso, realice se refieran a la 
información definitiva presentada en las 
Cuentas Públicas. 
Asimismo, por lo que corresponde a los 
trabajos de planeación de las auditorías, 
el Órgano de Fiscalización Superior del 
Estado podrá solicitar información del 
ejercicio en curso, respecto de procesos 
concluidos. En los términos que 
establezca la ley, el Órgano de 
Fiscalización Superior del Estado 
mantendrá coordinación con la Auditoría 
Superior de la Federación, para fiscalizar 
las participaciones federales. Los 
informes de auditoría que emita tendrán 
carácter público. Sin perjuicio de lo 
anterior, el Órgano de Fiscalización 
Superior del Estado tendrá a su cargo:   

CONTINUACIÓN DE LA CONSTITUCIÓN DEL ESTADO DE VERACRUZ: 
1.- Fiscalizar en forma posterior los ingresos, egresos y deuda pública; el manejo, la custodia y la aplicación de los fondos y recursos públicos 
estatales y municipales, la ejecución de obra pública, así como realizar auditorías sobre el desempeño en el cumplimiento de los objetivos 
contenidos en los programas estatales y municipales, a través del Informe del Resultado que se rendirá en los términos que disponga la ley. En 
el caso de que el Estado y sus municipios celebren empréstitos y obligaciones de pago, con independencia del origen de los recursos 
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afectados como garantía, el Órgano de Fiscalización Superior del Estado podrá fiscalizar el destino y ejercicio de los recursos 
correspondientes. Asimismo, fiscalizará los recursos estatales y municipales que se destinen y se ejerzan por cualquier entidad, persona física 
o moral, pública o privada, y los transferidos a fideicomisos, fondos y mandatos, públicos o privados, o cualquier otra figura jurídica, entidad o 
institución a la que esta Constitución o las leyes del Estado les den el carácter de ente fiscalizable, de conformidad con los procedimientos 
establecidos en las leyes y sin perjuicio de la competencia de otras autoridades y de los derechos de los usuarios del sistema financiero.  
2. El Órgano de Fiscalización Superior del Estado podrá solicitar y revisar, de manera casuística y concreta, información de ejercicios anteriores 
al de las Cuentas Públicas en revisión, sin que por este motivo se entienda, para todos los efectos legales, abiertas nuevamente las cuentas 
públicas del ejercicio al que pertenece la información solicitada, exclusivamente cuando el programa, proyecto o la erogación contenidos en el 
presupuesto en revisión abarque, para su ejecución y pago, diversos ejercicios fiscales o se trate de revisiones sobre el cumplimiento de los 
objetivos de los planes y programas estatales y municipales. Las observaciones y recomendaciones que emita el Órgano de Fiscalización 
Superior sólo podrán referirse al ejercicio de los recursos públicos de la Cuenta Pública en revisión.  
3. El Congreso del Estado podrá ordenar al Órgano de Fiscalización Superior del Estado que, durante el ejercicio fiscal en curso, requiera 
información y vigile la realización de obras y acciones respecto de la aplicación de recursos públicos que hagan los entes fiscalizables, 
aplicando en lo conducente las disposiciones de la ley de la materia y le informe debidamente de los resultados obtenidos. 
4. Sin perjuicio de lo previsto anteriormente, en las situaciones y conforme lo determine la ley, derivado de denuncias, el Órgano de 
Fiscalización Superior del Estado podrá revisar durante el ejercicio fiscal en curso a los entes fiscalizables, así como respecto de ejercicios 
anteriores. Los entes fiscalizables deberán proporcionar la información y documentación que se solicite para la revisión, dentro de los plazos y 
en los términos señalados en ley y, en caso de incumplimiento, les serán aplicables las sanciones previstas en la misma. El Órgano de 
Fiscalización Superior del Estado deberá rendir un informe específico al Congreso y, en su caso, promoverá las acciones que correspondan 
ante el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, la Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción en el Estado, o a las autoridades que 
resulten competentes. 
5. Entregar al Congreso del Estado, a través de la Comisión Permanente de Vigilancia, a más tardar el primer día del mes de octubre del año 
de la presentación de las Cuentas Públicas correspondientes, el Informe del Resultado, el cual contendrá las conclusiones técnicas de la 
fiscalización y se someterá a la consideración del Pleno, para su aprobación. El Informe del Resultado será de carácter público y tendrá el 
contenido que determine la ley. El Órgano de Fiscalización Superior del Estado deberá guardar reserva de las actuaciones, observaciones y 
recomendaciones contenidas en el Informe del Resultado, hasta en tanto se entregue a la Comisión Permanente de Vigilancia. La ley 
establecerá las sanciones aplicables a quienes infrinjan esta disposición. En el caso de las recomendaciones, los entes fiscalizables deberán 
precisar ante el Órgano de Fiscalización Superior del Estado las mejoras realizadas, las acciones emprendidas o, en su caso, justificar su 
improcedencia.  
6. Investigar los actos u omisiones que impliquen alguna irregularidad o conducta ilícita en el ingreso, egreso, manejo, custodia y aplicación de 
fondos y recursos estatales y municipales, y efectuar visitas domiciliarias, para solicitar la exhibición de libros, papeles o archivos 
indispensables para la realización de sus investigaciones, sujetándose a las leyes y a las formalidades establecidas para los cateos.  
7. Promover, derivado de sus investigaciones, las responsabilidades que sean procedentes ante el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa o 
ante la Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción en el Estado, o a las autoridades que resulten competentes, para la imposición de 
las sanciones que correspondan a los servidores públicos y a los particulares.  
8. Los entes fiscalizables y demás autoridades del Estado facilitarán los auxilios que requiera el Órgano de Fiscalización Superior del Estado 
para el ejercicio de sus funciones. Los servidores públicos estatales y municipales, así como cualquier entidad, persona física o moral, pública o 
privada, fideicomiso, mandato o fondo, o cualquier otra figura jurídica o institución a la que esta Constitución o las leyes del Estado les den el 
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carácter de ente fiscalizable, que reciban o ejerzan recursos públicos estatales o municipales deberán proporcionar la información, 
documentación y auxilios que solicite el Órgano de Fiscalización Superior del Estado, de conformidad con los procedimientos establecidos en 
las leyes y sin perjuicio de la competencia de otras autoridades y de los derechos de los usuarios del sistema financiero. En caso de no 
proporcionar la información, los responsables serán sancionados en los términos que establezca la ley. El Órgano de Fiscalización entregará al 
Congreso el Informe General Ejecutivo del Resultado de la Fiscalización Superior de las Cuentas Públicas y los informes individuales, los 
cuales se someterán a la consideración del Pleno. El Informe General Ejecutivo y los informes individuales serán de carácter público y tendrán 
el contenido que determine la ley; estos últimos incluirán como mínimo el dictamen de su revisión, un apartado específico con las 
observaciones del Órgano de Fiscalización Superior del Estado, así como las justificaciones y aclaraciones que, en su caso, los entes 
fiscalizables hayan presentado sobre las mismas. Para tal efecto, de manera previa a la presentación del Informe General Ejecutivo y de los 
informes individuales de auditoría, se dará a conocer a los entes fiscalizables la parte que les corresponda de los resultados de su revisión, a 
efecto de que éstos presenten las justificaciones y aclaraciones que correspondan, las cuales deberán ser valoradas por el Órgano de 
Fiscalización Superior para la elaboración de los informes individuales de auditoría. El Órgano de Fiscalización deberá entregar al Congreso, 
los primeros cinco días de marzo y septiembre de cada año, un informe de seguimiento sobre la situación que guardan las observaciones, 
recomendaciones y acciones promovidas, correspondientes a cada uno de los informes individuales de auditoría que haya presentado en los 
términos de este numeral. En dicho informe, el cual tendrá carácter público, el Órgano incluirá los montos efectivamente resarcidos a la 
Hacienda Pública o al patrimonio de los entes públicos, como consecuencia de sus acciones de fiscalización, las denuncias penales 
presentadas y los procedimientos de cualquier otra índole. El Órgano de Fiscalización deberá guardar reserva de sus actuaciones y 
observaciones hasta que rinda los informes individuales de auditoría y el Informe General Ejecutivo al Congreso a que se refiere este numeral; 
la ley establecerá las sanciones aplicables a quienes infrinjan esta disposición. El Congreso designará al titular del Órgano de Fiscalización 
Superior, por el voto de las dos terceras partes de los diputados presentes, de conformidad con el procedimiento que determine la ley. El titular 
del Órgano durará en su encargo siete años, no podrá ser reelegido y sólo se le podrá remover por las causas graves que la ley señale, con la 
misma votación requerida para su nombramiento, o por las causas y conforme a los procedimientos previstos en el Título Quinto de esta 
Constitución. Para ser titular del Órgano de Fiscalización Superior del Estado se requiere cumplir, además de los requisitos establecidos en las 
fracciones I, II, IV y V del artículo 58 de esta Constitución, los que señale la ley. Durante el ejercicio de su cargo no podrá formar parte de 
ningún partido político, ni desempeñar otro empleo, cargo o comisión, salvo los no remunerados en asociaciones científicas, docentes, 
artísticas o de beneficencia.  
IV. La garantía y tutela del derecho a la información de las personas, así como de acceso, rectificación, cancelación y oposición al tratamiento 
de sus datos personales, frente a los sujetos obligados, corresponde al Instituto Veracruzano de Acceso a la Información y Protección de Datos 
Personales, como organismo autónomo del Estado, de funcionamiento colegiado, y de naturaleza especializada en la difusión, capacitación y 
cultura de la transparencia, imparcial y con jurisdicción material en su ámbito de competencia; al efecto, el Instituto: 1. Funcionará en Pleno y se 
integrará por tres Comisionados, quienes durarán en su encargo siete años. Para su nombramiento, el Congreso del Estado, previa realización 
de una amplia consulta a la sociedad, a propuesta de los grupos legislativos, con el voto de las dos terceras partes de los miembros presentes, 
nombrará al Comisionado que deba cubrir la vacante, siguiendo el proceso establecido en la ley. El nombramiento podrá ser objetado por el 
Gobernador del Estado en un plazo de diez días hábiles. Si el Gobernador no objetara el nombramiento dentro de dicho plazo, ocupará el cargo 
de Comisionado la persona nombrada por el Congreso del Estado. En caso de que el Gobernador del Estado objetara el nombramiento, el 
Congreso del Estado nombrará una nueva propuesta, en los términos del párrafo anterior, pero con una votación de las tres quintas partes de 
los miembros presentes. Si este segundo nombramiento fuera objetado, el Congreso del Estado, en los términos del párrafo anterior, con la 
votación de las tres quintas partes de los miembros presentes, designará al Comisionado que ocupará la vacante. El Congreso del Estado 
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resolverá sobre las renuncias que presenten los Comisionados. En esos casos, así como en los de fallecimiento, ausencia, remoción, 
inhabilitación o cualquier otra circunstancia que le impida a un Comisionado concluir su encargo, el Congreso del Estado designará a quien lo 
sustituya, conforme a lo establecido en los párrafos precedentes, únicamente para concluir el período respectivo. 
Para ser Comisionado deberán satisfacerse los requisitos siguientes:  
a) Ser ciudadano veracruzano con residencia efectiva en el Estado, cuando menos dos años anteriores al día de su designación, o mexicano 
por nacimiento, con vecindad mínima de cinco años en el Estado; 
b) Contar con título profesional expedido por autoridad o institución legalmente facultada para ello, preferentemente, con estudios de posgrado;  
c) Tener, cuando menos, treinta y cinco años cumplidos al día de su designación;  
d) Gozar de buena reputación, prestigio profesional, y contar, preferentemente, con experiencia en materia de acceso a la información pública y 
protección de datos personales;  
e) No haber sido condenado por delito doloso; f) No haber sido ministro de culto religioso, ni dirigente de partido o asociación política, cuando 
menos cinco años antes de su designación; y  
g) No haber sido candidato a cargo de elección popular, cuando menos tres años antes de su designación. En la conformación del Instituto se 
procurará la equidad de género. Los Comisionados designarán, de entre ellos, a su Presidente, quien fungirá en ese cargo por un periodo de 
tres años, salvo que fenezca su nombramiento.  
El Presidente no podrá ser reelegido para el período inmediato y, en los términos que señale la ley, deberá rendir un informe anual de 
actividades al Congreso del Estado. Los Comisionados sólo podrán ser removidos de sus cargos por las causas y conforme a los 
procedimientos previstos en el Título Quinto de esta Constitución;  
2. Se sujetará en su actuación a los principios de certeza, legalidad, independencia, imparcialidad, eficacia, objetividad, profesionalismo, 
transparencia y máxima publicidad. Los Comisionados del Instituto, durante el ejercicio de su cargo, no podrán ser dirigentes de ningún partido 
político, ni desempeñar otro empleo, cargo o comisión, excepto los del ramo de la enseñanza no emunerados;  
3. Aprobará, en términos de ley, las disposiciones de orden reglamentario, lineamientos, criterios y demás normativa necesaria para el 
cumplimiento de sus atribuciones, con base en los lineamientos del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección 
de Datos Personales, la cual será obligatoria para los sujetos obligados y los particulares;  
4. Conocerá del recurso de revisión a petición de parte, que será el medio de impugnación, en primera instancia, para controvertir las 
determinaciones que emitan los sujetos obligados con motivo de procedimientos de solicitud de acceso a la información pública y de solicitud 
de derechos de acceso, rectificación, cancelación y oposición de datos personales, en cuya fase de instrucción aplicará la suplencia de la 
deficiencia de la queja y en sus resoluciones realizará ejercicios de ponderación, observando los principios pro persona y de interpretación en 
materia de derechos humanos, las cuales serán expeditas, vinculantes, definitivas e inatacables en el orden jurídico local, formando 
precedentes que serán publicados y de observancia obligatoria en los términos que dispongan las leyes;  
5. Certificará, a petición de parte, mediante un procedimiento administrativo expedito, la falta de respuesta de los sujetos obligados a las 
solicitudes de las personas en materia de acceso a la información y de protección de datos personales, dentro de los plazos que señalen las 
leyes, procediendo en consecuencia a conceder lo solicitado, con las excepciones que las leyes prevean; así como a ejercer ante la autoridad 
competente la responsabilidad administrativa, en los términos de este artículo;  
6. Interpretará, con efectos vinculantes en el ámbito administrativo, el contenido de las leyes aplicables en materia de transparencia y datos 
personales;  
7. Se auxiliará, para el desempeño de sus atribuciones, por las autoridades y los servidores de los sujetos obligados, quienes coadyuvarán con 
el Instituto, en los términos que les sea solicitado, y le otorgarán apoyo, en el ámbito de sus respectivas competencias;  
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8. Denunciará ante las autoridades administrativas y ministeriales competentes, en cada caso, así como ante el Congreso del Estado, los 
incumplimientos que los servidores de los sujetos obligados actualicen respecto de los deberes en materia del derecho a la información y 
protección de datos personales contenidos en las leyes, para lo cual deberá previamente agotar de manera progresiva medios de apremio, a fin 
de lograr el cumplimiento de sus resoluciones en los términos que dispongan las leyes, consistentes en apercibimiento, multa y solicitud de 
suspensión o remoción del servidor ante el superior jerárquico. Las autoridades competentes deberán emitir de forma expedita, de acuerdo al 
procedimiento aplicable, la resolución que corresponda; en caso contrario, incurrirán en responsabilidad administrativa;  
9. Coordinará acciones con el Órgano de Fiscalización Superior, así como con la dependencia encargada del control de la administración 
pública estatal, a efecto de que, desde el ámbito de sus respectivas competencias, desarrollen políticas públicas homogéneas tendentes a 
fortalecer la cultura de la transparencia, mediante mecanismos de apertura gubernamental para robustecer el sistema de rendición de cuentas 
ciudadano en el Estado;  
10. Vigilará que los sujetos obligados cuenten con sus respectivas Unidades de Transparencia, como áreas administrativas responsables de 
hacer efectivos los derechos de acceso a la información y de acceso, rectificación, cancelación y oposición de datos personales, dictando 
medidas obligatorias que las fortalezcan y legitimen, a efecto de que cumplan a cabalidad su función;  
11. Verificará que los sujetos obligados pongan a disposición de las personas información de calidad, con atención a las mejores prácticas 
nacionales e internacionales; y  
12. El Instituto contará con un Consejo Consultivo, conformado por Consejeros que serán honoríficos. En la integración del Consejo se deberá 
garantizar la igualdad de género y la inclusión de personas con experiencia en materia de transparencia y acceso a la información y, en 
general, de derechos humanos, provenientes de organizaciones de la sociedad civil y la academia. La ley señalará lo relativo a la integración, 
funcionamiento, procedimiento transparente de designación, temporalidad en el cargo y su renovación.  
V. La función de atender y proteger la integridad de los periodistas, así como de promover las condiciones para el libre ejercicio de la profesión 
del periodismo, con pleno respeto al derecho a la información y a la libertad de expresión, estará a cargo de la Comisión Estatal para la 
Atención y Protección de los Periodistas, de conformidad con las bases siguientes:  
a) La Comisión estará facultada para:  
1. Resolver sobre la atención y el otorgamiento de medidas de protección a los periodistas que lo soliciten, así como disponer los recursos y 
apoyos de orden material, económico o funcional que se requieran para la ejecución de sus determinaciones, así como dictar los criterios y 
lineamientos de orden sustantivo para su efectivo cumplimiento. 
2. Presentar denuncias y quejas ante las instituciones de procuración y administración de justicia, o de defensa de los derechos humanos, 
cuando la esfera jurídica de los periodistas esté sujeta a amenazas, agresiones o riesgo inminente, como consecuencia del ejercicio de su 
profesión, y tramitar ante las autoridades competentes la adopción de medidas inmediatas de atención y protección.  
b) La Comisión se integrará por: cuatro periodistas; dos propietarios o directivos de medios de comunicación; dos representantes de 
organizaciones no gubernamentales y un académico dedicado a tareas de enseñanza, difusión o investigación, quienes tendrán el carácter de 
comisionados; y un secretario ejecutivo, que participará en las sesiones de la misma con voz pero sin voto, al igual que los titulares de las 
dependencias responsables de la comunicación social y de la procuración de justicia en la administración pública estatal.  
c) Los comisionados y el secretario ejecutivo serán nombrados por el Congreso del Estado, con el voto de las dos terceras partes de los 
diputados presentes, a propuesta del Gobernador del Estado, y durarán en su encargo cuatro años con posibilidad de reelección por una sola 
vez.  
La Ley señalará el procedimiento para la designación del Presidente de la Comisión, así como las atribuciones de éste, de los demás 
comisionados y del secretario ejecutivo.  
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VI. El Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es un organismo dotado de plena autonomía para dictar sus fallos, la ley establecerá su 
organización, funcionamiento, procedimientos y, en su caso, recursos contra sus resoluciones; tiene personalidad jurídica y patrimonio propios, 
independencia en sus decisiones, y será la máxima autoridad en la materia, con la jurisdicción y competencia que determine esta Constitución, 
su Ley Orgánica y demás legislación relativa. Asimismo, formará parte del Sistema Estatal Anticorrupción. Será competente para dirimir las 
controversias que se susciten entre la administración pública estatal y municipal y los particulares; imponer, en los términos que disponga la 
ley, las sanciones a los servidores públicos estatales o municipales por las responsabilidades administrativas que la ley determine como graves 
y a los particulares que incurran en actos vinculados con faltas administrativas graves; fincar a los responsables el pago de las indemnizaciones 
y sanciones pecuniarias que deriven de los daños y perjuicios que afecten a la Hacienda Pública Estatal o Municipal o al patr imonio de los 
entes públicos estatales y municipales y a los particulares afectados por los hechos o actos de servidores públicos. El Tribunal ejercerá sus 
funciones bajo los principios de autonomía, legalidad, plena jurisdicción, honestidad, responsabilidad, austeridad, transparencia, independencia 
jurisdiccional, imparcialidad, objetividad, profesionalismo, excelencia, motivación y fundamentación, vocación de servicio y responsabilidad en 
el uso de los elementos materiales. El Tribunal funcionará en Pleno y en Salas, de conformidad con lo dispuesto en la Ley; y se integrará por 
cuatro magistrados. Los Magistrados del Tribunal serán nombrados por el Congreso a propuesta del Gobernador, durarán en su encargo diez 
años improrrogables y sólo serán removidos de conformidad con lo dispuesto por esta Constitución y la ley. Para ser magistrado del Tribunal 
Estatal de Justicia Administrativa se requiere: a) Ser veracruzano y haber residido en la entidad durante los dos años anteriores al día de la 
designación; o mexicano por nacimiento con vecindad mínima de cinco años en el Estado; en ambos casos, ser ciudadano, en pleno ejercicio 
de sus derechos; 
b) Tener, cuando menos, treinta años cumplidos al día de la designación;  
c) Poseer, al día del nombramiento, título de Licenciado en Derecho expedido por autoridad o institución legalmente facultada, con una 
antigüedad mínima de cinco años, y contar, preferentemente, con estudios de posgrado, o con experiencia profesional en la judicatura o 
ejercicio de la profesión no menor de ese lapso;  
d) Gozar de buena reputación, y no haber sido condenado por delito que amerite pena corporal de más de un año de prisión; pero si se tratare 
de robo, fraude, falsificación, abuso de confianza u otro que lastime seriamente su buena fama, lo inhabilitará para el cargo, cualquiera que 
haya sido la pena;  
e) No pertenecer al estado eclesiástico, ni ser ministro de algún culto religioso, a menos que se separe conforme a lo establecido en la 
Constitución Federal y la ley de la materia; y f) Los demás requisitos que señale la ley. No podrán ser magistrados del Tribunal Estatal de 
Justicia Administrativa las personas que hayan ocupado el cargo de Secretario de Despacho o su equivalente, Fiscal General del Estado, 
Senador, Diputado Local o Federal ni Presidente Municipal, durante el año previo al día de su nombramiento. El Tribunal contará con un 
Órgano Interno de Control que ejercerá sus funciones en coordinación con el Órgano de Fiscalización Superior del Estado, cuyo titular será 
nombrado por el Congreso del Estado, con la aprobación de las dos terceras partes de sus miembros presentes. 

CAPÍTULO VII 
DEL SISTEMA ESTATAL ANTICORRUPCIÓN 

Artículo 67 Bis. El Sistema Estatal Anticorrupción es la instancia de coordinación entre las autoridades estatales y municipales competentes 
en la prevención, detección y sanción de responsabilidades administrativas y hechos de corrupción, así como en la fiscalización y control de 
recursos públicos y mantendrá una adecuada coordinación con el Comité Coordinador del Sistema Nacional Anticorrupción; asimismo, 
participará, colaborará y asistirá en sus funciones al Sistema Nacional Anticorrupción, en los términos previstos por la ley. Para el cumplimiento 
de su objeto se sujetará a las siguientes bases mínimas:  
I. El Sistema contará con un Comité Coordinador, que estará integrado por los titulares del Órgano de Fiscalización Superior del Estado de 
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Veracruz; de la Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción; y de la Contraloría General; por el Presidente del Tribunal Estatal de 
Justicia Administrativa; el Presidente del Instituto Veracruzano de Acceso a la Información y Protección de Datos Personales; un representante 
del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado y otro del Comité de Participación Ciudadana;  
II. El Comité de Participación Ciudadana del Sistema deberá integrarse por cinco ciudadanos que se hayan destacado por su contribución a la 
transparencia, la rendición de cuentas o el combate a la corrupción y serán designados en los términos que establezca la ley; III. 
Corresponderá al Comité Coordinador del Sistema, en los términos que determine la ley: 
a) El establecimiento de mecanismos de coordinación entre el Estado y los municipios y entre éstos con la Federación;  
b) El diseño y promoción de políticas integrales en materia de fiscalización y control de recursos públicos, de prevención, control y disuasión de 
faltas administrativas y hechos de corrupción, en especial sobre las causas que los generan;  
c) La determinación de los mecanismos de suministro, intercambio, sistematización y actualización de la información que sobre estas materias 
generen las instituciones competentes del Estado y sus municipios;  
d) El establecimiento de bases y principios para la efectiva coordinación de las autoridades estatales y municipales en materia de fiscalización y 
control de los recursos públicos; y  
e) La elaboración de un informe anual que contenga los avances y resultados del ejercicio de sus funciones y de la aplicación de políticas y 
programas en la materia. Derivado de este informe, podrá emitir recomendaciones no vinculantes a las autoridades, con el objeto de que 
adopten medidas dirigidas al fortalecimiento institucional para la prevención de faltas administrativas y hechos de corrupción, así como al 
mejoramiento de su desempeño y del control interno. Las autoridades destinatarias de las recomendaciones informarán al Comité sobre la 
atención que brinden a éstas, en los términos previstos en la ley. 

 

YUCATÁN ZACATECAS 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE YUCATÁN31 CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO LIBRE Y 

SOBERANO DE ZACATECAS32 

TÍTULO SEXTO DEL PODER JUDICIAL CAPÍTULO I 
Del Poder Judicial 

Artículo 64.- El Poder Judicial del Estado se deposita en el Tribunal Superior de 
Justicia, en el Tribunal de los Trabajadores al Servicio del Estado y de los 
Municipios, en los Juzgados de Primera instancia y en los demás establecidos o 
que en adelante establezca la ley. En el ejercicio de la función judicial impartirá 
justicia con apego a los principios de autonomía, imparcialidad, independencia, 
legalidad, objetividad y seguridad jurídica.  
La ley establecerá y organizará los Juzgados de Primera Instancia; así mismo, 

CAPÍTULO TERCERO 
DEL PODER JUDICIAL  

SECCIÓN PRIMERA  
DE LAS DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 90. El ejercicio del Poder Judicial del Estado se 
deposita en un Tribunal Superior de Justicia, en un Tribunal 
Especializado en Justicia para Adolescentes, Juzgados de 
primera instancia, de control y tribunales de enjuiciamiento.  
Corresponde a los tribunales del Estado la facultad de 

 
31 Constitución Política del Estado de Yucatán, Gaceta Parlamentaria, Poder Legislativo del Estado de Yucatán, Disponible en: 

http://www.congresoyucatan.gob.mx/transparencia/gaceta/recursos/constitucion/085a4c_CONSTITUCI%C3%93N%20%20POL%C3%8DTICA%20DEL%20%

20ESTADO%20DE%20YUCAT%C3%81N%20(%C3%9Altima%20ref.%2013-12-2019).pdf [31/01/2020] 
32 Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Zacatecas, Sistema Estatal Normativo, Poder Legislativo del Estado de Zacatecas, Disponible en: 

https://www.congresozac.gob.mx/63/ley&cual=323&tipo=pdf [31/01/2020] 
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fijará el procedimiento para la designación de las juezas y jueces, y los 
requisitos para su permanencia en el cargo. En la designación de estos deberá 
observarse el principio de paridad de género.  
El Tribunal Superior de Justicia es la máxima autoridad del Poder Judicial y 
estará integrado por once Magistradas y Magistrados, quienes tendrán su 
respectivo suplente para casos de ausencias mayores a tres meses; funcionará 
en Pleno y en Salas, de conformidad con lo dispuesto por esta constitución y las 
leyes. En su conformación se observará el principio de paridad de género.  
Las Salas del Tribunal Superior de Justicia podrán ser unitarias o colegiadas. 
Las Salas conocerán de las materias, recursos y procedimientos que 
establezcan esta constitución y las leyes respectivas. Sus sesiones serán 
públicas, salvo cuando lo exija la moral o el interés público y en los casos 
previstos en la ley. Las resoluciones del Pleno del Tribunal Superior de Justicia 
serán definitivas e inatacables, por lo que contra ellas no procederá juicio, ni 
recurso alguno. El Pleno del Tribunal Superior de Justicia, con la finalidad de 
realizar una adecuada distribución de los asuntos que le competen a las Salas 
del Tribunal, estará facultado para expedir acuerdos generales, que deberán ser 
publicados en el órgano de difusión oficial del Estado para todos los efectos 
legales que corresponda. Cada cuatro años, el Pleno del Tribunal Superior de 
Justicia elegirá de entre sus miembros a la Presidenta o Presidente del Tribunal, 
quien no integrará Sala y podrá ser reelecto para un período más.  
La Presidenta o Presidente del Tribunal Superior de Justicia será el 
representante legal del Poder Judicial, con las atribuciones que le confiere esta 
Constitución y la ley.  
La ley fijará los términos en que sean obligatorios los criterios que establezcan 
las Salas y el Pleno del Tribunal Superior de Justicia, sobre la interpretación de 
esta Constitución, las leyes y reglamentos estatales o municipales, así como los 
requisitos para su interrupción y modificación, sin contravenir la jurisprudencia 
de los Tribunales de la Federación. Las Magistradas y Magistrados del Poder 
Judicial del Estado durarán en el ejercicio de su cargo seis años, contados a 
partir de la fecha en que rindan el Compromiso Constitucional, al término de los 
cuales podrán ser ratificados por un segundo período de hasta por nueve años 
más y durante el ejercicio de su cargo sólo podrán ser removidos en los 
términos que establezcan esta Constitución y las leyes de responsabilidades de 
los servidores públicos.  
Al término de los quince años a que se refiere este artículo, las Magistradas y 
Magistrados del Tribunal Superior de Justicia tendrán derecho a un haber por 
retiro vitalicio, con base en las percepciones de las Magistradas y Magistrados 

aplicar las leyes en asuntos del orden común, así como en 
materia federal cuando las leyes los faculten. Las leyes 
establecerán los medios necesarios para que se garantice la 
independencia de los tribunales y la plena ejecución de sus 
resoluciones. La ley determinará la organización, 
competencia y funcionamiento del Tribunal Especializado en 
Justicia para Adolescentes.  
Artículo 91. La justicia se administra en nombre del Estado, 
en los plazos y términos que fijen las leyes; los órganos 
jurisdiccionales emitirán sus resoluciones de manera pronta, 
completa e imparcial. Su servicio será gratuito; en 
consecuencia, se prohíben las costas judiciales. Ningún 
juicio civil o penal tendrá más de dos instancias. Artículo 92. 
Los Magistrados del Poder Judicial y los Jueces percibirán 
remuneración adecuada e irrenunciable, la cual no podrá ser 
disminuida durante su encargo.  
El Presupuesto de Egresos que anualmente sea autorizado, 
deberá incluir los tabuladores desglosados de las 
remuneraciones de todos los servidores públicos, 
observando las bases establecidas en el artículo 160 de 
esta Constitución.  
Artículo 93. La competencia del Tribunal Superior de 
Justicia, el funcionamiento del Pleno y de las Salas, las 
atribuciones de Magistrados y Jueces, el número y 
competencia de los Juzgados de primera instancia, de 
control y tribunales de enjuiciamiento y las 
responsabilidades en que incurran los funcionarios y 
trabajadores del Poder Judicial del Estado, se regirán por lo 
que dispongan las leyes y los reglamentos respectivos 
conforme a esta Constitución.  
Artículo 94. Los Magistrados y Jueces no podrán en ningún 
caso aceptar y desempeñar empleo o cargo de la 
Federación, de otros Estados, Municipios, instituciones, o de 
particulares, salvo los cargos honoríficos y los de docencia. 
La infracción de esta disposición será castigada con la 
pérdida del cargo.  

SECCIÓN SEGUNDA 
DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA 

https://cutt.ly/SAPI-ISS-41-20


Secretaría General    Dirección General de Servicios de Documentación, Información y Análisis 

Secretaría de Servicios Parlamentarios                                                                               Dirección de Servicios de Investigación y Análisis 

Subdirección de Análisis de Política Interior 

 

174 
Pulsa el siguiente link para contestar un diagnóstico de la utilidad de este documento: https://cutt.ly/SAPI-ISS-41-20 

en activo y conforme lo que establezca la Ley Orgánica del Poder Judicial. Las 
Magistradas y Magistrados, Juezas y Jueces, percibirán una remuneración 
adecuada e irrenunciable, la cual no podrá ser disminuida durante su encargo.  
La administración, vigilancia y disciplina del Poder Judicial del Estado, con 
excepción del Tribunal Superior de Justicia, estará a cargo del Consejo de la 
Judicatura del Poder Judicial, de conformidad con las bases que establezcan 
esta Constitución y las leyes. El presupuesto asignado al Poder Judicial del 
Estado no podrá ser inferior al dos por ciento del total del gasto programable, el 
cual no será disminuido respecto al del año anterior y se fijará anualmente, en la 
forma y términos que establezca la ley. Se deroga. El Tribunal de los 
Trabajadores al Servicio del Estado y de los Municipios es un órgano 
jurisdiccional del Poder Judicial, que tendrá competencia para resolver los 
asuntos laborales que surjan entre las autoridades y sus trabajadores, con las 
atribuciones y la estructura que le confiera la ley. Las leyes establecerán medios 
alternativos a la vía jurisdiccional contenciosa para dirimir controversias y los 
órganos encargados de su aplicación.  

CAPÍTULO II 
De los Requisitos para ser Magistrado 

Artículo 65.- Para ser designado Magistrado del Poder Judicial del Estado se 
deberá:  
I.- Ser ciudadano mexicano por nacimiento, y tener, además, la calidad de 
ciudadano yucateco;  
II.- Estar en ejercicio de sus derechos políticos y civiles;  
III.- Poseer al día de la designación título profesional de abogado o licenciado 
en derecho, expedido por autoridad o institución legalmente facultada para ello, 
con antigüedad mínima de diez años;  
IV.- Cumplir con lo dispuesto en la fracción  
IV del Artículo 95 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;  
V.- Tener cuando menos treinta y cinco años cumplidos el día de la designación 
y menos de sesenta y cinco;  
VI.- Haber residido en el Estado durante los dos años anteriores al día de la 
designación, y VII.- No haber sido titular del Poder Ejecutivo del Estado, de 
alguna de las dependencias o entidades de la Administración Pública del Estado 
de Yucatán, de un organismo autónomo, Senador, Diputado Federal, Diputado 
Local, Presidente Municipal o ministro de culto, durante un año previo al día de 
la designación. Los Magistrados de la Sala especializada en Justicia para 
Adolescentes deberán acreditar tener los conocimientos suficientes en la 
materia.  

Artículo 95. El Tribunal Superior de Justicia se compondrá 
de 13 Magistrados y funcionará en Pleno o en Salas. Los 
Magistrados del Tribunal Superior de Justicia, durarán en su 
encargo catorce años. Sólo podrán ser removidos del mismo 
en los términos del Título VII de esta Constitución, y al 
vencimiento de su periodo tendrán derecho a un haber por 
retiro. Ninguna persona que haya sido Magistrado podrá ser 
nombrada para un nuevo periodo, salvo que hubiera ejercido 
el cargo con el carácter de provisional o interino.  
Artículo 96. Para nombrar a los Magistrados del Tribunal 
Superior de Justicia, el Gobernador del Estado someterá 
una terna a consideración de la Legislatura, la cual, previa 
comparecencia de las personas propuestas, designará al 
Magistrado que deba cubrir la vacante. La designación se 
hará por el voto de las dos terceras partes de los miembros 
de la Legislatura presentes, dentro del improrrogable plazo 
de treinta días.  
Si la Legislatura no resolviere dentro de dicho plazo, 
ocupará el cargo de Magistrado la persona que, dentro de 
dicha terna, designe el Gobernador del Estado.  
En caso de que la Legislatura rechace la totalidad de la 
terna propuesta, el Gobernador del Estado someterá una 
nueva, en los términos del párrafo anterior. Si ésta segunda 
terna fuera rechazada, ocupará el cargo la persona que 
dentro de dicha terna, designe el Gobernador del Estado.  
En los casos de faltas temporales de los Magistrados por 
más de tres meses, serán sustituidos mediante propuesta de 
terna que el Gobernador someterá a la aprobación de la 
Legislatura, observándose en su caso lo dispuesto en los 
párrafos anteriores.  
Si la falta temporal no excede de tres meses, la Ley 
Orgánica del Poder Judicial determinará la manera de hacer 
la sustitución. Si faltare un Magistrado por defunción, 
renuncia o incapacidad, el Gobernador someterá nueva 
terna a la consideración de la Legislatura.  
Los nombramientos de los Magistrados y Jueces serán 
hechos de preferencia entre aquellas personas que hayan 
prestado sus servicios con eficacia y probidad en la 
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Los Magistrados del Tribunal de los Trabajadores al Servicio del Estado y 
Municipios deberán acreditar experiencia y conocimientos en la materia.  
Artículo 66.- Las propuestas para ocupar el cargo de Magistrada y Magistrado 
del Poder Judicial deberán considerar a personas que hayan prestado sus 
servicios con eficiencia y probidad en la procuración o la impartición de justicia o 
en la carrera judicial o que lo merezcan por su honorabilidad, competencia y 
antecedentes en otras ramas de la profesión jurídica, de conformidad con el 
siguiente procedimiento 
 La o el titular del Poder Ejecutivo formulará una terna que enviará al Congreso 
del Estado para que, una vez analizadas las propuestas y dentro del plazo de 
treinta días naturales, proceda a designar a una Magistrada o Magistrado con el 
voto de la mayoría de los miembros presentes en la sesión. Párrafo reformado  
Las Magistradas y Magistrados podrán ser ratificados por el Congreso del 
Estado, siempre que durante su ejercicio en el cargo hayan actuado con apego 
a los principios que rigen la función judicial.  
Para tal efecto, el Pleno del Tribunal Superior de Justicia formulará una 
evaluación de desempeño que acredite la actuación profesional y ética en el 
cargo, en los términos de la ley. Dicha evaluación deberá ser presentada al 
Congreso del Estado para que este órgano la considere y dictamine lo 
procedente, lo cual deberá ser aprobado por mayoría de los Diputados 
presentes en la sesión relativa, de conformidad con lo que establezca la ley.  
Artículo 67.- Los Magistrados del Poder Judicial del Estado al entrar a ejercer 
su encargo, manifestarán ante el Congreso, o ante la Diputación Permanente, 
en los recesos de aquél, el compromiso Constitucional siguiente: Presidente; 
¿Se compromete a desempeñar leal y patrióticamente el cargo de Magistrado 
del Poder Judicial del Estado, y guardar y hacer guardar la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, la particular del Estado, y las Leyes que de 
ellas emanen, y pugnar en todo momento por el bien y prosperidad de la Unión 
y del Estado? – Magistrado: "Si, me comprometo.- Presidente: Si no lo hiciere 
así, que la Nación y el Estado se lo demanden”.  
Artículo 68.- El cargo de Magistrado y de Consejero de la Judicatura del Poder 
Judicial del Estado, sólo es renunciable por causa grave calificada por el 
Congreso del Estado o en los recesos de éste, por la Diputación Permanente.  
Las ausencias accidentales, temporales o absolutas de los Magistrados y de los 
Consejeros de la Judicatura del Poder Judicial del Estado, serán suplidas en la 
forma que establezca la ley. Es causa de retiro forzoso de los Magistrados y de 
los Consejeros de la Judicatura del Poder Judicial del Estado, padecer 
incapacidad, ya sea física o mental, que impida desempeñar el encargo, en la 

Administración de Justicia o que los merezcan por su 
honorabilidad, competencia y antecedentes en otras ramas 
de la profesión jurídica. Los Magistrados, al entrar a ejercer 
el cargo, harán la Protesta de ley ante la Legislatura del 
Estado.  
Artículo 97. Para ser Magistrado se requiere:  
I. Ser mexicano por nacimiento y ciudadano zacatecano, en 
pleno ejercicio de sus derechos políticos y civiles;  
II. Tener cuando menos treinta y cinco años cumplidos el día 
de la designación;  
III. Poseer el día de la designación, con antigüedad mínima 
de diez años, título profesional de licenciado en derecho, 
expedido por la autoridad o la institución legalmente 
facultada para ello;  
IV. Gozar de buena reputación y no haber sido condenado 
por delito que amerite pena corporal de más de un año de 
prisión; pero si se tratare de robo, fraude, falsificación, 
abuso de confianza u otro que lastime seriamente la buena 
fama en el concepto público, inhabilitará para el cargo, 
cualquiera que haya sido la pena;  
V. No tener parentesco de consanguinidad hasta el tercer 
grado con los demás Magistrados del Tribunal Superior ni 
con el Fiscal General de Justicia; y  
VI. No pertenecer al estado eclesiástico ni ser ministro de 
algún culto religioso, a menos que se separe formal, material 
y definitivamente de su ministerio en la forma y con la 
anticipación que establece la Ley Reglamentaria del Artículo 
130 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos.  
Artículo 98. El Tribunal Superior de Justicia será presidido 
por un Magistrado que no integrará Sala, designado por el 
Tribunal en Pleno el primer día hábil del mes de febrero de 
cada cuatro años y no podrá ser reelecto para el periodo  
La Presidencia del Tribunal Superior es el órgano de 
representación y administración del Poder Judicial. Las 
ausencias temporales del titular, serán suplidas por el 
Magistrado Presidente de Sala de mayor antigüedad. En 
caso de ausencia definitiva, el Pleno hará nueva 
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forma que dispongan las leyes. Los Magistrados, Consejeros de la Judicatura, 
Jueces y Secretarios del Poder Judicial del Estado, no podrán, en ningún caso, 
aceptar o desempeñar empleo o encargo de la Federación, de los Estados, del 
Distrito Federal o de particulares, salvo los cargos en instituciones científicas, 
docentes, literarias o de beneficencia. Las personas que hayan ocupado el 
cargo de Magistrado, Consejero de la Judicatura o Juez del Poder Judicial del 
Estado, no deberán, dentro del año siguiente a la fecha de conclusión del cargo, 
cualquiera que fuere la causa del mismo, actuar como patronos, abogados o 
representantes en cualquier proceso ante los órganos del Poder Judicial del 
Estado de Yucatán, con las excepciones que establezca la ley. Los 
impedimentos previstos en este artículo serán aplicables a los servidores 
públicos con licencia.  

CAPÍTULO III 
De las Atribuciones del Tribunal Superior de Justicia 

Artículo 69.- Corresponde al Pleno del Tribunal Superior de Justicia:  
I.- Hacer uso del derecho de iniciar leyes que le confiere esta Constitución;  
II.- Revisar las decisiones del Consejo de la Judicatura respecto de la creación 
de Departamentos Judiciales y juzgados, modificar su competencia y 
jurisdicción territorial, en términos de la ley;  
III.- Resolver las contradicciones entre los criterios que emitan sus Salas, las 
cuales tendrán carácter obligatorio en los términos que señale la ley;  
IV.- Expedir el Reglamento Interior, Acuerdos Generales y demás normas 
administrativas que sean necesarias para el cumplimiento de sus fines;  
V.- Remitir a los poderes, Legislativo y Ejecutivo, del Estado los informes sobre 
administración de justicia que le soliciten, en los términos de la ley;  
VI.- Formular el proyecto anual de Presupuesto de Egresos del Tribunal 
Superior de Justicia, y remitirlo al Consejo de la Judicatura para su inclusión en 
el proyecto de Presupuesto del Poder Judicial;  
VII.- Presentar la cuenta pública, con la documentación respectiva y en los 
términos establecidos en la Ley de la materia, y  
VIII.- Las demás que le confieran esta Constitución y otras leyes.  

CAPÍTULO IV  
Del Control Constitucional Local  

Artículo 70.- En materia de control constitucional local, corresponde al Pleno 
del Tribunal Superior de Justicia erigido en Tribunal Constitucional, conocer:  
I.- De las controversias constitucionales que, con excepción de las controversias 
en materia electoral, se susciten entre:  
a) El Estado y los municipios;  

designación.  
Artículo 99. Artículo derogado  
Artículo 100. Son facultades y obligaciones del Pleno del 
Tribunal Superior de Justicia:  
I. Emitir acuerdos generales; crear o suprimir unidades 
jurisdiccionales o administrativas; expedir los reglamentos 
del Tribunal Superior y de los Juzgados de primera instancia 
y municipales;  
II. Iniciar ante la Legislatura las leyes y decretos que tengan 
por objeto mejorar la Administración de Justicia;  
III. Conocer como Jurado de Sentencia en los casos 
previstos por el Título VII de esta Constitución;  
IV. Dirimir los conflictos que surjan entre los municipios y los 
Poderes Legislativo y Ejecutivo del Estado, o entre aquéllos, 
que no sean de los previstos por la fracción XXVIII del 
artículo 65 de esta Constitución o que se refieran a la 
materia electoral; sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 
105 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; y  
V. Enviar la propuesta de terna para la elección de 
Magistrado Especializado en Justicia para Adolescentes, a 
la Legislatura del Estado, para su designación;  
VI. Nombrar a los demás trabajadores al servicio del Poder 
Judicial, así como adscribir a Jueces y trabajadores de un 
Juzgado a otro o a distrito distinto; admitirles sus renuncias; 
concederles, sin goce de sueldo, las licencias que soliciten 
para separarse del despacho; destituirlos o suspenderlos 
hasta por tres meses, previa audiencia del interesado, por 
causa grave justificada que no dé lugar a que se le enjuicie, 
e imponerles las sanciones económicas que determinen las 
leyes; VII. Conceder licencias a Magistrados, Jueces y 
trabajadores de confianza del Poder Judicial, según lo 
establezca su Ley Orgánica y reglamentos, así como a los 
trabajadores de base conforme a la Ley del Servicio Civil;  
VIII. Supervisar el estado de la Administración de Justicia en 
los Juzgados de primera instancia, de control y tribunales de 
enjuiciamiento 
IX. Ejercer y administrar en forma autónoma el presupuesto 
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b) El Poder Ejecutivo y el Poder Legislativo;  
c) Dos o más municipios del Estado, siempre que no se trate de cuestiones 
relativas a sus límites territoriales, y  
d) Uno o más organismos públicos autónomos y otro u otros organismos o 
poderes del Estado o Municipios. Las resoluciones del Pleno del Tribunal 
Superior de Justicia del Estado, sobre controversias constitucionales que 
declaren la invalidez de normas, con excepción de las normas estatales 
impugnadas por uno o más municipios, tendrán efectos generales cuando 
hubieren sido aprobadas por al menos las dos terceras partes de sus 
integrantes y surtirán sus efectos a partir de su publicación en el órgano de 
difusión oficial del Estado. En los demás casos, las resoluciones de Pleno del 
Tribunal Superior de Justicia tendrán efectos únicamente respecto de las partes 
en la controversia. Las controversias constitucionales locales tienen por objeto 
resolver los conflictos de carácter competencial que surjan entre diferentes 
órganos de gobierno que pertenecen a órdenes distintos, así como entre 
órganos que forman parte del mismo orden del régimen interno del Estado, con 
base en lo dispuesto por esta Constitución, sin perjuicio de las controversias 
constitucionales que le compete resolver de manera exclusiva a la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación.  
II.- De las acciones de inconstitucionalidad en contra de normas de carácter 
general, estatales o municipales que se consideren contrarias a la Constitución 
Política del Estado que sean promovidas por:  
a) El Ejecutivo del Estado;  
b) El Fiscal General del Estado;  
c) El treinta y tres por ciento de los integrantes del Congreso, en contra de las 
disposiciones de carácter general aprobadas por los ayuntamientos;  
d) El treinta y tres por ciento de los Regidores del municipio en contra de las 
disposiciones de carácter general aprobadas por el ayuntamiento, y  
e) Los organismos públicos autónomos, por conducto de quien le represente 
legalmente, con relación a la materia de su competencia. Las acciones de 
inconstitucionalidad podrán ser ejercitadas dentro de los treinta días naturales 
siguientes al de su publicación.  
Las resoluciones del Pleno del Tribunal Superior de Justicia sólo podrán 
declarar la invalidez de las normas impugnadas, siempre que fueren aprobadas 
por al menos las dos terceras partes de sus miembros y surtirá efectos a partir 
de su publicación en el órgano de difusión oficial del Estado.  
III.- De las acciones contra la omisión legislativa o normativa, imputables al 
Congreso, al Gobernador o a los Ayuntamientos, por la falta de expedición de 

de egresos que apruebe anualmente la Legislatura del 
Estado; X. Formular y aplicar los exámenes de oposición a 
los aspirantes a Jueces de primera instancia, de control y de 
tribunales de enjuiciamiento;  
XI. Emitir opinión acerca de la legalidad de una ley antes de 
que sea publicada, siempre que lo solicite el Gobernador del 
Estado, la cual en ningún caso se hará pública; y  
XII. Establecer la distritación judicial de conformidad con las 
reglas que contemple la ley; 
XIII. Establecer la jurisprudencia del Tribunal Superior de 
Justicia y resolver las contradicciones, en base a las 
ejecutorias de las Salas, en términos de ley; 
XIV. Ejercer, en forma independiente al presupuesto de 
egresos, el Fondo Auxiliar para la Administración de Justicia; 
XV. El veintisiete de septiembre de cada año, el Magistrado 
Presidente del Tribunal Superior de Justicia, presentará por 
escrito en sesión de la Legislatura un informe de las 
actividades realizadas, y 
XVI. Las demás facultades y obligaciones que les señalen 
esta Constitución y las leyes.  
Artículo 101. El Tribunal Superior de Justicia conocerá:  
I. De la segunda instancia de los asuntos civiles y penales 
del Estado;  
II. De los recursos que las leyes sometan a su conocimiento;  
III. De la revisión de los procesos en que hubieren causado 
ejecutoria las sentencias o resoluciones de los Jueces 
inferiores, para el solo efecto de investigar acerca de 
aquellos que incurrieren en responsabilidad, y demás 
revisiones de oficio que determinen las leyes;  
IV. De las contiendas de jurisdicción entre los Jueces de 
primera instancia y municipales;  
V. De la responsabilidad oficial de los Jueces en la forma 
que establezcan las leyes; y VI. De los demás asuntos que 
las leyes sometan a su jurisdicción.  

SECCIÓN TERCERA 
DEL TRIBUNAL ESTATAL ELECTORAL 

Artículo 102. Artículo derogado 
Artículo 103. Artículo derogado 
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las normas jurídicas de carácter general, a que estén obligados por esta 
Constitución, así como de las leyes, siempre que la omisión afecte el debido 
cumplimiento o impida la eficacia de la misma. El ejercicio de esta acción 
corresponderá a las autoridades estatales y municipales, así como a las 
personas residentes en el Estado, conforme a lo que disponga la ley. La 
resolución que emita el Pleno del Tribunal Superior de Justicia y decrete la 
existencia de omisión legislativa o normativa, surtirá sus efectos a partir de su 
publicación en el órgano de difusión oficial del Estado. La resolución del Pleno, 
respecto a omisiones del Congreso del Estado, otorgará un plazo que 
comprenda dos períodos ordinarios de sesiones para que éste emita la ley, 
decreto o acuerdo omitido. Si se trata de omisiones del Poder Ejecutivo o de los 
ayuntamientos, se otorgará un plazo de seis meses para subsanar la omisión.  
La declaración de invalidez de las resoluciones a que se refieren las fracciones I 
y II de este artículo no tendrá efectos retroactivos, salvo en materia penal, en la 
que regirán las disposiciones constitucionales y legales aplicables de esta 
materia.  
IV.- De las cuestiones de control previo respecto de la constitucionalidad de los 
proyectos de ley aprobados por el Pleno del Congreso del Estado y hasta antes 
de su promulgación y publicación; que podrán promover, el Gobernador; el 
treinta y tres por ciento de los integrantes del Congreso; el Fiscal General del 
Estado; los Titulares de los organismos públicos autónomos y los Presidentes 
Municipales en el ámbito de su competencia, en términos de Ley.  
Las decisiones del Pleno del Tribunal Superior de Justicia, adoptadas por medio 
del voto de las dos terceras partes de sus integrantes, en la que estime la 
inconstitucionalidad de las disposiciones contenidas en los proyectos de ley 
aprobados por el Pleno del Congreso del Estado, serán obligatorias para éste.  
La ley determinará los procedimientos para la substanciación de las Cuestiones 
de Control Previo de Constitucionalidad.  

CAPÍTULO V  
Del Tribunal de Justicia Electoral y Administrativa 

Artículo 71.- Se deroga.  
CAPÍTULO VI  

Del Consejo de la Judicatura  
Artículo 72.- El Consejo de la Judicatura es el órgano del Poder Judicial del 
Estado, dotado de autonomía técnica y de gestión, al que corresponde conocer 
y resolver todos los asuntos sobre la administración, vigilancia y disciplina del 
Poder Judicial del Estado, que no estén reservados de manera exclusiva a la 
competencia del Tribunal Superior de Justicia, de conformidad con lo que 

SECCIÓN CUARTA 
DE LOS JUECES DE PRIMERA INSTANCIA Y 

MUNICIPALES 
Artículo 104. Los Jueces de primera instancia, de control y 
de tribunales de enjuiciamiento serán nombrados por el 
pleno del Tribunal Superior de Justicia mediante concurso 
de oposición.  
Artículo 105. Los Jueces de primera instancia durarán en 
su cargo tres años, al término de los cuales, si fueren 
ratificados, sólo podrán ser privados de sus puestos en los 
términos del Título VII de esta Constitución y de la Ley de 
Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y 
Municipios de Zacatecas.  
Artículo 106. Habrá en el Estado el número de Jueces de 
primera instancia, de control y tribunales de enjuiciamiento 
que determine la Ley Orgánica del Poder Judicial, con la 
jurisdicción, atribuciones y deberes que la misma les señale.  
Artículo 107. Para ser Juez de primera instancia se 
requiere:  
I. Ser ciudadano zacatecano, en pleno ejercicio de sus 
derechos;  
II. Tener veinticinco años cumplidos el día de su 
designación, título de licenciado en derecho y tres años de 
práctica profesional;  
III. Gozar de buena reputación y observar buena conducta;  
IV. No tener parentesco de consanguinidad hasta el tercer 
grado con los Magistrados del Tribunal Superior ni con el 
Fiscal General de Justicia del Estado; y  
V. Aprobar el examen de oposición respectivo.  
Artículo 108. En los municipios del Estado, funcionará un 
servicio de Juzgado Municipal, en los términos que disponga 
la ley.  
Los jueces municipales serán designados por el Tribunal 
Superior de Justicia.  
La remuneración de los jueces municipales y los gastos que 
se requieran para el funcionamiento de los Juzgados de esta 
categoría, serán cubiertos por el erario respectivo.  
Artículo 109. Los Jueces municipales tendrán las facultades 
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dispongan esta Constitución y la ley. El Consejo de la Judicatura se integrará 
por cinco miembros de los cuales, uno será la Presidenta o Presidente del 
Tribunal Superior, quien también lo será del Consejo y no recibirá remuneración 
adicional por el desempeño de tal función; dos Consejeros nombrados por el 
Pleno del Tribunal Superior, de entre los miembros de la carrera judicial; un 
Consejero designado por la mayoría de los Diputados del Congreso del Estado, 
presentes en la sesión en que se aborde el asunto y, un Consejero designado 
por el titular del Poder Ejecutivo. No podrá haber más de tres miembros del 
mismo género.  
Para ser Consejero se requiere:  
I.- Ser ciudadano mexicano por nacimiento, y tener, además, la calidad de 
ciudadano yucateco;  
II.- Estar en ejercicio de sus derechos políticos y civiles;  
III.- Poseer al día de la designación título profesional de licenciado en 
administración pública, en finanzas públicas, en economía, en derecho, 
contador público o alguna carrera afín a tales materias, expedido por autoridad 
o institución legalmente facultada para ello con antigüedad mínima de diez 
años;  
IV.- Cumplir con lo dispuesto en la fracción IV del Artículo 95 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos;  
V.- Tener cuando menos treinta y cinco años cumplidos el día de la designación 
y menos de sesenta y cinco;  
VI.- Haber residido en el Estado durante los dos años anteriores al día de la 
designación, y  
VII.- No haber sido titular del Poder Ejecutivo del Estado, de alguna de las 
dependencias o entidades de la Administración Pública del Estado de Yucatán, 
de un organismo autónomo, Senador, Diputado Federal, Diputado Local, 
Presidente Municipal o ministro de culto, durante un año previo al día de la 
designación. Todos los Consejeros deberán ser personas que se hayan 
distinguido por su capacidad profesional y administrativa, honestidad y 
honorabilidad en el ejercicio de sus actividades. El Pleno del Consejo de la 
Judicatura tendrá a su cargo la creación de los Departamentos Judiciales, la 
modificación de su número y jurisdicción territorial; el establecimiento y 
modificación de la competencia y jurisdicción territorial de los juzgados; de 
resolver sobre la designación, adscripción, ratificación y remoción de los jueces 
de primera instancia y de los servidores públicos del Poder Judicial, con 
excepción de los adscritos al Tribunal Superior de Justicia, de conformidad con 
lo que establezca la ley. La Ley Orgánica del Poder Judicial determinará las 

y obligaciones que les atribuya la Ley Orgánica del Poder 
Judicial. 

SECCIÓN QUINTA 
Sección derogada 

Artículo 110. Artículo derogado  
Artículo 111. Artículo derogado  

CAPÍTULO CUARTO  
DE LA JUSTICIA ADMINISTRATIVA 

SECCIÓN PRIMERA  
TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

Artículo 112. El Tribunal de Justicia Administrativa del 
Estado de Zacatecas, es un organismo jurisdiccional con 
personalidad jurídica y patrimonio propio, dotado de plena 
autonomía para dictar sus fallos y establecer su 
organización, funcionamiento, procedimientos y, en su caso, 
recursos contra sus resoluciones. Conocerá y resolverá las 
controversias de carácter administrativo y fiscal que se 
susciten entre la Administración Pública estatal o municipal 
e intermunicipal y los particulares; asimismo impondrá, de 
acuerdo a la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas, la presente Constitución, la ley de 
responsabilidades del Estado y demás leyes aplicables, las 
sanciones a los servidores públicos por responsabilidad 
administrativa grave; así como fincar a los responsables el 
pago de las indemnizaciones y sanciones pecuniarias que 
deriven de los daños y perjuicios que afecten a la hacienda 
pública estatal o municipal o al patrimonio de los entes 
públicos locales o municipales e impondrán a los 
particulares que intervengan en actos vinculados con faltas 
administrativas graves, con independencia de otras 
responsabilidades, las sanciones económicas, la 
inhabilitación para participar en adquisiciones, 
arrendamientos, servicios u obras públicas, así como el 
resarcimiento de los daños y perjuicios ocasionados a los 
entes o la hacienda pública.  
Contará con un órgano interno de control, que tendrá 
autonomía técnica y de gestión en la vigilancia de los 
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demás atribuciones que correspondan al Consejo de la Judicatura. Salvo el 
Presidente, los Consejeros durarán cuatro años en su cargo, serán sustituidos 
de manera escalonada y podrán ser ratificados hasta por dos períodos más de 
cuatro años. Los Consejeros no representan a quien los designa, por lo que 
ejercerán su función con independencia e imparcialidad y durante el desempeño 
de su encargo, sólo podrán ser removidos previo juicio de responsabilidad. La 
ley establecerá las bases para la formación y actualización de funcionarios, así 
como para el desarrollo de la carrera judicial, la cual será conducida por el 
Consejo de la Judicatura y se regirá por los principios de excelencia, 
imparcialidad, independencia, objetividad, y profesionalismo. De conformidad 
con lo que establezca la ley, el Consejo estará facultado para expedir acuerdos 
generales para el adecuado ejercicio de sus funciones. Las decisiones del 
Consejo serán definitivas e inatacables y, por lo tanto, no procede juicio ni 
recurso alguno en contra de las mismas, salvo las que establece esta 
Constitución y las que se refieran a la designación, adscripción, ratificación y 
remoción de jueces, las cuales podrán ser revisadas por el Pleno del Tribunal 
Superior de Justicia, únicamente para verificar que hayan sido acordadas 
conforme a las reglas que disponga la ley y la normatividad aplicable. En el 
proceso de programación y presupuestación de los recursos públicos el Consejo 
deberá implementar como política administrativa indicadores de resultados, 
como mecanismos para evaluación. El resultado de dichas evaluaciones se 
deberá considerar en el proceso de programación y presupuesto de los recursos 
públicos, a fin de propiciar que los recursos económicos se asignen conforme a 
los resultados alcanzados.  
El Consejo de la Judicatura elaborará el presupuesto del Poder Judicial, el cual 
será remitido por el Presidente del Consejo al titular del Poder Ejecutivo, a más 
tardar el 15 de octubre de cada año, a fin de que éste considere su 
incorporación al Proyecto de Presupuesto de Egresos del Estado.  

CAPÍTULO VII 
De las Disposiciones Generales 

Artículo 73.- La imposición de las sanciones y medidas de seguridad a los 
sentenciados y las medidas que se apliquen a los adolescentes, así como su 
modificación y duración, es propia y exclusiva de la autoridad judicial, por 
conducto de sus órganos competentes, en términos de ley. El juez ordenará 
oficiosamente la prisión preventiva en el caso de delitos de homicidio doloso, 
violación y secuestro y los delitos cometidos con medios violentos, así como en 
los delitos graves que determine la ley. En los demás casos, sólo se podrá 
ordenar la medida cautelar de prisión preventiva cuando el Ministerio Público lo 

ingresos y egresos del Tribunal y será designado por la 
votación de las dos terceras partes de los miembros 
presentes de la Legislatura del Estado.  
Artículo 113. El Tribunal se integra por tres Magistrados, los 
cuales serán designados por la Legislatura del Estado, 
durarán en su encargo siete años y deberán satisfacer los 
mismos requisitos que se exigen para los Magistrados del 
Tribunal Superior de Justicia del Estado.  
El procedimiento de designación de los Magistrados, deberá 
comenzar treinta días previos a la conclusión del periodo por 
el que fueron nombrados. Párrafo adicionado  
La Legislatura del Estado, contará con veinte días para 
integrar una lista de ocho candidatos, la cual deberá ser 
aprobada por las dos terceras partes de los miembros 
presentes y será enviada al Gobernador.  
Si el Gobernador no recibe la lista en el plazo señalado, 
enviará libremente a la Legislatura una lista de cinco 
personas y designará provisionalmente a los tres 
Magistrados, quienes ejercerán sus funciones hasta en tanto 
se realice la designación definitiva conforme a lo establecido 
en este artículo. En este caso, los Magistrados designados 
podrán formar parte de la lista.  
De ser enviada por la Legislatura la lista en el plazo 
señalado en el párrafo anterior, dentro de los diez días 
siguientes el Gobernador formulará una lista de cinco 
personas y la enviará a la consideración de la Legislatura.  
Con base en la lista, la Legislatura previa comparecencia de 
las personas propuestas, designará a los tres Magistrados 
que integrarán el Tribunal por el voto de las dos terceras 
partes de los miembros presentes dentro del plazo de diez 
días.  
En caso de que el Gobernador no envíe la lista a que se 
refiere el párrafo anterior, la Legislatura tendrá diez días 
para designar a los Magistrados de entre los candidatos de 
la lista que en un principio envío al Gobernador.  
Si la Legislatura no hace la designación en los plazos que 
establecen los párrafos anteriores, el Ejecutivo designará a 
los Magistrados de entre los candidatos que integren la lista 
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solicite y otras medidas no sean suficientes para garantizar la comparecencia 
del imputado en el juicio, el desarrollo de la investigación, la protección de la 
víctima, de los testigos o de la comunidad, así como cuando el imputado esté 
sujeto a proceso o haya sido sentenciado previamente por la comisión de un 
delito doloso. La aplicación de sanciones por las infracciones de los 
reglamentos gubernativos y de policía, corresponde a la autoridad administrativa 
competente, las que únicamente consistirán en multa, arresto hasta por treinta y 
seis horas o en trabajo en favor de la comunidad. Si el infractor no pagare la 
multa que se le hubiese impuesto, se conmutará ésta por el arresto 
correspondiente que no excederá en ningún caso de treinta y seis horas. Si el 
infractor fuere jornalero, obrero o trabajador, no podrá ser sancionado con multa 
mayor del importe de su jornal o salario de un día. En el caso de trabajadores 
no asalariados, la multa no excederá del equivalente a un día de su ingreso.  
Artículo 73 Bis.- En los términos previstos por esta Constitución, se establece 
un Sistema Integral de Justicia para las personas que tengan entre 12 años 
cumplidos y menos de 18 años de edad, a las que se les atribuya o se les 
declare responsables de conductas tipificadas como delitos en las disposiciones 
penales del Estado. La procuración, impartición y acceso a la justicia para 
adolescentes estará a cargo de la Fiscalía General del Estado, de la Sala 
Especializada, de los jueces en materia de Justicia para Adolescentes del Poder 
Judicial del Estado, y del Instituto de la Defensoría Pública del Estado. La 
ejecución y supervisión de las medidas estará a cargo del Centro de Aplicación 
de Medidas y la Dirección de Ejecución, Prevención y Reinserción Social, en los 
ámbitos de sus competencias, los que serán órganos especializados en la 
materia. Los procedimientos seguidos a los adolescentes, tendrán como 
principios rectores: el de interés superior, el debido proceso legal, 
confidencialidad, oportunidad, proporcionalidad y protección integral. En los 
términos y condiciones de Ley, se aplicarán medidas de orientación, protección 
y tratamiento externo o en internamiento que amerite cada caso, con el fin de 
lograr la reincorporación social y familiar del adolescente, así como el pleno 
desarrollo de su persona y capacidades. El internamiento se utilizará como 
medida extrema, en el menor tiempo posible, y se aplicará a los adolescentes 
mayores de catorce años de edad, por la comisión de conductas calificadas 
como delitos graves en la ley de materia. 

a que se refiere el párrafo anterior o, en su caso, de la lista 
de cinco personas que puso a consideración de la 
Legislatura.  
Los Magistrados solo podrán ser removidos de sus cargos 
por las causas graves que señale la ley.  

SECCIÓN SEGUNDA 
DEL TRIBUNAL DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE 

Artículo 114. Corresponde al Tribunal de Conciliación y 
Arbitraje del Estado de Zacatecas el conocimiento y 
resolución de los conflictos de trabajo que se susciten entre 
los trabajadores al servicio del Estado, de los Municipios y 
de los organismos descentralizados, estatales, municipales 
e intermunicipales con los órganos y dependencias de 
ambos niveles de Gobierno, derivados de las relaciones de 
trabajo; de trabajadores entre sí; de éstos con los sindicatos 
en que se agrupen; y de conflictos entre sindicatos.  
Artículo 115. El Tribunal de Conciliación y Arbitraje se 
integra con tres Magistrados, por lo menos, designados 
según lo que establezca la ley de la materia. La propia ley 
determinará la forma de su funcionamiento, procedimientos 
y estructura. 
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DATOS RELEVANTES 
 
A continuación, se hace un desglose a mayor detalle de los diversos puntos y rubros que se abordan en la regulación de 
la sección correspondiente al Poder Judicial de las 32 Constituciones de las entidades federativas. 
 

CONFORMACION DEL PODER JUDICIAL EN EL AMBITO LOCAL 
 
PRINCIPALES TIBUNALES Y JUZGADOS 
PERTENECIENTES AL PODER JUDICIAL 
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TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA33                                 

TRIBUNALES DE ENJUICIAMIENTO                                 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO O  

DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA 

                                

TRIBUNAL ELECTORAL                                  

TRIBUNAL LABORAL BUROCRÁTICO                                 

JUZGADOS DE PRIMERA INSTANCIA                                 

JUZGADOS DE EJECUCIÓN DE PENAS Y 

MEDIDAS DE SEGURIDAD34 

                                

JUECES DE FUERO                                 

JUECES DE CONTROL                                 

JURADOS                                 

JUZGADOS QUE DETERMINE LA LEY 

ORGANICA 

                                

 
33 Algunos estados hacen mención del Supremo Tribunal de Justicia, tales como: Aguascalientes, Colima, Guanajuato, Jalisco, Michoacán, San Luis Potosí, 

Sinaloa, Sonora y Tamaulipas. 
34 En algunos estados también se les conoce como: Juzgados de Ejecución, Juzgados de Ejecución de sanciones en Materia Penal o Juzgados de Ejecución penal. 
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A continuación, se desglosan en algunos rubros, las distintas denominaciones 
empleadas para una sola materia: 
 

En materia Laboral: 
 
 TRIBUNALES EN MATERIA LABORAL Campeche Y Morelos 

 

 TRIBUNAL LOCAL DE CONCILIACION Y ARBITRAJE Cdmx, Coahuila, Veracruz 
 TRIBUNAL DE ARBITRAJE Y ESCALAFÓN Jalisco 

 TRIBUNALES LABORALES Coahuila, Morelos 
 TRIBUNALES LABORALES ORGANIZADOS DE ACUERDO A 

SU COMPETENCIA 
México 

 

Tribunal Penal para Adolescentes: 
 
 TRIBUNAL UNITARIO DE JUSTICIA PENAL PARA 

ADOLESCENTES 
Morelos 

 TRIBUNAL ESPECIALIZADO EN JUSTICIA PARA 
ADOLESCENTES 

Zacatecas 

 JUZGADOS ESPECIALIZADOS EN JUSTICIA PARA 
ADOLESCENTES 

Colima 

 JUZGADOS EN LOS DE JUSTICIA PENAL PARA ADOLESCENTES Michoacán 

 JUECES DE JUSTICIA PARA ADOLESCENTES Campeche 
 JUZGADOS DE EJECUCIÓN DE JUSTICIA PARA 

ADOLESCENTES, DE PAZ 
Guerrero 

 JUECES DE PREPARACIÓN Y ESPECIALIZADOS EN 
ADOLESCENTES 

Aguascalientes 

 JUECES ESPECIALIZADOS EN JUSTICIA PARA ADOLESCENTES Baja California Sur 

* TRIBUNAL DE MENORES INFRACTORES Durango 

 

De Paz, Menores, de Cuantía menor35: 
 
 JUECES MENORES Y DE CONCILIACIÓN Campeche 
 JUECES MIXTOS MENORES Aguascalientes 

 JUZGADOS MENORES Aguascalientes, Baja California Sur, 
Campeche, Jalisco, Nuevo León, San Luis 
Potosí, Sinaloa y Tamaulipas. 

 JUZGADOS MENORES DE MATERIA CIVIL Michoacán 

 JUZGADOS MENORES ESPECIALIZADOS Morelos 
 JUZGADOS EN LOS COMUNALES Michoacán 

 JUZGADOS DE PAZ Baja California, Baja California Sur, 
Colima, y Jalisco 

 JUECES DE CUANTÍA MENOR Campeche y México 

 
35 En este rubro se conjuntan los órganos jurisdiccionales que su competencia y denominación varían de una 

entidad federativa a otra, los cuales en general resuelven asuntos en materia civil y mercantil cuyo monto no 

sea superior a determinada cantidad, y en materia penal sancionan delitos que no se castiguen con prisión, o 

donde ésta no exceda de cierto límite. 
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Justicia Alternativa: 
 

 CENTRO DE JUSTICIA ALTERNATIVA Y RESOLUCIÓN DE 
CONFLICTOS 

Colima 

 CENTRO DE JUSTICIA ALTERNATIVA Tabasco 

 CENTRO ESTATAL DE JUSTICIA ALTERNATIVA Durango, Tlaxcala 

 INSTITUTO DE JUSTICIA ALTERNATIVA DEL ESTADO Jalisco 

 

Otras denominaciones: 
 

 ÁRBITROS Baja California Sur 

 JUZGADOS MUNICIPALES Durango 

 JUZGADOS DE JUICIO ORAL Guerrero 

 JUECES AUXILIARES San Luis Potosí 

 JUZGADOS LOCALES Sonora 

 TRIBUNALES Y JUZGADOS QUE LAS LEYES 
ESTABLEZCAN 

Tabasco 

 
 
SALAS O TRIBUNALES CONSTITUCIONALES A NIVEL ESTATAL36: 
 

Algunas entidades federativas contemplan expresamente el control constitucional 
ya sea a través de la actuación de su Tribunal Superior de Justicia como un 
órgano de control constitucional o como tribunal constitucional propiamente dicho, 
en ese sentido se encuentra que: 
 

• En Chiapas el Pleno de Distrito está facultado para conocer de los medios 
de control constitucional 

• El Tribunal Superior de Justicia de las siguientes entidades cuenta con una 
Sala de Control Constitucional en: Ciudad de México, Durango, Estado de 
México, Quintana Roo. 

• En Nuevo León el Poder Judicial de este Estado, está facultado 
expresamente para conocer sobre control de la constitucionalidad local; 

• En Tlaxcala el Pleno del Tribunal Superior de Justicia actúa como Tribunal 
de Control Constitucional; 

• En Yucatán el Pleno del Tribunal Superior de Justicia se erige en Tribunal 
Constitucional. 

 
 
 
 
 

 
36 Sobre el tema en particular, se encuentra en la página de esta área de investigación una publicación sobre 

Tribunales Constitucionales, disponible en: http://www.diputados.gob.mx/sedia/sia/spi_actual.htm. 

https://cutt.ly/SAPI-ISS-41-20


Secretaría General                                      Dirección General de Servicios de Documentación, Información y Análisis 

Secretaría de Servicios Parlamentarios         Dirección de Servicios de Investigación y Análisis 

Subdirección de Análisis de Política Interior 

185 
Pulsa el siguiente link para contestar un diagnóstico de la utilidad de este documento: 

https://cutt.ly/SAPI-ISS-41-20 

 
 

SUPREMO TRIBUNAL DE JUSTICIA O TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA 
 

MANERA EN QUE FUNCIONA EL SUPREMO TRIBUNAL DE JUSTICIA O 
TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA: 
 

- Pleno y Salas (Civil y Penal): Aguascalientes.  
- Pleno y/o en Salas: Baja California, Campeche, Chihuahua, Ciudad de 

México, Coahuila, Durango, Guanajuato, Guerrero, Jalisco, Michoacán, 
Morelos, Oaxaca, San Luis Potosí, Sinaloa, Tlaxcala, Veracruz, Yucatán y 
Zacatecas.  

- Pleno, Salas o Comisiones: Sonora y Puebla. 
- Pleno o en Sala Colegiada: Colima y Morelos  
- Pleno o en Salas, Colegiadas y/o Unitarias: Nayarit, Nuevo León, Tabasco y 

Tamaulipas  
- Baja California Sur, solamente establece que el Tribunal Superior de Justicia 

funcionará en los términos que lo determine la Ley Orgánica. 
 

REQUISITOS CONSTITUCIONALES PARA SER MAGISTRADO DEL 
SUPREMO TRIBUNAL DE JUSTICIA O TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA: 
 

1. Ciudadano Mexicano por nacimiento: 
 
Aguascalientes, Baja California, Baja California Sur, Campeche, Chiapas, 
Chihuahua, Coahuila, Colima, Durango, Guanajuato, Guerrero, Hidalgo, Jalisco, 
México, Michoacán, Morelos, Nayarit, Nuevo León, Oaxaca, Puebla, Quintana, 
Roo, San Luis Potosí, Sinaloa, Tabasco, Tamaulipas, Tlaxcala, Veracruz, Yucatán 
y Zacatecas. 
La Ciudad de México, Querétaro y Sonora remiten textualmente a los requisitos 
que establece la Constitución Federal. 
 
2. Originario, Nativo y Ciudadano del Estado: 

 
Aguascalientes, Campeche y Tlaxcala además de contemplar el requisito anterior 
(ciudadano mexicano por nacimiento), también consideran que el aspirante deberá 
ser originario del estado. En el caso de Jalisco y Tamaulipas, establecen que el 
aspirante deberá acreditar que es nativo del estado. 
Quintana Roo, San Luis Potosí, Tamaulipas, Veracruz, Yucatán y Zacatecas, 
establecen que el aspirante deberá acreditar la calidad de ciudadano del estado.  
 
3. Edad cumplida al día de la designación o elección de los aspirantes al 
cargo: 
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- Tener cuando menos treinta y cinco años cumplidos al día de la designación 
y/o elección: Aguascalientes, Baja California Sur, Campeche, Coahuila, 
Colima, Durango, Guanajuato, Guerrero, Hidalgo, Jalisco, México, Nayarit, 
Nuevo León, Oaxaca, Puebla, Quintana Roo, Tabasco, Tamaulipas, Tlaxcala y 
Zacatecas. 

- Tener cuando menos treinta y cinco, y no más de sesenta y cinco años de 
edad, al día de su nombramiento: Baja California, Chiapas, Chihuahua, 
Michoacán, Morelos, Sinaloa y Yucatán. 

- No ser mayor de setenta años de edad: Querétaro. 
- Tener cuando menos treinta y cinco años el día de su nombramiento, y no 

más de setenta y tres años de edad: San Luis Potosí. 
- Tener cuando menos, treinta y cinco años cumplidos y no más de setenta al 

día de su designación: Veracruz. 
 
4. Residencia anterior a la fecha de nombramiento o designación en el 
Estado: 
 

- No menor de tres años inmediatamente anteriores a la fecha de la 
designación: Aguascalientes, Querétaro y Tlaxcala. 

 
Durante los dos años anteriores al día de la designación: Baja California Sur, 
Coahuila, Colima, Durango, Guerrero, Hidalgo, Michoacán, Nayarit, Nuevo León, 
Oaxaca, Puebla, San Luis Potosí, Tabasco, Tamaulipas, Veracruz y Yucatán. 

 
- Durante los últimos cinco años: Campeche, Chihuahua, Guanajuato, Jalisco, 

Sinaloa. 
- Durante los diez años anteriores al día de su nombramiento: Baja California, 

Morelos y Quintana Roo. 
 

5. Nivel académico: 
  

La mayoría de los estados, -con excepción de la Ciudad de México, Querétaro y 
Sonora que emiten a la Constitución Federal-, establen que el “aspirante al cargo 
de Magistrado deberá acreditar la licenciatura en Derecho, así como título 
profesional”. 
10 años de antigüedad: Aguascalientes, Baja California, Baja California Sur, 
Chiapas, Chihuahua, Coahuila, Colima, Durango, Guanajuato, Guerrero, Hidalgo, 
Jalisco, México, Michoacán, Morelos, Nayarit, Nuevo León, Oaxaca, Puebla, 
Quintana Roo, San Luis Potosí, Tabasco, Tamaulipas, Tlaxcala, Veracruz, 
Yucatán y Zacatecas. 
5 años de antigüedad: Campeche y Sinaloa. 
 

6. Actividad y desempeño jurídico: 
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Baja California: Acreditar haber realizado por lo menos durante diez años, una 
actividad profesional relacionada con la aplicación, interpretación, elaboración o 
investigación de normas jurídicas. 
Chiapas: Acreditar conocimientos especializados en la materia de que se trate el 
referido nombramiento. 
Guanajuato: Acreditar su honorabilidad competencia y antecedentes en el 
ejercicio de la profesión jurídica o ser Juez de Partido y haber satisfecho los 
requerimientos de la carrera judicial. 
Estado de México: Acreditar haber servido como Juez de Primera Instancia y que 
haya sido ratificado por el Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado 
de México, o tener méritos profesionales y académicos reconocidos. 
Morelos: Acreditar cinco años de ejercicio profesional por lo menos, o tres si 
se ha dedicado a la judicatura. 
 
7. Capacitaciones, cursos y evaluaciones que deberán acreditar los 
aspirantes al cargo de Magistrado: 
 
Jalisco, Estado de México y Morelos. 
 
8.  Acreditar u ostentar buena reputación: 
Baja California, Baja California Sur, Campeche, Chiapas, Chihuahua, Coahuila, 
Colima, Durango, Guanajuato, Guerrero, Hidalgo, Jalisco, México, Michoacán, 
Morelos, Nayarit, Nuevo León, Oaxaca, Puebla, Quintana Roo, San Luis Potosí, 
Sinaloa, Tabasco, Tamaulipas, Tlaxcala, Veracruz y Zacatecas. 
 
9. No pertenecer al estado eclesiástico ni ser ministro de ningún culto: 
 
Aguascalientes, Chiapas, Chihuahua, Guerrero, Quintana Roo, Veracruz, Yucatán 
y Zacatecas. 
 

10. No haber ocupado cargo de elección popular, ni haber ocupado cargo 
de dirigencia de algún partido político, o haber sido titular de una 
dependencia o entidad de la administración pública federal, estatal o 
municipal, o Consejero de la Judicatura, durante el año previo a la fecha en 
que deba ser nombrado: 

 
Aguascalientes, Baja California, Baja California Sur, Chiapas, Chihuahua, 
Coahuila, Durango, Guerrero, Jalisco, Hidalgo, México, Michoacán, Morelos, 
Nayarit, Nuevo León, Oaxaca, Querétaro, Quintana Roo, San Luis Potosí, 
Tabasco, Tamaulipas, Tlaxcala, Veracruz y Yucatán. 
 

11. No tener parentesco de consanguinidad hasta el tercer grado con alguna 
autoridad: 

 
Zacatecas es el único que establece este requisito de forma expresa. 
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Chihuahua, Oaxaca y Tamaulipas, aunque no se establece como parte de los 
requisitos del contenido correspondiente, si enuncian lo siguiente: 
 
Chihuahua establece que el nombramiento de Magistrada o Magistrado no podrá 
recaer en persona que tenga la calidad de cónyuge, parentesco por 
consanguinidad en línea recta, colateral dentro del cuarto grado, y segundo por 
afinidad en ambas líneas, de otra que desempeñe dicho cargo. 
 
Oaxaca establece que no podrán reunirse en el Tribunal dos o más Magistrados 
que sean parientes entre sí por consanguinidad dentro del cuarto grado o por 
afinidad dentro del segundo. 
 
Tamaulipas establece que no podrán formar parte del Supremo Tribunal de 
Justicia, o del Consejo de la Judicatura, dos o más personas que tengan entre sí 
parentesco por consanguinidad hasta el cuarto grado, o por afinidad hasta el 
segundo. 
 
12. No haber sido condenado por delito que amerite pena de más de un 

año de prisión: 
 

Baja California, Baja California Sur, Campeche, Chiapas, Chihuahua, Coahuila, 
Colima, Durango, Hidalgo, Jalisco, México, Nayarit, Nuevo León, Oaxaca, Puebla, 
Quintana Roo, Sinaloa, Tlaxcala, Veracruz y Zacatecas. 
Se señala en todos los casos que, si se tratare de robo, fraude, falsificación, abuzo 
de confianza u otro que lastime seriamente la buena fama en el concepto público, 
inhabilitará para el cargo, cualquiera que haya sido la pena. 
 
Guanajuato, Guerrero, Michoacán, Morelos, Tabasco, Tamaulipas, se refieren al 
“delito intencional”, Guerrero y Michoacán disponen “delito doloso” y San Luis 
Potosí, hace alusión a la “pena privativa de libertad”. 
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ELECCIÓN DEL PRESIDENTE DEL SUPREMO TRIBUNAL DE JUSTICIA O TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA, 
Y DURACIÓN EN SU CARGO ASI COMO REELECCIÓN: 
 
El cuadro siguiente detalla la forma de elección, la duración del cargo, así se tiene o no permitida la reelección del 
Presidente del Supremo Tribunal de Justicia o del Tribunal Superior de Justicia: 
 
Se señala que las Constituciones de los estados de Chihuahua, Colima, Hidalgo, México, Michoacán, Puebla, 
Querétaro y San Luis Potosí, no cuentan con regulación respecto a la forma de elección del Presidente del Supremo 
Tribunal de Justicia o Tribunal Superior de Justicia. 
 

Estado Procedimiento de Elección  Duración en 
su cargo 

Reelección 

Aguascalientes Los Magistrados del Supremo Tribunal de Justicia del Estado, 
reunidos en pleno, elegirán de entre sus integrantes a su 
Presidente. 

Cuatro años Podrá ser reelecto para el período 
inmediato posterior. 

Baja California Se elegirá y desempeñará sus funciones de acuerdo a lo que 
señale la Ley. 

No menciona  No menciona si podrá ser reelecto. 

Baja California 
Sur 

El Tribunal, en escrutinio secreto, en la primera sesión que se 
celebre durante el mes de abril del año en que se haga la 
designación, nombrará de entre los Magistrados al que será 
Presidente del Tribunal Superior de Justicia. 

Tres años No menciona si podrá ser reelecto. 

Campeche Se realizará mediante sesión ordinaria, es decir, deberá 
realizarse en la primera sesión ordinaria que se celebre 
después del dieciséis de septiembre del año en que se haga la 
designación.  

Cuatro años Podrá ser reelecto para un periodo 
consecutivo. 

Chiapas  Será designado por el Pleno de Distrito de entre los 
Magistrados Regionales. 

Tres años Podrá ser reelecto por un periodo 
más. 

Ciudad de 
México 

Se elegirá por mayoría de votos de las Magistradas y 
Magistrados del Pleno del Tribunal, en sesión pública y 
mediante sufragio secreto. 

Cuatro años Prohibición expresa de reelección. 

Coahuila Será designado por el Pleno, en los términos establecidos por la 
ley de la materia. 

Cinco años Podrá ser reelecto por igual término. 

Durango Será designado y tomará protesta ante el Pleno del Tribunal. Seis años Podrá ser reelecto sólo por termino 
igual. 
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Guanajuato En la primera sesión de enero de cada dos años el Pleno del 
Supremo Tribunal de Justicia, elegirá un Presidente de entre 
sus miembros, en los términos previstos en la Ley.  

No menciona  Podrá ser reelecto sólo para un 
período más.  
 

Guerrero Será electo por el Pleno en la primera sesión de noviembre, 
cada tres años. 

No menciona  Podrá ser reelecto por una sola 
ocasión.  

Jalisco Será electo, de entre sus miembros, por el pleno.  Dos años Podrá ser reelecto para el periodo 
inmediato.  

Morelos El Tribunal Superior designará a uno de sus miembros como 
Presidente, en los términos de la Ley Orgánica respectiva. 

Dos años Podrá ser reelecto sólo por un periodo 
más, sin posibilidad de volver a 
ocupar ese cargo. 

Nayarit El Tribunal Superior designará a uno de sus miembros como 
Presidente cada año. 

Un año Podrá ser reelecto hasta por tres 
ocasiones para el periodo siguiente. 

Nuevo León Será electo por el Pleno. Dos años Posibilidad de una reelección 
inmediata. 

Oaxaca Será electo por el Pleno. Cuatro años Pudiendo ser reelecto por un periodo 
más. 

Quintana Roo Es designado por el Tribunal en Pleno en el mes de agosto de 
cada cinco años. 

No menciona  Sin posibilidad de reelección. 

Sinaloa Será nombrado en los términos que establezca la ley para el 
efecto, no integrando Sala durante su encargo. 

No menciona  No menciona si será reelecto.  

Sonora El Pleno elegirá de entre sus miembros, en los plazos que 
determine la ley. 

No menciona  No podrá ser reelecto para el periodo 
inmediato posterior, salvo que se trate 
de una suplencia; en cuyo caso el 
suplente si podrá ser reelecto. 

Tabasco Será electo por mayoría de los integrantes presentes del Pleno. Cinco años No menciona si será reelecto. 

Tamaulipas El Pleno elegirá de entre sus miembros, en la forma que 
determine la Ley, al Presidente del Supremo Tribunal de 
Justicia. 

Seis años Sin poder ser reelecto. 

Tlaxcala Los Magistrados del Tribunal lo elegirán. Dos años Podrá ser reelecto por una sola vez. 

Veracruz Será elegido por el Pleno del Tribunal cada tres años en la 
primera semana del mes de diciembre. 

Tres años Podrá ser reelecto una sola vez. 

Yucatán El Pleno del Tribunal Superior de Justicia elegirá de entre sus 
miembros a la Presidenta o Presidente del Tribunal, quien no 
integrará Sala. 

Cuatro años Podrá ser reelecto para un periodo 
más.  

Zacatecas Será designado por el Tribunal en Pleno el primer día hábil del 
mes de febrero. 

Cuatro años No podrá ser reelecto para el periodo. 
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ELECCIÓN, NOMBRAMIENTO Y DURACIÓN DEL CARGO DE LOS MAGISTRADOS QUE INTEGRAN EL 
SUPREMO TRIBUNAL DE JUSTICIA O TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA: 
 
 

DURACIÓN EN EL CARGO DE MAGISTRADO: 
Veinte Años Nuevo León 

Quince años Aguascalientes; Campeche; Chihuahua; Coahuila y Tabasco 

Catorce 
años:  

Morelos y Zacatecas 

Doce años:  Jalisco 

Diez años:  Nayarit y Veracruz 

Nueve años:  Sonora 

Ocho años:  Oaxaca 

Siete años:  Guerrero 

Seis años: Baja California, Baja California Sur; Chipas; Ciudad de México; Colima; Durango; Hidalgo; 
Tamaulipas; Tlaxcala y Yucatán. 

Cinco años: Michoacán. 

No se 
menciona: 

Quintana Roo y Sinaloa 

 
 

En este apartado se presentan a través de cuadros comparativos los procedimientos, a través de las distintas etapas 
que se pueden desarrollar éstos, con relación a la elección de los Magistrados, vislumbrándose de esta forma, las 
Constituciones que regulan a detalle tal situación, en contraste con aquellas que lo hacen de forma general o en su 
caso no lo contemplan, como son las Constituciones de México, Querétaro y San Luis Potosí. 
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PROCEDIMIENTO Y ETAPAS PARA LA ELECCIÓN DE MAGISTRADOS: 
 

Constitución del estado de Aguascalientes 

Primera Etapa Segunda Etapa Tercera Etapa 
El Consejo de la Judicatura Estatal, propondrá cinco 
candidatos por cada cargo a Magistrado remitiendo 
los expedientes correspondientes al titular del 
Ejecutivo de Estado, quien de entre ellos formulará 
una terna por cada magistratura vacante, la cual 
enviará al Congreso del Estado para que designe a 
un Magistrado con la aprobación de la mayoría de 
los diputados que integren la Legislatura. 

Si dentro del término de siete días hábiles de 
haber sometido la terna para Magistrado a la 
consideración del Congreso del Estado, éste 
nada resolviere, el derecho pasará al Ejecutivo 
del Estado, quien nombrará al Magistrado y lo 
comunicará al Consejo de la Judicatura 
Estatal. 
 

Si dentro del término referido el 
Congreso del Estado rechaza la terna 
propuesta por el Ejecutivo del Estado, 
éste propondrá una nueva terna de 
entre la cual el Congreso del Estado 
deberá elegir al Magistrado en un 
término de cinco días hábiles. 

 

Constitución del estado de Baja California 

Primera Etapa Segunda Etapa Tercera Etapa Cuarta Etapa 
Cuando exista una o varias vacantes de 
Magistrados o seis meses antes si la 
misma fuere previsible, el Consejo de la 
Judicatura deberá dar inicio al proceso 
de evaluación de aspirantes, haciéndolo 
del conocimiento del Congreso, el cual 
incluirá exámenes psicométricos, 
oposición y de méritos 
correspondientes. El Consejo de la 
Judicatura, tendrá hasta noventa días 
naturales para desahogarlo, desde que 
emita la convocatoria pública, hasta que 
realice la entrega de la lista por 
conducto de su Presidente al Congreso. 

El Congreso resolverá dentro 
de los treinta días naturales 
siguientes a que reciba la lista, 
por mayoría calificada de sus 
integrantes, los 
nombramientos de 
Magistrados de entre los 
aspirantes que integren la 
lista, la cual deberá contener 
en orden de puntuación, 
únicamente a los 
profesionistas que hayan 
aprobado en el proceso de 
evaluación que practique el 
Consejo de la Judicatura. 

En caso de que el Congreso no 
aprobara el nombramiento o 
nombramientos, o solo cubriere 
algunas de las vacantes de 
Magistrados, o fuera omiso en el 
término previsto en la fracción 
anterior, el Consejo de la Judicatura 
abrirá un nuevo proceso de 
evaluación, que se deberá 
desahogar y remitir al Congreso 
dentro de los treinta días naturales 
siguientes, en el cual podrá participar 
cualquier interesado e incluirse en la 
lista a quienes hayan aprobado en el 
proceso de evaluación. 

Recibida la segunda lista, 
el Congreso tendrá hasta 
treinta días naturales para 
nombrar por mayoría 
calificada de sus 
integrantes al Magistrado o 
Magistrados, y si no lo 
hiciese en dicho término, 
ocuparán los cargos de 
Magistrados las personas 
que se encuentren en los 
primeros lugares de la 
lista. 

 

Constitución del estado de Baja California Sur 

Primera Etapa Segunda Etapa Tercera Etapa 
Los Magistrados del Tribunal Superior de 
Justicia del Estado serán electos por el 
Congreso del Estado, de la terna que el 
Gobernador someta a su consideración, 

La designación de los Magistrados se hará por el 
voto de las dos terceras partes de los miembros 
del Congreso, dentro del improrrogable plazo de 
diez días naturales. Si el Congreso no resolviere 

En caso de que el Congreso del Estado 
rechace la totalidad de la terna propuesta, el 
Gobernador del Estado someterá una nueva 
en los términos del párrafo anterior. Si esta 
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el cual, previa comparecencia de las 
personas propuestas, designará al 
Magistrado que deba cubrir la vacante. 

dentro de ese plazo, ocupará el cargo de 
Magistrado la persona que, dentro de dicha terna, 
designe el Gobernador del Estado. 

segunda terna fuere rechazada, ocupará el 
cargo la persona que dentro de dicha terna 
designe el Gobernador del Estado. 

 

Constitución del estado de Campeche 

Procedimiento único 

Los nombramientos de los Magistrados serán hechos por el Gobernador y sometidos a la aprobación del Congreso o en su caso, de la 
Diputación Permanente. 

 

Constitución del estado de Chiapas 

Primera Etapa Segunda Etapa Tercera Etapa 
La designación de los Magistrados 
Regionales se hará dentro de un plazo 
que no excederá de siete días hábiles 
respecto de aquel en que fue presentado 
el nombramiento por el Titular del 
Ejecutivo. 

Si el Congreso no resuelve 
dentro de dicho plazo, 
ocupará el cargo de 
Magistrado Regional la 
persona designada. 

Cuando, por cualquier circunstancia, el Pleno del Congreso del 
Estado o la Comisión Permanente, en su caso no se pronuncien 
sobre dos nombramientos sucesivos de la misma vacante, el 
Titular del Ejecutivo hará un tercer nombramiento, el cual surtirá 
sus efectos con carácter provisional, sin perjuicio de ser ratificado 
por el Congreso del Estado. 

 

Constitución del estado de Chihuahua 

Primera Etapa Segunda Etapa Tercera Etapa Cuarta Etapa 
En casos de faltas 
definitivas de Magistradas 
y Magistrados o la 
creación de otras Salas, el 
Pleno del Consejo de la 
Judicatura convocará a 
concurso de oposición 
para seleccionar a quienes 
deban cubrir las plazas 
vacantes o las creadas. 

El Consejo de la Judicatura en pleno se constituirá en Jurado 
Calificador del concurso de oposición. Las y los Consejeros deberán 
excusarse de intervenir en el examen de las y los aspirantes 
respecto de quienes estén impedidos para actuar con imparcialidad, 
caso en el que serán sustituidos por un suplente. La o el suplente 
será designado por el mismo mecanismo por el cual fue 
seleccionado la o el Consejero propietario. 
El Jurado Calificador tomará sus decisiones por mayoría de votos y 
será presidido por quien ocupe la titularidad de la Presidencia del 
Consejo. En caso de excusa de la o del Presidente, será sustituido 
por la o el Consejero de entre las y los designados por el Tribunal 
Superior y que tenga mayor antigüedad en la función judicial. 

El Jurado Calificador 
examinará a las y los 
participantes con 
transparencia, 
objetividad, 
exhaustividad, 
imparcialidad y 
profesionalismo 
respecto de la materia 
de la magistratura en la 
que concursan y en 
otras relacionadas con 
aquella.  
 

El Jurado 
Calificador 
integrará una 
terna de 
quienes hayan 
participado en 
el concurso y 
la remitirá al 
Ejecutivo del 
Estado. 

Quinta Etapa 
Quien ocupe la titularidad de la Gubernatura propondrá, para su ratificación, al Congreso del Estado, a una de las personas que integran la 
terna. La ratificación se efectuará por el voto de las dos terceras partes de sus miembros presentes en la sesión respectiva, dentro del plazo 
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improrrogable de treinta días naturales a partir de la presentación de la propuesta. En caso de que el Congreso no resolviere en dicho plazo, 
ocupará el cargo la persona propuesta por la o el Gobernador. 
En caso de que el Congreso rechace la propuesta, quien ocupe la titularidad de la Gubernatura enviará una nueva, de entre las personas a que 
se refiere el párrafo anterior. Si esta segunda propuesta fuere rechazada, ocupará el cargo el último de los integrantes de la terna, quien deberá 
ser designado por el Congreso. 
 

Constitución de la Ciudad de México 

Procedimiento Único 
A propuesta del Consejo de la Judicatura las y los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia serán designados y en su caso ratificados por 
las dos terceras partes de las y los diputados del Congreso, den entre las ternas que les remite el propio Consejo. 
Las ternas serán integradas por las y los aspirantes que hayan cubierto los requisitos y la evaluación que al efecto se lleve a cabo en los 
términos previstos. 
 

Constitución del estado de Coahuila 

Primera Etapa Segunda Etapa Tercera Etapa Cuarta Etapa 
El nombramiento se realizará de la 
lista de candidatos que le presente 
el Consejo de la Judicatura y 
sometidos a la aprobación del 
Congreso, o en su caso, de la 
Diputación Permanente, cuando 
proceda, el que la otorgará o 
negará dentro del improrrogable 
término de cinco días. 
 

La lista de Candidatos podrá ser 
rechazada por el Ejecutivo en una 
sola ocasión, en cuyo caso el 
Consejo de la Judicatura someterá 
a su consideración una nueva para 
que formule nuevo nombramiento. 
Cuando el Congreso o la 
Diputación Permanente no resuelva 
dentro del término que se señala 
para el efecto, se tendrán por 
aprobados los nombramientos.  
 

En el caso de que el Congreso 
del Estado no apruebe un 
nombramiento, el Gobernador 
del Estado hará una nueva 
designación dentro de las 
propuestas, que surtirá sus 
efectos desde luego, como 
provisional y que será sometido 
a la aprobación del propio 
Congreso, en el siguiente 
período ordinario de sesiones. 

En este período de sesiones, 
dentro de los primeros cinco 
días, el Congreso deberá 
aprobar o desaprobar el 
nombramiento, y si lo aprueba 
o nada resuelve, el Magistrado 
nombrado provisionalmente, 
continuará en sus funciones 
con el carácter de definitivo. Si 
el Congreso desecha el 
nombramiento, se reiterará el 
procedimiento, cesando desde 
luego en sus funciones el 
Magistrado Provisional. 

 

Constitución del estado de Colima 

Primera Etapa Segunda Etapa Tercera Etapa 
Los nombramientos de Magistradas 
o Magistrados del Supremo Tribunal 
de Justicia serán hechos por la 
Gobernadora o Gobernador del 
Estado y sometidos a la aprobación 

Si el Congreso no resuelve dentro de dicho término, 
se tendrá por aprobados los nombramientos. 
Sin la aprobación del Congreso no apruebe dos 
nombramientos sucesivos respecto de la misma 
vacante, la Gobernadora o Gobernador hará un 

En dicho periodo, dentro de los primeros ocho 
días, el Congreso deberá aprobar o reprobar el 
nombramiento, y si lo aprueba o nada resuelve, 
la magistrada o magistrado nombrado 
provisionalmente continuará en sus funciones 
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del Congreso, el cual otorgará o 
negará esa aprobación del 
Congreso, el cual otorgará o negará 
esa aprobación dentro del 
improrrogable término de diez días.  

tercer nombramiento, que surtirá sus efectos desde 
luego como provisional, y que será sometido a la 
aprobación de la Cámara en el siguiente periodo 
ordinario de sesiones. 

con el carácter de definitivo. Si el Congreso 
desecha el nombramiento, cesará desde luego 
en sus funciones la magistrada o magistrado 
provisional, y la Gobernadora o Gobernador del 
Estado, someterá nuevo nombramiento a la 
aprobación de dicho cuerpo colegiado, en los 
términos señalados. 

 

Constitución del estado de Durango 

Primera Etapa Segunda Etapa Tercera Etapa Cuarta Etapa Quinta Etapa  
El titular del Poder 
Ejecutivo propondrá al 
Congreso del Estado los 
candidatos para su 
aprobación, de cada 
tres magistrados que se 
propongan por lo menos 
uno deberá ser de 
carrera judicial. 
 
 
 

La aprobación se 
realizará por el voto 
secreto de las dos 
terceras partes de los 
diputados presentes, 
en la sesión que 
corresponda, dentro 
de los cinco días 
siguientes a la fecha 
de la propuesta.  
 

En caso de que, transcurrido 
el plazo de cinco días, el 
Congreso del Estado no 
acepte a las personas para 
ocupar las magistraturas, o 
se abstenga de resolver o no 
se obtenga la citada votación 
de las dos terceras partes, el 
Ejecutivo del Estado, en un 
plazo de diez días, 
presentará otra propuesta y 
la aprobación se efectuará en 
los términos del párrafo 
anterior. 

Si presentada la segunda 
propuesta, el Congreso del 
Estado no la acepta, o no 
obtenga los votos requeridos 
dentro de los plazos señalados, 
en ese mismo acto, la aprobación 
se llevará a cabo mediante el voto 
secreto de cuando menos la 
mitad más uno de los diputados 
asistentes a la sesión; de no 
reunirse esa votación, el 
Ejecutivo, dentro de los diez días 
posteriores a la celebración de la 
sesión, realizará la designación 
que tendrá carácter definitiva. 

Para el efecto de 
tener integrado el 
Pleno del Tribunal 
Superior de Justicia, 
los magistrados que 
vayan a concluir su 
encargo continuarán 
en el desempeño de 
esa responsabilidad 
hasta en tanto se 
haga la designación. 
 

 

Constitución del estado de Guanajuato 

Primera Etapa Segunda Etapa Tercera Etapa 
El Congreso del Estado por el voto de las dos 
terceras partes de los miembros presentes del 
Pleno hará la designación de Magistrados al 
Supremo Tribunal de Justicia de entre las ternas, 
que por turnos alternativos, presenten el 
Gobernador del Estado y el Consejo del Poder 
Judicial, y de los Magistrados Supernumerarios, de 
las ternas que presente el Pleno del Supremo 
Tribunal de Justicia. 

En caso de que el Congreso del 
Estado rechace la totalidad de la 
terna propuesta, el Gobernador del 
Estado, el Consejo del Poder 
Judicial o el Pleno del Supremo 
Tribunal de Justicia, someterán una 
nueva. 

Si esta segunda terna fuere rechazada, ocupará el 
cargo la persona que dentro de dicha terna 
designe el Gobernador, el Consejo del Poder 
Judicial o el Pleno del supremo Tribunal de 
Justicia, según corresponda, siempre y cuando se 
satisfagan los requisitos que exigen para tal efecto 
esta Constitución y la Ley. 
Los Magistrados Supernumerarios podrán ser 
considerados en las ternas para nombrar 
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La misma votación calificada se requerirá para 
separar y reelegir en su cargo a los Magistrados. 

Magistrados Propietarios cuando reúnan los 
requisitos de Ley.  

 

Constitución del estado de Guerrero 

Primera Etapa Segunda Etapa Tercera Etapa Cuarta Etapa 
El Congreso del Estado 
ratificará los nombramientos 
de los Magistrados por el voto 
de las dos terceras partes del 
total de sus integrantes, previa 
comparecencia de las 
personas propuestas. 

En los recesos del 
Congreso, la Comisión 
Permanente deberá 
convocar a sesión 
extraordinaria del 
Pleno, para efectos de 
la designación que 
corresponda. 

En aquellos casos en que la 
propuesta sea rechazada o no 
alcance la votación requerida, se 
notificará al Gobernador del 
Estado para que envíe una nueva 
propuesta dentro de los diez días 
siguientes. 

La resolución del Congreso que ratifique o 
rechace un nombramiento deberá fundarse, 
motivarse y emitirse en un término 
improrrogable de cuarenta y cinco días 
contados a partir de la recepción de la 
propuesta. 

 

Constitución del estado de Hidalgo 

Primera Etapa Segunda Etapa Tercera Etapa Cuarta Etapa 
Los nombramientos 
de Magistrados del 
Tribunal Superior de 
Justicia, serán 
aprobados o no dentro 
del improrrogable 
término de diez días. 

Si el Congreso del Estado, 
nada resolviere dentro del 
plazo señalado, se tendrán 
por aprobados los 
nombramientos y el o los 
designados entrarán a 
desempeñar sus funciones. 

En caso de que no se aprueben dos 
nombramientos sucesivos respecto a 
una misma vacante, el Gobernador del 
Estado hará un tercero, que surtirá 
efecto desde luego, como provisional y 
será sometido a la consideración del 
Congreso del Estado en el siguiente 
periodo de sesiones. 

Dentro de los primeros diez días de 
sesiones del Congreso del Estado se deberá 
aprobar o rechazar el nombramiento; si nada 
se resuelve el Magistrado nombrado 
provisionalmente continuará en sus 
funciones con el carácter definitivo, y el 
Gobernador hará la declaratoria 
correspondiente. 

Procedimiento 5 

Si el Congreso desecha el nombramiento, cesará desde luego en sus funciones el Magistrado provisional y el Gobernador someterá nuevo 
nombramiento en los términos que se indican en este precepto. 

 

Constitución del estado de Jalisco 

Primera Etapa Segunda Etapa Tercera Etapa Cuarta Etapa 
El Congreso del Estado 
emitirá convocatoria 
pública abierta a la 
sociedad en general. 

El Congreso del Estado 
recibirá las solicitudes y 
los expedientes de los 
aspirantes, cubriendo 
los requisitos que 
establece la 
Constitución y 

Cerrado el registro de los 
aspirantes, el Congreso del 
Estado remitirá al Comité de 
Participación Social del Sistema 
Anticorrupción del Estado, copia 
de los expedientes de los 
aspirantes, para que practique 

El Congreso del Estado, a través de la comisión 
legislativa competente, realizará una entrevista 
pública a cada aspirante, a la cual se invitará al 
Comité de Participación Social para que participe en 
la misma. 
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acompañando la 
acreditación de la 
evaluación de control de 
confianza, realizada por 
la institución precisada 
en la convocatoria. 

las evaluaciones curriculares y 
de aptitudes y elabore un 
informe con sus opiniones 
técnicas de idoneidad de cada 
aspirante, el cual deberá ser 
remitido al Congreso del Estado. 

Quinta Etapa Sexta Etapa Séptima Etapa Octava Etapa 
Los aspirantes deberán 
acreditar un examen 
teórico práctico de 
conocimientos jurídicos, 
para lo cual el 
Congreso del Estado a 
través de la comisión 
legislativa competente 
deberá solicitar el 
apoyo a instituciones de 
educación superior 
públicas y privadas, y/o 
a organismos 
especializados en 
evaluación, con el 
seguimiento y vigilancia 
de representantes de 
organismos privados y 
de la sociedad civil. 

La comisión legislativa 
competente debe emitir 
el dictamen con la lista 
de los candidatos que 
hayan cumplido con los 
requisitos y aprobado 
las evaluaciones a que 
se refieren la fracciones 
II y V de este artículo, 
acompañando la opinión 
técnica del Comité de 
Participación Social. 

El Congreso del Estado, en 
votación por cédula, y con el 
voto de cuando menos las dos 
terceras partes de los diputados 
integrantes, elegirá dentro de un 
término improrrogable de treinta 
días una vez que sea entregado 
el dictamen por parte de la 
comisión legislativa competente, 
al Magistrado que debe cubrir la 
vacante, en caso de declararse 
desierta la convocatoria, se 
procederá a emitir una nueva 
convocatoria, pudiendo 
participar aquellos aspirantes 
registrados dentro de la 
convocatoria previa. 

Se declarará desierta la convocatoria cuando:  
a) No se elija al Magistrado dentro del plazo 
señalado en la fracción anterior, o 
b) Después de tres votaciones ningún candidato 
alcance la mayoría requerida, debiendo mediar al 
menos cinco días naturales entre cada votación, 
pero siempre dentro del plazo anterior. 
El Congreso del Estado elige con libertad soberana a 
los magistrados, en igualdad de circunstancias, 
preferentemente entre aquellas personas que hayan 
prestado sus servicios con eficiencia y probidad en la 
administración de justicia o que lo merezca por su 
honorabilidad, competencia y antecedentes en otras 
ramas de la profesión jurídica. 
Los diputados emitirán su voto libre y secreto, en 
cualquier sentido de los que prevea la ley, sin que su 
voto esté condicionado por lo señalado en el párrafo 
anterior.  
En la designación de magistrados será obligatorio 
observar el principio de alternancia para la paridad 
de género. 

 

Constitución del estado de Michoacán 

Procedimiento Único 
Para la elección de los magistrados, el Consejo del Poder Judicial, en los términos que disponga la Ley Orgánica, integrará y enviará al 
Congreso del Estado, la lista de los aspirantes inscritos.  
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Constitución del estado de Morelos 

Procedimiento Único 

Los Magistrados serán designados por el Pleno del Congreso del Estado a propuesta del órgano político del Congreso, el cual emitirá la 
convocatoria pública para designarlos, conforme a lo establecido en esta Constitución y la Ley Orgánica para el Congreso. 

 

Constitución del estado de Nayarit 

Primera Etapa Segunda Etapa Tercera Etapa 
Para la designación de los 
Magistrados del Tribunal Superior de 
Justicia, el Gobernador someterá una 
terna a consideración del Congreso 
quien previa comparecencia de las 
personas propuestas elegirá al 
Magistrado que deba cubrir la 
vacante. 

La elección se hará por el voto de las 
dos terceras partes de los diputados 
presentes en la sesión, dentro del 
improrrogable término de treinta 
días. 

Si el Congreso no resolviere dentro de ese plazo, ocupará el 
cargo de Magistrado la persona que, dentro de dicha terna, 
designe el Gobernador. Si la Legislatura rechaza la totalidad 
de la terna propuesta, el Gobernador someterá a su 
consideración una nueva, en los términos del párrafo 
anterior. Si esta segunda tampoco es aceptada, ocupará el 
cargo la persona que dentro de esa terna designe el 
Gobernador. 

 

Constitución del estado de Nuevo León  

Primera Etapa Segunda Etapa Tercera Etapa Cuarta Etapa 
Dentro de los diez días posteriores a la 
ausencia definitiva de un Magistrado del 
Tribunal Superior de Justicia o ciento 
cincuenta días previos a que finalice el 
periodo de su encargo, el Consejo de la 
Judicatura emitirá una convocatoria pública 
por un plazo de quince días y contará con 
treinta días después de concluido dicho 
plazo para evaluar a los participantes en el 
que se deberá desahogar una 
comparecencia y remitir al Congreso del 
Estado una terna electa por mayoría para 
cada magistratura vacante. 

El Congreso del Estado 
deberá citar a los tres 
candidatos al cargo de 
Magistrado a una 
comparecencia, la cual se 
desarrollará ante la 
Comisión correspondiente 
en los términos que fije el 
propio Congreso. 

El Congreso del Estado, dentro de 
los treinta días naturales 
siguientes, deberá hacer la 
designación del candidato que 
ocupará la vacante al cargo de 
Magistrado del Tribunal Superior de 
Justicia, de entre los que 
conforman la terna, mediante el 
voto aprobatorio secreto de, al 
menos, las dos terceras partes de 
los integrantes de la legislatura. 

De no alcanzarse dicha 
votación, se procederá a 
una segunda votación entre 
los dos integrantes de la 
terna que hayan obtenido 
más votos. 
 

Quinta Etapa  Sexta Etapa  
En caso de empate entre quienes no obtuvieron el mayor número de 
votos, habrá una votación para definir por mayoría quién, entre dichos 
candidatos, participará en la segunda votación. Si persiste el empate, se 
resolverá por insaculación entre ellos. 

Si en la segunda votación ninguno de los dos obtiene el voto de 
las dos terceras partes de los integrantes de la legislatura, se 
procederá a la insaculación de entre estos últimos dos. 
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Constitución del estado de Oaxaca 

Primera Etapa Segunda Etapa Tercera Etapa Cuarta Etapa 
El Gobernador del Estado 
emitirá una convocatoria 
pública para la selección 
de aspirantes, de 
conformidad con 
determinados requisitos 
enumerados en el artículo 
101 de la Constitución del 
Estado. 

El Consejo de la Judicatura certificará el 
cumplimiento de los requisitos de la ley y 
aplicará los exámenes de oposición. Una 
vez concluidos éstos, remitirá al 
Gobernador del Estado una lista que 
contenga ocho candidatos, de los cuales el 
Gobernador enviará una terna al Congreso 
del Estado para que elija a quien debe ser 
Magistrado. 

La elección se hará por 
el voto de las dos 
terceras partes de los 
diputados del Congreso 
del Estado que se 
hallen presentes, dentro 
del improrrogable plazo 
de veinte días 
naturales.  

Si el Congreso no resolviere dentro de 
dicho plazo, ocupará el cargo de 
Magistrado la persona que, dentro de 
dicha terna, designe el Gobernador del 
Estado. En caso de que el Congreso del 
Estado rechace la terna propuesta, 
ocupará el cargo la persona que 
habiendo aparecido en la lista elaborada 
por el Consejo de la Judicatura designe 
el Gobernador del Estado. 

 

Constitución del estado de Quintana Roo 

Primera Etapa Segunda Etapa Tercera Etapa 
El Gobernador del Estado someterá una 
terna a la consideración de la Legislatura 
del Estado, la cual previa comparecencia 
de las personas propuestas, hará la 
designación correspondiente mediante el 
voto de la mayoría de sus miembros, 
dentro del plazo de quince días naturales. 

Si la Legislatura del Estado no 
resolviere en el término señalado, 
rechaza la terna o no alcanza la 
votación requerida, el 
Gobernador dentro de los quince 
días posteriores, propondrá una 
nueva terna. 

Si presentada la segunda terna, a la Legislatura del Estado, 
ésta la rechaza, se abstiene de resolver, o no reúne la 
votación requerida dentro del plazo señalado en la fracción I 
del artículo 102, se llevará a cabo la aprobación mediante el 
voto de cuando menos la mitad más uno de los Diputados 
asistentes a la sesión; de no reunirse esta votación, el 
Gobernador, dentro de los quince días posteriores a la 
celebración de la sesión, realizará la designación de entre 
los integrantes de la segunda terna. 

 

Constitución del estado de Sinaloa 

Procedimiento Único 
Los Magistrados del Supremo Tribunal de Justicia serán electos por el Congreso del Estado, de una terna que le presente el Consejo de la 
Judicatura. La elección se hará en escrutinio secreto. 

 

Constitución del estado de Sonora 

Primera Etapa Segunda Etapa Tercera Etapa Cuarta Etapa 
Los nombramientos de los 
Magistrados del Supremo 
Tribunal de Justicia serán hechos 

Dichos nombramientos serán 
sometidos a la aprobación 
del Congreso, el que 

En el caso de que el Congreso no apruebe 
dos nombramientos sucesivos respecto de 
la misma vacante, el Gobernador hará un 

Si el Congreso rechaza el 
nombramiento, cesará 
desde luego n sus 
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por el Gobernador del Estado, 
preferentemente entre aquellas 
personas que hayan prestado sus 
servicios con eficiencia y 
probidad dentro del Poder 
Judicial o entre las que lo 
merezcan por su honorabilidad, 
competencia y antecedentes, en 
otras ramas de la profesión 
jurídica. 

otorgará o negará esta 
aprobación dentro del 
término, de tres días.  
Si el Congreso no resolviera 
dentro de dicho término, se 
tendrán por aprobados os 
nombramientos. 
Sin aprobación expresa o 
tácita no se podrá tomar 
posesión del cargo. 

tercer nombramiento que surtirá sus 
efectos desde luego, como provisional, y 
que será sometido a la aprobación del 
Congreso en el siguiente periodo ordinario 
de sesiones. En este periodo ordinario de 
sesiones, dentro de los primeros tres días, 
el Congreso deberá aprobar o reprobar el 
nombramiento y si lo aprueba o nada 
resuelve, el Magistrado nombrado 
provisionalmente, continuará en sus 
funciones con el carácter de definitivo.  

funciones de Magistrado 
Provisional y el Gobernador 
del Estado someterá nuevo 
nombramiento, para su 
aprobación en los términos 
señalados. 

 

Constitución del estado de Tabasco 

Primera Etapa Segunda Etapa Tercera Etapa 
El Gobernador del Estado, someterá una terna a 
consideración del Congreso, el cual, previa comparecencia 
de las personas propuestas ante la comisión 
correspondiente, designará al Magistrado que deba cubrir la 
vacante. 
La designación se hará por el voto de las dos terceras partes 
de los miembros presentes del Congreso, dentro del 
improrrogable plazo de treinta días siguientes a la 
presentación de la terna.  

Si el Congreso no resolviere 
dentro de dicho plazo, ocupará el 
cargo de Magistrado la persona 
que, dentro de dicha terna, 
designe el Gobernador del 
Estado. 

En caso de que el Congreso rechace la 
totalidad de la terna propuesta, el 
Gobernador someterá una nueva, en los 
términos del párrafo anterior. Si esta 
segunda terna fuera rechazada, ocupará 
el cargo la persona que dentro de dicha 
terna, designe el Gobernador del Estado. 

 

Constitución del estado de Tamaulipas 

Primera Etapa Segunda Etapa Tercera Etapa 
El Gobernador hará la 
propuesta y el Congreso 
resolverá dentro de los 
siguientes treinta días 
naturales. 

En caso de que no resuelva o la persona propuesta no obtenga la 
mayoría referida, el Gobernador hará una nueva propuesta, 
debiendo resolver el Congreso dentro de los quince días naturales 
siguientes, pero si no lo hace dentro de ese periodo o la persona no 
obtiene la mayoría necesaria, el Ejecutivo hará la designación de 
Magistrado con carácter provisional y formulará una nueva 
propuesta en el siguiente Período de Sesiones Ordinarias. 

Si la vacante para la integración del 
Supremo Tribunal de Justicia se 
produce encontrándose en receso el 
Congreso del Estado, la Diputación 
Permanente lo convocará de 
inmediato a Sesiones Extraordinarias 
para conocer de dicho asunto. 

 

Constitución del estado de Tlaxcala 

Primera Etapa Segunda Etapa Tercera Etapa 
El Gobernador del Estado someterá una Si el Congreso no resolviere dentro de dicho En caso de que el Congreso rechace la 
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terna a consideración del Congreso, el cual, 
previa comparecencia de las personas 
propuestas, designará al Magistrado que 
deba cubrir la vacante dentro del 
improrrogable plazo de treinta días, 
contados a partir de la fecha de la recepción 
de la propuesta. 

plazo, ocupará el cargo de Magistrado la 
persona que, dentro de dicha terna designe 
el Gobernador del Estado. 
Los nombramientos de los Magistrados 
serán por las dos terceras partes del total de 
los diputados que integren la Legislatura. 

totalidad de la terna propuesta, el Gobernador 
someterá una nueva, en los términos del 
párrafo anterior (etapa dos). Si esta segunda 
terna fuera rechazada, ocupará el cargo la 
persona que, dentro de dicha terna, designe el 
Gobernador. 

 

Constitución del estado de Veracruz 

Procedimiento Único 
Los magistrados serán nombrados por el Congreso, a propuesta del Gobernador del Estado. En los recesos del Congreso la Diputación 
Permanente hará el nombramiento, con carácter provisional, en tanto aquél se reúne y da la aprobación definitiva.  

 

Constitución del estado de Yucatán 

Procedimiento Único 
La o el titular del Poder Ejecutivo formulará una terna que enviará al Congreso del Estado para que, una vez analizadas las propuestas y 
dentro del plazo de treinta días naturales, proceda a designar a una Magistrada o Magistrado con el voto de la mayoría de los miembros 
presentes en la sesión.  

 

Constitución del estado de Zacatecas 

Primera Etapa Segunda Etapa Tercera Etapa 
Para nombrar a los Magistrados del 
Tribunal, el Gobernador del Estado 
someterá una terna a consideración de la 
Legislatura, la cual, previa comparecencia 
de las personas propuestas, designará al 
Magistrado que deba cubrir la vacante. 

La designación se hará por el voto de las dos 
terceras partes de los miembros de la 
Legislatura presentes, dentro del improrrogable 
plazo de treinta días.  
Si la Legislatura no resolviere dentro de dicho 
plazo, ocupará el cargo de Magistrado la 
persona que, dentro del dicha terna, designe el 
Gobernador del Estado. 

En caso de que la Legislatura rechace la 
totalidad de la terna propuesta, el Gobernador 
del Estado someterá una nueva, en los 
términos del párrafo anterior. Si ésta segunda 
terna fuera rechazada, ocupará el cargo la 
persona que dentro de dicha terna, designe el 
Gobernador del Estado.  
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REELECCIÓN O RATIFICACIÓN ASI COMO PROCEDIMIENTO PARA EL CARGO DE MAGISTRADO DEL 
SUPREMO TRIBUNAL DE JUSTICIA O TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA: 
 
El concentrado siguiente establece la ratificación de los Magistrados que integran el Supremo Tribunal de Justicia o 
Tribunal Superior de Justicia, asimismo enuncia la duración de la correspondiente y el procedimiento a seguir: 
 

Ratificación del cargo de ministro: 
 
Si pueden ser ratificados: Aguascalientes; Baja California; Baja California Sur, Chiapas, Guanajuato, y Oaxaca (por 
un periodo igual); Ciudad de México; Coahuila; Colima; Durango; Hidalgo; Michoacán (hasta por dos periodos más); 
Nayarit (magistrados numerarios, por una sola vez y por el mismo periodo, salvo que por edad aplique la causa de 
retiro forzoso); Quintana Roo y San Luis Potosí (magistrados numerarios y supernumerarios, por un periodo más); 
Sonora; Tamaulipas (hasta completar un máximo de doce años contados a partir de la fecha inicial de su designación); 
Tlaxcala; Veracruz (por un periodo de cinco años); Yucatán (por un segundo periodo, hasta por nueve años más). 
 
No pueden ser ratificados: Jalisco, Morelos, Querétaro (no se podrá ocupar el cargo como propietario en forma 
consecutiva, ni discontinua, por más de doce años), Nuevo León y Zacatecas (no podrá ser nombrado para un nuevo 
periodo, salvo que hubiera ejercido el cargo con el carácter de provisional o interino). 

 
No establece ninguna disposición al respecto: Campeche, Chihuahua, Estado de México, Puebla y Sinaloa. 
 
De las entidades federativas que, sí establecen posibilidad de ratificación o reelección, algunas mencionan el o los 
distintos procedimientos que están establecidos en cada entidad federativa, siendo éstos las siguientes: 
 

Estado Procedimiento Establecido para la Ratificación o Reelección de Magistrados 
Baja 

California 
Sur 

Para la reelección o no de los Magistrados, se seguirá el siguiente procedimiento: 
- Con una anticipación no menor a sesenta días naturales ni mayor a noventa días naturales, de que concluya el periodo para 

el que fue nombrado, el Magistrado de que se trate, en uso de su garantía de audiencia presentarà por escrito y por 
duplicado ante el Congreso del Estado, a través del Presidente de la Mesa Directiva o de la Diputación Permanente, su 
intención de reelegirse o no.  

- En caso de que el Magistrado de que se trate se abstenga de presentar el escrito mencionado dentro del plazo señalado 
perderá su derecho a ser reelecto para un nuevo periodo de seis años. Con el duplicado del escrito a que se refiere el 
párrafo anterior, se dará vista a la Comisión dictaminadora correspondiente. 
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- La Comisión Legislativa dictaminadora deberá solicitar al Pleno del Tribunal Superior de Justicia o al Pleno del Consejo de la 
Judicatura según corresponda, toda aquella información y documentación que resulte útil y necesaria para conocer el 
desempeño en el ejercicio del cargo del Magistrado sujeto a evaluación, de conformidad con lo establecido en la Ley 
Orgánica del Poder Judicial del Estado, quedando estos obligados a proporcionarla en breve término. La infracción a estas 
disposiciones por parte del Pleno del Tribunal o del Pleno del Consejo de la Judicatura, será causa de juicio político. De igual 
forma, deberá solicitar al magistrado sujeto a evaluación la información y documentación que considere pertinente, 
pudiendo, además, solicitar a personas e instituciones públicas y privadas, todo tipo de información relativa al desempeño 
del cargo del magistrado y estas quedan obligadas a proporcionar en breve término. 

- Una vez reunida la documentación a que se refieren las fracciones I y II de este artículo, la Comisión dictaminadora deberá 
emitir el dictamen de evaluación correspondiente, en el cual se deberá señalar si el Magistrado posee los atributos que se le 
reconocieron al habérsele designado, cumpliendo los requisitos satisfechos para su nombramiento y si se actualiza o no 
alguno o algunos de los supuestos previstos en el artículo 93 de esta Constitución, así como contener todos aquellos 
elementos objetivos que den a conocer, si durante el desempeño de su trabajo cotidiano, lo ha ejercido de manera pronta, 
completa e imparcial, como expresión de diligencia, excelencia profesional y honestidad invulnerable. 

- El Congreso del Estado con base en lo anterior, resolverá en definitiva sobre su reelección o no reelección al menos quince 
días antes de que concluya el periodo para el que fue electo dicho funcionario judicial, con una votación de mayoría 
absoluta.  

- Si el Congreso resuelve la no reelección, se procederá a realizar un nuevo nombramiento en los términos que establece esta 
Constitución y el Magistrado cesará en sus funciones a la conclusión del periodo para el que fue nombrado; y 

- La resolución del Congreso se hará del conocimiento del funcionario, mediante notificación personal, y de la sociedad 
general, mediante su publicación en el Boletín oficial del Gobierno del Estado.  

Ciudad de 
México 

Previa evaluación pública en los términos dispuestos en esta Constitución y en la ley de la materia. 

Durango Previo procedimiento de evaluación de su desempeño por parte del Congreso del Estado, a partir de la información y 
elementos que proporcione el Tribunal Superior de Justicia. 

Guanajuato El Congreso del Estado por el voto de las dos terceras partes de los miembros presentes del Pleno hará la designación de 
Magistrados al Supremo Tribunal de Justicia de entre las ternas, que por turnos alternativos, presenten el Gobernador del 
Estado y el Consejo del Poder Judicial, y de los Magistrados Supernumerarios, de las ternas que presente el Pleno del 
Supremo Tribunal de Justicia. La misma votación calificada se requerirá para separar y reelegir en su cargo a los Magistrados. 
En caso de que el Congreso del Estado rechace la totalidad de la terna propuesta, el Gobernador del Estado, el Consejo del 
Poder Judicial o el Pleno del Supremo Tribunal de Justicia, someterán una nueva en los términos del párrafo anterior. Si esta 
segunda terna fuere rechazada, ocupará el cargo la persona que dentro de dicha terna designe el Gobernador, el Consejo del 
Poder Judicial o el Pleno del supremo Tribunal de Justicia, según corresponda, siempre y cuando se satisfagan los requisitos 
que exigen para tal efecto esta Constitución y la Ley. 
El Gobernador del Estado o el Consejo del Poder Judicial, según corresponda al origen de la propuesta, podrán proponer la 
reelección de un Magistrado en los términos de esta Constitución y la Ley.  
Sólo podrán ser reelectos los Magistrados que de acuerdo al dictamen de evaluación, hayan actuado en su primer cargo, con 
estricto apego a los principios que rigen la función judicial y que son los de independencia judicial, imparcialidad, eficiencia, 
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eficacia, legalidad, excelencia profesional, honestidad invulnerable, diligencia, celeridad, honradez, veracidad, objetividad, 
competencia, honorabilidad, lealtad, probidad y rectitud. 

Guerrero Los Magistrados para ser ratificados deberán ser evaluados conforme a los procedimientos establecidos en la ley orgánica, 
observando, en todo momento, los principios de legalidad y objetividad. 

Michoacán Se hará por el Congreso del Estado mediante el voto de las dos terceras partes de los diputados presentes, a propuesta del 
Consejo del Poder Judicial. 
El Consejo del Poder Judicial, noventa días naturales anteriores a la fecha en que concluya el primero y en su caso, el 
segundo de los ejercicios constitucionales de los magistrados, presentará al Congreso del Estado, dictamen de evaluación del 
desempeño ético y profesional del Magistrado, para que determine si debe o no ser reelecto. 
Si el Consejo del Poder Judicial advierte, derivado de la evaluación permanente, que algún Magistrado ha incurrido en 
causales de responsabilidad, en los términos dispuestos por esta Constitución y la ley, deberá, seguido el procedimiento, 
aplicar la sanción correspondiente. En el caso de que ésta deba ser la privación del encargo o en su caso, la inhabilitación, 
deberá comunicarlo al Congreso del Estado, para que resuelva. 

Nayarit Tres meses antes de que concluya el periodo para el que fue nombrado un Magistrado, en los términos que disponga la ley, el 
Congreso del Estado, previa opinión del Gobernador y del Consejo de la Judicatura, deberá iniciar un procedimiento de 
evaluación. Al efecto resolverá en definitiva, oyendo al magistrado, fundando y motivando su resolución, la que se dictará a 
más tardar treinta días antes de que concluya el periodo respectivo. Si el Congreso del Estado resuelve la no ratificación, el 
Magistrado cesará en sus funciones a la conclusión del periodo para el que fue designado, teniendo derecho a un haber por 
retiro en los términos que señale la Ley Orgánica del Poder Judicial; y se procederá a realizar un nuevo nombramiento en los 
términos del artículo 83 de esta Constitución. En caso de que el Congreso del Estado, omita resolver sobre la ratificación de 
un Magistrado expresada en los términos antes señalados, el Magistrado se considerará ratificado al cumplirse el periodo para 
el cual fue nombrado. 

San Luis 
Potosí 

Para los efectos de la ratificación, el Consejo de la Judicatura integrará la documentación y rendirá la documentación y rendirá 
un informe con los elementos que permitan al Ejecutivo evaluar el desempeño de los magistrados, para que el Congreso 
resuelva en su caso, sobre la propuesta de ratificación. Para ser ratificado se requerirá el voto favorable de cuando menos las 
dos terceras partes de los miembros del Congreso. En caso contrario se declarará la vacante, debiendo procederse en 
consecuencia. 

Tamaulipas Serán ratificados a propuesta del Gobernador del Estado mediante el voto de las terceras partes de los diputados presentes 
en la sesión correspondiente del Congreso. El Gobernador hará la propuesta y el Congreso resolverá dentro de los siguientes 
treinta días naturales. En caso de que no resuelva o la persona propuesta no obtenga la mayoría referida, el Gobernador hará 
una nueva propuesta, debiendo resolver el Congreso dentro de los quince días naturales siguientes, pero si no lo hace dentro 
de ese período o la persona no obtiene la mayoría necesaria, el Ejecutivo hará la designación de Magistrado con carácter 
provisional y formulará una nueva propuesta en el siguiente Período de Sesiones Ordinarias. Si la vacante para la integración 
del Supremo Tribunal de Justicia se produce encontrándose en receso el Congreso del Estado, la Diputación Permanente lo 
convocará de inmediato a Sesiones Extraordinarias para conocer de dicho asunto.  

Tlaxcala Previa evolución en términos de lo establecido por esta Constitución.  

Yucatán El Pleno del Tribunal Superior de Justicia formulará una evaluación de desempeño que acredite la actuación profesional y 

https://cutt.ly/SAPI-ISS-41-20


Secretaría General                                      Dirección General de Servicios de Documentación, Información y Análisis 

Secretaría de Servicios Parlamentarios         Dirección de Servicios de Investigación y Análisis 

Subdirección de Análisis de Política Interior 

205 
Pulsa el siguiente link para contestar un diagnóstico de la utilidad de este documento: https://cutt.ly/SAPI-ISS-41-20 

ética en el cargo, en los términos de la ley. Dicha evaluación deberá ser presentada al Congreso del Estado para que este 
órgano la considere y dictamine lo procedente, lo cual deberá ser aprobado por mayoría de los Diputados presentes en la 
sesión relativa, de conformidad con lo que establezca la ley.  

 
 

FACULTADES DEL SUPREMO TRIBUNAL DE JUSTICIA O TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA: 
 
La Ciudad de México, Durango, Morelos, Nuevo León, Oaxaca, San Luis Potosí y Zacatecas establecen las 
facultades que tiene el Supremo Tribunal de Justicia o el Tribunal Superior de Justicia: 
 

Estado Facultades del Supremo Tribunal de Justicia o Tribunal Superior de Justicia 

Ciudad de 
México 

El Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México tendrá las siguientes funciones: 
a) Ejercer el control de constitucionalidad, convencionalidad y legalidad en los términos que establece la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, y determinar la inaplicación de las leyes o decretos contrarios a esta Constitución, en las 
materias de sus respectivas competencias; y 
b) Proteger y salvaguardar los derechos humanos y sus garantías reconocidos por esta Constitución y por los tratados 
internacionales. 
D. Medios alternativos de solución de controversias 
1. El sistema integral de justicia de la Ciudad de México privilegiará los medios alternativos de solución de controversias. Para 
garantizar el acceso a estos medios se establecerá el Centro de Justicia Alternativa. 
2. El Centro de Justicia Alternativa será un órgano desconcentrado del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México 
con plena autonomía técnica, operativa, presupuestaria y de decisión; su titular será nombrado por el Consejo de la Judicatura 
de conformidad con lo previsto por la ley orgánica y durará seis años en su cargo, sin posibilidad de reelección. 
3. El Centro de Justicia Alternativa tendrá las siguientes facultades: 
a) Facilitar la mediación como mecanismo de solución de controversias civiles, mercantiles, familiares, penales cuando se 
trate de delitos no graves y de justicia para adolescentes; 
b) Mediar en controversias vinculadas con el régimen de condominios; 
c) Coordinar con las instancias de acción comunitaria establecidas por la ley para la mediación y resolución de conflictos 
vecinales, comunitarios, de barrios y pueblos; y 
d) Las demás que prevea la ley. 

Durango Corresponde al Tribunal Superior de Justicia:  
- El Tribunal Superior en el desempeño de sus funciones resolverá las contiendas o controversias de naturaleza jurídica, que 

se sometan a su conocimiento, aplicando la normatividad establecida en la legislación común en vigor y en el área territorial 
del Estado.  

- Además, conocerá de aquellas cuestiones que le sean planteadas en aplicación del principio de la jurisdicción concurrente a 
que se refiere la fracción I del artículo 104 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

- Aplicará los mecanismos alternativos de solución de controversias. 
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Morelos Corresponde al Tribunal Superior de Justicia:  
- Iniciar ante el Congreso del Estado las Leyes y decretos que tiendan a mejorar la organización de los Tribunales del mismo, 

la legislación civil y penal y los procedimientos judiciales; 
- Aprobar su reglamento interior;  
- Conocer de las causas por delitos oficiales y comunes y del juicio político de los miembros del Ayuntamiento; 
- Decidir las competencias que se susciten entre los Jueces de Primera Instancia y entre éstos y los de inferior categoría;  
- Decidir las controversias que ocurran sobre pactos o negociaciones que celebre el Ejecutivo por sí o por medio de sus 

agentes, con individuos o corporaciones civiles del Estado, y de los demás negocios de hacienda, siempre que el Gobierno 
fuere demandado. Si fuere actor, seguirá el fuero del reo;  

- Conocer de la segunda instancia en los negocios que la tengan para ante él conforme a las Leyes;  
- Consultar al Congreso las dudas de Ley que ocurran al mismo Tribunal Superior y a los Jueces inferiores, si estimare que 

éstas son fundadas;  
- Conceder licencias a los Magistrados del Tribunal Superior que no excedan de treinta días, llamando al suplente respectivo;  
- Dirimir las controversias que se susciten entre los Poderes Legislativo y Ejecutivo, por Leyes o actos de aquél que este 

último considere contrarias a la Constitución del Estado;  
- Dirimir las controversias que se susciten entre el Instituto Morelense de Información Pública y Estadística y el Poder 

Legislativo o el Poder Ejecutivo del Estado, o entre el primero y los Municipios, o el Instituto Morelense de Procesos 
Electorales y Participación Ciudadana, o la Universidad Autónoma del Estado de Morelos o cualquier Órgano Estatal 
regulado por esta Constitución. El procedimiento que se sustancie ante el Tribunal Superior de Justicia se sujetará al 
procedimiento previsto en el artículo 100 de esta Constitución;  

- Designar a uno o más de sus miembros, a petición del Ejecutivo del Estado, a petición de un Presidente Municipal o de 
oficio, para que investigue la actuación de algún Magistrado, en relación con algún hecho o hechos que constituyan 
violación de una garantía individual;  

- Ejercer las demás atribuciones que le señalen las Leyes. 

Nuevo León Corresponde al Tribunal Superior de Justicia:  
- Resolver en Pleno las controversias constitucionales y las acciones de inconstitucionalidad;  
- A través de las Salas, conocer en grado de revisión de los negocios civiles, familiares, penales, de adolescentes infractores 

o de jurisdicción concurrente, que le remitan los Jueces; 
- Elegir en Pleno, cada dos años, al Presidente del Tribunal Superior de Justicia, conforme lo determine la Ley;  
- Determinar en Pleno, el número de las Salas, su integración colegiada y unitaria, su especialidad y la adscripción de los 

magistrados;  
- Conocer en Tribunal Pleno para resolver en definitiva, a instancia de parte interesada, de los Magistrados o de los Jueces, 

qué tesis debe prevalecer cuando las Salas del Tribunal sustenten criterios contradictorios al resolver los recursos de su 
competencia, las cuales serán de observancia obligatoria en las Salas y Juzgados;  

- En Pleno, dirimir los conflictos de competencia que se susciten entre las Salas, y entre los juzgados, de acuerdo a lo que 
establezca la Ley;  

- En Pleno, expedir y modificar su reglamento interno para el cumplimiento de las facultades de los servidores públicos del 
Tribunal Superior de Justicia;  
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- Presentar ante el Congreso del Estado, las iniciativas de leyes que estime pertinentes, relacionadas con la administración 
de justicia y la organización y funcionamiento del Poder Judicial;  

- Conocer en Tribunal Pleno, erigido en Jurado de Sentencia, de la responsabilidad de los servidores públicos a que alude el 
Título VII de esta Constitución.  

- Acordar y autorizar las licencias de los Magistrados;  
- En Pleno, expedir los acuerdos necesarios para el mejor ejercicio de sus funciones;  
- Examinar los informes que mensualmente deberán remitirle los Juzgados, acerca de los negocios pendientes y de los 

despachados;  
- En Pleno, acordar lo necesario para la implementación de dispositivos electrónicos necesarios para la realización de la 

función jurisdiccional; y  
- Elegir en Pleno a los jueces que ocuparán el cargo de Consejero de la Judicatura; y  
- Las demás facultades que las leyes le otorguen.  

Oaxaca Corresponde al Tribunal Superior de Justicia:  
- Garantizar la supremacía y control de esta Constitución; 
- Proteger y salvaguardar los derechos humanos y garantías individuales reconocidos en esta Constitución;  
- Interpretar y aplicar las leyes del fuero común y las federales en jurisdicción concurrente;  
- Conocer en segunda instancia de los negocios y causas que determinen las leyes; V.- Hacer la revisión de todos los 

procesos del orden penal que designen las leyes; 
- Garantizar los derechos de los pueblos indígenas y afromexicano y, cuando así corresponda, adecuar las normas del 

Estado con las normas indígenas, en el marco del pluralismo jurídico; y 
- Las demás atribuciones que le confieran esta Constitución y la ley. 

San Luis 
Potosí 

Corresponde al Supremo Tribunal de Justicia:  
- Resolver las controversias judiciales en segunda instancia y las demás cuestiones jurisdiccionales de su competencia;  
- Establecer jurisprudencia en los términos que fije la ley;  
- Resolver sobre las contradicciones de criterios generales sustentados por las salas del Tribunal, sin perjuicio de observar la 

jurisprudencia de los tribunales del Poder Judicial Federal;  
- Iniciar leyes o decretos relacionados con la impartición de justicia;  
- Elegir de entre los magistrados a su Presidente, quien también lo será del Consejo de la Judicatura; y designar a un 

integrante del Consejo de la Judicatura, en los términos de esta Constitución;  
- Solicitar al Consejo de la Judicatura el cambio de adscripción de jueces y en su caso, su remoción por causa justificada;  
- Recibir y en su caso, aceptar la renuncia al cargo de Presidente del Tribunal;  
- Calificar las excusas o impedimentos que sus miembros presenten para conocer de determinados asuntos, así como de las 

recusaciones con causa que se promuevan en contra de los magistrados, en asuntos de la competencia del Pleno; 
- Proponer al Consejo de la Judicatura, a través de su Presidente, los acuerdos generales y las medidas administrativas 

tendientes a mejorar el registro, control y procedimiento de los asuntos que sean tramitados ante el Poder Judicial del 
Estado, procurando la incorporación de métodos modernos para la expedita y eficaz impartición de justicia; 

- Resolver las quejas que supongan responsabilidad administrativa, que se presenten en contra de sus integrantes;  
- Dictar las medidas necesarias para que la impartición de justicia sea pronta y expedita; XII. Conocer de los asuntos cuya 
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resolución esté expresamente atribuida a su competencia, y  
- Las demás que le confiera la ley. 

Zacatecas Corresponde al Tribunal Superior de Justicia:  
- De la segunda instancia de los asuntos civiles y penales del Estado;  
- De los recursos que las leyes sometan a su conocimiento;  
- De la revisión de los procesos en que hubieren causado ejecutoria las sentencias o resoluciones de los Jueces inferiores, 

para el solo efecto de investigar acerca de aquellos que incurrieren en responsabilidad, y demás revisiones de oficio que 
determinen las leyes;  

- De las contiendas de jurisdicción entre los Jueces de primera instancia y municipales;  

- De la responsabilidad oficial de los Jueces en la forma que establezcan las leyes; y VI. De los demás asuntos que las leyes 
sometan a su jurisdicción. 

 
FACULTADES DEL PLENO DEL SUPREMO TRIBUNAL DE JUSTICIA O TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA: 
 
Los estados de Baja California, Colima, Durango, México, Morelos, Oaxaca, Nuevo León, Oaxaca, Querétaro, 
Quintana Roo, Sonora, Tamaulipas, Tlaxcala, Yucatán y Zacatecas establecen las facultades que tiene el Pleno del 
Supremo Tribunal o el Tribunal Superior de Justicia: 
 

Estado Facultades del Pleno del Supremo Tribunal de Justicia o Tribunal Superior de Justicia 

Baja 
California 

Corresponde al Pleno del Tribunal Superior de Justicia: 
- Conocer de los negocios civiles y penales del fuero común, como Tribunal de Apelación o de última instancia ordinaria;  
- Resolver las cuestiones de competencia y las de acumulación que se susciten entre los jueces, de conformidad a las leyes 

respectivas; 
- Resolver sobre las recusaciones y excusas de Magistrados y Secretarios del Tribunal;  
- Resolver respecto a la designación, ratificación, remoción y renuncia de Jueces del Poder Judicial, de conformidad con lo 

previsto en esta Constitución, la Ley y el reglamento respectivo. Iguales facultades le corresponden en cuanto al personal 
jurisdiccional del Tribunal, quienes serán seleccionados por los Magistrados correspondientes, de entre la lista que presente 
el Consejo de la Judicatura en los términos de la Ley y el reglamento respectivo; 

- Determinar la adscripción de los Magistrados en las Salas del Tribunal;  
- Designar para un periodo de tres años, a uno de sus miembros como Presidente, pudiendo ser reelecto por otro periodo de 

tres años más; 
- Expedir acuerdos para el mejor ejercicio de sus atribuciones;  
- Establecer mecanismos que transparenten y propicien la rendición de cuentas de la función jurisdiccional de los 

Magistrados; 
- Emitir opinión respecto al proyecto de Plan de Desarrollo Judicial que le presente el Consejo de la Judicatura, en los 

términos de la Ley, y  
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- Designar a tres Consejeros de la Judicatura en los términos de esta Constitución. 
Ejercer las demás atribuciones que les señale esta Constitución y las Leyes. 

Colima El Supremo Tribunal, actuando en Pleno, tendrá a su cargo la representación jurídica del Poder Judicial. 

Durango El Pleno del Tribunal determinara la conformación y competencia de las salas, así como sus titulares. 

México Corresponde al Pleno del Tribunal Superior de Justicia: 
- Iniciar leyes o decretos;  
- Determinar el ámbito territorial en el que ejercerán su competencia las salas regionales y los juzgados;  
- Dirimir los conflictos de competencia que se susciten entre las salas regionales del Tribunal;  
- Expedir y modificar el Reglamento Interior del Tribunal; y  
- Ejercer las atribuciones que le señalen la Ley Orgánica del Poder Judicial y otros ordenamientos legales. 

Morelos El pleno del Tribunal Superior de Justicia estará facultado para expedir acuerdos generales tendientes a lograr una adecuada 
distribución entre las salas de los asuntos de la competencia del propio Tribunal. En caso de excusa, recusación y ausencias 
hasta treinta días de los Magistrados se estará a lo dispuesto por la Ley.  

Oaxaca Corresponde al Pleno del Tribunal Superior de Justicia: 
A. En competencia exclusiva:  
I.- Iniciar y presentar a nombre y representación del Poder Judicial leyes en todo lo relativo a la Administración de Justicia y 
estructura orgánica del Poder Judicial;  
II.- Establecer jurisprudencia de conformidad con los criterios que establezca la ley de la materia; III.- Iniciar anualmente las 
reformas a las leyes que difieran de su propia jurisprudencia y de las consultas u observaciones que formulen los Jueces de 
Primera Instancia;  
IV.- Resolver como Jurado de sentencia en las causas de responsabilidad por delitos oficiales que hayan de formarse contra 
los servidores públicos del Estado, en los términos que fija esta Constitución;  
V.- Dirimir las competencias de jurisdicción que se susciten entre los Jueces de Primera Instancia del Estado, o entre el 
Alcalde de un distrito judicial y otro Alcalde o Juez de Primera Instancia de otro distrito;  
VI.- Establecer y ponderar criterios de homologación y adecuación en la aplicación de las normas estatales y las normas 
indígenas en el marco del pluralismo jurídico; así como resolver los conflictos derivados de los ámbitos de competencia entre 
la jurisdicción indígena y la jurisdicción estatal; 
VII.- Formar y aprobar el Reglamento Interior del Tribunal; y 
VIII.- Las demás atribuciones que le confieran esta Constitución y la ley. 
B. Corresponde a la Sala Constitucional, en los términos que señale la ley:  
I.- Conocer de las controversias constitucionales que se susciten entre,  
a) Dos o más municipios;  
b) Uno o más municipios y el Poder Legislativo; c) Uno o más municipios y el Poder Ejecutivo; d) El Poder Ejecutivo y el 
Legislativo; y  
e) Entre Órganos Autónomos, o entre éstos y el Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, o los Municipios. Cuando las 
controversias versen sobre disposiciones generales de los Poderes Ejecutivo, Legislativo, o de los municipios, y la resolución 
del Pleno del Tribunal Superior de Justicia las declare inconstitucionales, dicha resolución tendrá efectos generales cuando 
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hubiere sido aprobada por las dos terceras partes de sus miembros, y surtirá efectos a partir de su publicación en el Periódico 
Oficial del Gobierno del Estado;  
II.- Conocer, con excepción de las acciones de inconstitucionalidad contra leyes electorales locales, de las acciones de 
inconstitucionalidad contra una norma de carácter general que se considere contraria a esta Constitución y que dentro de los 
treinta días siguientes a su publicación, se ejerciten por: 
a) Cuando menos treinta por ciento de los Diputados,  
b) El Gobernador del Estado, y  
c) Los órganos autónomos del Estado, en las materias de sus respectivas competencias. Las resoluciones dictadas tendrán 
efectos generales cuando hubieren sido aprobadas por las dos terceras partes de los miembros del Pleno del Tribunal 
Superior de Justicia, y surtirán sus efectos a partir de su publicación, sin poder aplicarse retroactivamente excepto cuando se 
trate de asuntos del orden penal y en beneficio del inculpado;  
III.- Conocer de las peticiones formuladas por los demás Tribunales y Jueces del Estado, cuando tengan duda sobre la 
constitucionalidad o aplicación de una ley local, en el proceso sobre el cual tengan conocimiento, en los términos que 
disponga la Ley. Las resoluciones dictadas por las dos terceras partes de los miembros del Pleno del Tribunal Superior de 
Justicia tendrán efectos de criterios orientadores no vinculantes; 
IV.- Conocer de las peticiones formuladas por el Gobernador del Estado, por treinta por ciento de los Diputados al Congreso 
del Estado o por los órganos autónomos en el ámbito de sus respectivas competencias, sobre la constitucionalidad de un 
proyecto de ley o decreto aprobado por el Congreso previo a su promulgación y publicación. El Tribunal Superior de Justicia 
deberá resolver en un plazo máximo de quince días naturales, mediante la aprobación de las dos terceras partes de sus 
miembros;  
V.- Substanciar el juicio para la protección de los derechos humanos, por incumplimiento de las recomendaciones hechas a la 
autoridad por la Defensoría de los Derechos Humanos del Pueblo de Oaxaca.  
VI.- Solventar y resolver los recursos relativos a los requisitos de la revocación del mandato señalados en el artículo 25 de la 
Constitución, en los términos y plazos señalados por la Ley. 

Querétaro Es competencia del Pleno del Tribunal Superior de Justicia y de las Salas: 
- Conocer los asuntos en revisión de las resoluciones emitidas por los jueces o respecto a los cuales acuerde su atracción y 

emitir las correspondientes sentencias;  
- Resolver sobre la constitucionalidad de las leyes en el Estado;  
- Garantizar la supremacía y control de esta Constitución, mediante la interpretación de la misma, formando y sistematizando 

precedentes en materia de control de esta Constitución;  
- Declarar sobre los casos de omisión en la expedición de leyes, cuando la misma afecte el funcionamiento o aplicación de la 

presente Constitución;  
- Ejercer la administración, vigilancia y disciplina, exclusivamente con respecto al Pleno y Secretaría General de Acuerdos del 

Tribunal Superior de Justicia, garantizando la transparencia de su gestión en los términos que determinen las leyes;  
- Procesar y sentenciar los litigios que no sean competencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o del Senado de la 

República y, que surjan entre: Poder Ejecutivo, Legislatura del Estado, Organismos constitucionales autónomos o los 
Municipios del Estado;  

- Presentar, en el mes de septiembre de cada año, a la Legislatura, un informe por escrito sobre el estado que guarde la 
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impartición de justicia en la Entidad, en los términos que establezca la Ley;  
- Elegir a su Presidente;  
- Revisar y, en su caso, revocar los acuerdos que emita el Consejo de la Judicatura, en los casos, términos y procedimiento 

que establezca la Ley Orgánica del Poder Judicial; y  

- Las demás que establezca esta Constitución y las demás leyes. Se exceptúan de la competencia del Pleno y de las Salas 
previstas en las fracciones II, III y IV del presente artículo, las leyes en materia hacendaria, fiscal, presupuestal y electoral.  

Quintana 
Roo 

Corresponde al Pleno del Tribunal Superior de Justicia: 
- Iniciar leyes o decretos inherentes a la impartición de justicia;  
- Elegir al Magistrado Presidente del Tribunal Superior de Justicia del Estado;  
- Elegir al Magistrado que integrará el Consejo de la Judicatura del Estado;  
- Resolver sobre las contradicciones entre las tesis sostenidas en las resoluciones de las Salas o de los Juzgados, en los 

términos que disponga la Ley respectiva;  
- Conocer de las recusaciones con causa y de las excusas de los Magistrados;  
- Aprobar anualmente el anteproyecto del Presupuesto de Egresos del Poder Judicial, que le presente el Consejo de la 

Judicatura, que deberá incluir los tabuladores desglosados de las remuneraciones que perciban sus servidores públicos, 
sujetándose a lo dispuesto en el artículo 165 de esta Constitución;  

- Asignar a las Salas los Magistrados Numerarios y Supernumerarios correspondientes;  
- Resolver las controversias constitucionales, acciones de inconstitucionalidad local y las acciones por omisión legislativa, en 

términos de los artículos 104 y 105 de esta Constitución y conforme al procedimiento que establezca la Ley respectiva;  
- Las demás que le confieran esta Constitución y la Ley Reglamentaria. 
- En los términos que la ley disponga las sesiones del Pleno y de las Salas serán públicas y por excepción privada en los 

casos en que así lo exijan la moral o el interés público.  

Sonora El Pleno del Supremo Tribunal de Justicia, para el adecuado ejercicio de sus funciones, estará facultado para: 
- Expedir Acuerdos Generales, de conformidad con lo que establezca la Ley.  
- Nombrar al Secretario General de Acuerdos del Supremo Tribunal de Justicia y a los demás funcionarios y empleados de su 

adscripción.  

Tamaulipas Son atribuciones del Pleno del Supremo Tribunal de Justicia: 
- Resolver las controversias constitucionales y las acciones de inconstitucionalidad, conforme lo establezcan la Constitución y 

la ley; 
- Turnar a las Salas que correspondan los asuntos familiares, civiles, penales o de justicia para adolescentes y aquellos que 

establezcan otras leyes, que al efecto remitan los jueces, para sustanciar la segunda instancia; 
- Conocer en Pleno de las controversias de orden civil o mercantil que se susciten entre particulares y el Estado; con 

excepciones de los asuntos de extinción de dominio, acorde a la ley respectiva; 
- Erigirse en jurado de sentencia para conocer y resolver, sin recurso ulterior, las causas que se instruyan contra servidores 

públicos, conforme a lo dispuesto por el Título XI de esta Constitución. 
- Atender las dudas sobre la interpretación de la ley que sean planteadas por los jueces o surjan del seno del propio Tribunal; 
- Dirimir las cuestiones de competencia que surjan entre las autoridades judiciales del Estado, en los términos que ija la ley; 
- Formular, ante el Congreso del Estado, iniciativas de ley tendientes a mejorar la impartición de justicia; así como expedir y 
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modificar, en su caso, los reglamentos y los acuerdos generales que se requieran para este fin; 
- Formular, expedir y modificar, en su caso, los reglamentos, acuerdos y circulares que sean necesarias para la impartición 

de justicia; 
- Determinar a propuesta del Presidente la competencia de las Salas, las adscripciones de los Magistrados a las mismas; y 

adscribir, en su caso, a los Magistrados supernumerarios a las Salas en los supuestos que determine la ley.  
- Elegir Presidente del Pleno del Supremo Tribunal, en los términos que determine la ley, quien a su vez lo será del Consejo 

de la Judicatura; 
- Delegar al Presidente las atribuciones que estime pertinentes; 
- Recibir, en sesión plenaria, extraordinaria, pública y solemne que se verificará antes de la segunda quincena del mes de 

marzo de cada año, el informe anual de labores que deberá rendir su Presidente sobre el estado que guardan el Poder 
Judicial del Estado y la impartición de justicia. El informe se entregará por escrito al Congreso del Estado, en la modalidad 
que este acuerde; 

- Acordar, en los casos que considere necesario, la propuesta al Gobernador del Estado para la creación de Magistraturas 
Supernumerarias y de Magistraturas Regionales; 

- Nombrar, a los jueces de primera instancia y a los jueces menores y, en su caso, determinar sobre su ratificación con base 
en la propuesta correspondiente del Consejo de la Judicatura; 

- Tomar la protesta de ley, por conducto del Presidente a los jueces de primera instancia, los jueces menores y los jueces de 
paz; 

- Calificar los impedimentos de los Magistrados de Sala Unitaria para conocer de los asuntos sometidos a su jurisdicción, en 
caso de excusa o recusación, en los términos previstos por la ley; 

- Conceder licencias hasta por un mes a los Magistrados del Poder Judicial, así como admitir sus renuncias, sancionar sus 
faltas y fijar los períodos de vacaciones del propio Poder Judicial, en los términos que determine la ley; 

- Conocer las quejas que se formulen contra los Magistrados del Supremo Tribunal de Justicia, con motivo del ejercicio de 
sus funciones, las cuales se sustanciarán de acuerdo al procedimiento establecido en la ley, así como resolver, en única 
instancia, los juicios de responsabilidad civil que se promuevan en contra de los mismos; 

- Conocer y resolver, en única instancia, las causas que se instruyan en contra de alguno de los magistrados, los consejeros 
de la judicatura, los jueces de primera instancia y los jueces menores por delitos cometidos en el ejercicio de sus funciones, 
y de las que deban sustanciarse contra los secretarios del mismo Tribunal, por faltas abusos cometidos en el desempeño de 
sus cargos; 

- Imponer correcciones disciplinarias a laos Magistrados Numerarios, Supernumerarios y Regionales, en los términos que 
determine la ley; 

- Calificar los impedimentos de los jueces de primera instancia para conocer de los asuntos sometidos a su jurisdicción, en 
caos de excusa o recusación, en los términos previstos por la ley; 

- Imponer correcciones disciplinarias a los abogados, agentes de negocios, procuradores o litigantes, cuando en las 
promociones, actuaciones o diligencias en que intervengan ofendan o falten al respeto al Supremo Tribunal de Justicia, a 
alguno de sus miembros o a cualquier servidor público del Poder Judicial; 

- Conocer y tramitar la ejecución de sentencias ejecutoriadas contra el Estado y las entidades autónomas, en los términos del 
Código de Procedimientos Civiles del Estado; 
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- Promover y aplicar la mediación entre las partes, en las diversas materias de su competencia; 
- Aprobar el proyecto de presupuesto anual de egresos del Poder Judicial, que deberá presentarle el Consejo de la 

Judicatura, el que deberá ser remitido al Congreso del Estado, para su aprobación; 
- Las demás facultades y obligaciones que las leyes le otorguen. 

Tlaxcala El Tribunal Superior de Justicia, funcionando en pleno, tendrá las facultades siguientes: 
- Dictar las medidas necesarias para que el Poder Judicial del Estado cumpla cabalmente con su función de impartir justicia; 
- Actuar como Tribunal de Control Constitucional el Estado; 
- Resolver los conflictos competenciales que surjan entre los órganos que integran el Poder Judicial, en los términos que 

establezca la ley de la materia; 
- Proceder penalmente en contra de los funcionarios y servidores públicos del Poder Judicial cuando asì lo amerite el caso; 
- Remitir a los poderes Legislativo y Ejecutivo los informes que le soliciten sobre la administración de justicia; 
- Presentar las iniciativas de ley que sean necesarias para una mejor impartición de justicia; 
- Conocer y resolver el recurso de revocación que los interesados interpongan, contra los acuerdos del presidente del 

Tribunal Superior de Justicia; 
- Fijar la jurisdicción y competencia de los juzgados del Estado; 
- Determinar los precedentes obligatorios sustentados en cinco resoluciones en el mismo sentido, que vinculen a las salas y 

juzgados del Estado, y resolver las contradicciones de los precedentes que sustenten las salas; 
- Publicar en el boletín judicial del Estado, las disposiciones de observancia general que dicte; 
- Conceder licencias a sus magistrados para que puedan separarse de sus cargos hasta por seis meses, llamando al 

respectivo suplente, siempre y cuando no se trate de ocupar un cargo de elección popular, en todo caso, presentará la 
renuncia correspondiente con el carácter de irrevocable; 

- Rendir la cuenta pública trimestralmente al Congreso del Estado dentro de los treinta días naturales posteriores al periodo 
de que se trate en términos de la ley de la materia; y 

- Las demás que señale esta Constitución y la Ley Orgánica del Poder Judicial. 

Yucatán Corresponde al Pleno del Tribunal Superior de Justicia: 
- Hacer uso del derecho de iniciar leyes que le confiere esta Constitución;  
- Revisar las decisiones del Consejo de la Judicatura respecto de la creación de Departamentos Judiciales y juzgados, 

modificar su competencia y jurisdicción territorial, en términos de la ley;  
- Resolver las contradicciones entre los criterios que emitan sus Salas, las cuales tendrán carácter obligatorio en los términos 

que señale la ley;  
- Expedir el Reglamento Interior, Acuerdos Generales y demás normas administrativas que sean necesarias para el 

cumplimiento de sus fines;  
- Remitir a los poderes, Legislativo y Ejecutivo, del Estado los informes sobre administración de justicia que le soliciten, en los 

términos de la ley;  
- Formular el proyecto anual de Presupuesto de Egresos del Tribunal Superior de Justicia, y remitirlo al Consejo de la 

Judicatura para su inclusión en el proyecto de Presupuesto del Poder Judicial;  
- Presentar la cuenta pública, con la documentación respectiva y en los términos establecidos en la Ley de la materia, y  
- Las demás que le confieran esta Constitución y otras leyes.  
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Zacatecas Son facultades y obligaciones del Pleno del Tribunal: 
- Emitir acuerdos generales; crear o suprimir unidades jurisdiccionales o administrativas; expedir los reglamentos del Tribunal 

Superior y de los Juzgados de primera instancia y municipales;  
- Iniciar ante la Legislatura las leyes y decretos que tengan por objeto mejorar la Administración de Justicia;  
- Conocer como Jurado de Sentencia en los casos previstos por el Título VII de esta Constitución;  
- Dirimir los conflictos que surjan entre los municipios y los Poderes Legislativo y Ejecutivo del Estado, o entre aquéllos, que 

no sean de los previstos por la fracción XXVIII del artículo 65 de esta Constitución o que se refieran a la materia electoral; 
sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y  

- Enviar la propuesta de terna para la elección de Magistrado Especializado en Justicia para Adolescentes, a la Legislatura 
del Estado, para su designación;  

- Nombrar a los demás trabajadores al servicio del Poder Judicial, así como adscribir a Jueces y trabajadores de un Juzgado 
a otro o a distrito distinto; admitirles sus renuncias; concederles, sin goce de sueldo, las licencias que soliciten para 
separarse del despacho; destituirlos o suspenderlos hasta por tres meses, previa audiencia del interesado, por causa grave 
justificada que no dé lugar a que se le enjuicie, e imponerles las sanciones económicas que determinen las leyes; VII. 
Conceder licencias a Magistrados, Jueces y trabajadores de confianza del Poder Judicial, según lo establezca su Ley 
Orgánica y reglamentos, así como a los trabajadores de base conforme a la Ley del Servicio Civil;  

- Supervisar el estado de la Administración de Justicia en los Juzgados de primera instancia, de control y tribunales de 
enjuiciamiento 

- Ejercer y administrar en forma autónoma el presupuesto de egresos que apruebe anualmente la Legislatura del Estado;  
- Formular y aplicar los exámenes de oposición a los aspirantes a Jueces de primera instancia, de control y de tribunales de 

enjuiciamiento;  
- Emitir opinión acerca de la legalidad de una ley antes de que sea publicada, siempre que lo solicite el Gobernador del 

Estado, la cual en ningún caso se hará pública; y  
- Establecer la distritación judicial de conformidad con las reglas que contemple la ley; 
- Establecer la jurisprudencia del Tribunal Superior de Justicia y resolver las contradicciones, en base a las ejecutorias de las 

Salas, en términos de ley; 
- Ejercer, en forma independiente al presupuesto de egresos, el Fondo Auxiliar para la Administración de Justicia; 
- El veintisiete de septiembre de cada año, el Magistrado Presidente del Tribunal Superior de Justicia, presentará por escrito 

en sesión de la Legislatura un informe de las actividades realizadas, y 

- Las demás facultades y obligaciones que les señalen esta Constitución y las leyes. 
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MEDIOS DE CONTROL QUE EL SUPREMO TRIBUNAL DE JUSTICIA O TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA 
DEBERAN DE CONOCER Y RESOLVER: 
 
Los estados de Nuevo León, Quintana Roo, Tamaulipas, Tlaxcala y Yucatán desarrollan en sus Constituciones, los 
medios de control que el Supremo Tribunal de Justicia o Tribunal Superior de Justicia mediante su jurisdicción deberá 
de conocer y resolver: 
 

Estado Medios de Control en los que el Tribunal Superior de Justicia tiene injerencia 

Nuevo 
 León 

El tribunal superior de Justicia tendrá jurisdicción plena para conocer y resolver de los siguientes medios de control de la 
constitucionalidad local:  
- De la controversia de inconstitucionalidad local, que podrá promover el Estado y municipios, así como los poderes u órganos 
públicos estatales o municipales, para impugnar actos de autoridad o normas generales que invadan su competencia 
garantizada por esta Constitución, y que provengan de otro diverso poder u órgano estatal u municipal. El poder Judicial del 
Estado no podrá ser parte actora ni demandada en estas controversias.  
- De la acción de inconstitucionalidad local para impugnar normas generales expedidas por el Congreso del Estado o por 
cualquier ayuntamiento, que en abstracto violen los derechos fundamentales de las personas emanados de esta Constitución, 
o violen la distribución de competencias que en esta Constitución se establecen para el Estado y los municipios, o para 
cualquiera de los poderes u órganos públicos estatales o municipales. Esta acción de inconstitucionalidad podrá ser promovida 
por los diputados, tratándose de normas generales expedidas por el Congreso del Estado, y por los regidores tratándose de 
normas generales expedidas por su respectivo ayuntamiento, en los términos que determine la Ley reglamentaria. Esta acción 
también podrá promoverla el Gobernador o el Fiscal General de Justicia del Estado. Las Sentencias dictadas para resolver una 
controversia de inconstitucionalidad local o una acción de inconstitucionalidad local, que declaren inconstitucional una norma 
general, tendrán efectos generales en todo el Estado cuando sean votados por la mayoría calificada que determine la ley 
reglamentaria, a partir de la fecha en que sean publicadas en el Periódico Oficial del Estado o de la fecha posterior a la 
publicación que la propia sentencia ordene. 

Quintana 
 Roo 

Al Pleno del Tribunal Superior de Justicia, en los siguientes medios de control:  
- De las controversias que, por la constitucionalidad de sus actos o disposiciones generales, con excepción de las que se 
refieran a la materia electoral, surjan entre:  
a) El Poder Ejecutivo y el Poder Legislativo.  
b) El Poder Ejecutivo y uno de los Municipios.  
c) El Poder Legislativo y uno de los Municipios.  
d) Dos o más municipios del Estado. 
Para que la controversia constitucional proceda, el actor deberá acreditar el interés jurídico. La ley establecerá el plazo para la 
interposición de la demanda y los casos en que proceda la suspensión del acto que las motive. La suspensión no podrá 
otorgarse cuando se demande la invalidez de disposiciones generales. La misma Ley establecerá las condiciones para que 
tengan efectos generales, las resoluciones sobre controversias que impugnen la validez constitucional de disposiciones 
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generales.  
- De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la posible contradicción entre una norma de carácter 
general y esta Constitución, con excepción de las que se refieran a la materia electoral, siempre que se ejerzan dentro de los 
treinta días naturales siguientes a la fecha de publicación de la norma, por:  
a) Cuando menos la tercera parte de los miembros del Congreso del Estado.  
b) El Gobernador del Estado, por conducto del Consejero Jurídico del Poder Ejecutivo, en contra de normas de carácter estatal; 
Inciso reformado POE 03-07-2017  
c) El Fiscal General del Estado, respecto de leyes en materia penal, así como, las relacionadas en el ámbito de sus funciones, 
y Inciso adicionado  
d) El Organismo Garante que establece el artículo 21 de esta Constitución en contra de leyes de carácter local, que vulneren el 
derecho al acceso a la información pública y la protección de datos personales.  
La admisión de una acción de inconstitucionalidad no dará lugar a la suspensión de la norma impugnada.  
Las resoluciones del Pleno del Tribunal Superior de Justicia solo podrán declarar la invalidez de las normas impugnadas, 
siempre que fueren aprobadas por cuando menos las dos terceras partes del Pleno, y no tendrán efectos retroactivos, salvo en 
materia penal.  
- De las acciones por omisión legislativa, cuando se considere que la Legislatura del Estado no ha resuelto sobre la expedición 
de alguna Ley o Decreto, y que dicha omisión afecte el debido cumplimiento de esta Constitución, siempre y cuando sean 
interpuestas por:  
a) El Gobernador del Estado, o  
b) Un Ayuntamiento del Estado. La resolución que emita el Pleno del Tribunal Superior de Justicia que decrete el 
reconocimiento de la inconstitucionalidad por omisión legislativa, surtirá sus efectos a partir de su publicación en el Periódico 
Oficial del Estado. En dicha resolución se determinará un plazo para que se expida la Ley o Decreto de que se trate la omisión, 
a más tardar en el período ordinario que curse o el inmediato siguiente de la Legislatura del Estado, pudiendo disminuir este 
plazo cuando el interés público lo amerite.  

Tamaulipas El pleno del Supremo Tribunal de Justicia, en funciones del tribunal constitucional, tendrá jurisdicción para conocer y resolver 
de: 
La controversia constitucional local, que podrán promover los Poderes del Estado, los organismos a los que esta constitución 
otorgue autonomía y los municipios, para impugnar actos o normas generales estatales o municipales que invadan su 
competencia conforme a esta Constitución. El Poder Judicial del Estado no podrá ser parte actora ni demandada en estas 
controversias.  
La acción de inconstitucionalidad local, para impugnar normas generales expedidas por el Congreso del Estado o por un 
Ayuntamiento, que sean contrarias a esta Constitución. Podrán promoverla los Diputados tratándose de normas generales 
expedidas por el Congreso del Estado, o por los síndicos y regidores tratándose de normas generales expedidas por su 
respectivo Ayuntamiento, en los términos que determine la ley. Esta acción también podrá promoverla el Poder Ejecutivo a 
través del Consejero Jurídico del Gobierno del Estado; el Fiscal General de Justicia del Estado en contra de normas generales 
en materia penal, así como la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Tamaulipas, a través de su presidente, 
tratándose de normas generales que violen derechos humanos previstos por esta Constitución. Las sentencias dictadas para 
resolver los asuntos planteados conforme a las fracciones I y II de este artículo, que declaren inconstitucional una norma 
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general, tendrán efectos generales cuando sean votados por las dos terceras partes de los integrantes del Pleno Supremo 
Tribunal de Justicia, a partir de la fecha en que sean publicadas en el Periódico Oficial del Estado o de la fecha posterior a la 
publicación que la propia resolución ordene.  

Tlaxcala El Pleno del Tribunal Superior de Justicia, actuando como Tribunal de Control Constitucional del Estado, conocerá de los 
asuntos: 
- De los medios de defensa que hagan valer los particulares contra leyes o actos de autoridades que vulneren los derechos 

humanos consagrados en esta Constitución; 
- De los juicios de competencia constitucional, por actos o normas jurídicas de carácter general que violen esta Constitución y 

las Leyes que de ella emanen, y que susciten entre: 
a) Los Poderes Legislativo y Ejecutivo del Estado; El Poder Legislativo y un Ayuntamiento o Concejo Municipal; El Poder 

Ejecutivo y un Ayuntamiento o Concejo Municipal; Dos o más Ayuntamientos o concejos municipales, de Municipios 
diferentes, siempre que no se trate de cuestiones relativas a sus limites territoriales; en tal caso, la decisión corresponderá 
al Congreso; y,  

b) Dos o más munícipes de un mismo Ayuntamiento o Concejo Municipal, incluidos los presidentes de comunidad. 
- De las acciones de inconstitucionalidad que se promuevan contra normas jurídicas de carácter general, provenientes del 
Congreso del Estado y en las que se plantee violación abstracta a esta Constitución. El ejercicio de estas acciones 
corresponderá: 

a) Al equivalente al veinticinco por ciento de los diputados que integran el Poder Legislativo del Estado; 
b) A la comisión Estatal de Derechos Humanos; 
c) A la Universidad Autónoma de Tlaxcala; 
d) Al Procurador General de Justicia del Estado en los asuntos relativos a su función; y 
e) A los partidos políticos debidamente registrados ante el organismo público local electoral, en asuntos de la materia 

electoral; 
- De las acciones de inconstitucionalidad que se promuevan contra normas jurídicas de carácter general, provenientes de 

algún Ayuntamiento o Concejo Municipal, y en las que se plantee violación abstracta a esta Constitución. El ejercicio de 
estas acciones corresponderá: 

a) Al equivalente al veinticinco por ciento de los munícipes del mismo Ayuntamiento o Concejo Municipal, incluidos los 
presidentes de comunidad; 
b) A los diputados, en cuyo distrito electoral se comprenda el Ayuntamiento o Concejo Municipal que haya expedido la norma 
impugnada; 
c) Al Gobernador del Estado; A la Comisión Estatal de Derechos Humanos; A las Universidades Públicas estatales; y Al 
Procurador General de Justicia del Estado en los asuntos relativos a sus funciones. 

- El trámite y resolución de los juicios de competencia constitucional y acciones de inconstitucionalidad, se sujetará a los 
términos siguientes: 
a) El término para promover el juicio de competencia constitucional será de treinta días naturales, contados a partir de 

aquél en que la parte actora haya tenido conocimiento del acto o norma jurídica que pretenda impugnar; 
b) El término para ejercitar las acciones de inconstitucionalidad será de noventa días naturales, contados a partir de aquél 

en que la norma jurídica que se desea impugnar, haya sido publicada en el Periódico Oficial dl Gobierno del Estado; 
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c) La promoción para el juicio de competencia constitucional suspenderá la ejecución de los actos materiales que se 
impugnen, salvo que con ello se cause mayor perjuicio al interés público, a criterio del órgano de control constitucional. 
Cuando se trate de impugnaciones a normas jurídicas, mediante juicios de competencia constitucional o acciones de 
inconstitucionalidad, no procederá la suspensión de la aplicación de la norma; 
d) Las resoluciones que declaren procedentes los juicios de competencia constitucional, cuando versen sobre normas 
jurídicas y las acciones de inconstitucionalidad, deberán ser aprobadas por mayoría de cinco magistrados, si el fin es declarar 
inválida la norma y con efectos generales; en caso contrario se desestimará la impugnación;  
e) El quórum en las sesiones del Tribunal cuando deban votarse resoluciones que versen sobre normas jurídicas, se formará 
cuando menos con cinco Magistrados. De no obtenerse ese quórum, se suspenderá la sesión y se convocará para el día 
hábil siguiente; y si tampoco así se pudiese sesionar, se llamará a los suplentes que corresponda, hasta obtener dicho 
quórum, informando de ello al Congreso, para que, de no tener justificación, suspenda de sus funciones a los ausentes;  
f) Los acuerdos de trámite que dicte el Presidente del Tribunal y el Magistrado ponente, podrán ser recurridos ante el Pleno 
del Tribunal. Las resoluciones dictadas por el Pleno del Tribunal, cualquiera que sea su sentido, son irrecurribles;  
g) Las resoluciones definitivas del Tribunal, deberán publicarse en el boletín del Poder Judicial y un extracto de las mismas 
en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado;  
h) Las resoluciones del pleno deberán ser obedecidas; de no hacerlo, la autoridad omisa será destituida por el mismo pleno; 
e,  
i) La Ley reglamentaria de este Artículo determinará las demás características del funcionamiento y atribuciones del Tribunal 
de Control Constitucional.  

-  De las acciones contra la omisión legislativa imputables al Congreso, Gobernador y Ayuntamientos o concejos municipales, 
por la falta de expedición de las normas jurídicas de carácter general, a que estén obligados en términos de las Constituciones 
Políticas, de los Estados Unidos Mexicanos, del Estado y de las Leyes.  
El ejercicio de esta acción corresponderá a las autoridades estatales y municipales, así como a las personas residentes en el 
Estado. Al admitirse la demanda, se ordenará correr traslado a la responsable y al Director del Periódico Oficial del Gobierno 
del Estado, para que rindan sus informes.  
Se celebrará una audiencia de pruebas y alegatos e inmediatamente después se dictará la resolución correspondiente. De 
verificarse la omisión legislativa, se concederá a la responsable un término que no exceda de tres meses para expedir la norma 
jurídica solicitada.  
El incumplimiento a esta sentencia, será motivo de responsabilidad. En lo conducente, serán aplicables a esta acción lo 
establecido en los incisos d), e), f), g) e i), de la fracción anterior.  
- De las cuestiones de inconstitucionalidad planteadas por los órganos jurisdiccionales cuando consideren de oficio o a 
instancia de parte, en algún proceso, que una norma con carácter general, aplicable al caso, de cuya validez dependa el fallo 
pueda ser contraria a la Constitución, en los términos que establezca la ley.  

Yucatán En materia de control constitucional local, corresponde al Pleno del Tribunal Superior de Justicia erigido en Tribunal 
Constitucional, conocer:  
- De las controversias constitucionales que, con excepción de las controversias en materia electoral, se susciten entre:  
a) El Estado y los municipios; b) El Poder Ejecutivo y el Poder Legislativo; c) Dos o más municipios del Estado, siempre que no 
se trate de cuestiones relativas a sus límites territoriales, y d) Uno o más organismos públicos autónomos y otro u otros 
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organismos o poderes del Estado o Municipios. Las resoluciones del Pleno del Tribunal Superior de Justicia del Estado, sobre 
controversias constitucionales que declaren la invalidez de normas, con excepción de las normas estatales impugnadas por 
uno o más municipios, tendrán efectos generales cuando hubieren sido aprobadas por al menos las dos terceras partes de sus 
integrantes y surtirán sus efectos a partir de su publicación en el órgano de difusión oficial del Estado. En los demás casos, las 
resoluciones de Pleno del Tribunal Superior de Justicia tendrán efectos únicamente respecto de las partes en la controversia. 
Las controversias constitucionales locales tienen por objeto resolver los conflictos de carácter competencial que surjan entre 
diferentes órganos de gobierno que pertenecen a órdenes distintos, así como entre órganos que forman parte del mismo orden 
del régimen interno del Estado, con base en lo dispuesto por esta Constitución, sin perjuicio de las controversias 
constitucionales que le compete resolver de manera exclusiva a la Suprema Corte de Justicia de la Nación.  
- De las acciones de inconstitucionalidad en contra de normas de carácter general, estatales o municipales que se consideren 
contrarias a la Constitución Política del Estado que sean promovidas por:  
a) El Ejecutivo del Estado; b) El Fiscal General del Estado; c) El treinta y tres por ciento de los integrantes del Congreso, en 
contra de las disposiciones de carácter general aprobadas por los ayuntamientos; d) El treinta y tres por ciento de los 
Regidores del municipio en contra de las disposiciones de carácter general aprobadas por el ayuntamiento, y e) Los 
organismos públicos autónomos, por conducto de quien le represente legalmente, con relación a la materia de su competencia. 
Las acciones de inconstitucionalidad podrán ser ejercitadas dentro de los treinta días naturales siguientes al de su publicación.  
Las resoluciones del Pleno del Tribunal Superior de Justicia sólo podrán declarar la invalidez de las normas impugnadas, 
siempre que fueren aprobadas por al menos las dos terceras partes de sus miembros y surtirá efectos a partir de su 
publicación en el órgano de difusión oficial del Estado.  
- De las acciones contra la omisión legislativa o normativa, imputables al Congreso, al Gobernador o a los Ayuntamientos, por 
la falta de expedición de las normas jurídicas de carácter general, a que estén obligados por esta Constitución, así como de las 
leyes, siempre que la omisión afecte el debido cumplimiento o impida la eficacia de la misma. El ejercicio de esta acción 
corresponderá a las autoridades estatales y municipales, así como a las personas residentes en el Estado, conforme a lo que 
disponga la ley. La resolución que emita el Pleno del Tribunal Superior de Justicia y decrete la existencia de omisión legislativa 
o normativa, surtirá sus efectos a partir de su publicación en el órgano de difusión oficial del Estado. La resolución del Pleno, 
respecto a omisiones del Congreso del Estado, otorgará un plazo que comprenda dos períodos ordinarios de sesiones para 
que éste emita la ley, decreto o acuerdo omitido. Si se trata de omisiones del Poder Ejecutivo o de los ayuntamientos, se 
otorgará un plazo de seis meses para subsanar la omisión.  
La declaración de invalidez de las resoluciones a que se refieren las fracciones I y II de este artículo no tendrá efectos 
retroactivos, salvo en materia penal, en la que regirán las disposiciones constitucionales y legales aplicables de esta materia.  
- De las cuestiones de control previo respecto de la constitucionalidad de los proyectos de ley aprobados por el Pleno del 
Congreso del Estado y hasta antes de su promulgación y publicación; que podrán promover, el Gobernador; el treinta y tres por 
ciento de los integrantes del Congreso; el Fiscal General del Estado; los Titulares de los organismos públicos autónomos y los 
Presidentes Municipales en el ámbito de su competencia, en términos de Ley.  
Las decisiones del Pleno del Tribunal Superior de Justicia, adoptadas por medio del voto de las dos terceras partes de sus 
integrantes, en la que estime la inconstitucionalidad de las disposiciones contenidas en los proyectos de ley aprobados por el 
Pleno del Congreso del Estado, serán obligatorias para éste.  
La ley determinará los procedimientos para la substanciación de las Cuestiones de Control Previo de Constitucionalidad.  
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TÉRMINOS Y PRINCIPALES CAUSAS PARA DESTITUIR, SUSTITUIR, REMOVER, RETIRAR, ASÍ COMO PRIVAR 
DEL CARGO A LOS MAGISTRADOS: 
 

Estado 
 

Términos 
Empleados 

Casos y Causas 

 
Aguascalientes 

Sustituidos - Defunción, e Incapacidad física o mental permanente. 

Removidos y 
Destituidos 

- Mala conducta debidamente comprobada, calificada por el Consejo de la Judicatura Estatal o previo 
juicio de responsabilidad ante el Congreso del Estado en cuyo caso serán destituidos. 

 
Baja  

California 

 
Privados de 

su cargo 
 

- Incapacidad física o mental que impida el buen desempeño de sus funciones 
- Al cumplir setenta años de edad 
- Al cumplir quince años en el cargo de Magistrado del Tribunal Superior de Justicia 

- En los demás casos que establezca la Constitución y la Ley de Responsabilidades de los Servidores 
Públicos del Estado. 

 
 
 

Baja  
California  

Sur 

 
 
 
 

Privados de 
su cargo 

 
 
 

- Por incapacidad física o mental que impida el buen desempeño de sus funciones.  
- Al cumplir doce años en el cargo de Magistrado. 
- Si no conserva los requisitos establecidos para su nombramiento, previstos en nuestra constitución. 
- Incurran en faltas de probidad u honradez, mala conducta o negligencia en el desempeño de sus 

labores. 
- Si no gozan de buena reputación con motivo del ejercicio de su encargo. 
- Sean condenados por sentencia ejecutoriada en juicio de responsabilidad administrativa de servidores 

públicos o juicio político que los inhabilite o destituya, en los casos que éstos procedan. 
- Sean jubilados en los términos legales o renuncien a su puesto. 
- Desempeñen otro empleo o encargo de la Federación, del Estado, de algún Municipio o particulares, 

salvo los cargos en las instituciones educativas o en asociaciones científicas, literarias o de 
beneficencia. 

- En los demás casos que establezca esta constitución y la Ley de Responsabilidades de los 
Servidores Públicos del Estado. 

- No excusarse de conocer los asuntos de los que tenga conocimiento que está impedido conforme a la 
ley. 

Campeche Removidos Los Magistrados en términos generales, sólo podrán ser removidos en los supuestos que la legislación 
correspondiente establezca, en estricto apego al procedimiento respectivo. 

Chiapas  
Destituidos 

 
 

Los Magistrados en términos generales, podrán ser destituidos previo procedimiento que demuestre 
que actuaron dolosa o negligentemente en el desempeño de sus labores o incurrieron en alguna de las 
hipótesis previstas en el Título Décimo de esta Constitución y las demás que señala la legislación en 
materia de responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de Chiapas. 
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Chihuahua 

Destituidos 
 

Los Magistrados en términos generales, podrán ser destituidos en los casos que determinen esta 
Constitución o las leyes. 

Cesaran sus 
funciones 

Las y los Magistrados que satisfagan los requisitos que exigen las leyes atinentes para gozar de la 
jubilación y además hayan desempeñado el cargo de magistratura cuando menos por un periodo de 
cinco años. 

Ciudad de 
México 

Privados 
 

Los Magistrados podrán ser privados en los términos que establecen la Constitución Estatal y las leyes. 

Coahuila Privados de 
sus puestos 

En el caso de que los Magistrados sean reelectos, estos podrán ser privados de sus puestos en los 
términos del Título Sexto de la Constitución Estatal. 

Colima Privados de 
sus puestos 

En el caso de que los Magistrados sean reelectos, estos podrán ser privados de sus puestos en los 
términos de la Constitución y la Ley General de Responsabilidades Administrativas. 

 
 

Durango 

 
Terminarán 
su encargo 

- Determinarse incapacidad física o mental que impida el buen desempeño de sus funciones; 
- Cumplir quince años, en el ejercicio del cargo, si fueron ratificados, 
- Cumplir setenta años de edad, si fueron ratificados, 
- Cumplir seis años en el cargo, si no fueren ratificados. 

- En los demás casos que establezca la Constitución Local y la ley de responsabilidades. 

 
 

Guanajuato 

 
 

Perderán el 
cargo 

 
 

- Incurrir en responsabilidades en los términos del artículo 126 de esta Constitución y de la Ley; 
- Retiro forzoso, al cumplir 75 años de edad o por haber tenido el carácter de Magistrado Propietario 

por un lapso continúo de 14 años; 
- Violación grave a los principios que rigen la función judicial, de acuerdo al dictamen de evaluación, en 

los términos de esta Constitución y de la Ley; o 

- Enfermedad o incapacidad física que les impida ejercer el cargo. 

 
Guerrero 

Retiros 
forzosos e 

improrrogable 

Procederá el retiro forzoso e improrrogable de Magistrados al momento de cumplir 70 años, o cuando 
tengan un padecimiento que los incapacite para el desempeño de su función. 

 
Hidalgo 

Privados de 
sus puestos 

En el caso de que los Magistrados sean reelectos, estos podrán ser privados de sus puestos en los 
términos que determinan la Constitución y la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del 
Estado. 

 
 

Jalisco 

Removidos Los Magistrados solo podrán ser removidos de sus cargos en los términos que establezcan la 
Constitución y las Leyes en materia de Responsabilidad de los Servidores Públicos. 

Retiros 
forzosos o 
voluntaria 

- Haber concluido el periodo por el que fue electo.  
- Haber cumplido setenta años de edad. 
- La incapacidad total permanente declarada por autoridad judicial o administrativa competente. 
- No aprobar las evaluaciones de control de confianza.  
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-  Las evaluaciones de control de confianza serán aplicables cada cuatro años a magistrados, mismas 
que se integrarán a su expediente laboral el cual será de carácter reservado.  

 Estado de 
México 

Privados de 
sus cargos 

Los Magistrados podrán ser privados de sus cargos por faltas u omisiones graves en el desempeño de 
sus funciones, por mala conducta o porque estén incapacitados física o mentalmente. 

 
 

Michoacán 

Privados de 
su encargo 

 
 

Los Magistrados podrán ser privados de su encargo en cualquier tiempo, cuando incurran en falta de 
probidad u honradez, mala conducta, negligencia en el desempeño de sus labores o cuando acepten 
desempeñar otro empleo o cargo de la Federación, Estados, Municipios o particulares, salvo las 
actividades no remuneradas de la academia, docencia, investigación o de beneficencia y en los 
términos del Título Cuarto de esta Constitución y la Ley de Responsabilidades de los Servidores 
Públicos del Estado. 

Morelos Privados del 
cargo 

Los Magistrados podrán ser privados del cargo en los términos que establece esta Constitución y las 
leyes en materia de responsabilidad de los servidores públicos. 

 
Nayarit 

Removidos 
del cargo 

Los Magistrados durante el desempeño de sus funciones sólo podrán ser removidos del cargo en los 
términos del Título Octavo de la Constitución y las leyes aplicables. 

 
 

Nuevo  
León 

Inamovibles, 
a excepción 

de: 

- Faltas de probidad u honradez 
- Mala conducta 
- Negligencia en el desempeño de sus labores 
- Sean condenados por sentencia ejecutoriada en juicio de responsabilidad 

- En los casos que éste proceda, sean jubilados en los términos legales o renuncien a su puesto, 
acepten desempeñar otro empleo o encargo de la Federación, Estados, Municipios o particulares, salvo 
los cargos en las instituciones educativas o en asociaciones científicas, literarias o de beneficencia. 

Removidos 
 

Los Magistrados en términos generales podrán ser removidos de sus cargos por el Congreso del 
Estado, en los casos a que se refiere el apartado anterior. 

Oaxaca Privados de  
su cargo 

 

Todos los Magistrados, con excepción del Magistrado Presidente y del Magistrado Consejero de la 
Judicatura, sólo podrán ser privados de sus puestos en los términos del artículo 117 de la Constitución 
Local y la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de Oaxaca. 

Puebla Privados de 
su cargo 

Los Magistrados del Tribunal serán inamovibles y sólo podrán ser privados de sus cargos por la 
Legislatura del Estado, a petición del Ejecutivo, por faltas u omisiones graves en el desempeño de sus 
funciones; porque observen mala conducta o estén incapacitados física o mentalmente. 

Quintana  
Roo 

Separados y 
Retiro 

forzoso 

Los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia solo podrán ser separados en los términos que señala 
el Título Octavo de esta Constitución o en su caso, como consecuencia del retiro forzoso en términos de 
esta Constitución. 

San Luis 
Potosí 

Privados de 
sus puestos 

En el caso de que los Magistrados sean ratificados, estos sólo podrán ser privados de sus puestos en 
los términos establecidos en la presente Constitución. 
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Sinaloa Privados de 
sus cargos 

Los Magistrados del Supremo Tribunal de Justicia, sólo podrán ser privados de sus cargos conforme a 
las causas y con sujeción a los procedimientos previstos en esta Constitución. 

Sonora Privados de 
sus cargos 

En el caso de que los Magistrados del Supremo Tribunal de Justicia sean reelectos, estos sólo podrán 
ser privados del cargo en los términos del Título Sexto de esta Constitución. 

Tabasco Sustituidos 
 

 

Los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia serán sustituidos antes de que concluya ese plazo, 
cuando sobrevenga defunción, incapacidad física o mental permanente, o podrán ser destituidos, por 
incurrir en cualquiera de las causas graves de responsabilidad que establezca la Ley Orgánica, previo 
juicio de responsabilidad ante el Congreso del Estado. 

Tamaulipas Removidos 
 

Los Magistrados del Supremo Tribunal de Justicia sólo podrán ser removidos de su encargo en los 
términos del Título XI de la Constitución y, al término de su desempeño, tendrán derecho a un haber por 
retiro conforme a lo que disponga la Ley. 

Tlaxcala Removidos 
 
 

Los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia solo podrán ser removidos de sus cargos, por el 
Congreso del Estado por faltas u omisiones graves en el desempeño de sus funciones; por incapacidad 
física o mental; por sanción impuesta en términos de la Ley de Responsabilidades de los Servidores 
Públicos del Estado, o por haber cumplido sesenta y cinco años. 

Veracruz Removidos y 
Retiro 

forzoso 

- Haber cumplido los diez años en el cargo sin ratificación, 
- Haber cumplido setenta años de edad, o 

- Haber cumplido quince años en el cargo. 

Yucatán Removidos Las Magistradas y Magistrados del Poder Judicial del Estado sólo podrán ser removidos en los términos 
que establezcan esta Constitución y las leyes de responsabilidades de los servidores públicos. 

Zacatecas Removidos 
 
 

Los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia, sólo podrán ser removidos del mismo en los términos 
del Título VII de la Constitución, y al vencimiento de su periodo tendrán derecho a un haber por retiro. 
Ninguna persona que haya sido Magistrado podrá ser nombrada para un nuevo periodo, salvo que 
hubiera ejercido el cargo con el carácter de provisional o interino. 
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CONSEJO DE LA JUDICATURA 
 
El Consejo de la Judicatura, es un órgano interno de administración que asegura medios y elementos de calidad en la 
impartición de la Justicia, dando certeza en la atención de los servicios que brinda tanto a los Tribunales y juzgados, 
así como a la sociedad, por lo que es importante destacar que a nivel estatal, - Colima y Zacatecas no contempla 
regulación sobre este órgano- se establecen entre otros puntos, los siguientes: 
 
DENOMINACIÓN, MIEMBROS Y DURACIÓN DEL CARGO: 
 

Estado y  
Denominación 

Miembros del Consejo y Forma de Elección Duración del cargo de los 
integrantes 

Aguascalientes 
 

Consejo de la 
Judicatura 

Estatal 

El Consejo se integrará por siete miembros: 
- Uno será el Presidente del Supremo Tribunal de Justicia del Estado que fungirá 

también como Presidente del Consejo; 
- Uno nombrado por los Jueces de primera instancia en materia Penal y  
- Otro nombrado por los Jueces en las Materias Civil, Mixta y Familiar, ambos 

electos de entre ellos mismos;  
- Dos serán nombrados por el Congreso del Estado, los cuales no podrán ser 

Diputados Propietarios o Suplentes; y 
- Dos nombrados por el Ejecutivo Federal. 

Durarán en su encargo tres 
años, y serán sustituidos en 
forma escalonada por sextas 
partes; el Presidente durará el 
mismo tiempo que dure en su 
encargo como Presidente del 
Supremo Tribunal de Justicia. 

Baja California 
 

Consejo de la 
Judicatura 

El Consejo se integrará por los siguientes miembros: 
- El Presidente del Tribunal Superior de Justicia, quien lo presidirá; 
- Dos Magistrados del Tribunal Superior de Justicia del Estado, designados por 
mayoría de los integrantes del Pleno del citado Tribunal; 

- Un Juez designado por mayoría de los integrantes del Pleno del Tribunal Superior 
de Justicia del Estado; 

- Dos Consejeros designados por mayoría calificada del Congreso del Estado, en 
términos de la convocatoria que este apruebe, y  

- Un Consejero designado por el Gobernador del Estado. 

Los Consejeros durarán en 
su cargo cuatro años. 
Los designados por el 
Congreso del Estado y el 
Gobernador no tendrán 
derecho a ser ratificados y en 
ningún caso podrán volver a 
ser designados para este 
cargo. 

Baja California 
Sur 

 
Consejo de la 

Judicatura 

El Consejo se integra por los siguientes miembros: 
- El Magistrado Presidente del Tribunal Superior de Justicia, quien también lo 
será del Consejo; 
- Un Magistrado, designado por el Pleno del Tribunal Superior de Justicia, para 
ejercer la Comisión; 
- Un Juez de Primera Instancia, designado por el Pleno del Tribunal Superior de 
Justicia, para ejercer la comisión; 

Los Consejeros durarán 
cuatros años en el cargo, 
serán sustituidos conforme a 
la Ley y no podrán ser 
nombrados para un nuevo 
periodo. 
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- Un Representante Ciudadano electo por el Congreso del Estado, conforme lo 
establece la presente Constitución, y  
- Un Representante designado por el Gobernador del Estado, conforme lo 
establece la Constitución. 

Campeche 
 

Consejo de la 
Judicatura 

El Consejo se integra por cinco miembros: 
- Uno será el Presidente del Tribunal Superior de Justicia, quien también lo será 

del Consejo; 
- Dos Consejeros designados por el Pleno del Tribunal Superior de Justicia 

elegidos de entre los integrantes del Poder Judicial del Estado;  
- Un Consejero designado por el Congreso del Estado, y 
- Uno designado por el Gobernador del Estado. 
La forma de elección del Consejero designado por el Congreso del Estado será de la 

siguiente forma: 
- Cada partido político con representación en el Congreso propondrá un candidato; la 

lista de los candidatos resultante se turnará a la comisión o comisiones que se 
designen para analizar la satisfacción de los requisitos para ocupar el cargo. 

- La comisión o comisiones presentará al Pleno el informe correspondiente, para que 
este elija a un Consejero mediante mayoría de votos de los miembros presentes en 
la sesión correspondientes. 

En el caso del consejero designado por el Gobernador del Estado, así como el 
designado por el Congreso del Estado, deberán contar, además de los requisitos 
establecidos en el párrafo siguiente, con experiencia en el ámbito de la administración 
de Justicia. Asimismo, se deberá equilibrar la integración del Consejo en base al 
principio de igualdad de género.  

Los Consejeros, con 
excepción del Presidente, 
durarán en su cargo cinco 
años y podrán ser 
reelegidos, una sola vez, para 
un nuevo periodo. Al término 
del encargo serán sustituidos 
de manera escalonada. 

Chiapas 
 

Consejo de la 
Judicatura 

El Consejo se integra por los siguientes miembros:  
- El Presidente del Tribunal Superior de Justicia del Estado, que será también el 
Presidente del Consejo de la Judicatura; 
- Cuatro miembros más designados de entre los Magistrados Regionales o 
Jueces que integren o hayan integrado el Poder Judicial del Estado, a propuesta; 
- Dos del Presidente del Tribunal Superior de Justicia del Estado; y 
- Dos del Titular del Poder Ejecutivo, con la aprobación de los integrantes del 
Pleno del Congreso del Estado o, en su caso, de la Comisión Permanente. 

Los Consejeros de la 
Judicatura durarán en su 
cargo tres años, salvo el 
Presidente del Consejo, quien 
ejercerá dicho encargo 
durante la temporalidad para 
la que haya sido designado 
como Presidente del Tribunal 
Superior de Justicia. 
No podrán ser reelectos para 
el periodo inmediato posterior, 
pero sí podrán ser designados 
nuevamente para un periodo 
más, siempre y cuando entre 
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la designación anterior como 
Consejero y el nuevo 
nombramiento medie un 
periodo de un año. 

Chihuahua 
 

Consejo de la 
Judicatura 

El Consejo de la Judicatura estará integrado por cinco consejeras y consejeros 
designados de la siguiente forma: 
- El primero será la o el Magistrado Presidente del Tribunal Superior de Justicia, 
quien lo será también del Consejo; 

- El segundo y tercero serán Magistradas y Magistrados designados por el voto de 
la mayoría de los miembros del Pleno del Tribunal Superior de Justicia, de entre 
quienes tengan, por lo menos, una antigüedad de cinco años en el ejercicio de la 
magistratura; 

- El cuarto será designado o designada por el voto secreto de las dos terceras 
partes de los miembros del Congreso del Estado, a propuesta de la Junta de 
Coordinación Política; 

- El quinto será designado o designada por quien ocupe la titularidad del Poder 
Ejecutivo del Estado. 

Las y los designados de acuerdo a las fracciones III y IV, deberán reunir los requisitos 
señalados en el artículo 104 de esta Constitución y representar a la sociedad civil. 

Salvo quien ocupe la 
Presidencia del Tribunal 
Superior de Justicia, las y los 
demás Consejeros durarán 
cinco años en el cargo, si 
dentro de este periodo faltare 
definitivamente alguna o 
alguno, se hará su 
designación para que concluya 
el periodo correspondiente, no 
pudiendo ser nombrada o 
nombrado para un nuevo. 

Ciudad de 
México 

 
Consejo de la 
Judicatura de 
la Ciudad de 

México 

El Consejo se integrará por quien presida el Tribunal y seis Consejeras o 
Consejeros, que serán: 
- Una o un Magistrado y dos Juezas o Jueces, elegidos por, al menos las dos 

terceras partes del Pleno del Tribunal en votación; asimismo, 
- Dos Consejeras o Consejeros electos por el voto de las dos terceras partes de 

las y los Diputados presentes del Congreso de la Ciudad de México y una o uno 
designado por la o el jefe de Gobierno de la Ciudad de México.  

La designación delas tres últimas Consejeras o Consejeros que refiere el párrafo 
anterior, deberá recaer en personas que se hayan distinguido por su capacidad, 
honestidad y honorabilidad en el ejercicio de las actividades jurídicas y 
administrativas, y no representarán los interese del Órgano que los haya elegido. La 
persona que presida el Tribunal Superior de Justicia también presidirá el Consejo de 
la Judicatura. 

Las y los Consejeros de la 
Judicatura, a excepción del 
Presidente, durarán seis 
años en el cargo y no podrán 
ser nombrados para un nuevo 
periodo, ni sucesiva ni 
alternadamente, con 
independencia de la forma en 
que hayan sido electos.  
 

Coahuila 
 

Consejo de la 
Judicatura 

El Consejo de la Judicatura estará integrado por seis Consejeros: 
- Uno de los cuales será el Presidente del Tribunal Superior de Justicia del 

Estado, quien lo presidirá con voz y voto de calidad; 
- Uno designado por el Ejecutivo del Estado; 
- Uno designado por el Congreso del Estado; 
- Un Magistrado del Tribunal Superior de Justicia; 

Los Consejeros durarán tres 
años en su cargo, salvo el 
Presidente. Por cada uno de 
los consejeros, habrá un 
suplente. 
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- Un Magistrado de Tribunal Distrital; y 
- Un Juez de Primera Instancia, que serán los de mayor antigüedad en el ejercicio 

de los respectivos cargos. 

Durango 
 

Consejo de la 
Judicatura 

El Consejo de la Judicatura se integrará por los siguientes miembros: 
- El Presidente del Tribunal Superior de Justicia, quien lo presidirá. 
- Dos Jueces de Primera Instancia; 
- Tres profesionales de reconocido prestigio, que deberán poseer título con grado de 
licenciatura en cualquiera rama afín a las funciones propias del Consejo; 

- Dos serán propuestos por el Congreso del Estado; y 
- El otro por el Gobernador del Estado. 

Los consejeros, a excepción 
del Presidente, durarán en el 
cargo cinco años, no podrán 
ser nombrados para el período 
inmediato y serán sustituidos 
de manera escalonada. 
Aquellos que pertenezcan al 
Poder Judicial no 
desempeñarán la función 
jurisdiccional, con excepción 
del Presidente. 

Guanajuato 
 

Consejo del 
Poder Judicial 

El Consejo estará integrado por cinco miembros: 
- Uno será el Presidente del Supremo Tribunal de Justicia, que también presidirá 
el Consejo;  
- Un Juez de Partido, que será aquel que cuente con la mejor calificación de 
acuerdo con el dictamen de evaluación que para el efecto se emita por el Pleno del 
Consejo en términos de ley; 
- Dos Consejeros designados por el Congreso del Estado de entre las ternas que 
para tal efecto presenten el Poder Ejecutivo y el Pleno del Supremo Tribunal de 
Justicia, respectivamente; y  
- Un Consejero designado por el Congreso del Estado. 

Los Consejeros, salvo su 
Presidente, durarán cuatro 
años en el cargo, serán 
sustituidos cada año de 
manera escalonada y no 
podrán ser nombrados para el 
periodo inmediato siguiente. 
 

Guerrero 
 

Consejo de la 
Judicatura 

El Consejo de la Judicatura se integrará con cinco consejeros:  
- El Presidente del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Guerrero, quien 

también lo será del Consejo;  
- Un Consejero elegido entre los Jueces de primera instancia por votación libre y 

directa de todos sus integrantes;  
- Un Consejero designado por el Pleno del Tribunal del Estado de Guerrero de 

entre sus Magistrados; 
- Un Consejero designado por el Gobernador del Estado; y,  
- Un Consejero designado por las dos terceras partes del total de los miembros del 

Congreso del Estado.  
En el nombramiento de los consejeros que competen al Gobernador y al Congreso 
del Estado deberá observarse lo dispuesto en los numerales 1, 2, 3 y 4 del artículo 
112 de esta Constitución. 

Los consejeros, con excepción 
del presidente del Consejo, 
durarán en su cargo tres años 
con posibilidad de ser 
ratificados por única ocasión. 

Hidalgo El Consejo se integrará por cinco consejeros de los cuales: Los Consejeros del Consejo 
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Consejo de la 

Judicatura 

- Uno será el Presidente del Tribunal Superior de Justicia, quien también lo será 
del Consejo; 
- Un Magistrado y un Juez del Orden Común, designados por el Pleno del mismo 
Tribunal; 
- Un Consejero designado por el Congreso del Estado; y  
- Un Consejero designado por el Gobernador del Estado. 

de la Judicatura, durarán en 
el ejercicio de su cargo 
cinco años a partir de su 
nombramiento y solo podrán 
ser privados de su puesto, en 
los términos que determine 
esta Constitución y las leyes 
en materia de Responsabilidad 
Administrativa. 

Jalisco 
 

Consejo de la 
Judicatura 

El Consejo de la Judicatura estará integrado con cinco miembros, de los cuales: 
- Uno será el Presidente del Supremo Tribunal de Justicia, quien lo presidirá; 
- Uno se elegirá de Jueces de Primera Instancia que tengan más de tres años en 
el cargo; y 
- Los otros tres serán de origen ciudadano que no hubieren desempeñado un cargo 
dentro de la carrera judicial durante los cuatro años anteriores. 
La elección será por cuando menos las dos terceras partes de los diputados 
presentes del Congreso del Estado, a propuesta de los grupos parlamentarios, previa 
convocatoria a la sociedad. 

Salvo el Presidente del 
Consejo, los demás 
consejeros durarán en su 
encargo cuatro años, serán 
substituidos de manera 
escalonada y no podrán ser 
nombrados por un nuevo 
periodo. 

México 
 

Consejo de la 
Judicatura del 

Estado de 
México 

El Consejo de la Judicatura se integrará por: 
- Un Presidente, que será el del Tribunal Superior de Justicia; 
- Dos Magistrados del Pleno del Tribunal Superior de Justicia designados por el 

Pleno del Tribunal Superior de Justicia; 
- Dos Jueces de Primera Instancia designados por el propio Pleno del Tribunal 

Superior de Justicia; 
- Un designado por el titular del Ejecutivo del Estado; y 
- Un designado por la Legislatura del Estado. 
Las personas designadas por el Ejecutivo y la Legislatura deberán cumplir con los 
requisitos que para Magistrado señale la Constitución, salvo el de hacer servido en el 
Poder Judicial del Estado. 
Los magistrados y los jueces designados por el Pleno del Tribunal Superior de 
Justicia deberán tener cuando menos cinco años en el cargo y cumplir con los 
requisitos que señale la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado. 

Salvo el Presidente del 
Consejo, los demás 
consejeros durarán en su 
cargo cinco años, serán 
sustituidos de manera 
escalonada, y no podrán ser 
nombrados para un nuevo 
período. 

Michoacán 
 

Consejo del 
Poder Judicial 

El Consejo del Poder Judicial se integra con cinco miembros, de los cuales: 
- Uno es el Presidente del Supremo Tribunal de Justicia, quien lo preside; 
- Uno electo por el Congreso del Estado; 
- Uno designado por el Gobernador del Estado,  
- Un Magistrado y un Juez de Primera Instancia, ambos electos por sus pares, en 

los términos que fije la Ley Orgánica. 

Su encargo será por cinco 
años, con excepción del 
Presidente. 
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Morelos 
Junta de 

Administración, 
Vigilancia y 

Disciplina del 
Poder Judicial 

La Junta de Administración, Vigilancia y Disciplina del Poder Judicial se integra 
por: 
- El Presidente en funciones del Tribunal Superior de Justicia, quien también lo 
será de dicha Junta; 

- Un Magistrado y un Juez de Primera Instancia, designados por el Pleno del Tribunal 
a propuesta de las respectivas ternas enviadas por el Presidente del mismo. 

Los integrantes de la Junta de 
Administración, Vigilancia y 
Disciplina durarán cuatro 
años en el cargo, con 
excepción de su Presidente. 
Ninguno podrá ser designado 
para un nuevo periodo. 

Nayarit 
 

Consejo de la 
Judicatura 

El Consejo de la Judicatura se integra por cinco miembros, de los cuales: 
- Uno será el Presidente del Tribunal Superior de Justicia quien a su vez lo será 
del Consejo; 
- Un Magistrado electo por el Pleno del Tribunal Superior de Justicia, quien durará 
en encargo dos años con posibilidad de relección hasta en una ocasión; 
- Un Juez de Primera Instancia electo por el Consejo de la Judicatura por un 
periodo de cuatro años, mediante procedimiento de insaculación y en sesión 
pública, de entre quienes se registren en la convocatoria; 
- Un Consejero nombrado por el Congreso del Estado a propuesta de la Comisión 
de Gobierno, mediante el voto de las dos terceras partes de los diputados presentes 
en la sesión; y 
- Un Consejero designado por el titular del Poder Ejecutivo Estatal. 
El procedimiento para la designación de los Consejeros mediante insaculación deberá 
atender en todo momento los principios de transparencia y máxima publicidad. 
Asimismo, contará con un Secretario Ejecutivo que será la instancia de coordinación 
de los órganos internos. Será nombrado por el propio Consejo para un periodo de 
cinco años, de entre el personal de carrera judicial, quien tendrá voz, pero no voto y 
percibirá una remuneración adecuada al ejercicio del cargo. Los Consejeros 
nombrados por los Poderes Legislativo y Ejecutivo, deberán reunir los mismos 
requisitos que para ser Magistrado, durarán en el cargo el tiempo que se encuentre 
en funciones la Legislatura o el Poder Ejecutivo que los designó y percibirán una 
remuneración igual a la de un juez. A excepción de los Magistrados, el resto de 
Consejeros no podrán ser reelectos. 

La duración de sus encargos 
depende de cada uno de los 
miembros señalados en la 
integración del Consejo. 

Nuevo León 
Consejo de la 
Judicatura del 

Estado 

El Consejo se compondrá por cinco Consejeros, de los cuales: 
- Uno será el Presidente del Tribunal Superior de Justicia; 
- Dos Jueces designados por el Pleno del Tribunal del Poder Ejecutivo; y  
- Otro será designado por el Titular del Poder Ejecutivo; y  
- Otro por el Congreso del Estado. 
Los jueces del Poder Judicial que hubieren sido designados como Consejeros de la 
Judicatura actuarán con licencia, por lo que, para el desempeño de esta función, 
deberán separarse de sus respectivos cargos.  

Los Consejeros designados 
por el Poder Judicial y los 
designados por los Poderes 
Ejecutivo y Legislativo 
durarán en su encargo tres 
años pudiendo ser designados 
por hasta un periodo 
consecutivo adicional. 

https://cutt.ly/SAPI-ISS-41-20


Secretaría General                                      Dirección General de Servicios de Documentación, Información y Análisis 

Secretaría de Servicios Parlamentarios         Dirección de Servicios de Investigación y Análisis 

Subdirección de Análisis de Política Interior 

230 
Pulsa el siguiente link para contestar un diagnóstico de la utilidad de este documento: https://cutt.ly/SAPI-ISS-41-20 

Oaxaca 
Consejo de la 

Judicatura 

El consejo se integrará por cinco miembros: 
- La Presidencia del Consejo recaerá en el Presidente del Tribunal Superior de 
Justicia. 
- Habrá un Consejero Magistrado y un Consejero Juez, quienes serán designados 
bajo criterios de evaluación y antigüedad.  
- Habrá un miembro designado por cada uno de los poderes Ejecutivo y 
Legislativo. 
La Ley Orgánica de cada uno de los poderes que participan en la integración del 
Consejo de la Judicatura determinará la forma y mecanismos para la designación de 
los Consejeros, quienes sin excepción deberán tener el título de licenciado en 
derecho y acreditar cinco años de experiencia en la materia. 

Los consejeros, con excepción 
del presidente, durarán en su 
cargo cinco años, serán 
sustituidos de manera 
escalonada, y no podrán ser 
nombrados para un nuevo 
periodo. Durante su encargo, 
sólo podrán ser removidos en 
los términos del Título Séptimo 
de esta Constitución. 

Puebla 
 

Consejo de la 
Judicatura 

El Consejo se integrará por los miembros siguientes: 
- El Presidente del Tribunal Superior de Justicia, quien también lo será del 
Consejo; 
- Dos Consejeros designados por el Pleno del Tribunal Superior de Justicia, de 
entre los Magistrados o Jueces inamovibles; y por  
- Un Comité Consultivo. 

Salvo el Presidente del 
Consejo, los demás 
integrantes del mismo durarán 
hasta cinco años en su 
cargo, serán substituidos de 
manera escalonada, y podrán 
ser nombrados para un nuevo 
periodo. 

Querétaro 
 

Consejo de la 
Judicatura 

El Consejo se integrará por los miembros siguientes: 
- El Presidente del Tribunal Superior de Justicia; 
- Dos Concejeros designados por el Pleno del mismo; 
- Un Consejero designado por la Legislatura, que no será Legislador; 
- Otro nombrado por el Poder Ejecutivo, garantizando la transparencia en la 
gestión en los términos que determinen las leyes.  
Los Consejeros designados por el Pleno serán electos con el voto de ocho de sus 
integrantes, quienes serán representantes de Magistrados y Jueces; deberán contar 
con una antigüedad mínima de 10 años en la impartición de justicia y además reunir 
los requisitos señalados en el artículo 28 de la Constitución. Los Consejeros 
designados por el Legislativo y Ejecutivo, también deberán reunir los requisitos del 
artículo anterior y ser personas que se hayan distinguido por su capacidad profesional 
en el ámbito jurídico, honestidad y honorabilidad en el ejercicio de sus actividades. 

Con excepción de su 
Presidente, durarán en su 
encargo cuatro años. 
Ninguno podrá ser ratificado 
para el mismo cargo de 
manera consecutiva. 
 
 

Quintana Roo 
 

Consejo de la 
Judicatura 

El Consejo se integrará por cinco miembros: 
- Uno será el Presidente del Tribunal Superior de Justicia, quien lo presidirá; 
- Un Magistrado Numerario nombrado por el Pleno del Tribunal Superior de Justicia;  
- Un Juez de Primera Instancia nombrado por el Colegio de Jueces, de entre 

quienes tenga mayor antigüedad; y 

Los Consejeros Ciudadanos 
durarán en su encargo cinco 
años, podrán ser reelectos por 
la Legislatura del Estado, por 
una sola vez, para un periodo 
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- Dos Consejeros Ciudadanos designados por la Legislatura. 
Los Consejeros Ciudadanos serán designados conforme al procedimiento establecido 
en el artículo 102 de la Constitución. 

de igual duración, y solo 
podrán ser removidos en 
términos del Título Octavo de 
esta Constitución. 

San Luis Potosí 
 

Consejo de la 
Judicatura 

Estatal 

El Consejo se integrará con cuatro miembros, de los cuales:  
- Uno será el Presidente del Supremo Tribunal de Justicia, quien también lo será 
del Consejo; 
- Uno designado por el Congreso del Estado; 
- Otro por el Supremo Tribunal de Justicia; y  
- Uno más, por el Titular del Ejecutivo. Los designados por estos dos últimos, 
serán ratificados por el Congreso del Estado. 

Salvo el Presidente del 
Consejo, los demás durarán 
cinco años en su encargo, 
serán sustituidos de manera 
escalonada y podrán ser 
reelectos por una sola vez. 

Sinaloa 
Consejo de la 

Judicatura 

La Ley Orgánica establecerá el régimen de sus miembros. La Ley Orgánica establecerá 
el régimen de sus miembros. 

Sonora 
 

Consejo del 
Poder Judicial 

del Estado 
 

El Consejo se integrará hasta por los siguientes siete Consejeros: 
- El Presidente del Supremo Tribunal de Justicia del Estado, quien fungirá 
también como su Consejero Presidente y representante; 
- Un Consejero nombrado por el Pleno del Supremo Tribunal de Justicia de entre 
sus Magistrados; 
- Un Consejero designado por el Gobernador del Estado; 
- El Fiscal General de Justicia del Estado; 
- Un Consejero designado por el Colegio de Notarios del Estado de Sonora, de 
entre los integrantes del propio Colegio; y 
- Dos Consejeros designados por el Congreso del Estado mediante el voto de las 
dos terceras partes de sus integrantes. 

El Presidente del Consejo, el 
diverso Magistrado de dicho 
órgano y el Fiscal General de 
Justicia del Estado, 
conservaran  su calidad de 
consejeros mientras se 
encuentren en el ejercicio de 
sus cargos; los demás 
integrantes del Consejo serán 
designados por un periodo de 
seis años y no podrán ser 
reelectos. 

Tabasco 
 

Consejo de la 
Judicatura 

El Consejo se integrará por cinco miembros: 
- Uno lo será el Presidente del Tribunal Superior de Justicia, quien lo presidirá; 
- Un Magistrado y un Juez electos por el Pleno del Tribunal Superior de Justicia 
por mayoría absoluta; 

- Un Consejero designado por el Gobernador del Estado; y  
- Un Consejero designado por el Congreso del Estado. 

Los Consejeros, a excepción 
del Presidente, durarán en su 
cargo un periodo de cinco 
años, sin posibilidad de ser 
reelectos. 

Tamaulipas 
 

Consejo de la 
Judicatura del 

Estado 

El Consejo se integrará por cinco Consejeros: 
- Uno será el Presidente del Supremo Tribunal de Justicia, quien lo presidirá; 
- Dos serán nombrados por el Congreso del Estado a propuesta del Pleno del 

Supremo Tribunal de Justicia; 
- Uno será designado por el Congreso del Estado a propuesta de la Junta de 

Los Consejeros durarán en 
su cargo seis años, serán 
sustituidos de manera 
escalonada y no podrán ser 
designados para un periodo 
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Coordinación Política; y 
- Uno más designado por el Ejecutivo Estatal, en los términos de esta Constitución y 

las leyes. 
La propuesta realizada por el Pleno del Supremo Tribunal de Justicia ante el 
Congreso del Estado deberá recaer sobre personas que sean o hayan sido servidores 
públicos del Poder Judicial del Estado y que se hayan distinguido por su buen 
desempeño. 

inmediato posterior. 

Tlaxcala 
 

Consejo de la 
Judicatura 

El Consejo se integrará por cinco Consejeros: 
- El Presidente del Tribunal Superior de Justicia, quien lo presidirá; 
- Un representante de los magistrados que será designado por las dos terceras 
partes de los integrantes del pleno del Tribunal Superior de Justicia; 

- Un representante de los jueces que será designado por las dos terceras partes 
de los integrantes del pleno del Tribunal Superior de Justicia; 

- Un profesional del derecho de reconocido prestigio académico o que haya 
destacado en el ejercicio de la profesión designado previa convocatoria, por las dos 
terceras partes del total de los integrantes de la Legislatura; y 

- Un profesional del derecho de reconocido prestigio académico o que haya 
destacado en el ejercicio de la profesión designado por el Gobernador del 
Estado. 

Los Consejeros durarán en el 
cargo tres años, y podrán ser 
ratificados única y 
exclusivamente por un periodo 
igual al que fueron nombrados, 
previa evaluación, y entrevista 
practicadas por quien los 
designó, de conformidad con 
los lineamientos que para tal 
efecto emita. 

Veracruz 
 

Consejo de la 
Judicatura 

El Consejo estará integrado por los cinco miembros siguientes: 
- El Presidente del Tribunal Superior de Justicia, quien lo presidirá; 
- Un magistrado nombrado por el pleno del Tribunal Superior de Justicia; 
- Un magistrado del Tribunal de Conciliación y Arbitraje, ambos en términos de la 
ley de la materia y mediante votación secreta; 

- Un Consejero propuesto por el Gobernador, y ratificado por el Congreso; y 
- Un Consejero designado por el Congreso. 

Los consejeros a excepción 
del Presidente, durarán en su 
cargo cinco años, y no 
podrán ser designados para 
otro período. 
 

Yucatán 
 

Consejo de la 
Judicatura 

El Consejo se integrará por cinco miembros de los cuales:  
- Uno será la Presidenta o Presidente del Tribunal Superior, quien también lo será 
del Consejo; 

- Dos Consejeros nombrados por el Pleno de Tribunal Superior, de entre los 
miembros de la carrera judicial;  

- Un Consejero designado por la mayoría de los Diputados del Congreso del 
Estado, presentes en la sesión en que se aborde el asunto; y 

- Un Consejero designado por el titular del Poder Ejecutivo. 

Salvo el Presidente, los 
Consejeros durarán cuatro 
años en su cargo, serán 
sustituidos de manera 
escalonada y podrán ser 
ratificados hasta por dos 
periodos más de cuatro años. 
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FACULTADES DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA: 
 
La mayoría de las Constituciones estatales, con excepción de las de Colima, Guerrero, Morelos, Querétaro y Zacatecas 
establecen las facultades que tiene el Consejo de la Judicatura: 
 

Estado  Facultades del Consejo de la Judicatura 

Aguascalientes El Consejo de la Judicatura estará facultado para: 
- Expedir acuerdos para el adecuado ejercicio de sus funciones, de conformidad con lo que establezca la Ley;  
- Así como para coadyuvar en la elaboración del presupuesto de egresos del Poder Judicial del Estado. 

Baja 
 California 

El Consejo de la Judicatura estará facultado para: 
- El desarrollo de la carrera judicial; 
- Expedir acuerdos generales para el adecuado ejercicio de sus funciones de conformidad con lo que establece la ley; 
- Le corresponderá elaborar y aprobar el Plan de Desarrollo Judicial, previa opinión no vinculante que realice el Pleno del 

Tribunal Superior de Justicia del Estado; 
- Elaborará el proyecto de presupuesto global del Poder Judicial, que comprenderá el del Tribunal Superior de Justicia y 

del Tribunal de Justicia Electoral, de los Juzgados y demás órganos judiciales; 
La Constitución del Estado establece que al Pleno del Consejo de la Judicatura le corresponde: 
- Proponer al Pleno del Tribunal Superior la designación, adscripción, remoción y renuncia de Jueces del Poder Judicial 
en los términos de la Ley y el reglamento respectivo. 

Baja California 
Sur 

El Consejo de la Judicatura estará facultado en términos de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, para expedir 
acuerdos generales para el adecuado ejercicio de sus atribuciones y contará con una Secretaría ejecutiva, cuyo Titular 
será designado por el Pleno del Consejo a propuesta del Presidente; cargo que recaerá en la Secretaría del Pleno del 
Tribunal y ejercerá las atribuciones que le confiere la ley en mención. 

Campeche El Consejo de la Judicatura estará facultado para: 
- La configuración territorial de los Juzgados del Poder Judicial; 
- Expedir acuerdos generales para el adecuado ejercicio de sus funciones; 
- Administrará la carrera judicial; 
- Nombrará y removerá a los Jueces y demás servidores públicos del Poder Judicial con base en principios de idoneidad, 
experiencia, honorabilidad, pluralidad, igualdad de género y no discriminación, asimismo les concederá licencia, y 
resolverá sobre la renuncia que presenten, en los términos que establezca la Ley; 
- Se encargará de la investigación, sustanciación y sanción de las responsabilidades administrativas de los miembros del 
Poder Judicial del Estado, con excepción del Pleno del Tribunal Superior de Justicia del Estado, sin perjuicio de las 
atribuciones de la Auditoria Superior del Estado en materia de fiscalización sobre el manejo, la custodia y aplicación de 
recursos públicos. 

Chiapas El Consejo de la Judicatura estará facultado para: 
- Participar en la designación de Magistrados en los términos de lo establecido en esta Constitución;  
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- Designar, adscribir o remover en los términos de esta Constitución y la ley de la materia, a los servidores públicos 
judiciales y el personal administrativo; 

- Emitir acuerdos generales a fin de lograr una adecuada distribución, coordinación y funcionamiento entre los órganos del 
Poder Judicial, para la mejor y mayor prontitud del despacho de los asuntos de su competencia; 

- Establecer y ejecutar el sistema de formación, profesionalización y carrera judicial, a través del Instituto de Formación, 
Profesionalización y Carrera Judicial, en términos y condiciones que establece esta Constitución y demás normativa 
aplicable; 

- Administrar los recursos humanos, materiales y financieros del Poder Judicial; 
- Determinar los Distritos Judiciales y Regiones en que se divida el Estado, así como el número e integración de Salas 

Regionales, Juzgados de Primera Instancia, Juzgados Especializados, Juzgados de Paz y Conciliación, Juzgados de 
Paz y Conciliación Indígena y Juzgados Municipales, preferentemente de manera consecutiva para mejor identificación 
en toda la Entidad, así como la residencia, adscripción, jurisdicción territorial y especialización que por materia o 
materias les correspondan; 

- Administrar los recursos financieros del Fondo Auxiliar para la Administración de Justicia, conforme a los lineamientos 
señalados en esta Constitución, el Código de Organización del Poder Judicial del Estado y demás normatividad 
aplicable. 

Chihuahua La Constitución del estado, establece que el Consejo de la Judicatura estará facultado para: 
- Tendrá a su cargo la administración, vigilancia, disciplina y carrera judicial en los términos que indique la Ley Orgánica 

del Poder Judicial del Estado de Chihuahua y demás disposiciones aplicables; 
- Será facultad exclusiva del Consejo de la Judicatura evaluar el desempeño de las y los Magistrados, Jueces y demás 

servidores públicos del Poder Judicial, con la periodicidad que determine su Ley Orgánica; así como resolver, en los 
casos que proceda, sobre su designación, adscripción, remoción o destitución; acordar sus renuncias y retiros forzosos; 
suspenderlos de sus cargos, conforme a los procedimientos establecidos en la Constitución y las leyes; o, si aparecieren 
involucrados en la comisión de un delito, formular denuncia o querella contra ellos.  

El Consejo del Pleno estará facultado para expedir acuerdos generales para el adecuado ejercicio de sus funciones. 

Ciudad de 
México 

El Consejo de la Judicatura estará facultado para: 
- Será competente en la adscripción y remoción de jueces y magistrados; velará por los derechos humanos laborales de 
las personas servidoras públicas para nombrar y remover al personal administrativo; nombrará y removerá al personal 
administrativo del Poder Judicial respetando el servicio civil de carrera, a propuesta de las y los titulares de los órganos; 
y en la aplicación de las normas que regulan las relaciones de trabajo de las personas servidoras públicas y los poderes 
de la Ciudad, así como las demás facultades que la ley señale; 

- Elaborará el proyecto de presupuesto del Poder Judicial, mismo que deberá someter a la aceptación del Pleno del 
Tribunal Superior de Justicia. 

Coahuila Al Pleno del Consejo de la Judicatura le corresponderá: 
- Resolver sobre la designación, adscripción, readscripción y remoción de Magistrados de Tribunales Distritales y Jueces, 

así como de los demás asuntos que la ley determine;  
- Expedirá los reglamentos y acuerdos funcionamiento del Poder Judicial, de conformidad con lo que establezca la ley 
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Durango y 
Sinaloa 

No se establece que el Consejo de la Judicatura tendrá las facultades que la Ley señale. 

Guanajuato El Consejo del Poder Judicial tendrá a su cargo las siguientes facultades y obligaciones: 
- Contribuir a la defensa de la independencia y autonomía del Poder Judicial; 
- Expedir y difundir los acuerdos generales para el adecuado ejercicio de sus funciones; 
- Administrar la carrera judicial; 
- Hacer las propuestas de designación de los Magistrados de acuerdo con las reglas de la carrera judicial, en los turnos 

que correspondan al Poder Judicial, y someterlos a la aprobación del Congreso del Estado; 
- Dictar las medidas que sean procedentes para que la impartición de justicia sea pronta, completa e imparcial en 

términos de Ley; 
- Designar a los jueces y al personal de los juzgados, de acuerdo con las reglas de la carrera judicial, en los términos de 

ley; 
- Establecer la competencia por materia de salas, previa opinión del Pleno del Supremo Tribunal de Justicia; 
- Aumentar o disminuir el número de salas previa opinión del Pleno del Supremo Tribunal de Justicia; 
- Aumentar o disminuir el número de juzgados, determinar su organización y funcionamiento y crear o suprimir plazas de 

servidores públicos del Poder Judicial; 
- Determinar la adscripción y cambio de adscripción de los jueces y del personal de los juzgados, dar curso a las 

renuncias que se presenten y decidir el cese de jueces;  
- Imponer a los servidores públicos judiciales las sanciones que procedan conforme a la Ley, previa garantía de 

audiencia y defensa; 
- Otorgar estímulos y recompensas a los servidores públicos judiciales que se hayan destacado en el desempeño de su 

cargo; 
- Conceder licencias a los jueces, secretarios y demás empleados hasta por seis meses; 
- Adoptar las providencias necesarias para el eficiente manejo administrativo del Poder Judicial; 
- Expedir su reglamento interno remitiéndolo al periódico oficial del Gobierno del Estado para su publicación; 
- Expedir los manuales de organización y procedimientos de los juzgados;  
- Formular el anteproyecto del presupuesto de egresos y someterlo a la aprobación del Pleno del Supremo Tribunal de 

Justicia, asimismo deberá incluir los tabuladores desglosados de las remuneraciones que se propone perciban sus 
servidores públicos;  

- Ejercer el presupuesto de egresos y el fondo auxiliar para la impartición de justicia, con transparencia, eficacia, 
honradez y con estricto apego a las políticas de disciplina, racionalidad y austeridad;  

- Informar trimestralmente al Pleno del Supremo Tribunal de Justicia sobre el ejercicio del presupuesto de egresos y del 
fondo auxiliar para la impartición de justicia;  

- Inspeccionar, fiscalizar y vigilar el funcionamiento de los juzgados y la conducta de los jueces;  
- Designar a los dos Consejeros que integrarán la Comisión de Evaluación, prevista en el último párrafo del artículo 82;  
- Establecer, con arreglo a la Ley, los criterios, lineamientos y procedimientos para el desempeño y la evaluación de los 

servidores públicos del Poder Judicial;  
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- Realizar el seguimiento constante y permanente de la actuación de los servidores judiciales, así como expedir el 
dictamen de evaluación correspondiente en términos de Ley. Excepto respecto de los Magistrados, cuya evaluación estará 
a cargo de la Comisión de Evaluación prevista en el último párrafo del artículo 82;  
- Ordenar la práctica de auditorias de desempeño, calidad, administrativas y financieras en los Juzgados del Poder 
Judicial; así como en los órganos administrativos del Poder Judicial. Las Salas serán evaluadas por la Comisión de 
Evaluación en los términos de esta Constitución; 
- Resolver sobre la procedencia de la propuesta de reelección o de no reelección de un Magistrado, cuando le 

corresponda, atendiendo al origen de la propuesta de designación del mismo, fundándose en el dictamen que emita la 
Comisión de Evaluación; 

- Informar periódicamente al Poder Ejecutivo sobre el resultado de la evaluación continúa del desempeño de Magistrados 
que emita la Comisión de Evaluación, cuya propuesta de designación le hay correspondido, a efecto de que determine 
proponer o no su reelección;  

- Informar periódicamente al Pleno del Supremo Tribunal de Justicia, al Congreso del Estado o al Poder Ejecutivo, sobre el 
resultado de la evaluación continua del desempeño de los Consejeros del Poder Judicial, que emita la Comisión de 
Evaluación, atendiendo al origen de designación;  

- Proponer al Congreso del Estado, cuando por el origen de la propuesta así corresponda, la reelección de un Magistrado;  
- Proponer al Congreso del Estado la separación del cargo de un Magistrado que viole de manera grave los principios que 

rigen la función judicial de acuerdo al dictamen de evaluación a que se refiere la fracción XXIII de este artículo;  
- Nombrar y remover al titular del Órgano encargado de la Mediación y la Conciliación y al titular del Órgano de 

Administración. Ambos durarán en su cargo 3 años y sólo podrán ser designados por otro periodo consecutivo;  
- Presentar al Congreso del Estado, la información financiera y la cuenta pública del Poder Judicial, con la periodicidad, 

forma y términos que establezcan las disposiciones aplicables y la Ley; y 
- Las demás que le señalen las leyes. 

Guerrero El Consejo de la Judicatura es competente para:  
- Proponer, previo dictamen, el nombramiento de jueces al Pleno del Tribunal Superior de Justicia;  
- Adscribir, suspender y remover a los Jueces y demás personal jurisdiccional, conforme al procedimiento establecido en 

su ley orgánica;  
- Los procedimientos de nombramiento de los Jueces deberán considerar preferentemente a los miembros provenientes 

del servicio judicial de carrera, atendiendo en su sustanciación a los principios de apertura, transparencia, pluralismo, 
acceso en condiciones de igualdad e idoneidad de los aspirantes;  

- Nombrar al personal de confianza y administrativo del Consejo, en los términos previstos en la ley orgánica; 
- Expedir por sí, o a solicitud del Pleno del Tribunal del Estado de Guerrero, acuerdos generales para el adecuado 

ejercicio de sus funciones o de la función jurisdiccional;  
- Aprobar el Reglamento del Sistema de Carrera Judicial;  
- Establecer las bases de evaluación para el ingreso, formación, profesionalización, capacitación, actualización y 

especialización del personal jurisdiccional del Poder Judicial y de quienes aspiren a pertenecer a él; 
- Dictar disposiciones generales para el ingreso, estímulos, capacitación, ascenso, promoción y remoción del personal 

administrativo del Poder Judicial del Estado de Guerrero;  
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- Dictar las bases generales, políticas y lineamientos para la correcta administración y vigilancia de los bienes muebles e 
inmuebles del Poder Judicial del Estado de Guerrero; X. Implementar programas para la capacitación, actualización, 
especialización, certificación, desarrollo y profesionalización permanentes de los servidores públicos del Poder Judicial 
del Estado de Guerrero;  

- Establecer mecanismos de vigilancia y disciplina del personal jurisdiccional y administrativo del Poder Judicial del Estado 
de Guerrero, y cuidar que su actuación se apegue a los principios de excelencia, profesionalismo, objetividad, 
especialización e imparcialidad;  

- Imponer a los servidores públicos judiciales, previa garantía de audiencia y defensa, las sanciones que procedan 
conforme a la ley;  

- Ordenar visitas e inspecciones para evaluar el desempeño del personal administrativo y jurisdiccional del Poder Judicial 
del Estado de Guerrero;  

- Investigar la conducta de los servidores públicos del Poder Judicial del Estado de Guerrero, de conformidad con lo 
dispuesto en la ley orgánica;  

- Implementar políticas, lineamientos, instrucciones y recomendaciones en favor de la transparencia, el acceso a la 
información y la protección de los datos personales en el ejercicio de la función judicial; 

- Administrar, transparentar e informar lo relativo al Fondo Auxiliar para la Administración de Justicia. La Auditoría Superior 
del Estado de Guerrero fiscalizará lo conducente; y, XVII. Las demás que determine la ley de la materia y su reglamento. 

Hidalgo El Consejo de la Judicatura estará facultado para: 
- Discutir, aprobar y modificar en su caso, el Proyecto de Presupuesto de Egresos que para el Ejercicio anual proponga el 

Presidente del Consejo, el que será sometido a la aprobación del Congreso; 
- Nombrar, adscribir, ratificar y remover Jueces de Primera Instancia, de acuerdo a lo establecido en la Ley;  
- Nombrar y remover, de conformidad con lo establecido en la Ley, a los funcionarios y empleados del Poder Judicial, con 

excepción de los del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal de Justicia Administrativa y del Tribunal Electoral; 
- Determinar la creación de nuevos Juzgados; 
- Implementar las medidas adecuadas para la formación de funcionarios y el desarrollo de la carrera judicial, con base en 

los principios de excelencia, objetividad, imparcialidad, profesionalismo e independencia; 
- Expedir los acuerdos generales para su adecuado funcionamiento. El Tribunal Superior de Justicia podrá solicitar al 

Consejo, que expida los acuerdos generales que considere necesarios, para el adecuado ejercicio de la función 
jurisdiccional, así como revisar y revocar los acuerdos del Consejo;  

- Conocer de las acusaciones o quejas que se presenten en contra de los funcionarios y empleados del Poder Judicial, 
con excepción de los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal de Justicia Administrativa y del Tribunal 
Electoral, haciendo la substanciación correspondiente, de acuerdo con el procedimiento que señale esta Constitución y 
las Leyes respectivas; 

- Implementar el Sistema de Justicia Alternativa.  

Jalisco Es facultad de la Comisión respectiva del Consejo de la Judicatura el resolver sobre la designación y remoción de los 
jueces de primera instancia, menores y de paz; y desarrollará el sistema de insaculación que prevea la Ley Orgánica del 
Poder Judicial para la elección de los jurados populares, que se enviarán al pleno, que podrá hacer observaciones en los 
términos anteriores. 
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México Al Pleno del Consejo de la Judicatura le corresponde resolver sobre la designación, adscripción y remoción de 
magistrados y jueces, así como de los demás asuntos que la ley determine. Por otra parte, establece que el Consejo de la 
Judicatura estará facultado para expedir acuerdos generales para el adecuado ejercicio de sus funciones, de conformidad 
con lo que establezca la ley. 

Michoacán Son facultades del Consejo de la Judicatura la administración, vigilancia y disciplina del Poder Judicial. En el caso del 
Pleno del Consejo de la Judicatura, le corresponde resolver sobre la designación, adscripción y remoción de jueces, 
emitirá su reglamento interior, los acuerdos y resoluciones para el cumplimiento de sus funciones. 

Morelos La Junta de Administración, Vigilancia y Disciplina del Poder Judicial le compete: 
- Como obligación, convocar, conforme a las modalidades establecidas por la ley, a concurso de méritos y a examen de 
oposición, para efecto de designar a los Jueces integrantes del Poder Judicial. Los Jueces de Primera Instancia y los que 
con cualquier otra denominación se designen, serán adscritos y removidos del cargo por el voto de la mayoría de los 
miembros de la Junta de Administración, Vigilancia y Disciplina, conforme a lo previsto en la ley;  
- Expedir acuerdos generales para el adecuado ejercicio de sus funciones, de conformidad con lo dispuesto en la ley;  
- Tener a su cargo la administración, vigilancia y disciplina del Poder Judicial, de acuerdo con lo que establezca la ley; IV.- 
Iniciar investigación sobre la conducta de algún otro funcionario o empleado del Poder Judicial en los términos que señale 
la Ley; 
- Elaborar el presupuesto del Poder Judicial sujetándose a las bases previstas en el artículo 131 de esta Constitución y 
remitirlo para su inclusión en el proyecto de Presupuesto de Egresos del Estado, con aprobación previa del Pleno;  
- Elaborar el presupuesto del Tribunal Superior de Justicia, así como el de los juzgados y demás órganos judiciales e 
integrar el propuesto por el Tribunal Estatal Electoral, por el Tribunal de lo Contencioso Administrativo y por el Tribunal 
Unitario de Justicia para Adolescentes y remitir el proyecto global del Presupuesto del Poder Judicial para su inclusión en 
el proyecto de Presupuesto de Egresos del Estado;  
- Determinar la creación de los juzgados, secretarías de acuerdos y actuarías que requiera la administración de justicia, de 
acuerdo con un estudio de factibilidad presupuestal. 

Nayarit Es facultad del Pleno del Consejo de la Judicatura el resolver sobre la designación, adscripción, ratificación y remoción del 
personal jurisdiccional, así como de los demás asuntos que la Ley determine. 

Nuevo León Son facultades del Consejo de la Judicatura las siguientes: 
- Nombrar, adscribir, confirmar o remover al personal del Poder Judicial, excepto al del Tribunal Superior de Justicia y a 

aquel que tenga señalado un procedimiento específico;  
- Definir el Distrito Judicial, número, materia y domicilio de cada Juzgado;  
- Crear nuevos juzgados y distritos judiciales, previa la sustentación presupuestal para ello;  
- Conceder las licencias, admitir las renuncias y sancionar las faltas del personal del Poder Judicial, excepto el del 

Tribunal Superior de Justicia y aquel que tenga señalado un procedimiento especial, en los términos que establezca la 
Ley;  

- Administrar y ejercer el presupuesto del Poder Judicial;  
- Elaborar el Presupuesto de Egresos del Poder Judicial, remitiéndolo al Congreso del Estado para su aprobación;  
- Expedir y modificar los reglamentos y acuerdos necesarios para el funcionamiento del Poder Judicial, excepto del 

Tribunal Superior de Justicia;  
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- Nombrar Visitadores Judiciales, quienes tendrán las facultades señaladas en la Ley;  
- Examinar los informes que mensualmente deberán remitirle las Salas y los Juzgados acerca de los negocios pendientes 

y de los despachados;  
- Dirigir y administrar el Instituto de la Judicatura como organismo responsable de la capacitación y actualización de los 

servidores públicos del Poder Judicial;  
- Organizar, operar y mantener actualizado el Sistema de la Carrera Judicial, el cual se regirá por los principios de 

excelencia, objetividad, imparcialidad, profesionalismo e independencia;  
- Diseñar, integrar y mantener actualizado el Sistema de Información Estadística del Poder Judicial del Estado;  
- Entregar por conducto de su Presidente al Pleno del Tribunal Superior de Justicia y al Congreso del Estado un informe 

estadístico trimestral del Poder Judicial del Estado;  
- Dar su opinión al Congreso del Estado y proporcionarle la información que le solicite, en los casos en que esté tratando 

la posible ratificación de algún Magistrado;  
- Elaborar la cuenta pública anual del Poder Judicial;  
- Dictar las medidas necesarias para la recepción, control y destino de los bienes asegurados y decomisados dentro de un 

proceso penal o de adolescentes infractores;  
- Enviar al Pleno del Congreso la terna con propuestas para el nombramiento de Magistrados de Tribunal Superior de 

Justicia. 

Oaxaca Son facultades del Consejo de la Judicatura las siguientes: 
- Establecer la configuración territorial de las Salas y Juzgados del Poder Judicial; 
- Administrará la carrera judicial; 
Nombrará y removerá a los Jueces y demás servidores públicos del Poder Judicial con base en principios de idoneidad, 
experiencia, honorabilidad, pluralidad, equidad de género, apartidismo y no discriminación, así mismo les concederá 
licencia, y resolverá sobre la renuncia que presenten, en los términos que establezca la ley. 

Puebla El Consejo de la Judicatura será competente para resolver sobre la designación, adscripción, ratificación y remoción de 
jueces, así como de los demás asuntos que la Ley determine. Asimismo, estará facultado para expedir acuerdos generales 
para el adecuado ejercicio de sus funciones. 

Quintana Roo El Consejo de la Judicatura estará facultado para expedir reglamentos y disposiciones de carácter general para el 
adecuado ejercicio de sus funciones. El Pleno del Consejo conocerá sobre la designación, adscripción, ratificación, 
licencias, renuncias y remoción de jueces de primera instancia y de paz. En comisiones ejercerá las funciones de 
administración, carrera judicial, disciplina y la adscripción. 

San Luis 
Potosí 

Son atribuciones del Consejo de la Judicatura la administración, vigilancia y disciplina del Poder Judicial. Asimismo, 
menciona que las atribuciones del Consejo serán determinados por la Ley, conforme lo establece la Constitución. 

Sonora Son atribuciones del Consejo de la Judicatura las siguientes: 
- Elaborar el anteproyecto de presupuesto de egresos del Poder Judicial del Estado y del Fondo para la Administración de 

Justicia; así como 
- Resolver sobre la designación y adscripción de Magistrados Regionales de Circuito y Jueces de Primera Instancia, así 

como de los demás asuntos que la ley determine. 
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Tabasco Se establece que son facultades del Consejo de la Judicatura: 
- La administración, vigilancia y disciplina del Poder Judicial; 
- Resolver la designación, adscripción, ratificación, licencias, renuncias, suspensión o remoción de los jueces del Poder 

Judicial del Estado, así como lo relativo a los servidores públicos auxiliares de la función jurisdiccional y al personal que 
desempeñe tareas administrativas o de apoyo; 

- Expedirá los acuerdos generales que sean necesarios para el debido ejercicio de sus funciones administrativas, 
incluyendo las relativas a la carrera judicial; 

- Determinará la división del Estado en distritos judiciales, el número de estos, su competencia territorial y, en su caso, la 
especialización por materia de los tribunales y juzgados que las leyes establezcan. 

Tamaulipas Se establece que son facultades del Consejo de la Judicatura: 
- Nombrar, adscribir, confirmar, remover o suspender al personal del Poder Judicial, excepto a los Magistrados y el 
personal que tenga señalado un procedimiento específico para ello;  
- Proponer al Pleno del Supremo Tribunal de Justicia el nombramiento, ratificación o remoción de los jueces del Poder 
Judicial del Estado;  
- Designar a quien deba suplir a los funcionarios del Poder Judicial, excepto a los Magistrados del Supremo Tribunal de 
Justicia, en los casos de ausencias temporales, de acuerdo con lo dispuesto en la ley; 
- Definir el Distrito Judicial, número, materia y domicilio de cada juzgado; 
- Señalar a cada juez su distrito judicial, su número y la materia en que debe ejercer sus funciones;  
- Crear nuevos juzgados y distritos judiciales, previa sustentación presupuestal para ello;  
- Conceder las licencias, admitir las renuncias y sancionar las faltas del personal del Poder Judicial, excepto las de los 
Magistrados y el personal que tenga señalado un procedimiento especial para ello, en los términos que establezca la ley;  
- Conocer de las quejas que se formulen contra los servidores públicos del Poder Judicial, con excepción de los 
Magistrados del Supremo Tribunal de Justicia, con motivo del ejercicio de sus funciones, las que se sustanciarán de 
acuerdo al procedimiento establecido en la ley;  
- Corregir los abusos que se adviertan en la impartición de justicia, por medio de disposiciones de carácter general que no 
impliquen intromisión en los asuntos que se tramiten en los juzgados, no restrinjan la independencia de criterio de los 
juzgadores, ni entorpezcan sus funciones;  
- Denunciar ante el Ministerio Público los hechos de que tenga conocimiento y que impliquen la probable responsabilidad 
de un servidor público del Poder Judicial;  
- Imponer correcciones disciplinarias a los abogados, agentes de negocios, procuradores o litigantes, cuando en las 
promociones, actuaciones o diligencias en que intervengan, siempre y cuando se estén ventilando ante el propio Consejo 
de la Judicatura, ofendan o falten al respeto al Supremo Tribunal de Justicia, a alguno de sus miembros o a cualquier 
servidor público del Poder Judicial;  
- Elaborar el proyecto de presupuesto anual de egresos del Poder Judicial, que deberá ser propuesto para su aprobación 
al Pleno del Supremo Tribunal de Justicia;  
- Administrar y ejercer el presupuesto del Poder Judicial;  
- Establecer una remuneración adecuada e irrenunciable al personal del Poder Judicial, excepto a los Magistrados;  
- Elaborar los reglamentos, acuerdos y circulares necesarios para la buena marcha administrativa del Poder Judicial, 
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dentro del ámbito de sus competencias, excepto los tendientes a mejorar la impartición de justicia y los relativos al 
funcionamiento y organización del Pleno del Supremo Tribunal de Justicia;  
- Nombrar visitadores judiciales, quienes tendrán las facultades señaladas en la ley;  
- Dictar las medidas que estime pertinentes para que la impartición de justicia sea pronta, completa e imparcial;  
- Constituir, modificar, suprimir, aumentar y dirigir los órganos administrativos que sean necesarios para la impartición de 
justicia; así como el número de servidores públicos del Poder Judicial del Estado;  
- Examinar los informes mensuales que deberán remitir las Salas y los Juzgados acerca de los negocios pendientes y de 
los despachados;  
- Coordinar la Escuela Judicial, como área responsable de la capacitación, formación, actualización, profesionalización y 
evaluación de los Servidores Públicos del Poder Judicial;  
- Organizar, operar y mantener actualizado el sistema de la carrera judicial, el cual se regirá por los principios de 
excelencia, objetividad, imparcialidad, profesionalismo e independencia;  
- Administrar y coordinar a los actuarios del Poder Judicial del Estado;  
- Formular anualmente, en el mes de enero, una lista con los nombres de las personas que puedan fungir como auxiliares 
de la impartición de justicia ante los órganos del Poder Judicial del Estado, ordenándolas por ramas, especialidades y 
distritos judiciales;  
- Diseñar, integrar y mantener actualizado el Sistema de Información Estadística del Poder Judicial del Estado; 
- Entregar por conducto de su Presidente al Pleno del Supremo Tribunal de Justicia un informe estadístico trimestral del 
Poder Judicial del Estado;  
- Elaborar y presentar la información que se incorporará a la Cuenta Pública del Gobierno del Estado de Tamaulipas, en 
términos de esta Constitución y la ley de la materia;  
- Dictar las medidas necesarias para la recepción, control y destino de los bienes asegurados y decomisados dentro de un 
proceso penal o de justicia para adolescentes. 

Tlaxcala Se establece que son facultades del Consejo de la Judicatura: 
- Implementar el sistema de carrera judicial;  
- Nombrar y remover a los servidores públicos del Poder Judicial con excepción de los magistrados, asimismo les 

concederá licencia y resolver sobre la renuncia que presenten, en los términos que establezca la ley. 

Veracruz Son facultades del Consejo de la Judicatura: 
Nombrará y removerá, con excepción de los magistrados, a los jueces, defensores de oficio y demás servidores públicos 
del Poder Judicial, asimismo les concederá licencia, y resolverá sobre la renuncia que presenten, en los términos que 
establezca la ley. 

Yucatán Son atribuciones del Consejo de la Judicatura la administración, vigilancia y disciplina del Poder Judicial.  
En el caso del Pleno del Consejo de la Judicatura tendrá a su cargo: 

- La creación de los Departamentos Judiciales, la modificación de su número y jurisdicción territorial; 
- El establecimiento y modificación de la competencia y jurisdicción territorial de los juzgados. 
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CARRERA JUDICIAL: 
 
La Constitución de la Ciudad de México menciona que el ingreso se hará 
mediante concursos públicos de oposición a cargo del Instituto de Estudios 
Judiciales como órgano desconcentrado del Consejo de la Judicatura, que 
contará con un Consejo Académico, mientras que la Constitución del estado de 
Tlaxcala, establece que, el Consejo de la Judicatura será responsable de 
implementar el sistema de carrera judicial, con auxilio del instituto de 
capacitación de la judicatura. 
 
Aguascalientes, Baja California, Baja California Sur, Campeche, Chiapas, 
Chihuahua, Coahuila, Guerrero, Hidalgo, Nayarit, Nuevo León, Oaxaca, Querétaro, 
Quintana Roo, San Luis Potosí, Tamaulipas y Yucatán indican que el Consejo de la 
Judicatura es la encargada de administrar la carrera judicial. 
 
Colima, Durando, Jalisco, Estado de México, Morelos, Puebla, Sonora, Tabasco, 
Veracruz y Zacatecas no tienen estipulado quien desarrolla la carrera judicial. 
 
 Guanajuato y Michoacán establecen que el Consejo del Poder Judicial tendrá a su 
cargo la carrera judicial. 
 
PRINCIPIOS DE LA CARRERA JUDICIAL: 
- Aguascalientes, Chiapas, Michoacán, Oaxaca, Querétaro, Quintana Roo, 

Tabasco, Veracruz, Zacatecas no tienen estipulado los principios que sustentan 
la carrera judicial. 

- Baja California, Baja California Sur, Campeche, Chihuahua, Colima, Hidalgo, 
Estado de México, Nuevo León, Puebla, San Luis Potosí, Tamaulipas, Yucatán 
se regirán por los principios de excelencia, objetividad, imparcialidad, 
profesionalismo e independencia.  

- La Ciudad de México se regirá por los principios de excelencia, objetividad, 
imparcialidad, profesionalismo, honradez e independencia, solo agrega la 
honradez. 

- Coahuila se regirá por los principios de excelencia, objetividad, imparcialidad, 
profesionalismo, independencia y honorabilidad, solo agrega la honorabilidad. 

- Durango se regirá por los principios de excelencia, objetividad, equidad, 
profesionalismo, imparcialidad e independencia, solo agrega la equidad. 

- Guanajuato se regirá por los principios de excelencia, objetividad, 
imparcialidad, rectitud, probidad e independencia, elimina el profesionalismo y 
agrega la rectitud y probidad.  

- Guerrero se regirá por principios de mérito, capacidad, ética, profesionalismo, 
especialización, eficiencia y productividad. 

- Jalisco se regirá por los principios de independencia judicial, honestidad, 
diligencia, imparcialidad, honradez, veracidad, excelencia profesional, 
eficiencia, eficacia, honorabilidad, objetividad, legalidad, rectitud, lealtad, 
celeridad, probidad y competencia.  
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- Morelos se regirá por los principios de excelencia, objetividad, imparcialidad, 
profesionalismo, independencia, transparencia y rendición de cuentas, solo 
agrega la transparencia y rendición de cuentas. 

- Nayarit se regirá por los principios de excelencia, objetividad, imparcialidad, 
rectitud, probidad, profesionalismo e independencia, solo agrega la rectitud y 
probidad. 

- Sonora se regirá por los principios de excelencia, objetividad, profesionalismo, 
imparcialidad e independencia y antigüedad, en su caso, y bajo los criterios de 
igualdad de oportunidades, méritos y capacidad. 

- Tlaxcala se regirá por los principios de legalidad, excelencia, objetividad, 
imparcialidad, profesionalismo e independencia, solo agrega la legalidad.  

 
INCOMPATIBILIDADES: 
 
La mayoría de los Estados no contemplan esto en sus constituciones y remiten a la 
legislación secundaria, sin embargo, la Constitución del estado de Durango es de 
destacar que este Estado, permite que los consejeros de la Judicatura, puedan 
desempeñar otra comisión o empleo de la Federación, del Estado o de los municipios, 
por los cuales se disfrute sueldo, siempre y cuando se les otorgue licencia previa del 
Congreso del Estado, y cesarán de sus funciones mientras dure la nueva ocupación. 
 
Con relación a las incompatibilidades, las siguientes entidades son las que establecen 
lo siguiente: 
 
Baja California Sur establece que nadie puede a la vez ejercer, en el Estado, dos o 
más cargos de elección popular, pero el interesado podrá escoger cualquiera de ellos. 
Todo cargo o empleo público de la entidad es incompatible con cualquier otro del 
Estado, cuando por ambos se perciba sueldo, excepto en el caso de que se trate de 
los ramos de la docencia o de beneficencia.  
 
Chiapas establece que las percepciones recibidas con motivo al desempeño de las 
atribuciones como Consejero de la Judicatura, no son compatibles con otro salario 
dentro del Poder Judicial. 
 
Chihuahua establece que todo cargo público es incompatible con cualquier función o 
empleo federal, de éste o de otro Estado o de los municipios, cuando por ambos se 
perciba remuneración, exceptuándose las actividades de enseñanza, siempre que no 
interfieran con el desempeño de su función, salvo lo dispuesto para casos especiales 
y cuando el Congreso otorgue licencia expresa para ello al interesado. 
 
Coahuila establece que la condición de servidor público del Estado o del Municipio, 
independientemente de la categoría, es incompatible con el desempeño de 
cualquier otro cargo de la Federación, del Estado o de los Municipios. Para 
desempeñar un cargo diferente, el servidor público del Estado o del Municipio 
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deberá separarse previamente del mismo en los términos que establezca esta 
Constitución y las demás leyes aplicables.  
 
Colima establece que todo cargo o empleo público es incompatible con cualquiera 
de la Federación, del Estado, de los municipios o de organismos descentralizados y 
empresas de participación estatal de cualquiera de los tres órdenes de gobierno, 
cuando por ello se perciba sueldo, exceptuándose los de los ramos de instrucción, 
de beneficencia pública o los honoríficos en asociaciones científicas o literarias. 
 
Guerrero establece que los servidores públicos tienen prohibido desempeñar a la 
vez dos o más cargos o empleos públicos por los que se disfrute sueldo, excepto 
los de enseñanza, investigación o beneficencia pública que no impliquen 
remuneración o estímulo económico y que no comprometan su desempeño o 
resulten incompatibles. 
 
Hidalgo menciona que todo cargo o empleo público de la Entidad es incompatible 
con cualquiera otro del Estado, cuando por ambos se perciba sueldo, excepto en el 
caso de que se trate de los ramos de la docencia o de la beneficencia.  
 
El estado de México establece que el cargo de Consejero es incompatible con 
cualquier comisión o empleo del Gobierno Federal, del Estado o de los municipios y 
de sus organismos auxiliares por el que se disfrute sueldo.  
 
Michoacán establece que hay incompatibilidad en el Fiscal General del Estado y los 
individuos del Poder Judicial para servir durante su encargo como abogados, 
procuradores, árbitros o asesores, si no es en negocios propios o de su familia.  
 
Quintana Roo establece en el artículo 169 menciona que, todo cargo, comisión o 
empleo público es incompatible con algún otro, federal o estatal, cuando por ambos 
se perciba un sueldo, salvo los docentes.  
 
RESTRICCIONES PARA SER MIEMBROS DEL CONSEJO DE LA 
JUDICATURA: 
 
Por la comisión de delitos: 
 
Baja California, Baja California Sur, Campeche, Chihuahua, Ciudad de México, 
Coahuila, Guanajuato, Jalisco, Estado de México, Nayarit, Puebla, Querétaro, 
San Luis Potosí y Yucatán establecen como restricción el no haber sido 
condenado por delito que amerite pena de más de un año de prisión; pero si se 
tratare de robo, fraude, falsificación, abuso de confianza u otro que lastime 
seriamente la buena fama en el concepto público, inhabilitará para el cargo, 
cualquiera que haya sido la pena.  
 

https://cutt.ly/SAPI-ISS-41-20


Secretaría General                                      Dirección General de Servicios de Documentación, Información y Análisis 

Secretaría de Servicios Parlamentarios         Dirección de Servicios de Investigación y Análisis 

Subdirección de Análisis de Política Interior 

245 
Pulsa el siguiente link para contestar un diagnóstico de la utilidad de este documento: 

https://cutt.ly/SAPI-ISS-41-20 

Chiapas establece el no haber sido condenado por delito que amerite una pena 
corporal de más de un año de prisión; pero si se tratare de robo, peculado, 
concusión, cohecho, enriquecimiento ilícito, fraude, falsificación, falsedad en 
declaraciones ante la autoridad judicial, abuso de confianza, contra la salud, u 
otro que lastime seriamente su buena fama en el concepto público, habrá 
inhabilitación para el cargo, cualquiera que haya sido la pena.  
 
Durango, establece que los consejeros propuestos, deberán no haber sido 
condenados por delito doloso.  
 
Hidalgo establece el no haber sido condenado por delitos dolosos o faltas graves 
administrativas. 
 
Michoacán establece el no haber sido sentenciado por delito doloso.   
 
Quintana Roo y Tamaulipas establecen el no haber sido condenado por delito que 
amerite pena corporal de más de un año de prisión; pero si se tratare de robo, fraude, 
falsificación, abuso de confianza, peculado y cualquier otro que lastime seriamente la 
buena fama en el concepto público, lo inhabilitará para el cargo, cualquiera que haya 
sido la pena.  
 
Sonora solo establece las restricciones de los consejeros que designan el 
Gobernador y el Congreso del Estado, quienes no podrán haber sido condenados 
por delito intencional.  
 
Veracruz elimina de su legislación el delito que lastima seriamente la buena fama en 
el concepto público, y solo prohíbe el robo, fraude, falsificación o abuso de confianza 
que inhabilitará para el cargo de Consejero, cualquiera que haya sido su pena.  
 
Por la ocupación de cargos: 
 
Jalisco destaca por ser la entidad federativa con más restricciones al respecto y son 
las siguientes: 
 
- No haber sido Gobernador, titular de alguna de las secretarías de despacho del 

Ejecutivo, jefe de departamento administrativo, Fiscal General del Estado, Fiscal 
Ejecutivo de Investigación Criminal, Fiscal Especializado de Delitos Electorales, 
Fiscal Especializado en Combate a la Corrupción, Procurador Social del Estado, 
Magistrado del Supremo Tribunal de Justicia o integrante del Consejo de la 
Judicatura, Magistrado del Tribunal de Justicia Administrativa o Magistrado del 
Tribunal de Arbitraje y Escalafón, Diputado local, Presidente, Síndico o Regidor de 
Ayuntamiento durante el año previo al día de la elección. 

- No haber sido Secretario de Estado, Fiscal General de la República, Senador o 
Diputado Federal, a menos que se separe de su encargo un año antes al día en 
que tenga verificativo la elección. 
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Campeche, Ciudad de México, Durango, Guanajuato, Hidalgo y Puebla no 
establecen restricciones por la ocupación de cargos. 
 
Baja California establece el no haber ocupado cargo de elección popular, ni haber 
ocupado cargo de dirigencia de algún partido político, o haber sido titular de una 
dependencia o entidad de la administración pública federal, estatal o municipal, o 
Consejero de la Judicatura, durante el año previo a la fecha en que deba ser 
nombrado.  
 
Baja California Sur establece el no haber sido Secretario de Despacho del Poder 
Ejecutivo, Contralor General, Procurador General de Justicia, Fiscal Especializado en 
materia de Combate a la Corrupción, Diputado Local o Presidente Municipal, durante 
el año previo al día de la designación. 
 
Chiapas dispone el no haber sido titular de una Secretaría de Estado, de la Fiscalía 
General del Estado o Diputado Federal, a menos que se haya separado del cargo un 
año antes del día de su nombramiento. 
 
Chihuahua señala el no haber ocupado la titularidad de alguna Secretaría de Estado, 
de la Fiscalía General de la República, de una Senaduría, Diputación Federal o local, 
ni la titularidad del Poder Ejecutivo, Secretaría o Fiscalía General de alguna Entidad 
Federativa, durante el año previo al día de su nombramiento. 
 
Coahuila no haber ocupado el cargo de Secretario del Ramo o su equivalente, en 
la Administración Pública Estatal, de Fiscal General del Estado, de Diputado local, 
de Presidente Municipal o alguno de los cargos a que se refiere el artículo 95, 
fracción VI de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, durante el 
año previo al día de su nombramiento.  
 
Estado de México establece el no haber ocupado el cargo de Secretario del 
despacho, Fiscal General de Justicia, Senador, Diputado federal o local, o 
Presidente Municipal, a menos que se separe de su puesto un año antes del día de 
su designación.  
 
Michoacán establece el no haber ocupado el cargo de titular de las dependencias 
básicas de la Administración Pública Centralizada o su equivalente, Fiscal General 
del Estado, o Diputado Local, durante el año previo al día de la elección.  
 
Nayarit establece el no haber sido Secretario del Despacho del Poder Ejecutivo, 
Fiscal General o Diputado local, durante el año previo al día de la designación.  
 
Querétaro, no haber ocupado cargo de elección popular, ni haber sido secretario 
del Poder Ejecutivo o su equivalente, ni Fiscal General del Estado. 
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Quintana Roo establece el no pertenecer al estado eclesiástico, ni ser ministro de 
algún culto religioso, a menos que se haya separado cinco años anteriores a la 
fecha de su designación, y además, no haber sido Gobernador, Secretario de 
Despacho o su equivalente, Fiscal General del Estado, Senador, Diputado Federal 
o Local, ni Presidente Municipal, durante el año previo al día de su designación.  
 
San Luis Potosí establece el no haber ocupado el cargo de Secretario de 
Despacho o su equivalente, Fiscal General del Estado, Diputado local, o Presidente 
Municipal, en el año inmediato anterior al día de su nombramiento.  
 
Sonora solo establece las restricciones de los consejeros que designan el 
Gobernador y el Congreso del Estado, quienes no podrán ser designados consejeros 
quienes hayan ejercido el cargo de Magistrado del Supremo Tribunal de Justicia. 
 
Tamaulipas establece el no haber ocupado por lo menos durante el año previo al día 
de la designación, los cargos de Gobernador, secretario o su equivalente, Fiscal 
General de Justicia o Diputado local en el Estado. 
 
Veracruz indica el no pertenecer al estado eclesiástico, ni ser ministro de algún culto 
religioso, a menos que se separe conforme a lo establecido en la Constitución federal 
y la ley de la materia.  
 
Yucatán señala el no haber sido titular del Poder Ejecutivo del Estado, de alguna de 
las dependencias o entidades de la Administración Pública del Estado de Yucatán, de 
un organismo autónomo, Senador, Diputado Federal, Diputado Local, Presidente 
Municipal o ministro de culto, durante un año previo al día de la designación.  
 
NEPOTISMO: 
 
Chihuahua señala que las y los cónyuges y parientes en línea recta de los miembros 
del Consejo, así como sus parientes colaterales dentro del cuarto grado de 
consanguinidad o segundo de afinidad, no podrán ser simultáneamente miembros del 
mismo o de sus órganos auxiliares y unidades administrativas. 
 
Estado de México menciona que no podrán integrar un Juzgado, Sala del Tribunal 
Superior de Justicia o Consejo de la Judicatura dos o más parientes por 
consanguinidad en línea recta sin limitación de grado, colateral dentro del cuarto 
grado, o por afinidad dentro del segundo o cónyuges.  
 
Nuevo León dispone que los superiores jerárquicos serán corresponsables de las 
faltas administrativas graves o hechos de corrupción de los servidores públicos 
cuando exista nepotismo o colusión.  
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Tamaulipas indica que no podrán formar parte del Supremo Tribunal de Justicia o del 
Consejo de la Judicatura dos o más personas que tengan entre sí parentesco por 
consanguinidad hasta el cuarto grado, o por afinidad hasta el segundo.  
 

 
 

CONSIDERACIONES GENERALES 
 
Con relación al análisis desarrollado respecto a la regulación del Poder Judicial a 
nivel Estatal, particularmente sobre los órganos del “Supremo Tribunal de Justicia o 
Tribunal Superior de Justicia” así como del “Consejo de la Judicatura”, se observa 
que existe variación entre los estados para conformar dichos órganos. 
 
Dentro de los principales rubros analizados en este trabajo se encuentran los 
siguientes aspectos: 
 
Duración del Cargo del Presidente del Supremo Tribunal de Justicia: 
 

- Durango y Tamaulipas, seis años en el cargo. 
- Coahuila y Tabasco, cinco años en el cargo. 
- Aguascalientes, Campeche, Ciudad de México, Oaxaca, Yucatán y Zacatecas, 

cuatro años en el cargo. 
- Baja California Sur, Chiapas y Veracruz, tres años en el cargo. 
- Jalisco, Morelos, Nuevo León y Tlaxcala, dos años en el cargo. 
- Nayarit, un año en el cargo. 

 
Reelección del Presidente del Supremo Tribunal de Justicia: 
 
➢ Aguascalientes, Chiapas, Coahuila, Durango, Guanajuato, Guerrero, Jalisco, 

Morelos, Nayarit, Nuevo León, Oaxaca, Tlaxcala, Veracruz y Yucatán si 
establecen la reelección del cargo del Presidente del Supremo Tribunal de 
Justicia. 

➢ Ciudad de México, Quintana Roo, Sonora, Tamaulipas y Zacatecas establecen 
que no se podrá ser reelecto para el cargo de Presidente del Supremo Tribunal 
de Justicia. 

➢ Baja California, Baja California Sur, Sinaloa y Tabasco no mencionan ninguna 
situación respecto a la reelección del Presidente del Supremo Tribunal de 
Justicia. 

 
Número de Magistrados que integran el Supremo Tribunal de Justicia: 
 
Siete: Aguascalientes, Baja California Sur, Sonora y Tlaxcala. Diez: Tamaulipas. 
Once: Sinaloa y Yucatán. Doce: Quintana Roo.  Trece: Nayarit, Querétaro y 
Zacatecas. Quince: Chihuahua Dieciséis: Baja California, Coahuila y San Luis 
Potosí. Diecinueve: Durango. Treinta y cuatro: Jalisco. Determinados por la Ley 
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Orgánica del Poder Judicial de su Estado: Campeche, Colima, Guerrero, Hidalgo, 
México, Nuevo León, Puebla y Veracruz Determinados por el Consejo de la 
Judicatura: Guanajuato. No especifican el número de ellos: Chiapas, Ciudad de 
México, Morelos, Oaxaca y Tabasco. 
 
 
Duración del cargo de Magistrado 
 

Veinte Años Nuevo León 

Quince años Aguascalientes; Campeche; Chihuahua; Coahuila y Tabasco 
Catorce años:  Morelos y Zacatecas 
Doce años:  Jalisco 
Diez años:  Nayarit y Veracruz 
Nueve años:  Sonora 
Ocho años:  Oaxaca 
Siete años:  Guerrero 
Seis años: Baja California, Baja California Sur; Chipas; Ciudad de México; 

Colima; Durango; Hidalgo; Tamaulipas; Tlaxcala y Yucatán. 
Cinco años: Michoacán. 
No se menciona: Quintana Roo y Sinaloa 

 
Cabe destacar que en el caso de las Constituciones de los estados de Colima y 
Zacatecas no contempla regulación alguna. 
 
Consejo de la Judicatura 
 
En relación con el Consejo de la Judicatura, cuyo órgano le corresponde conocer y 

resolver todos los asuntos sobre la administración, vigilancia y disciplina del Poder 
Judicial del Estado, se destaca lo siguiente: 
 
Junta de Administración, Vigilancia y Disciplina del Poder Judicial: 
 
Morelos lo denomina “Junta de Administración, Vigilancia y Disciplina del Poder 
Judicial”. Cabe destacar que en el caso de las Constituciones de los estados de 
Colima y Zacatecas no contempla regulación sobre este órgano. 
 
Miembros del Consejo de la Judicatura: 

 
En el presente apartado únicamente se indica el total de los miembros del Consejo 
de la Judicatura, Consejo del Poder Judicial y Junta de Administración, Vigilancia y 
Disciplina del Poder Judicial, esto sin mencionar a los integrantes, es decir: 
- Chiapas y Durango contemplan 9 integrantes; 
- Aguascalientes, Baja California, Ciudad de México, México y Sonora contemplan 

7 integrantes; 
- Coahuila contempla 6 integrantes; 
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- Baja California Sur, Campeche, Chihuahua, Guanajuato, Guerrero, Hidalgo, 
Jalisco, Michoacán, Nayarit, Nuevo León, Oaxaca, Querétaro, Quintana Roo, 
Tabasco, Tamaulipas, Tlaxcala, Veracruz y Yucatán contemplan 5 integrantes; 

- Puebla y San Luis Potosí contemplan 4 integrantes; 
- Morelos contempla 3 integrantes. 
 
 
Carrera Judicial: 
 
La Ciudad de México menciona que el ingreso se hará mediante concursos 
públicos de oposición a cargo del Instituto de Estudios Judiciales como órgano 
desconcentrado del Consejo de la Judicatura, que contará con un Consejo 
Académico, mientras que la Constitución del estado de Tlaxcala establece que, el 
Consejo de la Judicatura será responsable de implementar el sistema de carrera 
judicial, con auxilio del instituto de capacitación de la judicatura. 
 
Las Constituciones de los estados de Aguascalientes, Baja California, Baja 
California Sur, Campeche, Chiapas, Chihuahua, Coahuila, Guerrero, Hidalgo, 
Nayarit, Nuevo León, Oaxaca, Querétaro, Quintana Roo, San Luis Potosí, 
Tamaulipas y Yucatán indican que el Consejo de la Judicatura es la encargada de 
administrar la carrera judicial. 
 
Las Constituciones de los estados de Colima, Durango, Jalisco, Estado de México, 
Morelos, Puebla, Sonora, Tabasco, Veracruz y Zacatecas no tienen estipulado 
quien desarrollara la carrera judicial. 

 
Las Constituciones de los estados de Guanajuato y Michoacán establecen que el 
Consejo del Poder Judicial tendrá a su cargo la carrera judicial. 
 
Nepotismo: 
 
Sobre el particular, solo las entidades federativas siguientes tienen control sobre este 
tema, siendo las siguientes: Chihuahua, Estado de México, Nuevo León y 
Tamaulipas.  
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FUENTES DE INFORMACIÓN 
 

• Aguascalientes: 
Constitución Política del Estado de Aguascalientes, Leyes de 
Aguascalientes, LXIV Legislatura, H. Congreso del Estado de 
Aguascalientes, Disponible en: http://www.congresoags.gob.mx/Laws 

• Baja California: 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Baja California, Leyes y 

Códigos, XXIII Legislatura, Congreso del Estado de Baja California, 

Disponible en: 

http://www.congresobc.gob.mx/Parlamentarias/TomosPDF/Leyes/TOMO_I/2

0191211 

• Baja California Sur: 
Constitución Política del Estado del Estado Libre y Soberano de Baja 
California Sur, Marco Jurídico, Trabajo Legislativo, H. Congreso del Estado 
de Baja California Sur, Disponible en: 
https://www.cbcs.gob.mx/index.php/trabajos-
legislativos/leyes?layout=edit&id=1486 

• Campeche: 
Constitución Política del Estado de Campeche, Leyes Estatales, LXIII 
Legislatura, Poder Legislativo de Campeche, Disponible en: 
http://legislacion.congresocam.gob.mx/index.php/leyes-
focalizadas/anticorrupcion/175-constitucion-politica-del-estado-de-camp 

• Chiapas: 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Chiapas, Legislación 
Vigente, LXVII Legislatura, Honorable Congreso del Estado de Chiapas, 
Disponible en: https://www.congresochiapas.gob.mx/new/Info-
Parlamentaria/LEY_0002.pdf?v=Mzg= 

• Chihuahua: 
Constitución Política del Estado de Chihuahua, Biblioteca Legislativa, H. 
Congreso del Estado de Chihuahua, Disponible en: 
http://www.congresochihuahua2.gob.mx/biblioteca/constitucion/archivosCons
titucion/actual.pdf 

• Ciudad de México: 
Constitución Política de la Ciudad de México, Marco Jurídico, Congreso de 
la Ciudad de México, I Legislatura, Disponible en: 
https://www.congresoc<dmx.gob.mx/leyes-expedidas/ 

• Coahuila: 
Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, Leyes Estatales 
Vigentes, Congreso del Estado Independiente y Soberano de Coahuila de 
Zaragoza, LXI Legislatura, Disponible en: 
http://congresocoahuila.gob.mx/transparencia/03/Leyes_Coahuila/coa01.pdf 
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• Colima: 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Colima, Legislación 
Estatal, LIX Legislatura, Poder Legislativo, H. Congreso del Estado de 
Colima, Disponible en: 
https://www.congresocol.gob.mx/web/Pagina/index.php/c_biblioteca/constitu
cion 

• Durango: 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Durango, Poder 
Legislativo, H. Congreso del Estado de Durango, LXVIII Legislatura, 
Disponible en: http://congresodurango.gob.mx/trabajo-legislativo/legislacion-
estatal/ 

• Guanajuato: 
Constitución Política para el Estado de Guanajuato, Legislación, LXIV 
Legislatura, Congreso del Estado de Guanajuato, Disponible en: 
https://www.congresogto.gob.mx/leyes 

• Guerrero: 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Guerrero, Trabajo 
Legislativo, Congreso del Estado de Guerrero, LXII Legislatura, Disponible 
en: http://congresogro.gob.mx/62/legislacion/ 

• Hidalgo: 
Constitución Política del Estado de Hidalgo, Biblioteca Legislativa, Leyes 
Vigentes, LXIV Legislatura, Congreso del Estado Libre y Soberano de 
Hidalgo, Disponible en: http://www.congreso-
hidalgo.gob.mx/biblioteca_legislativa/LEYES_VIGENTES/leyes_vigentes-
lxiv.html 

• Jalisco: 
Constitución Política del Estado de Jalisco, Biblioteca Virtual, Legislación 
Estatal, LXII Legislatura, Congreso del Estado de Jalisco, Disponible en: 
https://congresoweb.congresojal.gob.mx/BibliotecaVirtual/busquedasleyes/Li
stado.cfm#Constitucion 

• México: 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México, Biblioteca del 
Congreso del Estado de México, Legislación por rango, LX Legislatura, 
Disponible en: 
http://www.secretariadeasuntosparlamentarios.gob.mx/constitucion.html 

• Michoacán: 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Michoacán de Ocampo, 
Trabajo Legislativo, Marco Jurídico, LXXIV Legislatura, Congreso del Estado 
de Michoacán de Ocampo, Disponible en: 
http://congresomich.gob.mx/file/CONSTITUCI%C3%93N-
POL%C3%8DTICA-DEL-ESTADO-LIBRE-Y-SOBERANO-DE-
MICHOAC%C3%81N-REF-22-MARZO-2019.pdf  
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• Morelos: 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, Consejería 
Jurídica, Morelos 2018-2024, Disponible en: 
http://marcojuridico.morelos.gob.mx/archivos/constitucion/pdf/CONSTMOR.p
df 

• Nayarit: 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Nayarit, Compilación 
Legislativa, Poder Legislativo Nayarit XXXII Legislatura, Disponible en: 
http://www.congresonayarit.mx/media/2962/constitucion.pdf 

• Nuevo León: 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Nuevo León, Leyes, H. 
Congreso del Estado de Nuevo León, Disponible en: 
http://www.hcnl.gob.mx/trabajo_legislativo/leyes/ 

• Oaxaca: 
Constitucional del Estado Libre y Soberano de Oaxaca, Marco Normativo, 
Legislatura XIV Congreso del Estado de Oaxaca, Disponible en: 
https://www.congresooaxaca.gob.mx/marco_normativs 

• Puebla: 
constitución Política del Estado Libre y Soberano de Puebla, Legislación en 
línea, H. Congreso del Estado de Puebla, LX Legislatura, Disponible en: 
file:///C:/Users/Usuario/Downloads/ConstitucionEstadoPueblaagosto2018%2
0(1).pdf 

• Querétaro: 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Querétaro, Leyes, 
Poder Legislativo Querétaro, LIX Legislatura 2018-2021, Disponible en: 
http://legislaturaqueretaro.gob.mx/app/uploads/est-leg/leyes/001_59.pdf 

• Quintana Roo: 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Quintana Roo, Marco 
Normativo, Poder Legislativo, H. XVI Legislatura Constitucional, Disponible 
en: http://documentos.congresoqroo.gob.mx/leyes/L176-XVI-20200103-
CN1620200103009.pdf 

• San Luis Potosí: 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, LXII 
Legislatura, H. Congreso del Estado de San Luis Potosí, Disponible en: 
https://congresosanluis.gob.mx/sites/default/files/unpload/legislacion/constitu
cion/2019/11/Constitucion_Politica_del_Estado_de_San_Luis_Potosi_02_No
v_2019.pdf 

• Sinaloa: 
Constitución Política del Estado de Sinaloa, Orden Jurídico Nacional, 
Secretaria de Gobernación, Gobierno de México, Disponible en: 
http://www.ordenjuridico.gob.mx/fichaOrdenamiento.php?idArchivo=78896&a
mbito=estatal  
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• Sonora: 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Sonora, Orden Jurídico 
Nacional, Secretaria de Gobernación, Gobierno de México, Disponible en: 
http://compilacion.ordenjuridico.gob.mx/fichaOrdenamiento2.php?idArchivo=
2765&ambito=estatal 

• Tabasco: 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Tabasco, Marco 
Jurídico Estatal, H. Congreso del Estado de Tabasco, Disponible en: 
https://congresotabasco.gob.mx/wp/wp-
content/uploads/2019/07/Constitucion-Politica-del-Estado-de-Tabasco1.pdf 

• Tamaulipas: 
Constitución Política del Estado de Tamaulipas, Constituciones, Congreso 
del Estado de Tamaulipas, LXIV Legislatura, Disponible en: 
https://www.congresotamaulipas.gob.mx/Parlamentario/Archivos/Constitucio
nes/Constitucion%20Politica%20del%20Estado%2022%20oct%202019%20
%20AI%207%20I%202020.pdf 

• Tlaxcala: 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Tlaxcala, Constitución 
Política, Legislación, Disponible en: https://congresodetlaxcala.gob.mx/wp-
content/uploads/2019/05/CONSTITUCION-LOCAL.pdf 

• Veracruz: 

• Constitución Política del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, Marco 
Jurídico, Congreso del Estado de Veracruz LXV Legislatura, Disponible en: 
https://www.legisver.gob.mx/leyes/LeyesPDF/CONSTITUCION031019.pdf 

• Yucatán: 
Constitución Política del Estado de Yucatán, Gaceta Parlamentaria, Poder 
Legislativo del Estado de Yucatán, Disponible en: 
http://www.congresoyucatan.gob.mx/transparencia/gaceta/recursos/constituc
ion/085a4c_CONSTITUCI%C3%93N%20%20POL%C3%8DTICA%20DEL%
20%20ESTADO%20DE%20YUCAT%C3%81N%20(%C3%9Altima%20ref.%
2013-12-2019).pdf 

• Zacatecas: 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Zacatecas, Sistema 
Estatal Normativo, Poder Legislativo del Estado de Zacatecas, Disponible 
en: https://www.congresozac.gob.mx/63/ley&cual=323&tipo=pdf 
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